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Arias, don Pablo C contra don Narciso Ñores Salgado, 
sobre reivindicación * ■ 
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Sí vori, don Bartolomé, y Bravo, don Manuel S.. H ser i ba- 
ños de Marina de la ciudad del Rosario, solicitan de 
la Corte Suprema, que el Juez Federal que esté de tur- 
no o el que se designe, selle los cuadernos de los res- 
■j iedivns registros 17 

Soba, don Francisco, en autos con don Artemio Lebrero, 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho 29 

Sociedad Anónima Azucarera Argentina contra la Pro- 
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tierras y mejoras l*JO 
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contra la provincia de Tucumán, por devolución de su- 
mas de dinero e inconstitucional idad de ley ; sobre com- 
petencia -7 1 
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A 

Accidentes del trabajo (Depósito de la indemnización » , — La 
resolución por la que sin desconocer e| derecho a la in- 
demnización reclamada por los sucesores cíe un obrero 
italiano, residentes en el extranjero, se dispone c|»e su 
importe quede depositado a nombre de aquéllos en la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones y se entregue 
mensual mente a tos interesados las rentas cor res [K>nd ¡en- 
tes, conforme a lo dispuesto en el articulo 9 de la ley 
número 9Ó88. no vulnera ningún derecho conferido por 
el convenio con el Reino de Italia, aprobado por la ley 
número 11.126. Pág. 102, 

Accidentes del trabaja (lugar del depósito de !a indemnización ). 
— La ley 9688 sobre Accidentes del Trabajo, es por su 
naturaleza, complementaria .de] Código Civil, y lia sido 
dictada jior el Congreso en ejercicio de la facultad con- 
ferida el articulo 67. inciso 11 de h Constitución, y 
pnr consiguiente, reviste el carácter de ley general de la 
X ación, con la sola salvedad de las disposiciones conte- 
nidas en sus artículos 15 y 2t, que rigen únicamente en 
la Capital y Territorios Nacionales; salvedad excepcio- 
nal que no puede hacerse extensiva at artículo <y\ ni a 
alguna de sus cláusulas, que establecen expresamente, 
que los depósitos por concepto de indemnización deben 
efectuarse en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones. Al determinar el Congreso el establecimiento o 
Caja en (pie deberán depositarse las indemnizaciones, no 
ha excedido sus |>oderes constitucionales, aún cu id su- 
* puesto de que se tratare de una disposición de forma o 
simplemente reglamentaria, dado que si bien Iris pro- 
vincias lienen facultad para darse sus propias itistitu- 
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ciones locales y, por ende, para legislar sobre procedi- 
mientos, ello es sin perjuicio de las disposiciones regla- 
mentarias que dicte el Congreso cuantío considere del 
caso prescribir formalidades especiales para el ejerci- 
cio de determinados derechos establecidos en íos códi- 
gos fundamentales que le incumbe dictar. Pág. 254. 
Accidentes del trabajo (lugar del depósito de la indemniza- 
ción). — La ley 9688, sobre accidentes del trabajo, es 
por su naturaleza complementaria del Lódigo Civil» y ha 
sido dictada por el Congreso en ejercicio de la facultad 
conferida por el articulo 67. inciso ti de la Constitu- 
ción, y por co:'*irr,nt;nte reviste el carácter de ley ge- 
neral de la Nación, con la sola salvedad de las disposi- 
ciones contenidas en sus artículos 15 y 21, que rigen 
únicamente en la Capital y Territorios Nacionales; sal- 
vedad excepcional que no puede hacerse extensiva a los 
artículos 9* y to en la parte que ha sido materia de dis- 
cusión, que establecen expresamente, que los depósi- 
tos por concepto de indemnización deben efectuarse en 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

Al determinar el Congreso el establecimiento o Caja 
en que deberán depositarse las indemnizaciones, no ha 
excedido sus poderes constitucionales, aún en el supues- 
to de que se tratare de una disposición tle forma o sim- 
plemente reglamentaría, dado que si bien las provincia- 
tienen facultad para darse sus propias instituciones lo- 
cales y |wr ende, para legislar sobre procedimientos, 
ello es sin perjuicio de las disposiciones reglamentaria* 
que dicte cí Congreso cuando considere del caso pres- 
cribir formaüdades especíales para el ejercicio de de- 
terminados derechos establecidos en los Códigos funda- 
mentales que le incumbe dictar. Kn consecuencia, el de- 
pósito de lo adeudado por concepto de indemnización 
debe efectuarse en la Caja Nacional de Jubilaciones y 
I 'cnsiones. Pág. 20Í, 
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Acción ¡n rem verso — Para la procedencia de la acción hi rcm 
verso, no basta el concurso del empobrecimiento del de- 
mandante v del enriquecimiento correlativo del deman- 
dado; es, además, condición esencial, la ausencia de jus- 
ta causa que le justifique y explique; y no comportan- 
do por sí sola la caducidad de la concesión autorizada 
por la ley número 23,74 para el ensanche del Canal del 
Riachuelo y Kío Matanzas, una causa jurídica que le- 
gitime o explique la atribución al Estado, de las obras 
o propiedades afectadas por el concesionario a la pri- 
mera sección de! Riachuelo, ni tampoco que ella nazca 
de una previsión expresa del acto de concesión, tas con- 
diciones de la expresada acción in rcm verso se encuen- 
tran cumplidas. (Concurren en la hipótesis, no sólo el 
empobrecimiento del concesionario y el enriquecimiento 
del Estado, sino también la ausencia de causa justa que 
autorice aquel enriquecimiento). 

Conforme a la propia naturaleza de la acción in 
rem verso, para fijar en el caso el alcance de la indem- 
nización, no ha de tomarse en cuenta el monto real de 
los desembolsos verificados por los concesionarios en 
la realización de las obras, adquisición de los terrenos o 
construcciones correspondientes, ni mucho menos el cos- 
to de esos bienes como formando parte de la concesión, 
ya que este valor ha desaparecido por efecto de la cadu- 
cidad, sino simplemente su valor bruto, esto es, el que 
hubieran representado para el concesionario st hubiera 
dispuesto de ellos después de la extinción de la empresa. 

La acción in rem verso ejercitada en el caso por el 
demandante no puede comprender el valor de los te- 
rrenos de propiedad privada ocupados por el lecho del 
río. después de la rectificación de su cauce, que le fue- 
ron cedidos gratuitamente por sus propietarios con el 
propósito de cooperar a la realización de la obra pú- 
blica que constituía el objeto de la concesión, y yalori- 
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zar, tle paso, el resto de las tierras. (Los derechos de la 
empresa concesionaria sobre rales bienes desaparecie- 
ron con la declaración de caducidad, y respecto de ella iiO 
media enriquecimiento de la pación a expensas del con- 
cesionario). Pág. iyo. 
Arbitros (su carácter). — No habiéndose determinado en el 
compromiso el carácter de los arbitros nombrados, debe 
presumirse que Ta intención de las partes fué instituirlos 
en calidad de arbitradores, máxime si se tiene en cuen- 
ta la naturaleza de las cuestiones .sometidas a su deci- 
sión y el hecho de haberse establecido normas de pro- 
cedimiento distintas de las de los juicios ordinarios. 
Pág. 242- 

c 

Capital y Territorios (su jurisdicción y sus facultades). 

Caso contencioso administrativa. — El caso contencioso admi- 
nistrativo se produce cuando hay denegación de un de- 
recho administrativo y requerimiento de ese derecho 
ante la Corte provincial por vía de juicio pleno, y las 
gestiones ante la autoridad administrativa equivalentes, 
en realidad, a las extrajudiciales hechas por los parti- 
culares antes de someter sus controversias a los tribu- 
nales» no suponen prórroga de jurisdicción, no impor- 
tan juicio, ni ta pérdida del derecho de acudir a la au- 
toridad competente para reclamar las reparaciones de- 
bidas. Pág. 120. 

Compctcm ia. Véase "Jurisdicción". 

Comprador (repetición del precio). — El derecho del compra- 
dor para repetir el precio cuando ha habido entrega de 
éste sin que se haya producido correlativamente la del 
inmueble en su totalidad, tiene su fundamento legal más 
general en la falta de causa de la obligación por él cum- 
plida; es un pago sin causa, previsto en la última parte 
del artículo "93 del Código Civil, y las consecuencias ju- 
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ridicas de la acción de repetición, tanto en el caso de 
jxigo fie lo indebido propiamente dicho, como en el su- 
puesto fie pago hecho sin causa, se hallan expresamen- 
te legislados en los artículos 786 y 788 del expresado 
Código. Pág. 401 . 

Contienda de competencia. — La cuestión de inhibiciones do- 
bles derivarla de haber declarado una Cámara Federal 
y un Superior Tribunal de Justicia de Provincia, la in- 
competencia de las respectivas jurisdicciones para co- 
nocer de! mismo asunto, y cuya última consecuencia se- 
ria privar al interesado (un letrado) de los tribunales 
ante los cuáles hacer valer sus derechos legítimamente 
adquiridos, debe ser tratada y resuelta como una de las 
expresamente comprendidas en el artículo <y. n t inc:$o a)_ 
de la ley 4055. Pág. 34, 

Contienda de competencia. — Corresponde a la Corte Supre- 
ma dirimir un conflicto entre jueces de distinta juris- 
dicción, respecto a las formalidades que debe llenar un 
exhorto librado por uno de ellos. Pág. 365. 

Contienda de compctcn<ia r — Tratándose de un conflicto en- 
tre jueces de distinta jurisdicción respecto a las forma- 
lidades de un exhorto librado por uno de ellos, procede 
la intervención de la Corte Suprema de acuerdo con los 
móviles y el alcance atribuido en reiterados casos aná- 
logos, al articulo 9* de la ley 4055. l'ág. 420. 

Costas. — Aun en ta hipótesis de que por no concurrir en el ca- 
so todas las condiciones legales necesarias para el ejer- 
cicio del interdicto de retener, éste hubiera debido ser 
desestimado, las costas serian siempre a cargo de la 
parte (pie por medio de aquellos hechos ha desconocido 
las garantías que la Constitución y las leyes de la Xa- 
ción aseguran a la propiedad privada, determinando la 
intervención de los tribunales para protegerla y origi- 
nando así, los consiguientes gastos judiciales. Pág. 307. 
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Daños y perjuicios. — La enajenación de un derecho de pro- 
piedad condicional, es decir, de la posibilidad que tiene 
el vendedor tle ser propietario de un inmueble, no pue- 
de constituir un caso de venta de cosa ajena, y, por en- 
de, ciar margen a daños y perjuicios en ese concepto. 
IVig. 461. 

Defraudación a la renta de .Ithtana. — La circunstancia de ha- 
ber sido contraloreadas par la Aduana las operaciones 
ile alnfcicenaje de los cereales efectuadas por el acusado 
con el objeto de obtener los correspondientes boletos de 
depósito, hace presumir (pie los depósitos se hicieron en 
la extensión de que instruyen dichos documentos ofi- 
ciales, y hace indispensable una pniel>a plena y conclu- 
yeme en contrario, para poder desvirtuar esa vehemen- 
tísima presunción; prueba que no habiendo sido sumi- 
nistrada en el caso, hace procedente la absolución del 
acusado. 

Tratándose de fraudes contra la renta fiscal o de con- 
travenciones de tas ordenanzas fie Aduana, sólo se tiene 
en cuenta los actos realizados, con prescindencia de la 
intención que haya impulsado al agente al ejecutarlos- 
No es compatible con el propósito cpie ha inspirado 
la sanción del artículo 5." de la ley 10.340- la interpreta- 
ción del artículo 507 de las OO. de Aduana, según la 
cual las mercaderías <te tránsito pueden ser exportadas 
con otros permisos de depósito que aquellos que fueron 
otorgados al al ^acenarias, dejando los primitivos bole- 
tos disponibles para poder exportar otras mercaderías 
de la misma especie, adquiridas o llevadas a depósito, en 
cualquier época ulterior ; por lo que la cancelación de 
los boletos de depósito no utilizados por el recurrente 
al exportar el cereal en cuestión, constituye una solución 
irreprochable, con arreglo a una sana interpretación de 
las disposiciones legales que gobiernan el caso. Tág. 345. 
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Deslinde. — El articulo ¿753 del Código Civil exige imperati- 
vamente que exista acuerdo respecto del deslinde de los 
terrenos y escritura pública que dé validez a ese acuer- 
do j>ara que se produzca el efecto de que la escritura y 
la mensura sj^iji en adelante como titulo de propiedad. 
I'ág. 428. 

Despojo (acción de». — Acreditadas la anualidad de la pose- 
sión del actor (artículo 247$, Código Civil), la exclu- 
sión absoluta y una! de! mismo, de la posesión en que se 
hallaba, sin orden judicial y mediante el empleo de la 
fuerza pública, procede la acción de despojo deducida 
dentro del término fijarlo por el artículo 2493 del mis- 
■ mo Código. 

La innenajenabilidad e imprescriptibilidad a que se 
refieren los art. 2341 y 2340. inciso 7." del Código Civil 
nacen de un acto de carácter administrativo, cual es la 
afectación o consagración del inmueble al use» y goce 
comunes, y ese acto administrativo, en cuanto se re- 
quiere para realizarse, de los bienes individuales, delie 
moverse dentro de las condiciones y limitaciones esta- 
blecidas por el articulo 17 de la Constitución y 251 1 del 
Código Civil, esto es. respetando el principio de la invio- 
labilidad de la propiedad privada y en su caso, califi- 
cando por ley ía expropiación e indemnizándola previa- 
mente , 

Aún en el supuesto de que las autoridades de ta 
provincia demandada hayan usado, al proceder a ta rea- 
pertura del camino, de facultades conferidas por sus 
leyes locales, no pueden entenderse ni ejercitarse con 
detrimento de las garantías consagradas por la Consti- 
tución y leyes comunes respecto de la propiedad privada. 

La protección al derecho impartida por la adminis- 
tración de justicia, no puede ni debe quedar supeditada 
al nombre epte las partes asignen a las acciones encami- 
nadas a hacerlo efectivo. Pág. 307. 
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Despojo (Acción de), — Es procedente una acción de despojo 
en q«e el demandante ba acreditado plenamente Jos ex- 
l remos establecidos por el artículo 2494 del Código Ci- 
vil. (Posesión, des|M»jo consistente en ía apertura del 
Camino dentro del campo de] actor por empleados del 
gobierno de la provincia demandada, que invadieron ta 
propiedad, destruyendo alambrados que encontraron a 
su paso y manteniendo expedito para el tráfico público 
el expresado camino ) ; sin que constituya obstáculo le- 
gal para el éxito de esa acción, la circunstancia de ha- 
larse realizado el hecho como acto de gobierno y con 
fines de interés general. 

No basta para legitimar un despojo que el Poder 
Ejecutivo de la Provincia esté autorizado por las leyes 
locales para requerir de los propietarios, sin indemniza- 
ción alguna, el terreno necesario para caminos públi- 
cos, dado que tales autorizaciones deben entenderse sin 
perjuicio de las garantías consagradas por la Constitu- 
ción y las leyes de la Nación en salvaguardia de la 
propiedad privada. 

El hecho de haber gestionado el actor ante la atito- 
- rtdad administrativa la revocación de la orden de aper- 
tura del camino no constituye obstáculo legal para el 
progreso de la acción posesoria, ni priva de la juris- 
dicción de los tribunales federales. Pág. 65. 

Despojo (interdicto de). — Acreditados los extremos de los 
artículos 2490, 2493 y 2494 del Código Civil, correspon- 
de declarar la procedencia del interdicto de despojo. 
Pagina 238. 

Documentos argüidos de falsos (su comprobación). — La ley 
Nacional de Procedimientos número 50, admite la com- 
probación de documentos siempre que sean útiles para 
la decisión del juicio y una de las partes sostenga su fal- 
sedad; y se refiere a la prueba documental en general. 
Página 16. 
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Dominio (qué comprende su trasmisión 1 !. — Oe acuerdo con 
la interpretación más autorizada de los artículos 3367 y 
3268 del Código Civil, la trasmisión de la propiedad fie 
una cosa supone la trasmisión, al mismo tiempo» tic los 
derechos y acciones que estén identificados con esta 
misma cosa o que se hayan convertido en sus acceso- 
rios; y asi. en ta venta de una cosa determinada hecha 
cha por el comprador a un tercero, antes o después de 
verificada !a trasmisión de aquélla, se comprende las 
acciones y derechos que en su calidad de comprador 
puchera corresponder le contra el vendedor, dado que los 
enajenantes trasmiten a los adquirentes las cosas aun 
o muí sita cansa. Pág. 40 [ . 

Dominio (dónde deben ser debatidas las eucítlones relativas al 
derecho de). — Las cuestiones relativas al derecho de 
dominio o propiedad con los particulares, sólo pueden 
ser debatidas ante los jueces que designan a tal efecto, 
las leyes que organizan la jurisdicción y competencia de 
tos tribunales, y en el caso, la "resolución legal*' pre- 
vista en ta condición bajo la cual la provincia deman- 
dada vendió al primitivo antecesor en el título del de- 
mandante, las tierras materia del juicio, formulado en 
los términos "o de que por resolución legal fueran los 
terrenos denunciados, declarados de propiedad de la 
provincia de Santa Fe\ no son otras que las dictadas 
por la Corte Suprema el año 1887 declarando la nuli- 
dad de parte de la^s ventas hechas por la nombrada pro- 
vincia al aludido antecesor en el titulo. (Tomo 30, pá- 
gina 561 y tomo 31. página 382). Pág. 401. 



Bttrihauos iU> Marina. — Los escribanos de marina no pueden 
• tener a su cargo al mismo tiempo, registro provincial. 
Página 17. 
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Excticián tfc impuestos. — La exención de impuestos acorda- 
da por la ley número 5315 no comprende las lasas co- 
rrespondientes a los servicios municipales de alumbra- 
do y pavimento. 

La ley número 10.657 no es interpretativa de la 
número 5315, por lo que 110 puede aplicarse a impues- 
tos devengados y percibidos con anterioridad a su vi- 
gencia . Pág. 78. 

lixliarto \ condiciones para su diVujenciamicniul, — Para (pie 
un exhorto dirigido por autoridades nacionales a auto- 
ridades de provincia o nacionales fuera de su jurisdic- 
ción pueda diligenciarse, no se requiere más requisi- 
to que la firma del juez y el sello del juzgado respec- 
tivo. Pág. 365. 

li.vhorto 1 su diligenciamiciito K — Corresponde el diligencia- 
miento de un exhorto dirigido por mi Juez en lo Crimi- 
nal de la provincia de Córdoba al de Instrucción de la 
Capital, en el que se lian llenado los requisitos exigidos 
por la acordada de la Suprema Corte de fecha 21 de 
febrero de 1*105. (el sello de tinta del juzgado y la fir- 
ma del juez 1. y los prescriptos por el articulo 675 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal de la Capital . 
Página 420. 

Extradición inter provincial (obligación constitucional), — La 
cláusula segunda del artículo 8." de la Constitución no 
consagra una reciprocidad convencional subordinada a 
la observancia o a) incumplimiento de una de las partes 
sino una obligación constitucional preceptiva e ineludi- 
ble, que importa, en cierto modo, una limitación a las 
soberanías locales impuestas por intereses superiores de 
justicia y seguridad social, y que habrá de cumplirse 
siempre, aún en los casos a que alude el juez exhorta- 
do, mediante el ejercicio de los recursos legales corres- 
pondientes, <l<os casos aludidos eran la falta de reci- 
procidad resultante de no haber sido contestados exbor- 
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to> dirigido» a las autoridades judiciales de Córdoba), 
Pagina 420. 

r 

l-crrot'tirrilcx. — \ éasc "Exención de impuestos?', 
forFOtai'FÍles Nacionales i sus fias). — Véase "Jurisdicción". 

G 

Gobierno Xttciotml ( su personería en demandas sobre jubila- 
ción j . — Kl Gobierno Nacional tiene personería para 
ser demandado por un empleado nacional ¡tara que se 
le reconozca el derecho a ser jubilado que le fui* deseo- 
nocid eif ía vía administrativa. (Existia la venia del 
Congreso l. l'ág. 318. 

I 

ImpUestn 1 su concepto constitucional). — No es impuesto el 
tributo que no tiene por mira costear gastos de la admi- 
nistración pública, sino acordar privilegios a determina- 
das personas o instituciones privadas dentro de una in- 
dustria licita íj.ie puede ser libremente ejercida. Pág. 5. 

lucMisiihtao utilidad de ley ( La de la número 758 y decreto re- 
glamentario de la Prov, de Mendoza, sobre vinos i, — 
A la ley 759 de la provincia de Mendoza, le son aplica- 
bles las consideraciones y fundamentos del fallo de la 
Corte Suprema que declaró a la ley número 70J de la 
misma provincia, contraria a los artículos 14, tíí y 28 
de la Constitución Nacional (véase tomo t28. página 
435 ). Por lo que la ley 758 y decreto regla ¡nentario 
respectivo, que grava con un impuesto de d¡e* centa- 
vos cada quintal métrico de uva. contrarían ?as garan- 
tías establecidas en la Constitución (articulo 14) rela- 
tivas a la libertad de trabajo, industria y comercio, etc.; 
y la número 759 y decreto reglamentario correspondie li- 
te, que autorizan a gravar con una coütribneión extra- 
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ordinaria máxima de doce y medio por ciento el precio 
oficial fijado a la uva que se coseche y vini fique en la 
provincia (artículo 19 >, que restringe la producción de 
vtno, gravando el exceso admitido, con un impuesto adi- 
cional de dos centavos por litro (articu!o 20) y destina- 
do ese impuesto a fines que no son los fines públicos que 
podrían justificarlo y, además, impone un seguro de Es- 
tado (artículos 22 y 23 ), contrarían, igualmente, las 
garantías constitucionales antes citadas. (Constitución, 
artículos 14 y 16) . 

Las disposiciones de los artículos 1° y 5,* de la ley 
de la provincia de Mendoza, numero 646, no están en 
contradicción con disposición alguna de ta ley nacional, 
número 4363. en la que nada se ha establecido al res- 
pecto. Pág. 6. 

JncoHStitueionalidad de ley (La del art. 208,, Inc. i.°. Cód. Pe- 
nal). — No es posible admitir que el artículo 14 de la 
Constitución en la parte relativa a Ea libertad de cul- 
tos, pueda ser legítimamente invocado como protección 
contra la disposición del artículo 208, inciso i.° del Có- 
digo Penal, inspirada en manifiestas razones de higiene 
pública y policía social y que tiende, no a limitar o res- 
tringir la mencionada garantía, sino a impedir que en su 
ejercicio y a nombre de ella se comprometa la salud y la 
moral de los habitantes, Pág. 31. 

iHCOUstitHcionaiidgd de ley (La de la número 11.156. art. 1." 
inc. d). sobre alquileres). — La doctrina del fallo de la 
Corte Suprema, publicada en el tomo 137, página 47, es 
aplicable al caso sttb lite, en que se trata de una sufoca- 
ción de término definido, pactada con anterioridad a la 
sanción de la mencionada ley. Pág. 112. 

I nconstitucioHofidad dje ley (La de la número 11.157, * o!jrc 
alquileres). — Establecido que no se ha alegado ni pro- 
bado la existencia del contrato de locación de término 
definido, de fecha anterior a la promulgación de la ley 
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11.157 y cuyos efecto* debieran perdurar después i¡e di- 
fluí -.:iriL-!''ni legislativa, te es aplicable al caso, las conclu- 
siones del fallo de la Corte Suprema, publicado cu el 
tomo 13Í», página rni . F'ág. 140. 
fmúiislitiuiünaiidad de tey (La de la número 33 1¿ y número 
4097, sobre juegos prohibidos). — I,as leves 3313 y 4097 
han sido dictadas por el Congreso como legislatura de 
Kstado y ningún óbice legal puede oponerse a la san- 
ciótí de esas leyes emanadas del Congreso en el carác- 
ter aludido; y en la reglamentación del juego que en 
ellas se liace. no existe quebrantamiento de la unidad de 
ía legislación inmal ni se vulneran u restringen» y ames 
bien »e confirman los poderes correlativos de las provin- 
cias para ejercitar idénticas facultades dentro de sus 
limites jurisdiccionales, ni se afectan los derechos y pre- 
rrogativas que consagran los artículos 104 a 107 de la 
Constitución . 

Tanto de la estructura de las leyes impugnadas, co- 
mo de sus móviles expresos y del mismo carácter de san- 
ción local que lienen. no es posible deducir que sus pro- 
pósitos inmediatos hayan sido los de constituir una 
fuente de renta de las que contribuyen a formar el te- 
soro de la Nación, pues como se ha afirmado con ver- 
dad, en casos análogos, las finalidades manifiestas de 
estas leyes son las de restringir el juego y proveer con 
lns fondos que producen a las necesidades y exigencias 
de la beneficencia pública. 

Sí bien es exacto, en general, que la Capital y los 
Terr i torios no constituyen respecto de las provincias 
una jurisdicción extranjera, unos y otras tienen faculta- 
des independientes que. como las comprendidas en los 
poderes de policía, son locales, y 110 pueden extender más 
allá de sus propias soberanías, tales entre otras, la legis- 
lación sobre juego, abusos de libertad de imprenta, obs- 
trucción a la administración de justicia y organización 
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dé la misma, moralidad, materias rurales, vagancia, em- 
briaguez, etc. ; sin que se a un óbice al ejercicio de tales 
facultades propias la disposÍci4i! del artículo 7.» de la 
Constitución que prescribe que los actos públicos y pro- 
cedimientos judiciales de una provincia gozan de entera 
fe en fas demás, Kn consecuencia, los artículos i. u , 9." 
y 10: de ta ley 3313 y artículo 4. de la 4097 no son con- 
trarios a las disposiciones de los artículos 4, 67, incisos 
1 a 5. 10 y 27, artículos 108, 107, 104 y 7 a 12 de la 
Constitución. Pág. 217. 
hcoustUitaonalidad de leyes. (U de | a número 4097» sobre 
juegos prohibidos). — Véase el número uno del suma- 
rio de la causa que precede, aplicable a la presente. 

La ley 4097 no es repugnante a los artículos S. y 
16 de la Constitución. Pág. 236. 
Interdicto de obfia iuteva. — %\ artículo iG de ta ley número 
2873 no se limita a consignar el derecho de cruzar las 
lincas existentes por fas de otro ferrocarril, sino que es- 
tablece que los ferrocarriles no podrán oponerse al cru- 
zamiento de sus vías, lo que implica necesariamente la 
exclusión de las acciones encaminadas a proteger la po- 
sesión cuando, como en el caso, el acto de turbación no 
tiene otra finalidad que establecer un cruzamiento de lí- 
neas férreas autorizado por la administración, y tal in- 
teligencia de dicha disposición legal, no es repugnante 
a las garantías consagrarías por los artículos 17 y 18 de 
la Constitución; por lo que, siendo con arreglo a esa 
inteligencia. la materia de cruzamiento de vías férreas, 
de la exclusiva jurisdicción administrativa y en conse- 
cuencia, pudiendo ésta autorizar y hacer efectiva tales 
operaciones sin necesidad de un procedimiento judicial 
previo, no procede un interdicto de obra nueva contra la 
Administración de los FF. CC. del Estado, por el cru- 
ce de las vías del Ferrocarril Central Córdoba y cons- 
trucción de un ramal de Santa Fe a San Pabío. Pá- 
gina 377. 
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Intervención nacional en las provincias. — La intervención na- 
cional en las provincias, en tocios los casos en que ¡a 
Constitución la permite o prescribe, es un acto político 
Ixmt su naturaleza, cuya verificación corresponde exclu- 
sivamente a los poderes políticos de la Nación. Pági- 
na 271 . 

i 

• * 

Jubilación (derecho a la). — Carece de derecho a los Iwnef icios 
que acuerda la ley 4349, por no haber llenado los requi- 
sitos y condiciones que la misma establece, la persona 
que, no por error de su propio nombte sino para utili- 
zar un empleo que en el correo le cedió otra persona, lo 
desempeñó a sabiendas que no le había sido conferido 
en forma por autoridad competente, Mg. 4*4. 

Juegos prohibidos i inconstitucionalidad de las leyes 3313 y 
4097, sobre). — Véase en la palabra "Inconstitucionali- 
dad" . 

Juicio arbitral. — Véase "Arbitros" (su carácter). 

Jurisdicción. — Cualquiera que sea la competencia en cuanto 
al fondo del pleito, corresponde conocer y resolver lo re- 
lativo al cobro de costas y honorarios devengados den- 
tro del juicio al juez ante el cual ellos se han causado. 
Página 34. 

Jurisdicción. — La jurisdicción criminal atribuida por la ley 
número 48 a la justicia nacional en nada altera la juris- 
dicción militar en los casos en que según las leyes exis- 
tentes deba precederse por Consejos de Guerra. Ar- 
tículo 7 de la citada ley. 

Corresponde a la Justicia Militar conocer de un 
proceso instruido contra un aspirante de la Escuela Na- 
val, por un acto delictuoso cometido en acto «le servi- 
cio y en lugar sujeto a la autoridad militar, en los térmi- 
nos y condiciones señaladas por el articulo 117, inciso 
2." del Código de Justicia Militar. (Dentro del loc.l 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 419 



de ia Escuela Naval, en momentos en que los alumnos 
se ñafiaban en formación, fué perpetrado el deüto, em- 
pleando armas de la Nación y resultando victima de! 
mismo otro aspirante de la mencionada Escuela. Pá- 
gina 55. 

Jurisdicción. — Corresponde a la Justicia Federal el conoci- 
miento de una causa por homicidio cometido en el Co- 
legio Mariano Moreno de la Capital Federal. (Estable- 
cimiento de propiedad de la Nación y costeado con di- 
neros de la misma, con fines de utilidad nacional, en el 
que, por lo tanto, la, jurisdicción federal es absoluta y 
exclusiva). Pág. 6o. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia local y no a la mili- 
tar, el conocimiento de una causa por el delito de homi- 
cidio cometido en una calle de la ciudad de Tucumán, 
|K>r un conscripto, en la persona de un ciudadano, en 
circunstancias en que algunas fuerzas militares de la 
Nación, a las que pertenecía el aludido conscripto, pres- 
taban su cooperación a la policía de la ciudad para res- 
tablecer el orden alterado por algunos gremios obreros 
en huelga. (No se trataba de un delito cometido "en 
actos del servicio militar). Pág. 71. 

Jurisdicción. — Corresponde a la Justicia Federal el conoci- 
miento de una causa seguida por un hecho delictuoso 
sucedido en la Facultad de Derecho de esta Capital. (En 
ese local el Gobierno Nacional tiene absoluta y exclu- 
siva jurisdicción). Pág. 109. 

Jurisdicción. — Si el lugar en que se cometió el delito fuere 
desconocido, el conocimiento de Ta causa corresponde al 
juez del lugar en que se ha procedido al arresto de] cul- 
pable. (Artículo 35 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal; en el caso era grande la dificultad para esta- 
blecer si el lugar en que se produjo el hecho delictuoso 
presentaba los caracteres geográficos de una isla o de 
una península, a los efectos de declarar la competencia 
de !a justicia federal o de la ordinaria). Pág, 328. 
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i 

Jurisdicción. — Habiendo iluda respecto a la jurisdicción en 
que se cometió el delito, el conocimiento de la causa co- 
rresponde al juez que hubiera prevenido en la misma. 
( Articulo 36 del Código de Procedimientos en to Cri- 
minal ) . Pág. 333. 

Jurisdicción. — Las vias de los ferrocarriles nacionales, por el 
hecho de serlo, no han dejado de estar sometida.- a las 
jurisdicciones locaíes respectivas, sin sujeción especial, 
|x>r tal concepto a la soberanía excluyeme de la Nación. 

EÍ Gobierno Federal está interesado y obligado a 
mantener el regular funcionamiento de los ferrocarriles 
nacionales y los actos que tiendan a impedirlo o estor- 
barlo, están evidentemente comprendidos dentro de lo 
dispuesto por el artículo 8t de la ley número 2K73. 

Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de un proceso instruido con motivo de un atentado ,1 
un tren, cometido en circunstancias y con modalidades 
que lo caracteriza como un delito contra la segundad y 
el tráfico ferroviario, previsto y junado por la ley ge- 
neral de la materia. Pág. 338. * 

Jurisdicción originaria. — Tratándose de una causa civil segui- 
da contra una provincia por una sociedad anónima domi- 
ciliada en esta Capital y que no ha prorrogado la juris- 
dicción de los tribunales locales, procede el fuero origi- 
nario de la Corte Suprema. Pág. 120. 

Jurisdicción originaria. — La jurisdicción originaria de la Cor- 
te Suprema no se extiende a las causas entre una Na- 
ción o gobiernos extranjeros y un particular , ( En el 
caso, el cobro de dinero por fletes mar ¡timos no afecta- 
ba al Embajador de los Estados Unidas de Norte Amé- 
rica, ni podia considerarse concerniente al mismo). Pá- 
gina 127. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la jurisdicción 
originaría de la Corte Suprema el conocimiento de una 
demanda contra una provincia por devolución de sumas 
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(le dinero cobradas en eotk'epin de impuestos, fundada 
en que la ley í|ttc estableció el impuesto era nula pur no 
Haber citado válidamente o>n>liluida la Cámara de Di- 
putados al celebrar ¡a sesión m que diéfia hy se sancio- 
nój íiiriJíiiyi-mloriL- la invalidez |<sga| de la eiitiMitiición 
de la Cámara, a acios di- violencia cmi ¡j$ ;u"inu:i, 
se tjblif;'» a linos diputado* a fértiiar qmhiuu y se impi- 
dió a otro* ijitL- caiicúrHerau a la rapfón m f¡iie se san- 
cionó r« ley mipugnadaí tío rnjoní&idosé por lo deniás, 
reparo alguno en la demanda, al iinpucsto en si mismo, 
a mi naturaleza <> caracteres esenciales, ni a la facultad 
constitucional de los pudores locales para Crearlo y per- 
cibirlo. 

La- pntv¡i!cií(> ííeneii iferechn ;i reírse ¡mr sus 
pn >|ií.i,s instituciones, conservan todo el poder lio dele- 
gado, esto es. su cibera uta absuluia. y constituyen sus 
autoridades gítb^rjiat^as sin mmryencion del ¿obíérno 
Federal . 

Debiendo jli^rse ¿1 pleito stntulláueaiikMte. bajo 
los dos ppecins propuesto* en !a demanda, él de la vio- 
lación de disposiciones de la Constitución Nacional, pur 
haberse cobrado un impuesto sin título legíil, es decir, 
en virtud de una ley mjC se califica de inexistente pul* 
ser nútn su sanción* y él de ta apHcaCién de mía cláusu- 
la ríe ln ^onititucion provincial, la procedencia de la jíi- 
r-isdkvión local se ajusta a los prmtífíibs de goBic^no 
rjue rigen la República, sin perjníc : ". en su cas.., de la 
jurisdicción de ultima iust.Mieia de la Corté Suprema, 
si se interpu-íera y correspondiese el recurso autorizad*! 
|<or el articulo 14 de la ley 4X. í'ájí. ,71 . 
Insto título. — Kl justo titulo debe ser un acto o un becbo por 
mi naturaleza atributivo de propiedad y no puede, con- 
■filien teniente, iustitttiríb una sentónoiá que por su na- 
turaleza misma, es simple 1 en le. declaratoria de dure- 
cjios del mi idos en el pleito, pá^, _jj,S. 
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JL 

Ultras férreas ('sd cruzamiento). — Véase ''ÍriteT$CtO de 
übrá nueva". 

M 

Mensura cóiM titula tU< propiedad. — Véase ''Deslindé"*. 

N 

Xnlidad del juicio arbitral (Causas del. — Ni los defectos de 
procedimiento ni la viciación de (as disposiciones lega- 
les o cláusulas de '.os cohtfátOS se encuentran compren- 
didas entre las ^iisálés que laxativamente establece el 
articulo Xo8 del Código de l'fí^eUiiuítntQS de la Capi- 
tal, ley supletoria en los juicios que se ventilan ante los 
tribunales federales. E*ág. 

P 

Patío procedente (Mü caso de fa'.ta de fondos votados por le- 
gislaturas provinciales i , — Reconocidas la legitimidad 
y monto de la suma demandada, no es ]>osible aceptar 
como fundamento legal de la falta de pago la excusa de 
que la legislatura no arbitró los fundos necesarios. Pá- 
gina I-ío. 

PercnMtt He la instancia, — Con arreglo al principio sobre que 
se Itasa !a perdición de la instancia, élta sólo se produ- 
ce en los litigios que estando en tramitación, se han dc : 
Jado abandonados por los interesados sin instar su cur- 
so, que es lo que en concepto de la nris.na ley constitu- 
ye su paralización, y lo que ha querido evitarse; por lo 
que. estantío llamados los autos para sentencia, la pe- 
rención de la instancia no procede. 

Posesión i Causa de la. su cambio). — El que entró al inmue- 
ble como inquilino no puede por el transcurso de! tiem- 
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po ni por acto propio cambiar ]a causa de su posesión en 
detrimento del propietario. Artículo 235*. Código Ci- 
vil. Pág. 238. 

Prescripción fde la acción excluyente de tercería de mejor de- 
recho). — La prescripción de la acción excluyeme de 
tercería de mejor derecho a ser pagado en la expropia- 
ción de un inmueble, comienza a correr a favor del ter- 
cerista, tenedor de ta cosa, desde el día de la adquisición 
de la posesión, necesitando treinta años para consu- 
marla. Artículos 3961, 4015. 4016 y 4022 del Código 
Civil. Pág. 40. 

Prescripción (en materia aduanera). — Tratándose de u«* re- 
clamación aduanera que no se funda en simples rrores 
de cálculo, la extinción de la respectiva acción |K >r de- 
fraudación proveniente de falsa manifestación al soli- 
citar permisos de depósitos de cereales destinados a la 
exportación, se opera después de transcurridos diez años 
desde que tuvo lugar el hedió generador de aquélla. Pá- 
gina 345. 

Prescripción, — Tratándose de las tierras vendidas por la pro- 
vincia de Sania Fe, comprendidas entre las que la pro- 
vincia de Córdoba sostenía hallarse dentro de sus lími- 
tes, el tiemi» de la prescripción establecida por el ar- 
tículo 4023 del Código Civil, no pudo empezar a correr 
sino desde el momento en que fué judicialmente declara- 
do j»or la Corte Suprema que la tierra vendida pertene- 
cía a los propietarios con título expedido por la pro- 
vincia de Córdoba . 

La prescripción establecida por el art. 4037 del 
Código Civil no es aplicable a los derechos derivados de 
contrato. Pág. 401, 

Prescripción decenal — A los efectos de ta prescripción de- 
cenal, el título debe aplicarse en realidad y no de una 
manera putativa, al inmueble poseído, y el adquirente 
cuyo titulo no comprende sínó parte del inmueble por 
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rS poneido. \\í, puede invocar dicha prescripción más que 
(«ir tu |Mitf comprendida lo su titulo, Artículos 4011 y 
-•411 del Código Civil, l'ág. 4-'8. 
i'rm-hti testimonial f su valor en la posesión). — Una prueba 
testifical rendida en una contienda ante los tribunales 
ortíihaiioj de la Capital a la (¡tie el I'isro fué extraño, y, 
p.ir consiguiente, sin su necesario contralor y asistencia, 
11c » [Hiede «irle legal mente opuesta a los efectos de pro- 
bar la posesión, por parle del demandado, de los terre- 
nos materia del juicio reivindicatorío entablado por 
aquél. Pag. 4^8. 

' R 

h\atrso ih Jfviavión (de resoluciones de las Cámaras Fede- 
rales en casos de superintendencia.) . — l,as resoluciones 
ti miadas peo las Cámaras Federales de Apelación con 
relación a su respectiva superintendencia, no son sus- 
ceptibles del recurso de apelación. l*ág. 330. 

Rí+eutso extraordinario. — Retirá la procedencia del recurso ex- 
traordinario del articulo 14 de la ley 48, no basta haber 
invocado In garantía del articulo 18 de la Constitución 
ni euanlo a que nadie puede ser arrestado sino en vir- 
tud de orden escrita de autoridad competente, en un 
caso en que no se desconoce la de un Jue?. del Crimen 
para conocer de una causa crimina!, y lo <|iie se cues- 
tiona es la apelación de hecho que lo motiva, o sea, el 
finido mismo de la causa, l*ág. £i> 

Ki itmoamiaüos cu expjeéi^ies admití iítrativvs. — No habién- 
dose demostrado que determinada persona era arrenda- 
taria del actor, las afirmaciones o los reconocimientos 
formulados por ella en expedientes administrativos, no 
alteran ni mollifican los derechos del demandante. Pá- 
gina 238. 

fójiif*tó c.rínífWoMiWo. - Xo procede ej recurso extraordina- 
rio del artículo 14, ley 48, contra una resolución de ñu 



DK JUSTICIA DK LA NACIÓN 



tribunal tic última instancia de proymcííi, que se íhiiila 
a aplicar disposiciones del derecho ¡wnal. Pág, 31. 

hWitrso extraordinario. — Hú ptticfeje el MíctirSO extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48, contra una sentencia que deci- 
de que determinada* mercaderías han déftiiiÓ pagar ric- 
reehos dé importación de acuerdo con las leves 41)33 y 
7049, fundada cu que "las mercaderías a que se refie- 
re esta causa hq son frutos del país, y que han sido in- 
troducidos a plaza procedentes de un puerto >iluado al 
Sud del paralelo 42", (Timtos de hecho ajenos a di- 
cho recurso, habiendo sido resuelta la causa por inter- 
pretación y aplicación de % citadas leyes, sin referen- 
cia ajgnna ;i la validez ( j inteligencia, no discutida en 
autos, ni de estas. leyes ni de las 10,349 y 10.362. invo- 
cadas por el recurrente) . Pág. 106. 

extraordinaria. — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. contra una decisión de última ins- 
tancia dentro lie la jurisdicción loeal. que declara que 
la aplicación de la fey 11. i ^>, artículo 1. a , inciso d), im- 
pugnada como inconstitucional, es repugnante a la ga- 
rantía a la garantía del artículo 17 de la Constitución 
Nacional . Pá£. 112. 

h'eturso extraordinario. — No puede reverse en la instancia ex- 
traordinaria di-I articulo 14. ley 48. la decisión de la jus- 
ticia local iHtr Ta que se declara la inexistencia del con- 
trato de locación entre el actor y el demandado (Pun- 
to de hecho), Fáig¿ 140, 

ftectiifáo extraordinario, — Desestimadas Jas defensas en que 
el recurrente fundaba la invalidez del articulo 4." de la 
ley 40^7 y la fie los artículos 1.'. o." y 10." de la 3313 por 
considerarlos contrarios o v ¡obitorios de las disposicio- 
nes de los artículos 4." y f>7, incisos i." a 5.* ia" y 27, 
artículos 10O, 107. 104 y 7 a u de la Constitución Na- 
tional, procede el recurso exlraiudinarín del artículo 14, 
ley 48. Fág. 217. 
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Keeur$o extraordinario. — I talbíértdose discutido en el pleito 
dónde debía efectuarse él dcjM&ita de la indemnización 
adeudada por razón de un accidente del trabajo, si en ta 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de confor- 
midad al articulo o,.' de la ley </>88 o en la Caja de la 
Oficina del Trabajo de !a provincia, según lo dispone el 
decreto reglamentario dictarlo por el Poder Kjecutivn 
de la misma, y estableciendo la resolución definitiva i|iic 
debe efectuarse el depósito de conformidad a lo dis- 
puesto |K>r el decreto provincial, dando así. prelación a 
éste sobre la ley nacional, procede el recurso extraordi- 
nario riel articulo 14 de la ley 48. Pág. -54 ■ 
Recurso extraordinaria. — Habiéndose cuestionado en las ins- 
tancias ordinarias del pleito ta .validez de preceptos con- 
tenidos en un decreto provincial bajo ja pretcnsión de 
ser repugnantes a los artículos 9. y to." de la ley nacio- 
nal nú .ñero oí»K8. sobre accidente del trabajo, procede 
el recurso extraordinario del articulo 14. ley contra 
una sentencia tic último resorte, dentro de la jurisdic- 
ción local. <|tie declara ja valide/ de las di sj K> si c iones de 
dicho decreto y las bace ejecutivas con ntenoscalK) de lo 
í|tie se estatuye en la mencionada ley del Congrego. 
Página 291. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 4«- t» «n caso ¿ti tpie el deman- 
dante, c|iie pudo acogerse al fuero ft-deral, prorrogó la 
iurisdieL-i.'m de tos tribunales locales, iniciando el juicio 
ante éstos: fuero que no correspondía al recurrente. 
Página 335- 

Recurso extraordinario. -- No procede el recurso del artículo 
14. ley 48» en una causa por cobro de una suma de di- 
nero empleada por un ferrocarril en la reparación de un 
paso a nivel participar, cumpliendo órdenes de la Direc- 
ción General de Ferrocarriles, fundado en el artículo 57. 
inciso t * ile la ley 2»^. í Dicho precepto no guarda 
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relación alguna Ctlii la acción pir ruhrn de pesos). Pá- 
pa 33&. 

h'cenrso extraordinaria, — Invocado («ir el recurrente los ar- 
tículos 17 y jS de b Constitución y habiendo sido In ú 1 
tima decisión, con tiraría al derecho fundado en dicha* 
ctáustt'as. procede el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48, sin que en el caso, sea u »kc para ello In cir- 
cunstancia de tratarse «le un juicio de interdicto, dado 
qué el pronunciamiento recaído es definitivo en cuanu» 
a la acción posesoria ejercitad:). Pág, 377. 

Recurso ordinario de afttmM — Procede el recurso ordina- 
rio de apelación contra una sentencia definitiva que de- 
clara improcedente una demanda contra la Nación, so- 
bre jubilación, por entenderse que ella debía ser dirigi- 
da contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensio- 
nes Civiles v no contra la Xación. Pág. 318. 

Neizimlieacián. — L;>s razones de hecho y de derecho aducidas 
en las considerandos sexto, séptimo, décimo y undéci- 
mo del voto de la minoría en el fallo publicado en el 
tomo 105, página 363, son de estricta aplicación al caso 
de autos. Pág. 4.28. 

s 

Sentencias de tribunales hades 1 su fe, crédito y efectos den- 
tro del territorio de la Nación'). — Kl precepto del ar- 
tículo 7. de la Constitución coiqplc.uentado por el ar- 
tículo 4." de la ley 44 presupone fallos dictados por jue- 
ces o tribunales que tengan jurisdiecifln sobre las cosas 
y las personas a que afecten y que se trate de actos ju- 
diciales que no importen una extralimiVción de facul- 
tades en lo relativo a la competencia . T,a sentencia de 
un tribunal sin jurisdicción sobre las tosas o las perso- 
nas carece de eficacia cotilo decisión irrevisibk* en el con- 
cepto de ¡a aludida disposición constitucional. Pág. 146. 

Superintendencia de ¡as Cámaras Federales de Apelación. — 
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1.a superintendencia conferida a las Cámaras Eedcrajes de Ape- 
lación por el articulo 2," de la ley número 7099 "¡mle- 
priidieniciiu-nic de h iiipentttciiíericia fi^enerál *\w ejer- 
ce la Supreitiá Curie", fc^piíndc tur rímente las medi- 
¡las tic ínspeecióii y disciplina eu casos particulares y 
concretos que no signifiquen resoluciones fie carácter 
general aplicables en Unías l;is circunscripciones judi- 
C tales. Pag. 17- 

St$p<vhitMdeneÍH tic Lt Gitríi Suprema. — La facultad de su- 
[Krititendencin e-n-rr-pituliente a la Corte Suprema por 
las leyes 4055 y 7e/j<(. no autorizan a rever las resolu- 
ciones de !<>> Iri lámales inferiores o los votos emitidos 
por sus mu-niluos y míe forman parte integrante de esas 
resoluciones, si 110 lian sido traídas a *it conocimiento y 
y decisión por algún recurso legal y Cíttl personería para 
hiUTfMiierlo. Pág. 330* 

T 

Trihttntth-s mh-iothih-.t o tóeálfs, (Derecho de los misinos para 
imwiga* la jurisdicción con que lian conocido los tri- 
1 nnialrs de oirás provincias en juicio sobre discerní míen- 
la ,1c una nitehi. lisiando expresamente reglamen- 
tada por e] Código Civil, ley nacional a cuyas prescrip- 
ciones están obligadas a con í 01 ruarse las autoridades 
provinciales no "balante cUáltníiér disposición en con- 
trarió de las leyes con diluciones locales, la jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales de los Estados en 
lo ref érenle a l:is sucesiones y tutela, el derecbo de los 
tribunales nacionales p locales para investigar la juris- 
dicción con (pie lian conocido ¡os tribunales de otra pro- 
vincia én juicio (en el caso) sotire discernimiento de una 
tutela, deja de ser una mera facultad ,*ira transformar- 
se en una positiva obligación legal, en mérito de lo dis- 
puesto por el articulo ¿i de la Constitución. Pág. 146. 
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Tutela (juez competente para su disccrntuurnln j, Conforme 
a lo dispuesto [11 ir lo.s artículos ,í</> 400, 404, 43 1, y 
43.2 del Código Civil, la uncía para ser válida debe ser 
discernida por juez cu n pétente y só]íi Jg es dentro rlc la 
República respecto de los menores cuyos padres se en- 
cuentren domiciliados cu illa, el fiel lugar en que és- 
tos tuvieren su domicilio e! día de mi muerte. Pág, 140. 

V 

Vías ferráis (su cruzamiento i. — Vi-a.sc " Interdicto de obra 
nueva". 

Vendedor de buena fe (su obligación res|iee.to a los frutos per- 
cibidos). — Habiendo el demandado obrado de. buena fe 
al pactar la compra- venta en la forma condicional del 
presente caso, y por consiguiente, al recibir el precio de 
la totalidad de las tierras, su obligación acerca de los in- 
tereses de éste se encuentra regida por el artículo 786 
del Código Civil; siendo aplicables al sub file los articu- 
lo* 548 y 557 del mismo Código, según tos cuales 110 se 
deben los frutos percibidos en el lieni|K> intermedio, es 
decir, entre la entrega de la cosa o el pago del precio y el 
cumplimiento o falta de cumplimiento de la obligación. 
Página 401. 
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tíattiísfa Grosso y Juan AittotieW, contra ¡a Provincia M jVl'íí- 
doSQ, sobre restitución de sumas de dinero. 

Sumario: í." No es impuesto o! tributo que no tiene por mira 
costear gastos cíe la administración pública, sino acordar 
privilegios a determinadas personas o instituciones priva- 
das dentro de una industria lícita que puede ser libremen- 
te ejercida. 

2." A la ley 759 de la Provincia de Mendoza, le son apli- 
cables las consideraciones y fundamentos del fallo de la 
Corte Suprema que declaró a la ley número 703 de la 
misma provincia, contraria a los artículos 14» i£> V 28 <*e 
la Constitución Nacional (véase tomo 128, página 435). 
Por lo que ta ley 758 y decreto reglamentario respectivo, 
que grava con un impuesto de diez centavos cada quintal 
métrico de uva, contrarían las garantías establecidas en la 
Constitución (artículo 14) relativas a la libertad cíe tra- 
bajo, industria y comercio, etc.; y la número 759 y decre- 
to reglamentario correspondiente, que autorizan a gravar 
con una contribución extraordinaria máxima de doce y 
medio por ciento el precio oficial fijado a la uva que se 
coseche y vini fique en la provincia (articulo 19) ; que res- 
tringe la producción de vina, gravando el exceso admitido 
con un impuesto adicional de dos centavos por litro (ar- 
ticulo 20) y destinado ese impuesto a fines que no son los 
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fines públicos que podrían justificarlo, y, además, impone 
un seguro tle listado (artículos 22 y 2,11, contrarian, igual- 
mente, Lis garantías constitucionales antes diadas. (Cons- 
titución, articulo» 14 y 16) ¡ 

3/' Lns disposiciones de los artículos 1" y 5. <lc la ley 
de la provincia de Mendoza, númen» 646, no están en con- 
tradicción con disposición alguna de la ley nacional, nu- 
il uní 4303, en la que nada se lia establecido al respeto. 

Cttsoi Lo explican las siguientes piezas: 



DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buena* Aires. Septiembre « d« I0S3 

Suprema Corte: 

Los señores Bautista Grosso y Juan Autonelli, represen- 
tados por el procurador don Manuel 1>. Cabrera, entablan de- 
ninnda contra la provincia cíe Mendoza por restitución tle su- 
mas de ditu-rii pagadas ilegítimamente bajo protesto, solicitan- 
do al misino tiempo se declare la ineonstitucinnalidad de las 
leyes W* 758 y 750 y í»4<\ por estar en pugna las cláusulas 
que indican y su reglamentación con los principios consagra- 
dos en los artículos 14, 16, 17 y 28 de la carta fundamental. 

La parir demandada sostiene la cnnstitocionalidad de las 
leyes impugnadas y pide el rechazo de la acción por las consi- 
deraciones que aduce en el escrito de contestación de fs. 9,1. 

Kl examen de estas cuestiones constitucionales debe cir- 
cunscribirse al caso que lo motiva, del punto de vista jurídico, 
con el fin de llegar a establecer si existen o no las inconijiati- 
bilkkdes que se alegan entre los preceptos de las mencionadas 
leyes y los de la Constitución, como lo tiene consagrado la ju- 
risprudencia. 
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Dentro de esle orden y dada la organización política de la 
Nación es indudable que las provincias gozan de autonomía 
propia, pudiendo dictar sus leyes bajo el régimen de gobierna 
adoptado; pero, bien entendido, que deben conformar la es- 
truclura de ellas a los principios enunciados en la Constiiución 
Nacional que no admite ningún monopolio, particular o fiscal, 
pórqtie de admitido importaría destruir ese régimen de libre 
nmenrreiicia o competencia en el trabajo privado que preco- 
niza, eypmo resultarla si se mantuvieran las cláusulas impugna- 
das de las leyes 758 y 759. 

Declarada |»r V. K. la inconstitucionalidad de la ley N." 
703 de 1." de diciembre de 1916, la legislatura de Mendoza 
sancionó la ley N.° 759, reproduciendo en el artículo 20 de 
ésta el 18 de la anterior, como así resulta de autos, qnc esta- 
blece la obligación de rc|»ner excesos de prorrateo. Se des- 
conoce de esle modo la lilwriad de comercio, limitando al pro- 
ductor el derecho de vender su mercancía; gravándose, ade- 
más, por el citado artículo 20 con un impuesto adicional de 
dos centavos por litro, todo porcentaje mayor de vino que el 
autorizado que se entregare al consumo y no fuere repues- 
to en el mes siguiente, destinándose su producido a los fines 
que establece el artículo 18, 

Los doctores Joaquín V. Gon^'dez, Osvaldo Magnasco y 
Manuel A. Montes de Oca, de notoria autoridad como consti- 
tucional i stas y jurisconsultos, han clasificado a la ley 759 co- 
mo la de un monopolio público incompleto "desde que no abar- 
ca — dicen — la totalidad del ramo industrial, ni la produc- 
ción, si bien, en el hecho, con virtiendo a las viticultores en cul- 
tivadores para el Kstado, éste los reemplaza en el grado de co- 
mercializarse el producto o en jarte también, en el momento 
de su e!al)orac¡ón, pues los incisos c) y d] del articulo 13 con- 
vierten el Estado en fabricante y expendor de vino", llegan- 
do a la conclusión en el estudio que se les encomendara, por 
las razones que expresan y jurisprudencia y autores que cU 
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tan, que la mencionada ley \*.° 759 en violatoria de los ar- 
tículos 15 y 16 de la Constitución Federal y sus concordantes. 

Usté trabajo se encuent ra impresa en el folleto agregado 
a fs. 29 del juicio análogo ;il presente seguido por la Sociedad 
anónima "Bodegas y Viñedos Domingo 'lomba, Limitada", 
contra la misma provincia de Mendoza, en e] cual lia dictami- 
nado también el suscripto. 

Es indudable que e] inonojwlio oficial que establece la 
ley numen 1 759 lo ha convertido en gubernativo, después de 
derogada la ley número "03, en lugar ¿el corporativo que le 
deba esta última, agravando de este modo los caracteres del 
monopolio. 

Teniendo en cuenta que la igualdad es la l>asc del impues- 
to y de las cargas públicas, resulta contrario a este precepto 
la contribución extraordinaria del doce y medio por ciento que 
fija el art, 10 sobre el valor total de la producción de uva. sin 
ninguna deducción, lo que importaría más bien un desjwjo o 
confiscación, aparte de ser improcedente la facultad que con- 
fiere a la Comisión de Fomento, con autorización del I*. K-, 
para imponerla. Es delagar en el P. E. facultades legislativas 
intransferibles, tales como la de fijar la materia imponible, el 
objeto a que se destinan y la tasa o quantum de la contribu- 
ción personal. 

En las mismas condiciones respecto al monopolio y de- 
más incompatibilidades denunciadas, se encuentra la ley núme- 
ro 758 y los decretos reglamentarios, siéndoles también aplica- 
bles las consideraciones precedentes por ser contrarios al tex- 
to y al espíritu de la Constitución Tos artículos impugnados. 

En el fallo de esa Suprema Corte que se registra en el 
lomo 1_>S, página 435, en que >c declaró la inconsliiueinnalidad 
de la ley número 703 citada, y en otros análogos, ha quedado 
establecido "que una ley que probiba con un impuesto el ex- 
pendio dentro de la república del proditcto que se fabrica más 
allá del limite que esa ley prescribe, es contraria a la fráhqüi- 
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cía acordada a todos los habitantes del país por el art. 14 de 
la Constitución"', y que, de aceptarse «na reglamentación ten- 
diente a restringir la producción de un articulo determinado 
"podría hacerse extensivo a toda actividad industrial y la vida 
económica de la Nación con las libertades que la fomentan, 
quedaría confiscada en manos de legislaturas o congresos que 
usurparían por ingeniosos reglamentos todos los derechos in- 
dividuales. Los gqbiemos se considerarían facultados para 
fijar al viñatero ia cantidad de ina que le es lícito producir: 
al agricultor, la de cereales; al ganadero la de sus productos, 
y así hasta caer en un comunismo de listado en que los go- 
biernos serian los regentes de la industria y del comercio, y los 
arbitros del capital y de la propiedad". 

En lo que respecta a la ley N. G $46 » l > existe en autos 
ningún ejemplar, ni siquiera constancia nficíal de los térmi- 
nos en que fué sancionada. 

No obstante tal circunstancia. ~td- suscripto se considera 
habilitado jwira dictaminar "soíjrc la incompatibilidad de que 
se hace mérito en la demanda, en vista de que esa ley ha si- 
do reconocida por la parte demandada en su alegato de fs. 174 
y aceptados tos artículos 1° y g.« transcriptos por el actor a 
fs, 56 vta. 

El articulo i. d establece ipie los vinos nuevos no podrán 
librarse al consumo antes del 1." de julio del año de su ela- 
boración, penándose por el artículo 5* las transgresiones a la 
ley, con multas de cien a cinco mil pesos moneda nacional. 

Estas disposiciones responden, como se sostiene, a ra- 
zones de salud e higiene pública, que necesariamente han de- 
bido preponderar cu la sanción de la ley para evitar los gra- 
ves perjuicios a que se verían expuestos los consumidores si se 
permitiera la venta del producto sin estar debidamente opera- 
da la vinificación. 

Son restricciones legales que pueden imponerse siempre 



10 



FALLOS DÉ LA CORTE SU r REMA 



que ellas respondan, como en el sub jtniiee, a tan elevados fi- 
nes como los enunciados. 

I.a ley húmero 4363, en su art. l.° dispone que "sólo se 
considerarán vinos gemimos, en el terriiorio de la República, 
a los ohtenidns por la fermen (ación de la «va fresca o si m- 
pTciuenlc estacionada", los que al librarse al consumo deben 
ser previamente analizados por las oficinas químicas naciona- 
les respectivas, según el art. 12. 

Como queda demostrado, la ley X. Ó46 fija una f celia de- 
terminada ¡tara librarse al consumo c! vino nuevo, lo que no 
impide la libertad de comercio ni acuerda privilegios a los in- 
dustríales de Mendoza: comprendiéndoles a todos por igual 
dicha sanción. 

lín mérito de lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar 
inconstitucionales, a los efectos de este pleito, las leyes núme- 
ros y 75') de la Provincia de Mendoza, por contrariar las 
cláusulas enunciadas de la Constitución Nacional, y fuera 
del alcance de la inconsttlucionnltdad alegada a la ley núme- 
ro 646. 

Horacio ti. Karn'fit. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA * l > 

Burtot Aires, junio ti de ID1M 

Y Vistos: 

Los seguidos ] 11 ir los señores Bautista Crosso y Jnan An- 
tonetli contra la Provincia cíe .Mendoza por repetición de im- 
puestos, de los que resulta: 

(Jue a fojas 54 y con los documentos precedentemente 
;i^irgndi!> lit> ;i clores deducen su detuauda por restitución de 
la Suma de eineuenta y nueve mil quinientos doce pesos con 
ochenta y nueve centavos moneda nacional, de los que corres- 
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pnnden veinticuatro mil ochocientos cincuenta y ocho pesos, 
ochenta y un centavos nacionales al señor Bautista Grosso, y 
ireinla y cuatro mil seiscientos cincuenta y cuatro pesos con 
ocho centavos moneda nacional al señor Juan Antonelli. 

Que estas sumas fueron pagadas i>or los actores hajo 
protesta, en razón do que conceptúan inconstitucionales los ar- 
tículos ii, 12, t9 y 20 de la ley provincial número 759, articulo 
M de ia ley numero 75S y u a y $f. de la ley número 646. 

Que declarada por esta Corte la inconstilucionalidad de 
la lery 703, se han sancionado para substituirla las dos prime- 
ras (pie ahora se impugnan y que al aplicarse constituyen una 
verdadera expiación para los industriales y propietarios tle 
viñas en Mendoza, 

Que las leyes de referencia son inconstitucionales: porque 
importan la creación de monopolios contrarios al texto y al es- 
píritu de nuestra ley fundamental: porque realizan una exa- 
ción y un despojo tle la propiedad privada: porque gravandu 
desigualmente a los contribuyentes afectan el principio de la 
igualdad como base del impuesto y de las cargas públicas: por- 
que constituyen una delegación en el Poder Ejecutivo de fa- 
cultades legislativas contrarias a la forma republicana de go- 
bierno. 

Que íbs impuestos asi establecidos |*ir estas leyes atacan 
la lil)ertad del trabajo y el ejercicio del comercio y de la in- 
dustria y quebrantan los principios y garantías constituciona- 
les sobre los expresados primordiales derechos y concepluán- 
. lulos en tal sentido, han sido como queda dicho, pagados con 
la reserva y protestas correspondientes que se acompañan, en 
su mérito piden se condene a la provincia de Mendoza a devol- 
verles las sumas reclamadas, con intereses ¡y costas. 

Que corrido traslado de la demanda ( fojas 79), la provin- 
cia la contesta I fajas itf). sosteniendo en lo substancial: a) que 
de los documentos acompañados pnr las actores no resulta que 



F A U jOS m LA CORTÉ SUFKEM^ 



éstos hayan pagado las sumas cuya devolución demandan: b) 
que c examen constitución»! de tas leyes impugnadas to hará 
al alegar de bien prolwdo; c) que reclamándose el importe de 
pagarés aún no vencidos y que no consta hayan sillo abonados, 
los actores incurren en plits petitio, por todo lo cual solicita 
el rechazo de la demanda con costas. * 

(Jue recibida la causa a prueba I fojas 0,4} se produjo 
la que expresa el certificado dé fojas 164, se presentaron los 
alegatos de fojas y 174, y con el dictamen de fojas 177 se 
llamó autos para defiuiiha. 1 fojas 1S01. 

Y Considerando : 

Que eu cu;into a los hechos afirmados en la demanda, han 
sido acreditados debidamente por los actores, demostrándolo 
así los recibís y letras pagadas de fojas i hj a 143. L¿> obser- 
vación de que las sumas de algunos documentos no correspon- 
den exactamente a las que consigna la escritura de protesta, 
así como la de que el recor.ocimíento fie las firmas, consiguien- 
te al oficio de fojas 144, carece de validez legal en cuanto tal 
reconocimiento sólo ¡Hiede exigirse a las partes y nó a terceros, 
son en realidad objecciones inconsistentes, pues la declaración 
unilateral de la protesta 110 desvirtúa h eficacia probatoria de 
los recibos de pago otorgados por los empleados públicos re:- 
jx*etivos, si resulta, como en el caso, (pie la Provincia perci- 
bió por medio de sus funcionarios las cantidades que se le 
demandan. El informe de fojas 160, expedido por la Comi- 
sión de Fomento Industrial Vitivinícola, acredita que tas per-, 
sonas (pie reconocieron la autenticidad de sus firmas puestas 
al pie ilc los recibos de que se trata, eran funcionarios de la 
administración provincial citando los otorgaron y que al ha- 
cerlo actuaban dentro de sus facultades. 

Que por lo que hace a la ineficacia de ese reciitmcimíenio, 
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cabe establecer que la demandada no lia negad" en la opor- 
tunidad eme corresponde la autenticidad d« los recilms como 
habría sido necesario para impugnarlos con fundamento legal 
«artículo 7$, ley 50); antes bien, al objetarlos por otro con- 
cepto, los ha reconocido en forma explícita, lo que importa que 
la autenlíeidad quedó descartada de la íjits eontestath y que 
las observaciones posteriores, formuladas en el alegato son 
extemptiráneas. 

<jue en lo concerniente a la inconstitucionalidad de las 
luyes 75S y 75o, el presente litigio guarda al respecto completa 
analogía, por la materia que lo constituye, por las cuestiones 
en él debatidas y los antecedentes que le dan origen, con el 
caso resuelto, por esta Corte en 28 de diciembre del año próxi- 
mo pasado {Fallos Tomo 139, página 358), en la causa segui- 
da por don Francisco Passcra contra la misma provincia de- 
mandada, pg{ restitución de sumas de dinero provenientes de 
los mismos impuestos declarados inconstitucionales en aquel 
caso por fundamentos y consideraciones que siendo innecesa- 
rios transcribir hi extenso, se dan aquí por reproducidos por 
su pertinente aplicación al sub jiidícc. 

Que respecto a la ley provincial número 646 impugnada 
fie inconstitucional porque se le atribuyen efectos restrictivos 
a la libertad de comercio y porque se la considera en discor- 
dancia con la ley nacional número 4363 que del* predominar 
sobre aquélla de acuerdo con lo que establece el artículo 31 
de la Constitución, — se observa desde luego que las disposi- 
ciones aludidas de la ley provincial (articulo 1." y 5.*), no es- 
tán en contradicción con disposición alguna de la ley nacional 
invocada, en la que nada se ba establecido al respecto. El tér- 
mino fijado al expendio del vino nuevo, no implica descono- 
cimiento del certificado que lo declara genuino, sino una me- 
dida de previsión determinada por la circunstancia de que en- 
tre el momento de la cosecba y el plazo legal para la venta hay 
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un intervalo ilc evolución incompleta del producto en el que 
este, según se afirma por ta demandada y no se hn negado ]wr 
Ms actores, resulta nocivo para la salud. 

Oue impuesta por tal causa y con el propósito enti ne i a- 
ciado, la restricción de no entregar al consumo el vino huevo 
sino en las condiciones referidas, no puede calificarse como 
una medida atentatoria de. ninguna garantía constitucional, y 
antes ltien, importa el ejercicio legitimo di- una f acuitad regla- 
mentaria de las que prevé el articulo 14 de la Constitución y 
que en el caso está directamente relacionada con la suprema 
garantía de la salud pública, superior a tOtlU interés y a to- 
do derecho, 

Por estos fundamentos, los del dictamen del Señor Pn- 
eiiradnr General y los pertinentes de los KaJIos Tomo u8. pá- 
gina 435 y Tomo ingina 3g& se fícela ra: U* Que la ley 
75K y decreto reglamentario respectivo que grava con un im- 
puesto de diez centavos cada quintal métrico de uva con el 
objeto y en las condiciones precedentemente expuestas, contra- 
rían las garantías establecidas en la Constitución, relativas a 
la liliertad de trabajo, industria y comercio; 2." (Jue la ley 
número 750, y decreto reglametuario correspondiente, que au- 
toriza a gravar coa una contribución extraordinaria máxima 
de doce y medio por uento sobre el precio oficial fijado a la 
Uva que se coseche y vini fique en la Provincia ( artículo ir>t; 
que reslrin^e la producción de vino gravando el exceso sobre 
el exj>endio admitido o ni im impuesto adicional de dos cent a - 
vos por litro (articulo _'oi y destinando ese impuesto a fines 
que no son los fines públicos que podrían justificarlo; y que 
adenias impone un seguro de listado (artículos 2j v con- 
trarían igualmente las garantías constitucionales antes citadas 
\ Constitiieí.m, articulo* 14 y u*i; y Que es improcedente la 
iuconstitucionalidad opuesta a los artículos t:* y 5." de la ley 
provincial número (140. Ku cunsecuencia. la Provincia de Men- 
doza debe devolver a los actores en el término de diez dtaá 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



15 



Jas sumas que demandan i>or pagos heclios en concepto tle los 
impuestos referidos, deduciéndose de dichas sumas las corres- 
pondientes a la ley número (y^d, — esto es» al señor Crossu sc 
le devolverán veinticuatro mi trescientos cincuenta y ocho pe- 
sos ochenta y un centavos nacionales; y al señor Antonelli 
treinta y cuatro mil cuatrocientos cuatro pesos, ocho centavos 
de iíftutf moneda, o sea, en total* de cincuenta y ocho mi! sete- 
cientos setenta y dos pesos, ochenta y nueve centavos moneda 
nacional, con intereses a estilo del Banco de la Nación, con- 
tados desde la notificación de !a demanda, los realizados en 
efectivo con anterioridad :t la misma, y los demás desde las 
fechas en mu- fueron afumados los pagarés respetivos. Las 
costas en e! orden caucadas por no haber prosperado la deman- 
da en todas sus partes. Notifiquese y repuesto el papel ar- 
elo vese. 

A. DríRMT-jo. — Nicanor G. drl 
Solar. — J. Ficuéroa Al- 
corza, — Ramón Méndez. 
— Roberto Ri-petto. 

i i » N*< *TA : Kn junio 30 la Corte Suprema pronunció un fa- 
llo en el inferno sentido que el precedente, en la causa seguida 
l>or los señores Gaicano. YitlaW.ga y Cía., contra la misma 
provincia, en el que resuelve, en términos análogos, la cuestión 
suscitada en la causa "Sociedad Anónima Bodegas y Viñedos 
Domingo Tumba contra Mendoza", publicado en la página 
154 del tomo 140, a que se refiere el número uno del sumario 
de esta última causa. 
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J.hnt Enrique Alió, par la Provincia de Buenas Aires, contra 
Mar del Plata tiolf Club, sobre reivindicación ; incidente 
jit(>re celebración de juicio verbal. 

Sumario: l,a I*ey X ación al de Procedimientos número 50. ad- 
mite la comprobación de documentos Siempre que sean 
titiles para la decisión de] juicio y una de las partes sosten- 
ga su falsedad : y se refiere a la prueba clocumental en 
general . 

Caso : Lo c xplica e! siguiente : 



F.\I,LO 1>E LA CORTE SUPREMA 

Buenot AJrts, Junio 27 de 1M4 

Y Vistos: 

KI incidente de revocatoria deducido a fojas 233. con lo 
contestado por el actor. 

Y Considerando: 

Que la ley nacional de procedimientos admite la compro- 
bación de documentos siempre que sean útiles para la decisión 
del juicio y una de las partes sostenga su falsedad (articula 
154, inciso i.*') . 

<Jue esa disposición se refiere a la prueba documental en 
general y la impugnación de falsedad aparece como de carác- 
ter civil v no criminal. 

w 

Por ello estése a lo proveído a fojas 2^2 vuelta, con 
costas, fijándose K audiencia del día lS de julio a las 15 lui- 
rás a los efectos < 1 artículo 155 de la ley nacional de proce- 
dimicntn*. Repóngase el papel, 

A. Bermejo. — Nicanor G. do. 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez, 

ROÍIERTO Repetto, 
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PROVEIDO DE FOJAS 2$2 Vía, 

BflMM Aire*, Meyo 9 de 1924 

Atento to solicitado y lo dispuesto por el artículo 155 de 
In ley nú moro 50. comparezcan [as partes a la audiencia del día 
once del entrante mes de junio, a las ípiince horas. — Ber- 
mejo. 



Don Bartolomé Sivori y Pon Manuel S. Bravo, escribanos de 
Sí tirina de la dudad del Rosario, solicitan de ta Corte Sa- 
prvma, que el Juca federal que este de turno, o el que se 
designe, selle los cuadernos de los respectivos registros. 

Sumario: i. 9 La superintendencia conferida a las Cámaras 
Federales de Apelación por el artícluo 2" de la ley nú- 
mero 7099 "independientemente de la sii])crintcndencia 
general que ejerce la Suprema Corte", comprende única- 
mente las medidas de inspección y disciplina en casos par- 
ticulares y concretos que no signifiquen resoluciones de 
carácter general aplicables en todas las circunscripciones 
judiciales. , 

2. a Los escribanos tle marina no pueden tener a su car- 
go al mismo tiempo, registro provincial. 

Casé: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno! Afrtl, Mayo ti de 1084 

Suprema Corte: 

Los Escr i hanos de Marina Hartolonié Sivori y Manuel 
S. Rravo con Registro en la ciudad del Rosario solicitan que. 



I ul; la coKfií su i-hoja 



en ejercicio de la su|jerim endeuda <|ue ¿ubre dichas Escr iba- 
mas corresponde a la Corte Suprema, ilííijjongii V. E, 1" ne- 
eesario para que el Juez Federal o el que esté fie turno en dicha 
dudad selle los cuadernos <le sus refffcctívflís Registros. 

Pero ial superintendencia, no importa in*í»eei6nar di; -o 
lamente las Oficinas y Protocolos de los Notarios, sellar sus 
pliegos, cerrar y rubricar sus Registros en algunos casos, etc. 
etc., no puede ejercitarse por V. K. respeto a las Escríba- 
nla^ situadas fuera de la Capital, como en el presente caso, ya 
que la Corte Suprema carece de Jos medios de inspección ijue 
la misma superintendencia reclama, como lo ba declarado el 
trilmnal en la causa que se registra en el tomo 12S, página 
344 fie la colección de Fallos. 

Kn tal virtud, atento además, los término-; del articulo 2." 
de la ley 7&*) que atribuye a las Cámaras Federales funciones 
de sti]>erintcndencia c^jeda!, independientemente de la general 
conferida a V. E. por el art. 11 de la ley 4055. y siendo evi- 
dente que 110 reviste esto último carácter la que corresponde 
ejercitar sobre las escribanías de marina en cuanto a sellado 
de cuadernos se refiere, soy fie opinión que esta Corte deba dis- 
pmier qüe !<>s cuadernos de li>s Escribanos de Marina con 
asiento fuera de la Capital de la Nación deben ser sellados P"i" 
la Cámara Federal dentro fie cuya jurisdicción ejerzan sus 
fundones. 

¡foraño R. LarrcUi. 

t'At.LO DK I.A CORTE SUPREMA 

Butilos Aitet, Junio ÍT de 1924 

Vista la solicitud de los Señores Bartolomé Si vori y don 
Manuel S. lira vi», Escribanos de Marina de la Ciudad de Ro- 
sario para que se disponga por esta Corte que el Juez Federal 
t[iic esté de turno o el que designe selle los cuadernos de los 
respectivos registros, lo informado \Ktr la Cámara Federal de 
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Apelación de Rosario y lo dictamina* lo por el Señor Procu- 
rador General. 

¡i 

4 

Y Consolé raudo: 

tjue en la acordada de esta fecha que se agrega, se lia 
determinado lo correspondiente a la inspección y superinten- 
dencia sobre las Escribanías de Marina y por consiguiente lo 
relativo al sellado de los cuadernos de los registros respecti- 
vos, a que se refiere la presente solicitud. 

Que res|>ecto al lieclio que los señores Escribanos de Ma- 
rina de Rosario tienen también registro provincial, consigna- 
do a fojas 6 vuelta como de pública notoriedad, debe ser to- 
mado en consideración por esta Corte, pues como lo be liecbo 
constar en repetidas resoluciones, la superintendencia conferi- 
da a las Cámaras Federales de Apelación por el artículo 2.° 
de la ley número 7099 'independientemente de la superinten- 
dencia general que ejerce la Suprema Corle'', comprende úni- 
camente las medidas de inspección y disciplina en casos par- 
ticulares y concretos que no signifiquen resoluciones de ca- 
rácter general aplicables en todas las circunscripciones judicia- 
les. Que eso significa la resolución consignada en la página 
.íOtf, toa'» ¡15 de los Fallos de esta Corte, concordante con 
las que pueden leerse en el mismo volumen páginas 7 y 8; 
lomo 116, página no; [tágina 304 y página 364; en el tomo 
1 H), página 228 y 352 y otros. 

(Jue como se hizo constar en la resolución del tomo u6, 
página 304, "no obstante lo dispuesto en el artículo 2* de la 
ley 7090, el caso corresponde a la superintendencia reconocida 
por esa ley a esta Corte, por tratarse en el fondo, de estable- 
cer tas incompatibilidades que pesan, en general, sobre los se- 
cretarios de los Juzgados de Sección". 

Intímese a los señores don Bartolomé Sí vori, don Manuel 
S. í travo y don Nazario F, Palacios Costa para que en el tér- 
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mino tle un mes opten \ntr uno de ambos registroes, por el pro- 
vinctal o el de Marina, Transcurrido ese término en el silen- 
cio del interesado se tendrá i*>r renunciado el último. (Fallos 
tomo 115, página 368). 

llágase saber y rqmesiu el papel archívese, remitiéndose 
testimonio de esta resolución a la Cámara Federal de Apela - 
ción de Rosario, con la Acordada de la fecha. 

A. Bermejo. — Nicanor G. t>el 
Solar. — J. FjCukkoa Al- 
Solar. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 

ACORDADA 

K11 Buenos Aires, a veinticuatro de junio de mil novecien- 
tos veinticuatro, reunidos en acuerde» extraordinario él Señor 
Presidente, ductor Antonio lícrniejo y los Señores Ministros 
doctor Nicanor González del Solar, doctor José Figueroa Al- 
corta, doctor Ramón Méndez y doctor Rolierto Repetto, con 
asistencia del Señor Procurador General, dijeron: Que habien- 
do en sus informes el Poder Ejecutivo tle fecha treinta de no- 
viembre fie y 24 de mayo de L922, con motivo de la crea- 
ción y regencia de las Kscnlianias de Marina en Posadas y en 
Corrientes, hecho notar que esta Corte, particularmente res- 
pecto a las Escribanías situadas fuera de la Capital, carecía 
de los medios de inspección que supone la superintendencia 
atribuida a la misma por Decreto del Poder Ejecutivo, de 30 
de diciembre de 1884. en tos términos de los artículos 191 - >9°. 
222 y 223 de la ley Orgánica de los Tribunales de la Capital, 
aplicable por analogía (Fallos, tomo 128, |»ágma 345) ; y ha- 
ciendo uso de la facultad consignada en el articulo 10 de la 
ley número 4055 y articula 2* de la ley número 7099, acorda- 
ban : Que esas medidas de inspección y superintendencia sobre 
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los escribanos de Muríun fueran ejercidas por las Cámaras 
Federales de Apelación di rectamente, respecto a las escribanía? 
que funcionen en el asiento del tribunal y por intermedio de 
los Señones Jueces Federales y Letrados de los territorios so- 
bre los quf* funcionen fuera del mismo, pero dentro.de la res- 
pectiva circunscripción. 

Asi lo dispusieron y ordenaron se luciera saber a las Cá- 
maras Federales de Apelación, Jueces de Sección y Jueces 
Letrados de Territorios y al Poder Ejecutivo de la Nación, y 
se registrase en el libro correspondiente, por ante mí de que 
doy fe. — A. Bermejo, — Nicanor G. del Solar. — J t Figue- 
roa Aloerta. — Ramón Méndez. — Roberto Rcpetto. — Hora- 
eio R. Larrchí. — 11. M. Zavalía, secretario. 



Indalecio Cortiites y Litis Gutiérrez. Recurso de liabeas corpas. 

Sumario: Para la procedencia del recurso extraordinario del 
artículo 14 de la ley 48, no basta haber invocado la garan- 
tía del articulo 18 de la Constitución en cuanto a que na- 
die puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de 
autoridad competente, en un caso en que no se desconoce 
la de un Juez del Crimen para conocer de una causa cri- 
minal, y lo que se cuestiona es la apelación de hecho que 
lo motiva, o sea, el fondo mismo de Ja causa. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR ¡'RUCUKADUK GENERAL 

Buenos Ai re i, Junio üfi de 1924 

Suprema Corte: 

Dé lo expuesto precedentemente por el renirrentc en es- 
ia petición de htthcas torpits y <le lo informado por la Cámara 
de Apelaciones <le l>>lores ( Provincia tle Buenos A tres j se 
deduce (|iic Indalecio Cortinez y Luis Gutiérrez no han sido 
privados de su líltertari ¡legalmente por orden o procedimien- 
to (le funcionario ipic carezca fie derecho para decretar tal 
medida. 

Se encuentran detenidos a disposición del Juez del Cri- 
men de IJolores acusados del delito de defraudación después 
de haberse dictado et correspondiente auto de prisión preven- 
liva contra éllos. 

La cuestión que el defensor de los procesados formula an- 
te Y. K. en este recurso se refiere a la resjxmsabitidad tle lo* 
detenidos, a las causas de la privación de su libertad, es decir 
al fondo de la cuestión, lo que del* resolverse en el corres- 
pondiente proceso que se les lia incoado y no en forma ver- 
bal y sumaria inde|»endiente del proceso principal como co- 
rresponde tramitarse el presente recurso tle babeas rorpits (ar- 
ticulo &jü del Código de Procedimientos Criminales). 

Opino, por tanto, que éste es improcedente. 

Horacio R. Larreta. 
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I 

Bueno* Aireo, Junio 80 de 1994 

Autos y Vistos: 

f-'l recurso fie hecho por apelación denegada interpuesto 
por el defensor de los procesados Indalecio Cortínez y Luis 
Gutiérrez de León de la sentencia de la Cámara de Apelacio- 
nes del Departamento del Sud, con asiento en Dolores, Pro- 
vincia de Buenos Aires. 

Y Considerando: 

Que la sentencia de la Cámara de Apelaciones de Dolo- 
res, testimoniada en el informe de fojas 15, ha fundado la de- 
negatoria del recurso de habeos cor pus llevada ante la misma 
en que los recurrentes ' r cstán procesados ante juez comiten- 
te como autores del delito de defraudación reprimido pin - el 
articulo 173 del Código Penal, habiéndose decretado su pri- 
sión preventiva en auto que reúne las condiciones previstas 
en los artículos 170 >' «8« del Código de Procedimientos Pe- 
nales" . 

Que esa declaración fundada en disposiciones del dere- 
cho común, es ajena al recurso extraordinario para ante esta 
Corte con arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 
48 y lo reiteradamente resuelto. 

Que para la procedencia de esc recurso no basta haber 
invocado la garantía del artículo 18 de la Constitución en cuan- 
to a que nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden es- 
crita de autoridad competente, desde que no se desconoce la 
de un Juez del Crimen para conocer de una causa criminal 
y lo que se cuestiona es la apreciación del hecho que la motiva 
o sea el fondo mismo de la causa. 
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Que en el caso que se cita, la recurrente se encontraba 
privada «lo su libertad no por autoridad judicial sino por la 
del director fie un hospicio y recluida como demente sin ha- 
larse llenado las formalidades requeridas por el Código Ci- 
vil (Fallos, tomo 139, página 184). 

Por ello, lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
ral y lo resuelto en casos análogos (Fallos, tomo 130, página 
133) se declara improcedente la queja deducida. Notifique- 
si', repóngase el papel (articulo 43 ley 11.200) y archívese. 

A. Bermkjo. — Nicanor G. del 
Sola». — J. Figueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



NOTAS 

Con fecha dos de jimio de mil novecientos veinticuatro 
l;i Corte Suprema no hizo lugar a la queja deducida por don 
Antonio Silva, en autos con don Reinaldo C. Lucas, sobre co- 
lín» de pesos, por no haberse llenado por el recurrente los 
ri'« ¡ínsitos establecidos en la primera parte del art. 15 de la 
ley 48. En nueve del mismo se ordenó se estuviera a lo re- 
suelto, por resultar del cargo del escrito presentado — 30 de 
mayo último — .¡tu- la queja había sido deducida fuera del 
término establecido por el art. 231 de la ley número 50, y no 
se infería de lo expuesto, que en el juicio hubiera recaído 
decisión definitiva, ni que se hubiese planteado en tiempo cues- 
tión alguna fie carácter federal que pudiera autorizar el re- 
curso extraordinario para ante el tribunal. Con fecha diez 
\ seis, se ordenó nuevamente se estuviese a lo resuelto con 
fecha nueve, en razón de que para el cómputo del término 
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para reclamar de la denegación del recurso, no se tuvo en 
cuenta la presentación de 30 de mayo, sino di 7 de junio, 
pSíes la primera, como queda dicho, fué desestimada por no 
haberse llenado los recaudos exigidos por el articulo 15 de 
lo ley 48, y debía por lo tanto considerarse corno no presen- 
tada. 



En dos del mismo se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Aurelio Fernández, en los autos seguidos por 
don Benito Falcone y otra contra Marciano Rodríguez, sobre 
desalojamiento, por resultar de la propia exposición del re- 
currente, que se trataba en el caso de la interpretación y apli- 
cación de las leyes 11.156 y IT, 157 que son de derecho co- 
mún como complementarias del Código Civil, por lo que el 
recurso extraordinario era improcedente conforme a lo dis- 
puesto en la última parte del artículo 15 de la ley núme- 
ro 48. 



Tín la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
|K>r don Cayetano Clérici en autos con don Vito Vítale, sobre 
desalojamiento, por no aparecer de la exposición) del recu- 
rrente que se hubiera inteqwesto recurso alguno para ante 
la Corte Suprema, que le hubiese sido denegado; agregán- 
dose, además, que de los antecedentes relacionados por el 
apelíintc, resultaba que la queja se fundaba en que el a qito 
bahía cometido irregularidades 'de procedí miento, dfictando 
sentencia sin haber puesto previamente los autos a disposición 
de las parle;;. — esto es, en circunstancias y hechos relativos 
a la aplicación de disposiciones de derecho procesal, ajenas 
al recurso extraordinario, según es de ley y constante juris- 
prudencia — I artículo 15, ley 48). 
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l*n la misma f celia su ordenó se estuviese a lo resuello 
en la queja deducida por don Bernardo liertone, en autos con 
-taña María C. Hellinzuna. solire desalojamiento l ver nota del 
21 de mayo), por resuitar de las manifestaciones contenidas en 
el escrito del recurrente. que se trataba de la interpretación y 
aplicación de leyes de derecho común como son tas números 



Con fecha cuatro se declaró improcedente la queja de* 
«lucida por don Adrián Pizarra en autos con dona María F, 
de Seillone, sobre consignación de alquileres, por resultar de 
ta propia exposición del recurrente que se trataba, en el ca- 
so, de la interpretación y aplicación de la ley 11.156 (pie es 
de derecho común, y por lo tanto el recurso extraordinario 
era improcedente de acuerdo con lo dispuesto en la última 
pule del articulo 15 de la ley número 48. 



En la misma techa se declaró, igualmente, improceden- 
te, la queja deducida por don Antonio Faraco, en autos con 
don Bartolomé Rafia sobre desalojamiento, por no aparecer 
que et recurrente hubiera interpuesto recurso alguno para 
ante la Corle Suprema, que le hubiese sido denegado; y ade- 
más, porque la interpretación y aplicación de la ley 1 1.151). 
modificatoria del Código Civil, no aui oriza el recurso extra- 
urdinario con arreglo a lo preceptuado en el artículo 15 (le 
la lay 48 ■ 



Un seis del mismo se declaró improcedente la queja de- 
ducida por doña Mercedes Fernández Oro, en autos con don 
Manuel Garro, por lesiones, en razón de que. según se des^ 
prende de la disposición del nrt. 14 de la ley 4** y lo resuelto 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓN 27 



reiteradamente por el tribunal, para 3a procedencia del re- 
curso extraordinario es indispensable que la cuestión federal 
haya sido planteada en un estado del procedimiento que ha- 
bilite al tribunal para dictar pronunciamiento a su respecto; 
y tal requisito no aparecía llenado en el caso, pues según lo 
expresaba el mismo recurrente, el a qno le había denegado et 
recurso fundado en que no fué planteada en tiempo la cues- 
tión constitucional, lo que equivale a establecer que lo fue des- 
pués de pagada la oportunidad en que el tribunal pudiera ocu- 
parse de ella conforme a las normas que rigen sus procedi- 
mientos y esa decisión no podía ser revisada en el recurso 
interpuesto. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Francisco J. Garbarini en autos con el Man- 
co Hipotecario Nacional, sobre desalojamiento, por no apa- 
recer que se hubiese interpuesto recurso alguno para ante 
ta Corte Suprema que le hubiere sido denegado al recurren- 
te. Con fechas once y diez y ocho del misino, se ordenó se 
estuviera a lo resuelto, en razón de que de ta propia exposi- 
ción del recurrente resultaba la inexistencia de apelación de- 
negada, único caso en el que corresponde el recurso de queja 
ante el tribunal Artículo 229 de ta ley número 50. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don José Al varea en autos con don Bartolomé M. 
Kaffo, sobre desalojamiento, por resultar de la propia expo- 
sición del recurrente, que en el pleito sólo se habían plantea- 
do y resuello cuestiones de hecho y de derecho común, extra- 
ñas al recurso del artículo 14 de la ley 48. según se establece 
en el articulo 15 de la misma. 



■ 
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En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Joaquín Pané en autos cotí el Hanco Hipoteca- 
rio Nacional, sobre desalojamiento, por no resultar que s*¡ 
hubiese interpuesto recurso alguno para ante la Corte Supre- 
ma, tjue le hubiere sido denegado al recurrente. Con fechas 
once y diez y ocho de! mismo, se ordenó se estuviera a lo re- 
suello, en razón de que, de la propia ex|>osic¡ón del recurren- 
te resultaba la inexistencia de apelación denegada, único ca- 
so en el que corresponde el recurso de queja ante la Corte 
Suprema. ( Articulo 229. ley X" 50). 



K11 la misma techa no se hizo lugar a la queja deducida 
¡H>r don Federico Molina en autos con la Municipalidad del 
Rosario, sobre expropiación, por aparecer de la propia expo- 
Mción del recurrente (pie la sentencia dictada por la Cámara 
de Apelaciones del Rosario no era definitiva en cuanto al de- 
recho que él pudiera tener para reclamar de la Municipali- 
dad el importe del pavimento pagado al contralista; y la de- 
claración de (pie éste no se encmitraba obligado a devolver el 
valor del pavimento, no importaba en manera alguna descono- 
cerle a aquél, el derecho de repetir de la Municipalidad c! 
importe pagado por él; y en tales condiciones y aún en el 
supuesto de que la cuestión federal hubiera sído planteada 
en tiempo, el recurso seria improcedente en el caso, confor- 
me a lo dispuesto por el artículo 14 de la ley 48. 



Con fecha <mcc se declaró improcedente la queja de- 
ducida por García, Rertomcu y Cía., en autos con la Sociedad 
Anónima "La Edificadora", sobre desaloj amiento, por resul- 
tar de la propia es posición del recurrente que se trataba, en 
el caso, de la interpretación y aplicación de la ley N.° 11.150 
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que es de derecho común, y ajena al recurso extraordinaria 
conforme a lo dispuesto cu ta última parte del art. 13 de la 
ley número 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a ta queja deducida 
por don Francisco Soba en autos con don Artemio Lebrero, 
sobre desalojamiento, en razón de no proceder para anle la 
Corte Suprema, el recurso autorizado por el artículo 340 del 
Código de Procedimientos de la Capital. 



En diez y seis del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Juan Lcrzo en autos con la Sociedad Anó- 
nima "Mercado de Abasto Proveedor", sobre daños y perjui- 
cios, en razón de no haberse llenado los requisitos estableci- 
dos por el artículo 15 de la ley número 48, para la proceden- 
cia tlel recurso extraordinario deducido. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Hamún Lujan, en autos con el Banco Hipo- 
tecario Nacional, sobre tocación de un departamento, en ra- 
zón de que, de la propia relación del recurrente aparecía que 
el interdicto posesorio deducido por él, había sido resuelto 
contrariamente a sus pretensiones, por aplicación de disposi- 
ciones de derecho común irrevisiblcs por ta Corte Suprema 
de acuerdo con lo dispuesto en la última parte del articulo 15 
de la ley 48; y en tales condiciones cualquier decisión que re- 
cayere sobre la cuestión federal planteada sería de todo punto 
ineficaz para modificar la parte dispositiva de la sentencia 
que se fundaba para desestimar el interdicto, en la circuns- 
tancia de ser el apelante inquilino y nó poseedor, y daría lit- 
igar . consiguientemente, a un pronunciamiento inoficioso. 
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Con fecha diez y ttclto se declaró improcedente la queja 
deducida por don Agustín Villar, en autos con Amara So- 
ledad Suarez Xelson y otros, sobre reivindicación, en razón 
de no ser en el caso, la Suprema Corte de la Provincia de 
Buenos Aires, el tribunal superior a que se refiere el articulo 
14 de la ley 48. a los efectos del recurso extraordinario, se- 
gún lo reiteradamente resuelto y, además, por no aparecer de 
la propia exposición del recurrente, que este hubiera disenti- 
do cuestión alguna de las comprendidas en el mismo articulo. 



Con fecha diez y pcho de junio fué confirmada por la 
Corte Suprema la sentencia pronunciada por- la Cámara Fe- 
deral de Apelación de í.a Plata, la que. a su vez, confirmó 
por sus fundamentos la dictada por el Juez Letrado del Te- 
rritorio Nacional de la Pampa Central, que condenó a Pedro 
Pringlcs, a sufrir la |)ena de veinticinco anos de reclusión y 
demás accesorias legales, por el delito de homicidio perpetra- 
do en la persona del sargento de policía Jacinto Hallip. en el 
pueblo de Lonquimay. el día 6 de marzo de 1932, jurisdic- 
ción de dicho territorio. 



En veinticinco del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por Rosemberg y Cia. en autos con don Dionisio Ubat- 
de, sobre cobro de pesos, por no resultar de la propia expo- 
sición riel recur rente, que se hubiera interpuesto recurso al- 
guno para anle la Corte Suprema, que le hubiese sido dene- 
gado; agregándose además, que la ley N.° 10.996, es de carác- 
ter local, y por lo tanto ajena al recurso extraordinario in- 
terpuesto. < 



Con fecha veintisiete se declaró improcedente la queja 
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deducida por don Lilis Julien en autos con don Antonio M. 
Pcrrotta, sobre desalojamiento, por resultar de la propia ex- 
posición del recurrente que la Corte Suprema de la Provin- 
cia de Buenos Aires al denegarte el recurso de inconstitucio- 
nalídad lo había hecho en ejercicio de facultades propias c in- 
terpretando las reglas de su competencia, cuestión ésta de me- 
ro derecho procesa] que no es susceptible de ser revisada por 
la Corte Suprema en el recurso extraordinario interpuesto. 



Con fecha treinta fué confirmada por ln Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de La Pla- 
ta, la que a su vez, confirmó en todas sus partes la dictada 
por el Juez Letrado de la Pampa Central, que condenó a Froi- 
lán Pérez a sufrir la pena de diez y siete años de reclusión, 
accesorias y costas, como autor del delito de homicidio perpe- 
trado en la persona del agente de policía Felipe López, en el 
paraje denominado Rucanelo. jurisdicción de dicho territorio, 
el día i." de septiembre de 1920. 



Don Juan H ¡tesis, en la anisa instruida en su contra, por ejer- 
cicio ilegal de ía medicina. Recurso de hecho. 

Sumario: i.* No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48, contra una resolución de un tribunal de ul- 
tima instancia de provincia, que se limita a aplicar dis- 
posiciones del derecho penal. 

2. No es posible admitir que el artículo 14 de la Cons- 
titución en la parte relativa a la libertad de cultos» pue- 
de ser legítimamente invocado como protección contra la 
disposición del artículo 208, inciso 1.* del Código Penal, 
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inspirada en manifiestas razones de higiene pública y de 
policía social y que tiende, no a limitar o restringir la 
mencionada garantía, sino a impedir que en su ejercicio 
y a nombre de ella se comprometa la salud y la moral 
de los habitantes. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bn«not Aire», Dldenbr* 17 de 19». 

Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 120 por la que se condena a Juan 
Huesis a dos meses de prisión y costas por el delito de ejercer 
¡legalmente la medicina se funda en la interpretación y apli- 
cación del Código Penal lu que hace irrevisable la resolución 
por esta Corte Suprema según lo reiteradamente resuelto 
(Art. 15 Ley 48). 

Ademas dicha sentencia aplica la penalidad atento las ra* 
zones de hecho y prueba demostradas en la causa relativas a 
la responsabilidad del autor y a la calificación del delito im- 
putado lo que tampoco puede fundar la procedencia del re- 
curso extraordinario sobre derecho federal que acuerda el art. 
14 de la ley citada. 

Las cuestiones constitucionales que se indican a fs. 125 
no encuentro que tengan relación directa c inmediata con la 
causa resuella como para que V. E. conozca en ella. Dichas 
cuestiones son ]wr otra parte extemporáneas. 

Opino, por tanto, que ia ablación ha sido bien denega- 
da por la Cámara de Apelaciones en lo Crimina] de la Capi- 
tal de la Nación. 



llorado R. Larrcta. 
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Bnenoi Alie*, Jallo 4 dt 1024 

Autos y Vistos, Considerando : 

Que el recurrente don Juan Huesis ha sido condenado 
por la Cántara de lo Criminal de esta Capital a sufrir la |iena 
de dos meses de prisión por el delito de ejercer ¡legalmente 
la medicina a mérito de lo dispuesto en el artículo 208 inciso 
i.° del Código Penal, 

Que como lo consigna el artículo 15 de la ley número 48 
la interpretación o aplicación míe los tribunales de Provincia 
hicieren de los Códigos Civil, Penal, Comercial y de Minería 
no dará ocasión al recurso extraordinario por el hecho de ser 
leyes del Congreso en virtud de lo dispuesto en el inciso 11 
artículo 67 de la Constitución. 

Que en el caso el tribunal de última instancia se ha li- 
mitado a aplicar di posiciones del derecho penal, sin que, ade- 
más, en ningún momento del juicio se haya planteado concre- 
tamente cuestión alguna acerca de la constitucionalidad de la 
disposición legal aplicada por el tribunal de última instancia, 
como expresamente lo exije el citado artículo 15 de la ley 48 
y la jurisprudencia de esta Corte. 

Que a mayor abundamiento no es posible admitir que el 
artículo 14 de la Constitución en la parte relativa a la libertad 
de cultos puede ser legítimamente invocado como prolección 
contra la disposición del artículo 208 inciso I¡? del Código 
Penal inspirada en manifiestas razones de higiene pública y 
de policía social que tiende no a limitar o restringir la men- 
cionada garantía sino a impedir que en su ejercicio y a nom- 
bre de ella se comprometa la salud y la moral de los habi- 
tantes . 
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IW dio y de coníonnidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General se declara improcedente la que- 
ja ai lucida. Notifiquen y archívese, 

A. Bermejo. — Nicanor G. sil 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — RAIIÓN MÉNDfX 

— Roberto Repetto. 



Banco Hipotecario Nacional, en el Juicio de deslinde de ta 
finca Laguna Negra. Contienda de competencia. 

Sumario: i* La cuestión de inhibiciones dobles deriva de ha- 
ber declarado una Cámara Federal y un Superior Tribu- 
nal de Justicia de Provincia, la incompetencia de las res- 
pectivas jurisdicciones para conocer del mismo asunto, y 
cuya última consecuencia serta privar al interesado (un 
letrado) de los tribunales ante los cuales hacer valer sus 
derechos legítimamente adquiridos, debe ser tratada y re- 
suelta como una de las expresamente comprendidas en el 
articulo inciso a) de la ley 4055. 

2 ° Cualquiera que sea la competencia en cuanto al fon- 
do del pleito, corresponde conocer y resolver lo relativo 
al cobro de costas y honorarios devengados dentro del 
juicio, al juez ante el cual ellos se han causado. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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AUTO 1>E LA CÁMARA FEDERA I* DE CÓRDOBA 

CAfdftbt, Mi y o 22 de 1023 

Y Vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por el doctor Artu- 
ro M. Figueroa en su carácter de tutor de los menores Can- 
tón, contra el auto <le fecha julio 7 del presente año, corriente 
a fs. 4 dictado por el señor Juez Federal de Salta y en el que- 
que ha resuelto regular los honorarios del Dr. Francisco J. 
Sosa en la suma de mil quinientos pesos como abogado en el 
juicio deslinde de Laguna Negra seguido por el Banco Hipi- 
tecario Nacional. - 

Y Considerando: 

Que por resolución de fecha noviemhre 30 del año pró- 
ximo pasado, que obra a fs. 438 de los autos, esta Cámara de- 
claró la incompetencia de la justicia Federal ]>ara conocer de la 
presente causa. 

Que esta declaración fué pronunciada de oficio lo que 

importa decir que no hubo cuestión sobre competencia en que 

hubieran podido devengarse honorarios cuya regulación co- 
rrespondiera al tribunal. 

Que por el contrario, se trata de uno de tantos incidentes 
comprendido también en aquella declaración, el cual debe ser 
sustanciado y resuelto por el Juez competente para conocer 
de lo principal. 

En tal virtud se resuelve ordenar ocurra el interesado 
ante quien corresponda. Hágase salier transcríbase y repues- 
tos los sellos devuélvase. — X cinesia Goncátcs. — A. G. Pos- 
se. — Luis /. Possc. 
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U TO I»EL SUPERIOR TRIUVNAL DE JUSTICIA 
... Stlt», OCtakr* 1623 

Y Vistos: 



Las aleaciones deducidas a fs, 464 por el representan- 
te del tutor de los menores Cantón — y a fs. 465 por el Dr. 
Sosa contra el auto de fecha agosto 23 ppdo. corriente a fs. 
462 vta. que regula en un mil quinientos pesos el Honorario 
del letrado Dr. Sosa, y 

Considerando : 

Que. en mayo o de 1922, el B Superior Tribunal de Jus- 
ticia resolvió el caso del honorario del Dr. Sósa por los mis- 
mos traliajos que hoy se regulan, revocando el auto del mis- 
mo señor Juez y declarando que a este magistrado no le com- 
]H*túa regular honorarios devengados en jurisdicción extra- 
ña a las que desempeña como Juez de la Provincia. 

Que es inadmisible que el consentimiento de la parte que 
ha de abonar # trabajo del d<ictor Sosa y el silencio del Mi- 
nisterio de -Menores tengan la virtud de prorrogar la juris- 
dicción que. en el sub Ute t es de orden público e improrroga- 
ble íart. i." del Código de Procedimientos C y C). 

Oue es igualmente inadmisible sostener que habiendo la 
Kxcma. Cámara de Apelaciones de Córdoba declarado la in- 
cnmj»etcncia de la Justicia Federal para entender en el jui- 
cio principal ha quedado prorrogada la jurisdicción de los 
Tribunales de la Provincia para regular honorarios devenga- 
dos en la Justicia Federal. 

Por ello, y las consideraciones del citado fallo. 

til Superior Tribunal de Justicia: Revoca el auto recu- 
rrido, y declara que es incompetente la justicia ordinaria de 
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la Provincia para hacer la regulación solicitada. Tómese ra- 
zón, notifíquese previa reposición y baje. — I. FUjucroa. — 
A. Atvarez Tanuiyo, — J. A. Centurión, 

Ante mí : Pedro /. Afonda. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PlOCUftADOt GEN El AL 

lueiot AJr«*. MifM) II dt 1924 

Suprema Corte; 

Existen en la presente causa sobre deslinde de la pro- 
piedad "Laguna Negra*' seguida por el Banco Hipotecario 
Nacional, dos declaraciones aisladas de incompetencia para 
conocer en el pedido de regulación de honorarios formulado 
por uno de los letrados que ha intervenido en ta misma. Ellas 
son la de fs. 478 dictada por la Cámara Federal de Apelacio- 
nes de Córdoba y la de fs. 483, concordante con ta de fs. 467 
dictada por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia 
de Salta. 

Pero no se ha seguido eri la tramitación de esta cuestión, 
el procedimiento que marca el art. 45 y siguientes del Códi- 
go de Procedimientos Nacionales, Ley N.° 50. P ara Ia sus ' 
tanciación de los conflictos de competencia. En efecto la 
Justicia Federal no conoce tos fundamentos en virtud de los 
cuales el Superior Tribunal declara su incompetencia y ca- 
rece por ello de elementos de juicio para declararse compe- 
tente o insistir en su resolución elevando tos autos a V. E. 
como se solicita a fs. 479. 

Por ello, a fs. 479 vta. el Juez Federal lia denegado tal 
pedido mientras no se presenten los antecedentes de la con- 
tienda . • 

En tanto no se cumplan los requisitos legales indicados, 
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soy de opinión que esta Corte Suprema no está habilitada pa- 
ra dirimir la contienda que aparece planteada. 

Corresponde, por ello, devolver estas actuaciones al Juz- 
gado de origen a sus efectos. 

Horacio R. Larrcla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, lullo 7 d« 1924. 

Y Vistos : 

La cuestión de competencia negativa suscitada en tos au- 
tos "Deslinde de Laguna Negra". Banco Hh.Krtecario Nacio- 
nal. 

Y considerando : 

* .. .. 

Que con fecha ¡JÓ de noviembre de 1921, la Cámara Fe- 
deral de Córdoba se declaró de oficie» incompetente para co- 
nocer del juicio fallado por ct juez de sección de la Provin- 
cia de Salta en razón de que su juzgamiento corres|>ondía a la 
justicia ordinaria de la provincia nombrada. Véase fojas 
437 vta. 

Que con fecha 30 de mayo de 1922 el letrado* palttieittatv-.^ 
te clel doctor Cantón presentóse ai Juez Federal de Salta pi- 
diendo regulación de sus trabajos profesionales dentro del 
juicio en cuestión ( fojas 471 ) pero la res|»ctiva providencia 
fué también dejada sin efecto por la Cámara Federal de Cór- 
doba el 25 de octubre de 1922 (fojas 478) por entender este 
tribunal que la justicia federal carecía de competencia i*ara 
la decisión del incidente, ordenando al interesado ocurrir 
donde corresponda. 

Que con fecha 25 de octubre de 1923 ( fojas 4^7 vta. ) 
el Superior Tribunal de la Provincia de Salta dejaba sin efec- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN M 

to ta regulación practicada por el Juez de I." Instancia al le- 
trado Sosa, declarando, a su turno, que la justicia ordinaria 
de la provincia carecía de competencia para practicar tal re- 
gulación por tratarse de trabajos producidos en una jurisdic- 
ción distinta de la propia. 

Que la cuestión de inhibiciones dobles derivadas de los 
hechos relacionados y cuya última consecuencia sería la de 
privar al letrado doctor Sosa de tribunales ante los cuales 
pueda hacer valer los derechos que legítimamente le corres- 
pondan por sus servicios, debe ser tratada y resuelta como 
una de las expresamente comprendidas en el artículo 9 inciso 
a) de la ley número 4055. 

Que si se tiene presente que las resoluciones de ambos 
tribunales de apelación declinando su jurisdicción constituyen 
revocatorias de otras de primera instancia» habiéndose produ- 
cido aquéllas sucesivamente <y con más de un año de intervalo, 
y que, además, la remisión de estas actuaciones a la Corte or- 
denada por el tribunal superior de Salta ya en conocimiento 
de las razones aducidas por la Cámara Federal de Córdoba 
importa insistir en su declaración de incompetencia, no habría 
objeto práctico ni necesidad legal alguna de ordenar la devo- 
lución de los autos encontrándose la cuestión suficientemente 
ilustrada y en estado de ser resuelta con economía del men- 
cionado trámite. 

Que esta Corte ha declarado Tomo 133. página 388 y To- 
mo 70 página 148 que cualquiera que fuese la competencia en 
cuanto al fondo del pleito, corresponde conocer y resolver lo 
relativo al cobro de costas y honorarios devengados dentro del 
juicio al juez ante el cual ellos se han causado. Y conforme a 
esc criterio, es ía justicia federal quien tiene jurisdicción pa- 
ra practicar la regulación de honorarios de que aquí se trata . 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador Gene- 
ral, se declara la competencia de la Cámara Federal de Córdo- 
ba para practicar la regulación de los honorarios redamados 
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por el doctor Sosa. En su mérito remítansele los autos avisán- 
dote por oficio al Superior Tribunal de la Provincia de Salta. 
Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — Ramón Méndez. 

— RORERTO REPETTO. 



lünpresa del Puerto del Rosario contra N. Moreno, sobre ex- 
propiación. 

Sumario: t« Con arreglo al principio sobre que se basa la pe* 
rención de la instancia, ella sólo se produce en los litigios 
que estando en tramitación, se lian dejado abandonados 
por los interesados sin instar su curso, que es lo que en 
concepto de la misma ley constituye su paralización, >' 
lo que lia querido evitarse: por lo que, estando llamados 
los autos para sentencia, la perención de la instancia no 
procede. 

2.° La prescripción de b acción excluyeme de tercería 
de mejur derecho a ser pagado en la expropiación de un 
inmueble, comienza a correr a favor del tercerista, tene- 
dor de la cosa, desde el día de la adquisición de la pose- 
sión, necesitando treinta años para consumarla. Artículos 
|96i, 4015, 4016 y 4022 del Código Civil. 

Coso; Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SENO! JUEZ FCDEtAL 

Roiltlo, Díele-trr* » ít 1916 

Autos y Vistos: 

Los presentes obrados, seguidos solire tercería excluyen- 
te de mejor derecho, iniciados por el señor Robustiano Ba- 
rralt, en ct juicio de expropiación seguido por la Empresa del 
Puerto, en contra del señor N. Moreno, de los que resulta: 

Antecedentes ; 

En fecba 7 de mayo de 1914 el doctor Alberto Parody 
(fs. 11 vta.) invocando la representación del señor Barralt y 
justificándola con el instrumento de poder presentado a fs. l, 
compareció ante el Tribunal iniciando en el juicio <le expro- 
piación antes citado, tercería excluyente de mejor derecho. 
— Acompaña la escritura de cesión otorgada en su favor por 
el señor Antonio Rivas como igualmente el plano obrante a 
fs. y. (V. fs. 2 a 4)- 

Sustanciada la tercería con ta parte representante del ex- 
propiante (fs. 13) éste se expide en la forma en que allí cons- 
ta y que más adelante haré valer. El Defensor Oficial, por 
el señor Moreno, se pronuncia a fs. 16 y pide que se justifi- 
que conforme a derecho la acción de tercería deducida, de- 
biendo suspenderse, mientras tanto, el juicio en lo principal. 
El señor Fiscal se pronuncia a fs, 17 y oidas todas las partes, 
se abrió la causa a prueba por d término de ley .V. fs. 17 vta. 
En tiempo y forma las partes ofrecieron las siguientes : 
Parte del señor Barralt. — La documental de fs. 3, el 
plano de fs. 9, los autos seguidos por el señor Barralt contra 
la Empresa del Puerto, por expropiación y los seguidos por 
dicha Empresa» por la misma acción, contra N. Moreno y la 
testimonial de fs. 24 a fs. 28. (V. fs. 21). 
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Parte de la Empresa del Puerto: — La que menciona cu 
su memoria] ele fs. 20, o sean todas las constancias del ex- 
pediente, planos v documentos que obran en el juicio segui- 
do por la citada Kuipresa del Puerto, contra el referido se- 
ñor Moreno, por expropiación , También esta parte ofreció 
en su memorial de fs. 20. como elementos de juicio en sit fa- 
vor, los autos seguidos por el señor Barralt, contra la Empre- 
sa del Puerto, por expropiación. Finalmente, en su memorial 
de fs. jo, ofrece como prueba el incidente promovido por el 
señor Barraít en el juicio de expropiación tramitado entre la 
empresa del puerto y el señor Moreno. 

Clausurado el termino de prueba, según constancia de fs. 
32, los autos se pusieron a disposición de las partes a los efec- 
tos del articulo 177 de la Ley Nacional X * 50. 

Los actuantes de conformidad con dicho precepto legal 
presentaron los alegatos de fs. 35 (el Sr. Baralt) y 41 ( la Rm- 
presa del Puerto) con lo cual y previo llamamiento de autos 
(fs. 42 vta.) quedó la causa en estado de sentencia. 

Pronunciada ésta según consta a fs. 64 y siguientes, se 
interpuso por parte de la Kmpresa del Puerto los recursos de 
nulidad y apelación, según así consta en el memorial de fs. 77. 
Por la parte del señor .Moreno, el recurso de apelación f fs. 
78) y por la parte del tercerista igual recurso (fs. 79), 

Sustanciada la causa ante el Superior en la forma .pie 1" 
constatan las constancias de fs. 91 a fs. 127. se dictó por di- 
cho Alto Tribunal e! pronunciamiento de fs. 128 por el cual 
se declara nulo todo lo obrado en la primera instancia, 

Ante tal pronunciamiento, las partes presentaron los me- 
moriales de fs. [44 (el tercerista ratificando su demanda), de 
fs. 146 (la Empresa del Puerto), de fs*. itf (el I Ofensor 
Oficial > y dictamen de fs. 148 vta, (él señor Fiscal). 

Tín el nuevo término de pruelia las partes ofrecieron las 
que indican los memoriales de fs. 152 y ¡63. correspondien- 
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tes, respectivamente a la Empresa del Puerto y al señor Ba- 
rralt. Aceptadas y producidas ellas y clausurado el término 
probatorio, las partes presentaron los alegatos de fs. 165, (la 
Empresa del Puerto) y fs. 168 (el Sr. Barralt). con los que 
la causa, previo el llamamiento de autos de fs. 174 >' consí- 
gnente notificación de partes (fs. 174 vta.), vino a quedar 
la causa nuevamente en estado de sentencia, y 

Considerando : 

i." La acción deducida por la parte del señor Robustia- 
no Barralt es, como la indica, una "tercería excluyeme de me- 
jor derecho". La funda en el instrumento público de fs. 2 y 
plano de fs. 9. como así también en las constancias pertinen- 
tes del juicio de expropiación seguido entre la Empresa del 
Puerto v el Sr. N. Moreno. Sostiene que el terreno que se 
pretende expropiar por la Empresa del Puerto como de pro- 
piedad del señor N. Moreno, por ser que aún no se sal* si es 
"imaginario o reaP, es de propiedad exclusiva del señor Ba- 
rralt, según asi consta no tan solo en los documentos antes ci- 
tados, sino también en las constancias existentes en el acta la- 
brada, en el juicio de expropiación, cuando se tomó por el 
expropiante la posesión del inmueble. Y termina peticionan- 
do que en mérito de aquellas constancias se declare en difi- 
nittva que el señor Barralt es el único y exclusivo propietario 
del terreno en litigio y, por tanto, con mejor y exclusivo de- 
recho para intervenir en el juicio respectivo y percibir su im- 
porte y las indemnizaciones a que se condena a la Empresa 
apropiante. Pide, también para ésta la expresa condenación 
en costas. V. fs. 10 a 11 y fs. 144. 

2. La Empresa del Puerto al contestar la demanda con 
su memorial de fs. 13 y sit reproducción de fs. 146. lo hace 
negando que el señor Barralt sea "único dueño" del terreno 
en litigio por cuanto en la parte, del mismo, ubicada dentro 
de la línea de la cota 4- 5.*>» tiene derechos exclusivos el Esta- 
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do Nacional, en razón cíe servidla liarte un bien del dominio 
público de la Nación, manifestando que en la parte ubicada 
a un nivel superior de la cota + 5,20 mi tiene inconveniente en 
discutir con el señor Barralt siempre que demuestre un dere- 
cho mejor que el señor Moreno y que, finalmente, sea quien 
sea el que baya sido dueño del terreno el propietario solo ten- 
dría una acción personal para reclamar el precio e indemni- 
zación correspondientes, acción que en la actualidad estaría 
proscripta por cuanto han pasado doce o catorce años desde 
la toma de posesión por la Empresa expropiante hasta la 
fecha de la demanda. 

3.* Con Ja demanda y su contestación quedó trabado el 
cuasicontrato de la tttis contestatio, Al mismo tiempo queda- 
ron planteadas todas las cuestiones que deben ser materia de 
pronunciamiento en el presente fallo. Ellas se desprenden de 
los fundamentos y consideraciones aducidas por las partes. 
Mientras que el tercerista Sr. Barralt sostiene ser dueño úni- 
co y exclusivo, en virtud de la cesión de fs. 2 ele la fracción 
fie tierra materia de la expropiación dirijida contra N. Mo- 
reno, la parte expropiante o sea la Empresa del Puerto, le 
niega un derecho "total" de dominio sobre la fracción dicha, 
admitiéndole la controversia tan solo en ta parte de ésta que 
se halla ubicada a un nivel superior de la cota -L- 5,20, toda vez 
que comidera que la otra parte es pertenencia, como bien del 
dominio público, del Estado Nacional y oponiéndole la jires- 
erípcíón a los derechos que, sobre aquella parte, pudieran co- 
rresponderá emergentes de la expropiación, 

4" i'or consiguiente, el Tribunal plantea las tres si- 
guientes cuestiones; 

1 . — Se ha operado la prescripción opuesta por la parte 
de la Empresa del Puerto? 

2. — Ha probado, el tercerista, los derechos que invoca? 
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3 . — En qué parte de la fracción expropiada ejercita 
esos derechos? 

5« Para la resolución de la primera c ostión propuesta, 
es menester previamente considerar si la acción entablada 
constituye una acción personal o una acción real. Desde luc~ 
uo es un hecho evidente que en el juicio de expropiación ini- 
ciado |»r ta Empresa del Puerto contra N. Moreno y que el 
Tribunal tiene a la vista al dictar este pronunciamiento, se 
lia tratado única y exclusivamente de adquirir forzosamente 
del propietario, sea quien fuere, el derecho de dominio sobre 
la fracción de tierra materia del juicio. Todo ello de confor- 
midad c<m la parte pertinente del art. I? de la Constitución 
Nacional v de acuerdo con los artículos 1324 inciso 1.", 1323. 
,=06 * 2524 inc. 4." del Cód. Civil. La compra venta sea 
■•voluntaría" por acuerdo de dos voluntades sobre un objeto 
de interés común (art. .137 del C. C.) sea "forzosa por 
mandato imperioso de una W espedí fundada en causas do 
utilidad pública, tiene siempre las mismas características. Lo 
único que varía en uno y otro caso, es la "voluntad del ven- 
dedor, toda vez que en el primero lo hace i*ir un acto expon- 
táneo de la misma, mientras que en el segundo lo hace y tiene 
que hacer acatando un mandato superior a ella. Por lo de- 
más lo concerniente al precio, a las ohUgac.ones reciprocas 
de las liarles, etc. etc., permanece invariable como asi también 
la -necesidad legal" de dirigir la expiación contra el ver- 
dadero propietario. De los artículos 1324. 1,123. *3« y -5 12 
de» Código Civil y del artículo 5 de la ley de expropiación nu- 
mero 189, se desprende que, siendo la expropiación el «meo 
acto arrebatador del derecho de propiedad, ella debe dirigirse 
en cuanto al cumplimiento de las obligaciones que por tal ac- 
to contrae el expropiante, Única y exclusivamente en contra 
del propietario del objeto de la expropiación, si bien en cuan- 
to a la adquisición material de ta cosa «folie dirijirsc en con- 
tra de la propiedad misma, desde ouc asi lo exigen los folies 
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que, en nombre de la utilidad pública, se trata de realizar. 
Kn caso contrario el expropiante no podría adquirir los de- 
rechos de propiedad y accesorios que arrebata, mediante esa 
venta "forzosa" llamada expropiación, por que nadie puede 
adquirir, sobre un objeto, un derecho mejor y más extenso 
que él que tenía aquél de quien lo hubo fart. 3270 del C. C.)- 
t\n este supuesto la expropiación no seria expropiación. Se- 
ría sencillamente un despojo sujeto a todas las contingencias 
de Jas acciones jiosesorias que defienden la "posesión" y de 
las acciones reates que defienden la "propiedad" (arts. 24G9, 
¿482. 2490, 2757. 3758 del C. G.)» pues los derechos del ver- 
dadero propietario siempre estarían existentes y las obliga- 
ciones del expropiante no estarían extinguidas por que el # cum- 
plimiento de ellas nu se habría hecho en favor de la persona 
con uuten se hubieren contraído (Art. 731 inc. t* del C. C). 

Por consiguiente y si en el juicio de expropiación, juicio 
principal, se ha tratado de derechos reales, necesariamente to- 
das las acciones que de él cmerjen, y a cerca de esos derechos, 
tienen que ser acciones reales. Ks inconcuso en materia ju- 
rídica el hecho tic que tanto el derecho como la obligación que 
le es correlativa Om, 497 del C. U.) son y delien ser de una 
misma naturaleza. Los derechos ejercitados en las tercerías 
en general, son siempre derechos reales, iniciados por medio 
dé esas tercerías que a su vez y en atención a su finalidad y 
objeto, son también acciones reales. I^s tercerías de "domi- 
nio" lo son por que su fin es la reivindicación de "cosas" en 
un juicio seguido por terceros, en el que los derechos de pro- 
piedad del verdadero propietario {el tercerista) se hallan des- 
conocidos, I,as tercerías de "mejor derecho*' son también ae- 
ciones reales porque su fin es la reivindicación de "un precio" 
en el cual la cosa ha quedado convertida. Ks jior ello que, en 
materia de expi 'pin<*i"n. como en el caso ocurrente, las con- 
trover>ias varían de la "cosa", al "precio", que le es su "equi 
váleme". Y no podría ser de otra manera por que de ini- 
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ciarse una tercería de "dominio", sería desconocer los supre- 
mos mandatos del interés público, implicaría ir en contra de 
la misma utilidad pública invocada como liase de la expropia- 
ciófi t dejándose así sin efecto los hechos fundamentales que 
motivaron e: juicio principal de expropiación. 



El señor Bar rail, por tanto, no ejercita una acción perso- 
nal como sostiene la liarle de la Empresa del Puerto. Ejer- 
cita una acción per f ce lamente real: una reivindicación de pre- 
cio. Art, 2758 del Cód. Civil. Tal es el objeto de la presen- 
te tercería -de "mejor derecho excluyeme*', como lo es en ge- 
neral el de todas las tercerías de ta misma naturaleza, como lo 
es el las tercerías en general, sea que se discutan cosas (ter- 
cerías de dominio), sean qi*e se discutan precios (tercerías 
de mejor derecho). 

lis innegable que las acciones personales se prescriben a 
los diez años (Art. 4023 del C. C). Pero, tal argumenta- 
ción no hace al caso de autos, desde que se deja establecido 
que se trata de una acción real. Para que los derechos que 
ejercita el señor Uarralt en esta acción real hubieran caduca- 
do, sería menester que los hubiera perdido, mediante la ad- 
quisición por prescripción treintenaria hecha oor ja parte con- 
tra la cual los ejerce. Y ello ni ocurre en el caso de autos, por 
la simple razón del tiempo, ni lo ha elegado la parte expro- 
piante, Art. 4015 del Cód. Civil. De manera que se resuelve 
"por la negativa" la primera cuestión planteada, 

(>. v En lo que respecta a la scynnda cuestión o sea si el 
tercerista ha probado los extremos de su acción, vale decir, 
tolos y cada uno de los requisitos mencionados en el art . 2758 
del Cód. Civil el Tribunal se inclina, igualmente, a dar una 
solución favorable, para el mismo, en atención a las pruelms 
rendidas y demás constancias de autos. 

La escritura de cesión de fs. 2 colocan al señor Karralt 
en el mismo grado de su cedente, del cual es sucesor a titulo 
singular Arts. 3263- segunda parte, 32OG y 3270 del C. C. 
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Dadas fas constancias existentes en dicho instrumento pú- 
blico y )a antelación que del título transmitido existe en ella, 
considero innegablemente justificado el derecho de propiedad 
de Antonio Ritas sobre el inmueble objeto del juicio. Dicho ins- 
trumento público no está argüido de falso. Por consiguiente 
hace plena fe en juicio, Arts. 993 y 994 del C. C. 

Como en virtud de la cesión y de las consecuencias lega- 
les antes dichas, el señor Barralt, tercerista, continúa la per- 
sona del cedente en todos sus derechos sobre el inmueble 
cedido, el derechojlc propiedad del Sr. Barralt, sobre el mis- 
mo, es igualmente indiscutible. 

Puede, por imito, reivindicar, desde que la acción real 
rei vindicatoria nace del dominio. Es su protector, Art, 2758 
del C.C. 

En cuanto a la i>crd>da de la posesión ella consta en el 
juicio principal en una constancia que hace, también, plena fe. 
Véase al respecto el acta de fs. 15 vta. y )6 del juicio de 
expropiación seguido por la Empresa del Puerto contra N. 
Moreno. Esa acta, por otra parte, ya aporta un elemento 
más de juicio en favor de los derechos de propiedad y pose- 
sión del señor Antonio Rivas, cedente del señor Barralt. Esos 
derechos, finalmente, los considera el Tribunal abundante- 
mente probados, no sólo con el documento de ís. 2 y acta an- 
tes citada, sino también con la prueba que estima complemen- 
taria: la testimonial de fs. 157 a fs. 162. 

Finalmente, en cuanto a la recuperación de la posesión, 
objeto principal de la acción reivindicatoría, ella no puede pe- 
ticionarse por que según vimos el hacerlo implica ir en con- 
tra de la propia ley de expropiación. Pero, si no puede el ter- 
cerista solicitar se le entregue la "cosa'' de que, no obstante 
ser "dueño" (domine) se le ha desapropiado y desposeído, 
puede, en cambio, solicitar se le entregue aquello que, por ley, 
da venido a ser su equivalente: el precio. 
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El Tribunal, por las fundamentos expuestos, considera 
suficientemente fundado su criterio al resolver esta cuestión . 
en la forma ya expuesta. 

7," En cuanto a Ta tercera cuestión o sea a la parte de 
la fracción expropiada que debe serle abonada en su justo 
precio en virtud de ta expropiación, el Tribunal piensa que no 
.debe serlo en su "totalidad''. En efecto; la extensión del te- 
rreno «te propiedad del señor Barralt se halla expresamente 
constatada en el documento de fs. 2 y plano de fs. 9. Dentro 
de esos limites tiene el derecho de propiedad cuyo precio e 
indemnización reclama. 

Pero, hay que investigar sí esos límites no invaden dere- 
chos de terceros. Es inconcuso en materia jurídica el que el 
derecho de dominio es absolutamente exclusivo y excluyen- 
te de modo que dos personas, sean ideales o físicas, no pue- 
dan tener cada una, en el todo, el dominio de una cosa. Art. 
2508 del C. C. La cosa, entonces,, es o totalmente de la una 
o totalmente de la otra. 

El título de fs. 2 da al señor Bar raí t un derecho de domi- 
nio cuya periferia expresa. Pero, ella invade sitios 
dominio del Estado Nacional tiene derechos exdusi 
vez que ellos son bienes públicos del estado general, (Art. 
2340 inciso 4* del C. C). Las Playas o sea "la extensión 
de tierra que entre un mínimum y un máximum de altura to- 
man las aguas normales de los ríos navegables" son de pro- 
piedad de! estado general . Uniformemente los Tratadistas asi 
lo consagran. V. Machado, Tomo VI, págs. 214, 215, 216 y 
217. Los propietarios colindantes con los ríos navegables no 
son dueños de las playas. Claramente lo establece el articulo 
2639 del Cód. Civil. Mientras que no existe tal precepto en 
cuanto se trata de ríos no navegables. En estos casos lo que 
podría considerarse playa pertenece al dominio particular de 
los colindantes. 

Sucediendo el señor Barralt al señor Rivas y adolecien- 
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do el título de propiedad de éste del vicio de invadir derechos 
de propiedad del estado general, claro está que el derecho del 
tercerista solo puede y del* ser declarado y reconocido hasta 
el límite en que empieza el derecho de aquél tercero. 

Esc limite según se desprende de elementos técnicos de 
juicio, de fuerza insosiwchable, se halla determinado por ta 
cota positiva más 5,20. Tal to acreditan las constancias per- 
tinentes de los autos sobre expropiación seguidos por ta Em- 
presa del Puerto contra el señor N. Moreno (fs. 99 a 113). 

Si desde ese límite hacia el horde del agua la lonja forma- 
da es un bien público del estado general, ni el señor Rivas ni 
el Sr. Barralt han podido, aquél adquirir y trasmitir y éste 
recibir y ejercitar, sobre ella, el derecho de dominio! Este de- 
recho, para dichos señores, no lia existido allí donde ha exis- 
tido el mismo dereclio en favor del Estado Nacional. Por 
consiguiente y en cuanto respecta a la presente tercería, ella 
deltc pronunciarse en su procedencia únicamente en cuanto 
rcsiacta a la parte de la fracción que es su objeto, no abarca- 
da en !a citada cota positiva más 5.20. Lo contrario implicaría 
ordenar la expropiación en favor del Sr. Barralt sobre una su- 
perficie en la cual no tuvo ni puede tener el derecho de pro- 
piedad: la comprendida en la cota más 5.20. 

En cuanto al resto de la fracción justo es recordar que, 
si bien la Kmpresa del Puerto ha manifestado en sus memo- 
riales citados que sí el Sr. Barralt prueba su derecho está dis- 
puesta a ventilar con él el juicio de expropiación, en cambio 
ha opuesto, también, a los derechos de aquél la excepción que 
se ha rechazado en consideraciones anteriores. 

El resultado de la tifié es. por tanto, parcialmente favora- 
ble para las partes. 

Por estas consideraciones y en atención a las constancias 
fie estos autos y de los ofrecidos como elementos probatorios 
que el Tribunal ha tenido a la vista, de conformidad con las 
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disposiciones 1 de ley citadas y argumentaciones pertinentes de 
las partes, fallo: Haciendo lugar a la demanda de tercería ex- 
cluyeme de mejor derecho interpuesta por el Sr, Kohnstiano 
Barralt en el juicio de expropiación seguido por la Empre- 
sa del Puerto contra el señor N. Moreno, Declaro, en su mé- 
rito, que dicho juicio debe continuarse con el Sr. Barralt por 
haber probado ampliamente su derecho de dominio sobre la 
fracción expropiada y que, por tanto las indemnizaciones y 
pago de precio a que la expropiación (te lugar, deben verifi- 
carse hacía aquél, tan solo en la parte del bien expropiado "no 
comprendida dentro de la cota positiva más 5,20", o sea en 
un área de "cinco mil setecientos sesenta y cinco metros con 
ochenta decímetros cuadrados". Sin aplicación de costas por 
considerar el Tribunal que no hay mérito para imponerlas. 
Hágase saber, repóngase, inscríbase y consentida si fuere ar- 
chívese , 

N. R. Amuchástcgui. 

* • • 

SH NT ENCIA DE LA CÁMARA EKdERAL 

Ronrío, Febitto 24 <tt mi 

Vistos : 

; » 

lín Acuerdo los autos seguidos por don Robustiano HarraTt 
sobre tercería con relación al juicio de la Kinpresa (Cierto 
deí Rosario contra Moreno sobre expropiación, 

Y Considerando: 

l.° Que la acción deducida a fojas 10 y 11 es la de me- 
jor derecho a ser pagado en la expropiación de los terrenos 
aludidos, |K»r considerarse el actor su propietario; acción real 
por su objeto y motivos, como lo tiene repetidamente estable- 
cido esta Cámara y fa Suprema Corte en numerosos casos 
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análogos <Je juicios por la indemnización de terrenos sujetos 
a expropiación (Corte, considerando q. ft del fallo del T. 122, 
pá*. m y otros). 

2. a Que, en tal caso, la preseri[>c¡ón de dicha acción co- 
menzaría a correr a favor del tercero, tenedor de la cosa, re- 
cién, desde el día de la adquisición de la posesión, necesitando 
treinta años para consumarla, de acuerdo a los arts. 3961, 
4015, 4016 y 4022 C. Civil, no habiendo evidentemente, trans- 
currido éstos desde los hechos invocados de tal adquisición, 
como que !a parte demandada reconoce a fojas 13 vuelta y 16 
que sólo ha poseído doce o catorce años. 

3. " Que no es atendible lo pedido por b parte del terce- 
rista a fs. 215 vuelta, contestando la expresión de agravios, que 
se resuelva el juicio en la forma y moflo que lo tiene jiedido 
en el escrito de demanda, pues aquélla consintió la sentencia 
apelada de fs. 181, sin adherir al recurso, 

4. Que tratándose de un juicio de trámite ordinario y 
amplio, aunque derive del de expropiación, la interposición de 
recursos de la sentencia definitiva debió hacerse en el mo- 
do proscripto por el art. 200, C. de P. y no en diligencia: 
por lo que el Tribunal considera mal concedidos los deduci- 
dos a fs. t88 vta.. por los señores Defensor y Fiscal. 

* 

Por estas consideraciones y las de la sentencia apelada 
de fs. 1H1 a 188, del 19 de diciembre de 1916, con excepción 
de las del considerando 7.". se la confirma con costas. Xoli- 
fiquesc y devuélvanse al Juzgado de origen donde se repon- 
drá el seI?ado. — José M. fierro. — Nicolás Vera Barros. — 
José ti**! Bureo. 
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Y Vistos: 



FAU0 D8 LA CORTE SUPREMA 

Airet, Julio 7 de 1034 



Considerando respecto de la perención de la instancia cu- 
ya declaración se lia solicitado a fojas -79. 

Que habiéndose substanciado el recurso por todos sus trá- 
mites y estando llamados los autos para pronunciar senten- 
cia (fojas 275 vuelta), la petición de que se trata es impro- 
cedente, desde que en las condiciones expresadas las partes 
no han tenido que solicitar diligencia alguna ni les es impu- 
table el no haberse fallado la causa. Con arreglo al principio 
sobre que se basa la perención de la instancia, — lia dicho es- 
ta Corte, — ella sólo se produce en los litigios que estando en 
tramitación se han dejado abandonados por los interesados 
sin instar su curso, que es lo que en concepto de la misma ley 
constituye su paralización, y lu que ha querido evitarse. 1 Fa- 
llos Tomo ni, página 387 y otros). Por ello se desestima con 
costas dicha petición; y 

Considerando en cuanto ai recurso concedido a fojas 
al doctor Carlos Süveyra: 

Que la sentencia recurrida, al confirmar la de fojas 181. 
lia desestimado la excepción de prescripción opuesta por el 
representante de la Empresa del Puerto del Rosario y por el 
Procurador Fiscal y ha admitido la tercería de mejor derecho 
entablada por don Robustiano Barralt, respecto al precio que 
corresponda pagarse en el juicio de expropiación seguid* 1 con- 
tra don N. Moreno, por la parte del bien expropiado rw com- 
prendida dentro de la cota -f 5.20 o sea en una extensión de 
cinco mil setecientos sesenta y cinco metros con ochenta de- 
címetros cuadrados. 
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Que la circunstancia de no haber reproducido el tribunal 
tt tfitú los fundamentos consignados en el considerando séti- 
mo de la sentencia del Juez Federal no importa modificar las 
conclusiones de esta, toda vez (pie en la parte dispositiva se ex- 
presa en forma inequívoca la voluntad de confirmarla. La 
sal vedad relativa al mencionado considerando no puede in- 
terpretarse sino como el projiósito de no .solidarizarse con las 
opiniones del juez de primera instancia acerca de la propiedad 
del lecho del Rio Paraná, sin que ello significare apartarse 
de dicho pronunciamiento en cuanto a la decisión final, pues 
que como lo expresa el mismo fallo de fojas 260 vuelta, la 
parte de Karralt a la que podía perjudicar dicha conclusión 
había consentido la sentencia apelada de fojas 181, sin adhe- 
rir al recurso. 

Que en tales condiciones no es admisible el recurso traí- 
do respecto del punto relativo a la extensión del terreno cuyo 
precio debe ser satisfecho al tercerista, ya que la parte dis- 
positiva de la sentencia, que es la verdadera decisión» 110 in- 
fiere agravin alguno al apelante. , 

Que en cuanto a la prescripción las conclusiones del pro- 
nunciamiento recurrido concuenlnn con lo resuelto por esta 
Oírte en casos análogos, especialmente en la sentencia de fe- 
cha 30 de abril del corriente año recaída en el juicio seguido 
por don Angel Sastre contra el (".nbterno Nacional sobre ex- 
propiación. r 

Kit su mérito se confirma la semencia a]>e1ada de fojas 
¿Go vuelta ijue confirma a su vez la de fojas i8t, Xotifique- 
se y devuélvase debiendo reponerse el papel en el tribunal de 
t » rigen . 

A. BERMEJO, — Nicanor G. del 
Solar. — Ramón' Méndez. 
—Roberto Rehítio. 
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Ensebio Silva, criminal, contra, por homicidio. Contienda de 
competencia. ¿ 

Sumario : i * La jurisdicción criminal atribuida por la ley nú- 
mero 48 a la justicia nacional en nada altera la jurisdic- 
ción militar en los casos en que según las leyes existente* 
deba precederse por Consejos <lc Guerra. Articulo 7 de 
la citada ley. 

2.* Corresponde a la Justicia Militar conocer de un pro- 
ceso instruido contra un aspirante de la Escuela Naval, 
por un acto delictuoso cometido en acto de servicio y en 
un lugar sujeto a la autoridad militar, en los términos y 
condiciones señaladas por el artículo 117, inciso 2," del 
Código de Justicia Militar. (Dentro del local de la Es- 
cuela Naval, en momentos en que los alumnos se halla- 
ban en formación, fué perpetrado el delito, empleando ar- 
mas de la Nación y resultando victima del mismo otro 
aspirante de la mencionada Escuela). 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GKN'ÉHAl. 

BUMM Alm. luto 27 4C 1!tí4 

Suprema Corte: 

Se ha trabado cuestión de competencia entre el Juez Fe- 
deral de La Plata y el Consejo de Guerra Permanente para 
Clases c Individuos de Tropa de la Armada, para conocer en 
la causa por homicidio seguido contra Don Eusebio Silva, as- 
pirante del curso preparatorio de la Escuela Naval Militar de 
Rio Santiago. 
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Kl expresado Silva según resulta tle autos dió muerte a 
W condiscípulo Alfredo M. Di Jorio disparándole un tiro tle 
máuser en momentos en que se encontraban en formación prac- 
ticando ejercicios militares dentro de la Escuela. 

Iniciado y clausurado el correspondiente sumario* por el 
juez de Instrucción de la Armada fué puesto, el detenido Sil- 
va a disposición del Consejo de Guerra ante el cual se produ- 
jo la acusación fiscal y la defensa, quedando la cansa couctii- 
>,i para dictarse sentencia definitiva, después de haberse pro- 
ducido las actuaciones fie prueba pertinentes . 

Ku este estado de tramitación de la causa el Sr. Juez Fe- 
deral de La Plata, que se había abocado al conocimiento de la 
misma jwr denuncia que le fuera hecha por el padre del ex- 
presado Silva, promovió por oficio inhibitorio, cuestión de 
competencia con el Tribunal de la Armada alegando que el acu- 
sado no tenía estado militar y que por ello el juzgamiento ttc 
i,i causa no podia ser sometido a conocimiento del Consejo de 
Ciiicrra. 

Este denegó la inhibitoria y sustanciada la contienda se 
elevaron a esta Corte Suprema las acttiaciones producidas an- 
te las dos jurisdicciones para que V. E. la dirima en ejercicio 
dé la facultad que le acuerda el art. 9 inc. di de la ley 4055. 

Se trata, como se vé, en el presente caso de la comisión 
ile un delito común, el de homicidio, previsto y castigado por la 
ley Penal General. 

No es nn delito esencialmente militar de aquellos que "tan 
solo las leyes militares prevén y castigan" como prescribe el 
art. 117 del Cód. de Justicia Militar para fijar la competencia 
de dicha justicia . 

Pero ello no obsta para jwner en movimiento dicha juris- 
dicción sí, como lo establece el inciso 2" del aludido art. 117, 
él delito común ha sido cometido por un militar en actos del 
servicio y en lugar sujete» a la exclusiva jurisdicción militar. 
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En estos casos los tribunales Militares, rte acuerdo con Ta 
regla adoptada por el art. 75a del Cód. de Justicia Militar» juz- 
garán ta causa con arreglo a las disposiciones del Código Penal 
Ordinario y al aplicar tas penalidades lo harán con la sustitu- 
ción de las mismas que establece el art. 576. 

Así, pues, el acusado Silva puede ser procesado ante un 
Tribunal Militar y sufrir y cumplir una condena prevista por 
la ley Penal General como es la pedida por el Sr. Fiscal del 
Consejo de Guerra a que el mismo se refiere a fs, 267 vta. 
y 368. 

La circunstancia invocada de ser el acusado un menor de 
edad de 16 años y estar comprendido por ello dentro de las dis- 
posiciones de la Ley de Patronato de Menures X." IQ.1J03 en 
cuanto a la protección y cuidado de su persona se refiere, en 
nada puede oponerse a la jurisdicción Militar que se discute 
por cuanto dicha ley, de carácter común, es ampliatoria o mo- 
dificatoria del Código Penal y como tal puede ser ai'^ada por 
los tribunales Militares según la recordada regla del art. 752 
citado. 

Por otra parte, el mismo Código de Justicia Militar en su 
art. 563 contempla el caso de juzgamiento dé menores de edad 
l»r tribunales militares y establece una mayar benignidad en 
la aplicación de las penas. 

Kn cuanto al estado militar que se atribuye al acusado 
Silva, él me parece indudable ante la dis|>osición de carácter 
general contenida en el art. 118, inc. 3 U <lel Código de Justicia 
respectivo que dice, sin admitr distingos de ninguna especie 
entre alumnos becados o pensionistas y aspirantes o del cuer- 
po general: "Están en todo tiempo sujetos a la jurisdicción mi- 
litar 3.' Los alumnos de las academias y escuelas milita- 
res de la República, por infracciones no previstas ni castigadas 
en los reglamentos propios". 

Resultando de lo expuesto que el delito que se imputa a 
Ensebio Silva fué cometido |x>r un militar, eit actos de servi- 



FALU>ft HE LA COHTE SL'i'KKM A 



cío, y e» lugar sujeto a la exclusiva jurisdicción militar, soy 
cié opinión que su juzgamiento corresponde a los tribunales de 
ese fuero de acuerdo con to que disponen los ¡iris. 117 y 118 del 
Código de Justicia Militar. 

En tal sentido creo que corresponde dirimir la préseme 
cuestión de competencia. 

Horacio R. Larrtta. 



FAM.O DK U m»TIÍ «UPA KM A 

Bueno* Aire*. Jallo 14 de IftM 

Y Vistos: 

ta cuestión de competencia trabada entre el Juez de Sec- 
ción de La Plata y el Consejo de Guerra Permanente con mo- 
tivo del proceso instruido por este último tribunal al ex-aspi- 
rante de la Escuela Xaval don Eusehío D. Silva;. 

Y Considerando: • 

Que ta jurisdicción criminal atribuida por la ley número 
48 a la justicia nacional en nada altera la jurisdicción militar 
en los casos en <|iie según tas leyes existentes deba proceder SC 
l>or Consejos de Ouerra. Articulo 7.* de la ley citada. 

(lite el Código de Justirja Militar sancionado por el Con- 
greso a mérito de lo dispuesto por los incisos 23 y 24 del ar- 
ticulo 07 de la Constitución, preceptúa en el artículo 118 inciso 
3." que están en todo tiempo sujetos a la jurisdicción militar 
los alumno* de las academias y escuelas milita res de la Re- 
pública por infracciones no previstas ni castigadas en tos re- 
glamentos propios . 

Ouc en el caso motivo de la presente contienda el delito 
imputado al aspirante Silva tuvo lugar dentro del local de ta 
Escuela Naval en momentos en que los alumnos se hallaban en 
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formación, fué perpetrado empleando las armas de la Nación 
y resultó victima del mismo otro aspirante de ia mencionada 
escuela. 

Que el hecho por su propia naturaleza, en cuanto a la san- 
ción que le corresponde, escapa a los reglamentos propios de la 
escueta, pero cae evidentemente dentro de la prscripción del 
Código de Justicia Militar. 

Que se trata, en efecto de un acto delictuoso cometido por 
un militar en acto de servicio y en un lugar sujeto a la auto- 
ridad militar en los términos y condiciones señaladas por cf ar- 
ticulo M7, inciso 2* del Código de Justicia Militar. 

Que la circunstancia de ser el imputado un delito por vio- 
lación de la ley penal general y no de los especialmente defini- 
dos por el Código Militar no es óbice para, que caiga bajo ta 
jurisdicción de los tribunales militares atento lo dispuesto jxtr 
los artículos 752 y 117 inciso 2." del Código citado. 

Que tampoco, puede sostenerse que Silva en razón de alio- 
nar una pensión se bale sometido a una jurisdicción disti 
de la que impera en la academia naval no sólo porque el 
liculo 118 inciso 3» del Código de Justicia Militar no hace dis- 
tinción alguna entre alumnos ]iensionados y becados compren- 
diéndolos a todos, sino también porque tanto unos como otros 
están sujetos a los reglamentos y disposiciones que se dicten 
dentro de la escuela, visten el mismo uniforme, usan las armas 
de ta Nación y benefician por igual en cuanto al cómputo de 
los servicios militares del tiempo que han ijcrmanecido en el 
establecimiento. 

Por ello y de conformidad con lo csiniesto y pedido por el 
Señor Procurador General se declara de la com{>etencia de los 
tribunales militares el conocimiento de esta causa. Remítan- 
sele los autos avisándose al Juez Federal de La Plata en la 
forma de estilo. 

A. Bermejo. — Nicanor G. diíl 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Rei'KTTo. 
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Juan Curias Contardi, criminal contra, por homicidio. Contien- 
da de competencia. 

Sumario: Corresponde a la Justicia Federal el conocimiento de 
una causa |»or homicidio cometido en el Colegio Marrano 
Moreno de la Capital Federal. (Establecimiento de pro- 
piedad de la Nación y costeado con dineros de la misma, 
con fines de utilidad nacional, en el que, por lo tanto, la 
jurisdicción federal es absoluta y exclusiva». 

Cuso: I<o explican las siguientes piezas; 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bnenet Air», Miro 13 d« 1924 

Vistos : 

Parn resolver la cuestión de competencia, para entender en 
'el sumario que se sigue ante el señor Juez de instrucción doc- 
tor González OI i ver, con motivo de un hecho de sangre ocurri- 
do en el Cnlcgio Nacional "Mariano Moreno'", planteada por 
el Ministerio Fiscal por ja vía inhibitoria, y 

Considerando : 

Que el artículo 3 inciso 4. de la ley Federal N.° 48. de- 
termina expresamente la competencia de la justicia federal pa- 
ra conocer en los crímenes de toda especie que se cometan en 
lugares donde el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva 
jurisdicción. 

Que la r1ei*eiidencia directa de los establecimientos de Kn- 
geñanza Secundaria del Ministerio de Instrucción Pública, es 
un hecho del que surge la absoluta y exclusiva jurisdicción del 
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Gobierno Nacional sobre los mismos, correspondiendo en con- 
secuencia la competencia de este Tribunal, y así se declara. Lí- 
brese oficio al señor Juez de Instrucción doctor González Olí- 
ver (Mira que se sirva inhibirle del conocimiento de la causa, 
remitiendo a este Juzgado las actuaciones pertinentes y ano- 
tando a la dis]iustcióii del suscripto, la persona del acusado 
Juan Contardi. Rcmitansc los testimonios que determina el 
articulo 54 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

fatttus. 



i • 

AUTO DEL SEÑOR J UE2 FEDERAL 

Bneflot Air**, Mmjro 2S de 1924 

Autos y Vistos ¡ 

Resultando de estas actuaciones que el hecho del que se 
acusa al menor Juan Carlos Contardi, ha sido cometido en un 
lugar en que el (Gobierno Nacional tiene absoluta y exclusiva, 
jurisdicción y teniendo en cuenta las disposiciones de los ans. 
3 inc. 4.* de la ley federal N.° 48 y 23 inc. 3.° del Código de 
Procedimientos en To Criminal, que determina expresamente la 
competencia del fuero federal, resuelvo: mantener en todas 
sus partes el auto tle fs. 2. remitiendo estas actuaciones a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a los efectos de lo 
dispuesto en el art. 43 inc. del Código de Procedimientos 
Criminales y haciendo saber esta resolución al señor Juez re- 
querido de inhibirse a los fines del art 63 del mismo Código 



é 



fantus. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR FROCURADOtt GENERAL 

BnenM Airee. Julio iu ú* 1984 

Suprema Corte: 

Se Ha trabado cuestión de competencia entre el Juez Fede- 
ral 4u la Capital de la Nación y el (le Instrucción en lo Crimi- 
nal y Correccional de la misma para conocer en la causa que 
por homicidio se inicia contra el menor Juan Carlos Contardi. 

El delito i: ti junado a éste aparece cometido en el interior 
del edificio que ocupa el Colegio Nacional Mariano Moreno 
de esta Capital, del cual Contardi era alumno, habiendo resul- 
tado victima de él el Jefe de Celadores del mismo colegio, don 
Lucas Kosende. 

Los dos magistrados en contienda se atribuyen jurisdic- 
ción |iara conocer en la causa fundando el Juez Federal la suya 
en el art. 3. inc. 4. de la ley 48 y el de Instrucción en lo que al 
respecto prescribe el Código de Procedimientos e» lo Criminal 
art. 25 inc. 

Adhiero a la opinión del señoí Juez Federal. 

lís indudable que al prescribir el art. 3." í"C. 4. de la ley 
4S citada, que corresponde a! Juez de Sección el conocimiento 
de los crímenes de toda especie que se cometan en lugares don- 
de el Gobierno de la Nación tenga absoluta y exclusiva juris- 
dicción, ha entendido referirse tanto a los lugares situados den- 
tro del territorio de las Provincias como dentro de la Capiial 
de la Nación donde existen las dos jurisdicciones, federal y lo- 
cal como lo tiene reconocido esta Corte Suprema uniforme- 
mente. 

Y es también indudable que el Gobierno Nacional ejer- 
ce jurisdicción absoluta y exclusiva sobre todas los Colegios 
Nacionales de la República que, de acuerdo con la ley respet 
tiva, funcionan bajo la dependencia del Ministerio de Instruc- 
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ción Pública (Ley de Organización ele los Ministerios Nacio- 
nales N.° 3727. » rt - inc - 

Es esta la misma doctrina que la Corte Suprema adoptó 
en la causa que se registra en el tomo 1 1 5, páft. 408 de la colec- 
ción de fallos del tribunal al determinar la naturaleza de ta 
jurisdicción que el Gobierno Federal ejercía sobre una Escuda 
Normal Nacional. 

V. E., de acuerdo con el dictamen que en dicha causa 
expedí como Procurador Cencral interino, dijo: "Que el esta- 
blecimiento de la referencia es de propiedad de la Nación, cos- 
teado con dineros de la misma y creado con fines de utilidad 
nacional, por todo lo que debe considerárselo comprendido en 
la disposición del art. 67, inciso 27 de la Constitución" . 

"Que en este concepto, la jurisdicción nacional sobre diebo 
establecimiento, es absoluta y exclusiva y en tal virtud, los crí- 
menes de toda especie que se cometan dentro del mismo, son 
de conocimiento v competencia de la justicia federal (Art. 3. 
inc, 4. . ley N. u 48. sin que liaste para desvirtuar lo dicho el fa- 
llo de esta Córte Suprema, tomo 53, página 254, que fué ex- 
plicado en su alcance y- significado por el del tomo 103. pag. 
40Í oue, teniéndolo en cuenta en un caso semejante resolvió 
eme- "Ks h destinación de los lugares, la construcción en ellos 
de fortalezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de 
utilidad nacional, lo que determina y justifica el ejernco de la 
legislación exclusiva del congreso o sea la jurisdicción de las 
autoridades federales". 

Por lo expuesto sov de opinión que la presente contienda 
debe resolverse en favor de la competencia del Juez Federal. 

Horado R, Larreta. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ButtOl JUrtl. julio 14 it Í924 ' 

Autos y Vistos: Considerando : 

Que el delito imputado al menor Contardi aparece come- 
tido en el interior del local que ocupa el Colegio Nacional Ma- 
riano Moreno de esta Capital habiendo resultado víctima del 
mismo el jefe de Celadores del citado establecimiento don Lu- 
cas Kosende. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3. . in- 
ciso 4." de la ley 48 y 23. inciso 4. del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal corresponde a los jueces de sección el cono- 
cimiento y decisión de los delitos de toda especie cometidas 
en tugares o establecimientos donde el Gobierno Nacional ten- 
ga absoluta y exclusiva jurisdicción. 

Que el articulo 25, inciso 1," del GVligo de Procedimien- 
tos Criminales no modifica el citado principio, antes bien lo 
ratifica y confirma pues excluye de la jurisdicción ordinaria 
de los tribunales de la Capital el conocimiento de aquellos deli- 
tos que se hallen exceptuados por el derecho público interno 
enmo son entri- otros, los previstos en el inciso 4.*, artículo 3 * 
de la ley númer 48. 

Que el Colegio Nacional Mariano Moreno es de propie- 
dad de !a Nación costeado con dinero de la misma y creado 
con fines de utilidad nacional por todo lo cual, cotftn lo ha de- 
clarado esta Corte en un caso análogo al presente, tomo 115, 
Ingina 40S, la jurisdicción nacional sobre dicho establecimien- 
to es absoluta y exclusiva y en tal virtud los crímenes de toda 
especie que se cometan dentro del mismo son de la competen- 
cia de la justicia federal. 
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Por ello lo resuelto por esta Corte en la causa que se re- 
gistra en el torno 138 página 251 de sus fallos, y conforme cotí 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador General se de- 
clara de la competencia del Juez Federal el conocimiento de 
esta causa. Remítansele los autos avisándose al juez local en 
la forma de estilo, 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — RotiKkTu Rkpetto. 



Don Martí» Lanz contra la Provincia de Buenos Aires, sobre 
interdicto de despojo. 

Sumario: 1.* Es procedente una acción de despojo en que el 
demandante ha acreditado plenamente los extremos esta- 
blecidos por el articulo 3494 del Código Civil, (posesión, 
despojo consistente en la apertura del camino dentro del 
campo del actor por empleados del gobierno de la provin- 
cia demandada, que invadieron la propiedad, destruyendo 
alambrados que encontraron a su paso y manteniendo ex- 
pedito para ct tráfico público el expresado camino) : sin 
que constituya obstáculo legal pftra el éxito dé esa acción, 
la circunstancia de haberse realizado el hecho como acto 
de gobierno y con fines de interés general. 

2.° No hasta para legitimar un despojo que ct Poder 
Ejecutivo de la Provincia esté autorizado por las leyes 
locales para requerir de los propietarios, sin indemniza- 
ción alguna, el terreno necesario para caminos públicos, 
dado que tales autorizaciones deben entenderse sin perjui- 
cio de tas garantías consagradas por la Constitución y las 
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leyes de la N'ación en salvaguardia de la propiedad pri- 
vada. 

y El hecho de haber gestionado el actor ante la auto- 
ridad administrativa la revocación de la orden de apertura 
del camino no constituye obstáculo legal para el progreso 
de la acción posesoria, ni priva de la jurisdicción de los 
tribunales federales. 



Casa: Lo explica el siguiente: 
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r 

%p „„ Bueoot Aire*, luí ¡o IB de \9¿4 

\ fistos: 

»;■• • 

El doctor Martin Lanz, hijo, como mandatario de su se- 
ñor padre don Martín Unz, promueve acción de despojo con- 
tra la provincia de Buenos Aires, fundado en los antecédeme* 
que a continuación se expresan. 

Qtté *u poderdante es propietario y poseedor de un cam- 
po situado en el Partido de Trenqne Lauquen, jurisdicción de 
la mem-ionada provincia, desde hace veintiséis años, habiendo 
sido despojado últimamente de una fracción del mismo inmue- 
ble, compuesta de quince metros de ancho por mil ochocientos 
metros de longitud, por empleados del gobierno de la deman- 
dada míe invocaban órdenes expresas del Poder Ejecutivo pro- 
vincia! y »e hallaban asistidos por la fuerza pública de dicho 
Estado, El despojo ha sido ordenado y realizado con el pro- 
posito de abrir un camino en el costado Nordeste del campo, 
o sea en ta parte <|ue linda con tierras de don Pedro Irrazábal, 
quien venia gestionando desde tiempo atrás la apertura de una 
via pública en ese mismo punto. 
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Que luciéndose realizado el acto de la desposesión por la 
sola autoridad del Gobierno de Buenos Aires, se ha violado la 
garantía consagrada por et artículo 17 de la Constitución Na- 
cional y las disposiciones de los artículos 2468 y 2469 del Có- 
digo Civil, haciéndose procedente la acción entablada con arre- 
glo a lo estatuido en el artículo 2490 del mismo Código. 

En consecuencia solicita se convoque a las partes a la au- 
diencia que prescribe el artículo 332 de la ley número 50 y opor- 
tunamente se haga lngar a la acción promovida con restitu- 
ción de la parte del inmueble que ha sido objeto del despojo, 
reposición de las cosas al estado anterior y pago de las costas 
causídicas. 

Una vez acreditados los hechos de truc surge la jurisdic- 
ción originaria de la Corte para conocer en la causa con arre- 
glo al artículo 101 de la Constitución y artículo r& inciso 1." 
de la tey N.° 48, se emplazó a la demandada a estar a derecho 
{ fojaj 10) y se convocó a las |>artes a juicio verbal (fojas 
17). En dicho acto, el actor reprodujo su demanda y solicitó 
la prueba pertinente. Kl representante de ta provincia deman- 
dada manifestó que el Poder Ejecutivo de la misma al proce- 
der a la ajieruira del camino ha ejercitado facultades de Go- 
bierno que el propio señor Lana le ha reconocido pidiendo, pri- 
mero, permiso a la Municipalidad y al Gobierno para desviar 
los caminos y, luego, discutiendo ante el Poder Ejecutivo en 
expediente administrativo la conveniencia de (pie se restable- 
ciera o abriera el camino motivo del interdicto, habiendo ocu- 
rrido a la justicia después de una tramitación ante el Gobier- 
no que data desde el año 1015 y después de haber solicitado 
infructuosamente revocatoria de resoluciones administrativas, 
hasta que por fin se cumplieron los decretos dictados abriéndo- 
se el camino, todo lo cual eonsta en el espediente que presenta 
como ixirte de su prueba. Que de to expuesto se desprende la 
improcedencia de la acción posesoria entablada, por lo que pi- 
de su rechazo con costas. 
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Recibidas las pruebas y oidas las partes sobre el mérito 
de las que respectivamente produjeron, se pusieron los autos 
al despacho para pronunciar sentencia definitiva; y 

Considerando : 

(Juc no existe divergencia entre los litigantes acerca de la 
posesión (¡ue se atribuye el demandante, ni respecto de los he- 
chos constitutivos del despojo o sea la apertura del camino 
dentro del campo det señor Lanz por empleados del Gobierno 
de la Provincia de Buenos Aires, quienes auxiliados por fuer- 
zas de policía invadieron la propiedad privada, destruyendo los 
alambrados que encontraron a su paso, y manteniendo ex|>e- 
dito para el tráfico público el expresado camino. 

CHte encontrándose acreditados tales hechos y constando 
en el existiente administrativo que ha sido agregado a los au- 
tos la fecha en que se produjo el despojo {fojas 95). el que 
tuvo lugar el día 2t de agosto de 1923, concurren en el caso 
iodos los extremos requeridos por la ley común |*ira que pue- 
da prosperar la acción posesoria materia del pleito, (Código 
Civil, articulo 2494). 

(Juc no constituye obstáculo legal para el éxito de dicha 
acción, la circunstancia de haberse realizado el hecho como ac- 
to de gobierno y con fines de interés general, desde que tales 
motivos no pueden autorizar a tos poderes públicos a dispo- 
ner de la propiedad de los particulares sino en los casos y con 
tos requisitos establecidos en el articulo 17 de la ley funda- 
mental de ta Nación. 

Que tampoco puede admitirse como justificativo del acto 
realizado el hecho de haberse adquirido la tierra que actual- 
mente posee el demandante con las obligaciones impuestas pól 
ia ley provincial tic 1878 relativamente a la apertura de ca- 
minos, porque esc antecedente no autoriza al enajenante a 
prescindir de las formas legales ni de la intervención de los 



I 



DE JUSTICIA DK LA NACIÓN 



«y 



tribunales de justicia para hacer cumplir las obligaciones con- 
traídas por el adíjuirente del inmueble, siendo de observar, 
además, que la acción posesoria que se ha ejercitado en el pre- 
sente juicio tiene por finalidad principal impedir que las per- 
sonas se hagan justicia por sí mismas, lo que es aplicable tan- 
to a los particulares, como a las personas del derecho públi- 
co. "Si así no fuere, ha dicho esta Corte, las garantías cons- 
titucionales que constituyen otras tantas limitaciones impues- 
tas a la acción de tos gobiernos, resultarían ilusorias". (Fa- 
llos tomo 138, página 71). 

Que también se lia dicho en el caso precedentemente ci- 
tado "que cualesquiera que sean las disposiciones de las leyes 
provinciales o cláusulas de tos contratos celebrados por la de- 
mandada al enajenar las tierras de su dominio privado, no pue- 
de considerarse investida de la facultad de desposeer a los par- 
ticulares por su propia autoridad, desde que la carta fundamen- 
tal de la Nación declara que la propiedad es inviolable, y que 
ningún habitante puede ser privado <le ella sino en virtud de 
sentencia fundada en ley, y toda vez que la tey civil, reglamen- 
taria del precepto constitucional, establece que cualquiera que 
sea la naturaleza de la posesión nadie puede turbarla arbitra- 
riamente (Articulo 24<*>>- Q"<-' e sia * normas constituyen ta 
suprema ley del país a la cual deben conformarse las aulorida-. 
des provinciales no obstante lo que en contrario establezcan tas 
leyes o constituciones locales". (Constitución Nacional, ar- 
tículo 31). 

Que si bien es cierto que el señor Lanz gestionó y obtu- 
vo autorización del gobierno provincial para desviar los ca- 
minos que atravesatuui su canuKi, reemplazándolos por otros 
que debían correr al costado del mismo inmueble, no es menos 
exacto que estos últimos fueron oport unamente abiertos y en- 
tregados al tráfico público por el mismo demandante, dejando 
asi cumplidas las obligaciones que le impuso la administración 
local a cambio del cierre de tos caminos existentes, todo lo 
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cual se encuentra acreditado en el expediente administrativo 
presentado como prueba por el representante legal de ta de- 
mandada. El camino abierto por orden del Poder Ejecutivo 
Provincial y que constituye la materia del interdicto lo ha si- 
do después de varios años de estar cumplido aquel convenio y 
no tiene relación alguna de causalidad con la clausura de los 
viejos caminos que atravesaban el campo de Lanz. Según re- 
sulta de los planos y antecedentes del expediente agregado, lia 
sido abierto en sitio donde no había existido camino anterior* 
mente, y para disponer su establecimiento no se invocaron ac- 
tos del propietario de la tierra sino las disposiciones de la ley 
de 1K78, es decir la sola conveniencia de facilitar las comuni- 
caciones (fojas it>, expediente agregado). 

Qtié, finalmente, el hecho de haber gestionado el actor la 
revocación de la orden de que se trata ante la autoridad ad- 
ministrativa, nb constituye obstáculo legal para el progreso de 
la acción posesoria, ni priva de la jurisdicción a los tribunales 
federales. 

Kn su mérito, y de acuerdo con lo reiteradamente resuel- 
to por esta Corte ('Fallos tomo 135. página *>2 y tomo 138, pá- 
gina ~i. entre otros), se hace lugar a la acción promovida de* 
clarándose que la demandada debe restituir el inmueble objeto 
del despojo, reponer los alambrados y el terreno al estado en 
que se encont rabio antes de la turbación, dentro del término 
dt- diez díaS. bajo apercibimiento de hacerlo a su coáta, y sa- 
tisfacer las costas del interdicto. Notifíquese y rqmcsto el pa- 
pel archívese. 

A. ttEKMKjo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramo* Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Sumario incoado al conscripto Juan Rosa Roldan, por homi- 
cidio. Contienda de competencia. 

Sumaría: Corresponde a la justicia local v no a la militar, el 

* * 

conocimiento de una causa por el delito de homicidio co- 
metido en una' calle de la ciudad de Tticumán, \kít un cons- 
enso, en la persona de un ciudadano, cti circunstancias 
en que algunas fuerzas militares de la Nación, a las que 
pertenecía el aludido conscripto, prestaban su coo|ieración 
a la policía de la ciudad para restablecer el orden altera- 
do por algunos gremios obreros en huelga. (No se trata- 
ha de un delito cometido *'et> actos del servicio militar"). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

auto ma, skñor ji;jsz de instruccjós 

Tuctimifl, M»fe M át 1924 

Autos y Vistos : El presente sumario del que resulta : 

{¿lie el dia 8 del corriente mes a las 17 horas más o menos, 
mientras Benigno A. de liairos transitaba por la vía pública 
(Boulcvard Avellaneda 9. 1 cuadra), sin llevar objeto alguno 
en sus manos, fué muerto de un disparo de arma de fuego 
por el conscripto del 5." de Ingenieros Ramón Rosa Roldan, 
a raíz de la incidencia que se constata en este proceso. 

Que comunicado verbalmentc el hecho de referencia por 
un sargento de policía, el Juzgado se traslada a dicho lugar; 
constatando que éste se encuentra a más de una cuadra de dis- 
tancia de la Usina Eléctrica del Norte, la cual era custodia- 
da por fuerzas nacionales teniendo el prevenido Ramón So.-** 
Roldan, según se desprende del informe de fs, ¿o, la consig- 
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na : "de vigilar la entrada de tos coches de la empresa y evi- 
tar los ataques que momentos antes se habían llevado a los 
mismos". El Juzgarlo constata asimismo que en la acera na- 
ciente de dicha calle. 20 metros más o menos antes de llegar 
a la esquina que forma con la calle Las Heras, encontrábase el 
cadáver del ya nombrado Bairos, presentando una herida en-, 
mo de seis centímetros de diámetro en el maxilar izquierdo. 

Que en atención al hecho en sí y por el recargo de traba- 
jo que pesaba sobre el juzgado en el expresado día. se orde- 
nó al Comisario de la Sección Central, don Leandro J, Delga- 
do, la prosecución del sumario respectivo; recomendándosele la 
pronta substanciación del mismo, y asi dicho funcionario en 
igual fecha remite los autos en 17 fs., ordenando el proveyera 
le at dra siguiente la detención del presunto autor del hecho,* 
a cuyo efecto se dirige oficios al Señor Jefe de la 5* Región 
Militar, comunicándosele tal medida y al Señor Jefe de Po- 
licía para el cumplimiento de la misma, contestando el prime- 
ro de los nombrados de que el citado Roldan había sitio pues- 
to a disposición del Señor Jete de Instrucción Militar, Mayor 
don Alberto Saravia Callao, y 

Considerando ; 

1," Que es indiscutible la competencia del Juzgado por el 
lugar y naturaleza del hecho y en atención a lo resuelto en ca- 
sos análogos (>or la Suprema Corte de la Nación en distintos 
fallos pronunciados al respecto, siendo el de mayor analogía con 
el sub ¡mlicc, el dictado con fecha 26 de julio de n>20. y qtie 
aparece publicado en la "Gaceta del Foro*' en la página 200 de! 
tomó 4.": éa este fallo dicho tribunal, sienta como doctrina de 
que '*sj el homicidio fué cometido en la vía publica en ocasión 
de cooperar el conscripto, en patrulla, a la acción de la poli- 
cia para evitar las consecuencias de un desorden entre parí i- 
fulares, no es de reputarse el caso ni por razón del lugar ni 
por la naturaleza del beehn, 1-4 «metido en servicio militar y m<- 
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metido como tal a este fuero, su juzgamiento que correspon- 
de asi a la justicia ordinaria. 

2." Que no obstante ello la autoridad militar intenta tomar 
participación para juzgar el hecho, excluyendo de ese modo la 
jurisdicción ordinaria en un delito común que por las circuns- 
tancias y lugar donde se produjo, corresponde exclusivamen- 
te ser juzgado por los tribunales ordinarios. 

3* Que aceptando por vía de hipótesis, que el nombrado 
conscripto hubiese cometido el delito obedeciendo órdenes im- 
partidas por sus superiores, no quedaría por ello excluida la 
jurisdicción común, desde que no se puede tomar como un 
acto de servicio militar las funciones policiales que desempe- 
ñaba el que resultó autor del hecho prevenido, por cuanto és- 
te se produjo en tiempo de paz, sin haberse declarado el es- 
tado de sitio en esta provincia y sin que el nombrado Bairos, 
tomara parte del movimiento obrero que se desarrolló en esta 
ciudad y en la fecha indicada. 

4. Que a mayor abundamiento y aún aceptando de que 
dicho supuesto autor hubiese obrado dentro de los reglamen- 
tos militares, el proveyente no puede aceptar el acto come, 
tido como de Índole militar, por cuanto esos reglamentos son 
aplicables en los locales o 'Jugares de jurisdicción militar ex- 
clusiva: como Cuartel, Fortalezas. Arenal, etc., etc., y no 
jara hacerlo regir en la vía pública en contra de un ciudada- 
no, como ocurrió, por cuanto aquel no estaba obligado por 
deber alguno de obediencia a la autoridad militar, la que no 
obraba en ese momento, en cumplimiento de un caso de ex- 
cepción (Guerra, Sedición u otra clase de ocupaciones de te- 
rritorios provinciales por fuerzas nacionales). 

5. Que en último caso la competencia de la autoridad 
militar debió concretarse en el snb judice a determinar si exis- 
tió en el prevenido una falta de conducta al deber militar o 
un hecho que por parte de él o de la víctima, pudiera perjudi- 
car la disciplina o la propia estabilidad del ejército y no inva- 
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dir la esfera de la jurisdicción ordinaria, de la autoridad que 
té corresponde intervenir en el delito de homicidio que moti- 
va este sumario; conclusión que arrilia el juzgado teniendo en 
cuenta la opinión autorizada tlel doctor Osvaldo Magnasco, 
que tratando sobre la materia dice: "que un delito será mili- 
tar en tanto afecte principalmente al ejército, este" o no previsto 
por la legislación común" agregando el citado autor "que el 
homicidio |xr|)etrado por un soldado en la persona de otro 
soldado o de un particular, fuera y sin ocasión de los actos de 
servido, en plena calle por ejemplo no afectando principal- 
mente principio alguno de disciplina, o conservación de los 
ejércitos en general, delte ser y es ]Rir los nuevos códigos, 
crimen de derecho común'*. Pero en esa misma infracción. 
<igue diciendo el doctor Magnasco, cometida en el cuartel o 
en un establecimiento militar cualquiera, hiere a la institu- 
ción irás que a ?a sociedad afectada y por tanto es de los tío- 
minios de tos Consejos de Guerra. Nota de dicho autor a 
fs. K-¿4 del Tomo i." de la Jurisprudencia Argentina. 

6,° Que finalmente en el presente caso la victima, no ha 
contrariado ninguna orden o disposición legal conocida de an- 
temano y seguramente ignorada al transitar por un sitio pú- 
blico que estuviere sujeto a la vigilancia militar, ya que la 
autoridad respectiva, no dió upo ruma mente a la publicidad la 
resolución enrrespondiente, por 1;> cual los civiles s t - vieran 
obligados a obedecer a la autoridad militar, tampoco la vie- 
tirna por otra parte ejecutó acto alguno (pie contrariase la mi- 
móii o consigna del conscripto Ramón Rosa Roldan. íjue se 
concretaba a vigilar la entrada de los coches de la empresa y 
evitar ataques, que no jodian presumirse ]>or parte de I Benig- 
no A. tle BatroS, lo que hace asi excluir la jurisdicción excep- 
cional del fuero militar. 

I'or tanto se resuelve: Librar oficio al Señor juez de 
Instrucción Militar, Mayor don Alberto Saravia Gal (do con 
transcripción de la présenle resolución, a fin de que se inhiba 
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de proseguir el sumario que instruye a Ramón Rosa Roldan, 
por homicidio, solicitando remita a este juzgado las actua- 
ciones que haya producido. Hágase saber. 

Jartje M. Tcrán. 

DICTA MKN OlíL 5KÑOR I'KOCURADÜR CGÍí£RAL 

Bueno* Aires, junio Ifi de u<14 

Suprema Corte ; 

La intervención de fuerzas armadas de la Nación para 
reprimir desordenes tu la vía pública, cuyo cuidado les ha 
sido confiado, |>or razones excepcionales, como servicio auxiliar 
de policía local, no constituye un acto de carácter nülitar 
sometido a dicha jurisdicción vt\ los términos del articulo 
117 del Código de Justicia Militar sí, como consecuencia de 
dicha intervención, resulta cometido un homicidio en la per- 
sona de ciudadanos o particulares. 

Tal es la doctrina (le V. E. 1113, 405; 132. 20) y tal 
la cuestión que se comete en estos autos a resolución de esta 
Corte Suprema cu ocasión de la muerte de Benigno A. de 
Bairos, imputada al conscripto del batallón 5." de Ingenieros 
Ramón 'Rosa Roldan mientras custodiaba la vía pública y 
edificios particulares en la ciudad de Tueumán con motivo de 
agitaciones obreras producidas en dicha ciudad. 

Kl expresado ttairor.. resultó muerto el 8 de mayo del 
Corriente año de un tiro de niáuser disparado por el cons- 
cripto Roldan nt pretender restablecer el orden alterado por 
un tumulto calle jro en las proximidades del sitio donde pres- 
taba su guardia. 

Aplicando, pues la doctrina aludida de esta Corte Supre- 
ma, si iy de opinión que el conflicto de jurisdicción trabado en- 
tre el Juez de instrucción de Tueutyán y el de igual clase de 
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la justicia militar para conocer en el proceso que se inicia 
contra Roldan, delx* dirimirse en favor de la competencia del 
Juez ríe Instrucción de la justicia provincial. 

//ortvíd /?. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Btienoi Aire», julio 16 de Ifcí4 

Autos y Vistos : 

I «os <Ie contienda de competencia entre un juez de Jns- 
trucción de la Ciudad de Tncumán y otro de igual categoría 
de la justicia militar, para conocer en el proceso que se ins- 
truye al conscripto Ramón Rosa Roldan por homicidio en la 
persona del ciudadano Benigno A. de Bairos, 

Y Considerando: 

Que según lo acreditan las constancias de autos, el hecho 
ijuv se atribuye al soldado Roldan, esto es, la muerte de de 
tía iros, tuvo lugar en una calle de la ciudad de Tucumáu en 
circunstancias en que algunas de las fuerzas militares de !a 
Xación. a las que pertenecía el conscripto aludido, prestaban 
su coo|>cración a la policía de la ciudad para restablecer el 
urden alterado por algunos gremios obreros en huelga. 

One de estos antecedentes se deduce desde luego. que por 
razón del hecho imputado, esto es de un delito del fuero co- 
mún, legislado en cuanto a su |>enalidad y calificación por el 
Código Penal no es procedente en el caso otra jurisdicción 
que la criminal ordinaria respectiva; y otro tanto puede de- 
cirse con relación al lugar del hecho, ocurrido en la vía pú- 
blica, sin que ésta estuviera por concepto alguno sujeta ex- 
clusivamente a la autoridad militar. 
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Que las precedentes consideraciones no bastarían por A* 
solas para fundar la procedencia en el Aiib tudiec del fuero 
común» si se demostrara que el procesado cometió el delito que 
se le atribuye "en actos del servicio militar", pues en tal ca- 
so, éste estaría comprendido en el inciso a.° del artículo 117 
del Código íle Justicia Militar, como lo sostiene el juez ins- 
tructor de este fuero. 

Que entretanto, y según queda establecido, la función en- 
comendada en la emergencia a las fuerzas militares, fué la de 
cooperar a la acción civil de la policía en el mantenimiento 
del orden; en esc concepto y i»ara tal objeto fué solicitada y 
concedida la autorización superior correspondiente (fojas 3^ 
expediente instrucción militar} y no es posible aceptar, en 
consecuencia, que el hecho materia del proceso, producido en 
tas circunstancias relacionadas, puede considerarse «uno rea- 
lizado en acto del servicio militar, definido por el Código de 
la materia (artículo 8a7>. como el que se refiere o tiene rela- 
ción con las funciones que a cada militar corresponden por el 
hecho de pertenecer al Ejército o Armada. 

Que el conjunto pues, de las actuaciones constitutivas de 
los expedientes traídos a examen, no dejan lugar a duda acer- 
ca de la improcedencia del fuero militar en el caso, y si la 
hubiera correspondería tener (¡ti cuenta que dicha jurisdic- 
ción es de excepción y por ende de ínter] >rct ación restricti- 
va, si bien de aplicación ineludible cuando en los casos legal- 
mente previstos y definidos se trate de los intereses de todo 
orden relativos a la constitución orgánica del ejército o de la 
armada como instituciones superiores del estado. 

Por estos fundamentos los que consigna la reiterada ju- 
risprudencia de este tribunal en casos análogos ( Fallos, lomo 
108, página 27; tomo 113, página 405; tomo ll 5- pági»a 77 ¡ 
tomo 132, página 20 ; ( y conforme con lo expuesto y pedido 
por e! Señor Procurador General se declara que el conocí- 
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• miento de esta causa corresponde al Juez de Instrucción de 
Tucumán, a quien se remitirán las autos, avisándose al dcT 
fuero militar en la forma de estilo. 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — J. FtcuEROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— ROIIERTO IÍEPETTO. 



P&rxpearrü Central Aryctitino contra [a Municipalidad de ¿a- 
rate, sobre repetición y devolución de s tunas de dinero. 

Sumario : i Ka exeenetón fie impuesto acordada por la ley 
nümjro 5315 no comprende las tasas correspondientes a 
los servicios municipales de alumbrado y pavimento, 

2." La ley número 10.657 nü interpretativa de la nú- 
mero 5315, por lo (¡ut no puede aplicarse a impuestos 
devengados y percibidos con anterioridad a su vigencia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



• 




SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

L* Plata. Abril 3U de 1917 

Y Vistos: 
listos autos de los que resulta: 

l/* Que a fs. ¡ se presentó el doctor V íctor M. López cu 
representación de la empresa del Ferrocarril Central Argén- 
tino demandando a la Municipalidad de Zarate |»r repetición 
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y devolución fie la suma de trece mil setecientos treinta y nue- 
ve pesos con cuarenta y nueve cts. mjnal. que dice su repre- 
sentada ha abonado indebidamente a dicha Municipalidad, 
.Manifiesta «juc en el juicio que ésta te promovió por cobro de 
alumbrado y empedrado ante el Juzgado del doctor Sánchez, 
Klia. secretaria Laurel, la empresa que representa abonó en 
concepto de impuesto de empedrado y cordón la suma de (tóeé 
mil trescientos setenta y nueve pesos cuarenta y ocho cts. 
mjual. iná^ mil doscientos ochenta y tres pesos veintiún cts. 
por intereses. Alionó también setenta y seis pesos ochenta cts. 
por impuesto de .il timbrado por los meses de enero a abril 
de 19(4 a razón de diez y nueve pesos veinte cts. por mes ba- 
jo protesta ante el eserilíano de Zarate, otorgada en 23 de 
mayo de 1914 reservándose el derecho a ta devolución, suma 
que también reclama a la Municipalidad. Estos pagos se hi- 
cieron en cumplimiento de la sentencia de 2." Instancia que 
puso fin a la ejecución en la que se condenó también a la em- 
presa al pago de las costas, ascendiendo todo a la cantidad an- 
tes espresada y por la que demanda por halarse reservado es- 
te derecho al efectuar el pago y haber dado la Municipalidad 
fianza por las resultas de este juicio. Agrega que la empre- 
sa está exonerada del impuesto que se le ha cobrado por la 
ley N.* 5315. art. 8* y por el artículo 9." del convenio que en 
virtud de la ley nacional (Sofía celebró con el Poder Ejecutivo 
Nacional con fecha 9 de enero de 1909, pero como en la eje- 
cución no se lia reconocido esto, entabla esta acción fundado 
en las leyes y contratos citados y en las di sposic iones nerli- 
nentcs del Cód. Civil. Esta exoneración es pertinente también 
por tratarse de un camino ordinario del municipio de Zarate, 
que conduce a la estación del F. C. C. Argentino, como es 
el eamino cuyo empedrado se demandó en la ejecución y |Hir 
lo tanto de acuerdo con el art. 9." del contrato antes citado la 
Municipalidad debe gestionar se te reintegre del importe del 
impuesto único del tres por ciento. 

El art. 3." de la ordenanza N T * 7°' í de la Municipalidad de 
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Zara le prescribe que cí impuesto de afirmado sera alionado 
dos quintas partes por cada uno de los propietarios colindan- 
tes y una quima pnrte por la .Municipalidad de modo pues 
<pie si la empresa estuviera obligada al pago de dicho impues- 
to, seria en la proporción de dos quintas partes, mientras que 
se le ha cobrado más, cargándose a la empresa parte de la 
proporción que correspondía a la Municipalidad. Acompaña 
un plano en que dice consta el afirmado consV (do que es 
de 1,720,26 mts, cuadrados de cada lado o sea total de 
e. La quinta parte es de 688 mts, cuadrados y 
entonces correspondería «1 la empresa, 1.356 mts, y no 1,720,20 
ints. como se ha cobrado. Finalmente advierte que no puede 
decirse que la quinla parte que corresponde a la Municipali- 
dad sea la comprendida dentro de los sitios fie jados para jar- 
dín ¡Hirque la ordenanza habla de afirmado "construido o a 
construirse" y si la Municipalidad no lo lia construido dentro 
de los sitios designados para plaza será por razones de orden 
cd i lirio que no hay porque tener en cuenta, resultando siem- 
pre que la superficie construida es la tres mil cuatrocientos 
cuarenta metros cuadrados de afirmados de la cual debe de- 
ducirse la parte que corresponde a la Municipalidad, Pide se 
dé traslado de la demanda y se falle condenando a la Munici- 
palidad a devolver la suma reclamada con intereses y costas. 

2," Que dado traslado de ta demanda la contesta la Mu- 
nicipalidad a fs. 15, por intermedio de su representante el doc- 
tor Eduardo .V Rojas, que dice que nada de lo que afirma 
\ sostiene la empresa es exacto. Para demostrarlo empieza 
\*>r transcribir el art. 8," de la ley 5315 invocado por la em- 
presa y maní fiesta que queda la empresa exonerada de todo 
otro impuesto nacional, provincial y municipal, se creen exo- 
neradas también de jiagar los servicios que no otra cosa son 
el cobro de afirmados, alumbrado, etc. Refiere la jurispruden- 
cia de la Suprema Corle Nacional en el caso Mortola y Cía- 
contra la misma empresa demandante en que se declara que 
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•;i exención de impuestos acordada a los ferrocarriles por el 
art. 8." cíe la ley 5315 no comprende el pago de afirmados ni 
otros servicios municipales y agrega otros falto* en que se na 
llegado a la misma conclusión. Estudia lo que en la ciencia 
ile las finanzas se llama recursos, analiza lo que son impues- 
tos y servicios y agrega que es evidente la diferencia que exis- 
te entre éstos y aquéllos y llega a la conclusión de que la ley 
1 5, solo exime a las empresas de ferrocarril que se acojan 
a su l>enefic¡o, del pago de impuestos, pero no de los servi- 
cios cs|>eciales a no ser que se pretenda sostener que los le- 
gisladores que estudiaron y sancionaron la ley no conocían el 
significado de la palabra impuesto, A mayor abundamiento 
y como las empresas lian pretendido darle otra interpretación 
al artículo claro de la ley. buscando los antecedentes legisla- 
tivos, transcribe las palabras del miembro informante de la 
o -misión res|>ectiva, en que se establece que los antecedentes 
administrativos e interpretativos de la Constitución establecen 
lo que es un servicio y lo que es un impuesto, éste tiene un ca- 
rácter general y aquél particular, lo jiaga el que lo recibe. Por 
oonsiguicntc lo que se lia consignado en este artículo son 
los impuestos de la Constitución, aquellos que tienen que ser 
pagados por todos y también por los ferrocarriles si no fueran 
exonerados por ta ley. de ahí. entonces, que los servicios de 
carácter comunal que beneficiaron a los ferrocarriles por lo 
mismo que tienen un carácter particular, los ferrocarriles par- 
ticulares tienen que abonarlos (Diario de Sesiones de la Cá- 
mara de Diputados, año 1907, tomo 1." fs. 1209 y siguientes). 

Por estos antecedentes no estando exenta la empresa del 
íirrocarril de ¡wgar servicios como lo resolvió la Suprema 
Corte Nacional, en el fallo que se menciona al principio y a 
que se ha venido refiriendo la empresa del ferrocarril no pue- 
de pedir la devolución de lo alionado en la ejecución de la 
sentencia a que alude en su escrito de demanda siendo por 
lo tanto ésta improcedente, pues el art. 784 del Cód. Civil, la 
autoriza a repetir cuando lo haya abonado indebidamente o 
por error, lo que 110 ba ocurrido en el presente caso. 



Refiriéndose al argumento de la empresa de que la exo- 
neración también procede por tratarle de un camino ordina- 
rio del municipio (le Zarate, que conduce a la estación del fe- 
rrocarril que debe ser alunado con el producto del tres [>or 
ciento dice: que la empresa resuelve llamar camino ordinario 
a una calle empedrada, para deducir, en consecuencia,. *\ u ' : 
Municipalidad debiera cobrarse los gastos del empedrado con 
la contribución única del tres por ciento. Según ese criterio 
tutlas las calles de los municipios estarían condenadas a lla- 
marse eternamente caminos ordinarios porque alguna vez ha- 
brían estado sin ennx'drar. Ese tres por ciento se aplica se* 
gún la ley a la construcción o mantenimiento de los puentes 
y. caminos ordinarios de los municipios, a ta apertura de nue- 
vas vías, reparaciones, rellenamiento. alumbrado, etc. Cuan- 
do las municipalidades ordenan la pavimentación de una ca- 
lle» ésta deja de ser camino ordinario y las empresas (Jeten 
pagar su cuota corres) ion di en te. puesto que reciben sus servi- 
cios. Lo contrario serta injusto. Por último manifiesta qui- 
no es exacto que la Municipalidad de Zarate haya cobrado a 
la empresa del FerriNjarri! Central Argentino, más empedra- 
do que el que le corresponde; y agrega que la empresa olvida 
decir que la ordenanza \. w 70 que invoca fué ampliada por 
otra, sancionada el ji> de abril de n)li. la que transcribe |>or 
la cual se autoriza a la Municipalidad para reservar en el cen- 
tro de la avenida l«a Plata, la faja de terreno destinada |Kira 
jardines, hasta tanto el tránsito público requiera su pavimen- 
tación total. A la empresa se le ha cobrado lo que debe abo- 
nar de acuerdo con e-la ordenanza* la cual pudo ordenar que 
el pago total fuera a cargo exclusivo de los propietarios fren- 
tistas puesto que la Municipalidad tenía facultad para san- 
cionar esa dase de ordenanzas. 1.a Municipalidad se ha re- 
servado esa franja de ocho metros |*ara hacerla ella a su cos- 
to; si no lo ha hecho es punto que no debe interesar a la 
empresa. Por todu lo expuesto pide se rechace la demanda 
cotí especial condenación en costas. 
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3, Que abierto el juicio a prueba por auto de fs. 23, 
produjo la que informa el certificado del actuario y que corre 
agregado de fs, 27 a fs. 113, alegando las partes sobre su mé- 
rito de fs. 117 a fs. 125 por lo que se llamó autos para sen- 
tencia a fs. 125 vta. 

É 

Y Considerando: 

r." Que el demandado al contestar el traslado conferid* 1 
en su escrito de fs. 15, reconoce que la suma |xir cuyo total 
se entabla la acción es la que ha recibido especificando su 
ci informidad en cuanto a los motivos por los cuales han sirio 
satisfechos las cantidades que forman el total demandado. Por 
el testimonio corriente a fs. 34 y 35, se comprueban también 
dichas aseveraciones, pues se justifica que es el numto de las 
cuentas que la Municipalidad presentó en el juicio ejecutivo 
en que la empresa fué condenada. 

2.* Que el argumento básico' de la demanda es que la em- 
presa está exonerada de pagar los servicios de empedrado y 
alumbrado en virtud de lo dispuesto |H>r el art. 8* de ía ley 
53» 5 >' c ' contrato que dicha empresa celebró con el Gobier- 
no Nacional en fecha 9 de enero de rejorj. Esto no es un caso 
nuevo en los Tribunales y ya la jurisprudencia se ha pronun- 
ciado iie una manera repelida y uniforme respecto a Tos al- 
cances de la ley 5315. I<a exoneración con que la ley ampara 
a las empresas que se acogieran a los Ih'ucíícíos de dicha 
ley. alcanza solamente a los impuestos que son una me- 
dida general y deben SCf pagados por todos y no a 
servicios que es una exigencia que solamente sw tiene 
para aquellos que se benefician con las obras realizadas. Ks- 
tc concepto es el de la ley. pues de los antecedentes de la 
discusión de la Cámara de Diputados asi se desprende. In- 
terrogado el miembro informante de la Cámara respectiva, 
sobre si la exoneración que se establecía se refería a todos 
los impuestos generales o si debía entenderse también todos 
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los servicios púbKcós copió salubridad. afirmados, agua* co- 
rrientes, etc., contestó el doctor Caries que lo que se habia 
consignado en ese artículo eran los impuestos de la Consti- 
tución, aquellos que tenían que ser pagados ppr todos y tam- 
bién por los ferrocarriles si no íuerau exonerados por ley. 
De modo, pues, que la empresa del F. C. C. Argentino, no 
pue<Ic en manera alguna decirse exonerada de pagar los ser- 
vicias de alumbrado y empedradn puesto que éstos no son im- 
puestos. No obsta a este pronunciamiento la circunstancia de 
haber celebrado la empresa demandada un contrato con el 
Gobierno Nacional por el cual se conviene en míe el importe 
del 3 ojo del producto líquido de las empresas será aplicado 
a la construcción y mantenimiento de tos puentes y caminos 
ordinarios de los municipios o departamentos cruzados por la 
línea, en primer término de los caminos que conduzcan a las 
estaciones y en proporción a la extensión de tos mismos en 
cada provincia, contrato cuyo testimonio en la parte perti- 
nente corre agregado a te. í>2. l>or C "anl« Cia cláusula se re- 
fiere a la construcción o mantenimiento de puentes y cami- 
nos ordinarios, rurales, en la campaña y no en los centros la- 
biados, a las calles que condujeran a la estación, pues, de otra 
manera, como todas conducen a las estaciones tendríamos que 
la empresa no abonaría nunca su parte en las construcciones 
de afirmados, que las municipalidades en uso de atribuciones 
propias y teniendo en cuenta el progreso de las localidades or- 
denaran, aunque recibieran su beneficio. La jurisprudencia lia 
sido constante en este sentido, entre otros fallos en los que se 
registran en los tomos 113. pág. 165 Y 101110 ,l6 * W 2(10 Y 
en el seguido por los señores Mórtolu y Cía., contra la em- 
presa demandante que la demandada cita en su escrito de 
fs. 15- 

Kn cuanto a que a la empresa se le cobra mayor exten- 
sión que la construida, por cuanto la ordenanza X. n 70 de la 
Municipalidad de Zarate dice en su art. 2." que el empedrado 
a construirse se alonará en la siguiente forma: dos quima- 
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liarles corresponderán a cada uno <lv los propietarios colin- 
dantes, y una quinta parte a la Municipalidad: habiendo ésta 
ordenado la construcción de menor cantidad, ese argumento 
110 tiene consistencia por cuanto posteriormente, según se des- 
prende de autos (véase fs. 104 y te, 105), se dictó la ordenan- 
za que lleva fecha 29 de diciembre de 1911, por la cual se 
dispusq reservar en el centro de la avenida cuya pavimenta- 
ción se iba a efectuar, una parle de ocho metros con ochenta 
centímetros que se destinaría a jardines hasta tanto el trán- 
sito público no requiriera su pavimentación total; pavimenta- 
ción que según el mensaje que acompaña a dicha ordenanza 
se efectuará i«>r cuenta de la comuna. Ivsa reserva que baci- 
la comuna ella deberá pavimentarla, no teniendo que contri- 
Ulir en su construcción los vecinos colindantes, de modo, pues, 
que tratándose de una calle de veintiún metros y habiéndose 
construido el empedrado de doce metros con veinte centíme- 
tros, los vecinos salen beneficiados, no pudiendo aceptarse el 
criterio de que la Municipalidad contribuya a pagar la quinta 
parle en este empedrado, desde que se reserva practicar a su 
posto la parte que boy dedica a jardines y se obliga a hacerlo 
cuando las necesidades lo requieran y todo de acuerdo con las 
(írdcnanzas citadas. 

En cuanto al importe del alumbrado, no habiéndose uh je- 
lado el mismo, sinó el derecho al cobro, tratándose de un ser- 
vicio que también debe abonar la empresa y concurriendo por 
lo tanto las mismas razones que para el cobro del empedrado, 
el proveyente debe pronunciarse de acuerdo con tas opinio- 
nes expuestas anteriormente. 

Resuelto esto asi, y no habiéndose justificado que el pa- 
go haya sido hecho ix>r error en los términos del ari. 783 del 
Cúd, Civil, el pronunciamiento que corresixinde es rechazar 
la acción. La prueba rendida en autos se limita a justificar 
por la empresa el monto de lo que en el juicio ejecutivo se ha 
reclamado (véase fs. 34, 35, 37, 38. 39 >' 40) ; su pago am 
a reserva de entablar el presente juicio ( fs. 44!; que la ca- 
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Ik 1 pavimcntaila tía acceso a la estación l fs. 461. \ ordenanza 
■i-ibro alumbrarlo (fs. 5+ y 57 K contrato celebrado con él 
í'iobícrno Nacional ('fs. 62 y ¿3) ; situación de las luces en la 
calle pavimentada (fs. 70 vta. y fs. 91) : sobre si dicha calle 
sirve de comunicación entre el pueblo de Zarate y la esta- 
ción del F. C, C. Argentino ( fs. tj¡6) . Todo esto sirve para 
demostrar los hechos producidos y en cuanto a lo que se re- 
fiere al derecho invocado de repetición como se hn dicho nn- 
leriormente es improcedente. 

Por esto y no siendo el caso del art. 783 ]»or cu¡mu> el 
Idilio se lia efectuado por niandat" judicial en virtud de con- 
denación firme y estando hecho éste de acuerdo con la ley, 
no existiendo de parte de ta empresa reclamante, derecho al- 
guno a exigir su devolución, fallo: rechazando la presente ac- 
ción, con costas, a cuyo efecto se fijan los honorarios del doc- 
tor Ka saldoa en la suma de ochocientos i»csos moneda nacional 
y los derechos procuradnos de don Eduardo A. Rojas en 
cuatrocientos pesos de igual moneda. — Alberto Marcó del 
¡ l únt. — Ante mi : Antonio A, Goñi. 



HtiXTKXt'lA hK |.A VÁM ARA SKOUXOA Mi APELACIÓN 

Ll PliU, Julio »' de tm 

\o existe en autos controversia alguna entre las partes, 
acerca de la realidad de! pago hecho por la empresa det F. 
C. C. Argentino a la Municipalidad de Zarate en conceptu 
de adoquinado e impuesto de alumbrado cuyo importe se men- 
ciona en la demanda y cuya devolución como pago indebido 
se acciona. La demandada expresamente reconoce en su con- 
testación tfs. 16 v. >. y en su alegato de bien probado (fs, 
i¿n>, haberle exigido y cobrado judicialmente lo que preten- 
de repetir y se ha concretado a rebatir los argumentos en que 
se furnia la actora para la exoneración que sostiene, y la de- 
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masía que también alega aquélla de habérsele cobrado más 
tle los dos quintos del adoquinado que le hubiere eorrespiuuli 
do ilc acuerdo a la ordenanza X." 70. 

No forma parte, en consecuencia, de la "litis" trabada, 
la realidad, o efectividad del pago hcclio por la empresa y 
jtercibido por la demandada, del importe reclamado. Doctrina 
de los arts. 110, 114, lao, 260, 30b y 306 de] Código de Proce- 
dimientos. Por lo que el Tribunal resolvió plantear tas si- 
guientes cuestiones: 

1. a ¿Ha probado la demandante que el adoquinado que se 
le ha cobrado baya sido construido en un camino ordinario? 

2." ¿Estaba exonerada la empresa ferroviaria del pago del 
adoquinado que se le ha cobrado, por la ley X." 5315? 

3. " ¿Y por el art 9. del contrato que en virtud de ta ley 
N.° foftó celebró con el Poder Ejecutivo Nacional en <t de 
enero de 1909? 

Caso negativo a Ta segunda y tercera cuestiones: 

4. " ¿Estaba la Municipalidad de Zarate obligada a gesr 
tiotiar el pago del empedrado, solo del impuesto único del tres 
por ciento que corresponde pagar a la empiesa, según la ley 
53*5 y contrato de 9 de enero de 1909? 

5* ¿Estaba exonerada también del pag» del impuesto de 
alumbrado que se le ha cobrado por la ley 5315? 

6.» ¿Lo estaba al pago de ese mismo impuesto, por el art. 
9' del contrato de 9 de enero de 1909 celebrado entre la em- 
presa y el Poder Ejecutivo Nacional? 

p ¿Correspondía a la Municipalidad de Zarate, gestio- 
nar el cobro det alumbrado, del impuesto único del tres por 
ciento que paga la empresa al Gobierno Nacional en virtud 
ile la ley 5315 y contrato de 9 de enero de 1909? 

&■ Caso negativo a la segunda y tercera: ¿ Correspondía 
a la actora el |»ago del afirmado sólo por dos quintas |>anes 
del todo? 
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*>■ Caso negativo a la precedente: ¿En qué proporción 
correspondía pagar el adoquinado construirlo en la avenida 
La Plata? 

10* ¿Es procedente la acción entablada por repetición 
de lo pagado por la empresa del F. C. C. Argentino a la 
Municipalidad de Zarate? 

ii.*"Caso afirmativo a la precedente: ¿Y por los inte- 
reses de la misma demandada? 

t2. m En igual supuesto: ¿Desde cuándo y a qué tipo? 

13* ¿Qué pronunciamiento corresponde? 

f4,' ¿Cuál "sobre costas? 

A la primera cuestión el señor Juez doctor Fernández, 

dijo : 

Calle, como enseña Escrichc, "es el espacio que queda 
entre las dos aceras que forman las casas, o bien el camino 
abierto en un pueblo entre las casas". Y el camino o carre- 
lera "la tierra bollada por donde transitan los pasajeros de 
«nos pueblos a otros o por donde se va de un punto a otro", 
ti .mu 2, pájí, 152 y 157. 

Ks dentro de esta úliima definición que deben compren- 
derse los caminos ordinarios a que se refiere ta ley N." 5315: 
los que facilitan el tránsito entre los pueblos rurales y hacia 
tos estaciones ferrocarrileras. Es a estos caminos y a los 
puentes que en su extensión se encuentran a cuya construc- 
ción y con sen-ación concurren las empresas ferroviarias con 
el tres por ciento del producto líquido de sus líneas según la 
citada ley. 

Como dice el autor citado "Las justicias de los pue- 
blos deben esmerarse en la limpieza, ornato, igualdad y empe- 
drado de las calles", y es lo que lia ocurrido en Zárale. don- 
dé la Municipalidad, en ejercicio de las facultades que le 
acuerda la Constitución de la provincia en su art, 206. in- 
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císp 4.", lia sancionado las ordenanzas N." 70 y la de: 29 de 
diciembre tic 191 1, en virtud de las cuales ha resuelto el ado- 
quinado de la avenida La Plata, que es una calle tlcntro del 
municipio de Zarate como se comprueba con los planos de 
fs. 1 y sus similares que obran en autos, hasta donde alcanza 
el servicio de alumbrado público como lo ha comprobado la 
misma empresa' con los informes de fs. 67 y 70 v. 

En nada altera ta verdadera denominación de calle den- 
tro de la planta urbana de la ciudad, el que como se expresa 
en los informes de fs. 81 y g6 r dé acceso a la estación Zarate 
del Ferrocarril Central Argentino, que sirve de comunicación 
entre el pueblo de Zarate y dicha estación o que sea el camino 
obligado por estar pavimentado. Esto rio transforma dicha 
calle o sea la avenida La Plata, en el camino ordinario a que 
se refiere la ya citada ley 5315. 

Estas consideraciones me inducen a votar jxjr la nega- 
tiva. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo jior Ins 
mismos fundamentos votaron en igual sentido. 

A la segunda cuestión el señor Juez doctor Fernández, 
dijo: 

Innumerables son los litigios en que las empresas ferro» 
carrileras lian pretendido librarse del pago de adoquinados 
construidos frente a tierras de su propiedad, amparándose en 
la ley 5515, que en su art. 8.* establece la exoneración del pa- 
go de derechos de Aduana para los materiales y artículos de 
construcción y explotación que introduzcan al país, hasta 
h?47, debiendo solo pagar una contribución única igual al tres 
por ciento del producto liquido de sus líneas y quedando exo- 
neradas por el mismo tiempo de todo olro impuesto nacional, 
provincial o municipal. 

Semejante pretensión ha sido motivo de diversas resolu- 
ciones judiciales, hasta llegarse a una jurisprudencia constan- 
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te, firme y uniforme por 1% Suprema Corte de Justicia Na- 
cional y demás Tribunales nacionales y provinciales, en la que 
, quedó asentado en forma terminante que la exención a que 
st refiere el citado art. 8," de la ley 5315, no comprende él 
pago de adoquinados, |K>njue ellos 110 son impuestos sino ser- 
vicios o mejoras que deben pagarlas los que las reciben a di- 
ferencia de los impuestos que los pagan todos en general. 
Esta Exctna. Cámara lia interpretado en igual sentido el al- 
cance de esa disposición legal, en las causas Nos. y 
ntras. como igualmente la Cámara 1.* en los fallos que se 
citan en la fs. ifxx voto a la tercera cuestión. 

La demandada en su contestación de fs. 15 y alegato de 
fs. 120, ha interpretado debidamente el alcance de la ley 5315 
y citado infinidad (le fallos que asi lo han resuelto como igual- 
mente puede verse en "Caceta del Foro", de 16 de junio de 
iqi8. pág. 297; de 3 de enero de 19 19, pág. 12; de 18 de 
junio de 1918, pág, i<x> y de 11 de julio de 1919, pág. 58. 

inoficioso sería agregar más argumentos al respecto an- 
te el caudal de fallos que informan la jurisprudencia a que 
me he referido. 

Voto, en consecuencia, por ta negativa. 

El señor Juez doctor Giménez, por los tufemos fmidanien- 
toj votó en igual sentid?. 

El señor Juez doctor Amallo, dijo: 

En la causa N\° 21.264. semejante a ésta, he fundado ex- 
tensamente mi voto en el sentido negativo de esta cuestión. 

Por los argumentos allí aducidos — que en esta oportu- 
nidad los reproduzco, art. 24 Código de Procedimientos — y 
los fundamentos expresados |tor el señor Juez doctor Fer- 
nández, adhiero a su voto. 

A la tercera cuestión, el señor Juez doctor Fernández, 
dijo : 
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VA art. 9* de¡ contrato tle 9 de enero de 1909. celebrado 
entre el P. E. Nacional y la empresa del F. C. C. Argen- 
tino con motivo de la ley N, u fióte, sobre fusión de este fe- 
rrocarril y el Buenos Aires y Rosario, nu hace sinó repe- 
tir la franquicia acordada ])or la ley N.° 5315, sin que mo- 
dificara la situación creada por ésta en cnanto a la exención 
de impuestos, quedando, en consecuencia, la empresa actora 
sujeta a la interpretación dada al respecto por la Suprema 
Corte Nacional, como lo he mencionado al votar la cuestión 
procedente. 

Por los fundamentos aducidos precedentemente, emito mi 
voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo por los 
mismos fundamentos votaron ch igual sentido. 

lA la cuarta cuestión el señor juez doctor Fernández, 
dijo: 

■ 

No estando comprendida en la franquicia acordada a las 
empresas ferrocarrileras . por la ley N." 5315 ni por el con- 
trato de 9 de enero de 1909 a que he hecho referencia al votar 
las cuestiones precedentes la exoneración del pago de los afir- 
mados, no puede, en consecuencia, considerarse que la Muni- 
cipalidad de Zarate ha debido gestionar dicho pago de! im- 
puesto único del tres por ciento que sobre las entrarlas líqui- 
das está obligada la empresa a pagar al Gobierno Nacional, 
pues, como ha quedado establecido al votarse tas tres pri- 
meras cuestiones, no es un impuesto el afirmado, ni él ha sido 
construido en un camino ordinario sinó en una calfe de la ciu- 
dad de Zarate. 

Por ello voto por la negativa. 

Los señores jueces doctor Giménez y Amallo por los mis- 
mos fundamentos votaron en igual sentido. 

A la quinta cuestión el señor Juez doctor Fernández, 

dijo : 
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[{¿produciendo lo dicho íil votar la segunda cuestión, pues- 
to que el alumbrado público és también un servicio directa y 
¡■artieularmente prestado a los propietarios de Zarate y de 
(«informidad con la jurisprudencia citada y los fallos de la 
Suprema Corte que se registran en tos tomos 122, págs. 100 y 

¿¿2, 124, pág- 307; i*5- pág. y 201 > I2 7. pág- 189 y 

"Gaceta del Foro" de 10 de mayo de 1919, pág. 62, emito 
ini voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo, por lus 
mismos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A ¡la sexta cuestión el señor Juez diictor Fernández. 

dijo : 

Por los mismos fundamentos aducidos al votar la ter- 
cera cuestión, voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo, por los 
mismos fundamentos, votaron en igual sentido. m 

A ta séptima cuestión el señor Juez doctor Fernández, 

dijo: 

Por las mismas consideraciones y fundamentos legales 
aducidos al votar la cuarta cuestión, voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo por los 
mismos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A la octava cuestión el señor Juez doctor Fernández, 
dijo : 

Pretende la demandante que en el caso de estar obliga- 
da al pago del afirmado, solo lo sería por dos quintos del 
tota!, de conformidad con lo dispuesto por la ordenanza N." 
70, art. 2. a de la Municipalidad de Zarate. Pero ha olvidado 
tpie existe otra ordenanza e*i>ecial en virtud de la cual fué 
ordenada la construcción de adoquinado en la avenida La 
Plata, en dos fajas, por su excesivo ancho, con seis metros 
diez centímetros por caí la costado, a cargo exclusivo de los 
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propietario* de terrenos y fincas que se encuentren sobre la 
misma ca.'íe, etc., de 23 de diciembre de 191 1 ; la que ha sido 
dictada en ejercicio rio las facultades constitucionales que le 
snn propias. 

El actor, ni ha negado la existencia de esta rVima orde- 
nanza, ni ha argüido de falsa la copia que de ella consta a fs. 
104. ni siquiera ha ohjelado lo que la demandada expresó a! 
respecto a fs. 15 (arts, 979, inciso 2. a , 993 Código CiviH. 

En consecuencia, emito mi voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo por los 
mismos fundamentos, votaron en igual sentido, 

A la novena cuestión el señor Juez doctor Fernández, 
dijo : 

De conformidad con lo que queda resuelto al votar la 
cuestión que precede, y lo dispuesto por la citada ordenanza 
de 23 de diciembre de 191 1» no tiene consistencia legal alguna 
el sostenido por la actora de que sólo le hubiera correspondido 
pagar por el adoquinado que se le ha cobrado dos quintas 
partes por ser la otra quinta a cargo de la Municipalidad. 

La ordenanza de referencia le impone la obligación del 
pago exclusivo de toda la faja de adoquinado construida fren- 
te a su propiedad, esto es, de los mil setecientos veinte mu- 
iros, veintiséis decímetros cuadrados que se le ha cobrado, y 
es ésta la proporción en que Te ha correspondido pagar y ha 
pagado. 

Es esta mi opinión y voto. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo por los 
misinos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A la décima cuestión el señor Juez doctor Fernández. * 

dijo; 

De lo que resulta demostrado al votarse las cuestiones 
planteadas, se desprende la improcedencia de la accÜón de 
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repetición enlabiada pues el pago liecliu i>or la empresa ado- 
ra a la Municipalidad «le Zarate, no lo ha sido por un error 
tic hecho ni de derecho en cuyo caso hubiera tenido acción 
liara repetir tart. 784, Código CiviH . 

Por ello voto por la negativa. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo jior los 
mismos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A la décima tercera cuestión por no corresponder votar 
las dos precedentes el señor Juez doctor Fernández, dijo : 

Como el a tjtto en su sentencia de fs. 120. lia nrchazado 
la dentar la, absolviendo de ella al demandado, y es lo que en 
justicia corresponde, alentó el resultado obtenido en la vota- 
ción ;i las cuestiones planteadas, el pronunciamiento míe debe 
recaer en estos autos, es el de confirmar dicho fallo. 

Asi lo voto. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo ]»or li>s 
mismos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A la décima cuarta cuestión el señor Juez doctor Fer- 
nández dijo: 

IV conformidad a lo establecido en ios :irts. 71 y ,111 <lci 
Código de Procedimientos, las costas, tanto de 1." como de 
Instancia delien ser a cargo de la empresa vencida. 

Asi lo voto. 

Los señores jueces doctores Giménez y Amallo por los 
mismos fundamentos votaron en igual sentido. 

Considerando que en el precedente acuerdo ha quedado 
establecido: 

1.* Oue 110 ha pro! iado la adora (juc el adoquinado t|uc se 
le ha cobrado haya sido construido en un camino ordinario 
ik'v nacional N.° 5*151. Constitución de la provincia art. 
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206, ¡nciío 4-", ordenanza ele fe Municipalidad de Zarate, N. fl 
70 y de 23 de diciembre de 1911; Escriche, tomo II, págs. 

•5* y 157; 

2. Que la ley nacional N." 5315 no lia exonerado a la 
empresa de! Ferrocarril Central Argentino, del pago de los 
afirmados que se construyan frente a sus propiedades ; ni tam- 
poco el contrato que celebró esta empresa con el Gobierno Na- 
cional en 9 de enero de 1909 en virtud de ta ley üoóa (arla. 
8." y 9." de la ley y contrato mencionados ), "Gaceta riel Fo- 
ro'* de 16 de junio de 1918. pág. 297; de 3 de enero de 1919. 
pág. 12; de 18 de julio de 1918, pág. 109 y de 11 de julio de 
1919, pág. 58. Esta Cámara causas Nos. 21.264 y otras y Cá- 
mara i.\ causas Nos. 15.543, 15498, 16.374, 16.894 y 17.816; 

3. " Que tampoco la ley 5315 ni el contrato de 9 de enero 
de 1909, ha exonerado al Ferrocarril Central Argentino del 
pago del impuesto de alumbrado que se le ha cobrado (leyes 
citadas y jurisprudencia de Ea Suprema Corte Nacional, tomo 
122, pags. 100 y 232; 124, pág. 307; 125, págs. 125 y 201; 
127, pág. 189; "Gaceta del Foro" de 10 de mayo de 1919. 
pág. 62); 

4. * Que no correspondía a la Municqmlidad de Zarate ges- 
tionar el pago del afirmado, del impuesto único del tres por 
ciento pagado por la empresa del Central Argentino en virtud 
de ta ley N. w 5315 y contrato del 9 de enero de 1909. Funda- 
mentos de las cuestiones primera, segunda y tercera; 

5* Que tampoco correspondía a la Municipalidad de Za- 
rate gestionar et pago del alumbrado, de dicho impuesto úni~ 
co. Iguales fundamentos del considerando precedente; 

ó." Que el pago del adoquinado construido frente a la 
propiedad del Central Argentino en Zarate, le correspondía a 
ésta exclusivamente por toda la faja de seis metros diez cen- 
tímetros o sea ios mil setecientos veinte metros veintiséis de- 
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cimeiros cuadradla que se te ha cobrada; y lio las dos quin- 
tas partes que la adora sostiene ( ordenanza X. D 70 y la del 
23 de diciembre de 191 1, ans. 979, inciso 2." v 993 Cód. Ci- 
vil); 

j.° Que es improcedente la acción de repetición entabla- 
da íart, 784, Código Civil); 

8,° Que corresponde confirmar, con costas en ambas ins- 
t. indas la sentencia recurrida de fs. 129 Carts. 71 y 311, Có- 
digo de Procedimientos). 

Por estos fundamentos y los del acuerdo precedente, se 
confirma en todas sus partes, con costas, la sentencia de fs, 
129; regulándose por sus trabajos en esta instancia los hono- 
rarios del doctor Teodoro Granel en ciento cincuenta pesos 
y los derechos procuratorios de don Eduardo A. Rojas en se- 
tenta pesos todo moneda nacional. 



sKNri-vciA ni? LA sr trema loKn- 

Li Plata Noviembre l« de 19S" 
ANTECKDE\TKS 

r 

I 

. La Cámara ¿* de Apelación de (a Capital dictó semen- 
cia en el juicio "Ktnpresa del H. C. C. Argentino contra Mu- 
nicipalidad de Zarate. Devolución de una suma de dinero", 
i-. infirmando la del Juzgado \." j en lo Civil y Comercia! fiel 
mismo de] tarta metilo que rechazaba la acción deducida por la 
parte actora. 

Antiel Tribunal estableció: que no había probado la etn- 
pre-a detnandantc que el adoquinado que st* le había cobrado 
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fuera construí! lo cu un camino ordinario i ley nacional N." 
5315, Constitución de la provincia, art. 206, inc. 4*: ordenan- 
/as de la Municipalidad de Zarate N.° 70 y de 23 de diciem- 
bre de 1911. Escrichc, tomo II. pág. 152 V >57): flP 1l ">* 
nacional N." 5315 no había exonerado a la empresa aetora del 
pago de los afirmados que se construyeron frente a sus pro- 
piedades; ni tampoco la exoneraba el contrato que había ce- 
lebrado con el Gobierno Nacional en 9 de enero de 1909, en 
virtud de la ley N. ü 6062 (arts. 8.° y 9. de la ley y contratos 
mencionados. "Gaceta del Foro", de ló de junio de 1918, pág. 
207; de 3 de enero de 1919, pág, 12; de 18 de julio de 1918, 
pág. 109 y de 11 de julio de 1919, |>ág. 58. Esa Cámara, cau- 
sas Nos. 21,264 y otras. Cámara 1.* causas Nos. 15.543' 
15.498. [".374, 16.894 v 17.816): que tampoco la ley 53 1 S 
ni el contrato mencionado había exonerado al F. C. C. A. 
del pago del impuesto de alumbrado que se le había cobrado 
(leyes citadas y jurisprudencia de la Suprema Corte Nacio- 
nal, tomo 122 págs, 100 y 232; t. 124, pág. 307: t- 125- pág- 
125 v 201 ; t. 127, pág. 189; "Gaceta de] Foro*' de 10 de mayo 
de 1919. pág. 62) ; que no correspondía a la Municipalidad de 
Zarate gestionar el pago del afirmado, del impuesto único del 
3 ojo pagado por la empresa en virtud de la ley 5315 y con- 
trato de 9 de «ñero de 1909. (Jue tampoco correspondía ¡; la 
Municipalidad de Zarate gestionar el pago del alumbrado, de 
dicho impuesto único; que el pago del adoquinado construido 
líente a la propiedad del C. Argentino en Zarate t¿ corres- 
pondía a esta empresa exclusivamente, por toda la faja de 
stis metros die* ctms. o sean los mil setecientos veinte me- 
tros veintiséis decímetros cuadrados que se le había cobrado; 
y no las dos quintas parles que la adora sostenía (ordenan- 
zas N. q 70 y la del 23 de diciembre de 1911. arts. 979, inc, 
2 ■ y 993, Cód. Civil ) ; que era procedente la acción de repe- 
tición entablada (art, 784 Código Civil); que corresjiondía 
confirmar con costas, en las dos instancias, la sentencia recu- 
rrida íarts. 71 y 3*1 Código de Procedimientos). 
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Se interpuso el recurso ele iuaplicahilidad de ley. funda- 
do en la violación de Iqs arts. i * y 4" del Código Civil e ine. 
i " del arl. i." dé la lev nacional 10.Ó57 y errónea aplicación 
del arl. 8." de la ley 5.11 5- 

Llamados autos y hallándose la causa en estado de prij- 
milicia r .sentencia , la Suprema Corte resolvió plantear y votar 
la siguiente cuestión: 

,;Sc encuentra justificado el recurso de iuaplicahilidad die 

ley ? 

A la cuestión planteada el señor Juez ductor Kivarola. 
dijo: 

Kt recurrente no desconoce las conclusiones generales tle 
lacho y de derecho contenidas en la sentencia de 2/ Instan- 
cia, y se limita a invocar la ley nacional 10.657 (de 22 de agos- 
to de 1910), que. de ser aplicada al caso, conduciría a una 
conclusión distinta de la establecida por el Tribunal. Esa ley. 
según el recurrente lo sostiene, es aclaratoria de la lev nacional 
5515. y debe, en consecuencia, aplicarse a los casos no juaga- 
dos íart. 4." del Código Civil). 

Entiendo, en primer lugar, que no se trata de una ley 
aclaratoria, jK>r nías que en la discusión parlamentaria se le 
atribuyese ese carácter» desde que contiene disposiciones, no 
va meramente interpretativas, sinó realmente nuevas, como 
es fácil observar por la simple confrontación con la ley 53, 1 5. 
lista ley exonérala a las empresas de ferrocarriles de "todo 
impuesto nacional* provincial o municipal" lart. 8,°). Ka ley 
10/157, que se pretende simplemente aclaratoria, dice: "La 
exoneración de impuestos establecida por el art. 8. a de la ley 
; ,,15 comprende además de los impuestos propiamente dichof 
las tasas, contribuciones o retribuciones de servicios, cualquie- 
ra que sea su carácter o denominación*', etc, May tina mayor 
extensión en los liencf icios acordados a las empresas, que no 
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puede entenderse anuo un¡i simple interpretación legislativa 
fie la disposición anterior; y la prueba más evidente de míe 
e.s asi es que el recurrente busca amparo en la ley nueva, por- 
qiltc ta ley anterior no le favorecía, interpretada uniformemen- 
te por los Tribunales en la misma furnia en que lo fué en la 
sentencia recurrida. 

St la disposición es nueva rige para el futuro, pero no 
es aplicable al caso del pleito. 

Kn segundo lugar la ley J 0.657 contiene excepciones a la 
regla del art, 1 y. entre ellas la "contribución de pavimenta- 
ción en las plantas urbanas, en la proporción que corresponda 
por las estaciones". 

I'or estaciones no delíc entenderse solamente la parte edi- 
ficada ríe ellas, sin sus andenes y adyacencias, de propiedad 
de las empresas: y de la sentencia resulta que Ja i»av ¡men- 
tación cuyo pago se reclama es la que corresponde al frente 
de las propiedades de la empresa. Kl espíritu de la ley 10/157 
en este punto, no es el de eximir a las empresas del |Kigo de 
la •pavimentación, sino el de exceptuar expresamente esa con- 
tribución de las «lemas de cuy» f>ago se exonera a aquellas em- 
presas de ferrocarriles. 

Así resulta no solamente del art. 1.", ine. 2. n , sinó del árt. 
2* de la ley, 

Poh estn voto iH>r la negativa. 

Loa señores jueces docton-s t'ereyra Migues, líallesteros 
y Tougnon Islas por los mismos fundamentos del voto del se- 
ñor Juez doctor Kivarola, volaron también por la negativa. 

Y Vistos, Considerando; 

l* Que la lev nacional N.° 10.057 no es aclaratoria de la 
* ley N* 5315, desde que contiene disposiciones, no ya mera- 
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mente interpretativas, sitió realmente nuevas. Si la disposi- 
ción invocada \*>r el recurrente es nueva, rige para el futuro 
y no es de aplicación al caso del pleito. 

j." Que, además, la ley citada contiene excepciones a la 
ri-tfla del art. i." de la ley X." 5,^15 y entre ellas, la "contribu- 
ción de pavimentación en las plantas urbanas, en la projxtr- 
cióil que corresponda por Jas estaciones". Su espíritu en este 
punto, no es el de eximir a las empresas del pago de la pavi- 
mentación, sinó el de exceptuar expresamente esa contribu- 
ción de los demás de cuyo pago se exonera a aquellas empre- 
sas de ferrocarriles. Así resulta, no solamente del art. 1.". inc. 
2.". sinó del art. 2." de la ley N. u 10.657. 

Por estos y demás fundamentos consignados en el acüer- 
cjne antecede, se desestima el recurso de inaplieabilidad 
de ley interpuesto. Con costas, — Oirías A: Ballesteros. — 
/;. Rirarnh. — H. Pcrexra Migues. — /;. Thoxupum Islas. 
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Buíihss Alie», Julio SI 4* mi 

Vistos y Considerando: 

Que después de lial»er invocado infructuosamente la exen- 
ción de iiu puestos acordada por el artículo 8." de la ley 
S3¡?5> c* 111 el propósito Je obtener la devolución de contribu- 
ciones o lasas de pavimentación y de alumbrado cobradas por 
la Municipalidad de Zarate, la recurrente invocó en la última 
instancia ordinaria del pleito las disposiciones de la ley nú- 
mero 10.657 que calificó de aclaratoria o interpretativa de 
aquélla. Kl Tribunal a t¡ita desestimó esa nueva defensa en la 

I ■ J Not* Con Iccln 18 de J11H0, !■ Corte Suprema se pronunció en imar tcnlido, 
en ta «usa seguido por el ferrocarril del SuJ, en auto* con don Joaé M«no- 
ni. por cobro de pavimente* 



DE JUSTICIA Dfi LA NACIÓN 



101 



>uitencia malcría del presente recurso, fundándose en que la 
ley 10.IV57 no era interpretativa sirtó modificatoria de la 5315. 
y en qu;í rigiendo las leyes para el futuro no podía ser apli- 
cada pava eximir de impuestos percibidos con anterioridad a 
su vigencia. 

yue el carácter de la ley 10.657 ha sido fijado ya por 
i sla Corle al decidir cuestiones análogas a la que lia plantea- 
do en el sub lite la empresa recurrente (Fallos, tonto 134, 
pSgS 57 y /i'- Kri los recordados casos fueron examinados 
detenidamente los términos de dicha ley. relacionándolos con 
los de la ley 5315; se estudió su finalidad y se tuvo en cuen- 
ta la discusión de que había sido objeto en las tíos ramas le- 
gislativas, recordándose con tal motivo las palabras de los 
miembros informantes de las respectivas comisiones de todo 
16 cual resultaba con evidencia que el propósito del legisla- 
dor no había sido aclarar las expresiones empleadas en la lev- 
anterior que pudieran considerarse de significado dudoso, si- 
no modificarla a fin de llegar a una snlución más justa o más 
conveniente que la que daba la primitiva tcy. Como conse- 
cuencia lógica de tales premisas se declaró en la sentencia re- 
caída en el primero de los casos mencionados, y fué re|>ctida 
substancialmente en el otro caso, "que no siendo la 10.657 
una ley interpretativa <me delw aplicarse a los casos c|ue no 
estuvieren definitivamente juzgados y tratándose en el sub 
lite de impuestos devengados y cobrados con anterioridad a la 
sanción de dicha ley, el recurrente no ha podido invocarla co- 
mo fundamento de la exención alegada". 

Que, por lo demás, las sentencias pronunciadas en la litis 
han interpretado correctamente la disposición del articulo 8." 
de la ky 5315, al declarar que ella sólo eximia del pago de los 
impuestos propiamente dichos, no estando por lo tanto com- 
prendidos en la exoneración las tasas por servicios o mejoras 
•le carácter municipal, cuyo cobro se justifica por el benefi- 
cio especial que recibe de ellas el contribuyente, según lo ha 
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declarado insistentemente esta Corte (Fallos, tomo 115, pá- 
gina 1/4; tomo itS, paginn 2(& y tomó 120. página en- 
tre otros), 

Kn su mérito se confirma la sentencia apelada. Nniifíi píese 
y repuesto el papel devuélvanse. 

A. Bermejo, — Nicanor G. dkl 
Solab. — J. Figvkrua Al- 
corta. — Ramón Méxokz. 



Ifou Pedro HmUiozzi y doña Carolina Tetarmata. contra la 
Compañia Argentina de Lanchas, sobre accidente del tra- 
bajo. 

Sumario: La resolución por la que sin desconocer el derecbo 
a la inde mnrzaeíón reclamarla por los sucesores de un 
obrero italiano, residentes en el exiranjero. dispone *pie 
su importe quede depositado a nombre de aquéllos en la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones y se entregue 
mensuabneme a los interesados las rentas correspondien- 
tes, conforme a lo dispuesto en el articulo 9 de la ley 
número 9688. 110 vulnera ningún derecho conferido | mi- 
el convenio con el Reino de Italia, aprobado por la ley 
número 11.126, 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

SKNTÍÍXCIA m-l. SHNOR JUEZ FEDERAL 

Bata» Alrtf , A|u»to 21 4t l«í 

Autos y Vistos: 

K1 pedido formulado por la parte aetora en el escrito pre- 
cedente i 
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Y Considerando: 

Que el convenio entre Italia y la Kepúbliea Argentina, 
aprobado por la ley 11.126, establece en su art 4" que "Cuan- 
do en uno de los dos países contratantes falleciere un obren» 
a consecuencia de un accidente de trabajo, cualquiera que sea 
la nacionalidad del obrero, los herederos de éste que residie- 
ran en el otro |Ktís tendrán derecho a percibir Ja indemniza- 
ción legal correspondiente". 

Que esta última indemnización es la que determina la ley 
(jógg cuyo artículo 9 establece que deberá depositarse en una 
sección especial de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, la que 
inviniendo su importe en títulos de crédito de la Nación, en- 
t regará mcnsualmente a los interesados las rentas que a ellos 
corresponda. 

En su virtud y atento que el importe de la indemnización 
correspondiente se halla depositado en la forma proscripta pol- 
la ley según resulta de la boleta de fs. 17 de los autos prin- 
cipales, corresponde a los actores en su carácter de ascendien- 
tes de la víctima percibir íá indemnización en los términos 
del art. 9 de la ley 9/188. 

Manuel B. dé Anchor ena. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

B««no» Air«, AUyo i* 4* »«■ 

* 

Vistos estos autos seguidos por Pedro Emiliozzi y Ca- 
rolina Tetarmata contra la Compañía Argentina de kanchas, 
sobre accidente del trabajo, y 

Considerando : 

Que según el art. 14 de la ley 0688. sucesores del 
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obrero extranjero, do percibirán ninguna indemnización si en 
el momento del accidente no residieran en el país, salvo en los 
casos de reciprocidad establecidos por acuerdos o tratados in- 
ternacionales. 

Que por el art. 4." del convenio con el reino de Italia 
aprobado por ley 11.126, se establece la excepción prevista 
en la parte final del art. 14 citado, es decir, se reconoce de- 
recho a indemnización a los sucesores de «11 obrero italiano p 
a pesar de no residir éllos en la República en el momento del 
accidente, y se les coloca, asi, en igualdad de condiciones con 
ln> domiciliados en el país. (Diario de Sesiones de la Cáma- 
ra de Diputados, año 11)21 , tomo 1, página 4561. 

(Jue en cuanto a la forma de hacer efectiva la indemni- 
zación, dclx' estarse al principio que informa la ley 9688, ex- 
presado en su art. £>, cual es r (pie la suma debida en concep- 
ta de indemnización ha de depositarse a nombre de la victima 
■> de sus derecho-habientes, en la Caja Nacional de jubilacio- 
nes y Pensiones, la que inviniendo el importe de dichas in- 
demnizaciones en títulos de créditos de la Nación, entregará 
mensualmentc a los interesados las rentas que a ellos corres- 
ponda., 

(¿ue de los términos del convenio con Italia» no ajiarece 
manifiesto el propósito de derogar el principio a que se ha 
hecho referem-ia anteriormente y apartarse del sistema adop- 
tado j»r la ley rjoSS, para crear a los extranjeros residentes 
mera del país una situación que puede reputarse privilegia- 
da con respecto a los nacionales domiciliados en la Repú- 
blica, 

Por dio y sus fundamentos, se confirma la resolución de 
í-, 6f>. KepóiigaM* la- fojas en primera instancia. — Marceli- 
no Escalada. — T. , irías, — R A. Nácar Anchorcna. — /. 

P. Í.UfUJ. 
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IwtBOi Aúet. julio Ü 49 I9to 

Vistos y Considerando: 

( >ue en el juicio se lia ¡cuestionado la inteligencia del ar- 
tkulí7 V del convenio celebrado entre la República Argenti- 
na y el Reino de Italia, aprobado por la ley número 11,126. en 
el que se establece; "Cuando en uno de los dos países falle- 
ciere im obrero a consecuencia de un accidente del trabajo, 
cualquiera que sea la nacionalidad del obrero, los herederos 
de éste que residieran en el otro país tendrán derecho a per- 
cibir la indemnización legal correspondiente", 

yuc sin desconocer el derecho a la indemnización re- 
clamada en el juicio por los demandantes, el tribunal a quo 
dispuso que su importe quedase depositado a nombre de aqué- 
llos en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones, a fin 
de que fuere invertido en títulos de créditos de la Nación y 
se entregase mensualmcnte a los interesados las rentas co- 
rrespondientes, conforme a lo dispuesto en el artículo 9." de 
la ley de accidentes del trabajo, número 908* ■ 

Que esta decisión, —eme constituye la materia del pre- 
sente recurso extraordinario, — ha sido impugnada por los 
allantes como contraria al recordado convenio internacio- 
nal, el que a su juicio reconoce a los herederos de la vícti- 
ma el derecho de exigir que se Ies entregue íntegramente el 
valor de la indemnización y no solamente las rentas de la 
misma como lo dispone el fallo traído a revisión , 

Que el pronunciamiento recurrido al aplicar en el caso 
sub lite la disposición de carácter general que contiene el ar- 
tículo 9 o de la ley 9688, no ha vulnerado sin embargo ningún 
derecho que confiera el convenio con el Reino de Italia in- 
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voeado tu el pleito, toda vez cine (lidio acuerdo inteinacioii.il 
no ha tenido más finalidad que modificar ia disposición final 
dd articulo 14 de la citada lev de la Xación» que cxcepuialKi 
de los benef icios acordados por la misma a los sucesores del 
fittrcRj i|U'í no residieran en el país en el momento de produ- 
cirse el accidente, Kl propósito de los gobiernos contratantes 
fué solamente hacer extensivos dichos beneficios a tos suce- 
sores «jue residieran en Italia, sin crearles un privilegio ni 
acordarles un derecho mejor o más extenso que el reconocido 
por la ley a los sucesores residentes eu el pais. Y esc propó- 
sito, expresamente invocado durante ta gestación de la ley 
;i|inihiUoria del convenio, encuadra dentro de Ifis términos de 
la convención cuyo artículo 4. establece en su j>aric final, co- 
rnil ya se ha dicho, que "los herederos que residieren en el 
■ •¡¡■■i |>ais tendrán derecho a percibir la indemnización legal co- 
rrespondiente". — es decir, la tute eorres|n>uda con arreglo ;i 
las respectivas leyes de Italia y de la República Argentina — 
y con las limitaciones impuestas por ellas. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo precedentemente re- 
suelto por esta Corte (Fallos tomo página 42), se con- 
firma la sentencia apelada. Notifiqtiese y devuélvanse. 

A. llKKMP-JU. — NlCANOK ü. íiKL 

Solar. — J. Fuíukhoa Aí,- 
corta, — Ramón Mkndkz. 



Stiuuirio roith 11 el Frigorífico Swift, por exceso de importa- 
ción. 

Sumaria : No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48, contra una sentencia que decide que determinadas 
mercaderías han debido pagar derechos de importación de 
acuerdo con las leyes 4933 y 7049, fundada en que "las 
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mercaderías a que se refiere esta causa 110 son frutos del 
{«lis, y <|ne lian sido introducidos a plaza procedentes de 
un puerto situado al Sud del paralelo 42". (Puntos de he- 
cho ajenos a dicho recurso, habiendo sido resuelta la cau- 
sa por interpretación y aplicación de" las citadas leyes, sin 
referencia alguna a la validez o inteligencia, no discutida 
cu autos, ni de estas leyes ni di- las 10.349 y 10.302, invo- 
cadas por el recurrente) . 

Cuso: Lo explica et siguiente: 
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Buetioi Aiffs Julio 23 de 1024. 
Y Vistos: Considerando: 

Que deducidos por el representante dé la demandada los 
recursos de a|ielación y nulidad juntamente con el extraordi- 
nario, le ha sido concedido sólo este último, y el auto que así 
lo resuelve aparece consentido sin observación ( fojas 7S vta. 
y 79). 

Que la cuestión planteada y resuelta en esta causa luí con- 
sistido en determinar si las mercaderías denunciadas, no siendo 
frutos del pais y procediendo del puerto de San Julián situa- 
do al Sud del paralelo 42. lian debido pagar derechos de im- 
portación de acuerdo con las leyes 4933 y 7049, como lo deciden 
las sentencias de fs. 63 y 76, o si estalran exentas de esos de- 
rechos, como lo sostiene el recurrente por corresponder la apli- 
cación al caso de las leyes 10.349 y 10.302 que se dicen modi- 
ficatorias de las precedentemente citadas. 

Que la sentencia en apelación, como la de primera instan- 
cia que ella confirma, se han fundado según el mismo recu- 



10* 



J U.U* UK I.A i-fikTR SL" l'KK M .\ 



trente lo hace constar "en que las mercaderías a que se refiere 
esta causa no son frutos del país y que lian sido introducidas 
a plaza procedentes de un puerto situado al Sud del paralelo 
4¿"', puntos de hecho ajenos al recurso extraordinario, y rpie, 
|*»r otra parte, no han sido propiamente dicho materia de con- 
troversia en ct litigio ( fojas 77 in fine). 

Que sobre tales antecedentes > la consideración igualmen- 
te de hecho de que las leyes en que ampara su derecho el ape- 
lante no han modificado a las anteriores en el punto contro- 
vertido, la causa ha sido resuelta por interpretación y apli- 
cación de las citadas leyes 4933 y 7049. sin referencia alguna 
a la valides o inteligencia, no discutida en autos, ni de estas le- 
yes, ni de las que invoca el recurrente, lo que implica que no 
lia sido materia del sitb judía' la cuestión federal en que se 
pretende fundar la procedencia del recurso extraordinario in- 
terpuesto y concedido, y que en consecuencia éste carece de la 
base legal que se le atribuye (Fallos tomo 139. página yjo, 
entre otros) , 

(¿ne |wr lo demás, — y sin que esto importo decidir sobre 
el fondo del asunto. — siqmestas de aplicación al caso las dis- 
posiciones legales citadas por el apelante, cabe observar que 
ninguna de ellas exime del pago de derechos a las mercaderías 
rpic se encuentren en la situación de las denunciadas, pues si 
bien la habilitación de la receptoría del Puerto de San Julián 
para efectuar todas las operaciones que autoriza el artículo 1 1 
de las ( Irdcnamas de Aduana hace presumir que las mercade- 
rías de que se trata pagaron los derechos correspondientes en 
el puerto de procedencia, esa presunción desaparece en el ca- 
so |«»r cuanto la misma representación de la Compañía deman- 
dada no sólo declara expresamente que los derechos fiscales no 
lian sido |>agados t fojas 13 y 16), sino que procede a consig- 
narlos jmr la suma que arroja la liquidación aduanera corres- 
1 h .lidíente ( fojas 40 a 43 y fojas 57 a 60) . 

Que establecido pues que en el sub litem no se ha juz- 
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gado y resuelto cuestión alguna que importe declarar la inva- 
lidez de las leyes aludidas, queda el caso circunscripto a su ver- 
dadera conformación legal y jurídica, esto es, a la mera apli- 
cación de determinados preceptos Icgaltrs sin desconocimiento 
de la validez de otros, y por consiguiente no concurre el re- 
quisito esencial invoca do para que proceda la tercera instancia 
extraordinaria que autoriza el artículo 14 de la lev 48 y **.° de 
ta ley 4055. 

En su mérito, se declara improcedente el recurso dedu- 
cido. Notifíqiiese y devuélvanse debiendo reponerse el papel 
ante el juzgado de origen. 

A. Bermh/o. — Nicanor G. nei. 
Solar. — J, Fnxt.koa Ai.- 
CORTA, — Ramón Mkndiíz. 



Sumaria incoado a Juan V. Serrano, por el delito de lesiones. 
Contienda de competencia. 

Sumario: Corresponde a la Junta federal el cóiioc¡iuie4Urt 
de una causa seguida por wn hecho delictuoso sucedido en 
la Facultad de Derecho de esta Capital. (En ese local el 
Gobierno Nacional tiene absoluta y exclusiva jurisdicción 1. 

Cuse, : l,o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DÉt SEÑOR PROCURADOR GKXÜRAL 

Buenos Aiíí». .julio la di tMt 

Suprema Corte: 

En el interior del edificio que en esta Capital ocupa la 
1 acuitad fie Derecho y Ciencias Sociales se produjo el 4 de 
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tiKt>*t del corricnie año un incidente entre las personas del ser- 
vicio de la misma. Pablo l>elgado y Juan Victoriano Serrano, 
resuJiando lesionado el primero de los nombrados. 

instruido el correspondiente sumario |xir el Juez Corree- 
' i"iial ha sido requerida su inhibitoria en el mismo por el Juez 
Federal en razón de conceptuar éste eme el conocimiento de 
la causa es de competencia de la Justicia Pederá 1 atento lo dis- 
puesto por el artículo 3.*, inciso 4* de la ley 48 sobre juris- 
dieción y competencia de los tribunales nacionales. 

Como el Juez Correccional lia insistido en mantener su 
competencia, el Juez Federal eleva a V. E. esta cuestión ju- 
risdiccional para que sea resuelta i»or la Corte Suprema i An. 
9 de la ley 4055). 

Adhiero a la resolución del Juez Federal porque ella está 
fundada en disjwsiciones expresas de la ley y en la doctrina 
uniforme de V, K. 

Kn efecto, "los crímenes de toda esjiecic que se cometen 
en lugares donde el Gobierno Nacional tenga absoluta v ex- 
clusiva jurisdicción, serán juzgados por los Jueces de Sección", 
dice el inciso 4." del artículo de la ley 48 aludida. 

La disposición legal citada es clara y categórica y rio ad- 
mite, en mi opinión, la interpretación que le ha dado el Juez 
Correccional. 

Ivs indudable, por otra parte, que en la Facultad de !>e- 
rechp, como rama de la Universidad Xacionaí, el Gobierno Fe- 
deral ejercita jurisdicción propia, absoluta y exclusiva, como la 
»|iie tiene sobre las demás Universidades que. en las Provin- 
cias, funcionan lo misino que la de Buenos Aires. bajo el régi- 
men de la ley t|Q7 y posteriores. 

Esta es también la doctrina invariable de esta Corte Su- 
prema ('Tomo 132, página 226 y otros). 

Por lo expuesto soy de opinión que la presente contienda 
debe resolverse a favor de la competencia de la Justicia Fe- 
deral . 

Horacio /f. Larreta. 
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Butnoi Airea; julio ?8 de m* 

Autos y Vistos: Considerando: 

CJue con arreglo a lo dispuesto en el artículo inciso 4." 
de la ley número 48 y 23 inciso 4." del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal corresponde a los jueces de Sección el co- 
nocí miento y decisión de las causas por delitos de toda espe- 
cie que se cometan en lugares donde el Gobierno Nacional ten- 
ga absoluta y exclusiva jurisdicción. 

Que en las mencionadas disposiciones se encuentra cotil- 
prendido el hecho delictuoso sucedido en la Facultad de De- 
recho de esta ciudad que lia dado motivo a ta presente con- 
tienda, pues dentro del local de aquella el Gobierno Nacional 
tiene absoluta y exclusiva jurisdicción. 

Por ello y conforme a lo expuesto y pedido por el Señor 
Procurador General se declara que el conocimiento de esta cau- 
sa corres|»onde al Señor Juez Federal, Remítansele los autos 
avisándose a la Cámara de Apelaciones y al Señor Juez en lo 
Correccional de la Capital, en la forma de estilo. 

A. Bkkmiíjo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
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¡hm f*cdro D'Elut contra don Antonio Httcspc, sobre Paya tic 
aJqwUres. 

Sumario : t.* Procede el recurso extraordinario de] artículo 14. 
ley 48, contra una decisión de última instancia dentru de la 
jurisdicción local. c[uc declara que la aplicación de la ley 
ir. 156, artículo inciso d), impugnada como inconsti- 
tucional, es repugnante a la garantía del artículo 17 de la 
Constitución Nacional. 

2." La doctrina del fallo de la Corte Suprema, publicada 
en el tomo 137, página 47. es aplicable ál caso sttb lite, en 
que se trata de una sublocación de término definido, ]«ao- 
íada con anterioridad a la sanción de la mencionada ley. 

Caso: Lo' explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA OE 2." INSTANCIA 

M«nOoM, Julio 11 de I5S» 

Vistos : 

Los autos llamados a fs. 119 vía., para resolver el presen- 
te juicio iniciado por don Pedro D'Elía sobre pago por consig- 
nación remitido a 2." Instancia a fs. 88 celebrada la vista de la 
causa a fs. 89. el demandan t pide la revocación de la senten- 
cia, el actor su confirmación. 

Considerando : 

1." Kl recurso de nulidad no ha sido fundado, y no se ad- 
viene ni en el trámite ni en ta sentencia omisión que pueda 
dar margen a la anulación del procedimiento ni de la senten- 
cia. 
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2. ü En cuanto al de apelación y en lo referente a la cons- 
ttfucionaltdad ile la ley N. rt ti. 157 la sentencia del a q»o, debe 
ser revocada en cuanto no admite esa defensa opuesta por 
Huespc por cuanto como el suscripto ya lo ha resuelto de 
acuerdo a la jurisprudencia de la Excma. Corte Nacional, í« 
re Horta v. Harquindeguy, "Gaceta del Foro", 25 de agosto 
de 1922, el art. 1." de esa ley es incompatible con el art. 17 
de la Constitución Nacional cuando media contrato escrito an- 
terior a la misma; me refiero a lo ya dicho en esa sentencia 
que puede verse en "Gaceta del Foro", 30 de mayo del co- 
rriente año. 

3. " Pasando a la argumentación del señor P'Elía en la par- 
te que invoca en apoyo de su derecho la prescripción del in- 
ciso di artículo i." de la ley X. u l f t*r|6 que dice: "Kn los sub- 
arriendos de las propiedades a que se refiere el primer apar- 
tado del art. 1507, será nula toda convención que importe ele- 
var en más de un veinte por ciento el precio del sub-arriendo o 
los sub-arriendos en conjunto sobre el alquiler originario". 
Cabe hacer notar que la Corte Nacional reconoce validez al 
art. i.° de la ley 11.157. en cuanto podría afectar a locaciones 
sin término, en las cuales no se vulneraba el principio de la 
inviolabilidad de la propiedad, porque no siendo de cumpli- 
miento cxigible en el futuro no habrían incorporado al patri- 
monio del locador derecho alguno que pudiere resultar per- 
judicado por la aplicación de la nueva ley. 

4. En el sub jndice las partes "se hallan cínculadas por 
1111 Contrato de término definido celebrado con anterioridad a la 
promulgación de la ley cuestionada, y ja aplicación ele ésta tiene 
por consecuencia disminuir el derecho contractual del locador, 
pues la sentencia traída n revisión declara cumplidas las obliga- 
ciones del locatario mediante ~1 pago de un precio inferior al es- 
tipulado. Ni el legislador ni el Juez pueden en virtud de una 
ley nueva o de su interpretación arrebatar o alterar un dere- 
cho patrimonial adquirido al amparo de la legislación ante- 
rior", 
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$,° Al celebrar e! contrato, Hufspe. con arreglo a la lev 
en vigor, "que no limitaba el precio del alquiler, el locador se 
ha asegurado lícitamente, el derecho de exigir el precio con- 
venido durante todo el plazo de la locación, Kse derecho ha- 
bía sido definitivamente adquirido por él. antes de sancionar- 
le la ley impugnada. Era un bien incori>orado a su patrimonio 
independiente de la propiedad arrendada, susceptible de ser ce- 
dido o negociado. F.n una palabra era un^propiedad en el 
sentido de la Constitución. 

6." Como vemos, dentro de estos conceptos que inspiran 
el fallo de la Corle y que surgen de los párrafos t rauscriptos 
de su sentencia, no es dudoso llegar a la conclusión de que el 
art. inciso d) de la ley 11.156 en cnanto prohibe al locador 
elevar cu más de un 20 o' o el precio del sub-arriendo sobre el 
alquiler originario, es incompatible con el art. 17 de la Cons- 
titución Nacional. 

Cuando esa cláusula por ]¡i cual üe aumenta el suh-arrícn- 
do es celebrada en contrato escrito anterior a Id misma, por- 
que la misma Corte dice: Desde el momento que la aplicación 
de la ley dé por resultado una privación de propiedad, su vali- 
dez ya no es cuestión de grado. 

Sea jw>co o mucho aquello que se quita al propietario por 
acción de la ley. ya no es posible conciliar a ésta con el arí. 
17 de la Constitución que ampara la propiedad contra los ac- 
tos de los particulares y contra la acción de los poderes pú- 
blit-us; que protege todo aquello que forma el patrimonio fiel 
habitante de la Nación, trátese de derechos reales o perso- 
nales, de bienes materiales o inmateriales, que todo eso es pro- 
piedad a los efectos de la garantía constitucional. 

7.<\ "El acto de privar al locador de una parte del al- 
quiler que tiene derecho a exigir con arreglo al contrato ¡ja- 
ra beneficiar c%tr ello al locatario, constituye una violación tan 
grave de esa misma garantía, como lo que resulta del hecho 
de despojar al propietario de una fracción del inmueble arren- 
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dado para donarlo al inquilino". Repito que ante estos prin- 
cipios que sostiene la alta Corte, el inciso d) del art. i.° de la 
ley N." 11.156 es incompatible con el art. 17 de la Constitu- 
ción mediando contrato escrito anterior a la misma. 

8.* No encuentro fundada la distinción que quiere hacer- 
se en el escrito de fs. 104 entre la situación de los propieta- 
rios y la de los sub-beadores. a los efectos de demostrar que 
la sentencia de la Corte referente al art. i.° de la ley 11.157 
es inaplicable al caso del inciso d), ley 11.156. 151 art. ti* de 
la ley 11.157 ™ distingue entre propietarios y locadores o sub- 
locadores ni creo tampoco ante los términos claros y precisos, 
de la sentencia de la Corte cuyos párrafos se transcriben en 
tos considerandos anteriores, que pueda decirse que lo que la 
Corte ha querido amparar es sólo tos derechos emanados del 
dominio del inmueble y no los que tambiún emanan del con- 
trato de locación. En la sentencia se dice expresamente "dis- 
minuir el derecho contractual del locador". Era un bien in- 
corporado a su patrimonio independientemente de la propie- 
dad arrendada, susceptible de ser cedido o negociado. 

La sentencia del Inferior debe en consecuencia, ser re- 
vocada declarándose insuficientes las consignaciones. 

En lo referente a las costas. Si bien el suscripto en otras 
ocasiones las declara a cargo det vencido ante la norma del 
art. 760, Código Civil» teniendo en cuenta Ja jurisprudencia 
reciente de los Tribunales de la Capital Cámara Civil 1 ■, 
"Gaceta del Foro", julio 9 de 192,3, como asimismo el hecho 
de que se trata de ta aplicación de leves nueva? hoy las declara 
en el orden causado. 

Por cito se revoca ia sentencia apelada declarándose qúe 
el art. i.° de la ley 11.157 y el inciso d) del art. i. u de la ley 
1 1.156 son incompatibles con el art. 17 de la Constitución Na- 
cional cuando media contrato escrito anterior a tas citadas le- 
yes. Pagúense las costas en et orden causado. — Carlas A, 
Reynals. 



116 



FALLOS Di: LA CORTE SUPREMA 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CENE-AL 

Bueno» Atr«t, Octubre £9 de 1023 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de Paz, sección Oeste de la ciudad de 
Mendoza don Pedro D'Elia demandó a don Antonio Huespe 
sobre pago de alquileres ]*>r consignación. 

D'Elia había firmado con Huespe un contrato de sub-lo- 
cación de un inmueble de propiedad de don Angclino Arenas 
contrato que el sub-inquilino D'Elia se negó a cumplir, en 
cuanto al monto del alquiler convenido, amparándose en lo dis- 
puesta por el inc. rt) art. r." de la ley (1.156 y ourelativni« 
de la ley 11.157. 

El demandado impugnó la validez de dichas disposicio- 
nes como corrtr;t rias a la garantía que acuerda la Constitu- 
ción de ta Nación en su art. 17, Sostuvo que existiendo de por 
medio un contrato escrito no podían aquellas ser aplicadas. 

El Juez de Paz declaró procedente la consignación pero 
el de 1 * Instancia, como Tribunal de apelación, la ha rechaza- 
do declarando que en el caso de autos es incompatible el art. 
l.V mc d) de la ley 11.156 con el art. 17 de la Constitución 
Nacional ya que la existencia de un contrato escrito ha crea- 
do derechos que no pueden ser alterados, por ta ley posterior 
citada. 

El actor D'EÜa interpuso recurso extraordinario de ape- 
lación para ante V, E. el que le fué concedido y procede de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48 (S. C. N., 
t. 138. P- 56- 

En cnanto al fondo del asunto el Juez se ha limitado a 
aplicar la doctrina de esla Corte Suprema sostenida en la cau- 
sa que se registra en el tomo 137, pág. 67. Entiendo que las 
garantías que acuerda ta Constitución relativas a la inviola- 
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biltdad de la propiedad, amparan lanío en el caso de la loca- 
ción (art de la ley 11.157), como en el de la sub-locación 
a que se refiere el inc. d) de) art. 1 • de la ley N.° 11. 156. 

De acuerdo con ello, soy de opinión que corresponde con- 
firmar la sentencia apelada en la parte que ha podido ser ma- 
teria del recurso. 

Horacio R. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

' Buenos Airts, Julio 2* 4e 19Ü 

Vistos y Considerando : 

En el caso se ha cuestionado la validez del artículo 
inciso d) de la ley 11,156 aplicado a una sub-locación de tér- 
mino definido, pactada con anterioridad a la sanción de la 
mencionada ley. sosteniéndose que ello es incompatible con la 
garantía de inviolabilidad de Ta propiedad consagrada por el 
artículo 17 de la Constitución. La decisión de última instan- 
cia dentro de la jurisdicción local ha declarado que la apli- 
cación de la ley impugnada, en las condiciones expuestas, et 
repugnante a la cláusula fundamental invocada y, en conse- 
cuencia, el recurso extraordinario para ante cata Corte se en- 
cuentra autorizado por el artículo 14, inciso 1 * de la ley nú- 
mero 48. 

En sentencia pronunciada en el caso "Horta "versus" 
Harguindeguy" (Fallos, tomo ij 7 , página 47), esta Corte ha 
establecido que la aplicación del artículo i.° de la ley 11.157 a 
una locación por tiempo determinado que se hubiera celebra- 
do antes de estar en vigor dicha ley y de la que resultare una 
disminución del derecho del locador, sería inconstitucional, 
porque despojaría a este último de una parte del alquiler esti- 
pulado, va que el derecho a exigirla en toda su integridad ha- 
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bría ingresado definitivamente a su patrimonio, constituyen- 
do asi una propiedad en el sentido de la Constitución y por lo 
tanto amparada por todas las garantías que aseguran la invio- 
labilidad de esc derecho. 

Las consideraciones de que hizo mérito la Corte en el 
mencionado fallo en relación con la ley 11,157, son rigurosa- 
mente aplicables a !a especie sub lite, en la que se ha cuestio- 
nado una disposición de la ley 11.156 que declara nula toda 
convención que ñni>orie elevar en más de un veinte por cien- 
to el precio del sub-arriendo o los sub-a mendos en conjunto 
sobre el alquiler originario. La aplicación de este precepto 
legal a un contrato como el que vincula a las partes litigantes, 
tlaría por resultado alterar el derecho que el sub-Iocador ad- 
quirió definitivamente en virtud del contrato respectivo y que 
incorporó ,1 su patrimonio como una propiedad antes de dic- 
ta r se la ley regir? mentaría del precio de los sub-arriendos, sien- 
do por lo tanto inconciliable con el articulo 17 de la Consrtí ili- 
ción que amanara todo aquello que forma el patrimonio de 
los habitantes de la Nación, trátese de derechos reales o de de- 
rechos personales, de bienes materiales o inmateriales, que 
todo eso es propiedad a fas efectos de la garantía constitucio- 
nal. "La palabra propiedad empleada en la enmienda XIV, ha 
" dicho la Suprema Corle de los Estados Unidos, compren* 
" de todos los intereses aprcciables que un hombre pueda po- 
" seer fuera de sí mismo. Fuera de su vida y de su injertad'' 
(Per Bradley y Camplu-ll "versus" Holt, 115 L\ S. 620; Fa 
líos, tomo 137, página 

Respecto al argumento de que en el caso el sub-locador 
se ha valido de la situación excepcional del negocio de locación 
de inmuebles para imponer al recurrente un precio excesivo, 
son aplicables las siguientes consideraciones expuestas por es- 
ta Curte en el fallo precedentemente citado de Hurta vestís 
Ilarguindeguy : "Es posible que en alguno o en muchos de los 
" céntralos que la lev 11.157 encontró ya formado*, el monto 
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" del alquiler estipulado respondiese a la situación extraordi- 
" nariamenie ptivilegiada en que se habían encontrarlo los pro- 
" pietarios para imponer precios exagerado. 1 ?, es decir, que fuc- 
'* sen el resultado de la opresión económica ejercida sobre los 
" inquilinos de que se hizo mención en los fallos anteriores de 
" esta Corte, Ese antecedente no habilita, sin embargo, al le- 
" gisladov para alterar dichos contratos, lia podido invocar 
" la situación apuntada, llegando con la fijación del máximo 
1 del alquiler hasta un limite en que el poder de policía no 
" puede justificarse sinó como reglamentación transitoria y a 
'* mérito de circunstancias cxcepcionalmcntc anormales, pero 

un ha podido legislar el pasado, anulando o alterando con- 
" tratos existentes, porque es soto a la justicia a la que inenm- 

be pronunciarse sobre la validez y eficacia de esos actos y 
" juzgar de las causas que hayan viciado c! libre consentimien- 

to de las parles. Unicamente así se respecta el principio fun- 
" damental de que nadie puede ser privado de su propiedad sl- 
" nó en virtud de sentencia fundada en ley..." íl ? ;:1Ios, tomo 
137. página 47). 

I'or cito y reproduciendo l<*s otros fundamentos del pre- 
citado fallo, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General se confirma la sentencia apelada en cuan- 
to h;i sitio materia del recurrí extraordinario. Molifiqúese v 
repuesto el papel, devuélvanse. 

J. Kie.rM-mu Alcorta. — R\Mmn 
Méndez, 

Difidencia de ju túfame i\tthf. \. Hkrmkjh. 

DISIDENCIA 

Por los fundamentos del voto consignado en la causa que 
se cita, Horta contra Harguindeguy, tomo 137, página 47 de 
los fallos de esta Corte, se confirma la sentencia en la parte 
fjiie ha sido materia del recurso. Molifiqúese y repuesto el |«- 
pel. devuélvanse. 

A. Bermejo. 
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Sociedad Anón'mui Azucarera .-Injciifina contra ¡a Prmñnña de 
Tnaimún, sobre devolución de sumas de dinero. 

Sumario; r." Kl caso contencioso administrativo se produce 
cuando hay denegación de un derecho administrativo y re- 
<]iutí miento de esc derecho ante la Corte provincial por 
vía de juicio pleno, y las gest iones ante la autoridad ad- 
ministrativa equivalentes, en realidad, a las extrajudicia- 
lrs hechas por los i articulares antes de someter sus con- 
troversias a los tribunales, no suponen prórroga de juris- 
dicción, no importan juicio, ni la pérdida del derecho de 
acudir a la autoridad competente para reclamar las rc|>a- 
raciones debidas. 

2. n Tratándose de una causa civil seguida contra una 
provincia por una sociedad anónima domiciliada en esta 
Capital y <|ue no ha prorrogado la jurisdicción de los tri- 
bunales locales, procede cí fuero originario de la Corte 
Suprema. 

,1. a Reconocidas la legitimidad y monto de la suma de- 
mandada, no es posible aceptar como fundamento legal de 
la falta de pago la excusa de que la legislatura no arbitró 
les fondos necesarios. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



niCTAMKN l»Kt, SKÍOR l'Ri (CURADOR GENERAL 

Baño» Aires, Octubre Sií d« 1S88 

Suprema Corte: 

La Sociedad Anónima Azucarera A rgentina demandó an- 
te V, F. a la Provincia de Tucumán por cobro de la suma de 
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S 120. 152.94 ctvs. mfn. que dijo le adeudaba según reconoci- 
miento expreso contenido en un decreto dictado por el P. E. 
de la misma con motivo de una reclamación que interpuso an- 
te dicho Poder. 

La Provincia de Tucumán contestó la demanda alegando 
la tncomj)Ctenc¡a de esta Corte Suprema para conocer origi- 
nariamente en la causa en razón, dijo, de corresponder su tra- 
mitación a la jurisdicción administrativa de la misma Pro- 
vincia . 

■ • 

Sostuvo que la suma que se reclamaba tenía por origen un 
pago de impuestos cuya devolución se había ordenado admi- 
nistrativamente, lo que importaba ser materia det litigio la fa- 
cultad que tienen las Provincias de dictar y aplicar sus pro- 
pias leyes impositivas, facultad ésta, que no podía ser sometida 
a revisión por V. E. mientras no se tratase de una cuestión 
constitucional. 

En cuanto al fondo del asunto, reconoció la validez del 
decreto que sirve de base a la demanda y la obligación que por 
él se impuso la Provincia de saldar su deuda. Pero sostuvo 
que la fecha para el cumplimiento de la obligación no había 
quedado expresamente determinada sinó que, por el contra- 
rio, ella dependía de una condición, a saber, que el P. E, se 
hiciera de fondos para cumplir su compromiso. 

Aparte de que en la presente causa no^ftiste controversia 
alguna, como se dice, sobre la validez de las leyes impositivas 
desde e) punto de vista de la legislación nacional o local, cons- 
ta de autos que sólo se persigue el cobro de una suma de di- 
nero, deuda reconocida por un decreto del Gobierno provin- 
cial y por el propio apoderado de la Provincia, en este expe- 
diente, según se ha visto. 

Ello indica que la presente es una causa civil entre una 
Provincia y un vecino de otra, en ta (pica V. E. corresponde 
conocer originariamente atento lo dispuesto por el articulo 101 
de la Constitución Nacional y artículo 1 inciso IV a de la ley 
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48 soba* jurisdicción y eoni|>etcm-ia de bis Tribunales na- 
cionales . 

Se ttata de una causa regida por éa derecho común en l;t 
que la Provincia es demandada cuino persona jurídica, no co- 
mo poder, y en la que no aparece cuuíprometido ni discutido 
principio alguno tle derecho público o administrativo, 

Esla es la doctrina adoptada por esta Corte Suprema rn 
numerosos fallos (tomo i}(>, página 67 y otros). 

Poco importa, a los fines de la jurisdicción, que la obli- 
gación cuyo cumplimiento se demanda no esté contenida en 
un documento comercial, como se sostiene, si ella aparece re- 
conocida en un expediente administrativo, traído como prueba 
|K)r ambas partes, terminado por un decreto oficial ( ís. _»j 1 
«pie ordena el pago de la suma de dinero que se reclama. 

Lo expuesto me induce a sostener que 'a presente causa 
corresponde al conocimiento de esta Corle Suprema en ins- 
tancia originaria. 

Horado R. Larrchu 



FALLO DE LA CORTIv SUPREMA 

Bueno! Aites, Julio 99 de I9N 

Y Visto»: 

Les seguidos por la Sociedad Anónima Azucarera Argen- 
tina contra la Provincia de Tucumáii ix>r devolución de su- 
mas de dinero, de los que resulta: 

Que n fojas 19 y con los documentos precedentemente 
agregados, el representante de la sociedad referida entabla su 
demanda exj>ontendo en lo substancial: que exonerados por ley 
de la provincia del pago de impuestos los productos de fabri- 
cación provincial cuando se exporta fuera del país, la socie- 
dad actora reclamó administrativamente del Gobierno de Tu- 
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cumátl el reconocimiento tic esc derecho, por haber exporta- 
do azúcar dentro de los términos y condiciones de la ley. 

f)tte atendido dicho reclamo y aprobada la liquidación 
respectiva correspondiente al impuesto de un centavo moneda 
nacional por kilogramo con que grava al azúcar la ley de pa- 
tentes, asi como el impuesto adicional de medio centavo por 
kilogramo sobre las cantidades exportadas y que habían sido 
oportuna. neme pagados por el actor, arrojó dicha liquidación a 
favor de éste la suma de ciento veinte mil ciarlo cincuenta y 
dos pesos noventa y cuatro centavos moneda nacTonal. canti- 
dad de la que el Gobierno de Tucuinán se ha reconocido deu- 
dor por un decreto, pero que no devuelve, dando como excusa 
que la Legislatura no ha arbitrado los fondos necesarios. 

Que en tales condiciones, queda librado a la voluntad del 
poder público el cumplimiento de las leyes que crean derechos 
a favor de los particulares, lo que es tan injusto como es ju- 
rídicamente absurdo dejar al arbitrio de una de las partes el 
cumplimiento de las obligaciones enumeradas de un contrato 
o de una ley, siendo por lo demás, indiferente en el caso para 
la sociedad demandante los medios de (pie se haya de valer el 
Gobierno para hacerse de fondos, pues la demandada se ha 
obligado en su carácter de ]>ersona jurídica, y en consecuencia 
pídc (píe la Provincia de Tucumán sea condenada al pago de 
la suma de ciento veinte mü ciento cincuenta y dos pesos con 
noventa y cuatro centavos moneda nacional, los accesorios de 
ley y las costas del juicio. 

Que acreditada en cuanto hubiera lugar la jurisdicción 
originaria de esta Corte, y corrido traslado de la demanda, el 
representante de la provincia acepta la legitimidad del cobro 
que se demanda en cuanto a la cantidad fijada, pero no a la 
cxigtbilidad que se pretende, pues en el decreto que invoca la 
sociedad actora y que ésta acqjtó en todas sus partes se esta- 
bleció que el expediente se reservaría "hasta tanto se arbitra- 
ran los fondos solicitados a la Honorable Legislatura". 
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Que establecido que representantes de la Azucarera 
Argentina siguieron trámites afluí inistrati vos sobre este mismo 
UMinto, no pueden ahora Reunir :i la justicia federal, y si só- 
lo, como una prolongación de aquéllos trámites, continuarlos 
ante !a Suprema Corte de la Provincia que tiene jurisdicción 
para conocer de tas denegaciones de carácter administrativo 
que hiciere el Poder Ejecutivo como tribunal (le esc orden 
instituido por la legislación procesal de aquel Estado, y en tal 
virtud, articula como defensa general la incompetencia de ju- 
risdicción de esta Corte, para entender en el presente juicio 
pues corrcsi»unde a la jurisdicción administrativa de la Pro- 
vincia de Tucumán. 

Qnc en el stib judvee se trata de la facultad impositiva 
que tienen las provincias |>ara gravar los productos de su sue- 
lo, facultad correlativa de la de exceptuar de impuestos, pero 
a condición de que ambas facultades se desenvuelvan dentro 
de los organismos institucionales locales, siendo elemental que 
-i !<is gobiernos de provincia deben acudir a sus jueces pro- 
pios para el cobro compulsivo de los impuestos, la devolución 
de los mismos debe también gestionarse de acuerdo con di- 
chas leyes, toda vez que la facultad de establecer impuestos 
por las provincias importa un acto de soberanía respecto del 
cual nada tiene que hacer la Constitución Nacional, ni las le- 
yes de ese carácter» ni la justicia nacional, según en concepto 
del demandado lo ha establecido la jurisprudencia de esta Cor- 
te Suprema , 

Que por lo demás, considerada la situación del punto de 
vista de los derechos y obligaciones que pueden derivar para 
las partes del decreto de 2$ de marzo de 1917, la exigíbilidad 
fie la obligación emergente de dicho decreto está subordinada 
a la condición de que la Honorable Legislatura de la Provin- 
cia dicte la ley arbitrando los recursos para abonar el crédito 
reconocido, circunstancia en que recién se habrá hecho exi- 
gióle la obligación y se podrá accionar por el cobro de su im- 
porte. 
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Que por las consideraciones aducirlo 3 pide se declare la 
incompetencia de jurisdicción de este tribuna), y en todo caso 
et rechazo de la acción deducida, con costas. 

Que recibida la causa a prueba (fojas 43), y producida 
la que expresa el certificado de fojas 72, se presentaron los 
alegatos de fojas 75 y 83 y con el dictamen de fojas 87 se lla- 
mó autos para definitiva, (fojas 88). 

Y considerando en cuanto a la incompetencia de juris- 
dicción opuesta: 

Que el representante de la provincia funda la referida de- 
fensa en las constancias del expediente administrativo agre- 
gado como prueba y en el que consta la reclamación que prac- 
ticara la sociedad actora ante el Gobierno de la provincia has- 
la obtener el reconocí miento de su crédito, — lo que importa en 
concepto de la demandada que aquella optó por la vía admi- 
nistrativa provincial y agotó allí los trámites del caso, perdien- 
do en consecuencia el derecho al fuero originario de esta Corte. 

Qué de los antecedentes invocados no aparece que se ba- 
ya intentado y seguido la demanda o juicio contencioso a que 
se alude y que habría determinado la radicación de la causa 
ante aquellos tribunales — como ocurrió en el caso entre las 
mismas partes fallado por esta Corte el 30 de mayo próximo 
pasado, — sino una simple gestión ante el Poder Ejecutivo que 
fué acogida y resuelta por éste en sentido favorable sin con- 
troversia o contienda alguna y sin que ello diera margen a la 
transacción que se menciona. 

Que decidiendo cuestiones análogas, esta Corte ha decla- 
rado que el caso contencioso administrativo se produce cuan- 
do hay denegación de un derecho administrativo y requeri- 
miento de ese derecho ante la Corte provincial por vía de jui- 
cio pleno; y que las gestiones ante la autoridad administrativa 
equivalentes en realidad a las extra judiciales hechas por los 
particulares antes de someter sus controversias a los tribuna- 
les, no suponen prórroga de jurisdicción, no importan juicio, 
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ni la pérdida del derecho de acudir a la autoridad competente 
para reclamar las reparaciones debida* (Fallos, Tomo 135, pá- 
gina 379; tomo 138, página 348, entre otros). 

Que asi dilucidada la cuestión propuesta del punto de vis- 
ta de los antecedentes relacionados, no corresponde examinar 
Ta argumentación derivada de la soberanía atribuida a las pro- 
vincias para establecer impuestos y percibirlos «oda vez que ni 
en el hecho ni en la doctrina se han impugnado o controver- 
tido en el caso las facultades aludidas en relación con las leyes 
impositivas de referencia. Tratándose pues, de una cansa ci- 
vil seguida contra nna provincia por una sociedad anónima do- 
miciliada en esta Capital y que no lia prorrogado la jurisdic- 
ción de los tribunales locales, procede el fuero originario de es- 
ta Corte Suprema, y así se declara, de acuerdo con el dictamen 
del señor Procurador («enera]. 

Que respecto al fondo de la cuestión, ésta aparece re- 
suella de conformidad de parles en cuanto a la legitimidad y 
al monto de la suma demandada, la que ha sido reconocida por 
la provincia y por su representante legal en este juicio ( Ex- 
pediente administrativo fojas 23 y fojas 36 vuelta de autos), 
limitándose Ta divergencia a la exigí bitidwl del pago que la ac- 
tor,! persigue de inmediato y que la demandada pretende dife- 
rir hasta tanto la Legislatura provea I09 fondos necesarios al 
* efecto. 

Que no es posible aceptar como fundamento legal de la 
falta de pago la excusa de que la Legislatura no arbitra los 
fondos necesarios, pues en tal caso el incumplimiento de la 
obligación quedaría librado a la voluntad del deudor. La ju- 
risprudencia de esta Corte tiene al respecto establecido que con 
arreglo a los artículos 32, inciso 2 y 42 del Código Civil, las 
provincias son personas jurídicas de existencia necesaria que 
[meden ser demandadas y hacerse ejecución en sus bienes, es- 
tando el cumplimiento de sus obligaciones civiles o comercia- 
les regido por los respectivos códigos que Ita dictado el Con- 
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greso, los fiue no pueden ser alterados por las provincias; y 
si las leyes locales pueden imponer reglas n la* autoridades t\c 
una provincia para ta inversión dé sus rentas, esas reglas no 
pueden significar la derogación de las que contienen los Có- 
digos dictados por el Condeso respecto a ta fonna y medios 
de perseguir el pago de las deudas (Constitución, artículo %%, 
inciso ii y articulo 108; Fallos, Ionio 137. página 169 en- 
tre otros). 

Por estos fundamentos se declara (|uc la Provincia de 
Tueumán debe abonar en el término de diez días la cantidad 
reclamada con sus intereses desde la notificación de la deman- 
da. Las costas se pagarán en el orden causadas atenta la na- 
turaleza de la cuestión resuelta. Notifíuucse y repuesto el pa- 
jjel archívese. 

A. BiítMKjo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 



Ministerio de Marina M errante de hs listados Cuidos de Ame- 
rica contra ta Saciedad Anónima Dodera Hermanos Li- 
mitada, Por cobro de pesos, sobre jurisdicción originaria 
de ta Corte Suprema. 

Sumario:. La jurisdicción originaria de la Corte Suprema no 
se extiende a las causas entre una nación o gobiernos ex- 
tranjeros y un particular. ( lin el caso, el cobro de dinero 
por fletes marítimos no afectaba al Embajador de los Es- 
tados Unidos de Norte América* ni podía considerarse con- 
cerniente al mismo ) . 

Caso: Lo explican las piezas siguiente!*: 
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i»rt T.\Mi:\ mt t si;ñor p«ocuh ; \doh cEnbhal 

Bueioi Aire*, tulló 21 de IHC4 

Suprema Corte- 
ra United States Shipping Board, demanda ante V. E. 
a la Sociedad Anónima Dodero Hermanos Limitada por co- 
bro de pesos provenientes de diferencia en la liquidación de 
comisiones sobre fletes marítimos, que los demandados conse- 
guían para buques de la actora. 

invocando el artículo i de la ley 48 y lo dispuesto en las 
cláusulas 100 y 101 de ta Constitución Nacional, somete la 
parte demandante este litigio a conocimiento de la Corte Su- 
prema en instancia originaria. 

V. E. antes de dar curso a la demanda se ha servido con- 
ferirme vista acerca de la jurisdicción aludida. 

De los términos deJ mandato acompañado, conferido por 
el Embajador Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de 
los Estados Unidos de América, así como de lo manifestado 
por et apoderado a fs. á se deduce que la actora no represen- 
ta otra cosa en esta República que los intereses económicos de 
la Marina Mercante Norteamericana, que funciona bajo la 
dependencia del Ministerio respectivo y que está destinada a 
la contratación de fletes para los barcos de la misma. 

Sil finalidad, pues, y por ende la naturaleza de sus re- 

•tnotivo del desenvolvimiento de sus 
gestiones, es netamente comercial, sometida al derecho común 
y no pueden ser dichas gestiones confundidas con las de dere- 
cho público o internacional a cargo del Agente Diplomático 
respectivo. 

La jurisdicción originaría de esta Corte Suprema para 
intervenir en la presente causa estaría justificada si en ella 
se debatieran derechos que puedan afectar la soberanía de 
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un Estado extranjero, pero nó cuando simplemente se litiga 
sobre derechos creditorios comunes. 

Ni aún el fuero federal serta invocable en estas condi- 
ciones sino se justifica que él procede por otros conceptos; 
por razón de la materia o de las personas (Nacionalidad o ve- 
cindad). S. C. N-, t. 135, página 259. 

La parte actora, llámese Estado o particular, no puede 
actuar ante los tribunales del país ni ser traída a juicio en 
otro carácter que en et de persona jurídica del derecho común, 
adquiriendo derechos o contrayendo obligaciones (Código Ci- 
vil, artículos 32, 34, 35). 

Y en tales condiciones la causa no puede ser sometida a 
conocimiento de V. E. porque la jurisdicción originaria de este 
Tribunal no comprende las causas entre particulares que invo- 
can y discuten el derecho común . 

Tal es mi dictamen. 

Horacio R. Larrcta. 



FALIjO m LA CORTE SUPREMA 

* 

Itww Airri, julio » de 1«4 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que para acreditar el fuero originario de «sta Corte en la 
presente causa se invocan los artículos 100 y 101 de ta Cons- 
titución y artículo r¿* de la ley de jurisdicción y competencia 
número 48. 

Que no se trata en el caso de un asunto concerniente al 
Señor Embajador de los Estados Unidos pues que en el man- 
dato conferido por él mismo hace constar que "en virtud de 
instrucciones recibidas de su gobierno y actuando en nombre de 
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la United States Shipping Boaríl C Ministerio fie la Marina 
Mercante cíe los Estados (.'nidos de América)", confiere po- 
der a las personas Que expresa ¡«ira que "representen al go- 
bierno de los Estados Unidos cíe América en todos los asuntos 
qu« actualmente existen pendientes o que en lo sucesivo se 
suscitaren ante los tribunales de cualquier jurisdicción sea Fe- 
deral o Provincial de* esta República" etc, en ej escrito de 
demanda contra la Sociedad Anónima Dodero Hehpüims Li- 
mitada se hace constar que ella se deduce por la Ünited Sla- 
tes Shipping Board. 

fjue el artículo 100 de la Constitución determina en ge- 
neral las causas que correspondan al conocimiento de la jus- 
ticia federal indicando para el caso las que se susciten "entre 
una provincia o sus vecinos contra un Estado o ciudadano ex- 
tranjen.". deponiéndose en el artículo mi que en las mismas 
causas, la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apela- 
ción según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso, 
y originariamente en las que taxativamente determina. 

Q\w el asunte i que motiva la demanda, o sea, el cobro de 
íijfercnéías en la liquidación de la comisión convenida por la 
l'nited States Shipping ISoard, con la Sociedad Dodero Her- 
manos. Agentes Mari timos, sobre el flete del vip*r "West Ea- 
g!e". consignado a éstos, no afecta al Embajador de aquélta 
Nación ni puede considerarse concerniente al mismo. 

Que en caso como el presente, esta Corte ha hecho cons- 
tar que la jurisprudencia nacional concordante con ¡a de otros 
tribunales «pie han aplicado disposiciones constitucionales aná- 
logas a las que nos rigen, ha establecido que la jurisdicción 
originaria de esta Corte, no se extiende a las causas entre una 
Nación 6 gobiernos extranjeros y un particular. { Fallos Imito 

página considerando 4/M. 

Por ello, lo resuelto en la causa citada y lo pedido por el 
Señor Procurador General r se declara que esta Corte carece 
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tic jurisdicción para conpeer originariamente en la presente 
causa. Notifirjuese y repuesto el papel archívese, devolviéndo- 
se al interesado el |»oder acompañado a su demanda. 

A. Bermejo. — |. Fjcuerua Ai.- 
corta. — Ramón Méndez. 



NOTAS 

Con fecha 2 de julio de 10,24 la Corte Suprema, atento 
lo dispuesto en el artículo inciso 3." de la ley 48 y articulo 
21 del Código de Procedimientos en lo Criminal, declaró co- 
rresponder a la jurisdicción originaria de la misma, el conoci- 
miento de la causa seguida contra Juan José K i lian, chati ífeur 
del Ministro de Inglaterra, por el delito de lesiones inferidas 
con el automóvil que guiaba, a don Lilias Beusal,; y de confor- 
midad con lo dispuesto en et artículo 434 «leí Código de Pro- 
cedimientos, sobreseyó definitivamente en la causa, en razón 
de resultar de las diligencias sumariales que las lesiones leves 
producidas a Bcusal. eran imputables exclusivamente a éste, 
que descendió a la calzada de improviso, a mitad de cuadra y 
llevando un bulto sobre el hombre derecho que le impedía mi- 
rar en la dirección del tráfico, y no aparecer contra el proce- 
sado indicio alguno de culpa o negligencia en el hecho inves- 
tigado. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
l*ir Antonio y Eugenio Perevra, procesados por el delito de 
homicidio, por no resultar de la queja formulada que la sen- 
tencia recurrida pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación del Paraná, hubiese sido dictada en causa por homici- 
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dio cometido en alta mar a bordo de buques nacionales o por 
piratas extranjeros, nj que la pena impuesta excediera de diez 
años de presidio o penitenciaria . Artículo 3¿ inciso 5. de la 
ley 40$$. 



En la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida 
por don José Calamia y otro, en el juicio sucesorio de clon Do- 
mingo Parodi y Astaldi, por resultar de la propia exposición 
del recurrente, que el caso había sido resuelto por interpreta- 
ción y aplicación de los Códigos Civil y de Procedimientos, es- 
to es, por disposiciones de derecho común ajenas al recurso 
extraordinario interpuesto. (Artículo 15, ley 48). 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la ijuejp deducida* 
por don Agustín Piran en autos con don Amonio Oalgano, 
sobre desalmamiento. pr>r resultar de la propia exposición del 
recurrente que se trataba de la interpretación y aplicación de 
la ley H.f§6 que es de derecho contún, y por lo tanto, el re- 
curso extraordinario era improcedente en el caso, conforme a 
lo dispuesto por la última parte del artículo 15 de la ley nú- 
mero 4**- 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por don Manuel Gazcón, hijo, en autos con doña 
Faustina Pintos, incidente sobre tutela, por desprenderse con 
evidencia de la relación de los antecedentes acompañados, que 
la resolución de que se reclamaba no era definitiva en el plei- 
to en que había sido pronunciada y que, por otra parte, se li- 
mitaba a aplicar disposiciones de carácter local extrañas al 
recurso extraordinario; a lo que se agregaba, que las disposi- 
ciones de ta Constitución Nacional que se decían invocadas en ' 
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el litigio, no regían el punto controvertido de una manera di- 
recta o inmediata, toda vez que ninguna de sus cláusula* se re- 
fiere a la composición y procedimientos de los tribunales pro- 
vinciales, ni al número de instancias en que se substanciarán 
los pleitos. 



Ku la misma fecha la Corte Supre:na de conformidad con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador General, no hizo 
lugar a la queja deducida por Tilctiterio Candía, procesado por 
el delito de homicidio, por no resultar de la queja formulada 
que la sentencia recurrida pronunciada por la Cámara Federal 
de Apelación del Paraná hubiese sido dictada en cansa por ho- 
micidio cometido en alta mar a bordo de buques nacionales q 
por piratas extranjeros, ni que la pena impuesta excediera de 
diez años de presidio o penitenciaria. Arí. 3.", inc. de Ta 
ley número 4055. 



Con fecha 4 la Corte Suprema declaró procedente el re- 
curso de revisión deducido por el procesado Avelino Martínez 
Agüero, condenado por sentencia pronunciada por la misma, a 
sufrir la pena de doce años de presidio accesorios legales y cos- 
tas, como autor del delito de homicidio perpetrado en ta per- 
sona de Juan Fernández, de conformidad con lo dispuesto en 
tas leyes penales vigentes en la época en que se cometió el he- 
cho delítuoso en razón de que el nuevo Código Penal reprime 
en su art. 79 el mismo delito, con reclusión o presión de ocho 
a veinticinco años, pena indudablemente más benigna que la 
anterior aplicada al reo; y dado que no procedía modificar los 
fundamentos del fallo pronunciado por el tribunal, puesto que 
el recurso de revisión 00 importa volver a juzgar de nuevo el 
mismo delito, sino tan sólo determinar la pena que debe im- 
ponerse al reo, y conforme con lo dispuesto en los arts. 2 y 305 
del expresado Código, resolvió sustituir la pena de presidio 
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impuesta, por la de unce anos de reclusión, la que deberá cum- 
plirse con los efectos legales determinados en el articulo 12 y 
las costas del juicio. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
del Paraná, la que a su vez. confirmó la dictada por el Juca 
Letrado del Territorio Nacional de Formnsa, que condenó a 
Jacinto Pais o García a sufrir la pena de diez y seis años y 
medio de reclusión, cómo autor del delito de homicidio en la 
persona de Amelia Matheu. el día 3 de septiembre de 1917, en 
la Capital del expresado territorio. 



Km la mi»ma fecha fue con f i imada, igualmente, la semen- 
cia pronunciada por la Cámara Federal de La Plata, la que 
confirmó; a su vez, la dictada por el Juez Letrado del Terri- 
torio N'acional del Rio N'egro, que condenó a Salomé Zapata, a 
sufrir la pena de diez y seis años de reclusión, como autor del 
debitó de homicidio perpetrado en la persona de V icente < jarri- 
do. cabo de policía, el día 30 de enero de 1921, en el paraje 
denominado "Cinco Saltos", jurisdicción de dicho territorio. 



En la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida 
por don Simón üubovay. en el juicio seguido por don Carlos 
Machain contra Teófilo Saavcdra Oro, sobre desalojo, por re- 
sultar de (a exposición del recurrente que se trataba, en el caso 
de la aplicación e interpretación de una ley de derecho común 
como es la numero 11.122, por lo que el recurso extraordina- 
rio es improcedente, conforme a lo dispuesto por el articulo 
15 de la ley 48. 
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Con fecha 7 la Corte Suprema declaró procedente el re- 
cu rso de revisión interpuesto por el procesado Lorenzo Chi- 
caguaja, condenado por sentencia pronunciada por la misma, a 
sufrir la pena de 15 años de presidio. |Kjr el delito de homi- 
cidio perpetrado en la persona de Zenón CarríKo, de conformi- 
da<l a lo dispuesto por el art. 17, Capítulo inciso del 
Código Penal vigente en la época en que se cometió el hecho, 
en razón de que el nuevo Código en su art, 79 reprime el mis- 
mo delito en forma más benigna ; y atento lo dispuesto en los 
artículos 41 y 79 del nuevo Código, y en el artículo 551. inciso 
4," del Código de Procedimientos en lo Criminal, resolvió im- 
poner al recurrente la pena de catorce años de reclusión con 
los efectos legales determinados en el artículo 12 y las costas 
del juicio. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La líala, la que confirmó, a su vez, la pronunciada por el 
Juez Letrado del Territorio Nacional de la Pampa Central, 
ípie condenó a Felipe Cisncros a sufrir la pena de doce años 
de prisión, accesorias legales y costas, como autor del delito 
de homicidio perpetrado en ta persona de Francisco Calderón, 
el día 15 de enero de 1920. en Jahuel del Monte, jurisdicción 
del expresado territorio. 



Ivn catorce del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida por don Angel Francisco Gagginí en autos con don 
Lázaro Rubertcin y otro, sobre desalojamiento, por no apare- 
cer de la exposición del recurrente, que se uubiera interpuesto 
recurso alguno para ante la Corte Suprema, que le hubiese 
sido denegado. 
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Kn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por don Severo G. del Castillo en los autos segui- 
das pop (Ion Tonino Chacón, sobre concurso necesario, por 
desprenderse de la propia exposición del recurrente, que la de- 
cisión materia de la queja, se había limitarlo a fijar ct alcan- 
ce de las disjjosiciones de la ley número 1 1.0*7 que forman 
pane integrante del Código Civil y que son por lo mismo ex- 
trañas al recurso, con arreglo al artículo 15 de la ley 48. 



lín la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida |>or don Adolfo A. Quintavalle en el juicio seguido por 
don Angel Medel contra José Grasso, sobre desalojamiento, por 
resulta de la propia exposición del recurrente que la cuestión 
de inconstitucionalidnd de las leves números n.156 y 11.157, 
lia sido planteada después de dictada la sentencia de desalojo, 
esto es, en condiciones tales que el tribunal de última instancia 
no había tenido Oportunidad" de pronunciarse sobre ella. ( Ar- 
ticulo 14 de la ley 48 ) , 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por Jaime Boix en la causa que se le sigue por infracción a la 
ley 4097, en razón de no haberse llenado las condiciones exi- 
gidas en la primera parte del artículo 15 de la ley 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por doña Virginia Rodolfo, en autos con don Cons- 
tantino Xmidis, sobre daños y perjuicios, por resultar de la 
propia exposición del recurrente, que las cuestiones del>atid,;s 
y i-csueltas en la causa, lo habían sido por interpretación y apli- 
cación del Código Civil, esto es, de disposiciones legales de 
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derecho c<unún. ajena a las que pueden determinar la proce- 
dencia del íeciirsn extraordinario interpuesto. (Articulo 15. ley 
número 48). 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por el procesado Carlos Bnroni, en razón de que la interprc: 
I ación y aplicación de los artículos 53 y 65 del Código Penal 
que se invocaban, son ajenos al recurso extraordinario para an- 
te la Corte Suprema, según lo dispuesto en el artículo 15 de la 
ley 48. 



L%n diez y ocho del misino fué modificada por la Corte 
Suprema, la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de 
Apelación del Paraná, aplicando al procesado Tomás üuartc 
o Adriano Cardoso, veinticinco años de reclusión, en vez de 
la pena de reclusión perpetua a que fué condenado por ia re- 
solución apelada, como autor del delito de homicidio perpetra- 
do en la persona de Carlos Villar, el día 22 de marzo de 192,2» 
en el paraje denominado Galdolfi, jurisdicción del Territorio 
Nacional del Chaco, y la confirmó en cuanto a la condena de 
quince años de la misma pena impuesta al procesado Francis- 
co Machuca, como instigador del expresado delito. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
Id dispuesto en el artículo 435. inciso 2. ü del Código de Pro* 
cedímieatos en lo Criminal, sobreseyó provisionalmente en la 
cansa seguida contra Félix Ernesto Martínez, imputado del 
delito de Imito al Canciller de la Legación del Japón, en razón 
de ser insuficientes los elementos de juicio acumulados para 
determinar a los autores del hecho materia del sumario. 
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En veintiuno del pífenlo n«> >e hiio ltjgfar a ta queja dedu- 
cida por dun Francisco Comas, en amos con don Mor;; ió í.. 
Carbonell, sobre de^lqjíimientoi gor resultar de Ja propia ex- 
[j >k-mn del recurrente que el Juez a (¡no se había limitado a 
declarar inapelable la sentencia dictada por el Juez ele Paz de 
la Capital, aplicando al efecto, disposiciones de leyes procésa- 
le?, ipie riü fueron impugnadas eotrio contrarias a la Constítu- 
ciún. mi [Midiendo, por | tanto, motivar el recurso extraordi- 
nario para ante la Corte Suprema, con arreglo a io rcilerada- 
tnenie resuelto. Al pedido di- reposición formulado por el re- 
currente, el tribunal, pur los fundamentos qué preceden y te- 
niendn en cuenta, además, tjüe pava la procedencia del recurso 
extraordinario es indispensable (pie la cuestión federal haya si- 
do p'amcada en el pleito, es decir, en un estado del procedi- 
miento i¡ue permita <juc ella sea exa uinada y resuelta por la 
justicia local, — lo que no ocurría en el caso. — ordenó se es- 
tuviere a io u-MicIt.', i 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja interpuesta 
por doña Serafina Pal mi er i de Palma, en autos con doña Ma- 
ría Estber Miguens, sobre desalojamiento, a mérito de no ha- 
liersc llenado los requisitos (pie prescribe la primera parte del 
articulo 15 de la ley 48. 



Con fecha 23 de julio fué confirmada por la Corle Supre- 
ma, la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación de La Plata, la que a su vez. confirmó la dictada por el 
Juez Iletrado del Territorio Nacional de la Pampa Central que 
condenó al procesado Héctor Vargas a sufrir la pena de doce 
años de prisión, accesorias legales y costas, como autor del de- 
lito de visación perpetrado en la persona de la menor Magda- 
tena Itntiaglia, el 11 de abril de 1 92 1, en el pueblo de Sarah, ju- 
risdicción de dicho territorio. 
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En la misma fecha fué con firmada por la Corte Supre- 
ma ]a sentencia, pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación fiel Paraná que con firmó a su vez, la dictada j)ot el Juez 
Letrado del Territorio Nacional de Misiones, que condenó a 
Luis Sánchez a sufrir la pena de veinte años de reclusión, im- 
poniéndosele como accesorio ta de reclusión por tiempo indeter- 
minado por traatrse de un reine i dente, art, 52, inc. 1.* del Có- 
digo Penal, como autor del delito de homicidio perpetrado en 
la persona de José o Manuel Dávalos o Avalos, el día 30 de 
junio dé 1921, cu la Capital del expresado territorio. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, la que confirmó, a su vez, la dictada por el Juez 
Letrado de la Pampa Central, que condenó a Ramón Luciano 
Hamos a sufrir la pena de doce años de prisión, accesorias le- 
gales y costas, como autor del delito de homicidio perpetrado en 
la persona de Angel Peluffo, el día 23 de marzo de 1922, en 
SimpsOn, jurisdicción de dicho territorio. 



Con fecha veintiocho la Corte Suprema ordenó se estu- 
viera a lo resucito (véase nota de fecha catorce), en la queja 
deducida por el procesado Carlos líaroni. en razón de que el 
ardimiento de haber transcurrido más de diez años desde la 
última condena, constituye un punto dé hecho ajeno al recurso 
de puro derecho federal autorizado por el artículo 14 de la 
ley 4S. 



En treinta del mismo se declaró no haber a la queja dedu- 
cida por don Alfredo Lanziliotta, en autos con doña María 
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Carmen Arcardini y otros, sobre desalojamiento, en razón de 
no ajiarecer de la exposición de] recurrente, que le hubiera si- 
tio denegado recurso alguno para ante la Corte Suprema; agre- 
gándose además» que en el caso, sólo aparecían planteadas y 
resueltas cuestiones de hecho y de derecho común, ajenas al 
recurso extraordinario, conforme a lo dispuesto en los artícu- 
los 14 y 15 de la ley número 48, y a la reiteradamente resuelto. 



Don Juan G, Bhmch, contra don José R. Saveira, sobre con- 
signación. 

Su nutrió: 1.* No puede reverse en la instancia extraordinaria 
del artículo 14, ley 48, la decisión de ta justicia local por 
la que se declara la inexistencia del contrato de locación en- 
tre el actor y el demandado (Punto de hecho). 

2. a Establecido que no se ha alegado ni probado la exis- 
tencia del contrato de locación de término definido, de fe- 
cha anterior a la promulgación de la ley 11.157 >' cuyos 
efectos debieran j»erdurar después de dicha sanción legis- 
lativa, le es aplicable al caso, las conclusiones del fallo de 
la Corte Suprema, publicado en oí tomo 136* página 161 . 

Coso: U) explican las piezas siguientes: 



SlvN'TÜXCIA DEL SESO» JUEZ DE PAZ 

Bu«h>« Airo, Fitlio :i¡ de im 

\ istos y Considerando: 

<¿uc a Í3¡ 3 se presenta don Juan G. Blandí, iniciando de- 
manda por consignación de alquileres contra don José R. Na- 
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veíra. acompañando al efecto una Ixdeta de depósitn del I Jan- 
eo de la Nación Argentina por doscientos pesos moneda nacio- 
nal y, afirmando que se ve precisado a efectuar esa demanda, 
porque el propietario del departamento que ocupa se niega a 
recibir el alquiler que le corresponde abonar de acuerdo a la 
ley N.° 1 1.157 y cuyo importe es el que consigna. 

Que corrido el traslado de estilo, don Manuel Sánchez, en 
representación del demandado, impugna la consignación reali- 
zada, porque, según dice, al inquilino le corresponde abonar la 
suma de cuatrocientos |icsos mensuales, alquiler que se venía 
pagando desde algún tiempo antes, Porque el demandado N'a- 
veira no era el propietario de la finca que parcialmente ocupa el 
actor, cu el mes de enero de 1920 y en consecuencia ignora el al- 
quiler que se pagaba en esa fecha. Y porque la ley 11.157 es m " 
constitucional desde que vulnera el derecho de propiedad con- 
sagrado en nuestra carta fundamental. 

Posteriormente, el actor ha consignado en autos los alqui- 
leres sucesivos a la iniciación de esta demanda y hasta el mes 
de junio del corriente ano inclusive. 

Que sometido el pleito a prueba se produce únicamente en 
autos el informe de las Obras Sanitarias de fs. 91 y el recibo 
de alquiler de fs. 133, habiéndosele dado por decaído al actor 
del derecho de producir las demás pruebas que tenia solicita- 
das, lo que dió tugar al incidente sobre recusación con causa al 
Juez de Paz de la Sección 3a. y a la contienda de competencia 
entablada entre los señores Jueces de Primera Instancia en lo 
Civil, doctores Dttngc y Colombres, que no son del caso reseñar 
por haber pasado en autoridad de cosa juzgada. 

Que el recibo de fs. 133 lia sido reconocido como auténtico 
por la parte demandada quien en ese acto agrega que de dicho 
documento se desprende que tí alquiler que ¡»agaba el inquilino 
era de doscientos setenta y seis pesos con cuarenta y cinco cen- 
tavos, y evacuada la vista conferida al respecto el representan- 
te de la actora se mantiene afirmando que sólo era de doscientos 
liesos esc alquiler. 
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Kn estas condicionen se llama autos para sentencia, 

Y Considerando: 

t.* Kn cuanto a ln inconstitucionalidad de la ley. no habién- 
tlosc alegado ni justificado ta existencia de contrato escrito, no 
corresponde declararla, de acuerdo a lo resuelto por la Excma. 
Corte Suprema de la Nación ; lo cual es público y notorio . 

3." Que si bien es cierto que la jurisprudencia constante 
dictada en numerosos casos dispone que el informe de las Obras 
Sanitarias es ineficaz, para la justipreciación del alquiler que re- 
gía en el mes de enero de 1920, en el presente caso ese informe 
adquiere caracteres más importantes porque el demandado di- 
ce que ignoraba cuál era el alquiler que regía en esa época . Por 
esa razón el informe corriente a fs. 91 (Último parra fo> debe 
considerarse como una prueba fehaciente en favor de los ex- 
tremos de la demanda. 

3. Que corroborando ese informe existe en autos el reci- 
bo original de) alquiler del mes de enero de 1930 reconocido 
por la parte demandada. 

Que el acta de fs. 149 por la cual se reconoce el recibo y 
se dice que el alquiler en él expresado es de doscientos setenta y 
seis |ifsits enTi cuarenta y ciñen centavos y la subsiguiente niani- 
íi'siacióti en contrario 1 fs. 150) de que sólo es de doscientos pe- 
soSi plantea una cuestión que a juicio del suscripto sólo puede 
tener una solución. 

No hay duda, bien examinarlo ese recibo, que el alquiler que 
expresa es solo de doscientos pesos; 

a) Porque ese es el alquiler que consta en el texto escrito 
del recibo. 

h 1 » Porque el pago de los servicios de ascensor, hornijas, 
luz, calefacción, etc., está supeditado a la prestación de esos 
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servicios, cosa que ni se ha discutido en autos, ni sería tampo- 
co materia de este juicio. 

c) Porque existe una contradicción muy evidente entre la 
contestación de la demanda, donde ta jmrte demandada afirma 
• I ue ignora cuál era el alquiler que regía en enero de 1920 y la 
manifestación categórica que se hace ahora de que el alquiler 
era de doscientos setenta y seis pesos con cuarenta y cinco cen- 
tavos. 

d) Porque el no incluir en el monto del alquiler los servi- 
cios a que se refiere el recibo, significaría un menoseaho al 
impuesto que perciben las Obras Sanitarias de la Nación. Si a 
ésta repartición se le denunció el alquiler de doscientos pesos 
exclusivamente, fácil es deducir que el excedente que pretende 
t! demandado cobrar no corres ponde al alquiler efectivo. 

Por estas consideraciones y de acuerdo a lo impuesto en la 
ley 11.157. Fallo: Declarando válidas y bien hechas las consig- 
naciones de alquileres efectuadas por don Juan G. Blandí con- 
tra José li. Naveira, correspondientes a los meses desde octubre 
de 1921 hasta junio de 1923, inclusives, y cuyas constancias 
obran en autos. Impongo las costas al vencido y regulo los ho- 
norarios del procurador Fidel P. Baños en la suma de sefar 
cientos pesos mjn. Repóngase la estampilla. 

Femando Ramos. 



SKXTIÍNCIA nivl. SEÑOR JUEZ EN 1.0 CIVIL 

ue-tos A tt Septiembre 24 de ItHS 

Autos y Vistos: 

Por sus fundamentos se confirma con costas la sentencia 
de fs. 151 a 152, como asimismo la regulación que ella contiene 
por ser equitativa. Regulo los derechos procuratorios de don 
Fidel P. Baños en la suma de cien pesos m|n, por sus trabajos 
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en esta instancia. Devuélvanse al juzgado de procedencia, pre- 
via reposición de las fojas. 



Ante mí; Manuel C. Olmos. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bu«m» Aliea. Novltabrt U de 1923 

.Suprema Corte: 

La sentencia dictada a fs. 151 y confirmada, por sus fun- 
damentos, en grado de apelación de fojas 1Ó9 en esta causa se- 
guida ante el Juzgado de Paz de la Sección 7a. de ta Capital de 
fa Nación, por Juan G. Blanch contra don José R. Naveira, so- 
bre consignación, ha resuelto, como punto de hecho ta inexis- 
tencia de contrato de locación entre actor y demandado, ya que 
el que aparece agregado a fs. 161 linbía caducado seis meses 
antes de niciarsc la demanda sin que aparezca renovado; ha- 
biendo sido concertado, por otra parte, entre distintas persona? 
que las que aparecen en este juicio. 

Por estas razones, la locación ha debido considerarse como 
de término indefinido o sin término y es de aplicación al sub 
¡udice la doctrina de esta Corte Suprema sostenida en la causa 
Éftolano, Agustín, cttntfa Julieta Lanteri RcnSháw; Manuel 
tkmKáiez contra José H. Campusy otro$ en las míe V*. K, decla- 
ró qtte las disposiciones: ¿je la k'y 11.157 Ikmiada de alquileres, 
en cuanto limitan los derechos de los propietarios locadores, tío 
t-ran repugnantes a las garantías que consagra la Constitución 
dé la Nación. 

De acuerdo con dicha doctrina, soy de opinión que corres- 
ponde confirmar la sentencia recurrida en cuanto declara vá- 
lidas tas consignaciones hechas por el actor al amparo de la 
ley aludida. 



C. A . Campos, 



Horacio R. ¡jarreta. 
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rutenos Air«s. Aflatto, 4 de lim 

Vistos y Considerando: 

Que la sentencia de fojas 151, confirmada "por sus fun- 
damentos'* por la de fojas 169, ha declarado que en el caso no 
se ha alegado ni probado la existencia de contrato escrito, es 
decir, de un contrato de locación de término definido, de fecha 
anterior a la promulgación de la ley 11.157, y cuyos efectos 
debieran perdurar después de dicha sanción legislativa . 

Que no pudiendo reverse en esta instancia extraordinaria 
la decisión de la justicia local sobre ese punto de hecho, ta con- 
clusión a que se llega en ese mismo fallo respecto a la consti- 
tucionalidad del artículo i." de la recordada ley número 11.157 
resulta apoyada por los fundamentos de la sentencia pronuncia- 
da en él caso di* Krcolano vcrsüs Lantén de Renshaw 1 Fa- 
llos, tomo 136, página 161). 

Que las consideraciones aducidas por esta Corte en el caso 
Cookc verstis Jíaveíra (Fallos, tomo 138, página 122), no son 
de aplicación en el stib lite, porque en aquél se reconoció por 
ambas partes ta existencia de un convenio sobre prórroga del 
contrato de locación, por el término de un año, que vencía des- 
pués de hallarse en vigor la ley 11.157, en tanto que en el úl- 
timo no se ha alegado siquiera l existencia de «na situación aná- 
loga. 

En su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
Señor Procurador General, se confirma *a sentencia apelada en 
cuanto ha sido materia del recurso. N'otífíquese y repuesto el 
papel, devuélvanse. 

J. FicuEROA Au:o»ta. — Ra- 
mo v Méndez. — Roberto 
petto. 

Ett disidencia: A. Bermejo. 
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DISIDENCIA 

Buenot Aire*. Afio»to 4 de Iti*. 

Vistos y Considerando; 

Por los fundamentos del voto en disidencia en la causa que 
se cita Ercotano contra Lantcri de Renshaw (Fallos, tomo 136, 
página 180) ¡ oído el Señor Procurador General, se declara que 
ti articulo 1." de ta ley 11.157 *** velatorio de la Constitución y 
en su consecuencia se revoca la sentencia apelada. Repuestos 
los sellos, devuélvanse a los fines señalados, en la primera parte 
del artículo 16 de ta ley número 48. 

A. Bermejo. 



IJtin FúMú C, áÉm contra Don Narciso Ñores Sahjado, so- 
bre reivindicación. 

Sumario : i » VA precepto del artículo 7." de k Constitución 
complementado |*ir el artículo 4° de la ley 44 presupone 
faüos dictados por jueces p tribunales que tengan juris- 
dicción sobre las cosas y las personas a que afecten y que 
se trate de actos judiciales que no imponen una e\trali- 
mitación de facultades en lo relativo a la competencia. La 
Míitencia de un tribunal sin jurisdicción sobre las cosas 
o las personas carece de eficacia como decisión írre visible 
en el concepto de la aludida disposición constitucional. 

j t " Cnnfornir a lo dispuesto por los artículos y*h 4°°. 
404. 4.ÍI- y 4 t íJ del Código Civil, la tutela para ser váli- 
da debe ser discernida por juez competente y sólo lo es 
dentro de la República res|>ec!o de los menores cuyos pft- 
dres se encuentren domiciliados en élta, el del lugar eit 
que éstos tuvieren su domicilio el día de iü muerte. 
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3." Litando expresamente reglamentada por el Código 
Civil, ley naciunal a cuyas prcscri|»ciones están obligadas 
a conformarse las autoridades provinciales no obstante 
cuatquier disposición en contrario de las leyes o constitu- 
ciones locales, la jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales de los Estados en lo referente a las sucesiones y 
tutela, el derecho de tos tribunales nacionales o locales pa- 
ra investigar la jurisdicción con que han conocido los tri- 
bunales de otra provincia en juicio (en el caso> sobre 
discernimiento de una tutela, deja de ser una mera fa- 
cultad |>ara transformarse en una positiva obligación le- 
gal, en mérito de lo dis|>uesto por el artículo ji de la Cons- 
titución. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEI, SEÑOR JUEZ PEDERA!. 

C4rdOba, Mayo 3 d« IW3 

Autos y Vistos: 



Los del juicio iniciado por los herederos declarados del 
señor Pablo C. Arias contra el señor Narciso Ñores Salgado 
|xir reivindicación de una casa situada en la calle San Martín 
de esta ciudad X.° 207, resulta: 

Que en 26 de octubre de 1921, todos los Iiijos mayores y 
menores de tos esposos señor Pablo C. Arias y de doña Bc- 
lisaria Sánchez, se presentaron manifestando en la demanda 
de fs. 14 que sus nombrados padres vivieron primeramente en 
Tucumán, provincia en que nacieron alguno? de los actores 
cambiando después su domicilio a esta ciudad, donde nacieron 
tos demás. Que en el juicio sucesorio abierto en esta Capital 
¡jor fallecimiento de la madre nombrada con anterioridad, se 
anotó en el inventario correspondiente la casa situada en ta 
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calle San Martín a <|ite se refiere el titulo incorporado a fo- 
jas i y siguientes <1e los autos; cuyo inmueble si! adjudicó a 
ellos y al cónyuge sui>crstite, el cual [»ensaha instalar allí un 
hotel, sin que pudiera realizar esc propósito por mala salud, 
que empeoró después" rápidamente : |H>r lo que, en procura fie 
mejoría, resolvió trasladarse con sus liijns a Santiago del Ks- 
tero; donde vivía una hermana de la madre de ellos, casada 
con dmi Nicanor Salvatierra: siendo la voluntad del señor 
Arias regresar después a Córdoba ciudad en que tenia sus ne- 
gocios, propósito que no pudo llevar a efecto porque falleció 
en Santiago el día [9 de abril de 10,14- 

Mencionan enseguida los actores que Salvatierra se apo- 
deró entonces de los paíteles y de todo lo que Arias llevó en 
el referido viaje a Santiago y que para protegerlos resolvió 
instaurar en dicha provincia el juicio sucesorio del extinto ha- 
ctendosc nombrar tutor de* los menores, lo eran todos enton- 
ces, y consiguiendo del mismo Juez de Santiago autorización 
para vender at demandado, por ilesos ciento veinticinco mil 
moneda nacional la casa de referencia, en 2$ «le abril del año 
i«íió, contrato que se llevó a efecto por ante el escribano de 
esta Capital señor Federico Sánchez Imtcler ífs. 15). 

fjue llegado a la mayor edad uno de los actores íBeli- 
sarin Antonio Arias 1. inicio también en esta ciudad el mismo 
juicio sucesorio del causante, juicio que. como se ha dicho, 
también había iniciado el tutor Salvatierra en Santiago del 
Estero; p«>r lo que se trabó cuestión de competencia' con el 
Inez de la nlti.ua de las ciudades indicadas, di cuyo resultado 
informa vi fallo de la Suprema Corte de Justicia Nacional, 
incorporado a fs, 12 dé los autos; fallo en que se establece la 
competencia del Juez de segunda nominación en lo Civil de 
E ? ta provincia doctor Arturo Gallegos Sánchez, para entender 
en el juicio sucesorio del causante, señor Pablo C. Arias, por 
ser la ciudad de Córdoba el último domicilio real de dicho se- 
ñ««r. ittnque >u fallecimiento ocurriera en San'iago del Kstero 
por causa de la enfermedad que se indica en dicho fallo, que 
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resuelve también ludas tas cuestiones que pudieran suscitarse 
sobre el particular: por cuyo motivo se incorporó al expedien- 
te de' juicio sucesorio que se tramitaba anuí todo lo actuado 
en el juicio idéntico i|iic se había iniciado por el tutor Salva- 
tierra en Santiago del Estero (fs. 15 a 13 v. ). 

Mecha aquí la declaratoria de herederos, los hijos del cau- 
sante Arias no pudieron tomar posesión real o efectiva de la 
casa fcti cuestión en razón de encontrarse habitada por arren- 
datarios de Ñores Salgado, no obstante carecer de valor legal 
lo Hecho y todo Jo actuado en Santiago del Kstero, "coruiu non 
judiec". como lo estableció la Suprema Corte Federa!, en el 
caso idéntico que se registra en el tomo 33, página 1 iS de los 
tallos de ese Supremo Tribunal. 

Fundados en los hechos y consideraciones que antecedan 
< fs. 16) , entablan la acción correspondiente para reivindicar 
la posesión perdida, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 
del Código Civil, desde que el contrato de compra- venta ce- 
lebrado entre el tuior y Mores Salgado iaqmtalia una vio!a- 
cióu (atentado, dicel, contra lo dispuesto en los arts. 404 y 
434 del Código citado. 

Para las acciones accesorias jxtr restitución fie frutos y 
daños e intereses que se adeudan por deterioros que al tiempo 
de interponerse esta demanda no saben ni pueden saber sí 
existen o no existen; dicen qué les basta invocar el artículo 
j-87 del mismo Código Civil; añadiendo que si el demanda- 
do, |H«seedor actual pudo descubrir a tieni|Ki la verdad y no 
quiso tomarse ese trabajo, ha t>erdido el derecho de titularse 
poseedor de buena íe. porque para llamarse tal no Iwista ig- 
norar los vicios del título, sino que se reí unen también la im- 
IKisibilidad de descubrirlos, supuesto que la negligencia se 
equipare a la culpa en la reparación fiel daño 1 art. 1 ion Códi- 
go Civil). 

Añaden los actores a fs. 16 y. que los j mices de Sanliago 
del Estero aceptaron el indicado juicio sucesorio sin exigir 
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qtle se acreditara la competencia previamente ; que nombraron 
tutor a Salvatierra sin cumplir las formalidades legales; lo pu- 
sieron en posesión de los bienes de la referencia sin inventa- 
rio, le concedieron autorización para vender la casa cuestiona- 
da, sin averiguar antes si era necesaria la enajenación y le de- 
jaran el precio en su ¡Kider. violando asi dis])osicioncs elemen- 
tales de la tutela. 

Que con averiguarlo solamente pudo el comprador sa1x*r 
tottü lo (pie ellos afirman, con anterioridad, y siendo cuestiones 
de hecho, sometidas a la apreciación judicial, la buena o mala 
fe en la posesión, concluyen con que el comprador no puede 
tener motivos suficientes para creer en la existencia de un 
título a su favor. 

Por ello entablan demanda reivindicando la casa de re- 
ferencia, a fin de que se condene con costas al demandado se- 
ñor Narciso Xorcs Salgado a entregársela con sus accesorios 
y f nitos civiles desde el di a de la demanda ts6 de octubre de 
ryai), con sus intereses. 

h'n la demanda que acata de relacionarse, dejan a salvo 
los actores las acciones que les corresponden ]>or los frutos 
percibidos i*>r el demandado con anterioridad a la fecha in- 
dicada, con más intereses y daños y perjuicios causados como 
iwsetídor de mala fe. Citan, finalmente, el fallo de la Suprema 
Corte Federal que se registra en el tomo 129, pág. 376^ 1**ira 
demostrar que la sucesión no tiene fuero de atracción en los 
juicios en que opera cofno actora. 

A fs. y después de precisar las afirmaciones formu- 
ladas de contrario, el representante del señor Ñores Salgado 
pide el rechazo de la demanda, diciendo que es falso que el 
padre de los ;i clores señor Pablo C. Arias fuera transitoria- 
mente a Santiago del listero, supuesto que tuvo el propósito 
de fijar alli su residencia y domicilio, siendo falso igualmente 
que falleciera a las pocas horas de llegar a la indicada ciudad. 

Que don Pablo C, Arias, hijo, en el juicio caratulado 
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"Arias Pablo t\ autorización para vender", solicitada por el 
señor Salvatierra en Santiago del listero, como tutor de los 
menores Arias {expediente qiic en la actualidad se encuentra 
en el Juzgado de segunda nominación en lo Civil, secretaría 
Sánchez. Hutcler), pidió que se ordenara al expresado tutor 
Salvatierra que nepositase el importe de la venia del inmucuic 
ohjcto de este juicio, pronunciándose sentencia en Santiago del 
Kstero negando el pedido de Arias lujo. 

(Jue el mismo señor Pabto C. Arias (hijo), solicitó tam- 
bién ante los jueces de Santiago del listero la remoción de 
Salvatierra cotño tutor, lo que se obtuvo en 7 de octubre de 
lyao, fecha en que se notificó el "cúmplase", de la sentencia 
dictada en esa cansa, siendo el indicado Arias (hijo), nom- 
! rado tutor de sus hermanos menores; cíe donde concluye el 
representante del demandado que la jurisdicción ha sido pro- 
rrogada, en razón de que el solicitante no promovió cuestión 
de competencia, ni para el juicio sucesorio de Arias, ni para 

incidencias que acaban de mencionarse. 

Que mientras se seguían en la provincia de Santiago del 
F/.iero las enunciadas tramitaciones, el actor Pablo C. Arias. 
j*or sí. y en representación de algunos de sus hermanos, soli- 
citáis ante el señor Juez de segunda nominación en ln Civil 
de esta ciudad la declaratoria de herederos del causante, y 
que se tes nombrara también tutor de sus hermanos menores. 

Que el inmueble objeto de la rci vindicación intentada fué, 
' primeramente), hipotecado por el causante de la sucesión a 
don Rogelio Martínez por pesos quince mil m|n., cuyo crédito 
por causa de la muerte de dicho señor, se adjudicó al heredero 
d >etnr Knrique Martínez, y fué pagado mediante una autori- 
7ación solicitada y obtenida en Santiago del listen» jmr ges- 
tiones del tutor Salvatierra l»ara tomar en préstamo pesos vein- 
ticinco mil mjn., eme recibió del demandado. 

One en tal situación el inmueble objeto fiel juicio fué ven- 
dido a Ñores Salg.ido en 25 de abril de ÍQ%% previa autoriza- 
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ción del Jne* de la tutela, cu Santiago, otorgada el 19 de abril 
401 mismo año, o sea con seis días de anterioridad, siendo de 
pesos ciento veinticinco mit m[n. el precio de la mencionada 
compra venta. 

\ ña ríe el representante del demandado que, la declarato- 
ria de herederos y adjudicaciones <|ue se híc'eroti en Sautiu- 
gt a los hijos de Arias fueron protocolizadas en esta ciudad a 
alt itud de Salvatierra en 29 de marzo de 1910, anotándose en 
v) Registro General de Propiedades el dia i." de abril de ese 
mismo año. 

Sostiene la validez de Jos actos verificados en Santiago, 
la inaplicahilidad do lo resuello por la Suprema Corle en el 
conflicto o cuestión de competencia de tpie informa la reso- 
lución ¡ncorjH irada en copia a fs. 12 de los autos: alegando 
además míe Xores Salgado de acuerdo a lo dicho en el núme- 
ro VI de la contestación de la demanda que nns ocupa, solo 
pudo conocer por medio de una investigación de hecho la 
nulidad del nombramiento de tutor, en el supuesto de qué lo 
fuera. 

Menciona finalmente, (pie la nulidad de/ procedimiento 
cualesquiera míe fueran sus causas, son subsanables ; podiendo 
Milanieute declararse por las mismas autoridades jiuliciales que 
en ellos intervinieron. 

De lodo lo que concluye que es improcedente la accíñit 
intentada mientras 110 se declare la nulidad del acto por la 
acción penal o civil correspondiente, con arreglo a lo estable- 
cido en los arts. 1045 y 1046 del Código Civil. 

Solicita, en consecuencia, el rechazo de la demanda por 
considerar que corresponde asi en justicia. 

Producida la prueba de eme se hará mérito enseguida, y 
presentados lo» alegatos respectivos, se dictó en esta causa el 
decreto: "autos para definitiva" el a6 de diciembre de 1922 
<fs. 257). 
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Y Considerando: 

1. " Que jHiede decirse con verdad que no se niegan por la 
parte de Notes Salgado los hechos principales para fu miar la 
demanda, >.ilvo la discrepan^ referente a la intención que lle- 
vara el señor Pablo C. Arias a Santiago del Estero; hechos 
que, ¡>or otra parle, aparecen plenamente constatados por los 
testimonios, escrituras c instrumentos públicos incorporados a 
los autos, como prueba por la parte actora. 

2. ** Que el hecho de que Arias tuviera intención de radi- 
carse en Santiago del Estero, y las cuestiones legales que de 
tai circunstancia pudieran derivarse, perdieron totalmente su 
importancia después del fallo de la Kxcma. Suprema Corte, m- 
eorpurado en copia a fs. i_* de los autos |xirque resolviendo la 
cuestión de competencia promovida por el Juez de Córdoba, 
contra el juez de Santiago del listero, para entender en el 
juicio sucesorio del mencionado Arias, ese Supremo Tribunal 
estableció la definitiva competencia del señor Juez de segun- 
da nominación civil de esta ciudad, para conocer en el juicio 
por haber tenido el causante aquí su domicilio rea!; cuya sen- 
tencia es de capital y decisiva importancia para resolver to- 
cias las cuestiones que de tal hecho se han derivado y ¡Hieden 
originarse en el futuro, tanto sobre la sucesión de Arias, como 
respecto a la tutela de sus hijos menores, cuyo Juez es el mis- 
mo según lo dispuesto en los arts. 399, 400 y 3284 del Código 
Civil. 

3. " Que. con lo establecido en los considerandos anterio- 
res, las cuestiones cuyas decisiones interesan en este juicio 
quedan reducidas a examinar si es o no válida ta venta «leí in- 
mueble hecha al demandado ¡tor don Nicanor Salvatierra in- 
vocando el carácter de tutor de los actores; y si por conse- 
cuencia de esa venta efectuada en tales condiciones, los hijos 
del señor Pablo C. Arias, [rerdicron el derecho de propiedad 
sobre la casa que procuran ahora reivindicar como herederos 
de dicho señor. 
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4." Que aún cuantío la venia de <]itc se trata importara un 
acto anulahlc simplemente. ]o que 110 es exacto como se evi- 
denciará enseguida juntamente con los vicios de que adolece 
la tutela invocada |w»r Salvatierra para celebra" el contrato, la 
reivindicación intentada es iwrfect amenté procedente, sin que 
sea recesario. como lo sostiene la ]>arte de Ñores que los ac- 
to-- debieron demandar previamente ja anulación de los pro- 
cedimientos, actos y contratos, supuesto que es en este juicio 
donde ha debido tratarse la validez de la venta efectuada |*>r 
Salvatierra como fundamento de la reivindicación interpues- 
ta, venta que» por otra parle im]>or1a1>a liquidar casi totalmen- 
te los bienes de la sucesión fuera de IíkIo inventario, avaluó 
y división, esenciales en el juicio universal de sucesión, 

5/* Que tal venta autorizada por un Juez sin jurisdicción 
ni competencia, según así resulta del íallo mercionado con an- 
terioridad de la Suprema Corte de Justicia Nacional es nula 
'hitamente ; dando además la sentencia mencionada la pau- 
ta o regla rjaía resolver todas las demás cuestiones que se Kan 
promovido en este litigio, porque sin resolueiór. de Juez com- 
petente no hay nada estable y que pueda perdurar fuera de 
dii.ia competencia y jurisdicción. 

En el caso que provocó el fallo dictado por la Cámara de 
Apariciones en lo Civil de la Capital, que se registra en el to- 
mo 31. |»ag. '/•, citado por tos actores, se trataba de reivindicar 
pata unos menores la casa que en dicha sentencia se menciona. 
y nllii como en nuestro caso el demandado aligaba que era 1110- 
lesiado |ior una persona que se decía dueño pero qtte babia 
| tendido el dominio que tenía mientras no se anulara el acto 
jurídico que se io había hecho perder. Repetía que ese acto 
jurídico era válido, y que si no lo fuera sólo sería anulablc pe- 
ro jamás nulo de un unido absoluto; y que antes de accionar 
el demandan le por reivindicación debía halarlo demandado 
previamente a él y a su condomino a fin de que se declarara 
indo el acto que se califícala de tal por la abuela que repre- 
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sentaba a (os actores. Él Juez ile i." Instancia en esa causa, 
ductor Luis Filetnón Posse, resolvió como se establece en los 
c* rsiderantios anteriores del que ahora nos ticuna; cuyo fallo 
fué con firmado por la Cámara mencionada diciendo textual- 
mente: "La sentencia del Inferior está tan bien fundada que na- . 
" tía es necesario añadir para hacer patente la justicia que ella 
" encierra, etc., etc.'*. 

Confirmando la tesis de que no son necesarias las decla- 
raciones previas de las nulidades (|tte el demandado requiere 
paja que hubiera podido instaurarse legalmente la reivindica- 
ción t|iw nos ocupa, no está de más consignar la opinión del 
doctor Olegario Machado sobre el ^anicular al comentar el 
art, 2774, que dice textualmente: "cuando se transfirió la co- 
" sa por un acto nulo o anuíanle la reivindicación podrá fun- 
" darse en la mis.na nulidad del acto y servirle de base para re- 
" clamar la cosa, tomo inig. 206". 

6." Que la Suprema Corte, al dictar la sentencia de fecha 
veinte y tíos de julio de mil novecientos veinte y dos, incor- 
porada en copia a fs, ^2 de los autos, ha resuelto implícita- 
mente todas las cuesl iones suscitadas y a promoverse en el fu> 
turo sobre el juicio que nos ocupa y sus consecuencias, cuan- 
do resolviendo el conflicto tic competencia pn movido eu esta 
Capital contra el Juez de Santiago del Estero en el juicio 
sucesorio de Arias ha establecido definitivamente y sin recur- 
so alguno que el domicilio real de dicho señor era en esta ciu- 
dad, lo que determina ja jurisdicción y competencia det Jucx 
de Córdoba, no sólo |«*¿a la tutela de los menores que deman- 
dan en esta causa sinó también para el juicio sucesorio fiel 
mencionado señor Arias; dé cuyo fallo se desprenden, como 
corolarios forzosos, las consideraciones que se consignan en- 
seguida para fundar esta sentencia, supuesto que, en la suce- 
sión v en la tutela mencionada no caben tli visiones entre tíos 
jueces diferentes con jurisdicción en distintas provincias, co- 
mo se evidenciará después. 



FALLOS HH LA COKTU SUPREMA 



7.* Que uh\h jurisdicción ps excluyeme pOir rtaturaleza, y 
si es rom ¡atente en el caso que nos ocupa el Juez de Córdoba 
para declarar herederos, en la sucesión de Arias, no puede ser- 
lo a La vez y para lo mismo el juez de Santiago del Uslero, 
a leí (jite debe añadirse que la declaratoria de herederos hecha 
en esta Capital por el Juez de secunda nominación en lo Civil 
doctor Arturo Gallegos Sánchez, tiene efecto retroactivo al din 
de ia muerte ele Arias o sea :d 10, de abril de 1914 (art. 5415. 
Código Civil y 5^0 del Código de Procedimientos de esta pro- 
vincia y de Santiago del listero que coinciden en numeración l . 

¿i.™ Oue como consecuencia de lo dicho son de nulidad ma- 
nifiesta e insanable los actos jurídicos autorizados por los jue- 
ces de Santiago del listero desde la indicada fecha, tanto pa- 
ra la tutela de los hijos de Arias como para la división de los 
bienes de su herencia: a lo que debe añadirse como ya se ha 
insinuado con anterioridad que el juez de la miela y el de la 
sucesión es el mismo, porque no sería atinado suponer que 
haya un juez [jara el gobierno de las personas y otro para que 
entienda en los bienes de los mismos herederos. 

" <Juc si en algunos casos es prorrognble la jurisdicción 
dentro del mismo territorio, no lo es entre distintas provin- 
cias, y niuctio nichos Cuando esa jurisdicción se ha estableci- 
do por expresas disposiciones de una ley suprema de ta Re- 
pública, como así resulta de lo estatuido en los arts. 309. 400 
y $2$4 del Código Civil y arts. 31 y f>j t ¡tic. h.° de la Cons- 
titución N'acional. 

to. n La jurisdicción de los magistrados es la j>otrstad de 
que se hallan investidos los jueces para administrar justicia y 
decidir los asuntos particulares con arreglo a las leyes; y con- 
secuencia de cJIÓ es que el Juez incompetente (como el de 
Santiago del Estero en nuestro caso), no tiene jurisdicción o 
sea autoridad ni poder para conocer en la tutela j sucesión de 
que se trata por razón de la materia, supuesto que el discerni- 
miento de la tutela y la facultad de entender en el reparto de 
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los bienes de una herencia corresponden )' establecida por 
(lisposictones expresas de la ley al Juez fiel último domicilio 
del en usante, articulos Citados en e! considerando anterior y 
528 y 1165 de los Códigos de Procedimientos de Córdoba y 
Santiago del Estero que coinciden en numeración. 

Carece el Juez de jurisdicción por razón de la materia 
cuando el asunto pertenece a olio Juez; y la incompetencia 
por razón de la materia es radical y no puede .subsanarse ni 
por el consentimiento ni I*»r la comparencia al juicio de las 
partes interesadas 1 Kscriche, palabras "jurisdicción"» "incom- 
petencia", "Juez incompetente"). 

íi." (Jue como consecuencia lógica de lo establecido en el 
considerando anterior, el señor l/ahio G. Arias (hijol, no ha 
podido con sus peticiones ante el Juez de Santiago del Estero 
prorrogarte una jurisdicción establecida para otro Juez por el 
Código Civil, iM>n|ue no dependía de ese heredero, sino de la 
ley el conferir potestad para entender en la tutela, y en la su- 
cesión mencionadas: y por ello la jurisdicción resulta improrro- 
gable en este caso: tesis qué se evidenciará má* todavía con la 
jurisprudencia que se consignará despnes para dar más autori- 
dad a las consideraciones que anteceden. 

u." Que el juicio sucesorio de Arias iniciado por Salva- 
tierra ante un Juez sin jurisdicción ni competencia, invocando 
la calidad de tutor de los hijos menores del causante, no tiene 
de sucesorio más que el título, porque sin promover el inventa- 
rio, el avalúo y la división de los bienes de la herencia, se re- 
duce, por decirlo asi a solicitar autorizaciones para disponer 
de dinero, hipotecar y vender los bienes de dicha sucesión, au- 
torizaciones que, bajo el concejil o de adtninist ración de la tu- 
tela, importan de hecho una verdadera liquidación de los bie- 
nes que dados al tiempo del fallecimiento de Arias y que de- 
bí: ti ser ofijelo del juicio universal de sucesión, que sólo termi- 
na con el reparto de los bienes entre los herederos del cau- 
sante, previo inventario y valúo de los mismos. 
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l,V" (Jue aliarte de las nulidades manifiestas y absolutas 
de Ks actos pasados en Santiago del listero, el tutor Salva- 
tierra desde fl 13 de junio de iyi-i. <*u *iuc tólijeitó irregutaf- 
menle la apertura del juicio sucesorio de Arias, hasta e! Jo de 
agosto de io.ío, dirigió su actividad principalmente en üolíci* 
lar y disponer de los bienes de la herencia, según asi resulta 
de los cuatro cuerpos de autos que obran en el Juzgado de se- 
gunda nominación en lo Civil de esta ciudad, que el infras- 
cripto ha teñid» a la vista por estar ofrecidos y aceptados co- 
mo prueba de bis actores a fs. 45 y 48 de los autos. 

14." Que estando mal abierto en Santiago did Estero el 
jiiiciu sucesorio de Arias, según resulta asi cuino consecuen- 
cia del fa'fo de la Suprema Curte incorporado a fs. 12 de los 
autos, y mal hecha también, pur la misma razón, la declarato- 
ria de Herederos del causante en dicha provincia, rio era legal- 
mente posible disponer de ninguno de los bienes de la herencia, 
sín la previa autorización del Juez competente; de donde re- 
sulla asimismo que los permisos para hipotecar a Mores Sal- 
gado y venderle la finca cuarenta dias después, importaban co- 
mo se ha dicho, una verdadera liquidación de los bienes de la 
herencia fuera del juicio correspondiente, o sea sin previo in- 
ventario, avalúo y división de los bienes de esa herencia (arts. 
4^4 y ¿¿K4. Código Civil. Machado, tomo 8.". pág. 294, j» rÍ!í - 
prudencia civil de la Capital, mino 1.". pág, 5581. 

15 " (Jue la-jurisdicción del Juez competente para enten- 
der en ta sucesión o sea, en nuestro caso el de segunda nomi- 
nación en lo Civil de esta dudad, no cesa sinó después de la 
partición de los bienes de la herencia; siendo «ierto. \mr lo de- 
inú^. qtte el Juez que confirió a Salvatierra la invocada tule- 
la en Santiago del listero, fué el mismo que hizo en dicha pro- 
vincia la declaración de herederos del causante, cuyo asunto 
provocó la cuestión de competencia con el Juez doctor Gallegos 
Sánchez de esta ciudad, resuelto por la Suprema Corte Na- 
cional en favor de este último. 
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ifi." Que si bien es cierto que la jurisdicción e» prorroga- 
ble en varios casos dentro del mismo territorio no es menos 
cierto r|tte no lo es de provincia a provincia equiparadas a Es- 
tados i-Mnmjenis por la Suprema Curie Xaeiona', en los con- 
tratos celebrados para transffrir derechos reales art, 1211 del 
Código Civil. 

iy.° Que las solicitudes del señor Pablo C. Arias ihijo), 
áritje el Juez de Santiago del Estofo para que *e le corra vista 
de lo actuado { fs. 53 del juicio sucesorio i, para que se trajeran 
del Archive) los autos caratuladas "autnrizacUin para vender 
solicitada por Salvatierra", ta presentación "lecha en 20 de 
marzo de 1918 mencionando que dicho tutor Salvatierra ven- 
dió la casa en cuestión, recibió e] dinero y no depositó el im- 
píirte del precio a la orden del Juez de la sucesión; en que pi- 
de qje se manden traer los autos del Archivo a fin de iniciar 
las r.cciones del caso, y proseguir la tramitación del expedien- 
te donde la autorización fué solicitada; y la solicitud de fecha 
12 de marzo de iyl7 para que se le nombre tutor de sus her- 
manos menores, y se declare cesante a Salvatierra en dicho 
cargo, todas estas actuaciones se repite» no importan confor- 
marse con una jurisdicción imprnrrogable 'raiione matcriac", 
por corresponder a otro juez di* distinta provincia (arts. 399, 
400 y 3234. Código Civil ) . El vicio de esta k(Com|jctencia es 
radical, como se ha dicho, y no puede subsatiarse ni por el 
consentimiento ni |>or la eonqxircncia de las lurtes (Cám. de 
Ápel. Civil, tomo 7Ó, pág. jú; Cám. de la Cap. 14?. 344 \ 
Carotte, palabra jurisdicción, N\° 34; Cám. Fed. de Córdoba, 
tom. 3.". pág. 56; Suprema Corte de Buenos Aires. I, 9, 306; 
Cód. Civ., arts. 21 , 4<>4 y 4 r >3. Suprema Corte Nacional, lomo 
14, i>ág, 280; Cám. de Apel. Civ., tomo 81, pág. 3<;2). 

tS.' 1 Que la ineom] ciencia de los jueces de Santiago del 
Kstero para entender eñ la tutela de los menores Arias, como 
en la sucesión del padre de los mismos, vicia y hace ineficaces 
los aclns pasados ante dichos jueces por razón de su misma 
competencia, que resulta evidente de las disposiciones legales 
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citada-» con anterioridad, y del fallo de la Su\/reina Corte in- 
corporado a fs. j¿ de los autos, 

19." (¿ue en apoyo de las consideraciones tjue anteceden, 
debe consignarse en conjunto por su extensión la jurispruden- 
cia míe tas confirma con su grande autoridad. 

JÜRlSIUCCfÓK TERRITORIAL 

S. C, tonto pág. 58: Siendo como ya se ha resuelto 
en uu caso análogo, un principio de derecho internacional (pie 
la jurisdicción 110 *e extiende fuera del territorio; "tútra terri- 
lorinm ju> diceúdi impune non paretur\ se confirma él aulo 
apelado, etc., í|üe no hace lugar a la solicitud de míe se mande 
ampliar fuera de ta Argentina una disposición judicial. 

La tnisma Suprema Corle, tomo 13, pág. 456, ha estable- 
cido que las provincias argentinas deben considerarse entre sí, 
en los comíalos para transferir derechos reales, como naciones 
extranjeras; Machado, sobre el nrt. un. Cód. Civil. 

1.a competencia entre Tribunales de distinta jurisdicción 
territorial no es facultativa de las partes; Cám, Civ. de Apel., 
tomo 70. pág. pK 

PRÓRROGA OK JURISDICCIÓN 

l,a recusación del jaez, y aún el pedido de prórroga para 
contestar la demanda, no importa aceptar la jurisdicción ; Cám. 
Civ. de la Cap. tom. 154, j»á(f. 344; Carene, palabra "jiiris- 

«licción". \\" 34. 

JURISDICCIÓN in? ORDEN PÓUI^ICÜ V v ri.ll>AH 

Caín. Fed. de Córdoba,, tomo 3*. pái;. 56. Siendo la juris- 
dicción de Orden pi'ihlieo. como emanada de la soberanía, las 
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partes no pueden darla a un particular (el Juez sin competen- 
cia no se diferencia de un particular i. para que decida entre 
ellos, sinó mediante ciertas formalidades establecidas ¡>or la 
ley; y en consecuencia, a falta de estas formalidades, debe de- 
clararle de oficio la nulidad de todo lo actuado ame el que no 
inviste legalmente e! carácter de Juez. 

Suprema Oírte de Kucnos Aires, I. o. jrV>; M. j, 142: 
t'i'itl. Civ. att. 21 . 

Las jurisdicciones establecidas por las leyes son de orden 
público, y no pueden ser renunciadas por los particulares. 

Suprema Corte Nacional, tomo 14, página 289. Las leyes 
sobre jurisdicción y competencia son de orden público, y no 
depende su aplicación de la voluntad de las partes. 

míTKit.Mi nación 11K la COMPKTBNCIa 

Suprema Corte, tomo i.\ pág. 240. Determinado el fue- 
ro |K»r la Suprema Corte no puede discutirse ya ante los Tri- 
bunales inferiores respecto de lo resuelto por ella. 

JUEZ COMI'KTKN'TK 

iCl Juez de la testamentaría es el competente en el juicio 
de rendición de cuentas contra el tutor; Cam. de Apel. Civ.. 
tomo 81, pág. 39tgr; CVkI. Civ.. arts. 404 y 463; Carette. pala- 
bra "tutela ". X." 84. 

Si la tutela no ha sido conferida por Juez competente, el 
nitor no puede pedir fondos para gastos: Cám. de Apel. Civil, 
lomo 54, pág. 338; Cód Civil, arts. 390. a 401, inclusive; Es- 
rriche palabra ' 'incompetencia^, Juez ''incompetente", "juris- 
dicción" . 

Li incompetencia ''fatiohe materiae", es absoluta y no sñ- 
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j„ puede siiió que debe >er declarada de oficio aún contra la 
voluntad dé las partes; iCám. ^Cíttú, tol&O t*. l«ig- -54 > - 

1.a* jurisdicciones desuñadas |n>r la ley son de ordeli pú- 
blico, y no pueden ser renunciadas por los jmrticulares, y lodo 
in que se hiciese ante Juez inconfidente adolece de nulidad . 

jURKSmceió-N /.Mi'kokk<n,\m.r. 

S. C. tuiiiu »J7, página 322. No siendo prorrogarle la juris- 
dicción dé provincia a provincia. . . se declara que el Juez com- 
péleme para entender en esta cansa es el de la Pampa Central. 

La sentencia mencionada sé dictó en el juicio sucesorio de 
don Alberto Selmlze, en que el Juez doctor Miguel Romero de 
Unenos Aires, reclamó al du la Pampa Central sobre la ju- 
risdicción. Í Fiscal de ese territorio se opuso porgue Schü:- 
kc había tenido allí su último domicilio y sólo fué a Bueno* 
\Íres para hacerse asistir i>or enfermedad, citando al efecto (0 
dispuesto en el art. 3284 W P«« Civil, 3? líl jurisprudencia 
establecida |w.r la Cámara Civil 3.*. tomo 4.". pág. 75 >* Wj* 
Cámara Civil 2 ", tomo 8.". pág. 37' ; >' 1,1 resuelto |K,r la Su- 
prema Corte Nacional en la contienda de competencia trabada 
entre el Juez de ta Pampa y el Juez doctor Williams de la Ca- 
pital Federal. 

til Procurador General de la Nación doctor Sabinum» 
Kicr. dijo: "t^hte de los comprobantes existentes en autos re- 
sultaba claramente que Schülze había tenido su domicilio y 
.us negocios en la Pampa" lo OUc determinó el fallo de la Su- 
prema Cnrte cuyo resumen se lia transcripto con anterioridad. 

TITILA 

Cód. Civil, art. 434. establece tute «pie el tÜtOr no puede 
enajenar los bienes muebles e inmuebles del menor sin autori 
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zacturi tic! Juez de la tutela, que como se dicho es el Juez 
del último domicilio de los padres y el mismo ele la sucesión se- 
gún lo establecido en los arts. 3QO, 400 y del Código ci- 
tado. 

lis requisito esencial para que los actos del nitor no ado- 
lezcan de nulidad, que el cargo sea discernido por el Juzgado.* 
Procede la reivindicación tic los bienes de lo* menores, aún 
vendidos j>or el Juez en juicio ejecutivo, si el nombramiento 
de tutor especial que intervino adolecía de nulidad: Cato, de 
A peí. de la Cap., tomo 46, pág. 236. 

Si Ja tutela no ha sido conferida por juez competente, el 
(mor 110 puede pedir fondos para gastos: Cám. de A|>eL de la 
Cap.: tomo 54. pág. 338: Siiiierior Tribunal de Córdolia. to- 
mo j. m , jKig. 37. 

Siendo el discernimiento de la tutela la confirmación del 
poder que los |>adrcs hayan conferido en el testamento para el 
gobierno de sus hijos menores, el Juez competente para ello 
será el que conoce fie la testamentaría, y por consiguiente el 
discernimiento tle la tutela. coires|>onde al Juez del lugar en 
que los padres fiel menor tenían su domicilio... el día en que 
se tratalm de constituir la tutela (Machado, tomo ¿¿$ págs. 
14 y go ) . 

Comentando este autor la disposición contenida cu el art. 
404 del Código Civil cita el fallo de la Suprema Cortu Nacio- 
nal que se registra en el tomo 33. págs. t i8 y siguientes de su 
colección y íme por su importancia merece las considcracioni's 
que se consignan enseguida. 

Se demandaba en el caso la nulidad de la venta de una 
finca situada en Villa Mercedes (San Uiisi, perteneciente al 
menor Juan de la Cruz Villegas, venta extra judicial pero hecha 
con autorización de Juez. 

Para revocar la sentencia del Inferior, que no hacía lugar 
a la acción entablada, la Suprema Corte tuvo en consideración 
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que el nitor no ]me<k- enajenar los bienes del menor .sin auto- 
rización del Juez de la tutela, al cual corresponde, además, 
dirigir todo lo que a aquella pertenece (404, Cód. C¡v. } . 

«Jue en el caso ocurrente et Juez de la tutela aparece ha- 
k't sido y ser no él de Villa Mercedes que autorizó la venta 
«le inmueble de referencia, sino el da ta ciudad de San Luis 
que fué el que nombró el tutor y discernió el cargo. . . 

Qué lo> proccdiuucntos seguidos ante el Juez de Villa 
Mercedes, y la autorización por éste dada, >iu jurisdicción en 
este caso y en contravención a las d i s¡ ios i c iones citadas, de- 
ben tenerse* en consecuencia, como seguidos "eoram non ju- 
dice". y sin valor al efecto en el caso. 

Que siendo nulos los procedimientos, debe serlo igualmen- 
te el acto mismo de la venta que se realizó en consecuencia 
de ellos, indci>end¡entcmentc de las .irregularidades que se le 
oponen en el escrito de* demanda, y de las consideraciones adu- 
cidas por el juez ele sección en relación a la independencia de 
los Tribunales locales, y fuerza y efecto de sus decisiones, las 
cuales no pueden tener aplicabilidad tratándose de procedi- 
mientos instruidos o actos autorizados por un juez absoluta- 
mente incompetente por la ley jiara verificarlos. 

Xo eslorlxin a las conclusiones del fallo que acaba de exa- 
minarse las que el mismo Supremo Tribunal tiene establecidas 
en las- resoluciones que se registran en los lomos 112. pág. -jo,, 
considerando ti », concordante con lo sostenido en tomo if¡ 
l«g. 280. considerandos 7." y 8.": tomo j& pág. 59; tomo 13. 
lág. 415: y U'iuo 15. pág. w. referente a que: "la nulidad 
" de los procedimientos sólo puede ser declarada [>or los Tri- 
" bunales de provincia en que hubieran tenido lugar en virtud 
de recursos directamente interpuestos ante ellos; y mientras 
*' este no se verifique, y los actos y procedimientos se ha- 
llen en vigor en dieba provincia, deben ser tenidos por vá- 
" lidos y surtir los mismos efectos en toda la Kepública", por- 
que, aparte de la expropiación que juega muu rol en el litigin 
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promovido en esta provincia por tos herederos de doña Luisa 
Martínez contra Pedro Peretti. por reivindicación rambten 
( Ionio 112, pág, 59), estaba plenamente justificada la compe- 
tencia del Juez de Buenos Aires pan otorgar al |*idrc de los 
actores la venia indispensable para enajenar los i mu nebíes que 
poseía en común con sus hijos menores por causa de la suce- 
sión de su esposa que aún no se había liquidado ni dividido; 
cuya competencia consta claramente del voto del doctor Ne- 
mesio González f fs. 52), y de] considerando Xíl del fallo de 
la Suprema Corte l fs, 59) ; a lo que debe añadirse que si es 
cierta la teoría sobre validez de los procedimientos judiciales 
transcripta con anterioridad, 110 es menos evidente en nuestro 
caso que la cuestión sobre incompetencia de los jueces de San- 
tiago del Kslero para conocer en la sucesión de Arias, fué pro- 
movida aquí por inhibitoria ante el Juez de segunda nomina 
ción en lo Civil, doctor Arturo Gallegos Sánchez, tan luego co- 
mo algunos íle tos hijos del causante fueron llegando á la ma- 
yor edad, e independizándose por lo tanto, de Salvatierra que 
era el que, invocando el cargo de tutor, promovía ante jue- 
ces inconcientes los actos y procedimientos cuya eficacia y 
validez sostiene la pane demandada, no obstante el fallo de la 
Suprema Corte Nacional incorporado en copia a fs. 12. que 
declara la incompetencia de los jueces de Santiago del Estero 
para conocer en la sucesión de Arias; lo que diferencia entera- 
mente los casos propuestos y resueltos por tan alto Tribunal 
en los tomos 112, pág. 59 y tó*no |§; pág. 118, idéntico al que 
ahora nos ocupa : a lo que debe añadirse que el reclamo de los 
hijos de Arias por incompetencia de los jueces de aquella pro- 
vincia terminó por el fallo de ese mismo Suprema Tribunal, 
recordado tantas veces, que da la clave para resolver todo lo 
alegado en este juicio, que presenta la anomalía ríe doble* su- 
cesiones y tutelas promovidas en distintas provincias por el 
fallecimiento de un solo y único causante. 

20." Que a los fines mencionados cu el considerando 4," 
anterior se hace indispensable apuntar Ins vicios de los actos 
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que tuvieron lugar en Santiago del latero. <\nv aparecen ma- 
nifiestos en Jus cuatro expediente? ofrecidos y aceptados cottio 
(■rucha a fs, 45 y 48 de los autos, eme el infrascripto ha teñid» 
;i Ja yista j>:ira dictar esta sentencia, 

t'miMa en efecto, del expediente NV 4*>i . caratulado: 
• \rias Pablo C, sucesorio'» $íé se recibid en Santiago del 
Estero en dos de septiembre de mil novecientos veinte y uno 
en el juzgado de segunda nominación en lo Civil de esta ciu- 
dad, que en 13 de junio de 1914, y jmr ante el Juzgado a car- 
gu del doctor Vogci y OJaechca >e presentó el señor Nicanor 
Salvatierra manifestando que con motivo del fallecimiento ile 
\rias, cuyo testimonio aeom[>aña. han quedado nueve hijos b;i 
jo éí cuidado del espolíenle por ser el únieo pariente próximo... 
añadiendo textualmente después: "El extinto tiene testamento 
ológrafo, por el cual soy nombrado albacea único de todos U>s 
I tienes y tute ir «enera! de los hijos ; pero este testamento I» 
supongo en depósito en el I lauco Alemán Transatlántico es- 
tablécídp en Córdoba. . . Como se vé* séftOf juez, estoy desem- 
lieñamlo de hecho ej cargo de tutor fie todos los hijos del ex- 
tinto y en el deseo de estar en condiciones legales para atender 
debidamente las obligaciones del extinto, vengo a iniciar el 
inicio testamentario del señor Pablo C Arias pidiendo a S. S. 
se sirva abrir el juicio sucesorio...". 

Debe mencionarse sobre el particular míe está en blanco 
v sin sello la primera foja de] expediente incnctonado; y que 
ta partida de defunción de Arias ocurrida en Santiago del Ks- 
tero el i<) de abril de 1914. dice que el caúsame estaba domici- 
liado en dicha ciudad, cuando el testimonio auténtico presen- 
tado aqui para abrir el misino juicio sucesorio, dice qué el cau- 
sante estaba domiciliad» en esta Capital. 

Hl Juez. Vogct y Hlaechea decretó la solicitud de Salva- 
tierra diciendo míe se tuviese al ocurrente en el carácter que 
invocaba 1 el de tutor), declarando al propio tiempo, abierto el 
iu'cin suec^n» del causante. 
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A 26; y con fecha ¿9 de 6jC'ttib|e tic 1914. el juez ductor 
y¡¡5 kflbp Herrera dice: "Autos y Vistos: la declaratoria de 
herederos solicitada por don Nicanor Salvatierra como tutor 
de los menores. cuyo carácter se halla justificado suficien- 
temente con los testimonios de fs. ó a í6 Ise refiere a la copia 
de la hijuela del señor Pablo C. Arias en la testamentaria de 
su esposa doña Bel isa ría Sánchez i, se declaran únicos y uni- 
versales herederos del extinto a los nombrados...". 

Al dia siguiente, o sea en 30 de octubre se presenta Sal- 
vatierra ante el mismo Juez Lobo Herrera y manifiesta: "(Jue 
habiendo sido declarados los menores, cuya representación en 
mi carácter de tutor general por delegación del padre vengo 
ejerciendo desde meses antes de mi deceso, y a fin de confir- 
mar este nombramiento y hacer el discernimiento del car^u, 
o*rres|Mmde y pido a V. S. se sirva convocarnos (al Asesor 
y a el), a una audiencia de acuerdo al art. 1106 del Código de 
Procedimientos. . ." 

Manifiesta a continuación que estando conforme el Ase- 
sor de Menores con la solicitud de nombramiento de tutor da- 
tivo, firma también el presente escrito pidiendo de conformi- 
dad al art. 1168 del & de B. se sirva hecho el nombramiento, 
ordenar el discernimiento de la tutela... 

KJ mismo dia 30 de octubre et Juez Lobo Herrera, decre- 
tó como sigue: De conformidad con lo solicitado confirmase 
en el cargo de tutor dativo de los menores hijos del extinto 
don Pablo C. Arias al señor Nicanor Salvatierra, a quien se 
le discernirá el cargo y prestará el juramento de ley. 

Sin consultar a la Corte el auto anterior como lo dispone 
el art. 1167 del Código de Procedimientos de dicha provincia, 
se firma por c 1 indicado Juez el acta de fs. 29 en que se dice, 
con la misma fecha 30 de octubre de 1914: Que » mérito de 
estar el señor Nicanor Salvatierra confirmado en el cargo ele 
nitor dativo de los menores Arias se le discierne el cargo..,, 
presta e! juramento y queda en posesión del cargo. 
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K1 mismo din de octubre de niM. y después de men 
donar obligaciones emanadas de contratos, servicios de hipu- 
teva. gastos funerarios y subsistencia de sus pupilos, los que 
exceden de S 8.000 mjn,, pide que se el manden entregar |ie- 
sos -i.ooo. depositados por Arias en el Uanco Alemán Transa 
tlántii"*, \ así se hace. 

Kl *j de marzo de igiíi i fs. 37 t p dice Salvatierra al Juez 
■ [lie ha prestado a Sitó pipilos decidida atención y celoso cui- 
dado por lo que respecta a sus personas y bienes, disjicnsám 
fióles todo género de consideraciones y guardándoles cariño 
afectuoso de un verdadero padre de familia. He atendido, ana- 
de. coü esmero y desinterés su crianza, dedicándome especial- 
mente a lo míe a mi educación se refiere par;i hacer de ellos 
elementos útiles a la sociedad y a la familia... He atendido a 
-ii- necesidades con mi* recursos, gastos que no cobraré.., en 
obsequio a la sincera amistad y profundo respeto que siempre 
he tenido a él i Arias), y su descendencia: todo lo que mencio- 
na a fin de que se le autorice pitra hipotecar la casa de Ja ca- 
lle San Martín X." ¿ti? por pesos veinticinco mil m n, a fa- 
vor de don Emilio Alvarez, u otra persona, con el" objeto de 
evitar ejecución del crédito ln|>oteeariu ;i favor del doctor En- 
ri(|Ue Martine/. por valor de jk'sos quince mil m n.. pagando 
dicho crédito, y ¡Don lo que resta de la nueva operación haré, 
dice, edificar una casa para ios menores, etc., etc.; cuya auto- 
rización se concede a fs. 43 y 44 al día siguiente de solicitarla, 
por el Juez doctor Manuel S, Khíje. ordenando que be eleve 
en consulta a Ja Kxeuia. forte, de conformidad al art. 11G8 del 
Código de Procedimiento* : resolución que ese Tribunal con- 
firmo por sus fundamentos. 

Siete dláS después l fs, 48 1, pide. Salvatierra que se le 
manden espedir copias de su nombramiento de tutor y de "ta 
" adjudicación de los bienes a mis pupilos en el juicio testa - 
** -mentario de mi erferencta" ; dio hay ninguna adjudicación 
en los autos, ni inventario ni avalúo, Al X," fi8 de fs. 1 1 yta. y 
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12 vt.i.. figura solamer.e la adjudicación heelia a! causante don 
l'ablo C. Arias, en Ta sucesión de su esposa doña líelisaria 
Sánchez abierta en esta ciudad, que consiste en una acción y 
derecho pur el va!or de pcsüs ochenta y cinco mil sciecieulos 
catorce con ve i ni e centavos moneda nacional, sobre la casa de 
la calle San Martín de esta ciudad), "debiendo, continúa Sal 
" valierra. en esla copia, por ser la adjudicación de lodos los 
" bienes en cmn ii, determinarse con precisión la ubicación. 
" eMeiisión y I limeros de la casa de la calle San Martin N." 
" -KV- de Córdoba, pnrá hacerla remirar en v \ padrón de aqttc- 
Ha provincia". 

A fs. 48 vía,, el Juez Manuel S. Kuiz manda expedir co- 
pia de la parte |»eriincnte de la hijuela de don Pablo C. Arias, 
que le correspondió en la sucesión de su esposa doña lí el i sa- 
ri a Sánchez, cuyos bienes, en virtud tle la declaratoria de toja* 
jf>, han pasado a posesión de los menores Arias ( N," 68 de la 
copia incorporada a te. n vía. de estos autos). 

Confirma lo dicho con anterioridad, sobre que no hay en 
el juicio sucesorio de Arias abierto en Santiago del Kstero 
adjudicación alguna, ta petición del doctor Raúl García lio- 
rostiaga como represéntame del Consejo General de Educa- 
ción presentada en 20 fie diciembre de hjtN, en ipte solicita se 
emplace al tutor Salvatierra para que en término breve pré- 
senle el inventario y avalúo a que se refiere el art. 408 del Có- 
digo Civil l fs. 51 l. que establece que los bienes de los menores 
110 serán entregados al tutor sinó después de haber isdo in- 
ventariados v avaluados, formalidades legales que no se han 
llevado a efecto, no obstante la fecha de la declaratoria de he- 
rederos hecha a fs. 25 vía., en 29 de octubre ile 1914. amén, 
continúa dorostiaga. de que se ha dispuesto de bienes sin el in- 
ventario y avalúo que aseguren los intereses del Consejo de 
Kducacióu que representa. 

Kl Juez, a fs. 51 vía, mandó informar al actuario el cual 
dijo textualmente; examinando estos autos, el suscripto no 
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" encuentra inventarío alguno de bienes de esta Sucesión, 
sin <fue aparezca decreto alguno solare el pedido del reproí-n- 
lante del Consejo de Educación de Santiago del Estero. 

A fs. 53 de los autos de referencia, o sean 1**^ del juicio 
>uce*urio del causante Arias abierto en Santiago del Estero, 
e! señor l'ablo C. Arias <b¡jo). invocando ya su mayor edad 
indio ai juez de la cansa en 20 de diciembre de H>iS, qué se 1c 
diera participación y se le corriera vista de lo actuado ¡jara pe- 
dir lo que corropundiera en dereclin. siendu ole pedido deere- 
iad<> de conformidad al dia sitúenle. 

Kn ¿o de junio de 1920 i fs. 55 y 56), Salvatierra sóScita 
que se le manden entregar a los fines qtte expresa la sum:i 
de pesos dos mil seteeienlns treinta y cinco mjp. de-jositados en 
el Lianc» de la Nación Argentina; sucursal Monteros de la pro - 
viuda de Tnetnuán, solicitud a que su opone el señor l'ablo C, 
Arias thijoi. porque el juicio sucesorio por lallecimiento de! 
padre de él. ya se ba abierto en Córdoba; mencionando además 
que los jueces de esia provincia le han nombrado ya tutor de 
sus hermanos menores: y que Salvatierra tiene en su poder 
fondos de la sucesión bastantes para jíagSr cineo veces la deu- 
da «le referencia y porque necesita esos fondos para alimentos. 

Kn el expediente caratulado: "Arias l'ablo C,¿ autorización 
I¡ara vender" solicitada por Nicanor Salvatierra como tutor do 
los hijos menores de dicho señor aparece que en 18 de abril di- 
mití el mencionado Salvatierra se presenta ante el mismo Juez 
Km* manifestando textualmente : "En el mes de marzo únelo, 
lo s#á el 9 de ilicbo mes), solicite de V. S. autorización para 
liíjxíteear la propiedad que mis pupilos tienen en la vecina ciu- 
dad de Córdoba. Como esta operación se ba realizado y su 
producido solí» ha alcanzado para cancelar una hipoteca an- 
trriot. y encuntrándose el bien de la referencia sumamente de- 
teriorado |>or la acción del uso y del tiempo, requiriendo su con* 
servación. reparaciones que eostari:m importantes sumas de 
dinero, siempre velando por los derechos c intereses de los me- 
tí 
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ñores, me veo, en el ejercicio de las facultades que el cargo me 
confiere, en la necesidad de recurrir a V. S. solicitando auu» 
rizaciún para vender al scfu»r Narciso Ñores la propiedad que 
dejo expresada, por la suma de pesos ciento veinticinco mil 
mln. , . . . " 

Ofrece sumaria información para comprobar que la tasa 
se encuentra muy deteriorada, y qnc su conservación requiere 
reparaciones que demandan grandes cantidades de dinero. 

La prueba ofrecida se dirige a fin de obtener que los tes- 
tigos manifiesten ¿i saben y tes consta que él (Salvatierra), se 
encuentra sin recursos pecuniarios con que atender a los gas- 
tos que originan las refacciones a que se refiere la pregunta an- 
terior; y para que manifiesten finalmente que es conveniente 
}>ara los intereses de los menores la venta de la casa objeto de 
este juicio. 

Los testigos declaran de conformidad, y al día siguiente 
i. sea el 19 de abril dé 1916, el Juez doctor Manuel S. Rui/ 
concede la autorización pedida. 

En el juicio seguido en esta ciudad ante el señor Juez doc- 
tor Arturo Gallegos Sánchez, consta que don Helisario Anto- 
nio Arias, en 11 de abril de 1919 promovió el juicio sucesorio 
por fallecimiento de su señor padre don Pablo C. Arias; y 
que en 24 de marzo de 1920 se dictó aqui el auto de la declara 
loria de herederos del causante (fs. 26 vta. »■ 

Consta también a fs. 35 que el seilor Pablo C. Arias 1 hi- 
jo í. dice el mismo Juez de la causa que por expediente aparte 
ha sido nombrado tutor de sus hermanos menores por lo que 
pide se le tenga como tal . 

Se considera del caso mencionar que, hecha la decláralo 
ría de herederos, don Helisario Antonio Arias promovió cues- 
tión de competencia y que el Juez doctor Arturn Gallegos San 
éfiez mandó librar oficio inhibitorio al Juez de Santiago del 
listero cuya incidencia terminó con el fallo que la Suprema 
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Curte flictó cu 22 de julin de 1921, declarando que ct domici- 
lio real del causante don Pablo C, Arias era en Córdoba y que 
la competencia sobre dicha sucesión correspondía al Juez de es- 
ic domicilio para conocer de los autos <lc referencia que de- 
Irían serle remitidos por los jueces ríe Santiago del Estero por 
cuyo motivo pidió aquí don Pablo C. Arias i liijo > . que se de- 
dnrnra nulo todo ío actuado en Santiago (leí Kstero i»or f¡dta 
de jurisdicción. 

21.' Que de todo to dicho y transcripto con anterioridad 
resulta que las cuestiones planteadas cu el considerando j." de 
este fallí ■ deben resolverle a favor de los actores; y que por 
el efecto retroactivo que el nrt. 5415 del Código Civil confiere 
a la posesión judicial de la i,»reneia, deben quedar las cosas 
y los bienes de la herencia de Arias como estaban al 19 de 
abril ík o;i4 en que ocurrió sil fallecimiento y se abrió su su- 
cesión por dieba causa. 

Por tanto, se resuelve: hacer lugar a la demanda inier 
¡tuesta, y condenar, en consecuencia, al demandado, señor Nar- 
ciso Ñores Salgado a entregar a los actores, en e! termino de 
• lie?: dias, la en «a objeto del juicio y sus aeresnrio*. con más loé 
alquileres percibidos e intereses devengados por use concepto, 
desde la fecha de la demanda, sin costas por no encontrar mé- 
rito suficiente para imponerlas con arreglo a lo estatuido en 
el art. 221 del C. de P. de la Capital, aplicable en lo federal . 
— Fernando García Montaña, 



SENTENCIA lil* u.\ CÁMARA FKDEKAL 

Córdofci, Febrero 28 dt tf?4 

Y Vistos : 

li] recurso de apelación interpuesto por el señor Roberto 
\. Sanmartino en representación del demandado, y la adhe- 
sión al mismo formulada en esta instancia por los actores a 
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ís - ¿35. contra la sentencia de fecha $ de mayo del año ppdo., 
corriente de fs. 258 a fs. 388, dictada por el señor Jnez Fede- 
ral de esta sección Córdoba en el juicio reivindicatorío segui- 
do por los herederos declarados de don Pablo C. Arias contra 
don Narciso Ñores Salgado,, en la que ha resucito: hacer lu- 
gar a la demanda interpuesta y condenar, en consecuencia, al 
demandado a entregar a los actores, en el término de diez días», 
la casa objeto tiel juicio y sus accesorios con más los alquileres 
percibidos e intereses devengados por ese concepto, desde la 
fecha de ta demanda,, sin costas por no encontrar mérito su- 
ficiente para imponerlas, con arreglo a lo estatuido en el ari. 
-vi riel C. de l\ de la Capital, aplicable en lo federa I ; y 

Considerando : 

Que los actores entapan la presente acción rcívindicato- 
ria en su carácter de herederos de su señor padre don Pablo 
C, Arias y su legitima esposa doña Bel i sana Sánchez, duran- 
te cuyo matrimonio fué adquirida por la sociedad conyugal por 
ellos formada la casa que se reivindica, por compra hecha a 
don PantaJeón Andruet con fecha 18 de mayo de I*p8; afir- 
man que el demandado posee esa finca en virtud de una com- 
pra efectuada a don Nicanor Salvatierra, persona (pie no tenía 
facultados l*ra vendérsela por no ser su dueño ni el legítimo re- 
pre.sentnnie de los verdaderos propietarios, pues sit nombramien- 
to de tutor de los demandantes hecho por los Tribunales de San- 
tiago del Kstero, la autorización que éstos le acordaron para 
vender y todo lo actuado ante ellos carece ile valor y debe con- 
siderarse como no hecho porque no tenían jurisdicción para en- 
tender en el juicio sucesorio de don Pablo C. Arias y como 
consecuencia para dar tuior a sus hijos menores habiendo de- 
clarado la Corte Suprema que los jueces de la sucesión eran 
los de Córdoba en la contienda de competencia promovida por 
el Juez de [.' Instancia y segunda nominación en lo Civil de 
esta Capital doctor Arturo Gallegos Sánchez, a quien, en con- 
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secuencia ¡e fueron remitidas las asunciones practicadas en 
Santiago : añaden que el domicilia de don PaMo C. Arias a su 
fallecimiento era la ciudad de Córdoba : que Salvatierra nom- 
brado inior sin las formalidades de ley se apoderó de los bie- 
nes de ta herencia y fué autorizado a vender el i]uc motiva es- 
te juicio sin inventario previo, circunstancias todas que pudú 
conocer e! demandado y que desdeñó averiguar, por lo que rio 
lia tenido jamás motivo suficiente para creer en la existencia 
de un titulo a su favor. Que ei demandado al contestar la de- 
manda afirma que el domicilio de don Pablo C. Arias al tiem- 
po de su fallecimiento era en la ciudad de Santiago del Ester 
10 y que en tocio caso la jurisdicción de los jueces de esta ciu- 
dad ha sitio prorrogada, porque el señor Pablo C. Arias f hi- 
jo i, se presentó ante ellus pidiendo la remoción del tutor Sal- 
vatierra y que se le confiriese la tutela de sus hermanos me- 
nores, la que obtuvo por sentencia pasada en autoridad fie co- 
sa juzgada, pero no niega (pie los demandante* adquirieron el 
inmueble en cuestión l*tr herencia de sus padres y por el con- 
irari.. se dice legitimo sucesor de eíius oponiendo a la reivin- 
dicación el titulo corriente a fs, 139 según en cual con fecha 25 
de abril de 1910 compró la finca a don Nicanor Salvatierra tu- 
tor ríe aquéllos, nombrado puf el Juez de lo Civil de dicha Ca 
pitá], que efectuó la operación competentemente autorizado \*n 
el referido Juez previa protocolización en Córdoba de la decla- 
ratoria de herederos de don Pablo C. Arias y de las adjudi 
cactones hechas a los hijos de éste en el juicio sucesorio trami- 
tado en la primera de las ciudades espresadas. K11 consCCtten 
cía sostiene haber adquirido válidamente la propiedad de la 
casa objeto de este juicio; alega que los actos pasados ante las 
autoridades judiciales de Santiago del listero t nombramiento 
de tutor y autorización para vender, expresados auter ior áten- 
le i, 110 pueden ser revisados por la justicia federal y por lo 
tanto esta no tiene tampoco potestad para pronunciarse sobre 
-u legalidad y concluye sosteniendo que en el supuesto de la 
invalidez «leí itnmbi amiento del nitor Salvatierra, no babria 
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podido conocerla, shtó en virtud de una investigación de lu- 
cho; que las nulidades de procedimiento, cualquiera que sea su 
causa son siibsanablcs y qUe en una y utro casu la acción rei- 
vindicatoría intentarla es improcedente mientras no se declare 
la invalidez del acto sujeto a una acción de nulidad, de acuer- 
do a los arts. 1045 y 1046 del C. C. 

One como se ve las principales cuestione-, planteadas \**r la 
litis toutcstalio pueden reducirse a dos: la primera sobre si la 
nulidad de que se afirma adolecen los procemiemos seguido» 
ante la justicia ordinaria de Santiago del Listero con motivo 
del discernimiento de la tutela de los demandantes, la autori- 
zación para hipotecar; y vender la propiedad que se reivindica 
asi como los actos jurídicos de constitución de Hipoteca y ven- 
ia otorgados por Salvatierra a favor del señor Ñores Salgado, 
ha debido ser demandada y en caso de existir declararse en jui- 
cio o jtteiciós previos al presente de reivindicación y si el fallo 
dictado por la Corte Suprema en la contienda de competencia 
suscitada entre los jueces de Córdoba y Santiago del listero 
con motivo del juicio sucesorio de don Pablo C. Arias lia re- 
suelto con autoridad de cosa juzgada este punto; la otra de 
fondo, consistente en establecer si tales actos y procedimien- 
tos son nulos y de serlo si su nulidad ha sitio n podido ser cu- 
bierta por confirmación o ratificación. 

Oue esas cuestiones están tan íntimamente ligadas entre si 
que a los efectos del presente juicio quedarían solucionada 
conjuntamente, resolviendo la de sat>cr si c»mo pretenden los 
demandantes se trata en el caso de actos nulos de pleno dere- 
cho, inexistentes ante la ley, a los cuales serian ellos extraño* 
en absoluto, terceros a quienes les bastaría observar su invali- 
dez radical para que el Juez declare que no Ies pueden ser 
opuestos ni han podido legalmente afectar en forma alguna su* 
derechos. 

Oue así lo han comprendido sin duda las parles litigantes, 
pues toda la amplísima e ilustrada disensión entre ellos produ- 
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eida. |t¡ir¡i princi patínenle alrededor de éstos puntos esenciales: 
a) si en la hipótesis de sur nula la venia en cuestión su nuli- 
dad seria absoluta p no; bj si Jo» jueces de Santiago del Hu- 
lero carecían t*n absoluto de jurisdicción ¡«ira nombrar tutor a 
lo* demandantes y autorizar dicha venta: estando en el fondo 
conformes en que resucitas estas cuestiones afirmativamente 
nada obstaría a (a procedencia de la acción reivindicatoría en- 
tablada: así como en que si se tratara no de una nulidad que 
afectase a Ja jurisdicción misma det Juez, sino al procedimien- 
to ante él seguido — por más grave que ella fuera — seria evi- 
dente que de acuerdo a la doctrina y a la jurisprudencia cons- 
tante de la Corte Suprema en esta materia, la justicia federal 
no tendría potestad para revisar esos procedimientos ni decla- 
rar esa nulidad que sólo podría ser pronunciada l»or tos Tri- 
tamales de Santiago del Estero en la forma y por los trámites 
establecidos en las leyes procesales de esa provincia. 

Que en consecuencia corresponde en primer término exa- 
minar esa cuestión que si fuera resuelta en favor de los acto- 
res terminaría la contienda porque la calidad de plcn<» derecho 
o inexistencia legal del discernimiento de la tutela de los de- 
mandantes |.i ir los Tribunales de Santiago del Estero, acarrea- 
ría esta consecuencia r que Salvatierra no habría sido verdade- 
ro uilor de los demandantes y por lo tanto al vender la linca 
en cuestión at señor Ñores Salgado invocando un carácter y 
representación legal que no tenia, no Itabria contratado en rea- 
lidad por ellos ni podido cambiar en ninguna forma el estado 
■ le sus derechos, porque para obrar a nombre de un tercero, 
aún cxtraliiniiandn poderes, es necesario tenerlos en algún gra- 
do por contrato o por virtud de la ley bajo pena de la abso- 
luta ineficacia del acto que para ser tenido como inexistente 
respecto al "tercero" que no ío ratifica no necesita que se de- 
clare previamente nulo por los jueces (arts. 1 161 y 1 162 C. C. ) 
y esto es más evidente aún, cuando se traía del ejercicio de un 
cargo como la tutela, porque si es indudable que los actos del 
gestor de negocios pueden *er ratificados o confirmados, no 
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-ucedc lo mismo con practicados en función de una inves- 
tidura legal que en ajjsótntp no se tenia y que la voluntad de 
los partíéüiareis no p3rta de ninguna manera suplir, porque 
carecen de autoridad para otorgarla. 

tjuc si bien es incuestionable, toma se ha dicho ya y la 
jurisprudencia lo ha establecido en forma eoncmveiue, que la 
jurisdicción federal no tiene potestad para rever los actos y 
procedimientos de la provincial., salvo los casos de recurso ex- 
iraordínario ante la Corte Sprema y los conflictos de compe- 
l encía en que ella, deba intervenir fie acuerdo con lo estatuido 
en la ley 4055 lans. 6" y <J/' inc, di. también es cierto que 
este principio tiene aplicación tan solo cuando se traía de actos 
v procedimientos en que los jueces de provincia Uayan conoci- 
do con legítima potestad, jxir que entonces los defectos y nu- 
lidades procesales tienen su remedio en los recursos que las 
leyes de forma acuerdan a los que jior ellos se sientan agravia- 
dos y deben encontrar su correctivo dentro de la propia ju- 
risdicción donde se lian producido, en razón de la autonomía e 
inde|)endencia que la Constitución Nacional reconoce y ga- 
rantiza a los gobiernos locales, pero la situación es muy dis- 
tinta cuando, contó pretenden los demandantes, se trata de 
actos practicados sin jurisdicción, que se «punen contra [>er- 
snnas que no fueron parte en ellos, porque el Juez sólo tiene 
v puede ejercer autoridad dentro de los limites estrictamente 
marcados a la misma por leyes que por su naturaleza son de 
orden público, de mpdó que todo lo hecho en violación di* ellas, 
lleva en sí una nulidad tan absoluta y radical que debe ser te- 
nido por nulo respecto a los qite en elío no intervinieron, 
aunque su nulidad no baya sido juzgada y considerado co- 
iiin sí nu hubiera tenido lugar. 111 pasado ante juez, '"coran* 
non judice", como dijo la Corte Suprema en e! fallo del to- 
mo XX XI II. página n8. que cita el inferior y que las par- 
to han comentado ^tensamente en los escritos y audiencia- 
del juicio. 

0tie en razón de su autonomía y por prescripción exprr- 
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.1 de rmesira caria fundamental las lirovlftíias se dan sus .iro 
pia> ¡nátiftícioííes y se rigen por ella>. de donde surge mi de- 
recho i>ara i>rgani?iar independientemente su adminisi ración no 
justicia y fijar la inri -dicción y emnjieteiicia tic sus tribunales, 
jjiero este principio no puede referirse sin*') a su régimen inter- 
no y en cnanto no afecte a los ({cniás listadas particulares o a 
a- laeniiade-. ; podere- r\pluÍtos o implícito* acordados por 
la Constitución al Gobierno central j m este punto son las le- 
yei del Congreso las que deben establecer j han establecido en 
efecto la jurisdicción excepcional de los tribunales federales 
-pie H- ejercita dentro del lenrtorin mismo de las provincias 
y lian dictad^ regias para delimitar la jurisdicción provincial 
■■» aquella* materias que el interés nacional reclamaba un ré- 
gimen uniforme en lodo el país cuino sucede en los casos de 

■ |uiflna>. concursos civiles, sucesiones y nuda. A esto res- 
ponden, en ln (¡ne se relacionan con el caso en cuestión, la** dis- 
posiciones del ti Itilii IX. libro 1 y los arts. y 3285 del 
Código Civil. 

(¿lie por lo tantíi la jurisdicción en materia de tutela \ su- 
cesiones eslá reblada por una ley suprema del país dictada co- 
mí • consecuencia de los ¡«oderes <[iie la Constitución lia dele- 
en el Goliienm tcntral. que las provincias están iddiua- 
las a respetar m> olifante cualquier disposición en con ira rio 
que contengan las leyes o constituciones provinciales — arts, 
íi v txy fnes. 11 y -*S C. Xaeional. 

(Jne et ari. del C. C. establece fef minan 1 temen té que 
"nadie puede ejercer funciones de tutor ya sea la tutela 
dada por los jmdres o por lo* jueces, sin que el cargo sea dis- 
cernido por el Juez competente que autorice al tutor nombra- 

■ tu o confirmado, a ejercer las funciones de tal", ele modo que 
de acuerdo a esta prohibición legal el tutor nombrado jH>r Juez 
incoiiijK-tentc no puede ejercer con valide/ las funciones de 
tal y >u* actos son nulo-, .le pleno derecho o "hiexMenic*". co- 
rno numerosos publicistas los determinan para denotar -n ab- 
sotufa falla «le eficacia. 
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Qtiiü esto senutdíj» la eúMfóh quéda reducida a estebfcer 
nuil era el Juez comitente para dirigir la tutela de los me- 
nores Arias, pues en caso de no haberlo sido el JÚéz de lo Ci- 
vil de Santiago <lel Estero ¡pie confirmó en ella a Salvatierra 
y le discernió el cargo, éste no habría, tenido jamás tal inves- 
tidura, ni podido ejercerla en ningún momento, ni obrar a nom- 
bre de los actores ettanrlo crmirató con el demandado !:, hipo- 
teca y la venta de la casa objeto de este juicio. 

<Jue al hacera cargo de esta cuestión, el Inferior ría de- 
Diusiratlo suficientemente, a juicio de la Cámara, qiic ella estít 
reMtelwi en definitiva a favor de los actores por el falto de la 
Corte Suprema dictado en e] juicio sucesorio de Don Pabló 
C. Arias, en la contienda <le competencia entablada ante el 
Juez de Primera Instancia de Santiago del listero v el de se- 
gunda nominación de Córdoba, doctor Gallegos Sánchez, don- 
de, se declara <jué don l'ablo C. Arias, a la época de su fa- 
lleciiniento tenía su domicilio en esta Capital y que por lo tan- 
to el Juez con jurisdicción para entender en el juicio suceso- 
rio del mismo, era el segundo de dichos magistrados, fallo eu- 
yo?, efectos idealizan, no sólo al juicio sucesorio tramitado an- 
te el Juez de Santiago del listero, muó también a la con firma - 
eic)n y discernimiento de la tutela hecho por el mismo, puesto 
qüe el Juez a quien correspondía discernirla, era también el 
def lugar donde los padres del menor se domiciliaban el dia 
qtte, fallecieron i ari. _joo C. C. U 

Que la declaración referida se hizo por la Corle Suprc- 
ma e» el juicio correspondiente, es decir, cu el sucesorio de 
don rabio C. Arias y enire la** nartes (pie en el mismo teman 
derecho a intervenir, pero *¡ j,e objetara que la prueba del lu - 
cho qtjé la ftmdamenla o sea el haber tenido el señor Arias su 
domicilio en Córdoba a la fecha de su fallecimicntu, un puede 
suri ir >us efectos contra un tercero como seria en el caso el 
dr.iu;indadn y en el supuesto de que lal objección fuera atendi- 
ble, de-be observarse que ese hecho ha sido a mayor abunda- 
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míenlo demostrado por los demandantes con ta copia autenti- 
cada de la partida de defunción de dicho señor corriente a fs. i 
del expediente del jupicio sucesorio tramitado ante el Juez de 
primera Instancia y segunda nominación en lo Civil de Cór- 
doba, por la vehemente presunción que arroja la copia falsa 
del mismo documento que Salvatierra presentó al Juez de San- 
tiago de! Estero para hacer posible allí la iniciación de dicho 
juicio, donde se hacía aparecer como último domicilio del se- 
ñor Artas la expresada ciudad y los documentos de fs. 57. 61 
y 225 Y testimonios de fs. 64, 65 vta.. 74. 7& «o vta. y 91 a 97 

Que el representante del señor Ñores Salgado ha soste- 
nido en su alegato sobre la prueba en primera instancia y en su 
expresión de agravios que aún cuando en principio el Juez del 
sucesorio es el mismo de la tutela de acuerdo a la regla del 
art. 400 citado del C. C. hay casos en que puede no serlo, co- 
mo los previstos por los arts. 401 y 403 del mismo Código cuyas 
disposiciones eran las afables a los demandantes abandona- 
dos por causa del fallecimiento de su señor padre residente a 
la fecha del mismo en Santiago del Estero, provincia que de 
acuerdo a la conocida jurisprudencia de la Corte Suprema* in- 
terpretando el alcance de el art. 1211. ley cit.. debe ser con- 
siderada como nación extranjera con relación a la de Córdoba, 
supuesto domicilio de don Pablo C. Arias el día de su falle- 
cimiento. 

Que desde luego no cabe duda alguna de la inaplicabiltdad 
«leí art- 401 del C. C. para resolver esta cuestión, en primer 
lugar, porque según sus términos sólo comprende casos en que 
los padres del menor hubieran unido su domicilio "fuera de 
la República" el dia de su fallecimiento o el día en que se tra- 
tase de constituir la tutela, mientras que el padre de los deman- 
dantes tenía su domicilio dentro de ella, en la ciudad de Cór- 
doba ; en segundo término, porque la interpretación analógica 
que la Corte Suprema ha hecho del art. 1 21 1 del C. C. se 
funda en la jurisdicción exclusiva que cada provincia tiene res* 
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jtectu de las otras sobre los bienes inmuebles situados dentro 
de su territorio, circunstancia que crea entre unas y otras idén- 
tica situación que la contemplada por dicho articulo y a la que 
por lo tanto era aplicable la conocida rc¿rla de interpretación 
según la cual, "ubi est cadetn, ratio ibi est cadeai dtspositio", 
mientras que en el caso sttb judice falta esa identidad de moti- 
vos, porque si el régimen de los bienes inmuebles exige que los 
lindos de transmisión de dominio consten cu los registros |h'i- 
blicos de la provincia donde están ubicados. |>or una razón que 
afecta a la autonomía de los Estados particulares, de igual mo- 
do que a la soberanía de ta República cuando se trata de tí- 
tulos otorga* is fuera de ella, no sucede lo mismo con el régi- 
men tutelar cuando los padres del menor estaban domiciliados 
en la República el día de su fallecimiento o de la constitución 
de su tutela, porque respecto de tales casos la ley ha estable- 
cido la jurisdicción para el discernimiento del cargo, sobre la 
hase del domicilio y no de la residencia (art, 400) . 

Que tamjXKn puede sostenerse que a ta época del falle- 
cimiento del señor Arias sus hijos quedaran abandonados, ni 
en el sentido gramatical de la palabra, ni en el que la usa el 
art. 403 del C. C. ; lo primero porque "aliandonar" significa 
"desamparar" a una persona o cosa, mientras que de las pro- 
pias actuaciones del juicio sucesorio tramitad" ante los jue- 
ces de Santiago del Estero, resulta que los menores se encon- 
traban desde el primer momento de su orfandad en la casa de 
su tío político el señor Salvatierra que se pretendía tutor de 
los mismos y aJbacea testamentario de su señor padre: lo se- 
gundo, porque según las leyes vigentes en la época que el co- 
dificador argentino redactaba aquella disposición, el menor 
abandonado se equiparaba a los expósito* o sea a los recién 
nacidos p niños de corta edad "desamparados" por el padre o la 
madre movidos |)or "vergüenza, o crueleza o maldad" como reza 
la ley 4, tit. 20, Part. IV, "echándolos a la puerta de las igle- 
sias, o de los hospitales o de los otros lugares", a los seres des- 
conocidos, sin familia y sin abrigo que la beneficencia pública 
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a caridad privóla recogiíll de la afilé* que no pueden tener 
Airo domicilio que el del establecimiento donde se asilan o el 
lugar donde residen y a cuya tutela con toda razón provee la 
U \ on la fitina establecida por los arts. |£¡6 y 403 C. C. 

(¿uc en consecuencia, en el caso presentí*, el Juez de la su- 
cesión del señor Pablo C. Arias es el de la tutela de sus lujos 
^ por ello tanto el juicio sucesorio de aquél como el discerni- 
miento fie la tutela di- éstos, tramitados ante los jueces de 
Santiago están afectados de nulidad esencial porque éstos ca- 
recían de la potestad pública necesaria para entender en tales 
asuntos y no eran en realidad jueces a su respecto. 

íjuc en cnanto a la segunda de las cuestiones planteadas, 
también ha sido resuelta en el fallo apelado de acuerdo a de- 
recbo. pues >\ como sostienen los demandantes. Salvatierra 
vendió la casa qite se roviiidica sin ser su representante legi- 
¡iui'i. con titulo ele tütúf y autorizaciones otorgadas por jue- 
ces >in jurisdicción para conocer del juicio sucesorio de don 
Pablo C. Aria-, \ di- la tutela de mis hijos, esa venia es a su 
respectó un acto cii que de ningún modo han intervenido, di- 
sido entre tercer* is. cjiie 11» lia podido hacerles peí der su de- 
rechfj de dominio sobre la tima, ni tiiódiutarlo dé ninguna ma- 
tura, ni impedirles perpetua o temporalmente el ejercicio de las 
acciones que 1" prole jen. ni en consecuencia dar al demanda- 
do un dercclir. revocable de propiedad que >ea necesario anu- 
lar en un jukío especial y precio al de reivindicación. 

Que* por ntra parir, aún cuando la venta otorgada por 
Salvatierra fuera con respecto a los demandantes tan solo un 
aCtü anuladle a pesar de la nulidad absoluta del nombramiento 
de tutor en la persona de Salvatierra y de la autorización que 
>e le otorgara para enajenar la casa ipie se reivindica, ello nu 
obstaría a la mticlusiun del fallo recurrido, pimple no hay en 
ta lev disposición que explícita <» i mplicit amenté establezca la 
doctrina que sostiene el demandado ya que si en tal casn sería 
sin duda necesario qrte los jueces anulasen ese aetq, 110 <e ve la 
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razón ílc que líil pronunciamiento Imbieífl de hace^e necesaria- 
mente en jnic¡« > distinto y anterior al m\ índicatorio. cuando 
tos demandantes alegan la nulidad del titulo del reivindicado 
para demostrar que el inmueble ohjétíi de este juicio no há 
salido de su dominio y sobre esa base reivindican, porque re- 
suelta la nulidad como cuestión previa y destruido el aeto des- 
de su origen en virtud del efecto retroactivo de la .sentencia 
autilaloria consulado por los arls. 1051 v 105J del C. C la 
reivindicación nxt tendria obstáculo alguno para prosperar ya 
que de ese nítido el derecho del demandante :i reivindicar ha- 
bría existido en el momento mismo de entablar su demanda 
como lo exige el art, 2774 Sey eit. "La acción de nulidad dé 
rescisión — dicen Haudry [«aeantineric y Barde — cuantío *ir- 
vé para atacar un contrato traslativo de dominio tiene jmr co- 
rolario esencial la acción ele reivindicación. Ksla revive ne- 
cesariamente por efecto de la decisión míe hace caducar t_-l con- 
trato. Sucumbiendo en su defensa contra ta acción (le nulidad 
<• rescisión, el adquirente por ese solo hecho se encuentra bajó 
el imperio tle la acción rei vindicatoria ("snns te coup de t'acnon 
en reinvindieation"! . Autores citados, Obligations, ton*. 3, 
primera parte, parágrafo wfuj. 

<¿ue no contradice esta doctrina la disposición del art. 
del C. C. porque sólo resuelve que los actos anillables se ten- 
drán por válidos mientras no sean anulados y aún concuerda 
con los arts. 1050 y 1052 antes citados, en cuanto disfume 
que se tendrán por nulos desde el día de la sentencia que los 
anule o lo que es igual que a partir de la fecha de ¿sta no 
tendrán ya validez aparente y serán nulos db htitiu. 

(Jue no cabe oponer a las anteriores conclusiones qui- !ós 
procedimiento* seguidos ante los jueces de Santiago del lis- 
iero |mii Salvatierra («ra obtener su nombramiento de tul"! 
y las autorizaciones fwtra hipotecar primero y vender después 
i l inmueble en litigio, son susceptibles de validarse por ratifica- 
ción o confirmación de los interesados, porque como se ha de- 



lí*4 



I IHl I.A CORTE SUPREMA 



mostrado ya. su nulidad proviene de ta falta absoluta de ju- 
risdicción de dichos jueces fiara entender en asuntos cuyo co- 
nocimiento pertenece exclusivamente, de acuerdo a una dis- 
IMMeión del C. Civil, a los tribunales tic Córdoba y que en la 
actualidad se tramitan ante ellos en virtud de un fallo de la 
forte Suprema que ha declarado la competencia de los mismos. 

Que además debe observarse que aun cuando fuera pro- 
rrogarle la jurisdicción en materia de sucesiones y tutela, en el 
caso, la prórroga no se habría efectuado, porque las diligen- 
cias practicadas ante los jueces de Santiago del Kster» por 
Pablo C. Arias ihijoi no habrían podido de ningún modo obli- 
gar, ni menos jícrjudiear a sus hermanos menores cuya repre- 
sentación no tenia. 

One al contestar la demanda el demandada rio ha preten- 
dido que don Pablo C Arias (hijoi se encuentre a su respecto 
CU distinta situación que sus hermanos menores, ni que dicho 
señor haya ratificada en alguna forma la venta hecha por Sal- 
vatierra del in.niehle en cuestión, por lo que no puede tomar- 
se en cuenta lo alegado .sobre este punto ajeno a la "litis con- 
téstate", en l(i> escritos posteriores del juicio. p..r el represen- 
tante del señor Nure> Saldado. 

gue habiendo el demandado sostenido que en todo caso 
lOs actores han aprovechado las sumas que entregó a Salva- 
tierra por razón de la hipoteca y venta de la propiedad que se 
reivindica y no estando estas cuestiones incluidas en la litis 
eantestaltO, deben salvarse las acciones que pudieran tener pa- 
ra que las ejercite en la forma que hubiere lugar en derecho. 

Que las costas del juicio deben abonarse en el orden que 
lian sido causadas por tratarse ríe una cuestión ardua que ha 
¡Indo razón plausible al demandado para litigar. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada se la confirma; sin especial condenación en costas. — 
mwsfo Conaález. - d. G. P'f.m\ — Eleodoro Fierro. 
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Vistos y Considerando; 

<Juc los Kechos generar lores del presente caso venídu :i 
conocimiento de esta Corte por recurso extraordinario son los 
siguientes: a) Pon Pablo C. Arias, padre de los actuales rei- 
vindicantes, falleció en la ciudad de- Santiago del Estero el 19 
de abril de 19*4: b) el nombrado Arias tenía su domicilio en el 
momento de su fallecimiento en la ciudad do Córdoba; c) don 
Nicanor Salvatierra, tio político de tos menores hijos del cau- 
sante, inició ante los jueces tic Santiago del listero el juicio su- 
cesorio tle Arias haciéndose discernir el cargo de tutor dativo 
de aquéllos y obtuvo autorización para enajenar sus bienes in- 
muebles; d> posteriormente los herederos de Arias promovie- 
ron ante las autoridades judiciales de Córdoba el mismo jui- 
cio sucesorio, suscitándose con tal motivo una cuestión de com- 
petencia entre el Juez de la última ciudad y el de Santiago del 
listero, resuelta |K>r esta Corle con arreglo :i lo dispuesto por 
el artículo 3.284 del Código Civil, en el sentido de que la juris- 
dicción sobre la sucesión de Arias correspondía a los jueces de 
Córdoba por haber sido este lugar el último domicilio del cau- 
sante; c> por último, en la actual contienda* deducida ante la 
justicia federal de Córdoba en razón de la distinta nacional de 
Ins partes, se ha obtenido la declaración judicial de la nulidad 
de la venta del inmueble verificada por Salvatierra a don Nar- 
ciso Ñores Salgado como tutor de los menores Arias y por 
ende del derecho para reivindicarla, no obstante la autoriza- 
ción que para ello le fuera concedida en su momento [>or el 
Juez de Santiago del Kstero. 

(¿tic el recurrente ha deducido el presente recurso extra 
ordinario acerca de la parte de la mencionada sentencia que 
declara a los tribunales de la provincia de Santiago del Estero 
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privado* de jurisdicción para otorgar el disci -r ni miento de la 
nitela en favor de Salvatierra, y. consiguientemente, para au- 
torizar la venta del inmueble objeto de la reivindicación, afir- 
mando que tal interpretación contraria lo dispuesto por el ar- 
ticulo de la Constitución ]>or cnanto ini|Hirta desconocer los 
efectos jurídicos que en la provincia de Santiago del Kstem se 
atribuirían al discernimiento de la tutela de los menores Arias. 
C«yo valor no ha sido en ningún móntenlo puesto cu tela de 
juicio ante aquellos tribunales donde mantiene la plenitud de 

MI vjgof. 

One el precepto del artículo y" de la Constitución comple- 
mentado por el articulo 4. de la lev 44 atribuye a los procedi- 
mientos judiciales producidos en una provincia, una vez au- 
tenticados, ante las autoridades judiciales de todo el territorio 
<U- la República, los mismos efectos que por uso y ley les en- 
nv -ponda en el estado de donde procedan, 

<Juc, esta Corte, ha decidido en repetidos casos que ta- 
les preceptos ( presuponen faltos dictados por jueces ü tribuna*- 
k"- que tengan jurisdicción sobre la., cosas y Kvü personas a que 
a ¡"reten y que se trate de actos judiciales que no importen una 
extralimitacíón de facultades en lo relativo a la eompteneia. 
porque ella es la base en que puede fundarse la validez fie un 
fallo judicial, como quiera que la sentencia de un tribunal sin 
jurisdicción sobre las cosas o las personas carece de eficacia 
mino decisión irrevisible en el concepto del artículo 7* de la 
Constitución". Palios, temo 135, página $ftj f tomo 136, pá* 

yue a igual solución llegan la doctrina, y la jurispruden- 
cia americana no solo en cuanto al principio misino sinó tam- 
bién en cuanto al derecho reconocido a los tribunales fie un 
l'stado para investigar tos actos o procedimientos emanados de 
las autoridades judiciales de otro han sido producidos con ju- 
dicción sobre las cosas o las personas. Y a este respecto W¡- 
H.'tiífhby se expresa *SÍ: "mientras la regla de la plena fe y 
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crédím hace del testimonio de una sentencia, pronunciada en un 
estado concluyeme evidencia eri las Curtes de otro Kstado o de 
tos Estados Cuidos de la materia juzgada, rila no afecta ni la 
jurisdicción de Ja Corte iM»r la cual la semencia ha sido dada, 
ni la de aquella ante la cual es ofrecida cómo evidencia. Las 
sentencias obtenidas en un Estado de la Unión, cuando prue- 
ban en tas Curtes de «tro Gobierno, estadnal o nacional. 1 den- 
tro de los listados l/nidns. sólo difieren de la> dictadas en una 
enmarca extranjera en que no son ree\aininahles en su mérito, 
tu susceptibles de ser incriminadas por fraude, si han sido prn- 
tuntiiadas por una Corte que tenia jurisdicción en Ja causa 
y en la* partes". Un the Cnnstíiution. torno j. página n)8. V 
agrega, en la pagina 202 i "de lo dicho claramente aparece qui- 
en todos N>s casos en que un picho es l raido a un Kstado con 
motivo de una sentencia dictada en oim, el tribunal ante e! 
cual es traido puede examinar sí el tribunal -¡iu* la "■■>utmció te- 
nía jurisdicción para dictar un falto personal^' ¿ e.n el caso de 
Wiltiansson v. íierry 149 l\ Si) S. Him 49$ 540, se dijo 
acerca de las facultades ile los trilmnales de un testado para 
examinar la competencia de los otros. I<» siguiente: "us una 
rc^la bien establecida en jurisprudencia qin- la jurisdicción di- 
un tribuna] mu !ia ejercitado autoridad sobre una materia pue- 
da ser mve.-ugada ante todo otro trilmnal cuando los procedi- 
miento í que hacen fe en el primero son traídos ante el último 
por una parle (pie reclama el beneficio de tales procedimien- 
tos*. V esta regla es uniforme en la jurisprudencia americana 
como puede verse en los siguientes casos principales: Rose v. 
Hinwly ¡8 L\ S.. 4 Cranch 241 ; Klliot v. Peirsol 1 26 L\ &■), 
1$ l'eu 4<>S: Webster v. Reid (52 L". S. i. 11 Hov. 43;;Gua- 
ranty Trust v. C.reen Cowe Springs 130. U. S. U/. 

Que si la jurisdicción, cuino dice Gnvley. es el poder cons- 
mucionalmeiilc conferido a una Corte, juez o autoridad, para 
conocer y decidir las causas de acuerdo con las leyes, es evi- 
dente que Jos actos y procedimientos judiciales producidos por 
magistrados incompetentes son en realidad inexistentes y ni Ja 
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regia del articulo 7." de la Constitución ni la del artículo 4. de 
la ley 44 podrían otorgarle* la valide» que originariamente les 
falta, pites, no se traía, cuino dice Storv de "conferir mediante 
aquellos preceptos un nuevo poder o jurisdicción» sino, sim- 
plemente, de reglar el efecto de la jurisdicción reconocida so- 
lare personas o cosas dentro del territorio", 

Ouc de lo dicho se infiere que (oda la cuestión en el caso 
de .unos queda circunscripta a determinar si en el acto del 
discernimiento de la tutela en favor de Salvatierra, los tribu- 
nales ile Santiago del listero han procedido con jurisdicción, 
esto es, con arreglo a la* realas señaladas al etc«.¿ en el Có- 
digo Civil para lodo el territorio de la Nación, 

(Jue, desde luego, en presencia de la resolución dictarla 
por esta Corte el 22 de julio de 1921 declarando la competencia 
de las autoridades judiciales de Córdoba para entender cu el 
inicio sucesorio de Arias, nu puede caber duda alguna acerca 
fie que el último domicilio del causante fué en aquella ciudad; 
y, a mayor abundan miento, ese hecho como lo establece la sen- 
tencia ha sido nuevamente acreditado dentro de los presentes 
autos. 

Qué aún cuando segj verdad que tal resolución de la Corte 
tío anticipe nada respecto de la validez riel discernimiento de 
la tutela, por cuanto, como es obvio, la nulidad de los ptucedi- 
mientos del juicio sucesorio emergente de la falta de jurisdic- 
ción de tos jueces de Santiago del listen • 110 comporta necesa- 
riamente y por sí misma la de las actuaciones relativas a la de- 
signación de tutor, ello no obstante la solución del»e ser en el 
sentirlo de ta nulidad en razón de los hechos que promediaron 
en aquella designación y de las disjyisiciones de la ley civil 
aplicables al caso. 

<¿ue, conforme a lo dispuesto por los artículo.* 399, 400. 
4»H. 4.ii y 43- áél Código Civil, si la tutela para ser válida 
debe ser discernida por Juez competente y si sólo lo es dentro 
de la República respecto de los menores cuyos padres se en- 
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cueritren ttomicitiadoi Cn ¿Ha. él del lugar en que éstos tu- 
vieran su domicilie «1 día -ff su muerte, no pnrece dudoso que 
eí ÚRÍCp juw competente para 4ist«ndr U hítela los menores 
Arias y para autorizar la venia dd inmueble objeto de la pre- 
sente reivindicación (artículo 434 Código Civil) fui el de la 
ciudad de Córdoba, lugar éste del último domicilio del padre 
y no el de Santiago del Estero, como justamente lo reconocen 
y declaran las sentencias de l. 9 J 2* Instaruia. Fallos, tomo 
Ingina 118 y doctrina del fallí» ionio 136, fagina 339. 

(Jue et artículo 6", inciso 1 1 de la Constítudón. al facul- 
tar al Congreso para dictar los códigos comunes expresamente 
lo ha autorizado también para reglar por medio del Código Ci- 
vil la jurisdicción y competencia de los tribunales los Es- 
tados en aquellas cuesi iones que como las sucesión» o la tu- 
tela por su naturaleza misma, sin una solución uniforme acerca 
de aquellos puntos, encierran la posibilidad de producir graves 
males y frecuentes conflictos en las relaciones privadas de los 
hal litantes emergentes de la aplicación simultánea de distintas 
jurisdicciones, dentro de la Nación, a una misma institución 
jurídica según el punto de vista (situación de los bienes, re- 
sidencia o domicilio* que cada Estado adoptara. 

(Jue el derecho de los tribunales de la provincia de Cór- 
doba nacionales o locales para investigar la jurisdicción con 
que han han conocido los tribunales de Santiago del Estero de- 
ja de ser una mera facultad para transformarse en una posi- 
tiva obligación legal en mérito de lo dispuesto por el artículo 
íi de la O institución, cuando, como en el caso, aquella juris- 
dicción ha sido expresamente reglamentada por el Código Ci- 
vil lev nacional a cuyas prescripciones están obligadas a con- 
tornarse las autoridades provinciales no obstante cualquiera 
disposición en contrario que contengan las leyes o constitucio- 
nes locales. 

Que el punto subsidiariamente planteado por el apelante 
invncaii.lo en su apoyo el artículo 403 del Código Civil con el 
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fin de Amostrar !:i jurisdiccióii del Juez -le la provincia de 
>antiago óvl K tero que discernió la tutela se resuelve ]mr una 
cuestión de hecho: V.i de snlier sí I;» condición de los hijos de 
Ari as es o ñu la de menon"* abandonados o es ínsitos. V esta 
cuestión de hecho decidida por los tribunales de 2.' instancia 
en sentido negativo no [niede ser revisada por la Corte en el 
recurso extraordinaria según lo rcíteradantetite resuelt-.. 

Por estos nmdametui» se confirma la sentencia afielada 
en la parte qu* lia podido m.t materia fiel recurso. 

A. Rf.KMKJO. — N'lCANOR G. DEL 
SOLAP. 1- J. FlGKEROA At.- 

corta. — Ramón Méndez, 

— RoiiERTO Rl-PETTO. 



Sociedad Juámutu Canal y Puerto del Oeste contra el tíobier* 
no Xacionul, sobre cobro del importe de obras, tierras v 
mejoras. 

Smiifimo: ir rara la procedencia de la acción m mil rcr.w. iio 
basta el concurso del empobrecimiento del demandante y 
del enrir|uecimicnto correlativo del demandado; es. ade- 
más, condición esencial. In ausencia de justa causa que le 
justifique y explique: y no comportando por si sola la ca- 
ducidad de la concesión autorizada por la ley número 2374 
|)ara el ensanche del Can.il riel Riachuelo y Rio Matan- 
zas, una causa jurídica que legitime o explique la atribu- 
ción al hsladif. de las obras o propiedades afectadas por el 
concesionario a la primera sección del Riachuelo, ni tam- 
poco que ella nazca de lina previ-non expresa del acto de 
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concesión, la» coadici*hes de la expresada acción $ reíii 
tmo 85 encentran p^jj^jís; (Concurren en la hipó- 
tesis, no sólo el euipi>lji.c M1 ¡ t . nln <i e j concesionario y d 
enriquecimiento fiel Kstadt, sin, también ] a amencia de 
causa justa qué autorice acjíeí eui ; qiie*í m í,, mil , 

j." Conforme a la propia nali raleza de i acción tu rem 
mrsüt para fijar en el caso el alcance cié indemnización, 
no ha de tomarse en cuenta el trnntn real y j,, s desem- 
bolsos verificadas por los concesii mar ios en i realización 
de las obras, adquisición de las terrenos o ^^''ruccione- 
correspondientes, ni mucho menos c! costo de é-^ n ¡ ene¡i 
ionio formando parte de la concesión, ya que e, vajor 
ha desaparecido por efecto de la caducidad, sino 
mente su valor bruto, esto es. el que hubieran rep. cn _ 
lado para el concesionario si hubiera dispuesto de ellos 1¡; _ 
pues de la extinción de la empresa. 

3." La acción iu nni verso ejercitada en el caso por i 
ftemandaute no puede comprender el valor de los terre- 
nos de propiedad privada ocupados por el lecho del rio. 
después ríe la rectificación de su cauce que le fueron ce- 
didos gratuitamente p*»r >us pnipielarios con el propósito 
dé cooperar a la realización de la obra pública que consti- 
tuí* el objeto di; la concesión, y valorizar, de paso, ci resto 
de las tierras. (Los derechos de la empresa concesionaria 
sobra tales bienes desaparecieron con la declaración de 
caducidad, y respecto de ella rio medía enriquecimiento de 
la Nación a expensas del concesionario ». 

* 

Casv : Lo explican la* piezas siguientes : 
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Bunio» Airea, No* i tetare s de I9*« 

Y Vistos 

l«u> pronu""' * t ,nr ' a ^««.'iedad Anónima Canal y Puer- 
to del Oeste c ,tríl I* Nación, solire colín» del importe fie obras, 
tierras y me*™ ílc resulta: 

( . { ( - a fs. i se presenta don Narciso Laclan, Presidente 
tic ía Cr" s ' on '""¿«dadora de la sociedad demandante, instru- 
mento rs 3 a 5. e invocando el permiso acordado por la ley 
10 |^T intcr P <> » í -* est a demanda contra la Nación. Manifiesta 
que r le - v w conce(Ii « a ,a sociedad antecesora de la 

lti( .idada el derecho de ensanchar a su costo el Canal del 
H huelo y Rio Matanzas en una extensión de 32 kilómetro!» 
acuerdo a estudios y planos que aprobaría el P. IÍ. lo cual 
ié realizado en septiembre 1 1 de 1002 construyendo la so- 
ciedad actora las obras de la primera sección, libradas al ser- 
vicio público por decreto de octubre íó de 1904. 

-í." (¿ue dfcttó decreto antori/ó a la adora a cobrar los de- 
recJtos de puerto y muelle fijados en las leyes ¿¿¿o y 2232, 
j>ero luego, el Poder Ejecutivo redujo el motilo de esos dere- 
chos no obstante las protestas y pedidos de la actora que no 
atendió. Ksto determinó la imposibilidad para la actora de 
construir con sus recursos la segunda y tercera sección de la 
ulira y como 110 ae accedió a someter las cuestiones suscitadas 
a arbitraje, resolvió el* Poder Kjceutivo f>or decreto de julio 1 
de ígxi declarar caducada la concesión y rescindir el contra- 
to derivado de la misma sin reclamo para la sociedad. 

3/ y uc míe vamente reclamó la actora ante el P, E. sol i 
l itando el reintegro del valor de las obras y mejoras y a pesar 
fie los dictámenes del Procurador del Tesoro, y del de la Na- 
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ción, el P, K. denegó la petición de reintegro. Kilo determina 
la presentación de esta demanda tendiente a que la Nación abo- 
ne a la aetora cuatrocientos sesenta y seis mil setecientos sesen- 
ta y un |jpp¡¡ con sesenta y seis centavos moneda nacional, valor 
tío la eonst rueción de la primera sección del canal y el valor de 
sesenta y siete mil ochocientos noventa y ocho metros cuadra- 
dos ile terreno ocupados por el canal, con intereses y costas. 

4." Que la Nación utiliza las obras realizadas y como no 
]iuede enriquecerse a costa de otro, debe devolver las cantida- 
des demandadas, invocando la aetora los artículos ¿427, 242$, 
J441. 2588 del Código Civil y principios inherentes a los con- 
tratos. 

Corrillo traslado a fs. i¿, lo evacúa el señor Procurador 
del Tesoro en representación de la Nación, decreto de !s. 36 
y de f s. 37 a 44 expone : 

1. " Que la Nación otorgó una concesión a la antecesora 
de la demandante, delegando en ella el dominio eminente para 
<|ue construyera una obra gestionada por ella y se cobrase con 
su explotación durante cierto número de años. Si la concesio- 
naria no cumplió con las condiciones de la concesión el Poder 
ftjeculivo la declaró caduca, atendiendo obligaciones que con- 
ciernen. 

2. a Que la falla f?el concesionario no puede traducirse en 
obligación de indemnizar a cargo de la Nación. Si el Poder 
Rjecutivo redujo las tarifas, debió demandársele judicialmente 
]K>r ello, asi como debió hacerse lo misino cuando no se accedió 
a someter las cuestiones a arbitraje. 

3. Que la aetora carece de derecho pan* reclamar el valor 
de las obras realizadas, pues no tiene vínculo jurídico con la 
Nación contemplado por el derecho civil y el derecho adminis- 
trativo rechaza en absoluto las pretcnsiones de la demandante 

4." Que si la capacidad financiera de la empresa era de- 
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ríe i ente > >¡ contaba c' ni el producido de la primera sección pi- 
ra construir las obras y nri !n litio* clin rió la autoriza a solicitar 
reintegros a todas hues inadmisible», [W lo demás, el dtc> 
i;mn*n emitido por el mismo Procurador fiel Tesoro en et asun- 
to administrativo Untaba una conclusión contraria a las pre- 
tensiones de la redamante y en todo caso soló sé basaba en la 
i piidad y no en derecho. Imego de otras o moderaciones ter- 
mina solicitando el rechazo (le la demanda con imposición dé 
costas. 

Se abre la causa a prueba a tV 4*'. produciéndose la *jiu- 
expresa el certificado de fs. 140 v. y 147. Metían las |>artes a 
i.-. 150 y 167, y con la providencia dé autos de fs. 1^7 vta.. que- 
da la causa para definitiva, 

Y Considerando : 

1." Que la présenle Cansa reviste aparentemente aspecto 
de -unía complicación en virtud de la manera como ba sido 
presentada . Perú un atento examen de los elementos que la 
componen, permite dar la solución justa, legal y equitativa míe 
;i juicio del suscripto corresponde. 

Kn efecto: al actora reclama de la X ación el pago de eua- 
U'irfientns sesenta mil seiscientos sesenta pesos con sesenta y 
seis centavos m\% en concepto del valor <lt* las Obras realizadas 
ni la primera sección del canal Riad nielo, puesto que la X ación 
le.bfi alionar dicho importe al ineorimrar al dominio publico 
tales obras. Asimismo tfeli indemnizar a la actora el valor de 
íns tCFjréne* o mprendídos en los cortes del canal cuyos sesen- 
ta y siete mil nehorientos noventa y ocho metros cuadrados 
\-\]-:\ segtín í^Sttitít de f*. 5 la cantidad de quinientos sesenta 
nueve mil doscientos ochenta v un pesos min. Total de 1" 
rivíamado <ín juiíos: un millón eeiminueve mil ciento cuaren- 
ta 1 dos pesó*! sesenta y seis centavos m n., sus intereses \ 
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a" Que al concretar aún más las linea.- generales, se cib- 
mm que la .naturia en decisión ih. ilebc ni Muedc comprender 
«na sene de circunstancias que si bien han ¿¡do mencionada* 
en la % ¥ w>m*Wk, en feaífílád no forman parte ríe ella. 

Dichas circunstancias serian |á s tólattvás al CUindinlrértto 
exact» en t,cin|>o pfópíÍQ de las cláusulas de la lev de ^cesión 
V 2374 y contrata cogf&¿tente por parte dé la sociedad actora 
o de sus antecesores. Tamben habrá que eonsífeif Wztm 
punios, como ser las ctiestioties suscitarlas eon motivo ílé las 
mm a apliear en el canal, terminación de las obras de la % 
ganda v tercera sección. denegatorias del l\ | : . u reiterad- 
reclamos de la actora, decrete, de caducidad ele la cítócesióit 
ardida del cielito de garantía, sner.e que corrió esta decla- 
ración, derechos que eohró déjó de cobrar k sociedad, costo 
de las obras realzadas, interés ¿leí capital de Ta compañía di- 
nero gastado jior la Nación en reparar las obras después de 
caducada la concesión, etc. etc. 

Se ve por lo tanto, que es posible reducir a sus verdade- 
ras prnixiraones la substancia del asunto sometido a decisión 
judicial, las cuales sc sintetizan en la siguiente forma: í fe- 
cho de la actora para exigir el pago de las obras realizadas v 
terrenos de la misma en virtud de haberse enriquecido con ello 
ta Nacton a e"sta de Ja adora. 

3'" Q" e dentro de los ebneéjptos preceden temen té expre- 
sados cabe analiza, el punto relativo al reclamo del valor de 
los f>j.¿8i pesos moneda nacional. 

í.os terrenos cuyo metraje se indica, fueron donados a la 
(jarte actora por sus propietarios pasando a convertirse en ca- 
nal o lecho del feiactiíieló. 1 Véase cómputo del contador Ronco 
de fs. tüoy del perito, ingeniero Huergo fs. 139). 

Ahora bien: si los terrenos de referencia le fueron dona- 
tos a ía [>arte adora en razón de las obras de canalización v 
rectificación del Riachuelo, si esos terrenos recibieron el des- 
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tifia previsto y si no costaron a la sociedad actora o a sus an- 
tecesores, ningún precio en dinero, es evidente que aquélla por 
>i y ante ni no puede alterar el espíritu y finalidad de lá obra 
pública emprendida, para convertir en un rubro de lucro la 
utilización de dichos terrenos, haciendo pagar a la Nación un 
precio que jamás descinlKilsó la actora. 

Se explicarían las pretensiones de la demanda en el caso 
de que la actora hubiera pagado dgunz cantidad por tales te- 
rrenos, en cuya situación tendrían asidero legal y doctrinario 
,a argumento central tenazmente repetido; nadie puede enri- 
. mecerse a costa de otro. Pero como se deja enunciado con pro- 
banzas provenientes de la misma actora, ésta no sufre econó- 
micamente con la conducta de la Nación de haber regularizadc 
la situación de tales terrenos concediéndoles el carácter de bie- 
nes públicos del Estado general (artículos 2340. incisos 3/ y 
7.". Código Civt!)- 

Se tratan pues, de una pu ra Y sim P le sustitución de titu- 
lares ejecutores de una obra pública, quienes en definitiva han 
comenzado luego han continuado dandi» el destino que tenían 
rsos terrenos, sin que pueda reputarse en ningún momento que 
éstos deban constituir un fuente de ganancias para ninguno, ya 
nue a Itueii seguro los donantes no se habrían desprendido de 
mis tierras respectivas, si la obra publica no las hubiera reque- 
rido para su ejecución, reportando beneficios en primer térmi- 
no para etlns v <ui segundo término para la comunidad (ver 

ley ¿¿74 >■ 

l>ada la situación especial de la sociedad actora que no se 
etfed para negociar las tierras, ni gastó su dinero en las que 
forman parte del cauce del Riachuelo, es forzoso convenir en 
que el principio de equidad y de derecho civil según Mercader, 
nota al artículo 784 del Código Civil, que no es permitido en- 
riquecerse con lo ajeno. 110 es aplicable en este pleito a la Na- 
t-'tóu, y por lo tanto carece de base jurídica ta demanda en 
cuanto al reclamo del valor de tos terrenos de referencia, y asi 
¿e declara. 
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Para terminar con este punto puede decirse que si bien 
"el derecho civil reglamenta las relaciones de individuo a in- 
dividuo, forzosamente ese derecho civil se desforma cuando 
uno de los individuos se llama: todo el mundo". í Véase Droít 
Administratíf de Bartelemy, año 10.17. págs, 545. 547. 576, 
5113, entre otras >. 

4." Que etí cuanto al punto concerniente aj valor <de las 
obras realizadas por la parle adora y míe se reclama a la Na- 
ción, es menester recordar que en la demanda se señala que en 
las mu-vas obras derivadas de la ley 0426, la Nación aprovecha 
integramente la prurera secjcipn cíe) canal construida por la ac- 
tora y por lo tanto deberá abonar su importe valuado en cuatro- 
cientos sesenta y seis mil seiscientos sesenta y un pesos con 
cítenla y seis centavos moneda nacional. 

A ís. R4 se celebró una audiencia tendiente a nombrar pe- 
ritos para que dictaminasen sobre los puntos propuestos por la 
parte adora, y de común acuerdo de los litigantes quedaron de- 
signados eí contado Ronco y el ingeniero Iluergo para las res- 
pcetiv.'is o]M.raciones que se Ies encomendaba. 

Kl cOftitadór RonCQ manifiesta a fs. 108 vta. que la adora 
gastó trescientos veintisiete mil novecientos diez y nueve pesos 
con veintidós centavos moneda nacional en la construcción de 
la primera sección del canal, presentando esta cifra una no- 
table diferencia con la suma indicada en la demanda. 

Citada esta circunstancia que 110 tiene carácter decisivo en 
autos y que se consigna al |>asar, corresponde ocuparse del pun- 
to medular de! asunto contemplándolo de acuerdo con los tér- 
minos de la litis cautestatio trabada, esto es: Dtehc la Nación 
abonar o no el trabajo de la adora en cuanto importe un apro- 
vechamiento por su [jarte? 

Kn estricto derecho civil es innegable que asiste derecho a 
la actora para formular el reclamo verificado sobre el parti- 
cular, ya que aquí tiene aplicación indiscutible el principio in- 
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vucado ¡xtr ella de que nadie puede enriquecerse a cosita de otro. 
Los artículos de! Código Civil referidos en la demanda no de- 
jan dé tener su aplicación al caso sub judicc. 

Y en derecho administrativo no es posible consentir que 
por numerosos que sean jos privilegios que amparen al Rsta- 
do. puede éste quebrantar principios elementales de equidad y 
justicia. La Nación ha tenido en cuenta al dictar ta ley *ji _*< i 
la |>ns¡|jiiidad de aprovechar tos trabajos realizados por la So- 
cieda<l Canal y l*nerto del Oeste a fin de hacer menos onerosa 
la obra de canalización y rectificación del Riachuelo, según lo 
manifiesta el ingeniero Huergo a fs. +2. quien a su calidad de 
perito tínico Hombrado de conformidad de partes, une la de 
ser el director de la* obras ordenadas j>or la ley yi^fi. 

Kn estas condiciones no es por cierto aventurado recono- 
cer que la actora debe ser indemnizada por la obra que cons- 
truyó en cuanto sea aprovechable por la Nación, desde que en 
cualquier momento ésta tendría que desembolsar siempre una 
suma de dinero para llevar a calió la obra que encuentra rea- 
lizada. 

5." Que. lina! mente, queda jior determinar lo relativo al 
monto de la idcninización materia del estudio que antecede. 

El ingeniero Huergo en su prolijo dictamen de fs. 14.* a 
ís. 144. hace un estudio cuidadoso del punto el que se le en- 
comendó a fs. 85. y luego de consignar razonamientos atendi- 
bles llega a la conclusión de tute el traltajo aprovechable está 
representado por el movimiento de doscientos veintiséis mil 
doscienid> metro, cubico, <k- tierra y asignada el precio de >e 
>enta centavos m n. por metro cúbico arroja un valor de cien- 
to cincuenta y .niio mil seiscientos veinte pe -os injn. 

K! dictamen referido es aceptado >in reservas por ta acto- 
ra en su alegaio de ís. 105 y U*\ y i bien merece algunas ub- 
servaciones pro forma del señor Procurador del Tesoro en su 
■alegato el juzgado eslima que dicho diciamcu COtliulta con to- 
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*fa prudencia y exactitud I a situnción de tas partes y po,- fc 
lann. I„ «cog* ampliamente en el punto examinado reputando 
ifik- ila basé a un pronunciamiento jitclícírij que se inspira en la 
Wffflatl. ni la justicia y la equidad. 

6." One atento el desarrollo de tas razones consignaos en 
mn >ciucne.a. va sin decirse (|ll e no hay motivos |Kira entrar a 
considerar el monto de lo gastado por f a empresa en las obra, 
<n cuestión desde que ello no interesa pata nada a la Nacíóii 
Basta decir que por considerable que fuc.se dicho motilo la 
pación no tendría porque resarcirlo íntegramente, pues no in- 
lerviim ni tenia porque hacerlo en lo vinculado con los precio* 
<W ta actora tuvo por conveniente jugar en concepto de todo, 
y cada uno de los diferentes trabajos realizados, ta Nación 
debe concretarse pura y simplemente a abonar el importe de lo 
que aproveche con la asignación de un precio medio determi- 
nado en h cibica del redamo respectivo. 

7 «Juc en vista del resultad.» a que se llega en esta deci- 
sión, no hay piara que detenerse a hacer mérito de las demás 

¡■nu-has acumuladas en autos, ya que un detenido examen de 
a inismg; no permite modificar las condiciones impuestas imr 

la manera de encarar el pleito. 

I'or las consideraciones que preceden tallo: i' Rechazan- 
do la demanda inierpuesta por la Sociedad Anónima Canal v 
l uerto de Oeste contra la Xación por cobro del valor de se- 
senta y siete mi) oeh« .cientos noventa v ocho metros cuadrados 
emprendidos en las obras realizadas imr la actora en la ca 
Wft**> <**1 Riachuelo: 2 * Admitiendo jwcialmente la $¿ 
manda en cnanto persigue el cobro del valor de los trabajos 
realizados por la actora en al canalización aludida» determinan^ 
do .pie la jKirte apn.veehable por la Nación de aquéllos está 
COtistituídá por el movimiento de doscientos veintiséis mil sei*- 
ciemos metros cúbicos de tierra, cuyo costo de eiento cincuen- 
ta v ociio mil seiscientos veinte pesos m|n. se declara que la 
NVión está obligada a abonar a la adora cOii inteseses a estilo 
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lianoi de la Nación a contar desde la notificación tle la de- 
manda. Las costas deberán ser pagadas en el orden causado 
atento el carácter de las cuestiones deliatidas y no haber pros- 
perado in tetitm las pretensiones Úé tas partos 

Saúl M. Escobar. 



SKNTKNCIA I>fi LA CÁMARA FtiDgRAL 

Bueioi Air*», NI* m <• 1*3» 

Vista la causa relacionada a t's, 174 y siguiente:», seguida 
por la sociedad anónima Canal y Puerto del Oeste contra la 
Vació», por cobro del ifnportc fie obras y mejoras practicadas 
en Ir* canalización del Riachuelo; y 

Considerando i 

(¿ue por tu ley 3374, Je octubre de 1888, "concédese a la 
"Sociedad (teñera! I Vil dadora" el derecho tle ensanchar a su cos- 
ta y regularizar el cauce del Riachuelo y rio de Matanzas, des- 
de el puente del Ferrocarril del Sud, en una extensión de $¿ 
kilómetros, sobre la base de los esutdios presentados y de lo* 
planos definitivos que serán sometidos a la aprobación del Po- 
der Ejecutivo" (artículo 1,*). "La sociedad podrá expropiar a 
su costo Jos terrenos necesarios a cuyo efecto se declara de 
utilidad pública la ocupación de ellos" (artículo "Podrá 
cobrar en la parte del canal que construya o ensanche, a las 
< mbareaeiones que hagan uso de él o de sus muelles, por el ter- 
mino de treinta años, los <lercchos del puerto y muelle que fije 
tle acuerdo cotí el Poder Ejecutivo, ikj pudicntlu ser en ningún 
caso mayores que los que se cobraban tu el año 1888". (artícu- 
lo /."i. "El IWer Ejecutivo fijará la fecha en que los empre- 
sarios comenzarán a cobrar los derechos 1 ', { articulo y.'), " Ven- 
cidos los treinta años de la concesión, él canal \ las obras arfe- 
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xas quedarán ¡i beneficio exclusivo de la \*ación'. (articul* 
io. n ). "El ííobierno se reserva la facultad de expropiar las 
obras en cualquier tiempo, alionando |>or ellas el precio de ta- 
sación, que en ningún caso podrá exceder de un millón fie pe- 
sos oro*', (artículo w. 9 ) . 

Que según las constancias del expediente ndiuinislrat ivo 
agregado, en el contrato respectivo aprobado por decreto di* 
junio 8 de 1880* se convino que los concesionarios debían pre- 
sentar los planos definitivos dentro de los seis meses de su apro- 
bación, debiendo las obras empezar en los seis meses siguien- 
tes y terminar a los tres anos de comenzadas. ( fs. 131). 

Por decreto de junio 26 de kjoo. el 1*. K. aprobó la trans- 
ferencia beclia |>or la Sociedad General Pobladora a la Cam- 
inadora y de ésta a la empresa constructora, dándose a ésta un 
nuevo plazo de seis meses, desde la fecba del decreto, para que 
presentaran los planos definitivos y de detalle, debiendo dar co- 
mienzo a los trabajos dentro de los seis meses siguientes (fo- 
jas 131). 

Debido a las modificaciones aconsejadas por las oficinas 
técnicas y que la empresa constructora debía introducir en los 
planos presentados en oportunidad, recién se aprobaron estos 
el ir de septiembre de 1002. (fs. 12), 

Om constituida la sociedad Canal y Puerto del Oes* cu- 
yos estatutos fueron aprobados por decreto de 13 de octubre 
de loxw (fs. 20), con el único objeto de llevar a cabo los tra- 
bajos autorizados por la citada ley, el 1\ K. la reconoció en el 
carácter de tal, según decreto de mayo 26 de 1003. ( fs. 25 I , 

l'or decreto de 28 de febrero de 1906, dictado por el De- 
partan-ento de Hacienda, se aprobaron las tarifas que debían 
regir en la explotación de las obras correspondientes a la pri- 
mera sección, terminadas y libradas al servicio público por de- 
creto de octubre 15 de 1904. 

Por decreto del 31 de diciembre de 1907 (fs. 68) al apro- 
arse los planos y estudios correspondientes a la segunda y 
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tereent sección de las obras, se fijó en dos aúus y mstlio el pía- 
tÍc|ptivo para la tenn ¡nación total de las mismas bajó la 
o .^lición expresa «k* que .-i aüi tío se hiciera el P, K. lauia- 
na jMiscsióii de las obra> ejecutadas, haciendo efectivo el cobro 
de los derecho-, que percibe ta sociedad hasta la concurrencia 
de la> Mima s que debe abonar ésta en concepto de multan o ga- 
rantia.-. y sin perjuicio de la caducidad de la concestón por falta 
de cumplimiento a las cláusulas iieninenu-s del cühtráio re> 
peetivó, 

La suciedad Cana! y Puerto del Oeste demanda contra la 
Nación el pago del importe de tas obras y mejoras realizadas 
én la primera secciou del Riachuelo, canalizada y rectificada 
por rila en virtud de la concesión otorgada por la ley .2374. con- 
cesión míe el l\ É. declaró caduca en razón del incumplimiento 
¡11 «r paru- di- la «jciedad de las obligaciones a sil cargo, f-, n 
a i-*, 150 y siguientes i . 

Invoca las disposiciones de Jos artículos -4-7. J4_>N. 2441 
y 2588 del Código Civil, que consagran — rlice — ,4 el derecho 
del ponedor de Imcna fe a ser indemnizado de las mejoras úti- 
les y accesorios; y aún del poseedor de mala fe para rejHítir las 
mejoras útiles cjne hayan aninentailo el valor de la cosa hasta 
la concurrencia de! mayor valor existente, si bien coiupetism- 
dola* con los frutos percibidos y que pudieran percibirse, fru- 
tos que en el caso — agreda — no han existido sino en cantidad 
irrisoria". 

V sostiene míe tal pago es ineludible ante los principios 
dd derecho y de la equidad. 

1: Porque los trabajos efeetuailos en la expresada sección, 
asi cuino la tierra incorporada al nuevo cauce, tienen un va- 
lor del cual no ha sido reintegrada la compañía concesionaria en 
el breve tiempo de la vigencia tle la concesión ; 

_*." Porque dicho?, valores se han incorporado definitiva!- 
mente al dominio público y no es i»osible recuperarlos: 
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3. " Porque se trata «le una obra (le utilidad evidente míe 
é Gobierno de la Xacióu, po;r la ley 9136, ha resuello continuar 
y a tal efecto aprovecha los trabajos realizados y tas tierras 
aj mriaflas por la empresa; 

4. " Porque ninguna cláusula de la ley de concesión ni del 
comíalo respectivo cslablccen la confiscación como pena pa- 
ra el caso de incumplimiento de las obligaciones: 

5. " I'orque si las tierras, obras y mejoras ele la primera üéc- 
eión del Riachuelo no le fuesen alionadas a la empresa, et lis- 
iado .se habría enriquecido injustamente con los bienes y t ra- 
ba jos de aquella. 

y lie la sociedad no pide que él Gobierno sea condenado a 
cumplir las obligaciones que le imponía la ley o el contrato de 
construcción con respecto a la concesión misma: no pide que 
*e le reconozca el derecho de explotar las obras construidas en 
el Riachuelo o el de continuarlas. Da por firme la caducidad 
decretada por el P. IL y solo pide que el Gobierno le abone el 
valor de las obras, mejoras y tierras que ella ha aportado en be- 
neficio público y que ha dejado definitivamente incorporadas al 
dominio del listado, alegando que no ha logrado siquiera, obte- 
ner con la breve y precaria explotación de una parte del canal, 
el interés del capital invertido y rpie. como nada dicen sobre el 
punto ni la ley de concesión ni el contrato, *s forzoso aplicar 
¡a ley común y los principios generales del derecho, (véase fo- 
jas 15J ) . 

[J\\v si bien la sociedad mi hace cuestión de la caducidad 
declarada |Hir el P. K. en razón de haber excedido el plazo es- 
tipulado sin concluir la obra, cuestiona los efectos de esa ca- 
ducidad y sostiene que su demora fué motivada por la reliaja 
de la?* tarifas, lo cual no ie permitió hacerse de fondos ]jar;i 
continuar la obra. 

Que, como alega la defensa, aún en el supuesto de ipte 110 
hubiera sido juMa ta referida rebaja de las tarifa> conforme a 
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{as cuales la empresa explotaba la sección concluida del canal, 
es indudable (]uc tal circunstancia no la autorizaba a mi cumplir 
el contrato y sólo le daba derecho a demandar la fijación de 
las tarifas que correspondieren . Por otra parle, como observa 
con razón el señor Procurador de] Tesoro; no es Justo preten- 
der <|ue la obra íuera costeada con los recursos obtenidos de la 
misma. Tal argumentación revelaría más bien la incapacidad 
♦í rían cíe ra dé la empresa y. de consiguiente, que fuera esta la 
causa del f racaso de la obra . 

(Juc si la declaración de caducidad lia sido consentida, no 
lo h;m sido sus efectos, los cuales motivaron reiteradas recla- 
maciones administrativas de la empresa, y es precisamente lo 
que ahora discute, sosteniendo que en ningún caso la Nación 
puede aprovechar sin remuneración los trabajos y bienes in- 
corporados al canal, declarando una especie de confiscación so- 
bre ellos, por el solo hecho de la caducidad, a la que le da efec- 
tos que no están en la ley ni en el contrato. 

<Jue según la ley de la concesión (N. u -W4). la concesio- 
naria debía efectuar por su cuenta las obras y expropiaciones 
necesarias jwa ensanchar y regularizar el cauce del Riachuelo, 
debiendo quedar, vencidos los treinta anos de la concesión y 
sin remuneración alguna, de propiedad exclusiva de la Nación 
el canal y las obras anexas. l*a concesionaria no recibiría oirá 
compensación que el derecho que se le confería a explotar el 
canal por el término de la concestón, cobrando en la parte del 
canal que construya o ensanche, a las embarcaciones (pie hagan 
uso de él o de sus muelles, los derechos de puerto y muelle que 
fije de acuerdo con el I*. no pudiendo en ningún caso ser 
mayores que los que se cobraban en 1K88, año en que se san- 
cionó la ley. 

Que de ello se desprende claramente que la única recla- 
mación que la sociedad podía hacer, es la fundada en habérsele 
privado del beneficio de la explotación, que la ley y el contrato 
le acuerdan ; privasión pue puede provenir ya de haber sido f i- 
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jada en menor cantidad de la que correspondía. qu$ es lo que 
constituye la cuestión de las tarifas y la que. ramo queda di 
chó, nu es objeto de la litis; ya por haberse limitado el tiempo 
•le su iwrcepción sobre la primera sección del canal concluida y 
recibida por el P. E. sin observación, entregada al servicio pú- 
blico y autorizada su explotación. 

Que en vez de esto, la empresa manifiesta irx présame me- 
que "no pide que el Gobierno sea condenado a cumplir las obli- 
" gacioiies eme le imponía la ley o el contrato", "ni que se le 
" reconozca eJ derecho de explotar la obra construida" y de- 
manda otra cosa; el pago del importe de las l ierras, obras y me- 
joras o por lo menos en cuanto han enriquecido a ta Nación, 
pues de lo contrario ésta se enriquecería sin cansa, aprovechan- 
do injustamente actividades y bienes suyos. 

Que esta pretensión de la adora no es justa. Kn efecto, 
ella importa desde luego, desplazar la* cuestión de sus bases 
sin razón valedera, dejar sin efecto t-1 contrato o prescindir di- 
él por ta sola voluntad de una de las partes y con la agrava- 
ción de ser ésta la que ha faltado al cumplimiento de sus obli- 
gaciones. 

La cuestión debe resolverse, en primer término, con arre- 
glo a 'la ley de concesión y a las conveniencias contenidas en el 
contrato (articulo 1197, Código Civil), el que debe aplicarse 
teniendo en cuenta su naturaleza, y sólo en defecto de él apli- 
car las leyes generales o los principios del derecho y de la equi- 
dad invocados por la parte demandante. 

Que las relaciones que surgen con motivo de una conce- 
sión entre concédeme y concesionario, en cuanto se refieren a 
la remuneración de éste, son ciertamente de naturaleza contrac- 
tual y se rigen i*>r el contrate», con las necesarias restricciones 
que resultan de la calidad de persona del derecho público o ad- 
ministrativo del concédeme, de que los poderes de sus represen- 
tantes son limitados y están establecidos con el ineludible fin 
del niejor servicio público, el cual no puede quedar supedita 1- » 
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a mi interés prjvado, ]Kíro sin que ello importe que no se deba 
indemnizar toda ve/, que ese servicio ha requerido anq>liat-rom - 

■ i modificaciones que intjpottan obligaciones o privaciones para 
el concesionario, mi previstas en el contrato. 

Que en el caso, no resulta que se hayan exigido al conce 
Miliario erogaciones no previstas ni privación alguna, puesto 
• lite la rebaja de tarifas que éste tacha de injusta y que no lia 
"ido juzgada, ha podido ser objeto de la correspondiente ac- 
ción, si éste la considerara procedente. 

Qué no es cierto, pues, que se prive al concesionario dé 
{.•da remuneración, como él lo sostiene, sino que éste demanda 
otra que aquella a que tiene derecho por la ley y el contrato 
de que emana su derecho. 

1**1 concesionario, en el caso stify jutticc, no tiene otra re- 
muneración que el derecho a explotar la oh ra por el t ¡emito fj- 
jado en la lev, y esto e*s lo único que puede exigirse. Asi re- 
pulía de la naturaleza del contrato y lo corrobora la considera- 
ción de que si la empresa concesionaria hubiese cumplido el 
contrato, realizando totalmente la obra en el tiempo convenido, 
no hubiera tenido derecho a otra coni|>ensación y su situación 
nn puede ser más favorable por la circunstancia de no haber- 
lo cumplido, Lo contrarío nos conduciría a la consecuencia |x- 
ligro>a y absurda de colocar cu condiciones más ventajosas al 
concesionario st no cumpliera el contrato que sí lo hubiera cum- 
plido. 

*Jue a la misma solución se liega considerando el asunto 
del punto de vista que lo contempla la actora. al ejercer en vez 

■ le las acciones que emanan directa o indirectamente del con- 
trata la acción que deriva del hecho de haber construido, me- 
jorado o a|>ortrft1o valores a una obra pública, prescindiendo del 
contrato y fundada en el principio de que nadie puede enrique- 
cerse sin causa a ex|>ensas de otros. 

La acción in rctit verso o coitditii) sme caitsa o acción de 
enriquecimiento sin causa como le llaman los autores moder- 
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ii. j>, va sl- considere- cuno supletoria de la reivindicación cuan- 
do esta no es posible por confusión o incorporación indisoluble 
de una cnsa a otra, o más ampliamente para repetir o hacerse 
restituir cualquier valor pecuniario aportado indisolublemente ;i 
un bien que enn dio aumenta de valor y enriquece al poseedor: 
ha sido sin duda reconocida por nuestro Código Civil en di- 
versas disposiciones que legislan las aplicaciones más práctica- 
de! principio de que nadie debe enriquecerse sin derecho a cosía 
de otro. Pero tal acción requiere necesariamente que haya mi 
enriquecimiento del demandado y q«e sea injusto, ríégifíiiio o 
sin causa jurídica, condictoiiL-s que no concurren en el caso 
de autos. 

Porque aceptando que exista enriquecimiento de la, de- 
mandada — la Nación — é! tendría su frente en un acto ju- 
rídico — eí contrato — que legitima su adquisición, salvo, empe- 
ro, las acciones que correspondieren con arreglo a dicho contra- 
to, fpie fija la compensación que es debida al concesionario. 

Tampoco seria injusto, por cuanto las dificultades y per- 
didas de que se queja la demandante han tenido por causa su 
talla de cumplimiento, la no realización fie la ohra en el tiempo 
debido, lo que le hubiera pcniíílírio más largo tiempo de ex- 
portación, o la falta de previsión y cálculo, o de capacidad y 
habilidad al aceptarla o al ejecutarla, todo lo cual revela la 
existencia de culpa de su parle y hace aplicable e! principio de 
que el "hecho que no canse daño a la persona que lo sufre, si- 
no ]H>r falta imputable a ella, no impone responsabilidad al- 
gima", tari, mt, Código Civil). 

Asi como la Xación no hubiese tenido derecho ¡jara res- 
tringir sus ganancias si hubiesen sido excesiva*, tampoco tích 
ne obligación de resarcirlas si no las hubiese por causa- que 
110 dependen cié ella. 

Por otra parte, es dudoso que exista un enriquecimiento 
de la demandada, pues aún descartando, en el hecho y en de- 
recho, la cuestión de sí el enriquecimiento debe tener un ca- 
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ráete r exclusivamente patrimonial, aparece en el caso que la 
pretendida venia ja de la dcmani latía es más a fia rente que real. 
Kl fin primordial t\v la concesión no es la ganancia tlel em- 
presa rio stno el servicio público, y este lia sufrido con el fra- 
caso de la concesión. 

La Nación debié tener ya hedía la obra para satisfacer las 
necesidades públicas oue la reclamaban: esa fibra podía prn- 
r lucirle renta y pudo tenerla desde antes del vencimiento del 
termino de la concesión por una suma no mayor de un millón 
de pesos oro. sin otro desembolso; nada de lo cual sucede por 
culpa de la concesionaria, quien así ha perjudicado a la de- 
mandada y >e lia perjudicado a si misma, privándose de lo> 
frutos qué la cosa ¡nido producir, 

One un estricto derecho no es exigible al Gobierno una 
indemnización en lugar de lo que según la ley y contrato de con- 
toii.ii t-i*rn'S[windena :i la empresa: ella pudo constituir una 
dilución amigable, por vía de arreglo o transacción y depen- 
diente del juicio o discresión de los |>odcres enm i* lentes . 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia de 
fs. (74, se rechaza la demanda en todas sus partes, quedando 
asi modificado el fallo apelado; sin expresa condenación en 
costas atento la naturaleza y las dificultades de las cuestiones 
debatidas. — Marcelina Hscafoda. — T, Arias, — H, & A*u- 
-ar AntHorena. — J. P. Urna. 



l-AI.LO OK T, V CoHí lí SLTKIvM.\ 

Bu*not Alrei, 4|6>»^dtiw 

Y Vistos: 

KMe juicio seguido jxir la "Sociedad Anónima Canal y 
Puerto del Oeste en liquidación" contra el Gobierno de ta Na- 
ción por cobro de pesos, para conocer de la apelación interpues- 
ta por la Cámara Federal de la Capital , 
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Y Considerando: 

«Jue los hechos ni virtud de los cuates se ha formado el 
presente litigio son los siguientes: 

a* La ley número 2374 concedió a la Soledad Cene ral 
robladora el derecho de ensanchar a su costo v regularizar el 
cana- aclual del Riachuelo y Río de Matanzas desde el jítientc 
del Ferrocarril del Sud, en una extensión de treinta y tres 
kilómetros, facultándole para cobrar en la parle del canal 0,11c 
construya o enanche derechos de muelle y puerto \*>r el tér- 
íiHho de treinta anos. La actual demandante a mérito de su- 
cesivas trasmisiones, aprobadas por el Poder 'Ejecutivo se ron- 
virtió en adjiidtcatarta de los derechos y obligaciones emer- 
gentes de la susodicha concesión. 

bi pnr decreto de 15 de petuhrc de n>o.j el Poder Kjeeu- 
livo habilitó y libró al servicio publico la primera sección del 
canal compreiulifla entre el puente principal del ferrocarril del 
Sud y puente Alsina, quedando pendiente las secciones segun- 
da y tercera cuya realización ulterior integraría la obra públi- 
ca de f|ue se trata. 

ci Por decreto de 1." de julio de 1913 el Poder Kjecuti- 
vo declaró caduca la concesión acordada por la ley número 
-A74 y rescindido el contrato derivado de la misma en razón 
ile hallarse vencido él término dentro del cual debieron que- 
dar conchudas las obras de ta segunda y tercera sección. 

d( KI decreto de 17 de noviembre de 1915 desestimó la 
reclamación administrativa presentada por la Compañía con el 
íin di- obtncr una indemnización por el valor de los trabajos 
incor|wrados a la primera sección que el Gobierno Nacional 
ha aprovechado al poner en ejecución la canalización y rec- 
tificación del Riachuelo resulta por la ley número 9i¿. cs- 
pecialmcnte entre los heelómetros 3 y o y de 24 a 39, buscan- 
do así hacerla menos onerosa. Véase informe del ingeniero 
I lucrgo — fojas 142. 
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Que con la les puntos i\t; partida y ieiiieiul«> en cuenta cjiie 
la demanda no tiende a obtener que el G¿biériiq sea condenado 
a cumplir las obligaciones que la ley de concesión u el contra- 
to le imponía, ni impugna t^rjpoco la validez de los actos ad- 
ministra! i vo* que han sancionado la caducidad de la primera, 
la cuestión fundamental y única a resolver es la de saber si nu 
obstante y a pesar de aquella caducidad, tiene derecho el con 
cesionario a ser indemnizarlo por el Gobierno del valor de las 
obras útiles, representadas eii toda la extensión de la primera 
sección por el dragado y rectificación de la vía fluvial nom- 
brada, asi como también del precio de los terrenos particula- 
res empleados por la Comj»añia con el fin de darle al Riachue- 
lo en esa pane su nuevo y actual cauce, 

Que sancionada la lev número ojjjf, citada, por la cual la 
Nación tomó a su cargo la canalización y rectificación del 
Kiailuulo y comprobado en autos por el informe del ingeniero 
Muergo, actual director de aquellas obras, {véase fojas 141) 
que una |>ane de los traUijos realizados |wr la Sociedad y 
Puerto del í)este han sido aprovechados según planos oportu- 
namente aprobados j>or el Poder Kjecutivo, es evidente qui- 
lla existido un pasaje de valores del patrimonio del concesio- 
nario al del Ivstado y toda la cuestión radica cu determinar si 
la perdida pecuniaria del primero tiene su correctivo en los 
principios del enriquecimiento son causa aplicable por analo- 
gía de fundamentos; tatito a las relaciones del derecho priva- 
do como a las del derecho administrativo. 

gite para la procedencia de la acción tu rem verso, no 
basta el concurso del empobrecimiento del demandante y del 
enriquecimiento correlativo del demandado; es además, con- 
dición esencial, la ausencia de justa causa que lo justifique y 
expliqnc. Código Civil, Nota al articulo 728, articulo jjoó y 
_\*o¿í Colin et Capitán Tomo II, página 4c/». 

ijxw. en el presente caso la determinación de este ultimo 
punto reclama el examen y apreciación del instrumento de 
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concesión constituido ]H.r I;l ley número .¿¿74 om el fin fie de- 
cidir si de sus términos expresos n de su espíritu es ] h isiblc in- 
ferir la existencia de una causa jurídica qtte atribuya a'. Es- 
tado, sin indemnización, h propiedad de las oltras verificada- 
por la sociedad adora en alguno ile los supuestos de cesación 
de !a concesión, 

One. desde luego, no existe cu los artículos di- l.t U-y .'374, 
111 en el contrato de construcción correspondiente a la prime- 
ra sección, cláusula alguna que previendo la íiipótesfe de la 
caducidad de la concesión atribuya al Ustado sin indemniza 
<ión Ja propiedad de las obras incorporadas al canal. La única 
-anción estipulada en el contrato de construcción fué la pe>- 
dida del depósito de veinte mil pesos moneda nacional exigi- 
do antes de iniciarse los trabajos y restituido por ct Poder (|je- 
eutivn después de librarse ai servicio público la primera sección. 

Ouc tampoco es posible ínter ir aquella consecuencia de la 
naturaleza o del carácter misino de la concesión, lis esta un 
acto jurídico de derecho públicn que tiene por fin esencial or- 
ganizar un servicio de utilidad general, Y partiendo de la 
realización de tal propósito su rasgo característico consiste en 
delegar en un concesionario aquella pane de la autoridad fiel 
Kstado o de sus cuerpos administrativos re] rutada indispensable 
para hacer efectiva dentro de ciertas bases establecidas pol- 
la misma concesión o jmr los principios del derecho adminis- 
trativo ta remuneración de los capitales puestos <i contribu- 
ción eti la realización de la empresa pública. Por ella se crean 
deberes y derechos a cargo y en favor del concesionario, pe- 
ro, la medida y extensión de unos y otros, con las modifica- 
ciones impuestas )Mjr el poder de policía queda deter minado 
por el contenido del acto. 

One. con tal punto de partida, la caducidad (le la conce- 
sión, f «e ra de toda disposición expresa acerca de sus efectos 
en relación a los bienes y a las obras afectadas al servicio pú- 
blicn, no puede tener más consecuencia une la de privar al 
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concesionario del derecho de hacer aquello mismo que el acto 
tlfe concesión le otorgaba como privilegio, esto es, la facultad 
ilr ejercer su actividad futura en esa parte de la administra» 
ción púldicíi que dentro de ciertos límites le hahia sido dele- 
gada. Pero del hecho de qué por Ja caducidad haya desapa- 
recido la posibilidad de que el concesionario emplee los me- 
dios delegados por el concédeme para que aquél obtenga la 
compensación pecuniaria que fue l>ara él la causa deeerm man- 
ir de la aceptación de la concesión, mi fluye necesariamente la 
consecuencia de que las obras realizadas por él y que pueden 
representar un valor estimable, hayan de quedar en beneficio 
del conceden te. cuando éste las apmveeha, sin ninguna indem- 
nización . 

La cesación de ta relación jurídica creada por la conce- 
sión» dice Mayer Droit Adminístrame Aüemand Tmiio IV, 
página 17*, "cualquiera que sea la causa, es siempre la ex- 
tinción de la obligación del concesionario de proveer a la obra 
pública y también la extinción de su derecho a ella. Mace des- 
aparecer al mismo tiempo los derechos especiales que tío per- 
l cuecen al concesionario sino por razón de la empresa y por 
ella. Todos los medios materiales y personales que hasta ese 
momento servían a la obra pública representan entre -ms ma- 
nos, después de ta cesación, una masa sin empleo. Si no se 
produce nada más. podrá disponer libremente de ellas. La an- 
terior propiedad pública del camino, de la vía férrea del canal 
desaparece con la cesasión de la concesión, los inmuebles tatito 
como los muebles, los contratos de servicio, los arrendamien- 
tos en curso, lo que quede de la empresa le per linceen" La 
caducidad, pues, no puede tener otro efecto esencial que el de 
cercenar al concesionario lo que la concesión le atribuía. Como 
privilegio, sin afectar -11 patrimonio, sino ¡en la medida de las 
sanciones o clausulas penales expresamente establecidas, 

ijue resuella la anterior cuestión el punto conexo de s'i- 
lier si el listad.* delie indemnizar o no al concesionario el va- 
lor de las obra* y mejoras necesarias en ausencia de pacto ex- 



m JUSTICIA DE U\ SACIÓ» 



218 



preso se encuentra sujeta íi la diversidad tic sil naciones que 
pueden presentarse ocurrida aquélla, a saber: a ) si la amu- 
rillad en virtud de facultades propias declara que el servicio 
público no dclie ser continuado ti mantenido, esto es suprimen 
o desiste lisa y llanamente de la empresa, entonces el concesiu 
na rio dispone sin limitación de los instrumentos y elemento- 
materiales afectados hasta ese momento al cumplimiento de 
fines perseguidos por la concesión y consiguientemente perderá 
los valores incorporados a la obra qué sean i nsepa rabies de tít 
misma. Y se explica, pues, en esta primera hipótesis ii" exU- 
tira aprovechamiento por pane del Kstado. 

b> Si por responder al servicio constituido por la con- 
cesión y fines público* de los cuales no e* posible prescindir 
a Juicio del Estado, se resuelve la continuación y mainenimicn- 
io de la empresa, sea cjue la tome a su cargo directamente el 
Astado, o haga una nueva concesión, ru ninguno de los dos 
casos podría el conceden! c o el nuevo concesionario dejar de 
abonar al anterior el valor de las obras y utcneillos afectado* 
al servicio, cuando se decide en virtud de derechos que nacen 
de la propia concesión concluida, apoderarse de ellos. Kl apro- 
vechamiento por parle del listado es Id míe hace nacer en esta 
hipótesis la obligación de indemnizar. 

Que habiendo quedado demostrado con ki anteriormente 
expuesto que la caducidad de la concesión autorizada por la 
ley número ¿374 no comporta por sí sola una causa jurídica 
que legitime o explique la atribución al Estado de las obras o 
propiedades afectadas i>nr el concesionario a la primera sec- 
ción del Riachuelo, ni tampoco que ella nazca de una previ- 
sión expresa del acto de concesión, las condiciones de la ac- 
ción itt rnit rcr.ífí se encuentran cumplidas, pues, no sólo con- 
curren en ta hipótesis, como se ha dicho el cmnobrccimicnt-» 
del concesionario y el enriquecimiento del Kstado, sino tam- 
bién la ausencia de cansa justa que autorice aquel enriqueci- 
miento. 
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«Jue la* reclamaciones del actor se refieren coaio se ha 
diclio tanto al valor de los trabajos y obras realizadas en la 
rectificación y canalización del Riachuelo y coiuo al de la tie- 
rra incorporada al lecho del mismo en una extensión de sesen- 
ta > siete mil ochocientos noventa y ocho metros cuadrados. 

Verca de la exactitud v verdad de uno v otro hecho, no 
existe discontinuidad entre las partes, no tan sólo nonme ellos 
no fueron desconocidos |Hir el fisco en su contestación sino 
también |>or ¡O que resulta del informe del Ingeniero 1 luergo 
de fojas i.í.í. de los tloctimento.s acompañados a solicitud del 
tribunal en calidad de ¡una mejor proveer y de la propia ha- 
bilitación de ta obra publica en su primera sección. 

4¿ue conforme a la propia naturaleza de la acción in tieiú 
xrrso para fijar el alcance de la indemnización no ha de to- 
iuar<c en cuenta el monto real de !<•> descmliolsos verificados 
por tos concesionarios en la realización de Jas obras, adquisi- 
ción de los tórrenos, o construcciones etme.^íon di entes, ni 
i Tindío menos el costo de esos bienes como formando parte de 
la concesión ya que este valor ha desaparecido |>or efecto de 
la caducidad, sino simplemente su valor bruto, esto es, el 
rjue hubieran representado para el concesionario si hubiera dis- 
puesto de ellos despué-» de la extinción de la empres:i. Mayer 
obra citada, páginas y 1S3. tomo 4*. 

Que con arreglo a tal criterio ta indemnización en cuan- 
to a los trabajos incorporados a la canalización y rectificación 
de la primera sección del Riachuelo estar í a representada 110 por 
mi costo real, esto es, cuatrocientos sesenta mil seiscientos se- 
senta y un pesos con setenta y seis centavos moneda nacional 
sino tan sólo por el movimiento de doscientos veintiséis mil 
siiscimitos metros cúbicos de tierra con él cual se ha dado ma- 
yor amplitud y profundidad al canal y cuyo valor ha sido esta- 
blecido |>or el i**rito único ingeniero Huergo en la snma de 
ciento cincuenta y ocho mil seiscientos veinte pesos moneda 
nacional que el trihunal acepta corno exacto. 
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La utilidad y aprovechamiento de esa* obras emergí- de 
que como lo dice el mismo perito ingeniero lluergo "han con- 
tribuido a facilitar la navegación, ei desagüe de las agua* de 
inundación y el saneamiento de esa zona" y además de la cir- 
cunstancia de habérselas aprovechado |*>r la Nación al pro- 
yectar la rectificación y canalización de las otras dos seccio- 
nes del Riachuelo, puestas a su cargo por la ley número 91-26. 

Que esta solución es la f|iie más justamente contempla lan- 
ío los derechos del concedente como los del concesionario. Kn 
efecto, en ta UiiVrtcsis, de que el contrato se hubiese cumplido, 
el Estado habría adquirido la propiedad de la obra pública pe- 
ro el trueque del importe de los derechos de puerto y muelle 
i-ohrados y percibidos en su lugar |*tr el concesionario duran- 
te treinta años. Y en cambio de no admitirse en el caso stth 
mdUc el derecho de los demandantes para ejercitar la acción 
ÍH ran verso, el concedente se convertiría en propietario de la 
parte de obras realizadas y las aprovecharía en las nuevas li- 
citaciones, o directamente, sin que el concesionario hubiese re- 
cibido compensación alguna por el valor de ellas ya que en el 
breve termino de duración efectiva tic la concesión la pereep- 
ción de los derechos de muelle y puerto se ha hallado muy le- 
jos de permitir el resarcimiento de los capitales desembolsados, 
como lo demuestra el informe del i>erito Ronco corriente a 
fojas 108. 

One en lo concerniente al segundo capitulo de la deman- 
da, esto es, a saber si corresponde a la Nación abonar el valor 
de los terrenos de propiedad privada ocupados por el lecho 
del rio. después de la rectificación de su cauce y cuya super- 
ficie asciende como se ha dicho a sesenta y siete mil ochocien- 
tos noventa y ocho metros cuadrados, delie observarse que la 
Totalidad de aquellos fueron cedidos gratuitamente por sus 
proletarios a la compañía actora según así lo comprueba el 
informe del ingeniero Huergo y los documentos públicos y pri- 
mados acompañados para mejor preveer. 



r.u.u* tu: la corte suprema 



Oue, de los términos expresos en que se hallan redactados 
estos últimos fluye sin esfuerzo i|ut* tales donaciones fueron 
hechas con el proposito dé cooperar a la realización tte Ja obra 
pública que constituía el objeto de la concesión y valorizar de 
paso el restó de las tierra$. Y el nexo o vinculación entre la 
canalización y rectificación del Riachuelo y U clonación es tan 
i-i reclm que sus autores expresamente dejaron sentado que 
ella debía considerarse como si jumas hubiese existido en la 
hipótesis de que las "hr.-is no se realizaran en el plazo de dos 
años. Se infiere de lales antecedentes que la donación fué he- 
cha para concurrir a Li realización de la obra pública y no con 
t i íín de acrescentar en la medida d* su valor el patrimonio 
de la empresa concesionaria. Los derechos de ésta sobre (ales 
bienes han desaparecido con la declaración de caducidad. La 
acción ¡ti rtNfj írr.í.t ejercitada por la adora no puede com- 
¡ Tender entonce- e] valor de esas tierras desde ijiie a su res- 
pecta no mediana enriquecimiento de la Nación a expensas del 
concesionario y jmrquc además aquélla al deeidir la continua- 
ción y tnantenituientii de la obra pública ha tomado sobre si 
el cumplimiento del cargo o modo a que la transmisión gratuita 
quedó expresamente siúWdinadn. * 

l*or estos fundamentos se revoca la sentencia de la Cá- 
mara Federa) de la Capital declarándose que el Fisco Nacional 
eMá obligado a pagar a la sociedad actOta la suma de ciento 
cincuenta y ocho mil seiscientos veinte pesos moneda nacional 
y sus intereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación 
desde el di a de la notificación y se la confirnu en cnanto a los 
demás puntos de la demanda que desestima. Las costas por 
>u urden atento el resultado del juicio y !a naturaleza de las 
cuestiones debatidas I Articulo jji Código de Procedimientos i . 
\ < >: i fiques- j rejwngase el papel en el juzgado de origen. 

A. Iíkrmkjo. — Nicanor G. dki. 
Solar, — J. FiCUGROA Al- 
corta. — Ramón MhxiiK2. 
— Roberto Riípetto, 
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Murinu Juan Aw. criminal mitra, /w infracción a las k\*s 
minués XV A V 4097-. *Mti Wgm prohibidos. 

Sumario: i.» Desestimadas las defensa. m quc el reeur.vnu- 
fundaba la invalidez dd artículo 4." de ta ley 4097 y ]* de 
los articulo* 1» y." y 10." efe |, 3313 p¿ ctóctérarlos 
contrarios violatorios de \ n * disposiciones de los artícu- 
los 4," y 67. incisos 1." a 5.". 10." y ,7. artículos 106, 10;. 
104 y 7 ;t (2 de la Constitución Nacional, procede el re- 
curso extraordinario del artículo 14, ¿y 4S. 

-*" ^ ,L '- VCS > 4t>í7 han sido dictadas por el Cm- 

greso como legislatura de Estado y ningún ólífee legal pue- 
de oponerse a ía sanción de esas leyes eniatiatlas del Con- 
greso en el carácter aHl«H<tt>; y en la re^áméntación del 
juego que en ellas se hace, no eíeiste quebratamiento de la 
unidad de la legislación penal, ni se vulneran o restringen, 
y antes bien se confirman tus potleres correlativos de las 
provincias |>ara ejercitar ¡dáiiieás facultades dentro ile sus 
limites jurisdiccionaíés, ni se afectan los derechos y pre- 
rrogativas que consagran los artículos 104 ;1 107 de la 
Cutí stit nción. 

,í. Tamo ile ía eslrueiura de las leyes impugnadas, co- 
tilo de sus móviles expresos y del misino carácter de san- 
ción local que tienen, no es posible deducir que sus pro- 
pósitos inmediata hayan sido los de constituir tina fuen- 
te de rema de las que contribuyen a formar el tesoro de 
la Nación, pues como se ha afirmado con verdad, en casos 
análogos, las finalidades manifiestas de islas leyes son 
las de restringir el juego \ proveer con los finidos qne 
producen ;, las necesidades y e.Mgencias de la beneficencia 
pública. 

+" Si es exacto, en general, que Ja Capital y los Te- 
rritorios no constituyen respecto de las provincias una 
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jurisdicción extranjera, áhos y otra:, tienen facultade* in- 
dependientes que. como las comprendidas en los i»deres 
de policía. Son tócales, y no pueden extender más allá de 
mis propias soberanías, tales entre otras, la legislación so- 
bre juego, abusos de libertad de imprenta, obstrucción a la 
admi n i st ración de justicia y organización de la misma, mo- 
ralidad, materias rurales, vagancia, embriaguez, é&; <in 
que sea un óbice al ejercicio de tales facultades propias la 
disposición del articulo 7." de la Constitución inte prescri- 
lie que los actos públicos y procedimientos judiciales de 
una provincia gozan de entera fe en las demás. En con- 
secuencia, los artículos l¿ *)." y \o. b de la ley ¿313 >' **' 
lículu 4." de la 4097 no son contrarias a las di*i>osicioncs 
de los artículos 4. í>7« '"«^ 1 * 5» *° >' 2 7- artículos 108. 
107, 104 y 7 a 12 de la Constitución. 

Caso: Ivo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JI-K2 KN IX» CRIMINAL Y CORRECCIONAL 

Butnot Airei, Oett*»** 1* fie »w 

Y Vistos: 

Se procesa en esta causa a Juan José Marini, CCH«0 infrac- 
tor a la ley 401(7. 

La División de Investigaciones munida de la orden de fe. o 
allanó el comercio situado en la calle Paraguay «55» a' cuyo 
fretite se encontraba el procesado: en su presencia y la de los 
testígps que declaran a fs. 10 y fs. 12 se encuentran los bille- 
(i> n certificados que se cmimeran en la diligencia de fe. 7 
emitidos por la Caja Popular de Ahorros de la Provincia de 
1 Sueños Aires y pot las que, con igual denominación y análop* 
urganiitación funcionan en las provincias de Córdoba y de TU* 
cumán. como se expresa a fs. 41 
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Marini confirma los hechos relacionados, t-n su indaga- 
toria de fs, 16 ratificada a fs. 21. 

K1 Ministerio Fiscal considera que los billetes ó certifi- 
cados secuestrados corresjwmden a verdaderas loterías t*n aten- 
ción a las consideraciones que expone a fs. 24 concordantes con 
Jos antecedentes pa ría menta ríos de ta ley» la jurisprudencia na- 
cional que ha prevalecido en casos análogos y las enseñanza* 
tic la doctrina y decisiones de los tribunales extranjeros; pide 
se inq Minga a Marini la pena del artículo 3;» d*- la ley 4097 con- 
forme a los artículos 1." y 4." de la misma. 

La defensa del acusado, solicita su absolución a mérito de 
las consideraciones contenidas en su exposición ríe fs. íjjb y 
siguientes . 

Considera como argumento fundamenté en favor de su 
defendido la inconstítucionalidad de las leyes ^3 1 j y 409,7, aun- 
que sulísidiariairente alega las cuestiones no enteramente dilu- 
cidadas en su concepto, que derivan de la obscuridad de esas 
leyes y que han motivado votos en disidencia de señores vo- 
cales de la Excelentísima Cámara como son los que se refie- 
ren al concepto del juego de lotería y a la circunstancia de que. 
en opinión de la defensa, si la ley 404/7 contempla en sus dis- 
posiciones a las personas o corporaciones privadas no puede 
alcanzar con sus sanciones por los hechos a que se refieren, a 
los Estados Federales en su carácter ¡ulítico aunque bajo cier- 
tos aspectos obren como personas jurídicas. 

Fundando la inconstitucionalidad de las leyes 4005* y ^313. 
sostiene la defensa con extensos desarrollos que ellas estable- 
cen un monopolio en beneficio de la Nación y en detrimento 
de las provincias sin razón que justifique u explique ese ejer- 
cicio del "poder de policía", es decir, sin que medie una razón 
•ue por su naturaleza lo imponga como una necesidad de ca- 
nter general, que es lo que justifica e inspira la vasta legis- 
le í n del Estado moderno sobre el juego, el alcoholismo, la 
vagaría, etc. 
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Xu estima suficientes las razones que encuentra hipotética 
.. implícitamente enumeradas en la jurispf uclencia de la Supre- 
ma Corte, razones de i nonti idad. de utilidad fiscal y de lnme- 
ficeucia pública, porque cu su concepto y por los motivos rpje 
expone, aquellas leyes no solo no las realizan sino que, sin 
otro fundamento que eliminar una comi>cicncia y no por una 
rafcón di- mural pública, con una cjáusujíl penal y omininaUi- 
fin íjüe lo es la extorsión, se impone a las provincias la renun- 
cia tle sus derechos jurisdiccionales y autonómicos en materia 
financiera . 

KI Congreso agrega, no lia ludido, (sor no lencr poder 
concedido por la Gbnstitttetón, clausurar el territorio federal a 
ta circulación y venta de títulos de lotería, emitidos por los 
Gobiernos de las Provincias cu uso de atribuciones no restrin- 
gídás por l-i Constitución Federal, ( Artículos 104, 10? y 108 I, 
mientras la Lotería Nacional cuyos billetes son instrumento de 
itii-iv de puro azar, pueden circular libremente: esas certifi- 
cados son "documentos de Estado"' de cuyo carácter no puede 
4fSiN>jarlo> el Congreso liara calificarlos y considerados como 
J.illetes de lotería y prohibir que circulen en el territorio fede- 
ral, m no median las circunstancias de moral o salud publica. 

Finalmente, en opinión de la defensa, el Congreso no lia 
]..Mlido. como lo encuentra aquella insinuado en una sentencia 
de la Suprema Corte, proceder como legislatura local al dic- 
iar las leyes y -U**?: esa afirmación dice, envuelve una 
petición de principio, la de admitir qúe la facultad de crear un 
momt|K>lto en favor del gobierno de la Capital está dentro dt: 
las facultades reconocidas al Congreso en su capacidad total, 
que es lo que se trata precisamente de probar; tampoco es ad- 
misible, agrega, que derive esa facultad de una concordancia 
entre el articulo 20Í10, del Código Civil y el ó", inciso 2." de I: 
Constitución, porque, aparte de que esa concordancia solo pu- 
de inducirse para pequeños juegos y no para grandes iusun- 
cióneSi si ella existiese en el caso de aquellas leyes, la * ln "* 
nial ración de lotería nmm asunto local, se linbna entrego a 



la MuiiH-ipaüUntl p a la POÍ|g| de la Cabial, lo que resulta 
cortipatíbife con la institución iridia por la lev Sitq. 

Y Considerando: 

Ku cuanto al hécjió qtie unitiva u¡ la causa, que el pro- 
cesado reconoce que ha pasado de la manera añieriormeiitc 
relacionada: que conforme al articulo 321 de] Código de Pro- 
cedthtiehtOB ello |íi1porta plena pruek'i de £ infracción acu- 
sar ki. 

(Jue el infrascripto en la cansa que por uUc la Secre- 
taria actuaría se siguió a Manuel Lichas y cuy, pronuncia- 
miento confirmó la Kxcma. Cámara, ha decláralo tju<« los 
Certificados de la Caja Popular de Ahorros de la Provincia 
de Córdoba y los análogos de tas Provincias de l5ue.io: Ai- 
res y Tucunián secuestrados al procesado son títulos o h\- 
I tetes ríe verdaderas loterías que |)or no estar autorizarlas *n- 
ley nacional, su introducción, circulación y venta en la Cab- 
ial Federal, constituyen la infracción prevista y penada p<r 
el articulo 4:' letras a) y c) ric la lev 4007, de que se aqis;, 
a Maríni. 

(Jue las partes citan ese antecedente judicial ; conocen 
por lo tanto sus fundamentos y el juzgado estima en con 
secuencia, inoficioso repetirlos. 

Considerando, jhpf lo que respecta a la valide* de los 
artículos 1." y 3," y 10 de la ley 3313 y 4." de 1.» ley 4097. 

(Jue las disposiciones legales mencionadas, no infrin- 
gen cláusulas constitucionales como 16 pretende ia defensa; el 
Congreso las ha dictado en su carácter de legislatura htcal eti- 
los lugares sujetos a la jurisdicción federal en que se apli- 
can, ejercitando "na facultad que ni es privativa del Congre- 
go Nacional ni la Constitución ptohiln- su ejercicio a los li- 
tados Federales. (Artículos 67. 104 y 108 <lc la C. Win- 
nal t . 
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(Jue ta naturaleza de la natt-riH que rigen las di*posi- 
ciones de las leyes y 4»/ " Í UC ÍÍ"S do azar — es de ca- 
rácter esencialmente mtuncí«d o policial y aunque el Código 
Civil en su átticiito jo?*)*"'*!"'"^ 'l lu ' f*í Metías y rifas se 
regirán por ordenan^^ynwip^es o policiales, esa dispnsi 
ci6h no imjiidf? que se 4*0 también iH>r leyes especiales, i Se- 
govía, Código Civil y^ulinti Anotado, nota 1^*44 1 las que se 
dan. cottío lo ba j^M^ ,;1 Suprjema Cartt; respecto (je la 
lev 40^7 i'W tn/'V- ■ ^íln, ■ concordancia con el citado ar- 
ticulo ¿o6tj del ^«"'«o Civil 

ij nw n( j / dable entonces contestar la facilitad ile la* 
legislaturas / ' f> s listados Federales que la misma ley 3-313 
en su áitíei* '4 ' us reconoce, para reglamentar según las ton* 
venietcfa- " intereses lócale-;, los juegos de azar, como {jo- 
( |ri; ( facerse con ordenanzas municipales o policiales. 

(Juc sí como sostiene la defensa, para que existiese la 
orcordancia entre el artículo 07. inciso jj de In Constitución 
\ jo/V) del Código Civil babna sido menester que la admi- 
,i>t ración de la Lotería de lleneficciicia Nacional se hubie- 
re .confiado a la Municipalidad o a la Policía de la Capital, la 
ley lia satisfecho también esa exigencia pues ha entre- 

gado s« administración y vigilancia al Poder Kjecutivo Na- 
cional "jefe inmediato y local de la Capital de la Nación" une 
la lleva a caito \mr medir» de delegados y en la forma que es- 
tablece el artículo 2." <le la recordada ley. 

Considerando, en cnanto al mot\o|Ki1io que, según la de- 
fensa, establecen las leyes £3*3 y 4007 en favor de la Nación 
]«ira la explotación riel juego de lotería en la Capital Fede- 
ral -y territorios nacionales. 

Que las dis|Kjsiciones de la ley 3313 que aparezcan como 
inconciliables o contradictorias con las de la ley posterior N " 
4007, deben considerarse modificadas en el sentido de éstas 
últimas disposiciones legislativas íart. 17 del Código Civil: 
Tuullier, T. t," N * 155 y 157 : Plañid. T. 1.", '§/ 228^ y és- 
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ia> m. acuerdan a la Nación. i a ^.^táv ... 
c¡ón «le! juego de lotcri, en la C " t Ht CXI, '° ta 
les; por el contrario lé)o S de e5¡f^^^f^ 7!°™' 
o Hft» ^mojantes'-, consiste I \ fe &g? ^ 
circule» y vendan tus titulo» de áTifiTÍSS 5 T 
qu« « llenen ios r^iios con 

Oue siendn esto así. la ley W7 r , hmvntli ¿ ^ 

lilece m, monopolio del juego «le lotería y *¿ ver Ll ( " * 

se han dictado aun leyes Oue atitÓÉÍcén la inti" i M ..- ' 

.... i r* *» ■ . . flucción v venta 

i-u la Capital y territorios nacionales de otras AeT[ ^ Uw n( , 

sea Ja de Beneficencia Nacional, son frecuentes notorias las 
autorizaciones administrativas que se acuerdan |. ra r<;a ii^ r 
en ellos "juegos semejantes" al de lotería. 

Oue iwr lo que tiacc el carácter de las cláusulas <jt na les 
de la ley 4007, que según la defensa impone a las proveías 
la renuncia a sus derechos jurisdiccionales y autónomos en 
materia financiera, tales cláusulas no tienen ni pueden ten r 
ese alcance, limitadas como están por la misma ley a repr, 
mir meras transgresiones de carácter i*ilic¡al o municipal, no 
comprendidas en el Código Penal y cunto lo establece la Su- 
prema Corte en la sentencia antes recordada, las Legislaturas 
provinciales o el Congreso como Legislatura local de la Ca- 
pital y territorios nacionales, pueden comprender en su legis- 
lación resgicctiva. 

Oue finalmente la naturaleza y carácter de las leyes 3313 
y 4097 que queda establecido en las consideraciones que pre- 
ceden concordantes con las resoluciones de jurisprudencia en 
casos análogos, demuestran que en la aplicación de sus pre- 
ceptos los tribunales no pueden distinguir entre personas o 
coronaciones privadas y los listados Federales como lo insi- 
núa la defensa por cuanto ellas reglamentan el juego de azar 
en la Capital y territorios nacionales e imponen su rcglamen- 
lación sin distingos y de acuerdo con los términos formales 
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de stis dispositíonea qüiétteíquiía uuc sean los em^esarios fie 
afelios o sus raD^sWtórcl. 

Por estos fundamentos <lc acuerdo con lo solicitado por 
él Ministerio Fiscal v notante U» alegado jior la defensa, 
falto declarando une los i". .V y 10 de la ley ¿ri* y 4/ 
de la lev 40**7. jtQ vfr$MM*m • 1:1 Constitución Racional 
, iittponfemlo a InarJ™' MílHni ' «Mirtp infractor al a rt. 4" 
incisos ft) v e> dc« l ,e > 4PS& ^ P««n (,e ,lop mil I** 05 m °- 
necia nacional (le ^ 'l™ lr " * ,as veinticuatro horas 

de encontrarse ^"ttoriada esta semencia óWattt en el Ban- 
co ue Id Xaci* 1 Argentina a la orden del infrascripto y en- 
tilo pertenecí l,e a esla cailsa " sltírir en * u iífeSQ 1111 afl " 
de arffcíto 86 declaran a su cargo las costas procésalo í art. 
1*4 til rodigo de Procedimientos i . 

/■*. /. Qribh 

Ante nú: Isunui Cásétfux 4fsitia. 



4STKN0IA ptí t«A C A-MARA KN tjO CRIMTN'\L V CORRECGIONAI, 

B«l»i Alrti. Diciembre U 4t l«i 

Y Vistos, Considerando: 

Que está plenamente probado en autos qué e" la agen- 
cia de lotería situada en la calle Cangallo X:* 5¿7. a cuy 
frente se encontraba el acusado Juan José Marini. se expen- 
dían al público billetes de las Cajas Populares de Ahorros de 
las Provincias» de Filíenos Aires. Córdoba y Tueumán. Kl lu - 
cho resulta probado por el acia de secuestro de fs. 7 y por la 
confesión del mismo acusado, a fs, 10 y 21. lo que la defen- 
sa no dsccoiioee. 

tjue el señor juez a quo considera el hecho penado por 
tij art. 4." incisos b) y el de la ley \." 40*77. y condena a Ma- 
rini a pagar una inulta de dos mil pesos moneda nacional it 
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a sufrir en su detecto, un año de apresto, s^ntejipía de la que 
recurre lá defensa, sosteniendo que T<^ tituíoS secuestrado, 
no son loterías, y que la ley 4^7. eíl cuanto pn.hibc su cir- 
culación en la Capital Federal y Territorios Naeionalc>. es 
contraria a la Constitución Raciona), por cwmtn la Nación no 
puede prohibir !a circulación de los certificados de las Caja* 
• de Ahorro* Provinciales <|tie emanan de un acto público de 
un Estado federal, ni crear un mouopulin a favor de la la- 
tería Nacional. 

guc la disposición legal aplicada por el sufi.tr juez u qiu, 
en la semencia apelada, pena a todo el «pie tuviese en su 
poder billetes de loterías clandestinas emitidos dentro o fue- 
ra del país, a los administradores, propietarios, agentes <> em- 
pleados de casas donde se vendan o se encuentren billetes di- 
fterias no autorizadas, a los que introdujeren en la Capital 
de la República p Territorios Nacionales, billetes tic loteria> 
110 autorizadas o de cualquier manera tus circularen o exhi- 
bieren. 

Chic según la ley ¿Hjw. >aneiunnda pur la Legislatura de 
Ha Provincia de Córdolia, la Caja Popular de Ahorros que 
dicha ley crea, emite certificados de depósito sujetos a sor- 
teos periódicos; fie premios; los certificados premiados quedan 
amortizados y cancelados y los no premiados se canjean p*ir 
el 50 o|o de su valor escrito, por títulos de renta, con un in- 
terés de dos y medio por ciento anual y medio \j& ciento de 
* amortización acumulativa. Folleto de fs. 4^. 

(Juc las Cajas Populares de Ahorros de la IWincia de 
Tucumán y ríe la Provincia de Buenos Aires, emiten certifi- 
cados de depósito en las mismas condiciones. Folletos de fo- 
jas 42 y 45. 

<Jue. L-omo lo h;i^ resuelto este Tribunal en el caso fie 
Juan Manuel Lidias, de fecha diciembre ¿8 <le 1920, esta 
emisión y sorteo de certificados es una verdadera lotería, cual- 
quiera que sea el nombre con que se la denoiuone. I.oteria. 
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puede decirse, es el juego en el cual, |>or una parte hay un;i 
serie de billetes mi mera dos. de un cierto valor, y por la ntra. 
una cierta cantidad de dinero que constituye lo* premüis que 
les serán asignados a los i>nseeditres de los billetes favorecidos 
por la suene, mediante un sorteo, Esta es, términos más o 
menos, la acepción común de la palabra, como puede verfce 
en cualquier diccionario. Lo mismo la define en términos ge- 
nerales Daltoz, Rep. III. Kn algunas legislaciones extran- 
jeras la acepción atribuida a la palabra es también la misma. 
Kn Francia se considera lotería, según la ley de 21 de mayo 
• le 1836, "Las ventas de inmuebles, de muebles o de mereade- 

ñas |mr via de la suerte, y a las cuales <e Hubieren unido 
" primas u otros beneficios debidos al azar, y generalmente to- 

da las operaciones ofrecidas al público para hacer nacer 
' la esperanza de una ganancia que sería adquirida por la 
*•' suerte". La ley belga del 31 de diciembre de 1851 decia más 
'i menos lo mismo; en el mismo sentido la define el Códigu 
l'enal Itelga, en su arr. 301 y la jurisprudencia ha reputado 
loterías las operaciones en que la ganancia dependiese de la 
suerte, aunque no hubiera prolabilidad de perdida, lint re nos- 
otros ninguna de las leyes que han autorizado loterías o las 
han prohibido — leyes 1260. 1656, 28X7. 2980, 2989 y 301 3 — 
había definido lo que debía entenderse por lotería, pero la ley 
N T < U 33*3» que creó la Lotería de Beneficencia Nacional, al 
decir en el art. 4.": "El sistema que deberá aplicarse será el de 
extracción de una cantidad de números de entre otros deter- _ 
minados con anterioridad, para adjudicarte* los premios que 
hayan sido ofrecidos", y prohibir en el art, o..* la introdtvción 
y venta de toda otra lotería, ha establecido con suficiente cla- 
ridad que entiende por lotería todo juego en el que se adju- 
diquen premios por sorteo, es decir, lia seguido la doc- 
trina más amplia. En consecuencia, y como es de toda eviden- 
cia que los términos de la ley 4%"- en cuanto se refieren a 
h pierias, deben ser interpretados relacionándolos con la ley 
3Jti3f resulta claro que los certificados cuya venta motiva el 
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presente juicio, cótijo, los análogos que emiten otros l&taíios 
federales, caen bajo la prohibición legal. Kn efecto: son nni- 
lidos por un precio en dinero, son sorteados (té acuerdo a u:i 
programa y los billetes premiados canjeados |*>r gremio.*: fas 
billetes no favorecidos por la suerte en los sorteos, pueden ser 
canjeados dentro de un termino y por el 50 ojo de sii valor 
escrito, por títulos de renta; la ganancia y la iiérdida. esta 
aunque limitada, delude del azar, y cuando el tened. >r no es 
favorecido por la suerte, sufre «na pérdida segura. Susiiene 
la defensa que se trata de un emi»réstilo interno con premios, 
pero estos empréstitos conocidos en la vida financiera de los 
listados, reúnen otros requisitos que los diferencian de las lo- 
terías. "Lo« empréstitos a premios, dice Wagner, son una 
" categoría de deudas reembolsables. en las que el capital de 
" la fleuda es recmMsable siguiendo un plan de Muría reali- 
zado uor sorteo. la mayor parte de las veces a ta par. míen- 
■ tras que los intereses son pagados, bajo forma de prima". 
Traité de la Science des Finances, XXX, pág. 47. V Leroy 
Beatilieu, hablando de los empréstitos a premio, y después du 
definir las loterías, dice: "completamente distinto es el me- 
canismo de los empréstitos a premio: ninguno de los partícipes 
pierde su puesta; puede a cada instante realizarla vendiendo 
su obligación en el mercado, y está seguro de ser íecmliotsa- 
do integramente en fecha indeterminada, generalmente, aún 
con una prima", Traité de la Science des Finances, 11. pág. 
-'48. Como se ve. la diferencia es fundamental; en la lotería 
hay una perdida segura; en el empréstito el mutuante está se- 
guro de no perder su capital, conserva siempre un título para 
lomar |»arte en otros sorteos, gana mientras tanto un interés 
generalmente lia jo, y la probabilidad que tiene es la fie un re- 
embolso anticipado con una ganancia, 

Que la inconstitucional idad de la ley X." 4007, que vuel- 
ve a alegarse en el presente caso, también fue resuelta por 
el Tribunal en el mencionado caso de Juan Manuel Lichas, 
en sentido negativo y de acuerdo con lo resuelto por la Supre- 
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nía Corte de Justicia Nacional, en el caso que se ricial ra cu 
i-1 Tomo 103, \mg. 255 de la colección fté su¡. fallos. 

Ks t-icrlo que se trataba en el cas<i de una lotería cxlran- 
jera, pero ta lectura del fallo demuestra la ín^rpreuteión que 
él Tribunal hizo de las disposiciones de la ley. con relación a la 
Constitución. En él se lee: "Que los incisos a) y el del arlícu- 
" tu 4." de la citada ley X." 4097. al conminar con las |)cnas 
' ile arresto y multa a los que tengan en su poder billetes de 
loterías clandestinas emitidas dentro o fuera del país o a 
" los que introdujeran a la Capital y Territorios Nacionales 
" billetes de loterías no autorizadas, no hacen otra cosa que 
" prohibir el juego fie esas loterías, como prohilw también esa 
" ley otras clases de juegos de azar; pues tal prohibición no 
" seria |>osii>le sino en esa forma, y ya que otorgado el poder, 
" el medí» puede ser puesto en práctica por una necesaria 
" implicancia". "Asi. pues, los derechos de comprar y ven- 
der, de usar y disponer de su propiedad, sufren en este caso 
una reglamentación limitativa fundada, sin duda alguna, en 
tai atribuciones que por su propia naturaleza corresponden al 
Poder Legislativo, en su carácter de legislatura local". "CHu 
el concepto de loterías clandestinas no es otro que el de lote- 
rías que se venden y circulan sin autorización de la ley; y en 
ta Capital y Territorios son todos los billetes de loterías que 
tu» sean de Ni Nacional, autorizada expresamente por la ley 
lista interpretación hecha por el más Alto Tribu- 
nal encargado de la interpretación definitiva de la Constitu- 
ción Nacional, exime de otras consideraciones, pues ha fi- 
lado el alcance del poder del Congreso Nacional para dictar la 
prohibición que se ataca de inconstitueionalidad. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia arlada dte 
ts. 47,» se confirma la misma que condena al procesado Juan 
José Marini, al pago de dos mil pesos moneda nacional de mul- 
ta, o en su defecto, a sufrir la pena de un año de arresto, y 
costas. — H. F, Nwtou. — i. tí. Frías. — F. Ramox Mcjia. 
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. . ... Bu«no» Airti, AVj»!o 4t IfcM 

\ \ IStoS ; 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido, con- 
tra sentencia cíe la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional de la Capital en la causa seguida contra fuan fri- 
sé Marini por infracción a las leyes 3313 y 4097. 

Y Considerando: 

Que el recurrente ha impugnado Ja validez del articulo 4. 1 
de la ley número 4007 y ta de los artículos i.\ 9? y jo de la 
ley número 3313. porque en su concepto son contrarios o vio- 
latorios de las disposiciones <le los artículos 4.", 67, incisos 
1." a 5. '. 10 y 27, artículos 10K, 107. 104 y 7." a i_» de la Cons- 
titución Nacional. 

Que la invalidez atribuida a las disposiciones legales alu- 
didas se funda en que, determinados ]jor la Constitución en sus 
artículos 4/ y 67 citados, los recursos con que se forma el 
tesoro de la Nación el Congreso no ha tenido facultad para 
incluir entre aquellos recursos el de la lotería: que tampoco 
ha estado facultado para prohibir la circulación de las loterías 
provinciales sin vulnerar la garantía del articulo 7." de la 
Constitución, pues las leyes de creación de esas loterías son 
actos públicos que deben gozar de entera fe en toda la Nación 
y producir los mismos efectos legales que los que correspon- 
den en las provincias que las han dictado, aliarte de que den- 
tro fiel concepto de! mismo articulo constitucional invocado 
los tribunales de la Capital no han podido declarar que son 



: En la «ni una techa ta Corta Suprema u pronunció en jgnal MAtldn. en 
lu cantas cftaimtle» tegiddac cpnira N.rotJi Saveia y canua Raál Al 
matda y otro», por Infracción a la ley ubre | urI w ™rohlWdo\. 
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billetes tte Meris m pageles que >egún la ley yrovineial skin 
certificados de ck'jróitos y títulos de renta, jiorqu* dio equi- 
vale a negarles el valor legal que títenen en las provincias que 
los emiten: y que en fin. establecido por el arfjciiíp 104 de | a 
Constitución que tas provincias conservan lodo el ptxlvr ho 
delegad» al Oobierno Federal y no existiendo facultad cons 
litiiciimal que le permita al Congreso legislar sobre loterías, 
con carácter exclusivo, el Congreno no lia |>odido dictar le- 
yes que limiten el derecho que las provincias tienen para le* 
gislar sobre la materia, pues entre las restricciones del ar- 
tículo 108 no está la de crear loterías, y esta es. en todo caso, 
una atribución comprendida entre las que enuncia W articulo 
107. 

yue desestimadas estas defensas por la sentencia de fojas 
54. confirmatoria de la de fojas 47. é\ recurso interpuesto y 
concedido es procedente y oído el señor fWurador General, 
asi se declara. 

(Jue en cuanto al fondo de la causa se observa que las 
impugnaciones formuladas tiene» en general el mismo punto 
de partida, a saber, la falta que se alega de atribuciones cons- 
liíucionales del Congreso para legislar sobre la materia en 
los términos y condiciones de las leyes referidas, sin sujeeeión 
a los principios generales que lo instituyen como cuerpo le- 
gislativo de la Nación y si sólo en su carácter de legislatura 
local de la Capital y territorios nacionales. 

Que d punto precedentemente enunciado está resuelto 
por decisiones reiteradas de esta Corte en e3 doble concepto de 
que las leyes ¿313 y 4007 han sido dictadas ¡>or el Congreso 
como legislatura de estado, y de que ningún óbice legal (ni- 
dia oponerse a la sanción de esas leve.- emanadas del Con- 
greso en el carácter aludido. 

Que la naturaleza especial de la materia stibie que re- 
caen los preceptos legales impugnados, es decir, los juegos de 
azar, determinaría modalidades y características también es- 
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231. 




ilose dudosa la posibilidad de extirparlos, se les restringe en 
su extehstort y manifestaciones múltiples; y no constituyendo 
en general actos ilícitos que afecten primordiales derechos in- 
dividuales o colectivos están exentos de los caracteres del de- 
lito y en consecuencia fuera del alcance jurisdiccional de la 
lev |*nal. Se les amengua y circunscrita porque su abuso 
constituye un mal: se les admite y legaliza bajo determinadas 
reglamentaciones en procura de un mal menor; y por esta 
noción consagrada con generalidad evidente, y según la cual 
los actos de que se trata, nocivos en cierto modo al bienestar 
colectivo o individual, no son punibles en sí mismos, se esta- 
blece une llegan a serlo como simples infracciones cuando cons- 
tituyen una contravención a las restricciones reglamentarias 
que se les han impuesto. 

Oue de los conceptos expresados deriva naturalmente la 
conclusión de eme tío puilicndo los juegos de azar, y las lote- 
rías entre éstos, estar comprendidos en la legislación penal de 
fondo, al Congreno no le era dado como poder legislativo na- 
cional incluirlos en el código respectivo: y en tal caso, tratan- 
doi&e de actos que por su propia índole requieren una regla- 
mentación adecuada, tanto ésta como las infracciones á ta 
misma, que constituyen contravenciones de carácter i>olícial o 
municipal, han debido quedar nacesariamente sometidas al ré- 
gimen de los poderes locales tic las provincias y de los distri- 
tos federales, doctrina que el mismo Congreso ha consagrado 
en otras leyes como la de Territorios, la Municipal de la Ca- 
pital y el Código Civil, artículos ¿055 y 20/ty, en los que se 
reconoce a las autoridades locales la facultad de reglamen- 



inciso 27 del articulo 67 de la Gmstilución el Congreso ha 
podido dictar la reglamentación legal exclusiva tic que se tra- 
ta refiriéndola a la Capital y Territorios Nacionales, es evi- 
dente que no hay en ello e! quebrantamiento que se arguye 
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ilr la UíJidád «le legislación penal a la que mi o ir rescinden 
las contravenciones aludidas; ni se vulneran o restringéfi y 
untes hien se confirman, los poderes correlativos ile ¡as pro- 
vincias para ejercer idénticas facultades dentro de sus lími- 
tes jurisdiccionales, ni se afectan los derechos y prerrogativa* 
invocadas y que consagran ios artículos 104 a J07 de ta Cotv- 
1 tuición . 

Que taírttp de la estructura de las leyes impugnadas, como 
de mis móviles expresos y del mismo carácter de sanción local 
que tienen, no es posible deducir que sus propósitos iftmediaios 
hayan sido los de constituir una fuente de renta de las que 
contribuyen a formar el tesoro de la Nación. K11 casos análo- 
gos se ha afirmado con verdad que las finalidades manifies- 
tas de estas leyes son las de restringir el juego y proveer con 
los fondos qué produce a las necesidades y exigencias de la 
beneficencia publica. Con iodo y en la hipótesis de que en- 
tre los fines de la lotería estuviera el de crear rentas, ello ni 
i tupi icaria que lo sea con l;i exclusividad rjüe se alega resjiec- 
tn de las qtte en la misma forma peden establecer Jas pro- 
vincias, pues estas leyes no impiden que las provincias emi- 
tan loterías, sino que las circulen en la Capital y Territorios 
Nacionales en tanto no las autorice el Congreso, t\u V ya se ha 
dicho tiene al respecto ^testad exclusiva. Kn estas condicio- 
nes, no existe pues el monopolio que la impugnación sostiene 
> menos dentro de su tesis de que las loterías en cuanto pue- 
den ser consideradas como fuentes de renta, deben entrar en- 
tre las facultades comunes a la Nación y Jas provincias, ins- 
udado que fiel ie ■ aceptarse con referencia a las jurisdiec¡i>- 
nes respectivas, 

íjiie es cierto, coitjo sostiene con reconocida autoridad 
jurídica el ilustrado defensor en esta causa, qué la Constitu- 
ción ha creado una situación de libertad. <lc reciprocidad y 
c io,*cración, haciendo de todo el territorio un campo común 
para la actividad del trabajo, del comercio y del intercambio 
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■Je todos los habitantes y Je todos los agente* v representan- 
te- de cualesquiera ele los Kstados cuuqionentes Je la Nación; 
como es igualmente exacto, en general, que ni las provincias 
pudeu prohibir la circulación de los títulos Je renta o de la 
deuda pública nacional, como los provenientes de empréstito 
contraídos sobre el crédito de la Nación, ni ésia podría ne- 
gar tos mismas facilidades de circulación a ios documentos 
procedentes de operaciones similares de los gobiernos de pro- 
vincia, realizados en uso de sus propias facultades como lis- 
tados confederados. Pero aparte de lo qúe íjúMa dicho sobre 
ejercicio en el caso de mía legislación exclusiva, procede te- 
nerse en cuerna que a la materia de que se trata, esto es, al 
juego, nu puede serle aplicable por elementales consideracio- 
nes los principios y garantías constitucionales relativas al tra- 
bajo y al comercio, como no es |>os¡h1e colocar en el mismo 
concepto legal y jurídico los titulo* de renta aludidos y los 
billetes de loterías nacionales b provinciales, comprendidos ta- 
les billetes en "los casos ya admitidos f>or la jurisprudencia 
uniforme y constructiva de los tribunales r*< irteame rica nos y 
argentinos, en lo relativo a la defensa moral y sanitaria Je la 
población de ta Nación o de una o más de sus provincias, ba- 
jo el llamado poder de policía'*.- 

tjtie teniendo |xn" liase las conclusiones finales del pre- 
cédeme considerando la calificación Je "billetes de lotería" qui- 
se ha dado a los títulos sobre que versa el presente litigio co- 
rresponde dejar establecido que ese concepto constituye un 
punto de partida ineludible para esta Corte en esta instancia, 
tíida vez que asi lia sido definido y resuelto en razón de apre- 
ciaciones de hecho |*>r la sentencia en apelación, que *es en 
este punto irrevisibte. pues queda fuera del radio de acción . 
jurisdiccional de esta Corte Suprema en el recurso extraor- 
dinario instituí di» por las leyes 4S y 4055 en sus ariiculos 14 
y 6," respectivamente. 

Qpíé ello establecido y prosiguiendo el examen de (las 
argumentaciones aducidas contra ta valides: de las leyes re- 
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íeridas, cabe la observación de que. si bien es exacto en gtv 
neral que la Capital y lo* Territorios Nacionales no consti- 
tuyen respecto de tas provincias una jurisdicción extranjera, 
unos y otras tienen facultades independientes que. co:no las 
comprendidas en los poderes de policía son locales y no pue- 
den extenderse más allá de sus propias soberanías (Fallos io- 
nio 7. pagina 150*. tales entre otras, la legislación sobre jue- 
go, abusos de libertad de imprenta, obstrucción a la adminis- 
tración de justicia y organización de la misma moralidad, ma- 
terias rurales, vagancia, embriaguez, etc. (Fallos tonto y8, 
citado, página 156, considerando 4. , página 167). sin que sea 
un óbice al ejercicio de tales facultarles propias la disposición 
del articulo 7." de la Constitución que prescribe qué los ac- 
tos públicos y procedimientos judiciales de una provincia go- 
zan de entera fe en las demás, pues según la jurisprudencia 
de esta Corte, ni esa cláusula ni otra alguna del Código fun- 
damental |Mjede inteqiretarsc de manera que acuerde a las 
leyes o actos públicos de cada provincia efectos extraterrito- 
riales eapaeos de alterar ta legislación de las demás, dictada 
en uso de facultades exclusivas ( Constitución artículos 104 y 
105: Fallos tomo 31. página 62; tomo 114, página ¿oij: tonto 
124. página itoK Si así no fuera, las fuerzas fie policía de 
una provincia podrían transitar armadas por el territorio de 
otras sin permiso de la autoridad local y ejercer sus funciones 
fuera de su jurisdicción, si como se pretende los títulos de lo* 
funcionarios locales debieran producir en todas partes los mis- 
mos efectos que les corresponden en la provincia que los ha 
conferido. En ct caso de autos, las disposiciones legales que 
se dicen violatorias del artículo 7," de ta Constitución no des- 
conocen que los títulos que han originado este proceso lia v an 
sido válidamente expedidos por las Provincias de Buenos Ai- 
res, Córdoba o Tucnmán; lo que se niega es la aptitud legal 
de esos títulos para circular en la Capital y Territorios Na- 
cionales sin la previa autorización del Congreso que actúa co- 
ntó legislatura local, con jurisdicción exclusiva y ejercitando 
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poderes de policía en materia comprendida en el régimen de 
¿titó facultades implícitas. 

ijuc por lo flemas nu están a cxamcit del tribunal en 
eMí juicio lo» agravios que el juego y sus leyes reglamenta- 
rías puedan inferir a la moral absoluta o relativa, y que ha 
dado Iwse a la argumentación general ile la defensa; tal di- 
lucidación significaría como acertadamente se observa, apar 
tarse de las reglas concretas del pron une ¡amiento judicial pa- 
ra invadir el campo de las abstracciones f itosóf icas . Kilo no 
ota tan te, importa dejar establecido que el criterio jurídico con 
que se lian inter]>retado estas leyes, se ajusta estrictamente a 
la índole |>cculiar de las mismas, a sus antecedentes legislativos 
y a sus propósitos manifiestos, expresados concretamente |x>r 
el miembro informante de la ley. 4097 en el Honorable Sena- 
do; disminuir o suprimir el vicio clandestino. la incitación al 
•icio, la explotación del vicio. Lo rpé de estos móviles haya 
trascendido al orden moral y social, no está sometido ni piu- 
de estarlo al juicio de esta Corte, limitada en el caso, como 
en sus análogos a juzgar de la constitucional ¡dad de las leyes 
impugnadas, declarando su validez, como lo hace, no porque 
hayan sido dictadas jxir el Congreso, como bi afirma el recu- 
rrente sino |K>rque el Congreso las ha dictado en uso y ejer- 
cicio de facultades constitucionales. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen 
de fojas 08, se declara que tos artículos i.**, ¡9;* y 10.* de la ley 
33 < 3 >' artículo 4." de la ley 4097 no son contrarios a las dis- 
|n liciones de los artículos 4.", 67 incisos 1." a 5.", 10 y J7, ar- 
tículos 108. 107. 104 y 7/' a 12 de la Con si i tnción. En conse- 
cuemia se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido 
ser materia del recurso. Molifiqúese y devuélvanse. 

A. BCKMBJO. — NlCANOt G. DSL 

Sola*, — J. Fxguexoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Rípetto. 
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hohniro Palero y otras. critiNiial contra, por uífraccián ar- 
ticulo \:\ letras b \ v c i &e h ley 400,7, 

Sumario : i. Véase el número uno del guillado de la causa 
•jiie precede, aplicable a la presente. 

-■' L» l<v 400,7 rio es repugnante a las artículo* > ifi 
fie la Constitución. 

(\i.c«; lín la causa seguida contra Knrimie SardeL Darío 
Viscomi. Knrique Amadeo González, Francisco Gadca y 
Daltnim í 'otero, como contraventores al artículo 4.", le- 
tras a) y b) de la ley 4<>>/. ftífere juegos prohibidos, el 
juez, en lo Correccional de la Capital condenó a los pro- 
cedidos a la pena de dos mil ¡wsos de mulla a cada uno. o 
en su defecto, a sufrir un año de arresto, conforme á la 
citada disposición legal, más el pago de las costas proce- 
sales; fallo que fué confirmado por la Cámara de Apela- 
ciones en lo Criminal y Correccional: dejándose en sus- 
penso el cumplimiento de la pena impuesta con respecto a 
los procesados Darío Visconti y Dalmirn Polero. atento a 
>us buenos antecedentes y de conformidad con lo dispuesli- 
por el articulo & del Código Penal. Elevados los autos 
en apelación ante la Corte Suprema, se produjo el si- 
guiente: 

FALLO lili I.A CORTE SUPREMA 

Bmot Aire*. Agento :2 de (iW 

Vistos y Considerando: 

CJue las cuestiones de carácter constitucional debatirlas en 
esta causa y (pie determinan la procedencia del recurso extra- 
ordinario entablado, son en general las mismas, planteadas en 
iguales términos. t|«e las resueltas en esta fecha en el proceso 
por idénticas infracciones, seguido contra Juan José Marini. 



PE JUSTICIA DR LA NACIÓN 



>Ü7 



lÍtfgio> que guardan entre sí completa analogía por la mur- 
ria que ios constituye, por los hechos y til derecho controver- 
tidos y Tos antecedentes que les dnn origen. 

Que entre esta cansa y aquélla sólo existen disparidades 
provenientes de puntos de hecho y de prueba, regirlos y re- 
sueltos por disposiciones de derecho común y que, en consr- 
cnencia. no puede examinar esta Corte en el recurso extra- 
ordinario, según es de ley y constante jurisprudencia i articulo 
1 5. ley número 48 1 . 

Que en cuanto a las garantías constitucionales relativas ni 
derecho de igualdad, especialmente invocadas en esta causa, 
procede reiterar la jurisprudencia de esta Corte que ha esta- 
blecido al resjiccto que la ley 4097 no es repugnante al artículo 
8," de la Constitución, porque aplicando diclia ley no se- lía 
desconocido en la Capital y Territorios Nacionales un dere- 
cho, privilegio o inmunidad inherente al título de ciudadano 
que el procesado hubiere invocado en calidad de ciudadano 
vecino de otra provincia; y en lo referente al articulo id. la 
igualdad no se quebranta por la ley impugnada, pues se trata 
ríe medirlas ríe orden policial o municipal, limitadas a una lo- 
calidad o estado, e idénticas para todos en paridad de circuns- 
tancias, consideraciones que pueden hacerse extensivas a los 
preceptos constitucionales correlativos citarlos |w>r el recurren- 
te ( Fallos tomo t>8. ingina 156, considerandos r>." y 7.", página 
ióH entre otros). 

Kn su mérito y por los fundamentos y consideraciones 
del fallo de esta fecha citado, que siendo innecesario trans- 
cribir ht iwtat.tfí se rían aquí por reproducidos atenta su per- 
tinente aplicación al sub jildicc, se confirma la sentencia ape- 
lada en cuanto ha podido ser materia del recurso. Xotifii|itese 
y devuélvanse al tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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ÍJíMi GnáhWQ W'eii (-(«í/ríi /tf $rppineiá djá Buenos Aires, so- 
/>( ,* interdicto Ú$ MfttPrftk 

Sumario: i.' Acreditados los extremos de los artículos 24<x>. 
-493 V 24*14 riel Código Civil, corresponde declarar la pro- 
cedencia del interdicto de despojo, 

2. " Xo habiéndose demostrado <|U« determinada perso- 
na era arrendataria del actor, las afirmaciones o los re- 
í-i mocimientos formulados por ella en expedientes 1 admt- 
níslratiru», no alteran ni modifican tos derechos del de- 
mandante. 

3. " El (Hie entró al inmueble como inquilino no puede 
por el tian?curso del tiempo ni por acto propio cambiar 
la causa de su posesión en detrimento del propietario. Ar- 
ticulo 2352. Código Civil. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



1AU.U l>K í,.\ OtJKTi; ÜUI'RKMA 

t*«*S Aire* . AfOtto 26 U Itié 

Autos y Vistos: 

1**1 presente interdicto de recobrar deducido por don Gus- 
ta vu Weil contra la Provincia de Itucnos Aires del cual re- 
sulta : 

<Jue a fojas 28 se presenta el actor e\ poniendo que es 
propietario de las quintas números 46 y 65 de la Sección B. de 
la ciudad de La Plata, por venta que le hiciera don Nazariu 
Roben el 24 de diciembre de 1910 ante el escribano Dante 
A. Sentí i: y de las quintas 43 y 04 por venta que le luciera 
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iton Angel .Muiranu ante el mismo escribano el 5 de diciem- 
bre de 1910. 

<Jue la posesión judicial de esas quintas (e fué dada íi 
los autores de .sus vendedores antes del n de septiembre de 
lijo; y desde esa feelia aquella ha seguido sin interrupción 
hasta el 17 de marzo de 1922 en Ja cual el Gobierno de la 
IWineia de Buenos Aires, por intermedio de la policía lo 
despojó de esos bienes sin juicio de ninguna naturaleza echan- 
do a Francisco Olczza que era la persona a quien bahía en- 
togado de la posesión después de la adquisición realizada ix>r 
él a fines de 1910. Termina pidiendo se baga lugar al in- 
terdicto, con costas. 

Qw acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, 
fué emplazada la demasiada jwra que compareciera a estar 
a derecbb y en la audiencia señalada at efecto, conforme a 
lo dispuesto por el articulo 332 de la ley nacional de procedi- 
mientos después de reproducir el actor su escrito inicial, ma- 
nifestóse por la primera "que solicitaba el rechazo del inter- 
dicto con costas pues la provincia lia procedido con perfecta 
justicia y con arreglo a derecho según resulta de las constan- 
cias del exigiente respetivo, que. desde ya anuncia traerá 
mino prueba. 

Recibida la prueba ofrecida por ambas partes ellas ale- 
garon sobre su mérito a fojas 68 y fojas 71 . 

Y Considerando: 

i¿w: de acuerdo con lo pre venido por los artículos 2491 k 
¿493 >' 3494 del Código Civil, el actor en el presente juicio ha 
debido probar su [rasesión, el despojo y también que entre la 
comisión de este último y la deducción del interdicto 110 ha 
transcurrido el término de un año. 

Que acerca de la posesión las declaraciones precisas y 
concordantes de los testigos Fació, fojas 52, Moirano. fojas 
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53 \ í tiazza. hijas §3 vuelta demuestran su existencia en fa- 
vo* del demandante. K lectivamente. Fació asevera que en los 
primeros meses del año kmi como mandatario de Weil arren- 
dó a Olazza las quintas mimen * 45, 04. 40 y 65 cobrándole 
{os arrendamientos y tales afirmaciones se hallan corrobora- 
das püritp por punto [K>r las declaraciones del propio Ola/za 
ocupante del inmueble en el momento en que el des|>ojo tuvo 
lugar. En muí ni ir .1 Mdiráno es el vended» >r de las i|iiintas 
números 45 y <»4 y quién según su dicho puso a W eil en po- 
sesión de ellas i*' r reciamente alambradas el ano H)iO. 

Oue en cuánto a] despojo, la protesta acompañada a fo- 
ja- i~. las constancias del expediente administrativo agrega- 
do y las declaraciones de Fació y Olazza» acreditan que el 
Gobierno de ¡a Provincia de lÍuenos < Aires por intermedio de 
la policio, váíe decir empleando ta fuerza expulsó al arrenda- 
taria del actor obligándolo a salir con mis animales tle los »«> 
muebles en cuestión, l\t acto ordenado por el Gobierno de la 
Provincia y cjeeutado |hir sus agentes sin una decisión judi- 
cial ijtte justifique la desposesión constituye y define el acto 
de despojo. Articula 2469, Código Civil. 

Que. respecto del tercer requisito, habiéndose producido 
el despojo el 17 de marzo de í$¿& no lia transcurrido el tiem- 
po de un año entre aquella fecha y la de la interposición del 
presente interdicto el 11 de diciembre del mismo año, 

One la demandada ha alegado en su defensa para co- 
honestar sus procedimientos en el caso que el inquilino Ola- 
f./.w en ií> de diciembre de i*}22 reconoció al dominio fiscal y 
lo solicitó en ocupación precaria, agregando que la posesión 
no ha sido quitada a aqué! i>or la fuerza pública, ta que se ha 
limitado solo a amparar al señor Xuhile en la posesión que 
tenia en representación del Fisco. Calie observar en cuanto 
a 10 primero que 110 habiéndose demostrado que Olazza fue- 
va arrendatario de Weil las afirmaciones o los reconocimien- 
tos formulad'»-* por aquél en expctlicntes administrativos no 
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alteran ni modifican los derechos del propietario y que en 
manto a] hecho misino de la posesión, sentado como ha sido 
que Olazza entró al inmueble como inquilino no ha podido por 
el transcurso del tiempo ni ])0 r acto propio cambiar la cau<a 
de su posesión en detrimento de Wcil como lo establece la 
r^u, del articulo 2552 del Código Civil. Acerca de lo se- 
gundo, no se ha demostrado por la Provincia que Nubile ocit- 
|»ara los terrenos a otro titulo que el derivado del acto de des- 
ojo producido el 1; de marzo de 1922 y del cual se queja el 
actor, ni ha pórfido ella sin atribuirse funciones judiciales, 
producida la o-wsición del inquilino, amparar a Nubile contra 
él o contra otro. 

gue en tales condiciones la procedencia «leí interdicto es 
indudable de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 2490 
del Código Civil y sus concordantes y 328 de la Ley Nacional 
de Procedimientos. 

Por estos fundamentos se hace lugar al interdicto de des- 
pojo declarándose en consecuencia que el Gobierno de la Pro- 
vincia ríe Buenos Aires del* restituir a don Gustavo Weil den- 
tro del plazo de tres dias las quintas a que se refiere la de- 
manda, con costas. Xotifiquese, repóngase el pai>c¡ v archí- 
vese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón* Méndez 
— Roberto Repetto. 
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¡ion Gerardo Pagano contra- el Gobierno Nacional, sobre en- 
trega del Hospital Común Regional del Río Negro. Nuli- 
dad de un laudo arbitral. 

Sumario; i* No habiéndose determinado en el compromiso el 
carácter de los arbitros nombrados, debe presumirse que 
la intención de las partes fué instituirlos en calidad de ar- 
bítradores, máxime si se tiene en cuenta la naturaleza de 
las cuestiones sometidas a su decisión y' el hecho de ha- 
berse establecido normas de procedimiento distintas de 
Tas de los juicios ordinarios. 

2° Ni los defectos de procedimiento ni la violación de 
las disposiciones legales o cláusulas de los contratos se 
encuentran comprendidas entre las causales que taxati- 
va rente establece el artículo 808 del Código de Procedi- 
mientos de la Capital, ley supletoria en los juicios que se 
ventilan ante los tribunales federales. 

Caso : Lo explican las siguientes piezas : 

SENTENCIA DEl, SEÑOR JUEZ FEDERAL 

§«*n*e MtN, Mi* 1P ** IMS 

Y Vistos; 

Los promovidos ¡mr la Nación sobre nulidad del laudo ar- 
bitral dictado en los autos Pagano Gerardo contra la Nación 
sobre constitución de tribunal arbitral. 

Y Considerando : 

1/ Que el Señor Procurador Fiscal manifiesta de fs. t 
a 5 el parecer que le merece el lando dictado a fojas 333 del 
expediente arriba aludido y que se tiene a la vista. 
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I>c los términos de ese escrito se desprende que a pesar 
de comenzarse interponiendo recurso de nulidad contra dicho 
laudo, lo que se deja promovido en verdad, es una acción de 
nulidad, invocándose al efecto el artículo 808 del Código de 
IVoccdimicnios de la Capital. 

De ahi t el auto de fojas 6 y el trámite de la causa. 

2." Que el laudo en cuestión es objeto de un largo examen, 
pudiendo concretarse las impugnaciones formuladas en los 
siguientes términos: se pronuncia sobre jmntos no sometidos 
al tribunal arbitral y es injusto al par que viofatorio de la ley. 

Estudiado por el suscripto el compromiso arbitral de fs. 
1 16 y el laudo de fs. 333 y piezas integrantes — exilíente 
adjunto, — no encuentra en realidad base para ] a acc ión de 
nulidad promovida. 

El laudo en cuestión se ajusta a lo expuesto en et com- 
promiso. Los arbitros lian llenado su misión en la forma que 
corresiiondia y por lo tanto, cuando dice el escrito de deman- 
da y "las razones que se aducen sobre el fondo de una cues- 
tión sometida al juicio de peritos arbitradores. no son causa 
para declarar la nulidad del laudo expedido con las condicio- 
nes y formalidades legales". Suprema Corte, tomo ia, pa- 
gina 322. 

Por otra parte, 'los argumentos dirigidos a demostrar la 
injusticia del laudo, no son procedentes en la cuestión de nu- 
lidad de dicho laudo". Suprema Corte, tomo 45. página 78. 

De consiguiente, si el laudo se conforma a lo pactado en 
el compromiso — cláusula cuarta. — no puede sostenerse que 
contenga pronunciamiento sobre puntos no sometidos al tri- 
bunal arbitral. 

Por último, cabe significar que nada tiene que hacer en 
este asunto, el art. 594 del Código de Comercio, ni los arts. 
1646 y 1680 del .Código Civil invocados en la demanda. 
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Por las consideración**;* que preceden, falto rechazando con 
costas, la demanda instaurada por la Nación sobre nulidad del 
laudo arbitral dictado en los autos Pagano Gerardo contra la 
Nación sobre constitución de tirhunal arbitral. Not i fírmese, 
re] Wmgasc el sellado y oportunamente archívese. 

Saúl sí/. Hscobar. 



SGNTKNCIA DI- LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN' 

Rufio» Aire*. Diciembre U de IP23 

Vistos : 

Kstos autits sobre nulidad del laudo arbitral en el juicio 
"Pagano (lerardo contra la X ación, sobre con si i t lición de tri- 
bu nal arbitral: y 

Considerando ; 

Que el laudo aparece dictado conforme a lo pactado por 
las partes desde que aprecia y decide las cuestiones compren- 
didas en et compromiso de fs. 116. 

Que. asimismo, resulta haber sido dictado dentro del lér- 
mino estipulado, con la prórroga convenida a fs. 274. 

Que conforme lo ha establecido la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación que el señor Juez, 
ti qtw Invoca, los argumentos dirigidos a demostrar la injus- 
ticia del laudo son improcedentes en la cuestión de nulidad 
del mismo. 

Por ello y sus fundamentos se confirma con costas, ta 
sentencia apelada de fojas 17 que rechaza la demanda ins- 
taurada por la Nación |*>r nulidad del laudo arbitral. Devuél- 
vanse. — Marcelino Bfcaiatta, — 7". Arias. - #. A. Nazar 
Amhürem, — /. P. Luna. 
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Bueno» Airri. Aflotto i; de Iftil. 
Vistos y Considerando: 

Que no habiéndose determinado vn tí) tm&émm el ca- 
rácter de los arbitros nombrados, debe presumirse que la in- 
tención de las partes fué instituirlos en cali«la<l ,| e arbitrado- 
res, máxime si se tiene en cuerna la naturaleza de las c¿es- 
tiones semm a su decisión y el hechp de haberse estable- 
cío normas de procedimiento distintas de las de los juicios 
ordmanos < Falfos tomo 92. jmgina 93 y tomr. ,02, pagj na 67 i. 

Que contra las sentencias de los arbitros arbitradores no 
se acuerda otro remedio legal que Ja acción de nulidad auto- 
rizada por el articulo 808 del Código de Procedimientos de la 
Capital, que es ley supletoria en los juicios que se ventilan 
ante los tribunales federales, 

Que ni los defectos de procedimiento ni la violación de 
las deposiciones legales o cláusulas de los contratos se en- 
cuentran comprendidas entre las cláusulas que taxativamente 
establece la recordada disijosición de la lev procesal, como 
quiera que ella solamente autoriza el ejercicio de la acción de 
nulidad cuando se funda en haber fallado los arbitros arbitra- 
dores fuera de término o sobre cuestiones no comprendidas 
en el compromiso. 

Qik 110 puede considerarse no comprometido el punto re- 
lativo a la re]>aración de las galerías del edificio construido 
por el empresario demandante. En efecto, el compromiso in- 
vistió a los arbitros de jurisdicción "para laudar sobre las di- 
vergencias surgidas entre el señor Pagano v el Gobierno Na- 
cional, o sea si este ultimo ha tenido derecho para negarse a 
recibir el edificio del Hospital Regional de Río Negro en 
Alien y cual de las partes debe cargar con la reparación de 
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los desperfectos de" que adolece el edificio"'. No se determino 
cuales serían los desperfectos de que debían «cuparse los ar- 
bitros, circunstancia que hace suponer razonablemente que las 
partes entendieron encargarles de la apreciación de todos aque- 
llos de que se liubiera hecho mérito en el curso de ta trami- 
tación administrativa del asunto, entre los cuales se encuen- 
tra evidentemente el relativo a la deficiente construcción de las 
pierias como puede observarse en toa informes técnicofc- 
obrantes a fojas 40/ (XV «21, fojas 63 iX-' 1$) y fojas 70 
i X." 12 í del expediente administrativo número 8883. 

Que siendo la precedentemente examinada la única cau- 
sal entre tas alegadas que pueda ser tomada en consideración 
en esta clase tic juicios, con arreglo al articulo 808 antes ci- 
tado, ta acción de nulidad del laudo debe ser desestimada. 

En su mérito se confirma con costas la sentencia ar- 
lada de fojas 28. Notifíquese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Ramón Méx- 

— DEZ. — RoHKRTO REPKTTO. 



NOTAS 

Con fecha once de agosto de 1924. la Corte Suprema no 
hizo lugar a la queja deducida por doña Amalia Maganigni de 
Lanzará, en la causa criminal seguida en su contra, por su- 
presión de estado civil, en razón de que de la propia exposi- 
ción de la recurrente, se desprendía que ta resolución de la 
Cámara en lo Criminal y Correccional de la Capital, se habia 
¡imitado a interjn-etar y aplicar disposiciones del Código Ci- 
vil, extrañas al recurso extraordinario para ante el tribunal, 
con arreglo al articulo 15 de la ley 48; y además, porque el 
artículo 18 de la Constitución que se invocaba, no guárdala 
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relación alguna om las cuestiones debatidas en el pleito, des- 
de que fa comin-tencia u incompetencia de la justicia crimi- 
nal, no depende de la inteligencia que se atribuya a dicha cláu- 
sula, sino del alcance que se dé a los preceptos de Ta ley co- 
mún invocados en el juicio, no pudiendo revisarse en la ins- 
tancia extraordinaria el que le ha sido fijado por Ja justi- 
cia local. 



En la misma fecha se declaró improcedente el recurso 
extraordinario deducido por don Axel Albcrg Cobo contra don 
Florio Cabrini, sobre desalojo, por no aparecer que en el caso 
se hubiera planteado o resuelto cuestión alguna de carácter 
federal, pues, sólo se había controvertido la inteligencia de 
las disposiciones de la ley número 11.170 sobre arrendamien- 
tos agrícolas, que forma pane del Código Civil y que por lo 
tanto no puede autorizar el recurso extraordinario para ante 
la Corte Suprema. (Articulo 15, |e y número 48). 



Con fecha trece de agosto de 1934 fué confirmada por 
la Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara 
Federal de Apelación de La Plata. la que confirmó a su vez, 
la dictada por el Juez Letrado del Territorio Nacional de la 
Pampa Central, que condenó a Dionisio Videla a sufrir la 
pena de doce años de prisión, como autor del delito de homi- 
cidio perpetrado en la persona de Roque Cepeda, en la Ca- 
pital del expresado territorio, el día 18 de septiembre de kjbi. 



En la misma fecha la Corte Suprema declaró proceden- 
te en principio el recurso de revisión deducido por el proce- 
sado Agapito Domínguez, condenado a sufrir la pena de diez 
y siete años y seis meses de presidio jjor el delito de homici- 
dio perpetrado en la persona de Alfonso Ramos, con arreglo 
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a tp dispuesto en el articulo J/ t inciso i." de la ley 4180,. vi- 
gente en 'a época en que se cometió el delito; y en atención 
a tjuc el nuevo Código Penal reprime el mismo hecho del ic- 
tíneo en .su artículo 70, en forma más benigna, resolvió que 
sólo procedía en el caso, la substitución de la pena de presidio 
\w h del término medio de la señalada pur el citado artículo 
70. o sea. la de diez y seis años y medio de reclusión, que de- 
berá cumplirse con los efectos légales señalados en el articulo 
}_• del misma Código y las costas del juicio. 



En diez y etcho del mismo fué confirmada por la Corle Su- 
prema, la sentencia pronunciada |ior la Cámara Federal de 
Apelación del Paraná, que condenó a lilas Insaurralde a vein- 
tiún años de reclusión, accesorias legales y costas, en vez de 
la de seis años de^la misma pena, que le fn¿ impuesta por 
el Juez Letrado del Territorio Nacional del Chaco, como autor 
del delito de homicidio perpetrado en la persona de Alfonso 
Jacquemiñ, en el pueblo Enrique Crien, jurisdicción del ex- 
presado territorio, el día o de julio de i<)2t. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
l>i>r don Vicente Santianni en un juicio sobre oposición al 
registro de una marca, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que se liabia tratado de una cuestión de hecho re- 
lativa a si un determinado articulo está o nó comprendido den- 
tro de una marca registrada en la oficina respectiva; agregán- 
dole, que las cuestiones de hecho sobre las que había versado 
el falle» de la Cámara federal de la Capital, eran ajenas al 
recurro eslraordinario deducido con arreglo al articulo 14 
de ja ley 48. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por doña Catalina ílasurro en autos con don Bxcqttiel Ma- 
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«?¡Mi, sobre desalojamfcm». ,«r resultar de los tes. imonios 
#^m* qne (a ¿¿feto ^ pronuncié ~ 

t 1 hFT™ m5lanCÍa " lo Civil * >» Capital, «¡¡al 
tal* a declarar improcedente un recurso interpuesto . " ", 

para ante el mismo; improcedencia SB e'„ ,li s 
podones < e leyes pr « csalís (fc ¿» 

ríe",: seí no d ™ " 



Ja misma fecha no se hi** i,,»,. „ r , , 

mm Alfredo Giambe.li. 

'/ NH " s "° dme Sa«la por „„ harria fun.bdo e i„. 
temar.» fuera de término, esto es. por consideraciones de I e- 
Cho y aplirac.on ,1c disposiciones de derecho procesal I c e 
*N * manifiesto U improcedencia de. recnr». entaldal, 
to pie « agrega que no se encontrad en algunos casos pre- 
vistos en el articulo í 4 de la lev 48. pues no precia o e íu- 
«era fundado sn derecho en la lev ri«* y j| 1)c ^ . 
hese s,do ,|enega<lo por la resolución 

Kn veinte del misino „„ „ |„ga r . ignalmeme a la que- 

"luístem. sobre <les.lojam.enio. p„r resultar de lo expuesto 
por el recurreme. q„e el juicio de «ferencin se h,l,ia trami- 
tado con arreglo a las disposiciones de .lerecho común en nne 
el allante habi» sido oído, lo que bacia improcedente la „- 
vocaaon del art.culo ,8 de la Constitución Nacnmal, en que 
basaba el reenrso interpuesto y. además, porque las cuestio- 
ne, deba .das eran de derecho común y ajenas, por consignien- 
le, a .0 depuesto por el articulo .4 de la ley 48. 
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En el recurso de revisión interpuesto por él penado Evc- 
rardo Kolón condenado a sufrir .la j>ena de diex y nueve años 
de presidio y accesorias legales. i*>r fos delitos de rapto, vio- 
lación y abuso de autoridad cometidos en la persona de una 
menor, con las agravantes determinadas en el artículo 84. in- 
ciso io v 11 del Oxligo Penal, y en el art. lo. inciso dt de la 
Itíy 4 1 St¡. vigentes en la época en que se cometieron los expresa- 
da »s delitos, la C«>ne Suprema con fecha 20 de agosto de 1024, 
dadn que los mismos hechos delictuosos, están comprendidos 
en lo dispuesto por el artículo i« del nuevo Código Pénfcli 
disposición imludahlenicnte más t>enigna que la aplicada al 
reo. y en atención a ciuc la revisión deducida no importa yol- 
ver a juzgar los mismos delitos, intes só'o autorizan a de- 
terminar la i»ena que corresponde aplicarse, y de conformidad 
a lo disimesto en los artículos 2. 1 1*> incisa» .1" >' X22 - rcso1 " 
vió ^i^tituir 'a pena de presidio impuesta al reo. )ior la de 
quince años de reclusión. íjüb delierá cumplirse con los efec- 
tos legales determinados en el articulo \2 del mismo Código. 



Con fecha 22 fué confirmada iHtr la Corte Suprema. la 
sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
dél Paraná que condenó a Loreto í '.ardióla o Domingo Valen- 
/lu la a diez y ocho años de reclusión, accesorias legales y eos- 
tas. en ven de la de doce años «le la misma pena que le fué im- 
puesta por el Juez Unradn del Territorio Nacional del Cha- 
co, como autor de los delitos de homicidio y lesiones perpe- 
trados en las íiersonas ríe I renco Zamora y Pilar Casco, res- 
pectivamente, en Presidente Sáenz Peña, estación del Ferro- 
carril Central Norte, jurisdicción del expresado territorio, el 
día í> de enero de . 



Ktt la niísiüá fecha fué confirmada, igualmente, la sen- 
tencia pronunciada iH>r la Cámara Federal de Ablación de 
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La Plata, que condenó a Arturo Canario, a sufrir veinticinco 
años cíe reclusión, accesorias legales y costas, en vez <le la de 
veinte años de la misma pena que le fuera impuesta por el 
Juez Letrado del Territorio Nacional del Río Negro, como 
autor de los delitos de homicidio perpetrado en la persona de 
Juan José Ko.rero, y de lesiones leves a Manuel Oribe, en el 
]»rajc denominado "Cinco Chañares", jurisdicción del expre- 
sado territorio, el clin 25 de mayo de 1921, 



En la misma fecha la Corte Suprema ordenó se ocurriera 
donde corresponde en el pedido de revisión formulado por el 
procesado Héctor Oller, condenado a sufrir la jíena de diez 
años de prisión por el delito de estafa, por no acrecer q«e se 
hubiera interpuesto para ante el Tribunal recurso alguno mío 
le hubiese sido denegado, ni corrcsjjonder tampoco dicha cau- 
sa a la jurisdicción originaria del mismo. (Constitución Na- 
cional, artículo 101 ; ley 48, artículo 



Kn la misma feclia se declaró improcedente la queja de- 
ducida por los señores Marengo, Perrone y Gtiglielmino en 
autos con don Martin Sabathier, sobre cobro de pesos, por 
aparecer de la propia exjxtsición del recurrente que la Supre- 
ma Corte de la Provincia de Buenos Aires, había declarado 
que "las ordenanzas imjjositivas no tienen fuerza contra los 
privilegios hq>otccarios establecidos en el Código Civil, esti- 
mando que no pueden existir otros privilegios que los esta- 
blecidos en aquél Código", y con ese punto de partida el re- 
curso extraordinario autorizado por el articulo 14, inciso 3.C 
era improcedente |x>r tratarse de una cuestión de privilegios, 
es decir, de derecho común resuelta ]wr aplicación del Código 
Civil con relación al articulo 31 de la Constitución y en cotí- 
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tía de la validez de una ordenanza municipal, y |>or donde el 
punió debatido un filtraría en el precepto del articulo J." tic 
la ley número 48. 



Gón fecha veinticinco fué confirmada por la Curie Su- 
prema la sentencia pronunciada por ta Cámara Federal de 
Apelación fiel Paraná, uue condenó a llenjaniin Lugo á sufrir 
la pena ele veinte años de reclusión, accesorias legales y eos- 
las, en vez de la de diez años (te penitenciaria que le fuera apli- 
cada i>or el Juez Letrado del Territorio Nacional del Chaco, 
como autor del delito de homicidio, perjietrado en la persona 
ile Feliza l>iaz, en el paraje denominado Salto de la Vieja, 
próximo a la elación Presidente de la Plaza, jurisdicción dé 
dicho territorio, el dia 25 de enero de 10, nj. 



Kn la misma ficha fué confirmada por la Corte Suprema, 
la M-nt encía pronunciada |*»r la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, la que confirmó» a su vez. la dictada |>or el Juez 
Letrado del Territorio Nacional de la Pampa Central que con- 
denó a Juan Larionov o Pauloff a la ijcna <tc reclusión per- 
petua con accesorios de ley. como autor del delito de ho- 
micidio pei']H*trado en la jiersoim de Federico Ti aun. en Alju- 
chiri, jurisdicción de dicho territorio, el día 20 de septiembre 
de \*tJj. 



Ku la misma fecha fué confirmada por la Corle Supre- 
ma la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ab- 
lación de La Plata, la que a sn vez, confirmó en lo principal, 
modifican*!*» en cnanto a la pena que redujo a veinticinco 
años de reclusión, la dictada p<u- el Juez Letrado de la Pampa 
Central «pie condenó a reclusión perpetua a Francisco Fuen- 
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íes o ÍX'lfin Día/ o Eufrasio llerón. y ¡i Francisco Vicióla m) 
■Tistnlita". eortio amores del delito de homicidio, perpct rad. . 
en !á iwrsona de Segundo Salín, atentado v resistencia a la 
autoridad ido* procesos), y hurto reiterado", ocurridos en el 
paraje denominado Mauricio Meycr, jurisdicción de dicho te- 
rritorio, el <l¡a 8 de ahril de ujio,. 



lín la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida |Kir don José Messina en autos con don Felipe Labnma. 
su sucesión, sobre adquisición de ]»oses¡ó», por no aparecer de 
la exposición del recurrente que éste hubiera interpuesto re- 
curso alguno para ante la Corte Superna, que te hubiese 
sido denegado. 



Kn veimisiete del misino se declaró improcedente la que- 
ja deducida por don Juan Antonetli en autos con don Pedro 
Corrosa y otros, sobre interdicto de recobrar la ^.sesión, por 
resultar de Ja propia exposición del recurrente, que el tribu- 
nal » quo se había limitado a declarar bien denegado un re- 
curso interpuesto para ante él. aplicando al efecto, disposi- 
ciones de carácter procesal que no aparecen haber sido impug- 
nadas como contrarias a la Constitución, y no autorizan, por 
lo tanto, la ablación extraordinaria para ante la Corle Su- 
prema, según Id reiteradamente resuello. 
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Búii Ambrosio Scttn contra ia na presa de los Ferroearnhw 
de Huir? Ríos, f>or indemnización de un accidente del 
trabaja. 

Sumario; i." Habiéndose discutido en el pleito dónde debía 
efectuarse el dqweUo de la indemnización adeudada \ntT 
razón de uit accidente del trabajo, si en la Caja Xaciimal 
ile Jubilaciones y Pensil mes de conformidad al artículo 
9/' de la ley 9088 o en la Caja de la Oficina del Trabajo 
de la provincia, según Ib dispone el decreto reglamentario 
dictado l»«r el Prtder Ejecutivo de la misma, y estable- 
ciendo la resolución definitiva que debe efectuarse el de- 
pósito de conformidad a lo dispuesto por el decreto pro- 
vincia!, dando, asi. prefación a éste sobre la ley nacional, 
procede el recurso extraordinario del artículo 14 de la 
ley 48. 

2* Ka ley 0/18K sobre Accidentes del Trabajo, es jtftr su 
naturaleza, complementaría del Código Civil, y lia sido 
dictada por el Congreso en ejercicio de la facultad con- 
ferida por el articulo ó?, inciso ti de la Constitución, y 
por consiguiente, reviste el carácter de ley general de la 
Nación, con la sola salvedad de las disposiciones conteni- 
das en sus artículos 15 y 21, que rigen únicamente en la 
Capital y Territorios Nacionales; salvedad excepcional 
<pie no puede hacerse extensiva al artículo y.", ni a al- 
guna de sus cláusulas, que establecen expresamente, que 
los depósitos jMjr concepto tic indemnización deben efec- 
tuarse en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

3," Al determinar el Congreso el establecimiento o Ca- 
ja en que deberán tfepítóitarse las indemnizaciones, no ha 
excedido sus poderes constitucionales, aún en el supues- 
to de que se tratare de una disposición de forma o sim- 
plemente reglamentaría, dado que si bien las provincias 
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tienen facultad para darse sus propias instituciones loea- 
les y, por eiule, ¡tara legislar sobre procecl ilútenlos, ello es 
sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias que dic- 
lé el Congreso cuando considere del caso prescribir for- 
malidades especiales para el ejercicio de determinados 
derechos establecidos en los códigos fundamentales que le 
incumlíe dictar. 

í aso ; Lo explican las piezas siguientes : 



SEPTENO A 1>EL *JVf.Z EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

PirinA Septiembre 13 de I0W 

Autos y Vistos: 

F;l presente juicio |>or cobro de pesos como i ndemn» zación 
por un accidente del trabajo, seguido por don Ambrosio Nc- 
tto contra la empresa de Ins Ferrocarriles de Kntre Ríos, del 
que resulta : 

i." Que a fs. 2. eoin|>ai\-ee el señor Kxeqtiicl K. Olivera, 
ron pofter en forma de don Ambrosio Xetto. y entablando de- 
manda a nombre de su mandante manifiesta: Que don Am- 
brosio Xetto estuvo al servicio de la empresa de los Ferroca- 
rriles de Rut re Ríos, como cambista, ganando cuatro («sos 
diarios; que en il de agosto de 1921. mientras desempeñaba 
funciones de su cargo, sufrió un accidente, siéndole apreta- 
da la mano entre un "wagón" y una máquina sufriendo a 
consecuencia de esto un traumatismo en la mano izquierda, 
fractura de dedos y arrancamiento de la falangeta del dedo 
anular de la misma, accidente que la empresa denunció a la 
Oficina Provincial del Traliajo; qui' a eonsecnehciS de esto 
estuvo inhabilitado para todo trabajo hasta el _*H de octubre 
del mismo año, proporcionándole hi empresa demandarla asis- 
tencia medien y fariña cómica y declarándolo cesante inme- 
diatamente que fue dado di' alta; que según los informes me- 
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dicos la lesión de sl1 m .áno jnk-rchi le h a cawsáüo ima inea- 
pgcitlad de un cincuenta por ciento en sus dedos anular, medio 
y ineíiiniie y de un cuarenta por ciento en el uso de la mano. 
>ju míe su poderdante haya conseguido que )a empresa haga 
efectiva la indemnización cor rejundiente, razón por la cual 
entabla esta demanda. Funda la acción en los arts. i.". .».', inc. 
if y 3,* de la ley t/>88. concordantes con los arts. 2.', inc, i. m , 
2? y 7.". inc. 1 * del decreto provincial reglamentario de di- 
cha ley. en los arts. 15 y 17 de la misma ley concordantes con 
análogas disposiciones del Código Civil. Sostiene que la in- 
denuiizaeión debe calcularse de acuerdo con lo preceptuado en 
el art. 8." jnc. c* de la ley «/08S y arts. 47 y (*> del decreto 
provincial reglamentario y míe de acuerdo con dichas dispo- 
siciones legales la disminución de un .40 00 en el poder fun- 
cional de la mano izquierda equivale ni veinte y euatni por 
ciento de mil jornales y la disminución de un cincuenta por 
ciento en el jKider funcional de los dedos medio, anular y me- 
ñique de la uiis;i<a mam». equivale al quince ijor ciento de 
igítal cantidad, p sean en tptaJ el treinta y uno por ciento de 
cuatro mil pesos, de lo que resulta ipie la indemnización que 
corresponde a su mandante ini]>orta la suma de mil quinientos 
ochenta pesos moneda nacional qm> la demandada delie depo- 
■dtar en la Caja de la sección Accidentes de acuerdo con lo 
dispuesipj'pr los arts. 9.° de la ley o/»K8 y 99 de la reglamen- 
tación provincial. Pide en definitiva que se condene a la em- 
presa de lew Ferrocarriles de Km re Ríos, previo los trámites 
de ley. a depositar en la Caja de la sección Accidentes de la 
Oficina provincial del Trabajo la suma de mil quinientos 
ochenta pesos moneda nacional, impune de la indemnización 
• pie conrsjHiude a su mandante con especia! condenación en 
intereses y cn>tas. 

Une corrido el traslado de la demanda, a la empresa 
dé los Ferrocarriles de Km re Rios. ésta por intermedio de su 
apoderado legal, don Cándido Otario, la contesta a fojas 12 
manifestando; Oue reconoce como un accidente dt. trabajo. in- 
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dcmuizablc las lesiones Sufridas por Ambrosio Xeito cfi la 
mano izquierda: que producido el accidente la empresa tle- 
iiianclada prpporciprtó al demandante, durante todo el tiempo 
W la curación, asistencia médica y medicamentos, comprobán- 
dose a! ser dado de alta por el facultativo de la empresa duc- 
tor Cinara, una incapacidad funcional <U- un treinta por cien- 
to en lus dedos medid, anidar y meñique de la mano ¡z< mier- 
da; que diseon formado e) accidentado con ese dictamen y ha- 
ciendo uso de la facultad que le acuerda el art. ¿4 de la lev 
1/088, designa a los mismos efectos al doctor Kivas Jordán, 
reemplazándolo después con el doctor Kancillac, y la Ofici- 
na del DepartamenWi IWincal del Trabajo ¡U doctor Juan 
J. Solari; qué estos facultativos se expiden diciendo cjue el 
accidentado (iperita una incapacidad jtarcial permanente dé 
los dedos medid, anular y mcñiipte. estimándola en un cin- 
cuenta por ciento, y en un cuarenta por ciento ta disminución 
del poder funcional de la mano izquierda: que de acuerdo con 
estos dictámenes y con sujeción a lo dispuesto en el art. í»o de 
la ley 9688. el Departamento Provincial del Trabajo confec- 
ciona tina planilla de liquidación j>or la que se obliga a la em- 
presa a depositar en la Caja de seguridad la suma de mil qui- 
nientos ochenta pesos moneda nacional en concepto de indem- 
nización por el accidente sufrido; que el criterio con (pie ha 
procedido la Oficina Provincial del TraUijo es inaceptable en 
cuanto se|>ara Jas lesiones de lós dedos y de la 111,1110 para su- 
marlas, cuantío las incapacidades resultantes no son siuó una 
consecuencia las unas de las otras; que tal es la interpretación 
que se desprende de la simple lectura del art. 60 de la ley 
i|o88; que la empresa demandada lia de|K>siiado en la Caja Na- 
cional de Jubilaciones la suma fie ciento cuarenta y seis ]>esos 
ci>n quince centavos moneda nacional, que según sus elemen- 
tos de juicio es lo que corresponde a su obligación de indem- 
nizar, descontando el importe de los medios salarios percibi- 
dos por Xetto durante setenta y ocho dias que duró su cura- 
ción, en un total de doscientos veinte y cinco jh-sos con ochenta 
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J cinco centavos moneda nacional (art, 8.". inc. d> de la lev 
•jíiiíííi, y de (ds que no se dice una palabra en la demanda; que 
la empresa ha verificad» el deposito en la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de aciSéfdo coii lo fine establece el 
art. i)." ele la ley 9/188. porque considera que si el depósito se 
hiciera de acuerdo con lo que determina el art, yo del decreto 
provincial reglamenta rio subsistiría la ulterior obligación para 
con la Caja Nacional de Jubilaciones y I 'elisiones, porque los 
jueces están obligados a aplicar la ley en el sentido que e!1a de- 
unnina, y asi lo dispone el citado art. (>." de la ley 9688: que 
en consecuencia ta empresa reconoce su obligación de indem- 
nizar al actor en la medida que resulta del criterio expuesto, 
que no puede ser sinó la debida por las lesiones sufridas en 
Ins dedos medio, anular y meñique de le mano izquierda, que 
la empresa aprecia en la suma de ciento cuarenta y seis pesos 
Con quince centavos moneda nacional, más lo que en concepto 
de medios salarios se le ha alionado a Ambrosio Xctto duran- 
te los setenta y ocho dias (pie duró su curación. Pide que, 
previos los trámite> de ley, se declare arreglado a derecho el 
depósito verificado en la Caja Nacional de Jubilaciones y F*en- 
sióiies, y que se rechace la demanda en cuanto pretende Co- 
brar indemnización por lesión de tres dedos más la disminu- 
ción de! ]Mider funcional de la mano, reduciendo dicha indem- 
nización a sus justos limites, con costas. 

(Jue abierto el juicio a prueba la parte actor» ofrece 
eOríio tal las constancias del expediente administrativo trami- 
tado por la Oficina Provincial del Tralmjo t|ne se manda traer 
\ agregar por cuerda floja, y la parte demandada la que obra 
a fojas, lo -m, y J5 de estos autos. Vencido el término de 
prueba y puestos los autos en secretaría a estudio de las par- 
tes para alegar sobre el mérito de las mismas, actor y deman- 
dad* ■ presentan sus respectivo-; alegatos, que figuran agrega- 
do* de fs. jH a JJ, el del primero, y de fs, ,U a 37. el del se- 
gimdo. Después de lo cual sr mandan traer los autos al des- 
pacho para resolución y 
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Considerando: 

i * (Juc la condición de empleado de la empresa de los 
Fermear riles de Entre Ríos alegada por Ambrosio Netto. el ac- 
cidente producido en desempeño de sus funciones. las lesiones 
sufridas por el mismo, la obligación de indemnizar al acci- 
dentado y e! salario de cuatro pesos diarios que ganaba Am- 
brosio .Vello, son todas circunstancias que lian sido exproa- 
mente reconocidas j>or la empresa demandada, o que no han 
sido desconocidas pb* ella, por lo que deben tenerse |>or pro- 
badas. Además las constancias del expediente administrativo 
instruido por la Oficina Provincial del Traigo y los docu- 
mentos agregados a fs. 19 y 21 fie estos autos y reconocidos 
por los firmantes a fs. 23 y 25, pruclian plenamente las cir- 
cunstancias enunciadas. Resulta, pues, que Ambrosio Xetto. 
estando al servicio de la empresa de los Ferrocarriles de Hu- 
iré Ríos, sufrió un accidente del trabajo que la empresa de- 
mandada está en la obligación de indemnizar, de acuerdo con 
lo dispuesto en los arts. i. n . 2.", inc. i." y 3." de la lev nacional 
N* 9688. 

2." Que la discrepancia entre las partes estriba únicamen- 
te en el monto de la indemnización y en la repartición u ofi- 
cina en que debe hacerse el depósito del iimwrte de la misma. 
Que de los certificados o dictámenes de fs. 16 y 20 del ex- 
pediente administrativo agregado por cuerda floja y produci- 
dos de conformidad cun lo que dispone el art. 34 del decreto 
provincial reglamentario de la ley <j688, sin que la empresa 
demandada luciera uso de su derecho de designar facultativo 
para el nuevo examen del obrero Ambrosio Netto. no obstan- 
te estar notificada en forma, resulta plenamente probado que 
el accidente sufrido por el demandante le ha ocasionado una 
incapacidad parcial y permanente en el j>oder funcional de la 
mano izquierda y fie los dedos medio, anular y meñique de 
la misma mano y en un cincuenta |x)r ciento e! poder fun- 
cional fie los dedos mencionados. Para calcular la indemniza- 
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eión o.rre>|H»ndienie ; deben sumarse Jas incapacidades parcia- 
les de la> manos y de los dedos, n>nm lo pretende Ambrosio 
Xctto. o tlebc tenerse en cuenta únicamente la disminución del 
poder funcional de los dedos como t«* sostiene la empresa de- 
mandada: K> evidente, y asi resulta tle los dictámenes médi- 
cos antes litados que la disminución de! jioder funcional de la 
mano izquierda es una resultante de las heridas y traumatis- 
mos que presentan los dedos medio, anular y meñique de la 
misma. Xo hay pues, ¡mi-que sumar las incapacidades |iarciales 
de cada una de las portes de un mismo miembro (ja njano 
izquierda >, sinó tomar como liase la disminución de capacidad 
tntal del mismo miembro. que representa un cuarenta por cien- 
to del poder funeionaj de la -mano izquierda. Si de acuerdo 
con tt» establecido en el ari. íio de! decreto provincial regla- 
mentario. [Mir la pérdida total dé la mano, la disminución de la 
capacidad del obren > Ambrosio \ettu para el trabajo debería 
t -iiinar>t* en tm sesenta por ciento, la disminución de un cua- 
renta por ciento en él poder funcíoital de la mano lesionada 
importa un veinte y cuatro jmr ciento de disminución de ca- 
pacidad para el trabajo en el Citado obrero. Calculando sobre 
cáta basé l«t indemnización correspondiente y teniendo en cuen- 
ta él salario (pie ganaba Ambrosio Xetto, tendremos que de 
acuerdo Con lo dispuesto en el art, 8.", inc, n de la ley X." 
0/>jJ¡i, ia indemnización que la empresa demandada debe abo- 
nar al demandante importa la suma total de novecientos sesen- 
ta pi-Mis moneda nacional de curso legal, debiendo descontarse 
de esta -unía la cantidad que la empresa ha abonado al obrero 
Netto. en concepto dé triedlos salarios, como consta a ís. j i y 
del expediente administrativa agregado por cnerda floja, 
pie- a-i lo dispone expresamente la última paité del ínc. d) 
del ari. S. ' tic la ley 9688, deposición clara y terminante que ie» 
admite, en consecuencia, la interpretación que el demandante 
le da. pira exigir una doble indemnización. 

tjue en citanto a la repartición n oficina en que la em- 
presa demandada itéúe efectuar el depósito de la cantidad 
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adeudada a Ambrosio Xetio en concepto dé indemnización por 
el accidente de Italia jo sufrido, ios arts. 9." y 10." de la ley 
X. ^*tK determinan expresamente t|ue dichos depósito* deben 
efectuarse en la Caja Nacional de J ululaciones y Pensiones. 
Mucho se lia discutido el derecho del Ciobicrno ¡te la Xaei.m 
para .-tribuirse facultades pura disponer en esta forma de los 
ludieres que por tal concepto deban alionar los patrones, las 
sociedades patronales o las compañi's aseguradoras. Se ha 
(interpretado generalmente que esta disposición de los arts. 
[h" y 10í" de la ley nacional \\" 9688, que establece la oblíga- 
ción expresa de efectuar los depósitos en Va Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones se refiere únicamente a la Capital 
Federal y territorios nacionales y que se ha incurrido en un 
error de texto al 110 establecer que en sus respectivos terri- 
torios las provincias ¡unirán, al reglamentar la ley N." 9G8S, 
establecer en que re]wiprtpicipóii u ^fietiia delierán efectuarse 
los depósitos de referencia ; siguiendo esta interpretación, en 
diversas provincias y entre ellas en la nuestra, se ha dispues- 
to que el valor de las indemnizaciones se depositará en una 
séVcjón especial bajo la dependencia y dirección de la Oficina 
Provincial del Trabajo y se han creado Cajas de Garantía a los 
efecto* de lo dispuesto en el art. 10." de la ley o/iKK I capítulo 
VI deí decreto provincial reglamentarla de la ley de respon- 
sabilidad por accidentes del tral>ajol. KI pmveyente entien- 
de qué siendo la ley 9(188 una ley nacional, sus di si Kiste iones 
deben aplicarse en todo el territorio de la República, y que la 
facultad de reglamentación de las provincias no alcanza liar- 
la modificar disposiciones expresas de la misma ley. Por otra 
parte es la Caja Nacional de J ululaciones y fVnsiones la que 
responde en lodo el |*aís de la insolvencia patronal fart. 10: 
Mi fine de la ley X." 9688), de manera que no se alcanza a 
co i premier con qué facultades las provincias podrían tnodifi- 
car esas disposiciones expresas de una ley nacional, sustitu- 
yendo dicha garantía ¡>or la de las Cajas de llaranlía lócale*, 
crearlas por un simple decreto reglamentario. Kn eonsecuen- 
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cia. ta empresa demandada, en upinión del proveyente. está en 
lo cierto al sostener que ti depósito del importe de la indem- 
nización adeudada al obren» Ambrosio Netto déla- efectuarse 
en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

4, '' (Jue ile las conclusiones a tpie se lia llegado en loa 
considerandos anteriores resulta que la empresa de los l ; erro- 
car riles de Entre Kios <lebe abonar al obrero Ambrosio Xetto, 
i-n concepto (le indemnización |>or el accidente de trabajo su- 
frido, ¡a suma de novecientos sesenta pesos moneda nacional 
de curso lega! <pie deterá depositar a nombre del demandan- 
te en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones; |hto ha- 
biendo abonado ya al obrero Ambrosio Xetto la cantidad de 
riosciente veinte y cinco i>csos con ochenta y cinco centavos 
moneda nacional de curso legal en concepto de medios sala- 
rios y habiendo depositado a su nombre en la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones la suma de ciento cuarenta y seis 
pesos, con quince centavos de igual moneda, svi obligación üc 
reduce a depositar en dicha Caja a nombre del demandante, 
ia cantidad de (pimientos ochenta y ocho i>csos que faltan pa- 
ra completar la indemnización que a aquél le corresponde. 

5. " Que no habiendo obtenido ninguna de las partes satis- 
racción completa en sus pretensiones, las costas de este jui- 
cio deben declararse a cargo de cada una de ellas en el or- 
den causado* de acuerdo con lo dispuesto en el segundo pá- 
rrafo del art. 8;r del Código de Procedimientos en lo Civil y 
Comercial, 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: 
condenando a la empresa de los Ferrocarriles de Km re liíos 
a alonar ;it obrero Ambrosio Xetto la cantidad de novecientos 
sesenta pesos moneda nacional de curso legal en concepto de 
indemnización |ior el accidente del trabajo sufrido por ai piel , 
debiendo depositar a nombre de Ambrosio Netto. en la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones, dentro del término de 
díez días, la suma de quinientos ochenta y ocho pesos moneda 
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nacional de curso legal <|ue aún fallan |mr;i completar dicha 
indemnización, deducidos los medios salarios abonados y el 
depósito ya eíeetu;:d<j, IX-etáransc las tosías tic este juicio a 
cargo cío cada una de las partes en el orden causado. Hern- 
ia use lus honorarios de los doctores K mi lio Z. Castelltorl y 
Alejandro Aiitequeda y de los procuradores don Kxequicl K. 
Olivera y don Cándido Otaño en las cantidades de ciento diez 
pesos, ciento diez pesos, cincuenta y t inco y cincuenta y eineo 
pesos moneda nacional de curso legal, a cada uno. respecti- 
vamente, 

Julb Ai Luxanit) (¡un ta. 



ACt'ÜKlHi HKl. Sl'i'KKIOK TKIIirNAI. 

Ku la ciudad ríe I 'araná, capital d<- la provincia de En- 
tre Uios, a Jó ile diciembre de reunidos en su salón de 
acuerdos los señores miembros de la Kxcnia. Sala en lo Civil 
y Comercial del Su|>er¡or Tribunal de Justicia jKtra conocer de 
los recursos interpuestas en los autos caratulados "Xelto Am- 
brosio c. F. C. Ií. Ríos. Indemnización acc. trabajo", con 
respecto de la sentencia corriente a fs. ¿8, la Sala planteó las 
siguientes cuestiones; 

i." ¿Qué pronunciamiento corres]Mnidc dictarse en el re- 
curso de nulidad? 

¿r ¿;Ss arreglada a derecho la sentencia apelada? 

A la primera cuestión el señor Vocal doctor 1.a Rosa, 
dijo: 

La parle que dedujo el recurso de nulidad no lo ha fun- 
dad". Por ello y atento a lo dispuesto por el arl. jí)8 del Cód. 
de IVoced. corresponde tenerlo, ]x>r de-vi stidu. Asi voto* 

Los señores vocales doctores Pons y Avila Castilla, se 
adhirieron al voto, precedente, por iguales con si de raciones. 
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A la segunda CJlCittión el se¡i»r Wnral doctor La Rosa 

i ■ ■ 

tbjo : 

Discútese en este asunto el monto de la indemnización 
ijju'e deberá ahohttr ta euprcsa de los Ferrocarriles de Kntre 
Jíi^s ai obren» Ambrosio Xetto por un accidenté del trabajo, y 
*1 únele ha de efectuarse el depósito de la indemnización si eji 
ia Caja Nacional de Jubilaciones y Tensiones de conformidad 
a) art. o." de la ley N.° 0/188 o en la Caja de la sección Acci- 
dentes de la Oficina Trovincial del Trabajo de acuerdo a lo 
dispuesto por lo* arts. <y y 9Í1 del decreto reglaineniario pro- 
vincial. Ks también materia de discusión planteada por la 
Ínterin isición del récííísó, las cosías. que la sentencia apelada 
declaró por mi orden. 

Cor Jo (uie hace a la primera cuestión debatida estimo que 
la sentencia ] a lia resuello con perfecta justicia aplicando el 
art. 8.'*. inc d 1 en su última parte t|iie prevé el caso y lo decide 
en forma que no admite dudas y ¡>or lo tanto interpretaciones. 

Tur lo (|t¡e hace a la segunda, considera equivocado el fa- 
llo en cuanto declara que el deposito de las indemnizaciones 
debí hacerse en la Caja Nacional de Jubilaciones y Tensiones. 

De manera unánime ha sido declarado y reconocido ]Hir 
li*> autores de la ley. por la jurisprudencia y jhic sus comen- 
taristas, qué ella contiene disposiciones de carácter sustantivo 
y de aplicación general cu todo el territorio de la República y 
Otras de orden formal, mera y netamente reglamentarias, qtie 
sólo s.hi obligatorias para la Capital Federal y territorios na- 
cionaJcs, 

Kl art. o" pertenece a esta segunda categoría. Al discu- 
tirá en particular t| proyecto fué dicho por el doctor Arce 
tjtte tío era posible >jue la ley dispusiera dóntfe deberia hacer- 
se el depósito porque las provincias podíanlo hacer designan- 
do instituciones propias, a lo que el doctor lías, miembro ¡»s 
formante de ta comisión replico *\.. cuando se trata de re* 
íí'amentar la aeeión de indemnización la dimisión se ha li- 
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mi uu lo íi referir esa acción, en cuanto a la jurisdicción de la 
ley. ¡i la Capital y territorios. . /' agregando otras considera- 
ciones para demostrar qué el recordado articulo era de fumín 
y esencia] en lo que respecta a los propósitos fundamentales de 
de la ley. pero esto último no varia los términos de la cita 
literal procedente porque se refiere solo al (techo del depo- 
sito nú al lugar en <|ue ha de hacerse. Kl |Jcnsnmiento del le- 
gislador surge evidente de la anterior sintética referencia y fué 
lo que principalmente determinó a éste Tribunal a resolver 
en un caso idéntico fallado e¡ . 7 de junio de \*}2¿, que el depó- 
sito correspondía hacerse en la Caja de la sección Accidentes 
de la í if ¡ciña Provincial del Trahajo. Kn lo que res|>ccta a 
las costas, creo que la sentencia es justa al aplicarlas por su ur- 
den, pues si es cierto que la demandada ha pretendido indem- 
nizar menos de lo estricto, en cambio el actor ha solicitado 
mucho más de lo debido. 

Voto, en consecuencia. ]M>r la confirmación del fallo en 
las partes que fija el monto de la indemnización e impone las 
costas por su orden, y porque se revoque en cuanto declara 
que el depósito de la indemnización deberá efectuarse en la 
Caja Xaeional de Jubilaciones y Pensiones. 

Kl señor Vocal diK'tor l'ons se ahiere al voto precedente 
pnr análogas consideraciones. 

A la segunda cuestión el señor Vocal doctor Avila Cas- 
tilla, «lijo; 

I. yue la apelación versa sobre la no acumulación de in- 
demnizaciones, el descuento de los medios salarios pagados du- 
rante la curación, <-l depósito en Ta Caja Nacional de jubilacio- 
nes y Pensiones y el pago de las costas por su orden, resuel- 
tos por la sentencia apelada y de que se queja la parle adora y 
también se refiere a] monto de la indemnización que la p;ir- 
te demandada estima menor que la fijada por el señor Juez. 

II. Kn cuanto a lo primero, los informes de fs. ló y JO 
establecen que el ohrero ha sufrido una incapacidad de un 
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50 1 *, ** en sus dedos anular, medio y meñique, y de un 40 ojo 
en el uso de la mano. Ahora bien, esas incapacidades con arre- 
glo a lu que prescribe el art. (10 «"el t. R, F* ip deben fijarse en 
el 30 1I2 ¡Kir ciento de disminución total para él trabajo, por- 
que et 40 ojo del 00 o ¡o que dicho decreta fija |K>r pérdida íte 
la mano equivale al 24 o|o, y el 50 ojo de los dedos medio, 
anidar q meñique que por pérdida total dicho decreto fija en el 
,íi p|o equivalente al 15 i|2 ojo. 

I>f aeOtrdo con lo que prescribe la primera parte del art. 
'"O del IX K. provincial, de cuya interpretación se trata en 
este juicio, .según lo reconoce la empresa a fs. 30. el porecnta- 
je de Ta disminución no podrá ser nunca inferior al que residía 
ilé la escala que dicho artícu.o fija, considerándose la incapa- 
cidad corno absoluta en los casos en que resulte mi total de 
disminución igual o superior al 100 o|o, O lo que es lo mis- 
mo, aplicando esa regla en el caso de perdida de los diver- 
spj órganos que componen la mano; si sumadas tas inhabilida- 
des importasen en tota] igual cantidad que la fijada p<»v pÜr- 
dida ríe la mano, esa será la (pie se aplicará únicamente. 

Pero sumadas las ])ér(lidas funcionales de los dedos, con 
las sufridas |>or la mano, 110 llegan más que al 39 l|2 por cien- 
to, y entonces no veo por qué motivos ha de negársele al obre- 
ro la shma de inhabilidades pretendida desde que esa suma no 
llega hasta el 60 ojo fijada par a pérdida total de la mano. 

Se argumenta que como la disminución del poder fun- 
ciqnai de la mano es una resultante de las heridas y trauma- 
tismo que presentan los dedos medio, anular y meñique de 
la misma, 110 hay [jorque sumar las incapacidades de cada una 
de las jarles del mismo miembro sínó tomar como base la ¿lis- 
mi unción de capacidad total del mismo miembro que repre- 
senta un 40 ojo del poder funcional de la mano izquierda. 

iVro se olvidan los que asi argumentan que el art. 50. in- 
ciso 1." del decreto reglamentario provincial autoriza la su- 
ma de incapacidades no obstante <me haya pérdida de un 
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miembro e incapacidad funcional en otros por razón del ac- 
cidente, y se olvidan también que puede haber casos en que 
se pierda por razón de un golpe el poder funcional de la ma- 
no en un 50 ojo por ejemplo, sin perder dedo alguno, y otros 
en que se pierda el poder funcional en un 50 o|o y uno o dos 
fledos que no podrían en justicia ser indemnizados en igual 
forma, 

Por ello, pienso que la indemnización debe ser la fijada 
t-n la demanda que es inferior en un 1(2 ojo a lo que en rea- 
lidad correspondería. 

III, En cnanto a que el depósito debe hacerse en la Ca- 
ja provincial y al descuento de los medios salarios adhiero 
af voto precedente, y en cuanto a las costas opino que deben 
imponérsele a la parte demandada dada la forma en que me 
pronuncio, demostrativa de haberse opuesto a la demanda sin 
derecho. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguien- 
te sentencia. — La Rom, — Pons. Avila Castilla. 



SENTENCIA 

Hiña*. DMembft W de LWS, 

Por los fundamentos del precedente acuerdo, se da por 
ilesistido el recurso de nulidad, se confirma la sentencia, en 
cnanto fija el monto de la indemnización e impone las costas 
por sti orden y se revoca en la parle que declara que el de¡w- 
sito delierá efectuarse en la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones el que se efectuará en la Caja de la sección Acci- 
dentes de la Oficina Provincial del Trabajo; con las costas 
por su orden atento no obtener resolución favorable cada re- 
currente en ta totalidad de sus pretensiones. 
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Kegulansc los honorarios tic los <li icit »rcs Caslclltorl y 
Carera Penis en ochenta, pesos a cada uno y tos trabajos de io* 
pioeuradorcs Olivera y < ñaño en cuarenta pesos moneda na- 
cional a cada mm. Regístrese y repóngase. — Amadeo t*m$. 
B. La Fifts». — M. Avila Castilla . 

1YIJ.0 |»K f.\ i'HKTK SITK1ÍMA ( I) 

lutaoa Airea. Septiembre 3 4c 1924 

Vistos y Considerando: 

IJue en el presente juicio se ha discutido dónde debe eiec- 
tu;iiM- el depósito ile la indemnización adeudada por razón de 
un accidente del trabajo: si en la Caja Nacional de Jubila- 
cienes y i 'elisiones de conformidad con to ijue establecí- el ar- 
ticulo «»" de la ley número 0/188, o en la Caja de la sección 
Accidentes de la Oficina del Traliajo de Entre Kios, según 
I" disponen los artículos (y y ojíi del decreto reglamentário 
dictado por el Poder Ejecutivo de la provincia mencionada, 
i .a sentencia de última instancia pronunciada en la causa |jor 
la respectiva solo del Superior Trilnmal de la justicia local 
decide ipiL- el depósito deberá ser efectuado en la Oficina 
Provincial de acuerdo con el decreto referido, dando asi prc- 
lación a éste sobre la ley nacional, por lo <mc el recurso ex- 
i ra ordinario es procede ni e con arreglo al ar líenlo [4, inci- 
so j." de la ley número -(S, 

<Jue dichb pronunciamiento se funda en que la ley núme- 
ro <iíi88 contiene disposiciones de carácter sustantivo, de apli- 
cación general en todo el territorio de la Nación, y otras de 
orden formal, meramente reglamenta rías, destinadas a regir 
tan sólo en la Capital y territorios nacionales, perteneciendo 

<t) Nota: En la «Jama lecha ae dicto idéntica tea elución en la cauta argüida por 
dona Julia Acutima Carlatu út Cherftt y olroa, contra la Empresa Je 
lo* ferrocarril» de Entre Ríos, por indemnización de da ñon y perjuicios 
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a t-sin última categoría el artículu <j." de |;i misma en cuanto 
m-urmina el lugar it oficina en que del* áéposithrse la IH- 
denmi/aeióu, 

QliC por su naturaleza la ley número o/i88 es con iptei nen- 
iaría del Código Civil, desde que t'^lá destinarla a regir un as- 
poeto tle las relaciones jurídicas de tos patrones y de los niñe- 
ros, lia sido dieiada por e] Congreso en ejercicio de la fa- 
cultad conferida por el artículo inciso U de la Constitu- 
ción y. |>or consiguiente, reviste el carácter de ley general de 
la Xación. con la sola salvedad de acuellas disposiciones res- 
pecto de las cuites el legislador haya adoptado una solución 
distinta, como «curre con los artículos 15 y 29 los que por ex- 
preso mandato rigen únicamente en la Capital y en los terri- 
torios nacionales. 

Qtte esia salvedad cxce|K¡onal 110 puede hacerse exten- 
siva al articulo 9.*, ni a alguna de sus cláusulas, porque qn pri- 
mer lugar el legislador no lia limitado explícita ni implícita- 
mentc su campo de acción y imrque. ade.nás. los antecedentes 
de la gestación jiarlamentaria ile la ley o/>88 conducen a con- 
clusiones adversas al carácter local que se lia pretendido atri- 
buir al precepto de que se trata. K11 efecto; replicando a tina 
observación formulada por el señor diputado Arce en la se- 
sión del 27 fie septiembre de 1915, acerca de que el articulo !>.■' 
que se discutía, esencialmente en cuanto dis|ione que los de- 
Insitos delierán ser hechos en instituciones nacionales, no de- 
bía sancionarse para toda la República \**r tratarse de un pun- 
to cpie delie quedar librado a las dis|>osieiones de forma o pru- 
ledimiento que dicta cada provincia, el miembro informante 
de la comisión respectiva, diputado Hás, manifestó que a su 
juicio el artículo que se discutía 110 legislaba sobre materia de 
forma, agregando: "cuando se trata de reglamentar la acción 
de indemnización, ta comisión se ha limitado a referir esa ac- 
ción, en cuanto a la jurisdicción de la ley, a lia Capital y te- 
rritorios nacionales, dejando lo demás a cada una de las res- 
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pectivas provincias. Pero el concepto del artículo 9" está muy 
lejos de ser una cuestión de procedimiento. Constituye una 
cuestión de fondo, de ta esencia misma cíe la ley en lo que se 
refiere al proposito fundamental t|iie ella tiene de que los di- 
neros que son el producto de la indemnización por responsa- 
bilidad en los casos ele accidente, vayan en realidad a consti- 
tuir una mejora jxjsiíivá para tas ]>cr¡sonas beneficiadas por es- 
ta ley, asegurando asi también que quienes lo reciban no ven- 
drían a constituir una carga para el listado" t Diario de Sc- 
sibnes de la Cámara de Diputados, año 10,15. tomo páginas 
<<>2 y fojj I. I vi artículo del proyecto que corresponde al arl. 

de la ley fué votado, pues, en la inteligencia de que dis- 
ponía para toda la República y asi fué sancionado. 

Que al determinar el establecimiento o Caja en que de- 
berán depositarse las indemnizaciones, el Congreso no ha ex- 
cedido sus poderes constitucionales desde que se hallaba fa- 
cultado para sancionar la ley sobre accidentes del trabajo cómo 
jKirte integrante del Código Civil y, por lo tanto, para esta- 
blecer todas aquellas normas reglamentarias que considerase 
convenientes ¡Jara poner en ejercicio dicha atribución (Cons- 
titución Nacional artículo 07. incisos ti y 281. 

Que la circunstancia de que ta disposición de que ese tra- 
ía fuere de forma o simplemente reglamentaria, según se sos- 
tiene en el tallo apelado, no sería óbice para que el Congreso 
la hubiere podido sancionar con carácter general, porque co- 
mo ha dicho esta Corté en el caso de Correa "versas" Marros 
"si bien las provincias tienen facultad para darse sus propias 
instituciones locales y , por ende, para legislar sobre procedi- 
miento», cito es sin ¡>er juicio de las disposiciones regla menta - 
fias que dicte el Congreso cuando considere del caso prescri- 
bir formalidades especiales pitra el jercicio de determinados 
derechos establecidos en los códigos fundamentales que te in- 
cumbe dictar" ' í Faltos, tomo 138, página 1^7) . Al sancionar 
la ley 9688 como complemento de uno de esos códigos fun- 
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damcntales, ha podido considerar conveniente y aún indispen- 
sable que el depósito del ttn)x>rte de todas las indemnizacio- 
nes se hiciese en una sola Caja a fin de asegurar un benefi- 
cio positivo a las víctimas de los accidentes o a sus dereelnt- 
liubienies y dar a la vez una sólida base económica a la ins- 
ritucíún que se tratalja de crear. 

Que tratándose de una ley nacional,' de cumplimiento obli- 
gatorio en todo el territorio de la Nación, no ha jiodido dar- 
se pretackm sobre ella a las disposiciones de un decreto 
provincial incompatibles con aquélla, sin contrariar los pre- 
ceptos consagrados en los artículos 31 y 67, inciso n de la 
O institución. 

Kn su mérito, se revoca la sentencia apelada en la i»arte 
que ha sido materia del recurso, declarándose que el de|ió- 
sito de la indemnización deberá ser efectuado en la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones de con formulad a lo que 
preceptúa el artículo 9." de la ley número 9088. Notifiquen 
y repuesto el jíajiel devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Rorerto Repetto. 



Sociedad Aitémim "Compañía Azucarera TucHUtatta" contra 
¡a Provincia de Tucmnán, por devolución de sumas de di- 
nero c ittconstitHciouaíidod de ley, sobre competencia. 

Sumario: 1." No corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de una demanda contra 
una provincia por devolución de sumas de dinero cobra- 
das en concepto de impuestos, fundada en que la ley que 
estableció el impuesto era nula |»or no halicr estado vá- 
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lida mente constituida la Gaínlra de Diputado* al celeht, il- 
la sesión en que tlicBa ley se sanción», atribuyéndose la in- 
valide* legal de la conatitHcíoíi de la Cámara, a actos de 
violencia con que se afirma, se obligó a nnus dtftítadps 
a formar quorum y se impidió a otros (fue concurrieran 
a la reunión en < me .se sancionó la ley impugnada: no «pu- 
niéndose por I» demás, reparó alguno éd Ja demanda, al 
impuesto en sí mismo, a su naturalcJía o caracteres esen- 
ciales, ni a la facultad constitucional de los poderes- loca- 
les para crearlo y percibirlo. 

-»." has provincias tienen derecho a regirse por sus pro- 
pias instituciones, conservan Lodü el [mder no delegado, 
esto es. su soberanía absoluta» y constituyen sus autori- 
dades guljernativas sin intervención del ( .uhiernu Fe- 
deral. 

,V Debiendo juzgarse el pleito simultáneamente. Imjo 
los dos aspectos propuestos ett ta demanda, el de la vio- 
lación ríe disposiciones de la Constitución Nacional, por 
haberse cobrado un impuesto sin titulo legal, es decir, en 
virtud de una ley eme se califica de inexistente por ser 
nula su sanción, y el de la aplicación de una cláusula de la 
Constitución provincial. la procedencia de la jurisdicción 
local se ajusta a los principios de gobierno ipie rigen la 
República, sin perjuicio, en su caso, de la jurisdicción de 
última instancia de la Corte Suprema, si se interpusiera 
y correspondiese el recurso autorizado por el articulo 14 
tle la ley 4K. 

.|." La interyencióii nacional en las provincias, en lodos 
los casos en (pie ta Constitución | a permite o presenil, es 
un acto político por su naturaleza, cuya verificación co- 
rresponde exelusivanient'e a los poderes políticos de la 
Wición. 

Casi': Un explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENEH-M. 

I 

c _ >i*«oí tiras. Octubre 31 4c iBfci 

Suprema Corte ; 

La socjedátl aiiomitaa "Compañía Azucarera Tutumaua"', 
repintada |»r el pjgeai$&$ don Ernesto K. I'a<1i11a i hijo i, 
enlabia demanda contra la provincia de Tueumán por devo- 
lución c)é sumas tic dinero que dice je lian sido CoUrádas inde- 
bidamente y laidas hftjo protesta. COiréspondientes a la pri- 
nicríi wm M iíitííiiésto de riejb para cuya lev lleva 

feília 17 de marzo de 1007: soltando al mismó tiempo, en 
liprito de las cniisHlt raciniies de lieelíq y de derecho ouc adu- 
ce, ^ declare M ue el impuesto en cuestión, en la forma nd- >p- 
lada para su percepción, es violaturio de U>s arts. 1." =, • v 17 
dé la G onstitucion Nacional . 

L*| parte, demandada n¡cg£ los hechos afirmados |Jor la 
:ictora. y panícula miente la narración de los acto* de violen- 
cia dé <¡uc se hace mención, o^niendo además, como razón 
"tmral de defensa, la incompetencia de jurisdicción para co- 
iifct-r Y. EU, ordinariamente en este litigio, mudándola en la 
jurisprudencia míe cita, y termina solicitando, si ésta no pros- 
|KTara. el rechazo de la acción, por ser imprudente e in- 
fundada. 

Tal defensa la considero ei|iii vacada ante lo* términos 
expresos de los arts, 100 y 101 de la Constitución Nacional, 
ari. I," ¡lie. 1." de la ley N." 4S. art. 2* de la ley p> 4055 y la 
copiosa y utiifornic jurisprudencia esiahlecida por esa Corte 
Suprema en numerosos casos análogos, entre otros. los i|tie se 
registran en el ti .1110 07, |K ( gs. 177 y >j 2 de sus fallos. 

1**1 caso sometido a la decisión ile V. K. no puede ser 
mas claro en el sentido de i|tie corresponde a su jurisdicción 
originaria, Kl articulo ioj de la Constitución, refiriéndose a 
lo- eas»> especificados en el articulo 100, establece <jue: "la 
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" Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación, según 
" las reatas y excepciones que prescriba el Congreso; pero eit 
" todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y 
" cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia fuese 
" parte, la ejercerá originaria y exclusivamente". 

Kn presencia del texto constitucional transcripto, juris- 
prudencia y disposiciones legales citadas, es Incuestionable (pie 
el caso jiiíi índice se halla expresamente comprendido dentro 
de esos términos i 

Kn lo que respeta a la devolución de lo pagado en vir- 
tud del impuesto de irrigación" que crea la ley de riego de Tii- 
cumán. es de advertir qué elía impone a todos los concesiona- 
rios de agua pública, cualfpiicra fuese la categoría a que per- 
tenezcan, una contribución proporcional para atender a todos 
los gastos de administración general y particular de tas aguas, 
y a los de construcción y conservación de los canales y desa- 
gües que utilicen, conforme a la escala respectiva, establecien- 
do igualmente que el quantum será fijado en la ley de im- 
puestos . 

listo resulta de las disposiciones legales transcriptas en 
ti escrito de demanda, que no lian sido desconocidas |>or la 
parte contraria. Jo que importaría un reconocimiento tácito de 
la existencia de la ley si este hecho no estuviera comprobado, 
por otra parte, SOfl la publicación oficial de la ley de presti|Hics- 
to general de dicha provincia para el corriente año 1923, a (pie 
se refiere el folleto agregado a fs. 415 del segundo cuerpo de 
autos, debidamente autent toado, cuyo art. í>,° determina la 
cunta anual de tres pesos moneda nacional por unidad de de- 
recho de aprovechamiento, según el art. S." de la ley de riego. 

Cualquiera que sean las cuestionéis de orden constitucio- 
nal «pie surgen de la demanda, el propósito que ella encierra 
está bien definido dentro de los términos en que ha sido plan- 
teada. No puede influir en un sentido contrario los actos del 
]'. K. de la provincia de Tueunián al dictar las convocatorias 
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Je que « hace mención, el lüo indebido de la fuerza pública 

TZr? ? dCmr ° í,Cl redm ° atrofio; 
> demás hechos denunciados para asegurar el 9 „^ w qile 

»2r? 7 * I,resUpuest <> e " vigor, por no ser, tejo e'tc 

Sí* v.T ,ma cwsti6n fetTera1 ,iU * cac ,a j " rís,,ic - 

Concretándome, pues, ; ,1 caso cuestionado, del*, manifes- 
tar que no existe, n mi juicio, la incompatibilidad denunciada 
en lo referente al cobro del impuesto de riego en | a propor- 
ción y forma efectuado, cuya principal argumentación se ba- 
sa e« que es nula la sanción de una de las ramas del Poder 
¿eg.sIat.vo que dio valide, a la ley de presupuesto parn el año 
n>*3. Jo que escapa al conocimiento v contralor de Y E por 
a razón de que las provincias conservan tocio el poder no de- 
legado al gobierno federal, en cuya virtud se dan sus propias 

Consta a fs. 415 q Ue este presupuesto fué sancionado con 
fuerza de ley el 15 de enero del mismo año. por el Senado 
y la Cámara de Diputados de Tucumán. y mandada cumplir 
por e! 1 . E. con fecha tó de enero, es decir, al día siguiente 
oc su sanción. 

Como se lia dicho, el cobro de ese impuesto queda sm>e- 
dwado a la promulgación del presupuesto anual que es el eme 
fija. |»r disposición expresa de la lev de riego, en pkno vigor 
el canon eorres|>ondiente a fos concesionarios. Y si a esto se 
agrega — como resulta de la prueba producida. — que la men- 
cionada ley de presupuesto es la que rige actualmente, contra 
la que no se ha formulado reparo alguno en toda la adtnimV 
tracKin de justicia local, que por la misma st . ha creado nue- 
vos funcionarios judiciales a quienes l a Corte de la provincia 
les ha recibido juramento y « encuentran en pleno ejercicio 
de sus funciones, forzoso es concluir que no resulta violada nin- 
guna de las cláusulas constitucionales enumeradas en el es- 



276 



FALLOS DE LA CORTE Sí' TREMA 



erito de demanda. El decreto del F\ E. de 2 di* enero de 
i*W\* puniendo en vigencia eJ presupuesto que rigió en ¿iíos 
anteriores, quedó sin efecto una vez sancionada y promulgará 
la ley que se impugna. 

Por 1c» expuesto, considero que las cuestiones planteadas 
en es; ■? pleito por la parte adora, acerca de la pretendida in- 
constitucional idad de la ley de presupuesto para el año 
sancionada por la Legislatura de la provincia de Tucumán con 
fecha ir» de enero pudó,, se encuentra fuera del alcance de 
las decisiones que incumbe a V. E. pronunciar . y pido a V. K. . 
quiera servirse asi declararlo. 

Horacio R. Larrcñr. 



FALLO Oí; L\ CORTi: SrpKKM.V (l l 

lucao* Aires, SepiiCMftrc B ú* ik* 

V Vistos: 

Los seguidos por la sociedad anónima Compañía Azuca- 
rera Tueutuana contra la provincia de Tucumán. sobre co- 
bro de pesos, de los que resulta: 

One a fojas 105, y con los documentos precedentemente 
agredidos, la compañía actora demanda la devolución de once 
mil cuatrocientos cincuenta y cinco pesos con cincuenta centa- 
vos moneda nacional que le lian sido cobrados como primera 
cuota del impuesto de riego para 1933. 

QUÉ de acuerdo con la ley de riego de marzo i; de 1.H07 
el impuesto de referencia dclw fijarse anualmente; y al elec- 
to l.i legislatura cumple ta ley aludida, tneoqjnrando al presu- 
puesto anual la disjwjsicióu relativa at gravamen. La última 

(I Can lecha Mi«i¡nu*¥e de S# ptiembre se rnmjuíl* Méotka r no ¡nilón «n ti tía** 
por la Compiftf* Sw Pabl." de fabricación de ««•/ contra la misma provine* 
de TuwnJn, por oobro de pesos e Inconitiluc tonalidad de ley; sobre Competencia. 
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sanción fie esc carácter es la contenida en el articulo f* tle la 
ley de presupuesto de 1919 que estableció una cuota de un peí- 
so con ochénía centavos por unidad de derecho de aprovecha- 
miento, (fe acuerdo con el articulo 8;' de la ley de riego. 

<Jue desde el año 1919 no se han dictado nuevas leve* de 
presuimesto y ,>or tanto rige el de aquel año. conforme a una 
disposición constitucional que así li> autoriza, cuando del i." 
al ,\i de octubre no se ha sancionado presupuesto para el año 
siguiente . 

<Juc la vigencia del presupuesto que regía en Jyn, cu 
cuanto al impuesto de riego resulta del Uoletin Oficial N.' 
¿977 que se acompaña; y resulta también del Boletín Oficial 
X." 4278, qué el Poder Ejecutivo de la provincia hizo uso de la 
facultad constitucional antes expresada, dictando, al efecto, e! 
decreto de enero 2 de 1922 |>oniendo "en vigencia la ley de pre- 
supuesto de 1919. que ha regido durante [os años 1920, 1921 
y 11)22. hasta tanto la Honorable Legislatura sancione la fiel 
corricnle año". 

Que con arreglo a tales antecedentes el Poder Ejecutivo 
no ha podido cobrar un impuesto de riego mayor que el que 
regia en 1919, pues -la ligislatura no ha sancionado ninguna ley 
de presupuesto válida, con posterioridad a la fecha del decreto 
precitado, 

(Jue no obstante to expuesto, el gobierno de la provincia 
ha cobrado a la actora veintiocho mi) seiscientos treinta v ocho 
pesos con setenta y cinco centavos moneda nacional \*>r la 
primera cuota del impuesto ríe riego, según ln acreditan las 
Imfeias que adjunta, cuando solo corr^p. mdia cobrar diecisiete 
mil ochenta y tres pesos con veinticinco centavos moneda na- 
cional con arreglo a la cuota vigente hasta 1922. 

Que el gobierno de la provincia funda el aumento de la 
cuota en una pretendida ley de presupuesto que se dice san- 
firmada el 16 de enero de 1923 y (pie ha aumentado a tres pe- 
sos la cuota de h>gd por cada unidad fie derecho de aprovt- 
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criamiento &guri el articulo K." ya citado de la ley de riego, lo 
que equivale a un aumento de un peso coh veinte cenlavos 
moneda nacional por unidad de riego permanente y treinta cen- 
tavos nn meda "nacional por unidad de riego eventual. 

Qüe lo que el Poder Ejecutivo llama "ley de presupuesto" 
no es tal porque aparece sancionada por la Cámara de Dipu- 
tad»* en las reuniones del 14 V de enero; y la misma Ca- 
ma ra de Diputados en enero tf de [923 y emi mayoría legal la 
ha declarado inda. 

Que la nulidad pronunciada jtor la Cámara de Diputados 
oliedece a las siguientes circunstancias: En noviembre 15 de 
h>jj el Poder Ejecutivo convocó a la legislatura a sesiones 
extraordinaria* irara tratar entre otros proyectos, el de pre- 
supuesto: el Senario lo sancionó sobre tablas y a fines de di- 
ciembre íd pasó en revisión a la Cámara de Diputados: el 3c 
de diciembre el Poder Ejecutivo dejó sin efecto la convocato- 
ria a sesiones extraordinarias, retiró los asuntos sometidos a la 
consideración de la Legislatura, excepto las leyes impositivas 
y c»o|>crativas de cañeros, y la convocó nuevamente para el 
de febrero de 1923. En enero y de y por tas conside- 

raciones del decretn que transcribe, el Poder Ejecutivo dejó sin 
efecto la convocatoria liara tratar el presupuesto del año 1923 
que ya tenia sanción del Senado. Para simular un acto rodea- 
do ííé las formalidades legales cnrresjxmdientes. se reunieron 
diez diputados y e*»n medidas inmediata» de compulsión hicie- 
ron traer otros seis al reeiento: con medidas policiales impi- 
dieron la entrada a la legislatura de los diputados opositores 
t|ue de diversos puutoft habían salido en tren expreso para 
Tucuinán. a fin de asistir a la sesión en que debía tratarse el 
presupuesto. Asi algunos diputados qne volvían de Buenos 
Aires fueron detenidos en el tren en la estación Bella Vista, 
veinte kilómetros antes de llegar a Tucumán, y otros que re- 
gresaban de Salta, también para concurrir a la legislatura, fuc- 
r<m detenidos en la puerta misma por empleados que tenían 
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a Stts ''nk-ncs fuerza armada y llevados a la comisaría de 
Cruz Alia. Los diputados detenidos fueron puestos en libcr- 
tad en la madrugada del 15 de enero, cuando el Poder Ejecu- 
tivo había obtenido, con exclusión de ellos. que se sancionara a 
libro cerrado, el proyecto de presupuesto. 

Que estos liedlos dieron por resultado que el quórum se 
obtuviera con diecisiete diputados y el presupuesto se sancio- 
nara por los diez diputados que habían concurrido a tos pro- 
cedimientos abusivos ya referidos, y no ¡wr la concurrencia 
de los veinticinco diputados que legalmente debían intervenir 
en la deliberación. 

Que la circunstancia de que en h mu-he del 14 de enero 
se encontraran en Tucunvin los ocho digitados aludidos, y 
que la policía les impidiese la entrada al recinto no obstante 
haber sido requerida por la minoría de la Cámara para procu- 
rar (juónim, demuestra |Mr si misma que se ha i npedido de- 
liberadamente el ejercicio de sus funciones con el fin de que 
los diez diputados fie la minoría fuesen mayoría en un ¡jitóruiu 
de dicisiete diputados y pudieran sancionar él proyecto del Po- 
der Ejecutivo, 

Que eu enero 15, e) Poder F.jecutivo clausuró de nuevo 
las sesiones extraordinarias. Kmpcro. la Cámara de Diputados 
se reunió en enero i 7f y en sesión legal declaró nula la se- 
sión en que se había sancionado el presupuesto, como asimismo 
todas las resoluciones y providencias adoptadas en la misma. 

Que la nulidad de la sesión es evidente, en razón de la 
violencia ejercitada contra los miembros de la legi^atura pa- 
ra impedirles la entrada a sesión y el ejercicio d e sus funcio- 
nes. Tales procedimientos han alterado y suplantado la inavo- 
na legal, impidiendo que se pronunciase libremente, como 'era 
indisnensal/e para que el presupuesto tuviera forma v fuera 
de ley. 

Que la libertad de las autoridades y de los miembros de 
los jXMlcrcs provinciales, es condición esencial del gobierno re- 
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prt-*entatívn que la Constitución asegura a las provincias, de 
suerte que Ins recurso?, de fuerza ejercitados para óbStáeuti- 
zar o limitar el ítmeiptiailjiento de los poderes. importa la de- 
siutegtación del gobierno legal, co:i la consiguiente supresión, 
en el caso. de la raina legislativa. que quedo inq>osibíluada fie 
llenar los fines para que lia sido organizada. 

One en tales condiciones no hay ni puede lial»er acto le- 
gi^íivo, o sea ley válida, y resulta imposible el cumplimiento 
de la Constitución Nacional en la forma que lia adoptad" pa- 
ra la división y el ejercicio de los poderes en el articulo i." y 
rute garantí- a las provincias en el articulo 5,'\ 

Oue el precepto de derecho político a que acaba de ha- 
cerse referencia tiene también mi sanción en el artículo de 
la Constitución provincial, que establece que: "cualquier dis- 
posición adoptada |M»r las autoridades en presencia o a requisi- 
ción de fuerza arma [la o de una reunión sediciosa, es nula 
y no tendrá efecto'". 

Quv ia comprobación de los hechos antes expresados, re- 
Milia del Icario de Sesiones de la Cámara de Diputados de 
T intiman tpie acompaña autenticado, con la versión taquigrá- 
fica de ta sesión «leí 17 de enero, y del ejemplar del diario con 
el relato oficial que la misma Cámara ordenó se hiciera en los 
diarios de aquella ciudad. Además, tales hechos han sido de 
notoriedad publica pues los ha registrado la prensa nacional 
y se han hecho constar en documentos oficiales fehacientes, 
emanado-, de ta nii-ma Ca vara de Diputado» en mayoría legal. 

Que según lo ha establecido la jurisprudencia de esta 
Corte] la ley para ser tal debe ser debidamente sancionada 
\ promulgada. Kulre tanto el gobierno de Tucumáu ha obliga- 
do a ta empresa adora a ¡lagar el alimento del impuesto de 
riegu sin titulo legal, aplicando con el nombre de "ley de pre- 
supuestó" una disposición (pie la Honorable Cámara fie Dipu- 
tados ha declarado nula, por carecer de la sanción regular re- 
querida para que sea le> de la provincia. Al fundar él go- 
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bicrno en una ley iné^stente el cobro del impuesto, ha violado 
d art.cnfn cíe la Constitución Xacional. ajtaás ele haberse 
Violado los artíeiüos r" y 5 . con la falsa sanción ante, rela- 
cionada . 

Qiife de ese cobro indebido nace la cansa civil que trac 3 
continúenlo de esta Corte Suprema, por medio de esta dc- 
manda encaminada a obtener la devolución de lo pagado, pues- 
to que al lesionarse garantías constitucionales se impone la 
aplicación de los artículos m y ?l)4 del Código Civil que in- 
voca en apoyo de esta acción. 

Oue la conii)etencia de esta Corte deriva de la circuns- 
tancia de ser demandada nna provincia por una sociedad ve- 
cina de la Capital l-ederal. 

Qué con arreglo a la jurisprudencia establecida, para que 
proceda la jurisdicción originaria es bastante que una provin- 
ca sea demandada por el vecino de otra, v que las provincias 
son justiciables por los actos ríe gobierno o administración que 
violan derechos particulares de vecinos de otras provincias de- 
biendo apreciar Tas disposiciones legales gruñentes, va ema- 
nen de poderes nacionales o provinciales cuando sti jurisdic- 
ción procede, por razón de las personas. 

íjue e! pago que motiva esta causa lia sido debidamente 
protestado, y e» tal virtud soiicttá que se condene a la provin- 
cia de Tnciunán a devolverle la suma de once mil cuatrocien- 
tos cincuenta y cinco pesos con cincuenta centavos moneda na- 
cional, sns intereses y costas. 

(Jue corrido traslado de la demanda t fojas 1141, la pro- 
vincia la contesta (fojas 1291, exponiendo: 

§ue en diversos casos esta Corle ha sentado un principio 
nindamentnJ en el sentido de que su jurisdicción tiene por 
Itmite la solierania de los poderes locales |>ara dictar sus le- 
yes de impuestos en la forma que las circunstancias lo re- 
■ [iiieran. pndicndn llegar hasta el abuso si se quiere. 



gue el medio ik correcto cu^iqüiét demasia si la hubie- 
ra, está en ta renovación de los cucqws en que reside dicha so- 
U-rania: v en definitiva eíj el ptttfció tí único que pttCiJi! modi- 
ficar este estado de cosas, llevando, por el proceso eleccionario 
correspondiente, nuevos representantes a la legislatura |iara 
que reformen o deroguen la legislación anterior. 

Oii L . c „ cnanto a los hechos, hace notar que en los últimos 
días del mes de diciembre el Senado sancionó el proyecto de 
presupuesto, y el Poder Ejecutivo apreciando las dificultades 
con que tropezaría su sanción en la Cámara de Diputados, 
dictó un dfecMto poniendo en vigencia el presupuesto que ha- 
bla regido en años anteriores: es decir, el 50 de diciembre de 
1922 el Toder Ejecutivo dejó sin efecto la convocatoria ante- 
rior; el 2 de enero de i<m « puso en vigencia por decreto 
el presupuesto qtte lubía regido durante los tres ano? prece- 
dentes, v el <> uY tt*ero, también i>or decreto, se anticipó la 
convocatoria fijada para el 20 de febrero fijándose para el 11 
de enero, actuaciones en las que. el Poder Ejecutivo procedió 
t n ejercicio de facultades constitucionales propias, según lo 
expresa el representante de la provincia demandada, relacio- 
nando las disposiciones legales que estima pertinentes. 

Que en contraposición de lo expuesto en el escrito en tra>- 
lado. se niegan en general, los hechos que se afirman en la de- 
manda, y en particular los actos de violencia sobre los legis- 
ladores. y si ta afirmación lucra cierta, no seria imputable al 
Poder EjéCWtivo, sino at ejercicio, y si se quiere a la extra! 1- 
mitación de facultades de la minoría para obtener quorum ac- 
tos de los cuales sólo seria juez la propia Cámara y que no 
podrían anular la ley. pues no se alega que la violencia se ejer- 
ciera sobre los asistentes en el momento de la votación, negán- 
dose igualmente la exactitud de los hechos y palabras consig- 
nadas en la versión que se dice copia del Diario de Sesione.- 
y que no es sino un panfleto particular editado para provocar 
la intervención nacional. 
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»Jw. por to demás, es evidente que la lev impugnada ha 
sido sancionada en quorum. qu e es la circunstancia esencial 
Hite la Corte puede averiguar, y si dentro de ese quorum reca- 
va mayoría ñor la ley motivo del pleito; y en cuanto a la de- 
claración de la Cámara de Dijnitados de 17 de enero, ha sido 
hecha fuera de tiempo, de forma y de derecho, por diputados 

11 ele 1 I ^ 

enero, y por con- 
siguiente no tiene valor alguno. 

y ue opone la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción, deduciéndola como excepción y como defensa fundamen- 
tal Hiii 'leherá tratarse- previatuente al dictarse sentencia dc- 
firunya, pues considera, qí¿é¿ la justicia federal es incomp,- 
tctiit- para entender en esta causa y especialmente esta Corte 
para conocer originariamente en la materia fjue forma el eje 
cintra] del litigio, pues se trata de un conflicto local, domes- 
tico, que la política h a magnificado con fines inconfesables y 
la esencia del cual está constituida por la suposición gratuita 
de que la ley de presupuesta de 15 de enero adolece de las nu- 
lidades que le atribuye la demanda. 

One las instituciones locales gozan de amplio imperio den- 
tro de los principios de la Constitución Nacional en la (pie 
se ha demostrado claramente la división entre lo nacional y 
lo provincial para acentuar más el federalismo de nuestra car- 
ra fundamental, como Jo ha entendido la Corte en todos los 
tíe.npos y en numerosos litigios, dejando siempre consagrados 
■ m discrepancias fundamentales principios favorables a la casi 
omnipotencia de los poderes locales, especialmente en lo que 
respecta a la faz económica y financiera. 

<¿ue el derecho de las provincias pitra regirse por sus 
propias instituciones, conservando su soberanía en todo lo re- 
lativo a los poderes no delegados a la Nación, asi como dar- 
-t* Jeyes referentes a impuestos locales, de policía, higie- 
ne, etc.. está reconocido y consagrado expresamente en nu- 
merosas ded^oiifs de la jurisprudencia de esta Corte, qn c el 
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representante de la demandada cita y analiza, sosteniendo que 
se ha decidido en cuanto al fuero que el relativo a las causas 
etptrt una provincia y el vecino de otra se refiere a las que 
versen soUrfi acciones civiles, no a las que se promuevan para 
corregir las infracciones de leyes dictadas por una provincia 
en materia de su exclusiva eoi«|>etcncin , 

Que aparte de los casos de jurisprudencia aludidos, se 
lia resuelto en otros que la interpretación de una ley provin- 
cial qire no tiene conexión om las instituciones nacionales nn 
es ile la competencia de la Corle Suprema; como asimismo, 
cuando en una demanda se invocan disposiciones de las consti- 
tuciones nacional y provincial a la vez. la controversia es aje- 
na a la jurisdicción de la justicia federal, en general, y por 
consiguiente de la Corte Suprema, desde que del»e darse pri- 
mada al derecho local cuando se trata de reclamaciones de ca- 
racter impositivo. 

yuc manteniendo en toda su integridad ik defensa de 
incompetencia deducida y en el supuesto de que pudieran ser 
materia de la litis los puntos articulados por la compañía actn- 
ra, observa que lo que se deduce es una acción de nulidad de 
una ley, acción extraña en el derecho común, pues las leyes 
] Hieden tacharse de inconstitucionales, (tero su «ululad no pro- 
cede sohre todo cuando como en el caso, se han llenado todos 
los requisitos y formalidades externas e internas necesarias 
para evidenciar la autenticidad de la ley. 

(¿lie como antes se lia dirho, si hubo en el caso actos de 
violencia» habrian sido realizados por la minoría de la Cáma- 
ra que solicitó y obtuvo la fuerza publica, no constatándole ta- 
les hechos al Poder Ejecutivo, quien no ha tenido el derecho 
ni el deber de investigarlos, 1.a responsabilidad de los abusos 
denunciados» correspondería, si los 1uilx> t a la minoría que los 
ordenara; pero como los procedí míenlos fueron aprobados pos- 
teriormente, la responsabilidad recaería sobre todo et Poder 
Legislativo, desapareciendo asi la acción intentada. 
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Que invocado jKjr la demanda el artícalo 7." de la Coits- 
mucton provincial. no hay duda de que es inaplicable al caso; 
pur cuanto la fuerza habría sido empleada por v \ misino h>- 
der Legislativo, y no para obligar a las Cámaras que resol- 
vieran los asuntos en determinado sentido, sino más bien co- 
mo medida necesaria para garantir el regular luueionamicnlo 
de .bebo poder, f.a ley impugnada existe, [mes. en todo su vi- 
gor y sus efectos son ineludibles. 

Kn atención a las precedentes consideraciones pide que 
teniéndose jjor contestada la demanda se declare que este jui- 
cio es ajene* a la justicia federal y a la coni^-tcieia originaria 
de esta Corle, y en todo caso, cjue se rechace la acción, con 
costas, 

Que recibida la Causa a prueba I finjas 1521. v producida la 
une acredita el certificado de fojas 4Ó0, se presentaron los 
alegatos de fojas 471 y 401 y con el dictamen de fojas 503. 
se llamó autos para definitiva (fojas 505 vuelta). 



Y Considerando: 



Que opuesta por el representante de la provincia la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdicción, como defensa gene- 
ra?, procede el examen y decisión de este punto como cuestión 
previa a la principal que plantea la demanda. 

Que la acción deducida se funda en que es nula la ley que 
establece el aumento del impuesto de riego, que se intenta re* 
cobrar: esa nulidad se hace derivar de que la Cámnra de Di- 
putados de la provincia no estuvo válidamente constituida al ce- 
lebrarse la sesión en que dicha ley se sancionara; y la invalidez 
kgaj de la constitución de la Cámara en (a sesión aludida se 
atribuye a los hechos y circunstancias que se describen, esto es, 
a los actos de violencia con que se afirma que se obligó a unos 
diputados a formar quorum y se impidió a otros que conciír.-ie- 
raíJ a la reunión del 14 al 15 de enero en que te sancionó la ley 
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impugnada .« De tales transgresiones se infiera que se lian vlti- 
lado con ellas los artículos i ." y 5/' ríe la Constitución Nacio- 
nal en cuanto resultan afectadas esenciales condiciones del go- 
bierno representativo, ¡mes la interposición de la fuerza en el 
caso importa la negación del sistema mismo; se Un quebran- 
tado también el precéntó del articulo ile la Constitución de 
la provincia que establece que cualquier disposición adoptada 
|m ir fas autoridades en presencia o a requisición de fuerza ar- 
mada o de una reunión sediciosa es nula y nn tendrá efecto: y 
al obligarse a pagar al actor el aumento del referido impues- 
to, sin titulo legal para tal exigencia, se ha cometido un acto 
que importa una violación de! articulo 17 d<* la Constitución 
Nacional. 

One se^ún se adviene, desde luego, la de.nanda no "po- 
ne reparo alguno ;d impuesto en si mismo, a su naturaleza 
caracteres esenciales, ni a la facultad constitucional de tos po- 
deres locales ¡ ara crearlo y percibirlo. \'i el impuesto de rie- 
go, ni hi ley de presupuesto que fija su cuantía, son objeta- 
dos en e! caso como íncoinjKttibles con alguna garantía o pre- 
cepto de la Constitución o con determinada cláusula de ley. 
naeimial o provincial. La (tase de la impugnaciún radica en la 
irregularidad de los proeediniienlus que se dicen empicados 
para constituir ¡a Cámara y en los defectos inherentes a la 
actuación de la misma en la sesión aludida, de suerte que pn 
ra decidir st la ley de presupuesto en litigio es válida p nula, 
es forzoso resolver de antemano si la Cámara sesionó legal- 
mente o ni» en quórmn constituido mediante la conminación 
[Kir la fuerza de algunos de sus miembros y la exclusión de 
'Otros por iguales procedimientos, y en tal caso, si el Poder 
Ejecutivo y la minoría legislativa, en el uso que se haya he- 
cho fie la fuerza pública, excedieron n no el limite de sus fa- 
cultades legales respectivas, 

(Jue ¿011 c$tos los puntos fundamentales de la cuestión 
promovida en estos autos, lo dicen no solo los términos de la 
demanda, -inó las actuaciones principales de la minuciosa prue- 
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lia producida, encaminad;, n, casi > u totalidad a líoncr de ma- 
nifiesto en todas sus incidencias los procedimientos de fuerza 
denunciados, prueba que revela asimismo, con caracteres li- 
picos, las estratagemas y maniobras de una intensa lucha par- 
tidaria en la cual los grupos políticos que actúan en la emer- 
gencia a que se refiere este litigio, por una sucesión constan- 
te de acciones y reacciones en que se disputan visibles tenden- 
cias y predominios pcilí ticos, lo misino constituyen nu día la 
mayoría legislativa necesaria para sancionar una ley. que al 
subsiguiente día otra mayoría, acaso tan accidental como la 
primera, para declarar aquella sanción sin valor ni efecto le- 
gal alguno. Ks esta, pues, una causa esencialmente política, 
m m 'nt'ma estructura, |H>r los antecedentes que la funda- 
menta», por su índole y modalidades constitutivas; con tales 
caracteres se ha planteado, pese a la denonri nación de causa ci- 
vil que se le da mediante una derivación, subsiguiente de la 
cuestión fundamental relativa a las formalidades y procedi- 
mientos de organización de una rama de la legislatura en de- 
terminada sesión de la misma. V bien, a estos conflictos de in- 
tereses y atribuciones de la índole expresada no alcanzan las 
facultades jurisdiccionales de esta Corte Suprema. La exten- 
sión de ta competencia atribuida a este Tribunal en el caso, im- 
plicaría la de juzgar de la validez de los títulos que confiere a 
los legisladores, en general, en mandato que desempeñan, pues 
si fuera permitido decidir sobre la eficacia constitucional de 
una ley que se ataca de nulidad porque a unos diputados se les 
violentó para que asistieran y a otros para que se abstuvieran 
de asistir a una sesión, no habría fundamento que impidiera 
examinar si a un diputado le falla el requisito de la edad, a 
otro el de la nacionalidad, etc., como asimismo para pronun- 
ciarse sobre la legalidad de la cesantía de los cinco diputados 
a que se refiere a fojas 500 vuelta, el alegato de fojas 491 . , 

Que haciendo extensivas las consideraciones precedente* 
a los otros poderes de un Estado federal, se alcanza fácilmen- 
te la conclusión ineludible de que, atribuida a la jurisdicción 
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a que esta cansa se acóje la extensión que se pretende, la jus- 
ticia nacional habría realizado por su facultad de examen y el 
imperio de sus decisiones, la absorción completa de lo| atri- 
l nitos primordiales del gobierno de los Hitados, y quedaría sin 
misión, porque. como iliee un fallo confirmado por >us funda- 
mentos |mr esta Corte, si se fuera a juzgar de todos lo> caso* 
eti que se invoca ia ley fundamental estando como están con- 
sagradas por la Constitución unías las libertades y todos los 
derechos inherentes al hombre en suciedad, no hay ningún ata- 
que o violación de ella que pudiera motivar reclamo que ni» 
infrinja o viole esa ley fundamental que los consagra y garan- 
tiza (Fallos, lomo 15, página 6$), 

Q«e entretanto la jurisprudencia ha consagrado desde tas 
primeras decisiones de este Tribunal l l'aüns, lomo 7.". pagina 
37¡jj, de conformidad con la letra y el espíritu de los artículo^ 
104 y 105 de !a Constitución, que las provincias tienen dere- 
cho a regirse \*tr sus propias instituciones, conservan todo el 
poder 110 delegad», esto es. su soberanía ahsoluta, y constituyen 
mis autoridades gubernativas sin intervención del Gobierno Fe- 
deral. Si pudiera conocerse judicialmente por un Tribuna! de 
la Nación en una causa como la presente que trae a juicio los 
procedimientos tic autoridades independientes de í« »s poderes 
nacionales y somete a examen una lev bajo su aspecto político, 
aquellos nrinqpi'OjS básteos de las autonomías provinciales ca- 
recerían fie tofla eficacia legal y colectiva. La objeción de que 
;as garantías fie la Constitución Nacional pueden ser concul- 
cadas como se alega en el caso, por las leyes de impuestos pro- 
vinciales y que los Tribunales de provincia no pueden deci- 
dir en definitiva sobre su conslitucinnalidad. es una observa- 
ción sin consistencia, por cuanto dichos tribunales deben apli- 
car en primer término la Constitución y leyes nacionales 
I Constitución, articulo 31 ), y si de sus resoluciones resulla 
comprometida alguna garantía nacional queda expedita la yin 
del recurso extraordinario que instituye el artículo 14 de la ley 
mimbro 4K, 
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Que para dictar pronunciamiento sobre el caso qtié plan- 
tea la demanda, esta Corte de Justicia tendría que exáini- 
nar y resolver, entre otras, las cuestiones siguientes: a) si pro- 
bada la acción de la fuerza pública j>ara la formación del tjuó- 
Ktim qíté los actores reconocen a la sesión en que se sancionó la 
lev ile presupuesto, ese recurso fué ejercido por el Poder Eje- 
cutivo por propio arbitrio ü a requisición do la minoría de la 
Cámara; fe) si en el primer supuesto el gobierno hizo uso de 
auibuciones legales <» extralimitó sus facultades; y si en la 
segunda hqwtesis la minoría parlamentaria actuó dentro o fue- 
ra de sus atributos constitucionales o reglamentarios; ci si la 
asistencia forzosa de los legisladores conminados invalida la 
sesión del 15 al rt't de enero; d) si la afecta o anula la inasis- 
tencia de los diputados que se dicen impedidos fie concurrir 
]*>r la fuerza ; e ) si promulgada la ley que se impugna y clau- 
surado el i>eriodo de sesiones de la legislatura, pudo celebrar- 
se válidamente, fuera del recinto legislativo, la sesión del 1/ 
de eneró; y anular por mayoría lo que se sancionó, también por 
mayoría en ta sesión anterior, esto es, cuestiones todas que 
caracterizan el stth jlidicc como una controversia Esencialmen- 
te local, y que si no constituyera por su trascendencia institu- 
cional una situación regida por el artículo 6." de la Constitu- 
e;ón. nmdria en todo taso que ser resuelta dentro de las insti- 
tuciones locales por las propias autoridades constituidas de la 
provincia, sin intervención alguna del Poder Judicial de la 
Xación, 

Que a las invocaciones fie la demanda sobre garantías de 
la Constitución Nacional se alega también como fundamento 
la que establece el artículo 7." de la Constitución de la provin- 
cia, y a este respecto procede reiterar ía jurisprudencia según 
la cual, debiendo ajustarse el pleito lajo los dos asjicctos pro- 
puestos en la demanda y hacerse ello simultáneamente, la pro- 
cedencia de la jurisdicción local se ajusta a los principios de 
gobierno que rigen la República, sin perjuicio, en su caso, de 
la jurisdicción de última instancia de esta Suprema Corte, si 
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se interpusiera y correspondiese el recurso autorizado por e! 
citado articulo 14 {Patios, tomo 95. página 220, entre otros». 

<Jue por lo demás, asi de las manifestaciones expresas 
fiel escriio de demanda ( fojas 110 vuelta 111 fineí, como de 
li-s fundamentos aducidos sobre la base de los artículos [.* y 
5-° de la Constitución se desprende que la argumentación esen- 
cial del litigio promovido consiste en establecer que los pro- 
cedimientos de fuerza enunciados, alteraron en la citada emer- 
gencia la forma republicana de gobierno de aquel Estado. 
En tal concepto apenas si es necesario señalar la especie sitb 
m como un caso evidente de intervención nacional, v acaso 
fuera aún menos indispensable declarar que es de iodo punto 
ajeno a la competencia de los Tribunales de Justicia. La ín- 
tervención nacional en las provincias, en todos los casos en que 
la Constitución la permite o prescribe, lia dicho esta Corte, es 
un aCtO {Mjlítico ]ior su naturaleza, cuya verificación correspon- 
de i- oclusivamente a los poderes políticos de la Nación; y así 
está reconocido en nuestros numerosos precedentes al respe- 
to, sin contestación ni oposición de ningún género; todos los 
casos de intervención a las provincias lian sido resueltos y eje- 
cutados |>or el poder político, esto es. por el Congreso y el 
l'oder Ejecutivo, sin ninguna participación del l*oder Judicial, 
fie acuerdo con los precedentes de los Estados Unidos que es- 
tán en un iodo conformes con esta doctrina consagrada jwr 
su? leyes, por la práctica constante de sus gobiernos, estableci- 
da por las decisiones de sus tribunales y ensenada por los co- 
mentadores de la Constitución (Fallos, tomo 52, pagina 420 h 

(Jiie de las consideraciones generales de esta decisión se 
deduce, que la circunstancia tle que el caso no esté compren- 
dido en la jurisdicción de este Tribunal, no significa que las 
mencionadas transgresiones a la ley, si las hubo, habrían de 
prevalecer sin la reparación debida, pues no hay males irre- 
mediables en el régimen de nuestras instituciones habítente 
practicadas, y mientras los poderes constituidos mantengan su 
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actuación, como esta Corle se progne hacerla en la presente 
causa, en el límite de sus atribuciones y deberes. 

Pnr estos fundamentos v Ins concordantes del dictamen 
señor Procurador General, se declara que la presente de- 
manda no es de la competencia de la Corte Suprema de la .Na- 
ción. I,as costas se abonarán en el orden causadas, atenta la 
naturaleza de las cuestiones debatidas. — Molifiqúese y re- 
puesto el ]Kipel archivóse. 

A. Bermejo. — j. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Robeüto Rbpetto. 



'Ofiñmi Pfmwcial def Trabajo" contra la Empresa de ios 
Ferro f andes de íznirr Ríos, por acodarte del trabajo. 

i 

Sumtiri»; f,« Habiéndose cuestionado en las instancias ordi- 
narias del pleito la validez de preceptos contenidos en un 
decreto provincial bajo la pretensión de ser repugnantes 
a los artíceos 9 y 10 de la ley nacional número 9688, 
sobre accidente del trabajo, procede el recurso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 48. contra una sentencia de 
íiltimo resorte, dentro de la jurisdicción local, que decla- 
ra la validez de las dis|wsiciones de dícbo decreto y las 
hace ejecutivas con menoscabo de lo que se estatuye en 
la mencionada ley del Congreso. 

J.* La ley 9688. sobre accidentes de¡ trabajo, es por su 
naturaleza complementaria del Código Civil, y ha sido 
dictada por et Congreso en ejercicio de ta facultad con- 
ferida por el artículo 67. inciso 11 de la Constitución, y 

por consiguiente reviste el carácter dd ley general <le 
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la Nación* can la sola salvedad de la* disposiciones con- 
tenidas en sus artículos 15 y ai, que rigen únicamente 
en la Capital y Territorios Nacionales; salvedad excep- 
cional que m> puede hacerse extensiva a los artículos y, u 
y to en la parte r¡ue ha sido materia de discusión, que 
establecen expresamente, que los delitos por concepto 
de indemnización delíen efectuarse en la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Tensiones, 

3." Al determinar el Congreso el establecimiento o Ca- 
ja en que deberán depositarse las indemnizaciones, no lia 
excedido sus poderes constitucionales, aún en el supuesto 
de que se tratare de una disposición de forma o simple- 
mente reglamentaría, dado que si bien las provincias tie- 
tieneu facultad para darse sus propias instituciones lo- 
cales, y por ende, para legislar sobre procedimientos, ello 
es sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias que 
dicte el Congreso cuando considere del caso prescribir 
formalidades especiales para el ejercicio de determinados 
derechos establecidos en los G'idigos fundamentales que 
le incumbe dictar. En consecuencia, el depósito de lo 
adeudado por concepto de indemnización debe efectuarse 
en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones, 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DK PRIMERA INSTANCIA EN Iju CJVIL V COMRCUL 

Notará, Novlttnbte ** l«l 

Autos y Vistos; 

liste juicio sobre indemnización jmr accidente del traba- 
ju. seguido por el señor Defensor de Menores contra ía em- 
presa de los Ferrocarriles de Entre Kios de los que resulta. 
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Que de fs. 15 a l6 se interpone ja demanda expresando: 
Uiít en la mañana del 31 de tliciembre de ryjo el obrero Her- 
mtdo l.eneina al servicio de la empresa demandada, como 
cambista en estación Hclheder. fué arrollado y muerto por un 
tren fie dicha empresa mientras desempeñaba tareas de su ofi- 
cio; «jiiL- de acuerdo con lo dispuesto por los arts. i.". 5.% 8." 
v 1 1 de la ley nacional *K>»«. y j'\ 5,' i¿, 42 y 93 inciso a l del 
decreto reglamentario de la provincia, y en defecto de cansa 
habientes de I. encina, la empresa demandada estaba obligada 
a depositar en b Caja de Carantia de la Oficina Provincial 
del Trabajo, la indemnización correspondiente de mil veces 
el wrtario medio de J.58 ganado durante los últimos 306 días 
hábiles por Lencina o sean §2,580 con más la de 100 $ por 
«a^í.s de entierro, intereses de la suma total desde la feclia 
de la demanda y las costas de este juicio y a que, por tanto 
debía condenársela cu definitiva, 

Qtie de fs. 26 a ¿9 se contesta la demanda manifestando: 
<Jne para obligar a la empresa al pago de la indemnización 
ijue reclama la demanda, no se había demostrado, y debía pro- 
barle, que el accidente que produjo la muerte del "obrero Len- 
cina, había sido ocasionado por causas inherentes af trabajo; 
tjHé en el improbable caso de que se condenara a | a empresa 
¡íl pago de dicha* indemnización, ésta debia mandarse deposi- 
tar en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de acuer- 
do con lo establecido expresamente por el art. 9.' de la lev 
<>r>HX y no en Ja Caja de < ".aramia de la Oficina Provincial del 
'IV.ibajo conforme al decreto reglamentario de dicha ley dic- 
tado por el íiobierno de la provincia, por que siendo la ley 
r/)8& Una ley nacional de fondo debía tener primacía sobre 
una ley local y mucho más sobre un decreto reglamentario; 
«pe pretender lo contrario seria exponerlos a no desobligarse 
a ptsar del depósito en la forma solicitada, puesto que la'jey 
i>'i88 no lo consideraba desobligado sinó efectuando el de- 
pósito en la Caja Nacional de jubilaciones y Pensiones y que 
pnr ello pedia se rechazara la demanda, o en su defecto se 



aj4 FU. LOS DE LA CORTE Sl'l'KKMA 

i 

inambra hacer el depÓMt,, en la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones. 

(Jue abierto el juicio a prueba se produce por el actor la 
qüe corre de ís. i a i¿ y 31 a 3^ sobre cuyo mérito se aíti- 
por el actor de ís. .V» a 4" y por el demandado de ís, 47 
a 48, con lo que se llaman autos para sentencia, fs. 40,, 

V Considerando: 



Primero: Quv plata rpie pueda prosperar una demanda ' 
por indemnización |x>r accidente de trabajo y funcionar la 
presunción de responsabilidad det patrón, es esencialmente ne- 
cesario probar que ha ocurrido tal accidente del trabajo en los 
lermínos del art, 1." de la ley «j6S8. art. 5- de dicha ley. 

Ija demandada reconoce (pie Loneina era obrero suyo, y 
que fué arrollado y muerto por un tren en estación Bctbcder 
donde prestaba sus servicios; pero exige que se demuestre que 
ta! caso ha ocurrido mientras la victima desempeñaba su ofi- 
cio. Por lo pronto si lancina fué muerto y arrollado por ítu 
tren en la estación donde desempeñaba sus funciones al ser- 
vicio de la empresa existe una fuerte presunción de que se 
trata de un accidente de trabajo aún cuando el hecho no hu- 
biera ocurrido a consecuencia directa e inmediata del trabajo, 
por cuanto según el art. 1." ¿Je I a ley 9688 el accidente existe 
rajttO en ese caso como cumulo se produce ¡mr caso fortuito o 
fuerza mayor inherente al 1 raba jo. 

Luego, ¡ t : contestar la demanda la demandada no alega 
íjlte -e trata de un accidente de trabajo, se limita a manifes- 
tar evasivamente qué tío se ha demostrado que el accidente 
hay# revestido ese carácter legal, y por lo tanto y de acuerdo 
con lo establecido |w él an. 140, inc. 2." del Cód. de Proc, 
y mediando la presunción referida en el pántaío anterior, de- 
be tenerse p>r reconocido que el accidente ha ocurrido en la 
forma ¿xpucsta eii la demanda. 
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^ IMir último, además de esc rt*i*f>tHK'imiento tmplícttp que 
resulta de la citada disposición legal, existe el reconocimiento 
expreso efectuado [>or el empleado Fuegucs de fe empresa, al 
■iemmcíar y suscribir la denuncia de! hecho con c | carácter 
Av accidente del trabajo ante el comisario de estación líeilíe- 
der i fs. i ) . 

Segundo: Que establecido que el obrero Lenziiia talleció 
:i causa de un accidente de trabajo mientras desempeñaba su- 
larcas al servicio de la demandada, procede la indemnización 
correspondiente: y reconocido por la empresa que el salario 
medio percibido ¡«ir aquél durante los últimos 306 días hábi- 
les era de S 2.58, dicha indemnización debe fijarse en mil ve- 
ces esa suma r> sea la de 5 ¿.580 (arts, 1.", 2,% 8.\ ines. a- y 
II de la ley 9688 y 25, y 43 del decreto reglamentario-: 
¿on más la de cincuenta que el suscripto fija según su pre- 
cedente arbitrio dentro de la de cien pesos para gastos mor- 
tuorios: con más los intereses de ka suma total desde el' dia 
• le la demanda por cuanto ¡»r esa cantidad líquida fué in- 
terpelada la empresa {fs. 5 y 6\ y con más las costas del jui- 
dd íart. 87 del Cotí, de Frac.) . 

Tercero: Que en ausencia de causa Habientes de la vic- 
tima que reclamen el monto de la expresada indemnización de- 
lie debitarse en ta Caja de Garantía de la Oficina Provin- 
c/d del Trabajo como así to disponen los arts. q6 y 93 del 
decreto reglamentarírt provincial concordante con el art. to 
«le la ley 9688. 

I,a demandada sostiene que por disposición expresa del 
nrt. 9," de ia ley 9688, la indemnización debe dejiositarsc en 
la Caja Nacional de Jubilaciones y l'cnsíonc? y no en equélla 
y de acuerdo con un decreto provincial que no puede primar 
ni ha podido reglamentar una ley nacional v de fondo como 
la 0/188. 

Como se ha reconocido uniforme y constantemente la ley 
■('►88 contiene disposiciones de fondo sobre riesgo profesio- 
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nal. respon^bilidad pOrtronal, locación ele servicios, prueba e 
indemnizaciones imperativas en todo el territorio de la Na- 
ción y (le aplicación preferente sobre disposiciones de orden 
ipeáí. 

Pero al lado de esas disposiciones de fondo de carácter 
general es indudable también que la ley 908S contiene disposi- 
ciones de orden local, que el Congreso ha dictado en su ca- 
rácter de legislatura y con imperio limitado a la Capital y 
territorios federales, tales cómo las que se refieren a ta ac^ 
ctón por indemnización, al procedimiento, a las compañías de 
seguros: y otilas que ha dejado librado a las reglamentaciones 
del Poder Ejecutivo como las referentes a la determinación 
(le industrias susceptibles de accidente de trabajo, enfermeda- 
des profesionales, denuncias de accidentes. „;A cual de esas 
categorías ele disposiciones corresponde el art. y." (pie esta- 
blece que la indemnización debe depositarse en la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones? 

Creo, que la respuesta está dada categóricamente [«jr l<>- 
términos que al respecto se virtieron en la discusión parla- 
mentaria de dicha ley. En esa oportunidad el doctor Arce ex- 
puso: "no es posible (pie la ley disponga que el depósito debe 
»er hecho fatalmente en instituciones nacionales por muy res- 
petables cpie sean como ¡a Caja de Jubilaciones y Pensiones, 
Desde que esto puede hacerlo el Congreso para la Capital Fe- 
'leral y territorios nacionales, podría hacerlo ciada tina de las 
provincias con las distintas instituciones de crédito, también 
muy respetables que ellas tienen", a lo que el doctor Has. co- 
mo miembro informante de la «omisión de legislación contes- 
tó: 'Soy respetuoso como el que más del principio federalista 
y no he de volar jamás i.na ley que signifique invadir por el 
CongTcsa facultades privativas de las provincias; por eso 
cuando se trata de reglamentar la acción de indemnización la 
comisión se ha limitado a referir cs& acción en cuanto a la 
jurisdicción de la ley a la Capital y territorio dejando lo demás 
a cada una de las provincias". 
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Pó| esa interpretación autentica dé la [iey fiada en cir- 
cunstanefas en que Sé disíiífíá en particular y se determina- 
ba él proposito, sentido y alcance de cada tina de sus dispn- 
¡neiones, el citado art. que Se refiere al depósito de la in- 
demnización lo mismo que et 15 y ¡ó que estatuyen sobre la 
acción de indemnización, soló se dictó para la Capital Fede- 
ral y territorios nacionales. 

Esa es. por otra parte, la interpretación qtic debe preva- 
lecer sobre l;t interpretación puramente gramatical del citado 
art. pues míe establecido, como Id ha sido |*ir la Supre- 
ma Curte fie la Nación, ni sentencia mu- se registra en ju- 
risprudencia Arruina fc H. pag. 55". que la indemnización 
por accidente fie trabajo, en defecto de herederos de la víc- 
tima constituye una especie de herencia «> bienes vacantes o>- 
rrestwndiente.s a Ids listados particulares, es a estos a quienes 
pertenece la facultad de legislar sobre el destino de dichos 
depósitos y de crear las instituciones que han fie percibirlos y 
administrarlo* sin que en ausencia de una< derogación expre- 
sa de las disposiciones del Cód. Civil que atribuyen a los lis- 
iadas el flominiu sfibre usa clase ele bienes Sea lógico admitir 
qtte el referido art, y," Jo haya producido y run sólo mandar 
hacer ti de|iósito de las indemnizaciones en la Caja Nacional 
fie Jubilaciones y Pensiones. 

Ivn cnaruo al piwler guher nativo que ha podido crear la 
Caja de (iarantia el suscripto estima que no es al Poder Le- 
gislativo sinó al Poder Ejecutivo que lo ha usado a quien co- 
rrespondía la facultad fie reglamentar él deitósito, jmr que ha- 
biendo sido creado ya por la ley i/j8K, la indemnización y de- 
biendo obtenerse en su caso por la vía judicial conforme a 
la ley de procedimientos, | a reglamentación del depósito se 
reduce a una pura cuestión administrativa qué lia debido que- 
dar librada al Poder Ejecutivo. 

PnV estos fundamentos, disposiciones legales citadas y 
consideraciones concordantes del alegato de fs. ¿í» a 4Í1, ¿alio 
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estar cansa; luí» leñando a la empresa de las Ferrocarriles de 
Kntre Ríos á depositar en la Caja de Garar.tia de la Oficina 
Provincial del Trabajo la cantidad de dos mil sei setenta 
írcinta pesos moneda nacional, ¡*ns intereses desde la féc% 
de la demanda y las costas de este juicio. Notifiquese. re^is- 
trese y repóngase. 

L. J. Bcrácocfícá. 



.UVKNl*» ÍM-I. St'in-IKiOK THII!l-NAr, DE JUSTICIA 

Éil la ciudad de Paraná, capital de la provincia de Ktttrr 
RÍOS, \i 2~ de junio de 10,2.2. reunidos los señores miembros 
de la Kxema. Sala en lo Civil y Comercial del Sii|>eiior Tri- 
bunal de Justicia en su salón de acuerdos para conocer del re- 
curso interpuesto en los autos caratulados: "Oficina Provin- 
cial del Trabajo c, la empresa de los Ferrocarriles de En- 
tre Ríos. Accidente de! trabajo", respecto de la sentencia co- 
rriente a fs, 49 vía., la Sala estableció la siguiente cuestión a 
resolver: 

,;Ks arreglada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo de \c\\ resultó que la votación ten- 
dría lugar en este arden: Dres. La Rosa. Pons, Avila Castilla. 

A la cuestión planteada el doctor La Rosa dijo: 

La ernpresa demandada contestó la demanda negando a 
la parte actora el derecbo de exigir indemnización por el ac- 
cidente sufrido por Bernardo Lencina diciendo que aquél no 
se produjo con motivo y en ejercicio de la ocupación en que se 
le empicaba o |*ir caso fortuito o fuerza mayor inherente al 
trabajo. Xo negó que el suceso bubiera ocurrido durante el 
tiempo de prestación de bis servicios, lo que inqiorta recono- 
cerlo, estando además el hecho altonado con las actuaciones 
que curren agregadas, listo constituye una vehemente pie- 
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suuekin tic que el accidenté tuvo lugar con motivo v en ejer- 
cicio de la ocupación de Lencina. lo que aparece corrobora- 
do, cbttip lo afirma sentencia, con Ja denuncia hecha por el 
representante de la empresa en ei lugar del suceso, y por la 
naturaleza del trabajo dcsenqK-íiado pnr Lencina v la del ac- 
cidente sufrido. 

Kn cuanto a la parte de la sentencia que ordena que e! 
depósito ríe la indemnización se baga en Ja Caja de Garan- 
tía de la Oficina Provincial del Traliajo, J a encuentro justa v 
bien fundada i*>r el a r/iio, pí.r cuyo motivo reproduzco sus 
con sideraciones al reelecto. 

Vnr Jo expuesto, voto dfirmatJvamente en ia cuestión 
propuesta. 

Kl señor Vocal ductor Poris* adhirió al voto que antece- 
de pur análogos fundamentos, 

Kl señor Vocal doctor Avila Castilla, dijo: 

l'or los fundamentos de la sentencia apétala, voló por la 
afirmativa. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguicn- 
le sentencia. — La Rosa, — Pons. — Atñh Castilla. 



Y Vistos: 



Sl-XTlíXCtA 

Paria*, fü«i« j: de iwj 



IV Jos fundamentos del acuerdo que precede, se con- 
firma, con costas, la sentencia apelada de fs, 49, Regúlame 
los honorarios del doctor Zumalacarregui en ochenta pesos 
moneda nacional y en cuarenta de igual moneda los trabajos 
de! procurador Otaño, Reg. Rep. — /*. La Rosa. — Amadeo 
Pmis, — U, Avila Castilla. 
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DICTAMEN DEL SEÑOl PROCURADOR GCKFRAL 

Bucnoi Aire». Octubre 4* |«¿3 

Miprema Corte: 

Kl Defensor de Pobres y Menores ante el Juzgúelo <k- i.' 
Instancia de Xogoyá i E*rdy, tle Entre Kios), en representa- 
ción de ta Caja de tarantín tle la sección accidentes, c|é la 
( ífieina Províneial riel 1 Valva jo, demandó a tu empresa de los 
l'Vrn carriles de Entre Ríos ]Hir coliru de pesos en coneep- 
i" de indemnización \Hir la muerte del obrero tle dicha em- 
presa Bernardo í.eneina. vietixa de im accidente del iraliai^. 

I«i empresa, al contestar Ja demanda adujo, entre ni ras 
defensas la dé tnie no podía ser condenada a depositar en 
!a Caja provineiiil e! importe de la indemnización, la que se- 
gún el an. i/." de la ley nacional NV i/iKíí sobre accidentes del 
trabajo, debía entregarse a la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones. 

Como la semencia dictada por el Juez y confirmad;! ¡«<r 
fa Cámara ba ordenado el pago en la Caja provincial, la em- 
presa ha interpuesto para ante V. E. el recurso que autoriza 
el art. 14 de la ley 4S. 

La ley cuya inteligencia se discute es. por su naturaleza, 
modificatoria del Código Civil, como V. K. lo ha declarado 
pf) reiterados easos. 

Siendo asi, su materia nó 6S derechu federal, a íos etec- 
tos del recurso dado |>or el art. 14 de la ley 48. 

l'irnso, put's. que el recurso interpuesto es improce- 
dente. 

Jasé Ntcülás Maiietisó. 
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„ Bucnoi Aire*, Stptkmbre ti de 1104 

Vistos : 

Kl rficttrsó ostr:nircLínari*i mtcr|>uesto por la empresa de 
ros Kerroear riles de Ktitre Kíos, en autos con la Oficina Pro- 
vincial fiel Trabajo, contra la sentencia pronunciada por la - 
respectiva Sala del Suprior Tribunal de Justicia ele la men- 
clonada provincia : 

Considerando: eti cuanto a la procedencia del recurso: 

(Jue cu el caso no se trata de la mera interpretación o 
aplicación cíe disposiciones de los códigos generales, de que 
Ü0 pueda surtir recurso para ante esta Corte con arreglo al 
articulo 15 de la ley número 48. lin efecto; en las instancias 
ordinarias del pleito se lia cuestionado la validez de precep- 
tos contenidos en un decreto provincial, bajo la pretensión de 
ser repugnantes a los artículos cj.° y 10 de la ley nacional nú- 
mero 9088 sobre accidentes del trabajo; y la setencia de úl- 
timo resorte dentro de la jurisdicción local lia declarado la 
validez ríe las disposiciones del decreto de provincia y las lia 
hecho efectivas con mcnosc.il>o ele lo que se estatuye en la 
recordada ley del Congreso. Ks verdad que para arriar a 
esta conclusión ha debido examinarse los artículos de una ley 
complementaria del Código Civil y determinarse su alcan- 
ce y su naturaleza; pero también es indudable que todo ello 
se ha hecho con el propósito de dirimir el conflicto planteado 
entre las disposiciones de la ley nacional y las del decreto pro- 
vincial o sea una cuestión de índole federal ; y como definiti- 
va la solución ha sido favorable a Ta validez del decreto, el 
recurso extraordinario es procedente aun cuando la ley vulne- 
rada sea de derecho común (articulo 14, inciso 2.", ley nú- 
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mito 4**: Fallos, tunm 100, página 157 y tumo tpi, página 
206, entre otros). 

En consecuencia, oído el señor Procurador General, se 
declara bien concedido dichu recurso; y 

Considerando en cuanto al fundo del asento: 

(¿tic declarada en el presente litigio la obligación de 1» 
mi presa ferroviaria demandada de indemnizar el accidente 
que produjo el deceso del obrero Bernardo I «encina, y en de- 
fecto de derecho-habientes, ha tenido que decidir la justicia 
local, a mérito de lo cuestionado por las partes litigantes, si 
el depósito del impone de la indemnización se efectuaría en 
la Caja de Garantía anexa a la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones según se dispone en los artículos 9. y lo." 
de la número 9688, o en la sección respectiva de la Oficina 
Provincial del Trabajo con arreglo a lo establecido en los ar* 
ticnlos 93 y tft del decreto reglamentario dictado por el Po- 
der Kjecuíivu de la provincia de Kntre Ríos, 1.a decisión 
final, dentro de Ta jurisdicción de la provincia, lia sido en 
favor de la tests sustentada jwr el Defensor de Menores que 
actuaba en el juicio como demandante, o sea en el sentido de 
que el depósito debe efectuarse en la Caja de Garantía de la 
Oficina Provincial del Trabajo y se funda en que las disposi- 
ciones de los artículos o,.' y lo.° de la ley nacional número 
o/i£í* en manto dispone que los depósitos se efectuarán en 
una sección de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
constituyen meros preceptos reglamentarios o de procedimien- 
to sancionados jwr el Congreso en su carácter de legislatura 
local y destinados a regir únicamente en la Capital y territo- 
rio nacionales quedando por lo tanto, librada a las reglamen- 
taciones que dicten los gobiernos provinciales la determina- 
ción de la oficina o establecimiento en que se depositarán las 
i nden 111 i ilaciones por lo? accidentes del traía jo que se pro- 
dujeren en los respectivos Ksiados particulares. 
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One esta conclusión es inconciliable con Ja naturaleza ilc 
la ley nacional número 9688, con el contexto de las disposi- 
ciones cuya inteligencia y alcance ha sido controvertido en la 
litis; y con los propósitos que el Congreso tuvo en vista al 
sancionarlos y que se hallan bien claramente reflejados en la 
discusión motivada por oí proceso parlamentario de las mis- 
mas. Dicha ley es complementaria del Código Civil, como 
quiera que se halla destinada a regir especialmente las rela- 
ciones de los patrones y de los obreros o sus derecho-habien- 
tes en los casos de accidentes producidos con motivo del tra- 
bajo, es decir, un aspecto del contrato de locación de servi- 
cios. Ha sido dictada por ct Congreso en ejercicio del poder 
conferido por el articulo 67, inciso 11 de la Constitución y. 
por consiguiente reviste el carácter de ley general de la Na- 
ción, con la sola salvedad de afjuellas disposiciones respecto de 
las cuales el legislador haya adoptado una solución diferen- 
te, como ocurre con los artículos 15 y 29, los que ]xir expreso 
mandato rigen únicamente en la Capital y en los territorios 
nacionales , 

Que esta salve* la d excepcional no puede hacerse exten- 
siva a los artículos y jo" en la parte que ha sido materia de 
discusión porque el sentido natural de sus términos no auto- 
riza a atribuir al legislador el propósito de limitar su vigencia 
a una sección determinada del país, sinó que por el contrario 
demuestra la intención de crear una institución económica, 
única para toda la Nación, dotándola de recursos bastantes 
para asegurar a todos los accidentados o a tus herederos la 
efectividad de la indemnización, intención que resulta más 
evidente aún, si se quiere en presencia de los antecedentes par- 
lamentarios de dicha ley, que proyectan plena luz sobre la 
extensión que se quiso dar a la obligación de efectuar los de- 
Insitos en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. En 
efecto, replicando a tina observación formulada por el di- 
putado Arce en la sesión del 27 de septiembre de 1915 acerca 
de «pie la obligación de efectuar los depósitos en instituciones 
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tírcionafes no debía sancionara toda la República por 
tratarse de [junto que debe quedar uurado a fas rjuq^crjbtii!» 
de forma d procedimiento que dicte aula provincia, el miem- 
bro informante cíe la mocisión respectiva diputado Has. ma- 
nifestó que a su juicio el articulo mu- se discutía im legisla- 
ba -obre materia di- forma; agregando; "Cuando se trata de 
reglamentar la acción de indemnización, la comisión se lia li- 
mitada a referir esa acción, en cuanto a la jurisdicción de la 
ley. a la Capital y territorios nacionales, dejando lo demás a 
caria una de las respectivas provincias. 1'ern el concepto del 
artículo t|" está muy lejos ele ser una cuestión de procedi- 
miento. Constituye una cuestión de fondo, de la esencia mis- 
ma de la ley en lo que se refiere al propósito fundamental que 
ella tiene de ¡pe los dineros que son el producto de la indem- 
nización pur resjHinsahilidad en los casos de accidente vayan 
en realidad a constituir una mejora positiva para las personas 
beneficiadas ¡»or esta ley, asegurando asi también que quie- 
nes lo reciban no vendrán a constituir una carga [tara el lis- 
tado" (Diaria de Sesiones. Cámara de Diputados, 191 5. to- 
mo III. paginas íkw y 60.1- . Kl articulo *).' de la ley i/»88, y 
también el artículo 10." que es su complemento, fueron vota- 
dos, pues, en la inteligencia de que regirían en toda ia Nación 
y así f uen mi sancionados. 

Une al determinar el establecimiento o Caja en que de- 
berán depositarse los importes de todas la* indemnizaciones 
ao miadas en virtud de la ley que se examina, el Congreso no 
ba excedido tauqueo sus poderes constitucionales, desde que 
*e bailaba facultado para dictar la ley sobre accidentes del 
trabajo cuino parle integrante del Código Civil y. jjor lo tanto, 
para establecer todas aquellas normas reglamentarias que con- 
siderase necesarias o solo convenientes para poner en ejerci- 
cio dicha atribución f Constitución Nacional, articulo 67, in- 
cisos 1 1 y .ííS i . 

Que Ja circunstancia de que las disposiciones de que se 
nata fueren de forma o meramente reglamentarias, como se 
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sostiene en el falto traído en revisión, no sería óbice para que 
el Congreso las hubiese jnnlidn sancionar con carácter gene- 
mi. juies, romo ha (Helia esta Corle en el caso de Correa ver- 
sus Rarros, "si bien las provincias tienen facultad para darse 
sus propias instituciones locales, y por ende, para legislar so- 
bre procedimientos, ello e* sin perjuicio de las disposiciones 
reglamentarias que dicte el Congreso cnamM considere del 
caso prescribir formalidades especiales [iara el ejercicio de 
determinados derechos establecidos en los códigos fundamen- 
tales que le incumbe dictar" (Fallos, tomo 138, página 157). 
De consiguiente, al sancionar la lev número 9688 como com- 
plemento de uno «le esos códigos fundamentales, ha podido 
considerar conveniente y aún indispensable que el depósito 
de todas las indemnizaciones se haga en una misma Caja a fin 
de dar una sólida base económica a ta institución que se tra- 
taba de crear, asegurando al mismo tiempo a los damnifica- 
dos ta efectividad del pago por medio de la Caja de Garantía. 

Que nada hay en el falto pronunciado por esta Corte en 
el caso "'Asesor de Menores contra et Ferrocarril del Oeste" 
(Fallos tomo 12S. ¡lágina 114) que pueda interpretarse como 
incompatible con el carácter de disposición general que se atri- 
buye al articulo 10. a de la ley 9688 en los considerandos prece- 
dentes, y bastaría i»ara demostrarlo tener presente que en la 
Recordada sentencia se expresa que tas diversas disposicio- 
nes qtte contiene dicha ley "han sido dictadas para toda la 
Nación y son por lo tanto de carácter común y de la natu- 
raleza del Código Civil como quedó establecido en la discu- 
sión parlamentaria*'. La analogía que se establece en dicho 
fallo entre la solución dada por el citado articulo 10. a y lo que 
dispone el Código Civil acerca de las sucesiones vacantes, 110 
tuvo más objeto que poner en evidencia la facultad del Con- 
greso para disponer del destino que debía darse a las indem- 
nizaciones en caso de no existir derecho-habientes, sin que ello 
importara por cierto establecer la aplicabilidad a dichas si- 
tuaciones de las normas comunes fijadas jiara aquellas sticc- 
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•«iones, ni reconocer |xir con sigo ¡cite i a propiedad del Fisco 
Raciona] ni tlel Pisco provincial sobre las indemnizaciones va- 
cantes, desde que para éstas la ley 0/188, había establecido una 
solúdón esjiecialísima. h>r id demás, el Congreso no lia os- 
udo impedido |»or ningún reato constitucional para dar a 
las indemnizaciones de que trata el articulo lo." de la mencio- 
nóla ley un destino y una reglamentación distintas de las 
que establece el derecho común jwra los bienes sucesorios en 
ausencia de •be re de ros, puesto que se trataba de un derecho 
nuevo, derivado "de la ley misma y susceptible. |>or lo tanto, 
de ser sometido a cualquier modalidad o restricción desde (jüe 
no se lesionaba ningún derecho preexistente (argumento del 
tallo del ionio ijl**. trigina 

One trillándose, pues, de una ley nacional, de cumpli- 
miento obligatorio en l<»da la Nación, no lia pndido darse pre- 
lacia i sobre ella a las disposiciones de un decreto provincial 
>in contrariar los preceptos consignados en los artículos ,11 y 
07, inciso 11 de la Constitución. 

K11 su mérito se revoca la sentencia apelada en cuanto lia 
¡sido materia del recurso, declarándose que el importe de la 
íntíc 1 ni/ación dcl>e ser depositado en la Caja de Garantía 
anexa a la C;.ja Vaeional de Jubilaciones y Ilusiones de con- 
formidad con lo establecido en los precitados artículos 9." y 
ro." de la ley número ij688. Notífíqucse y devuélvanse. 

A. I'.i:hmkjo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— ROBI-RTO RKPF.TTO. 
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&m 0mid O'CüHHor contra la pravináa de Kntrc Kios. so- 
bre interdicto de despojo. 

Sumario : L* Acreditadas ta anulidad de la posesión del actor 
(artículo 2473. Código Civil), la exclusa absoluta y to- 
la! del mismo, de la posesión en que se hallaba, sin orden 
judicial y mediante el empleo de la fuerza pública, pro- 
cede \a ficción de despojo deducida dentro del término fi- 
jado por el articulo 2403 de! mismo Código. 

2. " I*a innenajenabiliítad e imprescrtptibilidad a que se 
refieren los artículos 2341 y 2340. inciso 7." del Código 
Civil nacen de un acto de carácter administrativo, cual es 
la afectación o consagración del inmueble al uso y goce 
comunes, y ese acto administrativo, en cuanto se requie- 
re para realizarse, de los bienes individuales, debe mover- 
se dentro de las condiciones y limitaciones establecidas 
por el artículo 17 de la Constitución y 2511 del Código 
Cilvil. esto es. respetando el principio de la inviolabilidad 
de la propiedad privada y en su caso, calificando por ley 
la expropiación e indemnizándola previamente. 

3. fl Aún en el supuesto de que las autoridades de la 
provincia demandada bayan usado, al proceder a la re- 
apertura del camino, de facultades conferidas por sus le- 
yes locales, no pueden entenderse ni ejercitarse con de- 
trimento de las garantías consagradas por la Constitución 
y leyes comunes respecto de la propiedad privada. 

4. " La protección al derecbo impartida ]>or la adminis- 
tración de justicia, no puede ni debe quedar supeditada 
al nombre que las partes asignen a las acciones encami- 
nadas a hacerlo efectivo. 

5¡¡* Aún en la hipótesis de que por no concurrir en el ca- 
so todas las condiciones legales necesarias para el ejer- 
cicio del interdicto de retener, éste hubiera debido ser de- 
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scstimado, la- castas serían sietnprc a cargo dé la parte 
que por medio de aquellos hechos ha desconocido las ga- 
rantías que la Constitución y las leyes de la Nación ase- 
guran a la propiedad privada, determinando la interven- 
ción de los tribunales jara protegerla y originando asi. 
los consiguientes gastos judiciales. 

Caso: I«o explica el siguiente: 



l'Al.J.O l*K tiA OJRTK Ül'l'RRMA 

. ■ BuenM Airn, Septfcabt* 10 de 1(94 

i Vistos: 

Don Domingo V. Garimaldi como mandatario de rijem Da- 
vid (Y Comior se presenta a fojas 44 exponiendo: 

Que su poderdante posee a titulo de dueño desde hace 
errea de treinta años un campo denominado "Las Tunas" en 
el distrito federal del departamento de Concordia de la pro- 
vincia de Knlre Ríos. Esa posesión ha sido quieta, pacifica 
y sin interrupción desde la fecha en que adquirió el inmueble 
hasta ahora en ijuc se encuentra arrendado a los señores Ga- 
llegos Unos. ílesde hace varios años. 

Que el gobierno de la provincia de Entre Rios admitien- 
do la denuncia formulada por un vecino de que en el cam- 
po en cuestión se había clausurado el camino público sobre el 
arroyo Macieguitas poniendo una puerta con candado e im- 
pidiendo así el libre tránsito, ha removido un alambrado del 
campo de su mandante entregando al servicio público una ex- 
tensa parte de su propiedad de más de dos leguas, invocando 
al efecto una lev local y desposeyéndolo de su propiedad sin 
recurrir antes a las vías legales (pie indispensablemente deben 
usarse cuando se trata de privar a los particulares del dominio 
privado de sus bienes. J.os actos 110 sólo lían consistido en 
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abrir ti alai librado sitió lantbién en ocupar el campo con una 
cuadrilla tic |>coiics encargada de arreglar el camino. 

Que el camino asi abierto turnea lia sido público si nú un 
camino jíarticular del campo del señor O'Connor que a veces 
ha sido transitado por jicrsonas ajenas al establecimiento pero 
con permiso expreso de su dueño y después de solicitar la 
llave del portón que lo cierra. 

Que los interdictos de retener y de despojo que en razón 
de aquellos hechos deduce, los fínda en los artículos 2490 y 
2498 del Código Civil y en ta jurisprudencia de esta Corte y 
solicita se condene a la demandada a restituir a su mandante ú 
parte del campo ocupada por el camino público abierto el día 
17 de enero último, a reponer los alambrados, a retirar la cua- 
drilla de peones introducida en el campo y a liarle las costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte 
Suprema se ordenó la citación de la provincia y el comparen- 
do de las partes a juicio verbal en cuyo acto el demandante re- 
produjo su escrito de fojas 44 y el apoderado de la provin- 
cia demandada señor Krcgosi expuso a su turno: 

Que desconoce y niega que el actor haya tenido o po- 
dido tener |>oscsión de la fracción de terrenu ocupado por el 
camino que se trata de mantener, pues ella desde tiempo in- 
memorial constituye camino público y hállase fuera, por con- 
siguiente, del alcance de la propiedad y fie toda apropiacíórf 
de orden privado por lo cual y aún en la hipótesis de que el 
actor abusivamente hubiera cerrado esa calle pública no ha- 
bría adquirido posesión sobre ese bien. 

Que no teniendo su representada nada que probar |>odría 
limitarse a la negativa opuesta y a lo que resulta de las cons- 
tancias traídas pero pide se incorpore como antecedente el ex- 
pediente administrativo que acompaña en el cual consta, co- 
mo lo expresa el señor Gobernador de la provincia en el te- 
legrama dirigido al representante del actor, que por una falta 
de reconocimiento del lugar el Departamento de Obras Pú- 
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bltcas llegó a decir que no existía el camino pero que una nue- 
va diligencia vino a demostrar el error do esa afirmación. 

Que tamo el interdicto de retener cintro et de recobrar 
deben fundarse en la existencia de una posesión en quien los 
interpone segini lu establecen los artículos 3473. 2478. 2479 
y 2480 riel Código Civil. V con relación a la acción de manu- 
tención que también se entabla, el articulo 2497 la excluye pa- 
ra los casos en que quien ejecuta los actos no tiene el propó- 
sito de haeerse |>osecdor. como ocurre con el (lobicrno de la 
provincia de Kntrc Kíos que sólo si- propone mantener tina 
calle pública como bien publico. 

Que a mérito de lo expuesto pedia se diera por desco- 
nocida la posesión (pie invoca el actor por cuanto ni la tía te- 
nido ni la puede adquirir legalmente sobre un bien que no es 
susceptible de apropiación privada y consiguientemente, se de- 
sestimaran con costas, los interdictos deducidos. 

Que advertidas las partes tfie en la audiencia podían 
ofrecer la prueba que consideren convenir a su derecho, así 
lo lucieron, alegando sobre su mérito una y otra a fojas j¿ 
y fojas 77. 

* 

V considerando: 

Que. si bien ta provincia demandada lia sostenido que el 
camino motivo de los interdictos es un bien destinado al uso 
público desde tiem(H> inmemorial e msusceptihlc por consi- 
guiente, de ser objeto de posesión por los j «articula res. (de- 
fensa que será examinada más adelante!, no ha desconocido, 
sin embargo, que en la fecha de iniciarse la denuncia por el 
vecino Artusi 4 junio de IW, y desde mucho tiempo antes, 
e! actor don David (VConnor por si y por intermedio de arren- 
datarios mantenía la ]>o sesión del bien objeto de esta con- 
tienda 
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Que tanto la denuncia íU* Artoisi, según la cual O'Con- 
íior tenia el caminí) con "una puerta con candado impidiendo 
su libre tránsito", como las declaraciones prestadas en la pri- 
niera información |>or los testigos Sarli t fojas 8 vuelta I y 
May man (fojas 91. quienes afirman que dos años antis de 
la denuncia el tráfico se hacía por esc camino pidiendo las 
llaves de! iionón a Ja estancia Las Tunas, demuestran la exis- 
tencia de esa posesión en favor de O'Connor y de que ella se 
habia ejercitado durante más de un año, 

Oue la segunda in formación levantada por el Gobierno de 
la provincia de Kntre Kios concurre a robustecer la existen- 
cia del becbo fie la posesión de O'Coimor; en efecto: el testigo 
Cis (fojas 341, dice que había libre tránsito i>ero que para 
esto se solicitaba las llaves en ta estancia Las Tunas y al an- 
terior arrendatario del señor Velas y t|iie eso sucedía entre los 
años 1914 y 10Í7 ; el testigo Farias (fojas 35), "que el año 
ochenta se alambraron esos campos colocándose tranqueras 
sobre ese camino no siendo dificultado el tráfico"; Ducassc 
1 fojas 36), que el año 1920 existía libre tránsito pero que en 
la aludida fecha tuvo que solicitar la llave; Pedcmonte (fo- 
jas 38», "que el año 1<>15 fué clausurada la tranquera que da 
al canqio del señor Mosqueira f \ y que existe una tranquera 
por la cual se transitaba libremente basta que fué cerrada a 
candado por los señores Gallegos: Hay man (fojas 39». "que 
siempre hube» libre tránsito hasta que hace ríos años los se- 
ñores Gallegos. ocupantes de! campo de O'Connor lo cerra- 
ron de firme", i a coincidencia de estas declaraciones sobre 
la existencia de la tranquera en el alambrado de propiedad 
del señor ( >*Connor y sobre la necesidad de pedir las llaves 
por las personas que transitaban el camino durante un largo 
tiempo anterior a la denuncia son circunstancias que demues- 
tran, a la vez que la t»sesión de! actor conforme al criterio 
señalado por el artículo 2384 del Código Civil, la anualidad de 
la misma requerida ]»or el artículo 2473 (,eT cltiiáo código. 
Tal posesión resultaría, además, reconocida en el telegrama 
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dirigido ]K>r el señor Gobernador ele la provincia fie Entre 
Ríos al representante del actor. 

Que el propio reconocí miento fie la demandada, el tele- 
grama ya aludido, la protesta de fojas 31 y las diligencias co- 
rrientes a fojas 49 Y siguientes del expediente administrativo 
demuestran que el 14 de enero de 1924 el sub-comisario de la 
sección Sanee. Villa Federal, procedió a verificar la apertura 
de la tranquera cerrada con candado no obstante la oposición 
del propietario y usando al efecto de la acción policial. Fistos 
hechos en virtud de los cuates el poseedor ha sido excluido 
absoluta y totalmente de la posesión en que se hallaba, sin 
orden judicial y mediante el empleo de la fuerza, definen el 
concepto doctrinario y jurídico del despojo c integran la se- 
gunda de las condiciones necesarias liara la procedencia fiel 
interdicto. 

Que, por último, la circunstancia de haberse deducido el 
presente remedio posesorio el 13 de febrero del corriente año. 
es decir, menos de un mes después de producidos aquellos he- 
chos, permite afirmar que el actor ha cubierto también el re- 
quisito señalado \mr el artículo 2493 del Código Civil. 

Que la defensa opuesta por la provincia basada en la 
consideración de que el camino materia del juicio es un bien 
del dominio público y se halla como tal fuera del comercio y 
excluido de la protección sucesoria, no puede prosperar. 

ijxw es cierto, de un modo general, que sólo son suscci* 
tibies de ]»osesión las cosas que se encuentran en el comercio 
1 articulo -'400. Código Civil t. y que, además, la prescripción 
únicamente se aplica a aquellas cosas cuyo dominio y j>ose- 
sión pueden ser objeto de una adquisición (artículo 3952, Có- 
digo Civil ) . Y no es dudoso, tampoco, que los caminos de uso 
y goce comüties en su calidad de bienes del dominio público 
de acuerdo con los preceptos concordantes de los artículos 
?m Y ^40. inciso 7." fiel Código citado, son inalienables e im- 
prescriptibles, se encuentran fuera del comercio y no pueden 
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IKir eso mismo ser objeto de posesión ni generar remedios 
posesorios en favor «Je los particulares. ' Las cosas impres- 
criptibles por razón de su «testíno, dice la nota al artículo &$z 
<let Código Civil, son aquellas que por sí mismas admiten la 
propiedad privada pero que por un destino accidental están 
retiradas de] comercio y afectas al uso público como los cami- 
nos, las calles, etc. Mientras estas cosas se conservan afec- 
tadas al servicio público permanecen imprescriptibles, más 
como su destino es por el hecho del hombre que lo ha creado 
puede también el hombre destruirlo". 

Que, como se infiere del contenido de la nota transcrip- 
ta y de la naturaleza de las cosas la cuestión de saber si un 
camino es o no un bien público del Estado Nacional o de los 
Estados particulares se encuentra subordinada a una determi- 
nación previa nacida .de un acto de carácter administraivo. 
cual es, la afectación del inmueble al usn y goce común. Es 
en virtud de esa afectación que nace la ineitajenabitidad e im- 
prcscriptibilidad, es por ella que queda fijada la actividad de 
la administración sobre el inmueble y determinadas las nuevas 
relaciones jurídicas con los particulares (véase Haurion, io.* 
«lición, páginas 618, 638, texto y nota, página 650; Rerthe- 
lemy. I0.° edición, páginas 437 y siguientes; Bielsa, "Derecho 
Administrativo", páginas 179 y siguientes). 

Que dentro de las peculiaridades de nuestro régimen jhj- 
fitic» ese acto administrativo tle afectación o consagración de 
un bien al goce común, en cuanto requiere para realizarse de 
los bienes individuales, debe moverse dentro de las condicio- 
nes y limitaciones establecidas por los artículos 17 de la Cons- 
titución y 2511 del Código Civil, esto es, respetando el prin- 
cipio de la inviolabilidad de la propiedad privada y en su caso 
calificando por ley la expropiación e indemnizándola previa- 
mente. Mientras no se demuestre legalmente que tales condi- 
ciones han sido observadas los particulares mantienen la ple- 
nitud de sus derechos y de las acciones correlativas. Si bas- 
tara la mera afirmación hecha jwr el poder administrador de 
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que determinado bien constituye una i^rtc del dominio publi- 
co para negar el ejercicio de las acciones encaminadas a de- 
fender (a posesión se Imbria llevado un rudo golpe al derectiu 
de propiedad, ya que. como es sabido, los remedios posesorios 
no tienen otra finalidad que la de asegurar y facilitar la pro* 
lección dt* aquél . 

<¿ut\ en la hipótesis, y |x>r tratarse de cosas susceptibles 
tanto de la propiedad privada como de la pública, correspon- 
día al Kstadn de Kntre Ríos la demostración que presupone 
su defensa, es edeir. la afectación del terreno que comprende 
el camino a fines de utilidad general con anterioridad al mo- 
mento en que (í'Connor filé des|ioseidn del mismo. V tal de- 
mostración dentro de lo anteriormente expuesto y de la ju- 
risprudencia de la Suprema Corte debe referirse a una de las 
dos siguientes actuaciones: ai adquisición mediante conven- 
ción o juicio de expropiación del terreno objeto del camino y 
su liabilit ación real para el objeto público que se tuvo en vis- 
ta: bl uso común desde tiempo inmemorial admitido y re- 
conocido |Kir el propietario o por sus antecesores en el do- 
minio Faltos, tomo gH. página ¿41 ; táfRO ojo., página tjy. to- 
mo 11K. página i, 

Oue en cuauto a lo primero, es decir, a la afectación o 
consagración administrativa del camino, lu prueba constante 
en autos es de todo punto adversa a la demandada pues, el 
Departamento de Obras Públicas de la provincia lia informa- 
do l fojas ¿0,1. del expediente agregado que; "en el archivo de 
esta sección 110 existe ningún antecedente cotí respecto al ca- 
mino euya clausura se denuncia en el campo de don David O' 
Connor, ubicado en el departamento de Concordia distrito 
i federal . K11 et plano de la mensura del campo lindero, opera- 
ción que fué practicada el año n>to t figura el camino A. 11. 
fiel croquis de fojas 12. pero no se indica, ningún otro que 
partiendo de aquél tenga la dirección del, que se denuncia 
clausurado". 

(Juc en cuanto a lo segundo, es decir, al uso púlrfico in- 
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memorial, la mayoría de las declaraeii mes agregadas al expe- 
diente administrativo si hien afirman de consuno la existencia 
de un camino en que el tráfico era libre la aparente importan- 
cía de esc dicho se retringe y limita por tos propios testigos 
cuando dicen que había colorada en aquel una tranquera y 
míe era menester pedir en cada caso la llave de la misma pa- 
ra transitarlo. Tales antecedentes llevan a concluir mte se 
trataba en realidad de permisos explicables por razones de 
buena vecindad y simple tolerancia míe no pueden generar de- 
recbo alguno en contra de quien lits concedía ni autorizar, en 
su mérito, la conclusión de la existencia de un uso público res- 
pecto de la ruta en cuestión. La circunstancia, l» dicho es- 
ta Corte, de míe un propietario |»ermita a los vecinos el |»aso 
por su terreno tío significa Ta transferencia ;it Kstadu de la 
jiosesión y dominio del camino (tomo 115. página A 
mayor abundamiento, caite observar, que t*1 hecho «le haberse 
comproltado en la segunda vista ocular practicada por el ins- 
pector Sanglos que eí terreno presentalla huellas de ta exis- 
tencia del camino en la parte de su recorrido que va desde la 
estancia Las Tunas basta la estación del ferrocarril, nada 
prueba ni supine, desde t|Ue es un hecho establecido en autos 
la frecuencia con que el propietario autorizaba el tránsito por 
su cani|to. Todo lo cual si algo denota es la existencia de un 
camino particular de ius expresamente reservados al dominio 
privado según lo determina el articulo 2348 del Código Civil. 

(Jiw aún en el caso de mte las autoridades de la provin- 
cia ik a Km re Ríos hayan usado de facultades que tes sean 
conferidas por et Código Kura!, como se lo sostiene, ellas no 
pueden aplicarse con dewoni K'imieuto de Eas garantías consa- 
gradas por la Constitución y leyes comunes respecto de la pro* 
piedad privada (Fallos, tomo 95. página 102: tomo 114, pá- 
gina 413 y tomo 118. página '330. 

Que la afirmación de que la provincia no ha pretendido 
producir un acto de despojo de la posesión privada sitió sim- 
plemente restituir el camino al uso común que por su natu- 
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raleza le corresponde, .se encuentra desvirtuada y carece de 
valor legal, faltando como falta, la prueba de la afectación tle 
aquel o del uso común inmemorial como base de! dominio pú- 
blico provincial. 

<Jue desconocido por el actor el carácter de camino pú- 
blico que la provincia demandada te atribuye cohonestando su 
defensa y no demostrada por esta última tal afirmación, el 
interdicto es procedente conforme a to anteriormente expues- 
to y a la doctrina de los autores, pues el mismo Berthelemy 
cuya opinión se invoca, después de afirmar que las acciones 
posesorias no son aplicables al dominio público, agrega "natu- 
ralmente esto supone que el carácter de dominialklad pública 
no es discutido" (obra citada, página 436). 

l*or lo expuesto y de acuerdo con lo prevenido \nv el ar- 
tículo 240/) del Código Civil se resuelve liacex lugar al inter- 
dicto entablado \mr don 1>avíd (VCoimor contra la provincia 
de Bntre Kíos debiendo ésta mandar reponer las cosas al es- 
tado en que se hallaban en la fecha del despojo, lijándose a 
esc efecto el término de treinta días, con costas. Notifique se 
y repuesto el papel archívese, devolviéndose el expediente 
adnrínist rati vn acompañado . 

A. BmiEjo — J. Kii;ri:»oA Al- 
Solar. — Ramos Méndez. 
— Roberto Repetto, 



aclaración 

Bhmoc Aires, Scttitabrt I» ém U&4 

Autos y Vistos, Considerando: 

ijuv los hechos atribuidos por la parte actora al Gobierna 
de la provincia de lintre Ríos, eonio fundamento del ínter- 
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dicto de despojo son los mismos que invoca para justificar la 
deducción simultánea del interdicto de retener Ni posesión. 

Que la admisión del interdicto de despojo comporta co- 
lín > consecuencia la declaración judicial de qtte tales hechor 
halnan «ido realmente practicados por la provincia en detri- 
mento fie la posesión del demandado y en una medida mayor 
que la requerida para la procedencia del interdicto de re- 
tener . 

<^ue siendr» así, y aún en la hipótesis de que por no con- 
currir en el caso todas las condiciones legales necesarias para 
el ejercicio del interdicto de retener éste hubiera debido ser 
desestimado, las costas serian siempre a cargo de la parte que 
por medio de aquellos hechos ha desconocido las garantías que 
la Constitución y las leyes de l.i Nación aseguran a la propie- 
dad privada, determinando la intervención de los Tribunales 
para protegerla y originando así los consiguientes gastos ju- 
diciales, 

Qav ]tor lo demás, la protección del derecho impartida 
por la administración de justicia no puede ni debe quedar su- 
peditada al nombre que las partes asignen a las acciones en- 
caminadas a hacerlo efectivo; tal protección, en efecto, debe 
ser disjK-nsada con arreglo a los hechos y circunstancias pro- 
badas que determinan el litigio y al fin por éste perseguido, 
desde que, no existe en las leyes de nuestro procedimiento 
fórmulas rigurosas para el ejercicio de las acciones. 

Por ello se declara que no es procedente la ampliación 
del pronunciamiento solicitado ni la declaración acerca de las 
costas. 

A, Bermejo — j. Ficuekoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Don Manuel Kamires Sanguínea ¡ contra, ti Gobierno de ht 
Marión, sobre jubilación. 

Sumarió: i." Procede el recurso ordinario de apelación con- 
tra una sentencia definitiva (|ue declara improcedente una 
demanda contra la Nación, sobre jubilación, por enten- 
derle que cita debia ser dirigida contra la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles, y no contra la Xa- 
ción . 

2:' Él Gobierno Nacional tiene personería para ser de- 
mandado por un empleado nacional para que se te reco- 
nozca et derecho a ser jubilado que le fué desconocido en 
la via administrativa. (Existía la venia del Congreso». 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 



StíXTi:\C[A MCI, SKÑOR JUEZ FEÜKKAI. 

Bueno* Atm. Nvvitmtre *4*l*R 

Y Vistos: 

Kstus ¡míos seguidos |Hir don Manuel Ramírez Sangui- 
netti contra el Gobierno de la N* ación sobre jubilación, de cu- 
yo c>iudio resulta: 

One a ís. -'. don Federico de la Villa en representación 
del actor, deduce la presente acción a fin de que se declare: 
(>ne su mandante tiene derecho a la jubilación ordinaria que 
la Caja Nacioual y el Poder Ejecutivo le han negado, que se 
le delie el im|>orte de la misma desde que dejó de prestar servi- 
cios el i." de enero de 1912 hasta el l.* de abril de 1919 en que 
se !r rcincor|»ró; que debe reintegrársele el importe de los 
descuentos que la Caja ha practicado desde el 1* de abril de 
[919 hasta uue se retire de la administración pública, y por úl- 
timo, que déla* abonársete la diferencia entre el monto men- 
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sual de su jubilación y eí sueldo mensual percibido desde su 
reincorporación al j." de abril de 1919. 

Manifiesta que su mandante fué empleado telegrafista 
en los FF. CC. del Estado y Dirección General de Correos y 
Telégrafos desde 1878 hasta 1912, habiendo reingresado a es- 
ta última repartición el 1." de abril de 1919. 

(¿11c teniendo jara jubilarse mayor tiempo que el exigido 
por la ley. se presentó a la Caja de Jubilaciones, el i.« de sep- 
tiembre de 1912, desestimando esta su solicitud el 7 de sep- 
tiembre de 1914 y el Poder Ejecutivo el 31 de marzo de 191;. 
fundándose en el art, 37 de la ley 4349 y en las constancias de 
tjue había sido exonerado cuatro veces del empleo. 

Que en el expediente administrativo han quedado desvir- 
tuados los fundamentos de la denegatoria, con la reincorpo- 
ración inmediata de Sanguinetti a raiz de las diversas separa- 
ciones del empleo y respecto a la última exoneración de 24 
de febrero de 1912, transcribe el auto de sobreseimiento de- 
finitivo dictado por el Juez Federal doctor Jantus y el decre- 
to del Poder Ejecutivo Oe 27 de agosto de 1915 que dejaba 
sin efecto la exoneración y se le acedaba la renuncia. Aten- 
to esto último su mandante solicitó reconsideración de lo re- 
suelto por la Caja en mar*o 7 de 1914, siéndole desestimada 
por resolución de 23 de agosto de 19 tó, confirmad* por el 
Poder Ejecutivo en decreto de 20 de septiembre de 1916, 

Que la segunda denegatoria se fundó en que su mandan- 
te ha incurrido en faltas graves que motivaron su exoneración, 
en que el fallo absolutorio de la justicia no implica una exi- 
mente de la responsabilidad administrativa que le corresjxmdc 
y en que los servicios acreditados no alcanzan al mínimo ne- 
cesario para obtener jubilación, siendo este último el exclusi- 
vo fundamento del decreto del Poder Ejecutivo que aprobó 
aquella resolución. 

Que ante la doble denegación, fundada erróneamente en 
las constancias fiel ex|»diente administrativo, gestionó y ob- 
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tuvo m reincorporación a la Dirección General de Correos 
v Telégrafos, donde presta sus servicio* a ¡>esar de sus anos 
y dolencias, 

Que esta última reincorporación /demuestra la falta de 
razón de la junta administrativa, cuando lo resuelto por ella 
en casos análogos y por el Poder Ejecutivo, persiste en apli- 
car el art. 37 de la 'ey 4349 y en sostener que la jubilación es 
un lieneficio y no un derecho que adquiere el empleado. 

Que estando probado en el expediente administrativo que 
Ramírez Sanguinetti trabajó como telegrafista por más de ¿5 
años en reparticiones nacionales, que se dejó sin efecto Iz exo- 
neración y se le aceptó la renuncia y no perdiéndose el derecho 
por la separación del puesto, cuando ha sido reinconx»rado, 
la procedencia de la acción es evidente. 

Funda su derecho en ta ley 11.018, arts. i.\ 2.% inciso 1* 
'« y 31 de la ley 4549: leyes 5543 y 6007 y sus concordantes 
pidiendo se le condene en tas costas en caso fie oposición. 

Corrido traslado de la demanda, lo evacúa a fs. 13 el se- 
ñor Procurador Fiscal, doctor B, García Torres, solicitando el 
rechazo de la acción, con costas. 

Manifiesta que en el expediente administrativo que acom- 
paña se evidencia la sin razón de la demanda, pues en él se 
encuentran los fundamentos de las resoluciones denegatorias 
de la Caja Nacional de Jubilaciones y el Poder Ejecutivo, 
consistentes en el hecho de que Kamirez Sanguinetti no jus- 
tificó haber servido a la Nación el tiempo necesario por ley 
para obtener su retiro ordinario; y en la circunstancia de ha- 
lier perdido Su derecho por las varias exoneraciones de que se 
hizo pasible por causas graves . 

Da pt>r reproducidas la» consideraciones expuestas en las 
constancias de fs. 6ij 68, 80, 81, 92. 95, 98, iai, 102, 108 vta., 
109 y 126 det expediente administrativo acompañado e invoca 
el arL 37 de la ley 4349. 
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Abierto el juicio a prueba se produjo la qué certifica el 
actuario a fs. 68 vta„ sobre cuyo mérito alegaron ambas partes 
litigantes, con lu que estos autos quedaron en estado de dictar 
sentencia. 

Y Considerando, que; 

Que de los términos de la demanda y contestación, bay 
qtie resolver si Sanguínea i. por el hecho de haber sido separa- 
do en varias ocasiones del servicie» público puede pretender la 
jubilación solicitada y sí ha prestado, para ello, el número de 
años prescripto por la ley respectiva. 

Que el señor Procurador de la Nación a fs. 93 del expe- 
diente administrativo, dictaminó en este asunto, diciendo que 
si el Poder Ejecutivo dejaba sin efecto la resolución que sus- 
pendía a un empleado, debía considerarse como si no se hu- 
biese producido la suspensión y el empicado queda integrado 
en el ejercicio de sus derechos y en cuya virtud correspondía 
se acordara la jubilación quedando sin efecto la resolución 
de marzo 31 de 1914. 

Que ello no obstante, la Caja Nacional de jubilaciones y 
Pensiones de la Nación no hizo lugar a la jubilación solici- 
tada por quedar subsistentes dos separaciones anteriores y ple- 
namente probada el mal desempeño de las funciones, no ha* 
iendo tampoco acreditado en forma ta prestación de servi- 
eii la pro]H>rcÍón que establecen las disposiciones vigentes. 

Que respecto a las separaciones sufridas por SanguíneUi 
en el desempeño de su puesto, cabe observar que fué incor- 
porado a la Dirección General de Correos y Telégrafos, se- 
gún se desprende de la planilla de fs. 42 y 59, el 28 de marzo 
de hjkj, y que de acuerdo con los fallos recientes el alcance 
del art. 37 de la ley 4349 al disponer que no tendrá jubilación 
el empleado que hubiese sido separado del servicio por mal 
desempeño de los deberos de su cargo. debe ser interpretado 
restrictivamente . 
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Qm la Caja de Pensiones y Jubilaciones en setiembre 
jft de HJ14, declaró que no obstante haber sido el interesado 
exonerado de su empleo en inayo lyoi, su remcor[>oración a 
la administración hace inapeable el precepto del art. 37 de la 
ley X." 4349, como se ha resuelto en casos análogos. * 

íjuc la Excma. Cámara Federal, en el fallo de julio 15 
de n>if>. ha expresado que el concepto de la ley al hablar de 
separación del servicio por mal desempeño de su cargo, tiene 
necesariamente que ser un concepto definitivo que se refiera 
a reparaciones también definitivas determinadas por causas 
ijue administrativamente hayan creado inhabilidad insalvable 
para la reincorporación. Y la Suprema Corte declaró que sí 
bien el actor fué sus pendido o separado de su empleo en va- 
rias ocasiones, sus sucesivas reincorporaciones demuestran que 
nn se le consideró en el hecho impedido para volver a la ad- 
ministración y que en el desempeño de su empleo puede com- 
pletar el número de años de servicios requeridos pan obtener 
su jubilación. 

gíie en presencia de estos antecedentes, hay que recono- 
cer que la circunstancia de hallarse actualmente Sanguinctti 
desuní] leñando sus funciones en el Correo, según consta a fo- 
jas 4J. lo habilita para obtener la jubilación que solicita, siem- 
pre que acredite el número de anos exigidos [>or la ley. 

y ue a este respecto, la Caja Nacional le ha desconocido 
su derecho por no haber acreditado más de 22 años, cinco 
meses y tres días, desde enea» de 1888 hasta diciembre 20 de 
Mili, según consta de la liquidación de fs. 96 del expediente 
agregado, la que ha sido observada por el actor por no to- 
mársele en cuenta los servicios anteriores al año 1888. en ta 
linca que entonces pertenecía al Ferrocarril Central Norte,. 

Q ue el Archivo General de la Administración informa a 
fs. 97. que Sanguinetti figura como telegrafista en el mes de 
septiembre de 1886 y el administrador de los FF, CC. del 
Estado a fs. 47 manifiesta que el archivo que pertenecía al 
F. C. Central Xorte. fue entregado al Central Córdoba, 
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Que el gerente del J . C. Central Norte certifica a fs. 48 
ios servicios prestados por Sanguinetti de 1885 a 1888. lo que 
ratifica el jefe de tráfico >• movimiento, señor Romano. 

Que los testigos Felipe O. Leal a fs. 35 y Eíequiel Le- 
grano a fs. 37 declaran que Sanguinetti fué telegrafista en la 
oficina de Tucumán del F. C. C, Córdoba a Tucumán y et 
ingeniero Manuel A. Bahia a fs. 47 declara que vió al actor 
desempeñando el puesto de telegrafista Kasta febrero de 1886 . 

Que de lo expuesto resulta comprobado que Sanguinetti 
desempeñó las funciones de telegrafista de 1885 a 1888, según 
se desprende de los certificados y declaraciones recordadas, 
cuya concordancia armoniza en forma tal que obliga al reco- 
nactmiento de los mismos y en cuya virtud deberán ser te- 
nidos en cuenta por la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones al efectuar la liquidación a que se refiere la planilla de 
fs, 96 como también los servicios prestados desde el año 1919, 
según se desprende del certificado de fs. 40 vta. 

Por estos fundamentos, fatlo: declarando que don Manuel 
Ramírez Sanguinetti tiene derecho a la jubilación que le acuer- 
da la ley N." 434*;, debiendo reconocérsele los servicios pres- 
tados durante los años 1885, i88í¿ y 1887, como también los que 
le correspondan desde su reincorporación en el año 1919. con 
las costas en el orden causado. 

Mamu t n, de .-lucho re tta. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEdERAI. 

Btiíflo* Aires. Novit »bfe 16 d* 

Vistos y Considerando: 

Que se demanda al gobierno, de la Nación para que acuer- 
de la jubilación ordinaria que la junta administradora de la 
'"-ja Nacional de Jubilaciones y Pensiones, y el Poder Ejecu- 
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tivo le l»n negado al ador, y para <¡ue se declara que la Na- 
ción le debe el importe de la misma desde el t> de enera de 
HjíJ hasta el -. (1c abril de 1919, como asimismo el reintegro 
de los desatentos practicados desde esta última fecha insta 
que se retire de la Administración, y por último, que debe abo- 
na ríele la diferencia entre el monto mensual de su jubilación 
y el sueldo percibido desde su reincorporación et 1." de abríí 
de 1919. 

Que este Tribunal en 6 de agosto del comenté año (causa 
del Cuelo v. Gobierno de la Nación) y anteriormente en el ca- 
so de páUestéros contra la Caja Nacional de Jubilaciones Ci- 
viles, fallada en 22 de diciembre de 1922, estableció (pie la 
Caja es una institución autarquiea, que puede estar en juicio 
sin necesidad de intervención del 1*. li. ; que el Fisco no tie- 
ne interés en el manejo de la Caja: que los fondos y rentas 
no ingresan al Fisco sino a la Caja, la que percibe las asigna- 
ciones que forjan el fondo de la misma fart, 4. ') j que el Fis- 
co no tiene intervención en la recaudación y manejo de los íon- 
áoj >' remas de la Caja, y que ello es tan cierto que le está 
vedado al Fisco disponer fie parte alguna de ellos ( arruínenlo 
del an. 10."), y que es la Caja y no el Poder Ejecutivo la que 
invierte los fondos y rentas en títulos de la deuda naciunal u 
otros tjtie tengan 1:1 fííirauÑa solidaria de la Nación, adqui- 
riendo dichos fondos o enajenándolos, 

Qiic siendo ello asi, y reclamándose en vi caso la concesión 
de «na jubilación que de pro-eder debiera pagarse por h 
junta de la Caja f art. <>."> y coa sus fondos propios I art. ¡0,' 
es a ella y no a! [ v oder Ejecutivo a quien lia debido demand.-.T- 
*e para hacer efectivas las disposiciones de la ley referente que 
se suporten violadas por aquélla. 

Que a esta conclusión no obsta el hecho de que la con- 
cesión n el rechazo de la pensión según el art. J9 deberá ser 
elevada al l\ K. para su aprobación o desaprobación, ni lam- 
peo el de que en el caso que la junta no baya acordado una 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



jubilación o pensión el P. K. f oido el Procurador de la Nación, 
"resolverá e' caso en acuerdo ile Ministros'* {art. 57), porque 
estas facultades del P. E. son meras facultades de contralor 
o superintendencia de cuyas ulicrioridades responde ésta y 110 
el l\ É., de tal modo que en caso de acordarse una jubilación 
* o pensión, debe su servicio ser satisfecho con los fondos de la 
Ce; ja y no con los del Fisco. 

Por estas consideraciones se revoca la sentencia apelada 
de fs. 84, declarándose improcedente la demanda entablada por 
don Manuel Ramírez Saniminetti contra el Poder Ejecutivo 
por jubilación. — Marcelino Escalada. — '/'. Arias. — B. A. 
X tizar Anchare na. — J. P. Luna. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Btrtioft Aire». Febrero U «1c IFJI 

Suprema Corte: 

Pnr los fundamento;; de la sentencia de fs. 101 y conside- 
raciones formuladas por el suscripto a fs. 95 y */» que doy 
]>nr reproducidas asi como las que contienen tas vistas fisca- 
les de fs. 13 y Si, pido a V. E. se confirme la sentencia re- 
currida, dictada por la Cáni;tra Federal de Apelación do la Ca- 
pital, la que absuelve al Gobierno Nacional de la presente de- 
manda que le inició don Manuel Ramírez Sanguinetti, sobre 
jubilación. Con costas. 

Horacio R. Larreta. 

kau.u de la corte suprema 

Buhos Airei, Septiembre lü de 1W4. 
Vistos y Considerando: 

Que desestimada por la junta de administración de la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, y más tarde 
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por el odor Ejecutiva, la solicitud de jubilación del empleado 
rio» .Manuel RrWz Sauguinciii. éste promovió demanda 
contra el Gobferno Nacional a fin de que le fuese re®n«, 
el dtittdto que ic habí, sido denegad., en la via administrati- 
va habilitada ál efecto por venia especial del Congreso fíey 
numero i i.or8> . 

Que la sentencia de i* instancia hizo lugar a la demanda. 
* Aclarándose en ella que el recurrente se hallaba comprendi- 
do en los beneficios acordados por :a lev número 4H y; ñero 
apelado dicho pronunciamiento |>or el representante del go- 
bierno, la Cámara Federal de Apelación lo revocó fundada en 
que la Caja Nacional de Jubilaciones v Pensiones Civiles cs 
una institución amárqttica que puede estar en juicio sin né- 
intervención del Poder Ejecutivo y míe reclaman- 
do*' en el «so h concesión de „„a jubilación r,ue de proceder 
debiera ser pagada por la junta de ] a Caja v con sus fondo, 
propios, es a ella y no al Poder Ejecutivo a quien ha dehielo 
demandarse para hacer efectivas las disposiciones de la lev- 
re fenda que se supone violada por ésta. 

Que el recurso ordinario de apelación para ante esta Corte 
es procedente en el caso por revestir la sentencia apelada ca- 
rácter definitivo en cuanto absuelve a la Nación de la presen- 
te demanda. 

Que respecto al fondo del asunto procede observar, des- 
q*e luego, que si bien es a la juma de administración de la 
Caja a la que incumbe resolver en primer término sobre las 
solicitudes de jubilación o de pensión, en cambio el pronun- 
ciamiento del último resorte dentro de la jurisdicción admi- 
nistrativa corresponde dictarlo al Poder Ejecutivo de la Na- 
ción en acuerdo de ministros, de conformidad con lo estatuido 
en los artículos 29 y 57 de la ley citada, número 4349, proce- 
dimiento que se ha observado en la especie suh /»Y. 

Que las disposiciones de la ley orgánica de la Caja pre- 
cedentemente citadas, no se limitan a conferir al Poder Kjc- 
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cutivo meras facultades de contralor o de superintendencia co- 
mo se expresa en el fallo recurrido, sino ]>or el contrario im- 
portan reconocerle autoridad jurisdiccional definitiva regla- 
mentando asi la atribución uüe le ha conferido el inciso 7." del 
artículo 86 de la Constitución de conceder jubilaciones, retiros, 
licencias y goce de montepíos con forme a hs leyes di- la Nación. 

Que estos antecedentes bastan ¡jor si solos para dejar es- 
tablecida la iwrsonería del Gobierno Nacional para ser deman- 
dado en juicio de la naturaleza del presente, cualesquiera que 
sean la extensión de la autonomía de la Caja y las facultades 
de la junta para la administración de sus fondos propios, des- 
de que en lo relativo a las solicitudes de jubilación y pensión es 
el Poder Ejecutivo i|iiten admite o desconoce definitivamente 
el derecho pretendido (argumento de los artículos 1." y 2." de 
la ley 3952 ) f y habría evidente incongruencia en encargar a la 
junta administradora de la misión de sostener los litigios mo- 
tivados por resoluciones dictadas por el Gobierno de la Na- 
ción (Fallos, tomo 139. página 315). 

Que por lo demás, esta interpretación es la que surge del 
hecho de haber el Congreso autorizado al recurrente para de- 
mandar al Gobierno Nacional, por razón de su jubilación. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada y devuélvanse 
los autos al Tribunal de su procedencia para que se pronuncie 
sobre el hecho rechinado. Notifiques? y reténgase el papel. 



A. Bermejo — J. Figukroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Criminal contra Francisco Colindo, por homicidio; sobre com- 
petcncia. 

Sumario: Si el lugar en que se cometió el deliro fuere desco- 
nocido, el conocimiento de la causa corresponde al juez 
(M lugar en que se ha procedido al arresto det culpable. 
(Articulo ¿5 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal; en et caso era grande la dificultad para establecer si 
el lugar en que se produjo el hecho delictuoso presentaba 
los caracteres geográficos de una isla o de una península, 
a los efectos de declarar la competencia de la justicia fe- 
deral o de la ordinaria). 

Caso ; Lo explican las siguientes piezas : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GE MERA L 

ButM» Airee, Septkabr* l de )B?< 

Suprema Corte: 

Entre el Juez Federal de Concepción det L'rguay y el del 
Crimen de la justicia loca! de la misma ciudad se ha trabado 
cuestión de competencia para conocer en la causa criminal in- 
coada contra Francisco Collado y José Manuel Tzaguírrc por 
homicidio en la persona de Juan Piris. 

El hecho imputado aparece cometido en el lugar denomi- 
nado "Los Un relés", acerca de cuya calificación y naturaleza 
no están de acuerdo los magistrados en contienda, pues mien- 
tras el Juez Federal sostiene que se trata de una isla situada 
dentro de] cauce del río Uruguay, el Juez det Crimen afirma 
que "Los Laureles'' forjan una península unida a la tierra 
firme de la costa. 
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Según fuera una u otra la solución correspondería cono- 
cer en ta causa al Juez Federal en virtud de lo dispuesto por 
el art. y inc. 2." de la ley 48 o al Juez local por tratarse de 
crímenes cometidos dentro de territorios, sometidos a la ju- 
risdicción de la provincia de Entre Ríos. 

Pero no resulta de autos claramente establecida aquella 
calificación a \m fines de establecer la jurisdicción competente. 

tos planos, croquis e informes agregados a los expedien- 
tes elevados a conocimiento de V. E. no establecen, en mi 
opinión, con precisión si "Los Laureles" están dentro del curso 
del río Uruguay o si forman parte de la costa de dicho río. 

Y ante csaAluda el presente caso debe resolverse aplican- 
do las disposiciones contenidas en los arts. 35 y 36 del Código 
de Procedimientos de lo Criminal que declaran competente pa- 
ra conocer en el proceso al Juez del lugar en que se hubiese 
procedido al arresto del acusado y al que hubiese prevenido en 
la causa. 

Ambas circunstancias se hallan reunidas en el Juez del 
Crimen. 

Dicho magistrado decretó el arresto de los dos procesados 
a raiz de tener conocimiento del homicidio perpetrado y abrió 
el su. parió al día siguiente del suceso, 21 de enero ríe 1024. 

Con fecha 26 de febrero del mismo año (fs. 67). el Su- 
perior Tribunal de Justicia de Knlre Ríos — Sala en lo Cri- 
minal — confirmó el sobreseimiento definitivo dictado a favor 
de los acusados por el Juez del Crimen . 

Recién con fecha 5 de marzo el Juez Federal se avocó el 
conocimiento de la causa eii virtud de la querella presentalla 
en esa fecha por el padre de la víctima (causa N.° 13 046) y 
por la denuncia formulada por un particular (causa 13.052) . 

Atento lo expuesto soy de opinión que corresponde diri- 
mir la presente contienda de comijctencia en favor del Juez del 
Crimen de Concepción del Uruguay. 

Horacio R. Larrcta. 
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FALLO pg LA CORTE SUPREMA 

Btunw Aim, StpNembte 12 di IBH 

Autos y V tstos : 

Por loa fundamentos ele la Última parte tic la precedente 
vista del señor Procurador General, teniendo eu cuenta que el 
caso encuadra dentro de lo dispuesto por el artículo 35 deí Có- 
digo de Procedimientos Criminales ya que es grande la difi- 
cultad para establecer en el caso si el lugar #.n que se produjo 
el hecho delictuoso presenta los caracteres geográficos de una 
isla o de una península ; se declara que la causa es de la eont 
petencia del Juez del Crimen de la justicia local de Concepción 
del t'ruguay. Devuélvanse los autos a los jueces respectivos 
con transcripción de !a presente resolución, 

A. Bkhmkjo — J. Ficl-kko.\ At.- 
corta. — Ramón Méndiíz. 
— Roberto Repetto. 



Suez l'ederal de Córdoba. Doctor Julio 11 licliegaray. solicita- 
da medidas de superintendencia por falta de Tribunal com- 
Mente para entender en sus reclamaciones por ofensas 
a un magistrado inferidas por otro en sns votos de Ca- 
marista, 

Sumario: r.° Las resoluciones tomadas por las Cámaras Fede- 
rales de Apelación con relación a su respectiva superin- 
tendencia, no son susceptibles del recurso de apelación. 

2.* La facultad de superintendencia correspondiente a la 
Corte Suprema por las leyes 4055 y 7099, no autorizan a 
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rever las resoluciones de los tribunales inferiores o los 
votos emitidos por sus miembros y que forman parte in- 
tegrante de esas resoluciones, si no han sido traídas a su 
conocimiento y decisión por algún recurso legal y con 
personería para interponerlo. 

Caso: Lo explican tas piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bunot Airee. AgattO 27 d* 1K4 

Suprema Corte : 

El juez de Sección de Córdoba se dirige a V". E> solici- 
tando la aplicación de medidas disciplinarias contra el Vocal 
de la Cámara Federal de Apelación de aquella ciudad Dr. Eleo- 
tloro k. Fierro a quien atribuye conceptos injuriosos emitido» 
contra & al fundar su voto en las sentencias dictadas por eli- 
dió Tribunal. 

Hace presente que la Cámara Federal se ha declarado in- 
competente para dictar un pronunciamiento que ha requeri- 
do de ella en el mismo sentido. 

Pero V. E, ha declarado, adoptando como resolución, un 
dictamen de esta Procuración General expedido el II de ju- 
nio del corriente año con motivo de estas mismas incidencias, 
que no corresponde a esta Corte Suprema sino á la Cámara 
Federal de Córdoba, conocer en el |>cdido que formula el señor 
Juez Federal. 

Salvo que V. F.. juzgara que lia llegado el caso previsto 
en la resolución citada de este Tribunal, de ejercitar la facultad 
que le acuerda el art, n, ínc. 4." de la ley 4035 enviando los 
antecedentes de este conflicto a la H. Cámara de Diputados 
de la Nación soy de opinión que corresponde devolver estas 
actuaciones al señor Juez Federal de Córdoba a sus efectos. 

Horacio R. Larreta* 
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Bueno* Aire», Süpliinbrt 17 de ■" A 



Vista h presentación de hecho del señor Juez Federa! de 
Córdoba quejándose de la resolución de la Cámara de Ab- 
lación de aquella circunscripción denegatoria del recurso inter- 
puesto en una reclamación de superintendencia, con lo dicta- 
minado por el señor Procurador General, y 

Considerando: 

Que como se ha hecho constar por esta Corte las resolu- 
ciones tomadas por las Cámaras Federales de Apelación con 
relación a su respectiva superintendencia no son susceptibles 
del recurso de apelación (Fallos, tomo 120, página 85). 

Que la facultad de superintendencia correspondiente a 
esra Corte por las leyes 40-5 y 700/* no autorizan a rever la* 
resoluciones de los tribunales inferiores o los votos emitidos 
por sus miembros y que forman parte integrante de esas re- 
soluciones si no han sido traídas a su conocimiento y decisión 
por algún recurso legal y con personería para interponerlo 
1 Argumento del fallo del tomo 29, página 427). 

Que en el pasd que se cita del tomo 122, página J<) de los 
palios de esta Corle, no se trataba de apreciar los votos cons- 
tituí ivos de una sentencia sino de la simple organización de «n 
tribunal con arreglo a sus prescripciones reglamentarias. 

Por ello se declara bien denegado el recurso y archívese. 
Hágale saber por secretaria al señor Juez Federal ele Córdo- 
tu con transcripción de esta resolución y dictamen del señor 
Procurador General. 



A. ÜERMEJO — J. FlOUEROA Al.- 

corta. — Ramón- Méndez. 
— Rouerto Kepetto. 
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ÍJomintjo Caf fiero, criminal contra, por abuso tic armas y le- 
siones a Francisco Real. Contienda de competencia. 

Sumaría; Habiendo duda respecto a la jurisdicción en que se 
cometió q) delito, el conocimiento de la cansa corresponde 
al juez que hubiera prevenido en la misx.a. ( Artículo x'" 
del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bttcn«i Aire», Atrofio 5* 4c 16-24 

Suprema Corte : 

Se lia trabado cuestión de competencia entre el Juez del 
Crimen de San Nicolás (Provincia de Buenos Aires) y el de 
Instrucción cíe la ciudad del Rosario de Santa Fe para conocer 
en la causa que por abuso de armas y lesiones se inicia contra 
Domingo Caf fiero. 

Hl hecho criminal aparece cometido en la Isla del Burro 
situada en el Rio Paraná frente a San Nicolás y a la altura 
de la desembocadura del Arrovo del Medid, limite jurisdiccio- 
nal entre ambas provincias. 

Pero no resulta claramente establecido et lugar donde se 
cometió el delito existiendo por ello dudas respecto a la juris- 
dicción competente para su juzgamiento. 

Prima fasctc f diclio lugar estaría comprendido dentro de 
la jurisdicción de la provincia de Buenos Aires según el infor- 
me de ís. 14, lo que determinar i a la competencia del Juez de di- 
cha provincia para conocer en la causa de acuerdo con la regla 
rdoptada por el art. 102 de la Constitución Nacional. 
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Pero ante la duda respecto a la jurisdicción, la presente 
contienda debe resolverse por aplicación de lo dispuesto en el 
articulo 36 del Código de Procedimiento* en lo Criminal que 
atribuye conqietencia al juez que ha prevenido en la causa. 

Resulta de estas actuaciones que el Juf* de San Nicolás lia 
intervenido inmediatamente de producido el hecho a requisi- 
ción de la víctima don Francisco Rea! dictando las correspon- 
dientes medidas preventivas. 

La intervención del Juez del Rosario resulta posterior 
fcífc 7 y 11 >. 

■ 

Por !p expuesto soy de opinión que corresponde dirimir la 
presente contienda en favor de la coni|>eteiicia del Juez de San 
Nicolás. 

Horacio R. Larnta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bntnot Atft#. SfpIJeaitrt 19 de IM« 

Autos y Víseos: 

Por las consideraciones y fundamentos del precedente dic- 
tamen del señor Procurador líenerat. y resultando en efecto 
de las actuaciones del ex|icdic!ite que se examina que el caso 
encuadra dentro de lo dispuesto por el artículo 36 del Código 
de IWediniientns en lo Criminal que atribuye competencia al 
juez que lia prevenido en la cansa cuando haya duda como en 
el stib lite, respecto a la jurisdicción en que se hubiera cometi- 
do el delito, se declara que es competente para entender en la 
presente causa al Juez del Crimen de San Nicolás, a guien se 
remitirán los autos, avisándose al Juez de Instrucción del Ro- 
sario en la forma de estilo. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Don Eiujcuio Ronco ai autos con Don Antonio Maura, so- 
bre desalojo. Recurso de hecho. 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, en un caso en que el demandante, que pudo aco- 
tarse al fuero federa!, prorrogó la jurisdicción de los tri- 
bunales locales, iniciando el juicio ante éstos ; fuero que no 
correspondía al recurrente. 

Cjso: Lo explica el siguiente: 
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Bmt: <M Atr««, Stptkmbft *2 d* JV24 

Vistos y Considerando: 

Que según resulta de la propia exposición del recurrente, 
ta invocación de] fuero federal se lia fundado como lo expre- 
sa "cu el hecho de ser actor y demandado, vecinos de distintas 
provincias, etc/*. "Un efecto, según resulta de los mismos au- 
tos (escritura de poder otorgada por el señor Maura a favor 
del señor Antoneti y contrato de locación de fojas 5), el actor 
es vecino de la Capital Federal, Avenida Atvear 2608 y el sus- 
cripto se domicilia en el Partido de Escobar de la Provincia de 
Buenos Aires". 

Que iniciado el juicio ante los tribunales de esa provincia 
aparece claramente que el actor que pudo acogerse al fuero fe- 
deral ha prorrogado esa jurisdicción con arreglo al artículo 12, 
inciso 4." de la ley número 48. fuero que no correspondía al 
demandado ante los jueces de su propio domicilio. (Fallos, to- 
mo 98, página 253 y otros). 



'ur ello no se hace lugar a ¡ recurso deducido. Notiííquc- 
y archívese. 

A. Bermejo. — J. Ficüeroa Al- 
corta. — Rawók Méndez. 
— Ruíiektu Kepetto. 



Ferrocarrit del Sitd en autos con ¡hiña Fortunata f. de Ra* 
mires, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Stwwrio: Ko procede el recurso del artículo '14, ley 48, en una 
causa i*ir cobro de una su na de dinero empleada por un 
ferrocarril en ta reparación de un paso a nivel particular, 
cumpliendo órdenes de la Dirección General de Ferroca- 
rriles, fundado en el articulo 57, inciso 1» de !a ley 3873. 
(Dicho precepto no guarda relación alguna con la acción 
por cobro de pesos) . 

(Wo: U ix plica el siguiente: 
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Büenot Aire», Scptitmbre 2* de IB2J 
Autos y Vistos: Considerando: 

íjhie de la propia exposición del recurrente resulta que la 
demanda dirigida a cobrar la suma de trescientos cincuenta y 
cuatro pesos con cincuenta centavos empleados por el Ferro- 
carril del Sud en la reparación* de un paso a nivel particular 
cumpliendo órdenes de la Dirección General de Ferrocarriles, 
>v ha fundado en el artículo 57, inciso 1." de la ley número 
2873 >* «1 el articulo 17 de la Constitución. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



83T 



Que el articulo 57 citado dice así: "Queda prohibido a 
menor distancia de cinco metros de la vía dar a lo* nuevos 
cierros que se construyan salida sobre la vía. con excepción de 
aquellos fundos que el ferrocarril dividiere en Ins cuales 
podrá darse esa salida con permiso de la autoridad adminis- 
trativa*'. Ia simple lectura del precepto transcribo muestra 
que ninguna relación guarda su contenido con la acción por 
cobro de pisos que se intenta hacer valer. Su invocación, con- 
trariamente a lo dispuesto en e! articulo 15 de la ley 48. es asi 
¿ñeramente incidental o indeterminada y sólo se refiere a un 
hecho, como es !a salida sobre la vía. repícelo del cual la ley 
de ferrocarriles ni en la cláusula transcripta ni en otra alguna 
ha deducido la consecuencia que se pretende sobre qim ; n debe 
pagar el costo de las reparaciones, cuestión esta última re- 
gida por el derecho común. 

Que en cuanto a la invocación del artículo 17 de la Cons- 
titución, es evidente que !á solución de la causa no dependía 
de la interpretación de aquella garantía. 

Que esta Suprema Corte ha declarado reiteradamente que 
la invocación precisa y determinada de alguna cláusula de la 
Constitución o de una ley federal no autorizan el recurso ex- 
traordinario si tal invocación no tiene una relación directa e 
inmediata con la cuestión planteada y resuelta por e! tribunal 
de cuya sentencia se recurre. Fallos .tomo 121. página 144. 

Por ello y lo dispuesto por el articulo 15 de la ley número 
48 se declara improcedente la queja. Xotifíqucse. repóngase el 
I>apel y archívese. 

A. UicRMEvjo — J. Fiíilkroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



W8 



FALLOS PC LA COftTX SUPREMA 



Ministerio Fiscal contra JV\ -V, por muerte de Doña Ana Na- 
varro de Vareas y lesiones a Ana Vareas, en Junin, pro- 
vincia de Buenos Aires. Contienda de competencia. 

Sumario : i. u Las vías de los ferrocarriles nacionales, por el 
hecho de serlo, no han dejado de estar sometidas a tas ju- 
risdicciones locales respectivas, sin sujeción especial, por 
tal concepto, a la soberanía excluyeme de la Nación. 

2. a El Gobierno Federal está interesado y obligado a 
mantener el regular funcionamiento de los ferrocarriles 
nacionales y los actos que tiendan a impedirlo o estorbarlo, 
están evidentemente comprendidos dentro de lo dispuesto 
por el artículo 81 de la ley número 4873. 

y Corresponde a ta justicia federal el conocimiento 
de un proceso instruido con motivo de un atentado a un 
tren, cometido en circunstancias y con modalidades que lo 
caracteriza como un delito contra la seguridad y el tráfico 
ferroviario, previsto y penado por la ley general de la 
materia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL SEÑO» JUEZ FEDERAL 

_ Wtfftfleii insta # 4a ifó* 

Autos y Vistos: 

La contienda de competencia negatoria con ei :eñor Juez 
del Crimen de esta ciudad, doctor Bregazzi. y 

Considerando: 

i." IJiie !os jueces de sección son competentes para conocer 
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de los crímenes de toda especie que se cometan en lugares don- 
de el Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción (art. 3.", inc, 4. de la ley 48 y art. 23, inc. 4.* del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal), y de aquellos delitos 
previstos y penados por leyes especiales dictados por et Hono- 
rable Congreso. 

2* Que el señor Juez del Crimen de esta ciudad (fs. 45), 
sostiene que el hecho de autos es de competencia del Infras- 
cripto en razón de haberse cometido en un tren en marcha, lu- 
$ít a donde se extiende — dice — ta jurisdicción absoluta y 
exclusiva del Gobierno Nacional. Agrega que la circunstancia 
de que el hecho no atente propiamente dicho, contra el tráfico 
ferroviario, no es óbice para la competencia federal, siempre 
que se trate de un hecho delictuoso consumado sobre el tren 
rodante o las personas o cosas que condujere. 

3. Que la Suprema Corte Nacional ha resuelto en repeti- 
das ocasiones, que el Gobierno Nacional no ejerce absoluta y 
exclusiva jurisdicción ni donde pasa un ferrocarril de juris- 
dicción nacional, ni sobre terrenos de propiedad de las empre- 
sas ferroviarias, ni en las estaciones, ni sobre los trenes estén o 
no en marcha, y que, en consecuencia, los crímenes o delitos 
comunes que en esos tugares se cometieren, no son de compe- 
tencia de la justicia federal. En los fallos registrados en los 
tomos 115, pag. 408 y tomo 116, pág. 234, entre otros, estudia 
las circunstancias que determinan la jurisdicción nacional so- 
bre un lugar : los que tienen un destino de utilidad pública de 
la Nación. 

4-° Que, si bien es cierto que al Gobierno Federal interesa 
el cumplimiento de ta ley de ferrocarriles N * 2873, sanciona- 
da por et Honorable Congreso, en ejercicio de la facultad que 
le confiere el art. 67, incisos 12 y 16 de la Constitución Nacio- 
nal, y toda transgresión a dicha ley y decretos reglamentarios 
caería bajo la exclusiva competencia del Juez de sección del lu- 
gar donde fuese cometida dicha transgresión, por ser éste et 
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único llamado a juzgar esa clase de delitos, detw considerarse 
que éstos no pueden ser otros sino aquellos que tiendan a ín- 
termmpír o atentar contra el tráfico ferroviario o toda acción 
n omisión penada por dicha ley. Asi lo ha resuelto la Corte 
Suprema Nacional en el fallo que se registra en el tomo CVII, 
págs. 276 y siguientes. 

5. * Que, en el caso de autos, no está esclarecido si la muer- 
te de doña Ana Xavarro de Y r arcas. ocurrió por halwr choca- 
do con la cabeza contra un caño que se hallaba en un costado 
de! alambrado de las vias o habérsele arrojado una piedra es- 
tando el tren en movimiento (en cualquiera de los dos casos, 
sería un delito común), que no lia interrumpido en lo más mí- 
nimo el tráfico ferroviario, ya que el tren llegó a destino sin 
detener su marcha por ese motivo. En consecuencia, no se tra- 
ta de un delito de los previstos y penados por la expresada ley 
N." 2873 vigente en cuanto no se oponga al Código Penal (ar- 
ticulo 305 de dicho código), ya que no es presumible que el 
propósito del agente fué detener la marcha del tren, atentan- 
do o interrumpiendo el tráfico ferroviario. 

6. c Que otra interpretación debe darse si se colocara so- 
bre las vias férreas explosivos de gran poder u objetos capa- 
ces de hacer descarrilar un tren en movimiento. En estos ca- 
sos, el propósito del agente para atentar contra el tráfico seria 
evidente y la competencia de los jueces de sección, indiscuti- 
ble. Ks el caso del fallo de la Suprema Corte que se menciona 
en la resolución del señor Jues del Crimen inhibiente, que. co- 
mo se ve, contempla una situación distinta a la del sub judie*. 

7. * Qtic, en apoyo de los conclusiones expresadas en los 
considerandos precedentes pueden citarse además de los fa- 
llos ya mencionados de la Suprema Corte, los registrados en 
(lo* tomos 57, pág. 300; 103, pág. 403; 113, pág, 330; 107, 
pág. j;-fi; y 17, pág. 39 del mismo Tribunal. 

í'or ello y los fundamentos de la resolución de fs. 62 vta. 
el suscripto insisto en su incompetencia y teniendo por tra- 
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latía la contienda cu forma, resuelve elevar los autos a la Cor- 
te Suprema Nacional «le Justicia para que en definitiva dirima 
la contienda (art. tj», inciso h) de la ley X." -1055). 

A. Lasca» o. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bataoi Air», Julio II de 10» 

Suprema Corte: 

Con motivo de haberse ]jerp etr ado en la noche del 1 1 de 
marzo del corriente año un atentado contra un tren en mar- 
cha de la empresa det Ferrocarril de Buenos Aires al Pacifi- 
co, del que resultó ta muerte de doña Ana Navarro <1e Vareas 
y lesionada su hija menor Ana Vareas, hecho que sucedió mo- 
mentos ames de llegar e! convoy a la estación Junin (provin- 
cia de Buenos Aires), se ha trabado cuestión de competencia 
negativa entre el Juez Federal y el del Crimen de la justicia 
local de la ciudad de Mercedes jiara conocer en la causa que 
se inicia en averiguación del delito aludido. 

Det sumario instruido se deduce que las heridas que pro- 
dujeron el fallecimiento de la señora de Vareas asi como las 
lesiones de su hija, fueron producidas mientras viajaban en 
1111 vagón de segunda clase sentadas jumo a una ventanilla cu- 
yo cristal estaba levantado. 

■ No existen antecedentes que bagan suponer que fueran 
11101 ¡vo de un ataque llevado contra eltas por personas que via- 
jaran en el tren . 

Antes bien: todo hace iwnsar que fueron víctimas de una 
agresión anónima, dirigida desde el exterior contra el convoy 
de la empresa. 

En tales condiciones el delito común de homicidio y le- 
siones perpetrado, se conviene en delito especial de carácter 
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federal, previsto y penado por la ley de ferrocarriles N. u 2873. 
art. 81, ya que él aparece dirigido para alterar la seguridad del 
tráfico ferroviario. 

En efecto; parece ser que autores desconocidos han arro- 
jad» contra el tren en marcha o colocado junto a las vías un 
trozo de 6 metros de grueso caño de hierro el que al dar con- 
tra aquel produjo las heridas en los viajeros indicados. 

Al practicarse ta inspección ocular en et lugar del suce- 
so fué encontrado dicho caño en las vías férreas junto con una 
piedra manchada con sangre. 

La circunstancia de que no se ordenase detener la marcha 
del tren, atributble tal vez a la proximidad de la estación del 
lugar del accidente, no puede modificar la naturaleza del de- 
lito, ya que el medio empleado era suficiente a producir un 
entorpecimiento en la regular circulación del tren con evidente 
peligro para la seguridad de tos pasajeros. 

En un caso análogo al presente, aunque mucho más gra- 
ve, V. E. declaró que su conocimiento competía a la justicia 
federal (135. 881. 

Si bien es verdad que en dicho caso se arrojaron proyec- 
tiles de armas de fuego y bombas explosivas contra el tren en 
marcha, en el presente se han arrojado piedras y un objeto 
capaz de producir un descarrilamiento. 

Lo expuesto ¡ne induce a opinar que esta causa es de com- 
petencia de la justicia federal con arreglo a lo dispuesto por 
*w arts. 3", inc. 3." de la ley 4S y 23. inc. 3 del Código de 
Procedimientos en lo Crimina!. 

Horacio R. Larreta, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA (l) 

Bueaoa Alrtf. Srptteafcr* 94 4c 1924 

Autos y Vistos: 

Los de contienda negativa de competencia entre et Juez 
Federal de Mercedes, provincia de Buenos Aires, y el del Cri- 
men de la misma, para conocer en el proceso que se instruye so- 
bre el atentado a un tren en las proximidades de la estación de 
Junin del Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico. 

Y Considerando: 

Que el hecho sobre que versan las diligencias sumariales 
del caso, no está, sin duda, comprendido entre los que especi- 
fica el inciso 4.°, artículo $.° de la ley de jurisdicción y com- 
petencia de los Territorios Nacionales, concordante con el in- 
ciso 4. del artículo 23 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, pues, no aparece cometido en un lugar donde el Go- 
bierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, toda 
vez que las vías de los ferrocarriles nacionales, por el hecho 
de serlo no han dejado de estar sometidas a las jurisdicciones 
locales respectivas,, sin sujeción especial por tal concepto a 
la soberanía excluyeme de la Nación. 

Que examinado pues, el sub lite del punto de vista que an- 
tecede, su juzgamiento no correspondería a la justicia fede- 
ral, sínó al Tribunal local, correspondiente del fuero común; 
pero las circunstancias y modalidades con que se dice come- 
tido el hecho que se investiga lo caracterizan como un delito 
contra la seguridad y el tráfico ferroviario, previsto y penado 
por la ley general de la materia (ley 2873, articulo 81). regi- 
do pues, de inmediato por una ley especial del Congreso y 



II En la niuu tacha m dktt Mtatka malario* t* ta canta fcguSd* par el MJaia- 
t*rta Ptaeal «*fcr» W. H , aar 4lt$#to de ama 4* fc*f> contra na tren, *s jiialn, 
Provincia a* Saaaoa Alna. 
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por consiguiente de la competencia raüom materia? de la jus- 
ticia nacional. 

Qué no es postee sostener con eficaz fundamento que ha* 
cer disparos de armas o arrojar piedras y caños de hierro so- 
bre «n tren en marcha no importa mentar contra la seguri- 
dad y et tráfico; y que éste no se haya interrumpido en el ca- 
so, es una circunstancia que no lo modifica fundamentalmen- 
te, pues, como lo tiene declarado esta Corte tratándose de un 
ferrocarril nacional, como es éste (ley general de ferrocarril^ 
articulo 3 . u >, d Gobierno Federal está interesado y obleado 
a mantener el regular funcionamiento del misino y lo* actos 
que tiendan a impedirlo o estorbarlo están evidentemente com- 
prendidos dentro de lo dispuesto por el articulo Si de la lev 
numero 2873 (Fallos: tomo 107. página 276; tomo iM pági- 
na 88. entre otros 1 , 

Que. por lo demás, el antecedente de que con intervalo de 
una hora se hayan atacado la misma noche y en el mismo si- 
tio un tren de carga, y otro de pasajeros de la línea referida, 
•ilgieril la presunción fundada de que el móvil de tales he- 
cho* fué el de afectar la seguridad y e | tráñeo de aquella em- 
presa . 

Por estas consideraciones y las concordantes del dictamen 
del señor Procurador General, se declara que el conocimiento 
de la presente causa corresponde al Juez Federal de Mercedes, 
a quien, en consecuencia, se le remitirán los autos, avisándose 
al Juez del Cri;nen en la forma de estilo. 

A. Bkrme/o — j. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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depósito no utilizados por el recurrente al exportar el 
cereal en cuestión, constituye una solución irreprochable, 
con arrezo a una sana interpretación de tas disposicionel 
legales que gobiernan el caso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEE FEDERAL 

■ 

Roufic, jeito n de ira 

Y Vistoi: 

Este recurso de apelación del fallo aduanero de fs. 32 a 
fs. 41 1 deducido por la Compañía Mercantil Argentina, con- 
denada al pago de una multa igual at valor, según planilla nú- 
mero 25, de cinco millones novecientos treinta y un" mil tres* 
cientos setenta y un kilómetros de trigo, cuya falta en los gal- 
pones B y F ( se había constatado en los primeros días de junio, 
al levantarse la investigación consecuente a la denuncia que 
motivó el sumario resuelto: resultando: 

Traído el expediente después del pronunciamiento admi- 
nistrativo de ís. 58, con la constancia de la negativa del re- 
curso de nulidad que también interpuso ante la Aduana la parte 
apelante (fs. . . .), se puso el expediente en secretaria para que 
se expresasen agravios; lo que hizo la recurrente por inter- 
medio de su legitimo representante acreditado al efecto por el 
instrumento público que corre de fs. 79 a 83. 

El escrito de fs. 85 a fs. 94. en que se analiza el fallo 
recurrido, contiene en síntesis, dos argumentos fundamentales 
contra dicho fallo: a) la ley exige el almacenamiento del ce- 
real en el momento de solicitarse el boleto de depósito corres- 
pondiente, que es otorgado previa constatación de la existen- 
cia declarada: requisitos que se han llenado cumplidamente en 
el caso de autos; b) no puede ser punible la utilización del 
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de Í,L™ , 2? q "! " artíC,,1 ° Wdel» ordenanza., 
ésa dú» "T"" ° bserVad » al "•««* interpretando 

Mr cases diferentes, se les pueden substituir por otros ¡guales 
Comdo traslado del referido escrito a] denunciante v al 
«ñor Procurador Fisca!. el primero lo evacúa a f^eT red* 

27 aTcu'esZ^.r COnSÍdera ÍSt 
<la» las cuestiones en debate dn el fallo apelado, v que cor sus 

«faT?*r dia se " cott,irme - ei w*SSE£S 

c^tii t, 7? y . f° 5 ." ene - rC8un,en ' 0* k Compañía Mer- 
cantil ha ,nfrmg.do I, disposición del articulo 5." de la ley I 

mero ,0.3* porque de las actuaciones en vista.no resulta™. 

«SU m '"í" 1 * * ' a * * botaos 3a 

depos.tada la cantidad de trigo manifestada, lo oue importaba 
■nfnngir „mb,én el articulo ,« 5 de las ordenanal deTu,™ 
Aborto a prueba el juicio, de acuerdo a ta interpretación 

tt::: 1 s "7 na Cor,e 81 ar,icui ° 1070 * ,as «ssr^ 

ffiK* recurrente propuso y se mandaron recibir 

hs .ndicadas en sus escritos de f s . 121, ,38, .42 ,4, ,„ v 

2££¿£ * fUer ° n aBreg3,,d0 a ' «^tn^ 5 „ 
de prueba y con el certif.cado correspondiente (fe xa vt a ) 
se poso el expediente a disposición de las partes por el té m -* 
no de seis <l.as. , los efectos de lo dispuesto por el articulo .77 

L-^K i r* oc,,ra ' lnr F'«a:. alegaron sobre el mérito ,l e la 
prueba re„d,da en sus escritos de fs. 314 a fs. 362; y de fo- 
;as 363 a fs. 366. respectivamente; dictándose enseguida la pro- 
videncia de autos para sentencia. 

Y Considerando: 

Primero: Que e! hecho principal, base de la demanda y del 
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íaJtó recurrido, consiste en la falsa manifestación atribuida a 
la Compañía Mercantil Argentina, al solicitar los permiso* de 
depósito, mediante ta cual, Háfería obtenido los correspondien- 
tes boletos por una cantidad ficticia; contra viniendo así el 
artículo roas de las ordenanzas de Aduana, que reputa frau- 
dulenta una operación así realizada, cuya finalidad seria pagar 
menos derechos. Dicha falsa manifestación se declara en el 
fallo apelado, fundado en las medidas de lo¿ .galpones en los 
cuales debió almacenarse el cereeal, que se mandaron tomar 
al organizarse el sumario, consecuente a Ja denuncia de I." de 
junio de 1920. que sirvió de cabeza del presente proceso. 

Segundo: Que en opinión del proveyentc, el punto de 
partida del fallo aduanero es puco firme, y el criterio adop- 
tado para llegar a tal conclusión, muy deficiente. Desde luego. 
!a cutistatación de la existencia en depósitos del cereal mani- 
festado, debió hacerse, — y se hizo según se verá luego, — 
al tiempo de recibirse aquel, y no en la época en que se prac- 
ticó. Kn cuanto a las medidas de capacidad de los galpones, es 
indudable, como lo hace notar el perito i fojas 2"). qne son las 
matemáticas, vale decir, teóricamente exactas, pero variables 
o muy relativas, en razón del destino que se dé al edificio, a 
*a forma en que se practique la estiba de la mercaderías, a jos 
espacios que hayan de dejarse libres, etc. Además, al deter.iu- 
narsé la capacidad de los depósitos de referencia con relación 
al trigo que la compañía manifestó que iba a almacenar, no se 
ha tenido en cuenta la cantidad que. no pudiendo entrar, se 
acumuló en las planchadas laterales. En este sentkto es im- 
portante ta prüebá testimonial, cnrroliorada por la gráfica que 
..frecen ¡a* fotografías presentadas, sin observación alguna 
de Jas partes contrarías í Procurador Fiscal y denunciante» . 
Kstas consideraciones restan eficacia a las operaciones aritmé- 
tica:* abstractas ele cubica je de 1.» galones. 

Tercero: Que la constatación de ía existencia del cereal 
a depositarse, se realizó en la oportunidad señalada por la ley, 
y por empleados competentes de la Aduana, según puede verse 
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a fs. 296 y 315 vía, A bast de tales informaciones autorizadas, 
se realizó Ja _ operación ; y é<ta debe ser y es como cosa juzgada 
para la administración, sobre la cual no ¡Hiede volverse. /(Jué 
sería del comercio si a los boletos de depósito otorgados en For- 
ma, pudiera, uno o dos meses después* declarárseles mal expe- 
didos, porque los empleados encargados de la verificación de! 
caso no practicaron ésta con ta escrupulosidad debida? Y no 
puede argüirse, como lo hace el fallo ajelado, con "la ncgligen- 
4 cía con que han procedido los encargados de proporcionar los 
" informes" (v. fs. 37} ; porque ese procedimiento fué ordena- 
do expresamente por el propio señor administrador, de acuerdo 
a las prácticas observadas; y ] jorque no hay otro a seguir, toda 
vez que [a verificación o recuento minucioso de la mercadería 
imposibilitaría esta clase de operaciones aduaneras, haciéndolas 
interminables, con evidente perjuicio para el comercio y para 
la misma república. No puede ni debe olvidarse tampoco el 
valor proliatorio de los libros de comercio, llevados en la for- 
ma y con los requisitos que el código de la materia impone; 
de suerte que resulta antilegal rechazar en este caso las cons- 
tancias de sus asientos, aceptadas oixirtunamente, y sin más lia- 
se que el cálculo aproximado de la capacidad teórica de los 
galpones . f 

Coarto; Que insistiendo sobre la única prolwmza en que se 
ai>oya el fallo apelado, cual es la resultante de los cálculos so- 
bre capacidad de los galpones, cabe formular otra observación 
importante, referente a uno de éstos, el señalado con la letra 
"B". Según el informe de la Alcaidía 1 v. fs. 34), la capaci- 
dad máxima de éste es de 16.000 toneladas, la que. según el fa- 
llo, del» reducirse en un 20 ojo (v. fs. 34 vta. >. quedando así 
en 12.800. Combinando este dato con el suministrado por la 
Bolsa de Comercio sobre la cantidad de trigo que calie en cada 
metro cúbico Í700 kilogramos, y. fs. 35», se tiene que la capa- 
cidad del galpón "B*' con relación a la mercadería de que se 
trata, no execede de 8. o/jo. 000 kilogramos; no obstante lo cunf, 
dice el fallo, se hacen aparecer como almacenados IO.576.2O5 
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kilogramos de trigo. Pero no se advierte — y esta es la ob- 
servación pertinente, — que se trata de dos depósitos diferen- 
tes, hechos con bastantes días de intervalo, y que la certifica- 
ción de la existencia del cereal ha de hacerse y referirse al tiem- 
po del depósito y como previa al otorgamiento del respectivo 
boleto; tal como fué hecha, según consta. En efecto; el boleto 
N* 3, galpón "B'\ fué expedido el 12 de marzo, y el N.° 65. del 
mismo galpón 4t B'\ lo fué el 12 de abril, es decir, un mes des- 
pués ; mientras que {la investigación se realizó en los primeros 
días de junio. No es igual pues, que existan 10.576.265 kilo- 
gramos de trigo en un dia determinado, a que hayan entrado 
260. 748 el 12 de marzo y otros S-J'S-S 1 ? el 12 de abril. 
-En estas condiciones, ta capacidad teórica del galpón nada sig- 
nifica. 

Quintó: Que idéntica demostración, con diferencia en las 
cifras representativas del cereal en kilogramos, cabe respecto de 
la falsa manifestación del trigo almacenado en el dei>ósito le- 
tra "F'\ que se atribuye a la Compañía Mercantil Argentina; 
sumando ambas la cantidad de kilogramos, que se 

supone ficticia, imponiendo la multa igual a su valor, según la 
planilla N." 25. dól mes en que se solicitaron tos boletos corres- 
¡mudicntcs. De Ib dicho hasta aquí, surge con claridad que el 
hecho delictuoso ljase del proceso, no lia existido, y que en con- 
secuencia, la pena impuesta carece de razón de ser. Para que 
la falsa manifestación pueda ser legalmente incriminada, es in- 
dispensable la prueba de eKa en el momento propio; pero no 
puede surtir efecto de prueba la practicada en d sumario ad- 
ministrativo después de pasados los hechos, y sobre todo, des» 
pués dé verificaciones oficiales que autorizaron plenamente la 
aceptación de estos por la autoridad administrativa, que los re- 
conoció, — en reconocimiento que debe ser definitivo para ella, 
— cono encuadrados en las prescripciones pertinentes. Me- 
nos viable aún resulta esta sanción, cuando la revocatoria — si 
asi puede llamarse, — de los decretos aduaneros otorgando los 
boletos en cuestión, se hace a mérito de una prueba indirecta y 
tan abstracta y relativa como 'a analizada. 
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Sexto: Que la segunda cuestión a resolver, píanteada en 
el falto apelado, es la referente al destino dado al trigo docu- 
mentado a depósito que fué exportado por ! a compañía sin des- 
cargarlo de los boletos corres^ndientes, valiéndose de los de 
transito solicitados posteriormente. El criterio preferente a 
empíear en la apreciación de este asunto, cree et proveyente 
que es el de la ley 10.J49. que ha regido especialmente las ope- 
raciones de exportación de cereales de que se trata. Dicho está 
que ese estatuto sancionado en las circunstancias que muy bien 
expresa el señor Inspector General de Rentas en su dictamen 
de fs. 51 a fs. 56, grava la salida de ios productos como el trigo 
creando un impuesto llamado por la propia ley de exportación. 
Si. pues, tas operaciones realzadas por la Compañía Mercan- 
til han infringido esa ley, deben ser incriminadas, y no en ca- 
so de haberse ajustado a ella. Desde luego, como el fallo ape- 
lado lo reconoce. la apelante no ha cometido defraudación algu- 
na de la renta fiscal, habiendo más bien abonado mayores de- 
rechos que los que debió pagar en caso de exportar en los me- 
ses de abriJ y mayo, valiéndose de los boletos obtenidos en los 
de febrero y marzo. Pero si no hubo defraudación, dice el fa- 
llo, existió la tentativa o intento de defraudar, al no haber ex- 
portado los cereales afectados a boletos de depósito, sino otros. 

Séptimo: Que bajo este aspecto tampoco encuentra el sus- 
cnpto comprobada una infracción punibíc; porque la reserva 
de los boletos de depósito j>ara exportar después, abonando los 
derechos de acuerdo al aforo dc< mes en que se solicitó y obtuvo 
el boleto correspondiente, es una operación autorizada expre^ 
sámente por tas leyes. El artículo 507 de Tas ordenanzas» inter- 
pretado por los más altos funcionarios de la administración, 
como puede verse en tos documentos probatorios presentados 
en este juicio, permite la substitución, siempre que se trate de 
la misma cantidad y calidad. Conconlantemente con dicho pre- 
cepto, el articulo 3." de la ley especia! N. u 10.349, estatuye el 
derecho que liquidará la Aduana, con arreglo al aforo de la fe- 
cha en que se solicitó cí permiso de embarque o de depósito, y 
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él 5 " de la misma, esclarece más aún el concepto, estableciendo 
que los frutos o productos podrán ser girados a depósitos o 
barracas habilitadas, siempre que se abonen en ese acto los de- 
rechos cnii que está gravada su exportación. Ks, pues, explíci- 
ta la autorización legal para exportar, dentro de tos plazos que 
tiene el depósito, la cantidad de cereales oportunamente docu- 
mentados, sin otro recargo que el ya oblado, 

< íttavó ; (Jtic la tentativa de defraudación que se hace 
c>nMar cu el aprovechamiento de tales disposiciones legales, o 
sea, ni reservar los Itolctos de deposito tomados en un mes t pa- 
ra valerse de ellos en ntrn, especulando con el aumento de afo- 
ro, no es tal atentarlo contra ía renta fiscal. Las variaciones 
mensuales del aforo no sóo las presujioite la ley, sinó que ella 
misma las crea, al dejar librada la fijación de aquél a una co- 
misión, determinando que el criterio de ésta será el precio co- 
rrit-nte en plaza, variable de suyo, y mucho irás en la época de 
tamas contingencias comerciales como las que ha pasado, el 
¡>ais. Precisamente la ley ha querido así dar una base firme 
a las operaciones de ¡os exportadores, determinando el impuesto 
que deben pagar ea un momento dado, librándolas de las in- 
certidumhres que la oferta y demanda ocasionan ctt la base, y 
permitiéndoles realizar sus contratos corrtandfa con un tipo 
preciso de gravamen, Si el exportador acertó al calcular que 
el aforo del mes siguiente a aquél en que hizo el depósito se 
duplicaría y ajustó en contrato a ello, también puede darse el 
casu y habrá sido frecuente, de que disminuya a la mitad, por 
ejemplo. En el primer supuesto se habría Iwnef ¡ciado, y en el 
segundo habrá sufrido perjuicio; pero en ninguno puede sos- 
tenerse ante la ley que se la haya infringido, ni que la renta 
baya tenido un menoscabo fraudulento, puesto que cu ambos 
la ha cumplido : siempre que, como en el caso de autos, los ce- 
reales exportados sean iguales en cantidad y calidad a los docu- 
mentados en depósito. 

Por estos motivos y los concordantes expuestos detallada- 
mente en el memorial de fs. ¿.'4 a fs. tf>2, el Juzgado resuel- 
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ve. absolver a la Compañía Mercantil Argentina, por no haberse 
comprobado infracción ni tentativa de infracción punible que 
le sea imputable. Queda, en consecuencia, revocado el fallo 
apelado. Sin costas. Insértese, hágase saber y ejecutoriada 
que sea la presente, |>ásese el proceso a la Aduana para su cum- 
plimiento. 

Manuel Carrillo. 



MÍXTfiNCIA ni; I.A CÁMARA FEDERAL 

Retino, mayo 7 út 19S3 

Vista: en acuerdo la causa seguida i*>r la Aduana contra 
ta Compañía Mercantil pur defraudación: y 

Considerando: 

i." Que at conceder c) art. 5." de la ley 10.349. al comer- 
cio exportador la franquicia de poder depositar en los al- 
macenes de la Aduana o locales habilitados al efecto, eantida- 
des de cereales para ser exportados debiendo pagar en el acto 
dé! depósito bis derechos respectivos según el aforo estableci- 
do |jor la co.risión creóla al efecto; ha querido que los boletos 
e> pedidos sean otorgados en presencia de la mercaduría depo- 
sitada en ti acto del otorgamiento, o reintegrada dentro de quin- 
ce dias según lo establece el decreto reglamentar» 1 de dicha 
ley. Ksia exigencia de que los boletos de exportación deben 
otorgarse en presencia de la mercadería depositada, tiene por 
objeto no solo evitar el agio, sinó también que el comercio ex- 
portador pueda muñirse aprovechando ima baja del aforo de 
boletos de depósito ficticio, para exportar cereales que aún no 
han sido adquiridos ni menos depositados en los almacenes de 
ta Aduana, cuando asi convenga a lus intereses del exportador, 
y con evidente menoscabo de la renta fiscal, Ks por esto sin 
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duda que al recordar la ley en su art. 5 .» (a franquicia relacio- 
nada, establece en su art. *• que todas las operaciones que se 
liagan en virtud de dicha franquicia "deberán ajustarse estric- 
tamente a las disposiciones de las ordenanzas de Aduana en lo 
que concerne al procedimiento y a las penalidades estableci- 
das en las mismas". 

2." Que de acuerdo a estos antecedentes legales la Mer- 
cantil Argentina solicitó y obtuvo de la Aduana local varios bo- 
letos de depósito para la exportación de trigo, pagando el de- 
recho respectivo según el aforo vigente a la época en que aque- 
llos fueron solicitados (febrero v marzo de 1921). Se sospe- 
cha que el trigo correspondiente a esos boletos fué deporta- 
do i« mtegntm en los almacenes de la Aduana, y asi en el fa- 
llo recurrido, el administrador apercibe a los enfados encar- 
gados del contralor de esos depósitos por haber procedido con 
manifiesta negligencia o demasiada confianza en los datos su- 
ministrados por Ja compañía interesada. Aparte de que las 
oraciones se hacen a base ele buena fe, porque el i«ersonal de 
la Aduana sería insuficiente para desarrollar una vigilancia 
eficaz y completa; cualquiera que fuese la conclusión a que se 
ambara acerca de esta sospecha, ella no influiría mayormen- 
te en el resultado jurídico del juicio, dado los términos en que 
*e ha planteado y desarrollado el debate . 

.V Que formulada la presente denuncia por el empleado 
Vcrgara, sc ha comprobado hasta la evidencia que en los al- 
macenes de la Aduana, falta una cantidad de trigo (50.5*; <¿i 
kilo*.., que Miera existir en ellos como perteneciente ' a los 
huidos de febrero y marzo; de fs. 5 a 8 están las actas de la 
inspección ocular donde se dejó constancia de tal hecho; acia, 
de eficacia probatoria por estar firmadas por tos propios em- 
p-eados de la coiiqjaftia denunciada, encargados de verificar 
aquella inspección, Este hecho es fundamenta] como base de 
la denuncia y es a su alrededor que se ha desenvuelto lo prin- 
cipal del debate. Sostiene la empresa denunciada de acuerdo 
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a la opinión del inspector Covache consignada en su informe de 
fs. 51 a 56, a la práctica establecida en las aduanas de la Re- 
pública, y a lo consignado en el art. 507 de las ordenanzas de 
Aduana, que ha podido exportar y ha exportado el trigo que 
falta, correspondiente a los boletos de febrero y marzo, que- 
dando intactos y en vigor los referidos boletos, pues con ello 
no se lia contrariado disposición alguna de la ley ni de las or- 
denanzas; tal es en síntesis el argumento principal de la Mer- 
cantil Argentina. Examinemos su valor jurídico. Si después 
de obtenido un permiso de exportación, previo depósito de la 
mercadería en los almacenes de la Aduana, y pago de los de- 
rechos según aforo vigente; se pudiese exportar dicha merca- 
dería sin necesidad de descargarla del respectivo permiso ni dt 
.►tro análogo, es evidente que se defraudaría el propósito de la 
ley 10.349, y * violarían disposiciones expresas de las orde- 
nanzas. En efecto; no hay ni cabe distinción entre el caso de 
un boleto de exportación obtenido a base de un depósito ficti- 
cio, aprovechando de una baja del aforo, con el propósito de 
exportar mercadería, cuando convenga al exportador, pagando 
menos derechos y defraudando así la renta fiscal ; y aquel otro 
en que después de obtenido legalmente el permiso de exporta- 
ción, se exportara la mercadería sin descargarla del permiso 
respectivo ni de otro análogo; porque en ambos casos el ex- 
portador cpieda igualmente habilitado para defraudar al Fis- 
co, pagando menos derechos. Y es lo que seguramente habría 
ocurrido en este caso, n no mediar la denuncia del empleado 
Vergara. Esta conclusión surge espontánea y queda manifies- 
to el propósito de fraude con lo consignado por la defensa en 
el otro sí de su escrito de fs. 15 como muy bien lo hace notar 
el Procurador del Tesoro en su dictamen de fs. 56. Esta con- 
clusión resulta confirmada por el contenido de (a escritura de 
protesta de fs. 150 y lo consignado por la defensa en su es- 
crito de fs. 84 (véanse fs. yo vta.), como también por lo dicho 
en su alegato a ís. 324. Se ve. pues claro que si prosperase el 
argumento que estudiamos, sería sumamente fácil burlar los 
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propósitos de la ley. y la franquicia acordada en su art. v re- 
sultaría un medio eficaz para defraudar ía renta aduanera, 

+" Que además de burlarse asi los propósitos de la lev. 
se han contrariado disposiciones expresas de las ordenanzas de 
Aduana. En efecto; el inspector Cavache para arrilwr a la 
conclusión a que llega en su informe de fs. 51. base principal 
del argumento de la defensa, ha tenido que adulterar el texto 
•leí art. 507 de las ordenanzas Para convencerse dr 0o„ bas- 
tará comparar el texto que inse- . aquel inspector como auu-n- 
nco en su referido informe, con el del art. 507 que copiado al 
pie de la letra dice así; "No es condición indisjjensable ¿1 em- 
barque de los mismos frutos para usar de los boletos de de- 
pósito, ellos sirven en cualquier embarque de la especie v can- 
tidad que exprese". Como se ve en este articulo dispone en 
forma clara y precisa que no es condición indispensable al em- 
krque de los misinos frutos para usar de los boletos de depó- 
sitos, ellos t los boletos i, sirven en cualquier embarque de la 
especie y cantidad que exprese. Ks decir, que la exportación 
de cereal puede hacerse con cualquier boleto de depósito con 
la! que se refiera a la misma csjwcie y cantidad de mercadería ; 
pero siempre debe ser hecha la exportación en virtud de un 
Meto de depósito. El sistema del art. 507 que estudiados es 
bien can. y un ejemplo práctico lo patentizará mejor; hav cin- 
co boletos de depósitos numerados del uno al cinco correspon- 
dientes a un mil. dos mil. tres mil. etc.. y así hasta completar 
el numero de ciño mil toneladas para el último que forman el 
total de quince mil. Ahora bien, se quiere exportar las cuatro 
md toneladas «icl boleto de deposito número cuatro; pero en 
vi/ de expnrtar las mismas depositadas se espartan las eorres- 
p'.ndieines a los números uno y tres que forran la misma can- 
tidad. Esta operación es perfectamente lícita v cala.- dentro del 
sistema del art. 507 ; h razón es clara, porque no se altera el 
contenido de los almacenes de la Aduana que debe estar siem- 
pre en armnnia en la suma de los recibos de exportación. Si 
se han exportado con el boleto número cuatro las cuatro mil 
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tonelada* correspondientes a los números uno y tres, es evi- 
dente que el boleto número cuatro será cancelarlo; pero las cua- 
tro mil toneladas correspondientes a dicho bolÉÓ (¡uedarán 
para llenar los números uno y tres; de tal modo que verifi- 
cándose la exportación en virtud de un boleto de depósito siem- 
pre quedará en los almacenes de la Aduana mercadería sufi- 
ciente i»ara Kenar los demás boletos. 

5* De estos antecedentes surgen varias conclusiones que 
conviene bacer constar. En primer lugar los boletos de depó- 
sito pata la exportación pueden y delicn sumarse aún cuando no 
correspondan a la misma época, con tal que todos los suman- 
dos estén en vigor ; y la razón es porque si ninguno de los bo- 
letos ha sido cancelado debe necesariamente existir en los al- 
macenes de la Aduana la mcrcaderia a que ellos se refieren. 
Entonces para apreciar la Aduana la capacidad de cualquiera 
cíe sus depósitos puede sumar los Isletos cor res iludientes a la 
mercadería existente en dicho depósito: y no es condición de 
que los boletos pertenezcan a la misma época bastando que 
ninguno de ellos haya sido cancelado. Se arguye también en la 
defensa, que otorgados los recibos de depósito para la expor- 
tación de cereales ya no puede la Aduana volver sobre p mis- 
mo. |)orque aquel otorgamiento es una esjjccic de cosa juzgada 
que no puede modificarse. Este es un error evidente porque 
la Aduana encargada de los intereses del Fisco tiene el de- 
recho de vigilancia en stis propios almacenes para verificar si 
se ha alterado o no su contenido con menoscabo tic los intere- 
ses del Fisco. Este derecho de vigilancia qué nadie osa negarlo 
en la práctica, está consagrado por el art. 311 de las ordenan- 
zas. Respecto del argumento formulado por la defensa rela- 
tivo a los mayores derechos pagados por el trigo exportado 
correspondiente a los bo!etos de febrero y marzo de 192 1 con- 
viene observar que el mismo argumentante da la razón dicien- 
do como lo consigna en su alegato de la Instancia que no fue- 
ron ellos quienes pagaron esos mayores derechos, pues al ba- 
cer las nuevas ventas tuvieron la precaución de consignar en 
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los botaos ,« los derechos ,l e exportación debieran pagarlos 
los compradores. Se explica, entonces, porgue fc Mercanfu di- 

*Zl?* S " T""" ,*•"'»■ cuando en realidad fueron sus 
compradores amenes los pagaron y con esta consecuencia que 

los boletos de febrero y mareo de t.«. sin descargar la canti- 

Argcntma habitada con dichos boletos pare exportar cuando 
con«n.era a sus mterrscs un. fuerte cantidad de cereales eu- 

Toñ ,T V eX v ? ortaci<ln hMm si *> Piados aprorechan- 
, un aforo Y «'» defraudación se hubiera llevado a ca- 
bo necesanamente a no mediar la denuncia del empleado Ver- 

m Finalmente, cu cuanto al cálculo de la capacidad de los 
Jeitos. Ja prueba producida, es decir, el informe del ingenie- 
ro Devoto no destruye las conclusiones a que arriba la Aduana 

2^2 f ? rCS ° IUCÍÓn dC * y m *» efecto - el 

cakulo del ingeniero es exacto indudablemente pero en él no 

ha establecido la capacidad práctica de los depósitos y el cubi- 
je que nos da como resudado final de su informe es absoluto 
- ideal, por decirlo así - pero tío es ésta la capacidad prác- 
ica de un de^sito que era lo que convenía averiguar v esta- 
blecer en este caso, Un debito de tantos metros de la™, por 
tantos de ancho y tan.os de altura, multiplicadas sus tres d¡~ 
mpones nos dará el resultado absoluto de su eulneaje; pem 
ello uo es la capacidad práctica del depósito. ,»orqu C para de- 
tcitmtnar esta hay que restar de aquel cubicaje no solo lo. 
espaoos necesarios e indispensables que se dejan en todo de- 
lato para transitar y hacer las estibas y removerlas, sino que 
toa conviene tener en cuenta que en las mismas estibas que- 
dan intersticios entre bolsa y bolsa que no se llenan con cerea- 
les, lodos esos espacios, pues, deben restarse del cubicaje ab- 
J'-Iutn para establecer la capacidad práctica de uu depósito. 
1 -cnso, pues, que e | criterio de la Aduana a este respecto c< 
JUMO y equitativo. 
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Y, finalmente, respecto de la prescripción alegada en la 
audiencia: ella no se ha operado, no sólo porque se trata de 
una defraudación que estaba, puede decirse, ep estado latente, 
es decir, que podía realizarse de un momento a otro, y que por 
tanto no había entrado al periodo de la prescripción, sinó que 
también las disposiciones del Código Penal que se citan no son 
aplicables al presente caso, como lo tiene resuelto la Suprema 
Corte, en el fallo t. 127, pág, $22; dada la naturaleza especia- 
í i sima de las leyes de Aduana. 

Por esto y fundamentos concordantes de la resolución de 
fs. 32 a 41» se la confirma, y se revoca, en consecuencia la sen- 
tencia apelada de fs. 371 a 381 ; con costas en ambas instan- 
cias. Molifiqúese y devuélvanse al juzgado de su procedencia 
donde se repondrá el sellado, — José del Barco, (agrega fun- 
damentos). — José A/. Fierro, (en disidencia). — Luis V, Gon- 
zález. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BttCM* Air**, SOttfMbrt de lí<24 

Vistos : 

Los recursos interpuestos por la Compañía Mercantil Ar- 
gentina de ¡a sentencia pronunciada por la Cámara Federal do 
Apelación de Rosario a fs. 399. l*>r la cual se revoca la del 
Juez Federal y se confirma la resolución de la Aduana de dicha 
ciudad que imponía a la recurrente una multa igual al valor 
<le cinco millones novecientos treinta y un mil trescientos se- 
tenta y un kilos de trigo y se declaraban cancelados los bole- 
tos de depósito a que se refiere la misma resolución; y 

Considerando : respecto a la prescripción : 

Que dicha defensa es improcedente en el caso, porque 
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Iralándo* de una rectamavión aduanera que no se i„„da en 

r « ñs* ^ 14 **** * «■ «ssras 

ó , . T 1 "'" * "^'"'^ *» añ., s desde qué 

»" lugar el hceho generador de a„i,ella. con arreglo a lo L 
ab^rio en el articu!., 433 dc , a , de f£££ » 

to m.eradanKn.e «suelto p„ r „ la ^ , VM . * 

mm 353 y tos allí cifdoa , ; «endo * ,„da evidencia o„e I„ 
e preste ea,o n> h, trascurrido dicho (tonino, g 
■Peracone., materia de <fe prore*, fneron realzadas en e 
curso del ano io¿o. 

tMe disponiendo el artículo 4." del nuevo Código Penal 
I 11 ' fa*"* ™?»" genérale, del mismo se aplicarán a todos 

mwwmi,¡o contrano. debe necesariamente llegarse a la 
onc { ,e f| uc el termino f¡ M „ por las ordenan Js de ,V u - 
■a que m u ,ey especial de la Nación, para la prescripción de las 

^ * * ^ * ha sido 

modulada por los precepto, del citado eódigo. 

Bn cuanto al fundo del proceso; 

pie la sentencia recurrida impone a la Compañía Mer- 

A^'Ht.na una multa correspondiente al valor de la en* 

W * t"gí* «-mes mencionada 1 cinco millones novecientos 

v un mil trescientos setenta v un kilos,, por haber lie- 

üio f lglirar depositada en almacenes habilitados por la 

Aduana íi efecto de obtener boletos de exornación ¿le trfeo, 

« del e^pre,ado cereal mayor que la efect i vanóme 

-binada. , )lS|mllt , , ;( 

de los boletos de deposito en )o , lue respecta a la cantidad de 
tttgo qtte no se encontraba almacenada al tiempo de % \ m . 
líecctan praefeada por | a Aduana con motivo de la denuncia. 

Que en cuanto a la primera causal invocarla, cuya «mi- 
l>n. t an .„, S e hace resultar de la circunstancia de aparecer de- 
positadas „, Sos galpones « y F durante los meses de febrero 
y maneo de t^o cantidades de trigo que en conjunto exceden 
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en casi seis millones de kilos la capacidad máxima calculada □ 
dichos almacenes, es de observar desde luego uue todas las ope- 
raciones de almacenaje de cereales efectuadas [»or la sociedad 
acusada, con el propósito de obtener boletos de depósito fue- 
ron contraloreadas por la Aduana de Rosario, según resulta 
de constanc.as d e estos mismos autos, circunstancia- (pie hace 
presumir fundadamente uue los delitos se hicieron efectivos 
en la extensión de que instruyen dichos documentos oficiad 
y que hace indispensable una prueba plena y concluyeme en 
contrario para poder desvirtuar aquella vehementísima presun- 
ción. Ivsa prueba no ha sido suministrada, pues el argumento 
de la capacidad de los dos galpones, aún cuando se fundara en 
cálculos inobjetables siempre serta más afrente que real va 
«pie el cereal depositado en eríos no fué llevarlo de una sola' vez 
sino en diversas partidas y en distintas fechas, y ese antecedente 
resta trKla su importancia al fundamento invocado de<dc que 
no es improbable que antes de introducirse en los galanes B 
y F las ultimas partidas que figuran como depositadas en ellos 
-se hubieran retirado total o parcialmente las anteriores de- 
jando espacio suficiente jiara aquéllas, como ¡xir lo demás lo 
bricen presumir los informes de fojas 24 vuelta relativos a las 
extracciones de trigo de 8 y 13 de abril. q,,e suman en conjun- 
to mas de cinco millones setecientos mil kilos. 

Que a lo expuesto procede agregar que aún admitiendo que 
no se hubiere hecho extracción alguna de trigo de los mencio- 
nados galpones antes de depositarse allí las últimas partidas que 
aparecen almacenadas, o sea las que corres]K>nden a los boletos 
número 65 y 6r>, no habría tampoco fundamento serio para de- 
clarar la falsedad del contenido de dichos documentos y jus- 
tificar una sanción tan grave como la que imponen la resolu- 
ción de fojas 32 y la sentencia ajwlada de fs. 399. Para estable- 
cer esa falsedad, los pronunciamientos mencionados invocan el 
informe de la Aduana acerca de la capacidad de los galpones de 
que se trata y deducen un veinte por ciento del espacto calcu- 
lólo para las necesidades del tránsito dentro de los depósitos, 
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y para ventilación de los mismos. Pero en cambio, el dictamen 
del ingeniero Devoto atribuye a los galpones mil metros cúbi- 
cos más de capacidad que la que les adjudican los informes ad- 
ministrativos y, por otra parte, los elementos de juicio que exis- 
ten en los autos, particularmente tas declaraciones de fojas 158 
y siguientes y las fotografías de fojas 113 a fojas 120. susten- 
tan la afirmación de la compañía de que en el almacenamiento 
fie trigo en bolsas la estiba se hace hasta el techo sin reservar 
ntá.* espacio dentro de las paredes de los galpones que una pe- 
queña entrada en la puerta del frente, indispensable para ini- 
ciar el retiro de la mercadería, 

[Jw si se tienen en cuenta estos antecedentes; el mayor eré* 
dito que debe merecer el informe del ingeniero Devoto por 
emanar de un perito diplomado y fundarse en las mediciones 
efectuadas por él de los respectivos depósitos; y el hecho es- 
tablecido por experimentos realizados en la misma Aduana de 
que en un metro cúbico caben de setecientos cuarenta a sete- 
cientos cincuenta y tres kilos de trigo embolsado, lógicamente 
se llega a la conclusión de que no es imposible almacenar los 
veinticuatro millones cuatrocientos once mil trescientos seten- 
ta y un kilos de trigo que aparecen introducidos en los galpones 
B y F, en el espacio de treinta y cuatro mil setenta y siete me- 
tros cúbicos que representa la capacidad de dichos depósitos, 
aún cuando se reserven los pequeños espacios indispensables pa- 
ra poder efectuar las operaciones inherentes a esa clase de 
frutos. 

(Jue en tales condiciones, la multa impuesta a la recurren- 
te de' valor de casi seis millones de kilos de trigo en que se 
hace consistir el exceso que no lia podido estar depositado en 
los galpones B y F aparece desprovista de una base sólida y 
no es posible por lo tanto justificarla legalmente. 

Que el hecho comprobado en el acto de ta inspección de los 
galpones, de faltar mas o menos cincuenta millones de kilos 
del trigo que figuraba como depositado en ellos según constan- 
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cias de los boletos de exportación, ha sido explicado por la re- 
currente como una consecuencia del hecho de haber exportado 
esa cantidad del cereal con otros permisos de exportación men- 
cionados en el informe de fojas 24 a 25. o lo que es ío mismo 
que para la exportación del trigo de que se trata no fueron uti- 
lizados los boletos obtenidos en los meses de febrero y marzo 
de 19» al depositario en los galpones habilitados, sitió otros 
permisos solicitados posteriormente, operación que a juicio de 
la compañía estaba autorizada por el artículo 507 de las orde- 
nanzas de Aduana. 

Que sin poner en duda el hecho en que se fundamenta esa 
explicación, las sentencias de fojas 32 y fojas 399 no admiten 
sin embargo que el acto realizado esté autorizado por la tey v 
sostienen que a mérito de tales maniobras la compañía acusada 
se coloco en situación de poder exportar con los boletos de fe- 
brero y marzo obtenidos cuando el aforo del derecho fiscal 
era bajo» trigo adquirido posteriormente cuando dicho aforo 
fuese más elevado. En consecuencia, la resolución aduanera de 
fojas 32. que ha sido confirmada por la sentencia recurrida 
de fojas 399, declara cancelados los respectivos boletos de de- 
pósito hasta ta cantidad de trigo que no se encontraba almace- 
nada al tiempo de efectuarse Ta inspección. 

Que no obstante la ausencia de elementos de juicio sufi- 
cientes para que pueda darse por establecida la existencia de 
una operación fraudulenta toda vez que en la materia de que 
se trata sólo se tienen en cuenta los actos realizados, con pres- 
cindencia de la intención que haya impulsado al agente a eje- 
cutarlos; siendo de notar además que el hecho ejecutado por 
la compañía dió por resultado material un acrecentamiento de 
la renta, pues los nuevos permisos de exportación fueron obte- 
nidos mediante el pago de un impuesto más elevado que el que 
regía en la época del depósito del trigo en los almacenes habi- 
litados, sin embargo, la cancelación de los boletos de depó- 
sito no utilizados por la recurrente al exportar dicho cereal 
constituye una solución irreprochable con arreglo a una sana 
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interpretación de las dísjiosiciones légalos que gol teman el 
caso. Kn efecto: la inteligencia atribuida por la compañía ex- 
portadora al artículo 507 de las ordenanzas de Aduana, según 
ía cjol la* mercaderías de tránsito pueden ser exportadas con 
otro.* permisos de depósito que aquellos que fueron otorgados al 
almacenarlas, dejando tos primitivos boletos disponibles para 
ji .ílcr exportar «tras mercaderías de la misma especie adquiri- 
das o llevadas a dcpósilo en cualquier ¿poca ulterior, no es com- 
patible cun el projiósito que ha inspirado la sanción del articu- 
lo s * de la ley ío.^j, que ha sido solamente facilitar a los ex- 
porta Wis la manera de evitar tas fluctuaciones del impuesto, 
autorizándolos para depositar los frutos en los depósitos de 
Aduana, pagando el derecho fiscal vigente en la época del ch> 
pósito. Xo ha sido nt podido ser la mente del legislador fo- 
mentar el agio sobre la jiosilde sulw o baja del impuesto, que era 
precisamente lo que tendía a evitarse con la autorización del 
depósito de la mercadería, ni mucho menos, por cierto facili- 
tar el medio de |jerjudicar la renta como resultaría del hecho de 
exportar fruto* adquiridos en épocas de alto aforo con Isletos 
obtenidos cuamlo el impuesto era más reducido. Para la obten- 
ción del fxdcto es ¡ndis|>ensah1e efectuar el depósito de los fru- 
tos bajo ti contralor de la Aduana, según se dispone en el citado 
artículo 5.* de la ley 10.3411. lo <l u c demuestra que no es po- 
sible que exista un boleto legítimamente emitido sin la existen- 
cia correlativa del fruto o producto depositado en los almace- 
nes de la Aduana o en los habilitados ¡M>r la misma rci«irt¡eión 
administrativa. Por consiguiente las ordenanzas fie Aduana que 
autorizan a usar los boletos de depósito para el embarque di 
«uros frutos que los que determinaron la expedición de aqué- 
llo» (articulo 5071 no puede ser interpretado de tal manera que 
-Hieden subsistentes los boletos de depósito sin que exista nw» 
radería depositada a la cual imputarlos. Las consideraciones 
rjuc a este respecto contienen la resolución de fojas ¿3 y la 
sentencia apelada, que se dan ¡>or reproducidos en esa parte, 
demuestran concluyentcmente que ese es el verdadero espíritu 
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de la* disposiciones legales cuestionadas, lo que por lo demás se 
encuentra c«rrolx>rado |»r el articulo 18 del decreto reglamen- 
tario rie 1,t ley 10,449, 

En 111 mérito, se revoca la sentencia apelada en la parte 
(|iie impone a la recurrente una multa del valor de cinco miKo- 
nes novecientos treinta y un mil trescientos setenta y un kilo 
de triiíi» y »c ta confirma en lo demás <jiie dispone. Las costas 
se iwran en el orden causado en atención al resultado del 
juicio, Noiifjqucnsc y devuélvanse» reponiéndose el papel que 
Wrreipondfl en el juzgado de origen. 

A. Bermejo — j. Ficueroa Ai.- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Buhorio del señor Juez Letrado de la Pampa Central, doctor 
ttrnato Soitrromlie, al Juez de Instrucción de Tuatmán, 
íoUcltmtdo ta partida de nacimiento de un menor. 

Sumarla ', i.« Corresponde o la Corte Suprema dirimir un con- 
flicto entre jueces de distinta jurisdicción, respecto a las 
formnlídade* que debe llenar un exhorto librado por uno 
de ellos, 

J" Pura cjue un exhorto dirigido por autoridades nacio- 
nales | autoridades de provincia o nacionales, fuera de su 
Jurisdicción pueda deligenciarsc. no se requiere más requi- 
sito que la firma del juez y el sello del juzgado respectivo. 

Can»', lo explican las piezas siguientes: 
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DICTA II DEL SÍÑOt PXOCUKADOt GENERAL 

Suprema Corte: 

El Juez Letrado del Territorio Nacional de la l'ampa Cen- 
tral dirigió un exhorto al de Instrucción en turno de la ciudad 
de Tucumán solicitando la remisión del testimonio de una par- 
tida de nacimiento para ser agregada a una causa que trami- 
taba ante su juzgado. 

El Juez de Tucumán se negó a dar curso a dicho exhorto 
por no venir legalizado en la forma prcscripta por el art. 610 
del Código de Procedimientos Civiles de ta Provincia y dispu- 
so, atenta la insistencia del Juez Letrado de ta Pampa, elevar 
a V. E. las actuasiones para que esta Corte Suprema dirima 
el conflicto jurisdiccional planteado. 

Adhiero el requerimiento del Juez Letrado. "Siempre que 
un juez nacional dirija un despacho precatorio a un juez pro- 
vincial, sea para hacer citaciones o notificaciones, o recibir tes- 
timonios o practicar otros actos judiciales, será cumplido el 
encargo", dice et articulo 13 de la ley 48. 

Y V. E. al dictar con fecha 21 de febrero de 1905 el re- 
gíarrrento paxa los Juzgados Letrados de los territorios naciona- 
les, en uso de la facultad que le confiere el art. 10 de la ley 
4055, ha establecido las formalidades que deben cumplirse en 
los expresados rogatorios disponiendo que. para la validez de 
los mismos, bastará con que lleven el sello en tinta del Juzgado, 
con la firma de! Juez (artículo 7. ). 

Las disposiciones contenidas en la ley 44 sobré autentica- 
ción de los actos públicos y procedimientos judiciales de cada 
provincia, no rigen el presente caso ya que, a los que dicha ley 
se refiere, "son aquellos que se quieren hacer valer en otra pro- 
vincia como comprobantes o como títulos de algún derecho y 
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no a las comunicaciones entre jueces de distinta jurisdicción" 
(5. C. N. t 118, página 203). 

"Es de conformidad, ha dicho V. E-, a sus propias leyes 
de procedimientos que debe actuar en toda la República el Po- 
der Judicial de ta Nación sin que pueda ser turbada sn acción 
en forma alguna por leyes provinciales de alcance limitado a las 
causas substanciadas ante stts propios tribunales, puesto que 
las provincias no ejercen el poder delegado de la Nación". ( 1 jy, 
página 217). 

Llenadas, como lo han sido, las formalidades legales en el 
despacho de referencia, soy de opinión que debe ser cumplido 
por el juez exhortado, (104, 208; 109, 95). 

Horacio R. Larrcta. 
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; 

S»ea*s Air**, Septeno™ 36 4t lfM 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que tratándose en eí caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción respecto a las formalidades de un exhorto 
librado por uno de ellos, procede la intervención de e^ta Cor- 
te de acuerdo con los móviles y el alcance atribuido en rei- 
terados casos análogos al artículo 9* de la ley 4055. 

Que en ejercicio de la facultad conferida a este tribunal 
por el articulo 10 de la ley precitada y articulo i» de la ley 
número 7099 sobre superintendencia general, se dictó el regla- 
mento j>ara los juzgados de los Territorios Nacionales y el de 
los Juzgados de Sección, estableciéndose en el artículo 7.» del 
primero y 11 del segundo que siempre que hayan de librarse 
despachos dirigidos a autoridades de provincia o a autoridades 
nacionales fuera de su jurisdicción, se pondrá el sello de tinta 
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del Juzgado con la firnia del Juez (Acordada del 21 de febre- 
ro de 1905 ; Fallos tomo yo, jiágina y ) . 

Que llenadas dichas formalidades en el exhorto de fojas 1 , 
dirigido por el Juez Iletrado del Territorio Nacional de ta Pam- 
l^i Central al de Instrucción en turno de la ciudad de Tucumáu. 
hasta la observación de tales requisitos para la legalización del 
despacho precatorio de referencia, sin que puede ser óbice a 
su diligenciamiento las disposiciones legales citadas que invoca 
el Juez exhortado, toda vez que, de acuerdo con la jurispruden- 
cia de esta Corte y su interpretación y aplicación del articulo 13 
de la ley de jurisdicción y competencia número 48, las pres- 
cripciones de esa ley reglamentaria del Poder Judicial dele- 
gado de la Nación según el articulo 94 y siguientes de la Cons- 
titución, dictadas de conformidad con ésta (Artículo 67, in- 
ciso 28). son ley suprema de la Nación a que todas las autori- 
dades de provincia están obligadas a conformarse, no obstante 
cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o 
constituciones provinciales (Artículo 31 de la Constitución; Fa- 
llos, entre otros, tonto u8, página 202; tomo m) f página 217 
y jurisprudencia allí citada). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador General, se declara que el despacho de fojas 1 
está en debida forma y debe ser cumplido por el juez exhor- 
tado. A sus efectos devuélvanse los autos al juez exhortante 
a fin de que reitere el exhorto de fojas 1, con transcripción de 
la presente resolución. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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NOTAS 

Con fecha j." de septiembre de 19*4, la Corte Suprema 
declaró improcedente la queja deducida i«n los señores Iribar- 
ne linos,, en autos con don 1>avi<l Calle. sobre desalojo, por 
resultar de la exposición de los recurrentes, que habían sido 
nidos en el juicio de referencia, llenándose así el requisito <k- 
la garantía constitucional de Ja defensa en juicio; garantía para 
cuya eficacia no se requiere que el litigante sea oído en diver- 
sas instancias, ni que se admitan articulaciones previas sobre 
la jurisdicción de! tribunal, según lo reiteradamente resuelto 
por el tribunal. 



lín la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
|>or la Sociedad Argentina Protectora de los Animales, apelan- 
do de una resolución de la Jefatura de Policía de la Capital, por 
no aparecer de la exposición de la recurrente, que se hubiera 
interpuesto recurso alguno para ante ja Corte Suprema, que !e 
hubiese sido denegado. 



En Ja misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Carlos M. Laborde en autos con don Ensebio Ro- 
dríguez, sobre desalojo, por resultar de la exposición del recu- 
rrente que la resolución materia del recurso, no revestía el ca- 
rácter de sentencia definitiva, indispensable a los fines de la 
procedencia de la apelación extraordinaria para ante la Corte 
Suprema ( artículo 14, ley 48 j ; agregándose, además, que la 
cuestión planteada en el pleito se resolvía exclusivamente por 
aplicación de disposiciones de carácter procesal y nó por los 
preceptos de los artículos ig y 19 de la Constitución, invocados 
1**>r e3 apelante. 
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Kn tres del mismo se declaró Improcedente la queja dedu- 
cida ¡?or Santos Andrés, en la causa seguida en su contra. |x>r 
tentativa de asalto y robo. |>or resultar de la exposición del re- 
currente que el recurso interpuesto y denegado no se refería a 
ninguno de los casos legislados por el artículo 14 de la ley 48. 
únicos supuestos en eme procede la apelación para ante ta Cor- 
te Suprema de las sentencias de los tribunales ordinarios, con- 
forme con lo reiteradamente resuelto. 



Con fecha <x-ho se declaró improcedente la queja deducida 
por don Herminio Riani en autos con don Alejandro Kt torre, 
*obre daños y perjuicios, en razón de resultar de la propia ex- 
posición del recurrente que en el caso se trataba de una cues- 
tión de derecho común, ajena al recurso extraordinario inter- 
puesto, (articulo 15. ley número 48), 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Francisco Badino en autos con don Francisco Cuñarro, 
sobre desalojamiento, por no aparecer de lo expuesto por el 
rc-eurrcnti', que hubiera planteado cuestión federal durante el 
pleito» o sea en circunstancias tales que habilitaran a la justicia 
local a pronunciarse sobre dicho punto (artículo 14. tey 48) y, 
ademas, i*>rquc la sentencia apelada se fundaba exclusivamen- 
te en disposiciones tle derecho común, extrañas al recurso ex- 
traordinario con arreglo a lo establecido por el artículo 15 de 
la mencionada ley. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida pflr don Carlos Jara en los autos "Elvira, viuda de 
■ Veschi, sobre recusacin con causa", por resultar de la exposición 
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del reamente que se trataba de un incidente de recusación, que 
no revestía el carácter de sentencia definitiva a los fines del 
recurso interpuesto y denegado. 



Con fecha diez no se hizo lugar a la queja deducida por 
■ Ion Antonio Gutiérrez Fernández en autos con el Juez de Paz 
de la Sección 6.\ por violación de la ley 11.157 y ai*. 758 del 
Código Civil, en razón de no haberse observado, en el cas», las 
formalidades requeridas por el artículo 15 de la ley número 48, 
en su primera parte. 



En doce del misino la Corte Suprema declaró no corres- 
ponder a la jurisdicción originaria de la misma, la causa segui- 
da por don José Antonio González, contra la Provincia de Bue- 
nos Aires, sobre interdicto de retener, en razón de tratarse de 
una demanda interpuesta contra la expresada provincia, por 
un vecino de la misma, según constaba en los documentos acom- 
pañados. (Artículos 100 y roí de la Constitución Nacional) . 



Con fecha quince no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Antonio L. Grillo en el juicio seguido por don Carlos Ma- 
signani contra el Ferrocarril Central Argentino, sobre daños y 
perjuicios, por resultar de la propia exposición del recurrente, 
que la sentencia apelada, pronunciada por la Cámara Federal de 
Apelación de La Plata, se había limitado a establecer el monto 
de la indemnización debida por la empresa demandada, te- 
niendo para ello en consideración circunstancias de hecho y de 
prueba y normas del derecho común, que no son revisiblcs en el 
recurso extraordinario, con arreglo a los artículos 14 y 15 de 
la ley .8, 
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Kn diez y siete del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Alfredo Acuña en autos con el Fisco Nacional, 
por infracción aduanera, jior resultar de ta propia exposición 
del recurrente que ta resolución apelada se había basado en 
puntos de hcclio y de prueba respecto a ta calificación de la 
mercadería y la determinación de la partida de la tarifa de ava- 
lúos correspondiente a la misma, que son ajenas al recurso 
extraordinario para ante la Corte Suprema. ( Artículos 15 y 
16, ley 48), 



Lin la misma íecha no se hizo lugar a la queja deducida 
|xir don Antonio Melé en auto.s con don Lorenzo Sánchez, so- 
bre reivindicación, dado que. según lo expresaba el apelante, el 
recurso interpuesto era el autorizado por el artículo 340 del 
Código de Procedimientos de la Capital, esto es, el de inconsti- 
tucíonalidad y aplieabilidad de ley. improcedente para ante Ja 
Corte Suprema, según lo reiteradamente resuelto; agregándo- 
se, además, que en el supuesto de que e! deducido fuera el del 
artículo 14 de la ley 48. se desprendía, igualmente, de la propia 
exposición del recurrente, que (as cuestiones resueltas por la 
decisión recurrida, lo habían sido por interpretación y aplicación 
de determinados preceptos que se invocaban, de derecho civil 
y procesal, es decir, de derecho común, ajenos al recurso ex- 
traordinario de acuerdo con la ley y constante jurisprudencia. 



En la misma fecha no se hizo tugar a ta queja deducida 
por don Santiago Odctto en autos con don José Cugno, sobre 
cobro de pesos, por resultar de la propia exposición del recu- 
rrente, que éste había sido oído, y la cuestión fué resuelta jwr 
la interpretación y aplicación de leyes procesales, que no pueden 
motivar el recurso extraordinario para ante ta Corte Suprema, 
según lo dispuesto en el artículo 15 de la ley número 48, y to 
reiteradamente, resuelto. 
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Ivn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por doña Ventura Celestina Alanzo García en autos con 
lo sucesión de don José Manzo García, solire filiación natural, 
por resultar de la exposición de la recurrente, que no había me- 
diado en el caso denegación del fuero federal, es decir, deseo- 
nocimiento de un derecho privilegio o exención fundado en una 
ley de esc carácter. Al pedido de revocatoria formulado por la 
recurrente, el tribunal en veintiséis del mismo, ordenó se es- 
tuviese a lo resuelto, en razón de que la interpretación y apli- 
cación hecha por los tribunales del orden focal o federal de 
las disposiciones de los Códigos comunes son ajena- ul recur- 
so extraordinario conforme a lo dispuesto por el artículo 67, 
inciso n de la Constitución y 15 de la ley 48; agregándose ade- 
más, que fas disposiciones de la ley N. fl 27, invocadas, habían 
sido derogadas por la sanción de la ley posterior ya menciona- 
da, número 48, y en consecuencia, el recurso extraordinario só- 
lo procede en la forma y condiciones señaladas en los tres in- 
cisos del articulo 14 y en el artículo 15 de la ya citada ley 48. 



Con fecha dies y nueve de septiembre de 1924 fué confir- 
mada por la Corte Suprema la sentencia pronunciada por la 
Cámara Federal de Apelación de La Plata que condenó a No- 
lasco Lugones y a Florentino o Francisco Alvarez a sufrir la 
pena de veinticinco años de reclusión en vez de la de peniten- 
ciaria por tiempo determinado, accesorios legales y costas, que 
Ies fué impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional de 
la Pampa Central, por los delitos de asalto, homicidio y lesio- 
nes graves el primero, y homicidio, asalto, robo y atentado a 
la autoridad el segundo, impetrados en ta persona de Pedro 
Schenfld y su esposa el dia 3 de abril de 191 6. en jurisdicción 
de la capital del expresado territorio. 



Kn veintidós del mismo no se hizo lugar a la queja inter- 
puesta por don José Antonia Pardo en autos cotí los señores 
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Juan y José Drysdale, sobre falsificación de patente, por re- 
sultar de la exposición del recurrente, que éste fundaba su re- 
curso en la consideración de guc era nulo el procedimiento me- 
diante el cual se había resuelto la deserción de la instancia, sin 
agregar a los autos un escrito j>or él presentado, no obstante ha- 
ber sido admitido y hacerse constar el cargo de su presentación; 
antecedentes de hecho y de derecho prrjcesal que no pueden 
fundar el recurso extraordinario con arreglo a lo dispuesto por 
el articulo 15 de la ley 4**- 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por Emilio Arena, en la causa seguida en su con- 
tra por defraudación, (incidentes sobre libertad condicional), 
en razón de que, la decisión apelada, según la propia exposición 
del recurrente, se había limitad» a establecer la inteligencia 
de disposiciones del Código, cuya aplicación no puede autorizar 
el recurso extraordinario para ante la Corte Suprema, con 
arreglo al artículo 15 de la ley 4S: y además, por no aparecer, 
tampoco, qvte el artículo 16 de la Constitución hubiese sido in- 
vocado oportunamente, ni que tuviera con la cuestión debatida 
y resuelta la relación directa e inmediata indispensable para la 
procedencia de dicho recurso. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la i|ueja deducida por 
don Justino Lottstau. t*n los autos Juan Remonda y otros con- 
tra Juan. Justino Loustau y otros, sobre reivindicación. en ra- 
zón de que la queja se fundaba en estimarse inconstitucional 
la unificación de la representación resuelta en la catisa; unifi- 
cación basada en disposiciones de las leyes procesales tendien- 
tes a regularizar la tramitación de los juicios, que no reviste 
los caracteres de una sentencia definitiva coino lo requiere el 
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articulo 14 de la ley 48, dado que no pone fin al pleito, ni ha- 
pe imposible su continuación. 



Con fecha veinticuatro no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Julio jf. Garro en autos con don Luciano Gar- 
giulo, sobre consignación, ptir desprenderse de la exposición del 
recurrente, que éste había sido oído y hecho valer sus dere- 
chos por los medios legales que le había sido dado ejercitar, 
no apareciendo, en consecuencia, vulnerada en el caso, la ga- 
rantía constitucional invocada en el juicio; y además, porque 
la afirmación de que el apelante había sido sacado de sus jue- 
ces naturales» no resultaba demostrada por la circunstancia de 
que un Juez de Paz hubiese sido sustituido por otro, ya sea 
por vía de recusación u otro procedimiento, debiendo tenerse 
presente que dichos jueces son, sin duda, en el caso, los de- 
signados por la ley antes del hecho de la causa y, porque en 
cuanto a las formalidades procesales de sustitución de los mis- 
mos, están regidas por las leyes locales de justicia de paz, no 
pudiendo por consiguiente ser materia del recurso extraordina- 
rio, según lo reiteradamente resuelto. 



En veintiséis del mismo se declaró improcedente ta queja 
deducida por Natalio Botana, en la causa seguida en su contra 
|>or desacato, dado que la resolución apelada, según la propia 
exposición del recurrente, no revestía el carácter de sentencia 
definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, y no apa- 
recer que se hubiera denegado al recurrente algún derecho o 
privilegio acordado por la Constitución o las leyes federales . 



En la misma fecha se declaró igualmente, improcedente la 
queja deducida por.Jon Miguel B, Jné en autos con don Víc- 
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u>r Torrens, sobre desaloja miento, por no aparecer «le la ex- 
posición del recurrente que le huinche sido denegado recurso 
alguno jKira ante la Corte Suprema. 



Con techa veintinueve fué confirmada i»or la Corte Su- 
prema la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación del Paraná, la que confirmó, a su ve je. la dictada por el 
Juez Letrado del Territorio Nacional de Fonnosa que condenó 
a Secundino Martínez a sufrir la pena de quince años de re- 
clusión, costas y accesorias legales, como autor del delito de 
sodomía perpetrado en la persona del menor de diez meses de 
edad, Dionisio Arce, el día 10 de febrero de 1923 en el kiló- 
metro 182 del Ferrocarril de Formosa a Embarcación. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por dr>ña Virginia Debenedetti de Tamborniní, en tos autos 
sobre excepción del servicio militar de su hijo José Tambornini. 
por no aparecer de la exposición de la recurrente. que le hubiese 
sido denegado recurso alguno para ante la Corte Suprema, y 
porque el recurso autorizado por el articulo 340 del Código de 
Procedimientos para la Capital, según lo reiteradamente resuel- 
to, no es del conocimiento del Tribunal, 
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Ferrocarril Centra! Córdoba contra la Administración de los 
FF, CC. del Estado, sobre interdicto de obra nueva. 

Sumario^: i Invocado por el recurrente los artículos 17 y 18 
<le la Constitución y habiendo sido la ultima decisión, con- 
traria al derecho fundado en dichas cláusulas, procede el 
recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, sin que en 
el caso, sea óbice para ello la circunstancia de tratarse de 
un juicio de interdicto, dado que el pronunciamiento re- 
caído es definitivo en cuanto a la acción posesoria ejer- 
citada. 

t 

2. a El articulo 16 de la ley número 2873 no se limita a 
consignar el derecho de cruzar las lineas existentes por las 
de otro ferrocarril, sino que establece que los ferrocarri- 
les no jiodrán o|ionerse al cruzamiento de sus vias, lo que 
implica necesariamente la exclusión de las acciones enca- 
minadas a proteger la posesión cuandu, como en el caso, 
el acto de turbación no tiene otra finalidad que establecer 
un cruzamiento de lineas férreas autorizado por la admi- 
nistración, y tal inteligencia de dicha disposición legal, no 
es repugnante a las garantías consagradas por los ar- 
tículos 17 y 18 de ta Constitución ;' por lo que, siendo con 
arreglo a esa inteligencia, la materia de cruzamiento de 
vias férreas, de la exclusiva jurisdicción administrativa y 
en consecuencia, pudiendo ésta autorizar y hacer efec- 
tiva tales operaciones sin necesidad de un procedimiento 
judicial previo, no procede un interdicto de obra nueva 
contra la Administración de los FF. CC. del Estado, por 
el cruce de las vías del Ferrocarril Central Córdoba y 
construcción de un rama! de Santa Felisa a San Pablo. 

Caso: Ix> explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

T«C«kia, Abril T dt MM 

Y Vistos: 

Km.s aur< dónele se presunta don Kcnj.imíii Centeno en 
representación del Ferrocarril Central Córdoba iniciando ac- 
ción posesoria de interdicto de obra nueva, contra la Adminis- 
tración General de los F. F. C C. del Estado, fundándola en 
que estos pretenden la construcción de un ramal de Santa Fe- 
lisa a San Pablo y el cruce de sus vías, con cortes en sus rie- 
les y alambrados fís, 25 a 28 V . 

Y Considerando: 

1 • Que declarada por la Suprema Corte la competencia 
de la justicia federal para entender en este juicio de interdic- 
to posesorio promovido |ior el Ferrocarril Central Córdoba 
contra los F. F. C. C. del F.stado. representados por la Ad- 
ministración General de Ferrocarriles Nacionales, |ior el cruce 
de sus vías y construcción del ra;nal de Santa Felisa a San 
Pablo, corresponde determinar si en el ÍHfc lite deben aplicarse 
para resolver el litigio, las disposiciones pertinentes del Cód. 
Civil o si c! caso está regido por leyes especiales, dada la cali- 
dad de las partes - empresas ferroviarias nacionales — que 
prestan servicios públicos de interés general. 

_»." Que si lian de aplicarse al presente caso las disposi- 
ciones de la lev civil que amparan la iiosesión de los bienes de 
los particulares o sea, en el sub judkc, los de la empresa ado- 
ra, para impedir la prosecución de Tas obras emprendidas por 
el Estado, la acción intentada serta procedente, toda vez que 
la parte demandada no ba negado los liedlos en que se funda 
la demanda, discrepando únicamente en cuanto a la ley a 
aplicarse. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



379 



y Que siendo así y traf índose de una acción rápida de 
amparo, de procedimientos siunarístmo, de verdaderos efectos 
de policía» en la que la ley N.° 50 deja librado al criterio del 
Juez Ta producción de la prueba que crea suficiente para jus- 
tificar los extremos de la acción intentada, el suscripto no lia 
creído necesario diligenciar la prueba ofrecida por la actora. 
desde que no hay negativa de los hechos, y porque en la natu- 
raleza misma de las cuestiones debatidas, debe buscarse la ley 
aplicable al presente caso. 

4.* Que no obstante tener la parte actora derecho a pro- 
teger sus bienes con acciones posesorias, como cualquier par- 
ticular privado o turbado en su posesión, para establecer en el 
sub lite si la acción intentada es procedente, debe examinarse 
si por la calidad de las partes y el origen del acto que se pre- 
tende turbador, procede o no ta acción posesoria, 

5* Que si examinamos la cuestión bajo esta fa*. que en 
realidad es la que corresponde por los documentos presenta- 
dos por la parte de los F. C. C. C. del Estado, que no han 
sido desconocidos ni impugnados por la parte actora (fs. 34. 
35* 3<> y 173). llegamos, a la conclusión de que los hechos de 
turbación se lian originado por la construcción del ramal de 
Santa Felisa a San Pablo» autorizado por el Superior Gobier- 
no de la Nación en cumplimiento de leyes y decretos existen- 
tes, cumpliéndose los trámites reglamentarios y en uso de fa- 
cultades inherentes a su calidad de poder, 

C*.° Que por esta razón las relaciones emergentes entre ta 
parte actora y la demandada — dos empresas ferroviarias des- 
tinadas a prestar servicios públicos — son de carácter especial 
y no caen bajo las sanciones del derecho común, legislado en 
el C. Civil, siempre que tales relaciones se refieran a los servi- 
cios públicos a que están destinadas y que son de interés pa- 
ra la comunidad, por lo que tienen también, conforme a su na- 
turaleza y destino, su legislación especial. 
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7." Que tratándose, entonces, de una controversia entre 
dos ferrocarriles originada por el cruce de las vías, de un ra- 
inal autorizado por el l\ E. de la Nación, llenando los requisi- 
tos legales y reglamentarios administrativos, es indudable que 
la ley aplicable es aepiclla especial que rige la materia: la ley 
nacional N," 2873. la que determina en su art. 1 " que las re- 
laciones de derecho que nazcan de la construcción y explota- 
ción de todos los ferrocarriles de la República, estarán suje- 
tas a las prescripciones de la misma, Y viniehdo al caso con- 
creto que motiva este interdicto, la citada ley determina (art. 
16), que las empresas no podrán oponerse a que otro ferro- 
carril empalme con el suyo, pase i*>r arriba o por debajo con 
tal que no interrumpa e! servicio regular de los trenes de la 
empresa primitiva, necesitando para el cruzamiento el permiso 
del I». Ejecutivo, sin que esto importe un derecho adquirido; 
también deten establecerse las condiciones por convenio mutuo 
(art. 2$}, y si ellos no tuvieran lugar la Dirección de Ferroca- 
rriles fijará un plazo perentorio para su celebración, vencido 
el cual se procederá como lo determina dieba Dirección, ínte- 
rin se resuelva la cuestión por arbitros íart. 24). 

* 8." Que siendo esto evidente, la construcción del ramal di* 
Santa Felisa a San Pablo autorizada *>or decreto del P. Eje- 
cutivo del 9 de mayo de u¿2,j. no puede ser impedida por un 
interdicto o acción posesoria fundada en el C. Civil, pues, el 
caso está especialmente previsto por la citada' ley N." 2873, 
articules citados, la 5315, art. i* y 15 y la X." 4064, art. j>,°. 
El mencionado decreto del 1\ Ejecutivo y los trámites llena- 
dos para la autorización, son actos lícitos del poder público 
que quitan al hecho el carácter de atentado y de ilegitimo, ca- 
lidades que excluyen la procedencia Üel interdicto y que privan 
-te toda razón de oposición a la construcción del ramal. 

Además la autorización del F. Ejecutivo para la construc- 
ción del ramal, y la terminación misma de los trabajos no im- 
portañ un derecho adquirido e irrevocable por el ferrocarril 
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demandado, sinó que está sujeto a la decisión del respectivo 
juicio ordinario, por ciertu amplío, donde la parte lesionada 
puede establecer la ilegalidad de la concesión, obtener que las- 
cosas vuelvan a su estado anterior y la reparación de los danos 
y perjuicios sufridos; pero mientras no se promueva la cues- 
tión de fondo, no puede el ferrocarril actor, impedir u obsta- 
culizar las obra* que autorizan a construir en virtud de reso- 
luciones administrativas del P. Ejecutivo en las que se han 
llenado los requisitos de ley aún ante la inisma empresa del 
Central Córdoba. 

9." Que si el P. Ejecutivo de la Nación en cumplimiento 
de leyes y decretos, en uso de sus facultades, autoriza la cons- 
trucción de ramales férreos, ya industriales, ya complemen- 
tarios, la especificación de su carácter de tales, es un derecho 
inherente al poder que lo autoriza, y ta denominación dada, 
aún errónea, no puede ser discutida por las empresas para opo- 
nerse a la construcción sínó ante el mismo poder o en último 
término en juicio ordinario. Por consiguiente, las cuestiones 
enunciadas por las partes sobre la naturaleza del ramal de San- 
ta Felisa a San Pablo, si es industrial o complementario, si in- 
vade o no la zona de influencia del F. C. Córdoba, o si la 
concesión es atentatoria o irritante por otros conceptos, son 
cuestiones que atañen a la legalidad o ilegalidad de ta conce- 
sión misma y deben ser debatidas con otro procedimiento. 

Por estos fundamentos y tos pertinentes enunciados p^r la 
parte demandada, fallo: no haciendo lugar a la demanda, con 

costas. Copíese y rc|xingase. 

P. Fernández. 
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Y Vistos : 

La apertura aprueba solicitada en esta instancia por la 
parte actora en el escrito de fs, 232 a f s. 249 vuelta ; y 

• Considerando : 

(Jur la empresa ajx'lantc solicita (¡uc la causa se reciba a 
prueba en esta instancia, "para c) supuesto improbable", dice, 
de que la Cámara rechazara el recurso de nulidad interpuesto 
y entrase a conocer del fondo del asunto, 

(Juc la prueba une la actora pretende producir, es toda la 
pedida |x>r ella en la 1.* Instancia, la misma que el a quo ha 
declarado inadmisible por innecesaria, en su fallo y en cuya 
omisión funda aquélla el recurso de nulidad. 

yue hasta esta sola consideración para demostrar la im- 
procedencia de la medida solicitada, puesto que ella resolvería 
de hecho a favor del recurrente la cuestión sobre admisibili- 
dad de la prueba en 1a. Instancia, fallada negativamente, por 
el Inferior y a cuyo respecto la Cámara sólo puede pronun- 
ciarse en la sentencia sentencia definitiva. 

Por estos fundamentos se resuelve: no hacer lugar a la 
i\ >e rtura a prueba solicitado por el representante del F. C. 
Central Córdoba. — A. G. Posse. — Nemesia Bonzálec. — 
Bleodoro R. Fierro. 
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*>:ntk.ycia dk la cámara fedüral 

Ctffdokt, filia :• dt l*H 

Y Vistos: 

listos autos seguidos por Ja empresa <lel Ferrocarril Cen- 
tral Córdoba contra la Administración General de los F. F. 
C. C. del Estado sobre interdicto de obra nueva y venidos por 
los recursos de nuíidad y apelación interpuestos por la deman- 
dante contra la sentencia corriente de fs. 211 a 316» de fecha 
7 de abril del presente año, dictada por el señor Juez Federal 
dé Tucumárt en la que. lia resuelto: no hacer lugar a la deman- 
da con costas ; y 

Considerando: respecto al recurso de nulidad: 

Que dicho recurso se refiere no a la forma de U senten- 
cia sino aT procedimiento seguido en este juicio que la empre- 
sa recurrente sostiene ha sido violado en sus formas esencia- 
les vulnerando la defensa por cuanto el a quo ha dictado esa 
resolución sin pronunciarse previa y especialmente sobre la 
procedencia de la prueba ofrecida por su parte en la audien- 
cia correspondiente {fs. 204), negándole así la facultad in- 
cuestionable de produciría que afirma le compete y el de raber 
si el Juzgado la aceptaba o no para interponer en caso negati- 
vo y en tiempo oportuno, los recursos permitidos por la ley, 
agregando que habiendo la Suprema Corte "declarado la pro- 
cedencia del interdicto de a mi jaro o de retener la posesión y 
de obra nuera que ha entablado, ha debido seguirse el trámite 
establecido por la ley del P. E. para esa acción y admitir las 
pruebas ofrecidas de acuerdo a los arts. 333 y siguientes de 
dicha ley, el primero de los cua!cs dispone, que "el Juez admi- 
tirá las pruebas, que las partes adujeren". 
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Que para resolver jgssta cuestión; conviene tener en cítenla 
que eí ¡Mcniicti) de obra nueva Jebe substanciarse en un jui- 
cio verbal o sea en la audiencia que prescribe el art, 337 de la 
ley citada y fallarse dentro de los tres días subsiguientes a su 
terminación y que en el caso, esa audiencia tuvo lugar y el 
Juez la dió por concluida con el decreto de autos que las par- 
tes consintieron sin observación alguna y sin solicitar que la 
audiencia fuera prorrogada para resolver sobre el pedido que 
la demandada formuló de que el Tribunal se pronunciara sobre 
la necesidad de la prueba ofrecida por la empresa demandante 
U-niendo en cuenta rpic no habia negado los hechos en que el 
presente interdicto se funda. 

<¿ue terminada asi la audiencia del juicio verbal en el in- 
terdicto de obra nueva y no habiendo el Juez hecho uso de la 
facultad que le acuerda el art. 31M de la ley de P. I*.. la causa 
quedó concluida para sentencia de acuerdo a la expresa dispo- 
sición del art. 341 de la misma ley, de modo que en ella es don- 
de ha podido el a quo resolver como lo ha hecho, la cuestión so- 
bre inutilidad de la prueba planteada por el representante de 
los F. C. C C. del Estado, siendo de advertir, que con ello rio 
ha violado disposición legal alguna ni desconocido cí derecho, 
sin duda evidente, de la parte demandante, ríe conocer esa re- 
solución y usar de tiempo y turma del derecho que en realidad 
ha ejercitado, de interponer contra ella los recursos de apela- 
ción y nulidad que son precisamente sobre lo que debe pronun- 
ciarse la Cámara en el presente fallo y obtener si por ley co- 
rresponde, que ella sea anulada o revocada y que se ordene la 
recepción de la prueba ofrecida en la audiencia del juicio 
verbal . 

Que de este mudo, la situación jurídica de la empresa re- 
currente es ahora respecto a la cuestión planteada por la parle 
contraria sobre la inutilidad de la prueba que aquella solicitarán 
exactamente la misma que si el a quo hubiere hecho de ésta, 
materia de previo y especial pronunciamiento, con la única dt- 
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fcrencia en í;ivur de la celeridad del trámite verbal y sumar i- 
simo (|ue la ley ha establecido para el interdicto de obra nueva 
de que fallada esa cuestión juntamente con lo principal y en 
caso de que la Cámara confirmara la sentencia en ese punto, 
se habría evitado la dilación a que hubiera dado lugar la doble 
interposición de recursos y, en consecuencia, el doble trámite 
de segunda instancia para el incidente sobre prueba primero y 
después para la cuestión de fondo, dilación siempre perjudicial 
en juicios de esta naturaleza» especialmente ¡jara el demandado, 
ya que el solo hecho de entablarlos, trae como consecuencia 
legal la suspensión de la obra que los motiva, 

(Jue, en consecuencia, no existe la nulidad de procedimien- 
to que la empresa recurrente alega, y la cuestión previa sobre 
prueba a resolverse en esta instancia queda reducida a esta- 
blecer si el Inferior ha podido declarar la nulidad de la misma 
en este juicio y por lo tanto su improcedencia, fundándose en 
la manifestación de la parte demandada de que no desconoce 
los hechos que aquella invoca como fundamento de ta acción 
l>osesoria interpuesta y en caso afirmativo, si en realidad ese 
reconocimiento ha sido todo lo absoluto y amplio necesario pa- 
ra que de él pueda deducirse que Ta omisión de la prueba no 
l>erjndica de ningún modo al Central Córdoba para la reso- 
lución que corresponda dictar en lo principal. 

Que en cuanto a la primera cuestión, si bien es un prin- 
cipio reconocido por la doctrina y la jurisprudencia que en ge- 
neral los jueces deben pronunciarse sobre el mérito de la prue- 
ba al dictar sentencia, no es menos cierto, que este principio 
tiene una excepción cuando aparece mani fie?ta su impertinen- 
cia o inutilidad por no referirse a los hechos controvertidos en 
el juicio o por razón de la conformidad de partes a su respec- 
to debiendo en tales casos ser rechazada de plano, |x»rquc de 
otro modo, la libertad de probar y defenderie podría conver- 
tirse en licencia y el sabio precepto juridico. en una fórmula 
cerrada y ciega que lu mismo aprovecharía a I'is litigantes para 
demostrar su derecho que para dilatar injusta y maliciosamen- 
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te el trámite de los juicios, lo que no cabe aceptar, siendo por 
lo demás indiscutible que jamas aparecería más evidente la 
impertinencia de la prueba que cuando el demandado aceptan- 
do ríe plano la verdad de todos los hechos que fundamentan la 
demanda y limitándose a discutir sus efectos jurídicos, vuelve 
innecesaria toda probanza y convierte el caso en una cuestión 
fie puro derecho, 

One si esto es asi aún en el procedimiento del juicio or- 
dinario que ofrece a las partes la mayor amplitud para pro- 
liar su derecho, con mayor razón del>e serlo tratándose del in- 
terdicto de obra nueva, donde el legislador ha supuesto que en 
ta mayoría de los casos bastará para resolver con acierto la 
contienda, ta presentación de los títulos, de denunciante y de- 
nunciado en ía audiencia corrcsimndientc y las deligencias de 
inspección oculaT y pericial a que se refieren los arts. 338 y 
339 de la ley de P. F. 

Que la jurisprudencia de la Suprema Corte ha sancionado 
en numerosos casos la doctrina anteriormente expuesta decla- 
rando ,*que no es necesario abrir la causa a prueba cuando tos 
hechos no han sido negados o no son conducentes" (tomos, 72, 
pág. 183 y 74. pág. 189; yo, pág. 124), "que el reconocimiento 
]>or el demandado de los hechos que fundan la demanda, con- 
vierte el juicio en una cuestión de puro derecho que hace in- 
necesaria la recepción de la causa a prueba" (tomo. Si, pág. 
490 y 90, pág. i¿4) ; que el recurso de nulidad es improceden- 
te cuando los hechos alegados en un juicio ejecutivo, por el 
ejecutado al oponer excepciones, no han sido contradichos por 
el ejecutante, pues "en tal caso la recepción de Ta prueba hu- 
" hiera sido improcedente porque no cabe dar término para 
" probar to que probado está con el asentimiento de ambas 
" partes, siendo ajena a esa stjuacíón la última parte del ar- 
*' ticttlo 261 de la ley de procedimientos que ?upone la necesi- 
M dad jurídica de la prucla, así como sus relativas" (tomo 75, 
pág. 176), y que "es de derecho y de jurisprudencia que la 
" prueba debe versar sobre hechos pertinentes y conducentes a 
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" la decisión del juicio pudiendo ser rechazadas las diligencia* 
'* que mi se ajusten a esta regla" (lomo 86, págs. 29 a 31) . 

Que para resolver la segunda cuestión o sea si el deman- 
dado ha reconocido todos los hechos en que el F. C. Central 
Córdoba funda su demanda, debe recordarse que al interpo- 
nerla, los expresó afirmando: i,° Que el dia 17 de julio ppdo. 
la Administración General de los Ferrocarriles del Estado por 
intermedio del ingeniero señor Enrique González Bovi, cortó loa 
alambrados y rieles de la empresa en su linea principal en las 
inmediaciones de la estación San Felipe a la altura del kiló- 
metros t 2811.858 entre dicha estación y la parada del Kmtro. 
1 26$ procediendo a colocar allí un cruce a nivel para pasar con 
la linea que el Estado construye entre las estación Santa Fe- 
lisa del F. C. X. O. Argentino y el ingenio San Pablo de los 
señores Nougues Hnos.. lu que se realizó a pesar de la opo- 
sición de la empresa demandante tanto el día referido como 
el anterior en que el ingeniero Huví que intentara iwrpetrar esc 
hecho, se limitó ante la actitud de] ingeniero seccional del F. 
C. C, C. don Guillermo B. Beale a formular la protesta acom- 
pañada en copia a fs. 4; 2* Que el F. C. C. C. dejó constan- 
cia de estos hechos en otra protesta levantada ante el escribano 
don Roque Ponda! ; 30. Que el ramal en construcción mencio- 
nado debía establecer dos cruces con las líneas de propiedad 
de la empresa demandante, uno en e! punto anteriormente in- 
dicado y otro en la linea conocida por "sección Ñor Oeste'* 
entre las estaciones San Pablo y Parada Ovanta como podía 
verse claramente en el plano que acompañaba y corre a f s. 5, 
plano que a la vez demostraba que el expresado ramal pene- 
traba en el corazón mismo de la zona de influencia del F. C. 
C. C. ; y 4. Que la Administración de los Ferrocarriles del Es- 
tado no se ha limitado a practicar en las vías del F. C. C. C. 
los actos posesorios relacionados, sinó que llegó hasta interve- 
nir en el movimiento de sus trenes ordenando la suspensión 
de los mismos entre San Felipe y las estaciones en la ciudad 
de Tuctimán del F. C. C. C. y N. O. Argentino. 
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Que estos son k»s fechos en que el F; C. C. C. fundó el 
interdicto de obra nueva >\w ha deducid» sosteniendo que im- 
1 mrtaban tina turliación de la posesión quieta, pública, pacífi- 
ca y antigua <|Ue tiene sobre las Jínen?¡ de su propiedad y a 
ellos habría tenidu que limitar su pruelta si la Administración 
de los Ferrocarriles del Kstado los hubiera desconocido. 

Que al efectuarse la audiencia del juicio verbal prescripta 
pot el arl, 337 de *a ley de P. F. una vez í|ue el representan* 
te de la acto ra hizo la manifestación de que reproducía en to- 
das sus partes la demanda y leído por el de la demandada la 
contestación contenida en el memorial de fs, 182; el Juez con- 
cedió la palabra primeramente a la parte del Central Córdoh . a 
objet» de que ofreciera su prueba, presentando en ese act js 
escritos agregados a fs. 207, 208 y 309 donde se ofrccíai li- 
versas probanzas y el plano de fs, 210, y en seguida al i 0- 
derado de la demandada el cual dijo "que no estando negai 
los hechos en que se funda la demanda" y siendo facultath 
del Juzgado apreciar la procedencia de la pruelia ofrecida en 
el procedimiento sumario, pedía que se pronunciara sobre la 
necesidad de dicha prueba teniendo presente: 1 Que reconoce 
como exactas las escrituras de protesta presentadas por el F. C. 
C. C. agregadas a fs. 4 y 15 a 24; 2. a Que acepta como cierto 
la construcción del cruce de San Felipe a que se refiere la de^ 
manda haciendo presente que esos trabajos se ejecutan de con- 
formidad con las resoluciones de la Dirección General de Fe- 
rrocar riles de fecha 21 de junio de 1923 y 10 y 13 de julio del 
mismo año cuyas copias autenticadas corren agregadas a fs. 34 
y 36; 3. Que "en cuanto al plano acompañado por la actora, 
admite su exactitud como admite también que la extensión ki- 
lométrica del ramal que motiva el juicio y la distancia que me- 
cí ia entre la estación San Pablo, sección Ñor Oeste Argentino 
y el ingenio San Pablo de tos señores Nougués Hnos. y de la 
sociedad anónima San Pablo de Fabricación de Azúcar, es me- 
nor que los veinte kilómetros que el Central Córdoba se atri- 
buye y la Administración de los Ferrocarriles del Estado nie- 
ga como zona exclusiva de preferencia". 
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Ouc como se ve esta confesión de la demandada hucha pri- 
meramente en general y sin e xcepción, de la veracidad "de los 
hechos en que se funda la demanda", y en seguida de cada uno 
de ellos en particular limitándose tan solo a negarles el alcan- 
ce jurídico que la demandante tes atribuye, sosteniendo que ha 
procedido con derecho en vitrud de autorizaciones legalmente 
concedidas y negando que el ramal etl construcción a pesar de 
su emplazamiento, se encuentre legalmente dentro de ta zona 
exclusiva de influencia del Centra* Córdoba, constituye un 
reconocimiento tan completo de los actos que la demanda atri- 
buye a la Administración de los Ferrocarriles del Estarlo y 
de las circunstancias materiales que ella invoca, que no deja 
ninguna duda de que cualquier probanza tendiente a demos- 
trarlos serta de todo punto innecesaria e inútil porque no lo 
conseguiría hacer en forma tan evidente, directa y completa 
como lo han sido ya, por virtud de ese reconoc miento de la 
demandada. 

Que to dicha liasta ]>ara demostrar la inconsistencia de la 
afirmación de la demandante al ampliar en su expresión de 
agravios tos fundamentos del recurso de nulidad de que el re- 
presentante de la Administración de tos Ferrocarriles del Es- 
tado confesó algunos de los hechos alegados en la demanda y 
negó otros, mucho más cuando no se ha expresado siquiera cuá- 
les fueran estos ni en qué ocasión se produjo esa negativa que, 
desde luego, no puede ser la de la audiencia del juicio verbal 
donde como se ha visto, el representante de la Administración 
de los Ferrocarriles del Estado reconoció formalmente y sin 
exclusión alguna ta veracidad de las afirmaciones de la de- 
manda en ese punto. 

Que tampoco puede fundar la nulidad que se alega, la cir- 
cunstancia de que el Juez no diera a la demandante la oportu- 
nidad de alegar sobre el mérito de la causa y de analizar la do- 
cumentación agregada por Ta demandada al contestar y reba- 
tir las consideraciones del memorial presentado por la misma 
a incorporado al juicio verbal; trámite éste cuya omisión en 
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concepto del representante del F. C. C. C, te ha privado de 
tina defensa esencial, porque el art. 333 de la ley de P¡¡ F., 
eme invoca éste en apoyo de su tesis, no rige especialmente el 
procedimiento del interdicto de obra nueva, ni establece como 
un trámite esencial del juicio verba] el alegato de bien probado 
o en derecho prescripto formalmente para el juicio ordinario, 
limitándose a decir que en el acta respectiva se consignarán 
los alegatos, lo tjue en la audiencia hayan expuesto las partes, 
porque en todo caso la recurrente tuvo ocasión en la realizada 
en este juicio de hacer las observaciones que hubiere creído 
pertinente cuando le fuera concedida la palabra por el Juez des- 
pués que la parte demandada había presentado el memorial de 
contestación a la demanda y designado la documentación co- 
rriente en autos en" que basaba su defensa y a pesar de ello se 
concretó a decir tan sólo en qué consistía la prueba que ante- 
riormente había ofrecido y, finalmente, porque como ya se ha 
dicho, consintió que el Juez diera por terminada la audiencia 
con el llamamiento de autos, resolución que no pudo inducir- 
lo a error como pretende dada la naturaleza sumaria del jui- 
cio y la disposición del art. 341 de ta ley de P. F., que termi- 
nantemente establece que tres días después de terminado el 
juicio verbal "el Juez dictará sentencia" sí, como en el caso sub 
lite, no sé hubiera decretado ta inspección a que se refiere el 
articulo 388. 

Considerando: en cuanto a lo principal: 

(Jue el representante de la Administración de las Ferro- 
carriles del Kstado. contestando ta demanda (memorial de fs. 
182), alegó en defensa de su parte eme. si bien eran exactos 
los hechos que aquella exponía como fundamento del interdic- 
to de obra nueva, ellos no constituían actos ilegítimos turba- 
torios de la posesión del F. C. Córdoba, porque la construc- 
ción del ramal de San Felisa al ingenio San Pablo, fué auto- 
rizada previos los trámites legales, por el Poder Ejecutivo de 
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la Nación en uso de las facultades que la ley 4064 le confiere, 
porque la ejecución del cruce de ese ramal con una de las vías 
de la demandante de conformidad a las leyes, la hizo con au- 
torización de la Dirección de Ferrocarriles, órgano técnico del 
Ministerio de Obras Públicas, y, finalmente, porque aún cuan- 
do esta no es cuestión que deba discutirse en el presente litigio, 
sino en el juicio ordinario correspondiente, el ramal referido 
es industrial y no penetra en la zona de influencia privativa del 
Ferrocarril Central Córdoba, porque se construye en una re- 
gión de influencia común de tres ferrocarriles que al llegar a 
la ciudad de Tucnmán necesariamente convergen, corriendo sus 
lineas a menor distancia de veinte kilómetros unas de otras, 
de modo que no es aplicable al caso el art. 7* de !a ley 5703 
que invoca en su favor ta demandante. 

Qtxe, sin duda alguna, para que 1111 acto de turbación de 
la posesión de lugar a acciones posesorias, lia de ser arbitrario, 
es decir, ejecutado sin derecho íarg. del art. 2469 del C. C), 
de modo que si en realidad la Administración de los Ferroca- 
rriles del Estado ha procedido a consiruir el cruce a nivel que 
motiva este interdicto, de conformidad a las leyes y en eje- 
cución de resoluciones y órdenes del poder administrador dic- 
tadas i»r éste dentro de los límites de sus atribuciones, la ac- 
ción entablada debe rechazarse, porque en tal caso ese acto no 
habría lesionado derecho alguno "perfecto de aquellas que la 
administración eslé obligada a respetar".. 

Que contra esto no puede alegarse como lo hace el re- 
presentante de la actora en la demanda, que : "aún suponiendo 
que la Administración de los Ferrocarriles Nacionales, o cual- 
quiera otra repartición pública, tuvieran facultades o derechos 
acordados por las leyes para construir ta línea en cuestión, 
cruces sobre otras lineas, etc. dicha administración no pudo 
por un acto propio tomar de hecho posesión de la línea del Fe- 
rrocarril Central Córdoba, sinó que debió demandarla por las 
vías legales de acuerdo con el art. 2468 del C. Civil, porque en 
el caso, la parte demandada no se limita en su defensa a sos- 
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tener que Ja ley de ferrocarriles le acuerda en principio el de- 
recho de establecer cruces de sus líneas con las de la demán- 
dame sino que, como se ha visto, pretende además haber oh- 
tettídOi previos los trámites del caso, y con conocimiento e in- 
tervención del Central Córdoba el correspondiente permiso de! 
[>oder administrador i«ira efectuarlos en determinados puntos 
y que esta, en ejercicio de la jurisdicción e' iiit}>crío que le com- 
pelen como poder del Estado y representante de su soberanía, 
mientras obre en los límites (le sus atribuciones, ha ordenado 
a la demandante su ejecución y autorizado a ía demandada 
en virtud de la resistencia pasiva de aquella a proceder direc- 
tamente a su construcción y a la de sus instalaciones acce- 
sorias bajo la vigilancia de un ingeniero de la Dirección de Fe- 
rrocarriles Nacionales; todo lo que a ser exacto demostraría 
que la Administración de los Ferrocarriles del Estado no tuvo 
necesidad de recurrir a los Tribunales para obligar al Central 
Córdoba a permitir el cruce de su vía previos [os trámites so- 
lemnes y lentos de un juicio contencioso porijue si bien en nues- 
tro país, como dice el doctor Ramón Ferreyra "Kl Poder Eje- 
cutivo en virtud de la completa separación de los poderes de! 
listado ejerce solo la jurisdicción administrativa simple y vo- 
luntaria, la ejerce completa y definitivamente sin apelación a 
otro poder, porque es perfecto y soberano dentro de su esfe- 
ra. . . y puede ejercer los medios de coacción |>ara hacer cum- 
plir sus mandatos y reglamentos" ("Derecho Administrativo"), 
página 280) . 

Que esto sentado, delje declararse ijuc de los documentos 
((iie en copia debidamente autenticada corren a fs. 32, 33, 34, 
$5 \ 36 y de la propia confesión de la actora consignada en la 
protesta corriente a fs. 15 y sigtes., resulta plenamente proba- 
dos los hechos principies invocados por la Administración de 
los Ferrocarriles del Kstado en su contestación a la demanda, o 
sea .pie el ramal de Santa Felisa al ingenio San Pablo fué au- 
torizado pnr decreto del P. E. Nacional de 9 de mayo de 1923, 
e: cunl se comunicó a la empresa demandante siendo observada 
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por día; que la Dirección de Ferrocarriles calvadas las obser- 
vaciones efe orden técnico formuladas aprobó el plano de seña- 
lización y el diagrama tic cnclavamicntu de los cruces del ra- 
mal de Santa Felisa al ingenio San Pablo con las líneas del 
Central Córdoba presentado por lo* Ferrocarriles del Estado, 
autorizando su construcción con carácter precario y declaran- 
do que la demandante debia colocarlos ; que ésta apeló de esa 
resolución solicitando a la vez la sus[>ensión de la obra y que 
no habiendo el Ejecutivo hecho Jugar a este pedido, la Admi- 
nistración de los Ferrocarriles del Estado efectuó el cruce que 
motiva este interdicto en cumplimiento de dicha resolución y 
de las subsiguiente!; de fechas ¡o y 13 de la misma Dirección 
General, en la primera de las cuales se ordenaba al F. C Cen- 
tral Córdoba la colocación de los cruces dentro del plazo de 
cuarenta y ocho horas bajo apercibimiento y en Ja segunda, en 
vista de no haber sido acatada la anterior, se autorizaba a la 
Administración de los Ferrocarriles del Estado "para que de 
inmediato y por su cuenta" proceda "a la construcción de los 
dos cruces a nivel y sus respectivas instalaciones". 

Que además de estos hechos, resulta comprobado un autos 
que al interponerse la demanda en el presente juicio estaba 
pendiente ante el Ministerio de Obras Publicas una . solicitud 
de reconsideración del decreto de 9 de mayo de 1923 que au- 
torizó el ramal de Santa Fe! isa a ingenio San Pablo, inter- 
puesto por la empresa demandante — lo que habría consti- 
tuido razón suficiente para declarar la improcedencia del in- 
terdicto deducido en este juicio, puesto que la cuestión se en- 
contraba radicada en otra jurisdicción — y que posteriormente' 
con fecha trece de diciembre del mismo año, el P. E. de la 
Nación desestimó aquel recurso mateniendo en todas sus partes 
el decreto que lo motivara y declarando que el cruzamiento de 
las vías dd F. C. Central Córdoba debía efectuarse en la for- 
ma establecida por la Dirección General de Ferrocarriles bajo 
apercibimiento de tas sanciones legales que correspondan y de 
que se haga uso de la fuerza pública sí fuere necesario para la 
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realización de los cruces de la referencia f documento de fo- 
ja* '73)' 

Que en vista de estos antecedentes demostrativos es que 
la Administración de los Ferrocarriles del Estado procedió a 
efectuar el cruce en la vía del ferrocarril demandante en cum- 
plimiento de resoluciones y órdenes emanadas del poder admi- 
nistrador y no de propia autoridad, es indudable, que el caso 
Sttb judiec, no reviste los caracteres comunes de tma contien- 
da posesoria entre particulares y por lo tanto, como se ha di- 
cho ya, la cuestión a resolverse estriba en saber si la adminis- 
tración al autorizarlos obró o no dentro de la órbita de sus 
atribuciones lo que determinará la licitud o ilicitud de los ac- 
tos de ta Administración de los Ferrocarriles del Estado que la 
empresa demandante califica como turbatorios de su posesión. 

Que los ferrocarriles por su importancia en el desenvol- 
vimiento económico del pai>, por el carácter público de los 
servicios que constituyen su industria, por el monopolio que 
cjerecen naturalmente en el transpone de personas y merca- 
derías y por la forma sui tjeneris en que desarrollan su trá- 
fico, no pueden regirse exclusivamente por tos principios de 
derecho común, y por ello, han sido sometidos a una legisla* 
ción especial que consulta a la vez los intere<*s de esa gran 
industria. las conveniencias del Estado y el deiecho de los par- 
ticulares, esablecicndo expresamente la ley nacional N." 2873 en 
su art J. n que estarán sujetas a sus prescripciones "la cons- 
trucción y explotación de los ferrocarriles de la República así 
como las relaciones de derecho a que etlos dieren lugar 1 '. 

tjue la misma ley, contemplando una de las situaciones ca- 
racterísticas de los ferrocarriles la mayor parte de los cuales 
cruzan en largas extensiones el amplio territorio del país, ha 
querido evitar que ellas constituyan a lo largo de sus líneas una 
barrera infranqueable para otras vías de comunicación férrea 
o no y legislando el punto en sus arts. 16 y ij t lia dispuesto 
((tic: "las empresas no iiodrán oponerse a que otro ferrocarril 
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empalme con el suyo, pase por arriba o |>or debajo con tal que 
los trabajos que se hicieren al efecto no interrumpan el servi- 
cio regular de los trenes de la línea primitiva' ni a que sus 
vias sean cruzadas por caminos carriles ordinarios o por ca- 
nales o cauces artificiales de agua» siempre que las obras no 
perjudiquen ta solidez de aquellas ni interrumpan en manera 
alguna ei servicio regular de trenes, y refiriéndose a! caso es- 
pecial del empalme u cruce por otros ferrocarriles, dispone en 
resguardo de la seguridad c intereses de la empresa primitiva, 
que la nueva colocará en el punto de intersección una casilla 
y un guarda-camino dependiente de aquella, encargado de ha- 
cer a los trenes de ambas vías las señales necesarias para evi- 
tar choques y contratiempos en el servicio, fijando como con- 
dición indispensable "para poder verificar el cruzamiento'', e! 
permiso del Poder Ejecutivo, sin que esto importe un derecho 
adquirido. 

Que en e! presente caso como se ha visto anteriormente, 
se han cumplido' las citadas disposiciones porque ta Adminis- 
tración de los Ferrocarriles del Estado obtuvo, previo los trá- 
mites reglamentarios, autorización del P. E. para construir el 
ramal de Santa Felisa al ingenio San Pablo con aprobación de! 
plano, memoria descripta y presupuesto por ella presentados, 
habiendo después ta Dirección de Ferrocarriles con audiencia 
de la demandante autorizado también con carácter precario la 
construcción de los cruces correspondientes en vista de que 
se trataba de cruzamientos provisorios a nivel y de que las me- 
didas de previsión adoptadas garantizaban plenamente la segu- 
ridad del tráfico de ambas vias ( documento de fs. 35 y tf* 1 . 

Ouo llenadas estrictamente como lo han sido esas forma- 
lidades legales, la empresa del Central Córdoba no ha podido 
sin incurrir en manifiesta transgresión del art. 16 citado de 
la ley NV 2873, oponerse a que sus lincas sean cruzadas por ta? 
de los Ferrocarriles del Estado en ta formo establecida por l*. 
autoridad administrativa a quien aquella atribuye jurisdicción 
en la materia, no siéndole dado invocar en el caso la posesión 
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que tkne sobre las lincas de su propiedad, porque ese derecho 
como lodos los domas. no es absoluto y en el caso está limitado 
por una dis]>osición especial de la misma ley que sin destruir!" 
!e impone la restricción fundada en una necesidad de orden pfi- 
IJieo, de permitir que ellas sean cruzadas por otras vías férreas 
o caminos siempre que tales obras no dificulten su tráfico y 
tengan la correspondiente autorización administrativa. 

Que, cono se ve, las cuestiones que pueden suscitarse so* 
hre permisos de cruce de vias férreas son de carácter mera- 
mente administrativo y deben iniciarse y terminar en la juris- 
dicción administrativa j>orquc en principio no afectan ni pueden 
afectar un derecho perfecto, de lo que se sigue que la autori- 
zación otorgada por el Ejecutivo a un ferrocarril para cruzar 
la via de otra empresa, aún cuando aquel la haga efectiva pol- 
la fuerza, no puede dar lugar a acciones posesorias. "Aunque 
haya reclamos y resistencias del interés particular para cumplir 
los decretos administrativos, íos asuntos no adquieren un ca- 
rácter contencioso judicial, sinó cuando se hiere una ley o un 
derecho perfecto; no- siendo así. hay una contención puramente 
administrativa que se decide por la misma administración" í Fe- 
irreyra. ohra cit., pág. 

Que, si a ]>esar de todo, una empresa ferroviaria se dije- 
ra lesionada por actos de esa naturaleza, en un derecho "de 
aquellos que la administración está obligada a respetar"' es in- 
dudable que la acción que en tal caso correspondiera para ha- 
cerla valer en justicia, no seria una posesoria destinada a ob- 
tener el levantamiento del cruce ordenado por la administración 
en virtud de una facultad que le es propia, sino la reparación 
del perjuicio que la obra pudiera haberle ocasionado. 

Que lo mismo debe decirse respecto a la cuestión de fondo 
por su naturaleza distinta de la posesoria y de lato conocimien- 
to, que la recurrente ha planteado sobre ilegalidad no ya de 
los cruces sinó de la concesión del rainal de Santa Felisa a in- 
genio San T'abV, cuestión discutida ante el Poder Ejecutivo por 
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la misma empresa demandante que se sometió voluntarianu-nte 
a su jurisdicción al solicitar se derogara el decreto de *> de 
mayo dé íO-3 y resuelta por aquel e» un falle* definitivo am- 
pliamente fundado que mantenía en todas sus partes ese de- 
creto, declarando que se trata de un ramal industrial que la 
administración en uso del derecho que le acuerda la ley número 
5315 ha podido autorizar y que él no invade ni puede invadir la 
zona de influencia del Central Córdoba y resolviendo por úl- 
timo que se efectúe el cruzamiento de las vías de éste en la for- 
ma establecida por la Dirección de Ferrocarriles la jo aperci- 
bimiento de hacer uso de la fuerza pública, en caso necesario. 

Que esa resolución dictada en un verdadero juicio admi- 
nistrativo, no es un acto de mero imperio sino de jurisdicción 
y como tal debe cumplirse sin perjuicio de las acciones que el 
recurrente pueda hacer valer en el juicio ordinario correspon- 
diente para neutralizar sus efectos u obtener las reparaciones 
a que hubiere lugar si ella lesiona sus intereses protegidos por 
las leyes, de lo que se sigue con toda evidencia, que su ejecu- 
ción no puede ser considerada en ningún caso como un hecho 
arbitrario ni dar por lo tanto base a un interdicto posesorio, v 
mucho menos al de obra nueva, por cuya sola interposición, el 
accionante conseguiría dejar en suspenso la resolución adminis- 
trativa. 

Por estos fundamentos y los concordantes del fallo aje- 
lado, se resuelve: no hacer lugar al recurso de nulidad y con- 
firmar aquél, con costas, llágase saber, transcríbase y devuél- 
vanse, debiendo reponerse el sellado en el Juzgado de su pro- 
cedencia. — A. G. Passc. — Nemesio González. — ¡Utodom 
Fierro. 
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FALLü ÜZ LA CORTE SUPREMA 

Bhüo* Alrci. Octubre u de IW4 

Vistos y Considerando: 

Que el recurso extraordinario para ante esta Corte procede 
en el caso con arreglo al artículo 14. inciso 3." de la ley número 
4* y articulo 6." de la ley número 4055, como (miera que el re- 
currente ha invocado en su apoyo los artículos 17 y 18 de ta 
Constitución y la decisión de última instancia ha sido contra- 
ria al derecho fondado en las recordadas cláusulas fundamen- 
tales. 

(¿Uv no constituye óliice a la concesión del mencionado re- 
curso la circunstancia de tratarse de un juicio de interdicto, es 
decir. He un procedimiento judicial de carácter sumario, desde 
que el pronunciamiento recaído es definitivo en cuanto a Ta 
acción posesoria ejercitada y reúne, por lo tanto, la condición 
cxijrida por Tas citadas leyes de la Nación (Fallos, tomo 138, 

3*4* entre otros). 

(Jue habiéndose establecido en el fallo dictado a fojas 147 
de b>, presentes autos que las propiedades de los ferrocarri- 
les son bienes privados de las respectivas empresas, aún cuan- 
do por el hecho de explotar concesiones de] Estado y ejercer 
verdaderos monopolios en materia de transportes se encuen- 
tren sometidos a un régimen excepcional; y reconocido en prin- 
cipio que dichos bienes se encuentran bajo la protección de las 
garantía* constitucionales y que las empresas propietarias pue- 
den ejercer todas las acciones encaminadas a obtener la efecti- 
vidad dé aquellas, ha debido investigarse y resolverse en fas 
etapas ordinarias del juicio si con arreglo a las restricciones o 
reglamentaciones especialmente impuestas a los ferrocarriles 
era admisible una acción posesoria tendiente a impedir un cru- 
zamiento, de vías férrens sin que hubiere mediado una decisión 
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judicial que autorizase la modificación del estado de la posesión 
y, en caso afirmativo, si ese acto .sería conciliable con la invio- 
labilidad de la propiedad y con la libre defensa asegurada en 
los artículos 17 y 18 de la Constitución. 

Que en las dos instancias en que ha sido substanciado y 
resuelto el litigio lian recaído decisiones uniformes en sentido 
adverso a la procedencia del interdicto posesorio, .sosteniéndo- 
se que con arreglo al artículo 16 de la lev mimen» 287,4 la ma- 
teria de cruzamiento de vías férreas es de la exclusiva juris- 
dicción administrativa y que. en consecuencia, ésta podría au- 
torizar y hacer efectivas tales oraciones sin necesidad de un 
procedimiento judicial previo. 

Que esa inteligencia es la única que corresiionde al contex- 
to de Ja disposición aludida y lo que consulta a la vez los pro- 
pósitos que se tuvieron en vista al sancionarla y los grandes 
intereses de la comunidad que se encuentran intimamente vin- 
culados a la facilidad y regularidad de las comunicaciones. 

Que es de observar, desde luego, que el artículo 16 de la 
ley número 2873 no se limita a consignar el derecho de cruzar 
las líneas existentes por las de otro ferrocarril, sinó que por 
medío de una redacción que descarta toda objeción o recurso de 
parte de la empresa cuyas vias deben ser atravesadas, el legis- 
lador establece que los ferrocarriles no jxxlrán oponerse al cru- 
zamiento de sus vias, lo que implica necesariamente ta exclu- 
sión de las acciones encaminadas a proteger la posesión cuando 
como en el caso, el acto (le turlxtcíón no tiene otra finalidad 
que establecer un cruzamiento de líneas férreas autorizado por 
la administración, puesto que tales acciones constituirían una 
oposición formal que estorbaría la realización de la obra con 
evidente desconocimiento del precepto de la ley especial . 

Que esa es también, evidentemente, la inteligencia que ba 
presidido a la sanción de dicho artículo 16 en la forma en que 
se encuentra redactado, es decir, excluyendo toda oposición 
el cruzamiento de vias férreas, pues de lo contrario la realiza- 
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ción de tales titiras pública*: <|ue tanto micros? n a la comunidad 
podría quedar detenida por la sola voluntad de una empresa 
precedentemente establecida en virtud de una concesión del 
listado, la que tomaría con su línea una barrera que impediría 
toda comunicación a través de ella mientras no se decidiese 
en sus múltiples instancias la acción judicial que tendría que 
promover el nuevo ferrocarril. 

<jw t por lo denás. esa inteligencia atribuida al menciona- 
do ¡.recepto de la !c> ¿873 no es repugnante a las garantías 
consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución, porque, 
entre otras razones, se trata de una mera servidumbre estableci- 
da tanto por la ley actual de ferrocarriles, como por la ley 
anterior número 531 1 articulo 56), servidumbre que las em- 
presas aceptaron como una de las condiciones de la franquicia 
que les otorgaba el Kstado, y porque al incorporar a sus res- 
lectivas concesiones la cláusula de no Oponerse a los cruces de 
Otros ferrocarriles redundaron de antemano a toda acción que 
importase estorbar ta realización de tales obras, aceptando al 
respecto la jurisdicción exclusiva de la autoridad administra- 
riva. 

<¿ue las consideraciones de que bace mérito la recurrente 
para demostrar ta ilegalidad de la concesión acordada al Fcrro- 
¡arril demandado no se refieren al cruce mismo de las vias si- 
nó a cuestiones de derecho que» |ior su naturaleza y su alcan- 
ce, no pueden resolverse en un interdicto i>osesorio. 

Qpe por lo que respecta a la privación del derecho de pro- 
ducir probanzas y de alegar sobre su mérito, que el recurrente 
invoca también como atentatorios de la garantía de la libre de* 
fensa en juicio, procede observar que la sentencia apelada ha- 
ce constar que dicha prueba era innecesaria desde que el repre- 
sentante de la demandada habia reconocido tomo exactos to- 
dos los hechos alegados en la demanda, y esa circunstancia, cu- 
ya apreciación no puede ser revisada en el presente recurso ex- 
traordinario, demuestra plenamente que la parte apelante no ha 
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sido privada en el caso del derecho de defensa garantido por el 
artículo 16 de la Constitución, desde que se ha resucito el li- 
tigio dando por probados todos los hechos alegados. 

En su mérito y de acuerdo con los fundamentos concor- 
dantes del fallo apelado, se confirma éste en cuanto ha sido ma- 
teria del presente recurso. Notifiquen; y devuélvanse, debien- 
do reponerse el papel en el juzgado tic origen. 

■ 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto, 



Banco Inglés del Río de la Plata y Luis Fuentes, (hoy Ricar- 
do A. Norton) contra la provincia de Santa Fe sobre repe- 
tición de sumas de dinero. 

Sumario: i," De acuerdo con la interpretación mas autorizada 
de los artículos 3367 y 3268 del Código Civil, la trasmisión 
de ta propiedad de una cosa supone ta trasmisión, al mismo 
tiempo, de los derechos y acciones que estén identificados 
con esta misma cosa o que se hayan convertido en s«s ac- 
cesorios; y así. en la venta de una cosa determinada he- 
cha por el comprador a un tercero, antes o después de ve- 
rificada la trasmisión de aquélla, se comprende las accio- 
nes y derechos que en su calidad de comprador pudiera co- 
rresponderá contra el vendedor, dado que los enajenantes 
trasmiten a los adquirentes las cosas aun omni sita cansa. 

2." Tratándose de las tierras vendidas por la provincia 
de Santa Fe, comprendidas entre las que la provinvia de 
Córdoba sostenía hallarse dentro de sus limites, el tiempo 
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de la prescripción establecida i*or el articulo 40.23 del Có- 
digo Civil, no pudo empezar a correr sino desde el momeu- 
to en que fué judicialmente declarado [ior la Corte Supre- 
ma que la tierra vendida pertenecía 11 los propietarios' con 
litulu expedid» \mr la pro viñeta de Córdoba. 

3. " La prescripción establecida por el ari, 4037 del Có- 
digo Civil no es aplicable a los derechos derivados de 
contrato. 

4. " l.as cuestiones relativas al derecho de dominio o pro- 
piedad con los particulares, solo pueden ser debatidas ante 
1"s jueces que designan a tal efecto, las leyes que organi- 
zan la jurisdicción y competerjcia de los tribunales, y en 
el casu, la "resolución legal" prevista en la condición bajó 
la cual la provincia demandada vendió al primitivo ante- 
cesor cu el titulo del demandante, las tierras materia del 
juicio, formulado en los términos "o de que por resolu- 
ción legal fueran los terrenos denunciados, declarados de 
propiedad de la provincia de Santa Fe", no son otras que 
las dictadas por la Corle Suprema el año 1887 declarando 
la nulidad de parte de las ventas hechas por la nombrada 
provincia al aludido antecesor en el título. {Tomo 30; in- 
gina $(t 1 y tomo 31, página ¿ft*». 

5* La enajenación de un derecho de propiedad condi- 
cional, es decir, de la posibilidad que tiene el vendedor de 
*er propietario de un inmueble, no puede constituir un ca- 
so de venta dé cosa ajena y. por ende, dar margen a daños 
y perjuicios cu esc concepto. 

6." Kl derecho del comprador para repetir el precio cuan- 
do ha habido entrega de éste sin eme se haya producido co- 
rrelativamente la det inmueble en su totalidad, tiene su 
tunda- re uto legal más general en la fa!ta de causa de la 
obligación por él cumplida: es un pago sin causa, previsto 
en la última parte de! articulo 793 del Código Civil, y las 
consecuencias jurídicas de la acción de repetición, tanto en 
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el caso de pago ríe lo indebido propiamente dicho, coma 
en el supuesto tic jingo hecho shi causa, se hallan expresa- 
mente legislados en los artículos 780 y 788 del expresado 
Código. 

7." Habiendo el demandado obrado de buena fe al pac- 
tar la compra-venta en Ja forma condicional del presente 
caso, y por consiguiente, al recibir el precio de la totalidad 
de las tierras, su obligación acerca de los intereses de éste 
se encuentra regida por el artículo 786 del Código Civil; 
siendo aplicables al suh lite los artículos 548 y 557 del mis- 
mi > Código, según I05 cuales 110 se deben los frutos perci- 
bidos en el tiempo intermedio, es decir, entre la entrega de 
la cosa o el pago del precio y t i cumplimiento o falta de 
cumplimiento de la obligación. 

■ 

Caso: Ix> explica el siguiente: 



FALLO DE LA COIWE «UPftEBIA 

' . .. Sauoi Aire*. Octubre « 4e jftii 

Y V istos : 

Los seguidos i»r el líanco Inglés del Rio de la Plata y Luis 
Fuentes, hoy Ricardo A. Norton, contra la provincia de San- 
ta Fe sobre repetición de dinero de los que resulta: 

Que con fecha 19 de agosto de 1901 el Banco Inglés <1el Rio 
de ¡a Plata y el doctor Luis R Fuentes entablan demanda con- 
tra la provincia de Santa Fe a fin de que se declare su derecho 
para repetir de ésta el precio pagado, con sus intereses desde la 
época de la mora y para exigir una indemnización por los daños 
y perjuicios que fueron la consecuencia de la anulación de un 
contrato de compra venia, conforme a la estimación que cíe to- 
do ello se hará oportunamente. 
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ijüc en la ciudad «leí Rosario de Santa Fe, con techa 22 
<le octubre (le don Kduardo Cassey cedió por escritura pú- 
blica al ductor Luis P. Fuentes los derechos y acciones que le 
correspondían contra la provincia de Santa Fe, |*>r indemni- 
zación de cuarenta y seis leguas cuadradas que le fueron de- 
traídas de las cien leguas que la citada provincia vendió a don 
Javier Arrufó el 1 de julio de y que éste enajenó al men- 
cionado Cassey y don Rolierto Inglis Runciinan. 

Que Cassey después <le lialrcrse convenido en propietario 
de las cien leguas tuvo que responder a sus compradores por la 
evicción de cuarenta y seis leguas y media a causa de una su- 
perposición de títulos originarios de Córdol»a que la Suprema 
Corte declaró preferentes a los de Arrufó. 

(Jue con el objeto de hacer efectivos sus derechos, Cassey 
compró a sus sucesores las mismas tierras vendidas como lo 
justifican las escrituras acomunadas las cuales sólo se refieren 
a diez y ocho leguas y tres cuartos limitando la acción por aho- 
ra a ellas, pero, reservándose el derecho de ampliarla durante la 
secuela del presente juicio o posteriormnte . 

Qvur aquellas diez y ocho leguas y tres cuartos o sean cin- 
cuenta mil setecientas veintidós hectáreas, tres áreas formadas 
por los lotes que enumera, están comprendidas en tas cien le- 
guas vendidas por la provincia de Santa Fe a Arrufó y son las 
mismas que Cassey readqnirió tina vez dictada la sentencia de 
esta Corte desestimando sus acciones en los juicios que sostu- 
vo con los compradores que presentaron título de la provincia 
de Córdoba, como consta de las mensuras judiciales y extra ju- 
diciales que menciona. 

Que !a ubicación de las tierras vendidas a Arrufó el í,* 
de julio 1H82. y la superposición de las que son materia del 
presente juicio sobre los campos enajenado» por la provincia 
de Córdoba, no son puntos que puedan ser discutidos ni ofrez- 
can ta mínima duda a la provincia de Santa Fe, después de! re- 
conocimiento (pie ha hecho en varias ocasiones del derecho que 
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asiste a los sucesores de Arrufó para redamar una indemniza- 
ción por los terrenos de que fueran desposeídos y de la declara- 
ción formulada ]X>r esta Corte en el sentido de ser incuestio- 
nable el derecho de los que han producido títulos de Córdoba, 
porque siendo ellos anteriores a los otorgados por la provincia 
de Santa Fe, caen bajo la estipulación del compromiso arbitral 
que obligaba a entre ambos Estados a respetar las obligaciones 
que cualquiera de ellos hubiere contraído con anterioridad al 
otro dentro de la zona disputada. Las decisiones de la Corte 
reconocen que las suertes 40. 41, 43 y 44 y d lote 3 de la nú- 
mero 42 pertenecen a los señores Terrasón y Posse adquíren- 
tcs con títti!o originario de Córdoba, y que ninguna de ellas pue- 
de pertenecer a Tas personas que como Arrufó exhiben títulos 
espedido* por la provincia de Santa Fe. Según tales senten- 
cias el área superpuesta alcanza a diez y siete leguas cuadradas. 

Que la venta efectuada por la provincia de Santa Fe a 
don Javier Arrufó tuvo tugar varios meses después que la Su- 
prema Corte dictó el lamín arbitral determinando el deslinde 
definitivo de las provincias de Santa Fe y Córdoba (18 de ma- 
yo de 1882), y aún cuando sea prudente presumir que esta 
venta haya sido realizada en liuena fe. los hechos producidos 
colocan a la provincia demandada en la situación de un vende- 
dor de cosa ajena obligado a satisfacer al comprador, además 
del precio pagado por éste y sus intereses, los daños y perjui- 
cios emergentes de la anulación del contrato. 

Que habiéndose trasmitido los derechos de Arrufó a Cas- 
sey y los de éste a su cesionario el doctor Fuentes y su acree- 
dor el Banco Inglés, en la proporción establecida por la tran- 
sacción de que hace mérito el test ¡¡nonio de poder acompañado, 
son estos quienes tienen calidad para reclamar lo solicitado, con 
costas. 

4 

Que acreditada la competencia originaria de esta Corte 
con la demostración de que don Javier Arrufó y Eduardo Cas- 
sey tenían constituido su domicilio en esta Capital durante el 
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año íSHj y que el Hanco IngK'-s. del ki<j de la p: a ta y el doctor 
Luis F. Fuentes >e radican con domicilio ]H*rmanentc en la 
misma, corrióle a fojas 100 traslado de la demanda a !a provin- 
cia de Santa Fe el bMJ, fué evacuado, fi»jas U,í» |K>Í el doctor 
Carlos Carié* en representación de ésta pidiendo su rechazo en 
(oda* sus partes,, con especia] condenación en costas a mérito 
de los siguientes fundamentos de hecho y de derecho: 

One co:i fecha [8 de febrero de i88¿ presentóse don la- 
vier Arrufó al Poder Kjeemivo de Santa Fe .solicitando en cmn- 
jira y con destino a la instalación de colonias "pastoriles v agrí- 
colas lina superficie de cien leguas de tierras fiscales i|nc ase- 
guraba pertenecer a la provincia y encontrarse .situarlas dentro 
de los límites asignados a ésta por su titulo de fundación y |>nr 
las leyes del Honorable Congreso, principalmente la de sep- 
tiembre de 1878, demostrando con esto hallarse al tanto de la 
cuestión de limites entre ¡as provincias de Santa Fe y Córdo- 
ba y de los compromisos existentes. 

r>ue el Deparlametno To ]w -gráfico de la provincia, a unten 
le íué pasada la solicitud no obstante manifestar et señor 
Arrufó en un otrosí í|ue se omitiese <■] 1 rain he de la mensura 
previa, expresó que si Bien las tierras se encontraban dentro de 
los límites asignados a Santa Fe por el acta de fundación y por 
la ley nacional de 1878.* también era fie tenerse en cuenta ¡¡fie 
se hadaban en el número de las pretendidas jior Córdoba. 

Que con tale- «leda raciones y previa vista al Fiscal de li- 
tado el Poder Kjeemivo dictó, en li de marzo de 188 j fa re- 
unieron <jtie en copia prevenía aceptando la propuesta men- 
cionada en la forma condición;! I de que instruye su texto. 

<¿uc medido y amojonado el campo posteriormente sin nin- 
guna oposición se procedió, previa sanción legislativa, a escri* 
turar la superficie de cien leguas por el precio ríe ochenta mil 
pesos fuertes y 'bajo las condiciono, señaladas en el decreto de 
aceptación". 
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(Jue hace asimismo presente que tamo la escrituración co- 
ntó los actos que la precedieron tuvieron lugar antes de que 
se trazaran sobre el terreno los limites entre Córdoba y Santa 
Fe. y además, que su representada ignoraba la venta becba por 
la provincia de Córdoba de los terrenos solicitados por Arrufó, 

Que, dados los .términos del contrato de venta, la provin- 
cia no responde por la evicción ni puede ser responsabilizada 
reclamándosele el cumplimiento de prestaciones formalmente 
excluidas y expresamente eliminadas en el aludido contrato. 
Sostiene asimismo que utj concurren en el caso, las condiciones 
legales necesarias para que la responsabilidad por la evicción 
sea procedente. 

Qué la provincia no lia liedlo tradición de la cosa vendi- 
da de modo que ni Amiíó ni sus sucesores lian tomado o. tenido 
en forma alguna la posesión de las tierras en cuestión y si bien 
la provincia de Sania Ke cu el caso de don Francisco Nocen i 
se Ira allanado por vía de transacción a devolver el precio de 
las tierras vendidas a Arrufó en manera alguna lia renunciado a 
hacer valer en juicio las defensas que le correspondan. 

f)ue el poder de fojas es insuficiente por cuanto él le 
b.i sillo conferido al señor Luzuriaga j»ara demandar a la pro- 
vincia "\n>t cobro de la tierra rjue dicha provincia no lia entre- 
gado al primer eonprador don Javier Arrufó" y no para re- 
clamarle "la devolución del precio pagado, los intereses de esc 
precio desde el día de la mora y los danos y perjuicios que fue- 
ron la consecuencia de la anulación del contrato", como lo ha- 
ce la demanda. 

Qde habiéndose realizado la venta de Arrufó el año iStSj 
y prescribiéndose a los diez años la acción del comprador i>ara 
|)cdir la entrega de la cosa vendida se encuentra ya extinguida 
la acción que pudiera deducirse con tal objeto. Invoca a tal fin 
no sólo la prescripción de diez años sino también la sancionada 
por ti artículo 4037 aren-a de la indemnización en el siquiesto 
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hipotético de tratarse, como lo sostiene la demanda, Uc una 
venta de cosa ajena. 

Que si Cassey carece de todo derecha real en Jas tierras 
que dice íe vendió Arrutó por cuanto no se hizo tradición de las 
mismas, y si del contrato de compra venta solo derivan accio- 
nes personales, la provincia no puede ser válidamente deman- 
dada por la parte contraria, siendo como son para ella res inter 
ttlios acta los emiratos celebrados entre Arrufó y Cassey y en- 
tre Cassey y los demandantes. 

Qué en presencia de los antecedentes relacionados respecto 
de la forma en que la compra venta fué convenida entre la 
provincia de Santa Fe y Arrufó, niega que la situación de la 
primera sea la de un vendedor de cosa ajena obligado a satis- 
facer a! comprador además del precio pagado y sus intereses 
los daños y |>erju¡c¡os derivados de la anulación del contrato. 
V afirma, que si tal fuera, aquellos misinos antecedentes ha- 
brían colocado a los actores en la hij^iesis prevista por la última 
parte del artículo 13J9. 

Que en el mejor de los casos solo existiría una acción per- 
sonal a favor de Arrufó y contra la provincia para reclamar 
la devolución del precio pagado a ésta, acción que no podrá ser 
ejercitada sinó por los herederos u cesionarios de Arrufó y 
nunca por los actores pues si bien ellos son cesionarios de Cas- 
sey éste, es simplemente comprador de Arrufó. 

Que a fojas 178 se dio traslado de ta excepción de pres- 
cripción opuesta el cual fué evacuado a fojas 180 solicitando 
el rechazo de aquella. 

Que a fojas i8¿ abrióse la causa a prueba, pero, con fecha 
|9 de diciembre de 1902 por pedido de partes se suspendió I* 
tramitación del juicio, fojas r8r>, hasta el 10 de noviembre de 
1919 i'" que fué solicitada su continuación por la provincia de 
Santa Fe y el señor Ricardo Norton, fojas 232, como cesiona- 
rio de los actores. Abierto nuevamente a prueba a fojas 233 
produjóse la que expresa el certificado de fojas 306, alegando 
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sobre el mérito de la misma ambos contendientes, fojas 307 y 
fojas $Z2. 

Y Considerando: 

Que la personería de don Ricardo Norton y Reginaldo 
I'hibbs Tliurburu» como sucesores particulares de los derechos 
de Arrufó, Cassey, Fuentes y sus herederos, para continuar 
la demanda deducida originariamente por el Hauco Inglés y Río 
dé la Plata y don Luís Fuentes, se encuentra acreditada en estos 
autos: a) por el contenido del escrito de fojas 232 suscripto 
por el representante de la provincia de Santa Fe; b) por el 
testimonio de la escritura de venta de cien leguas de tierras fis- 
cales otorgada por aquella provincia en favor de don Javier 
Arrufó el i.° de julio de 1882, fojas 268; c> por el certificado 
inserto a fojas 56 expelido por el escribano Ignacio Piiíeru 
y el cual acredita que Arrufó vendió a don Eduardo Cassey e 
Inglís Kunciman aquellas cien leguas en dos momentos distin- 
tos: el 12 de julio de 1882 sesenta leguas y el 1 r de diciembre 
del mismo año las cuarenta restantes. La exactitud de esta 
compra aparece corroborada por el informe pericial de fojas 
276 y no lia sido desconocida por la provincia al evacuar el 
traslado <lc la demanda; d) por los testimonios de escritura 
corrientes de fojas 2 a fojas 55 los cuales comprueban la venta 
hecha por Cassey y kunciman a diversos compradores de parte 
«le lo adquirido de Arrufó en una extensión de diez y ocho 
leguas y tres cuartos o sean cuarenta y ocho mít setecientas once 
hectáreas, cincuenta áreas, treinta y nueve centiáreas y su re- 
adquisición ulterior verificada por Cassey solamente; e) por e) 
testimonio de fojas 56 que demuestra la cesión de acciones y 
derechos hecha por don Eduardo Cassey en favor de don Luis 
F. Fuentes relativas a las indemnizaciones a que tuviera dere- 
cho contra la provincia de Santa Fe o cualquiera de sus enaje- 
nantes emergentes de la compra hecha a Arrufó; f ) por la trans- 
cripción contenida en el testimonio de fojas 84 de la transacción 
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pactada filtre el señor Fuentes y el Banco Inglés del Uto de !a 
Plata se demuestra c¡ue a este último le fué reconocido el vein- 
te |*>r tiento del producto bruto de esa cestón; gj por el testi- 
monio dé escritura corriente a fojas se acredita (¡tic el Ran- 
eo Inglés del Rio de ta l'lata y el Nuevo Banco Inglés del Rio 
de la Hat a cedieron como parle del activo de dichos Ra neos el 
veinte por ciento aludido en el parágrafo anterior a los seño- 
res Ricardo A. Norton y Reginaldo IV Thurburn; h) por los 
testimonios de fojas 2Hj, J2(t, se demuestra que los herederos 
de don Luis F. Fuentes cedieron a don Ricardo A. Norton 
!a parte indivisa que teman en los derechos y acciones que a su 
causante le correspondían contra la provincia de Santa Fe co- 
mo comprador fie los derechos y acciones jícrtenecientes a don 
Eduardo Cassey; i) por el testimonio de fojas 240 se acredi- 
ta, por Último, que don Ricardo A. Norton por sí y corno re- 
presentante de la razón Social Norton y Tliurburu dio poder a 
don Juan Arraidon para continuar la demanda. 

Que la circunstancia cíe que Arrufó al trasmitir sus dere- 
chos de propiedad a Cassey y kunciman sobre las cíen leguas 
mencionadas no les - haya hecho cesión expresa de las acciones 
que le correspondían contra la provincia de Sama Fe por tal 
compra, no puede impedir el progreso de la presente demanda 
deducid:: por los cesionarios de Cassey por que' de acuerdo con 
la interpretación más autorizada de los artículos 320" y 3268 
del Código Civil la trasmisión de la propiedad tle un cosa su- 
pone la trasmisión al mismo tiempo de los derechos y accione* 
que estén identificados con esta cosa o ipic se hayan converti- 
do en sus accesorios. Aubry et Rau, nota 26. parágrafo 355 y 
parágrafo 176 y nota, 4/ edición: articulo 2100 y nota: ar- 
ticulo 2096 y nota y artículo 2154 del Código CiviL lis induda- 
ble, ha dicho esta Corte Suprema, eme en la venta de una cosa 
determinada hecha por el comprador a un tercero, antes o des- 
pués de verificada la tradición de aquella, se comprende las ao 
eiones y derechos rpic en la calidad de comprador pudieran co- 
rrcsponderle contra el vendedor, pues Jos enajenantes trassni- 
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ten a lus adquirentes las cosas ciim ontni sita causa (argumen- 
to del artículo 210Q del Código Civil y nota», Fallos, lomo «/j, 
página 120, considerando 6.". 

Qiic los reparos opuestos por la demandada a la eficacia 
<lel ikmUt He fojas 86, en cuánto ciñendosc a sus términos li- 
terales Se lo ha reputado insuficiente para entablar esta acción 
en la forma deducida, carecen ya de razón de ser en presencia 
del nuevo testimonio de poder corriente a fojas K)<>. 

ijiw la prescripción se fnnda en el hecho de haber trans- 
currido más de diez años entre el l." de julio de 1882, fecha 
de la venta a Arrufó y la deducción de la presente demanda, 
3 de octubre de ujoi< y. subsidiariamente, para el supuesto de 
deelar.-trsc que se trata de una venta de cosa ajena, en ln preve- 
nido por el articulo 40.Í" ÓV1 Código Civil. 

Que cu» forme con lo dispuesto por el articulo 4023 del 
Código Civil toda acción personal por deuda exigihlc se pres- 
cribe por diez años entre présenles y veinte entre ausentes. Kl 
concepto tic "presentes ' se refiere al hecho de habitar aeree- 
4or y deudor en la misma provincia y el de "ausencia" al hecho 
de hallarse el acreedor domici liado fuera de ella artículos 3999 
y 4002 del Código Civil. La prueba traída a los autos, consti- 
tuida por los numerosos testimonios de escrituras públicas acom- 
pañadas, demuestra que tinto los actores como sus antecesores 
y cesionarios han tenido su domicilio cu la Capital Federal, y, 
consiguientemente, fuera del territorio de la provincia de San- 
ta Fe. La única excepción se produce respecto de don Ash- 
tou Kay (escritura de fojas 53 L comprador primero y vende- 
dor seis años después de Cnssey, que era "vecino de la colo- 
nia de San Genaro, estación Díaz. Ferrocarril del Rosario a 
Súnchales, provincia de Santa Fe". V así cuino la prescribió» 
de veinte años que es la aplicable a este litigio en razón de la 
ausencia de que se ha hecho mérito, no se habría producido res- 
pecto de los demás vendedores cuyos derecho? tienen por cesión 
los actores, estaría en cambio cumplida en cuanto a los dere- 
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dios derivados ile Kay si el plazo debiera comenzar a correr 
desde el i." de julio de 1882, fecha en que tuvo lugar la compra 
de Arrufó a la provincia de Santa Fe, 

Que. en realidad de verdad, et tiempo de la prescripción 
110 ha podido comenzar a correr en la hipótesis sinó desde el 
momento en que fué judicialmente establecido por esta Corte 
Suprema que la tierra vendida pertenecía a los propietarios con 
litulo expedido por Ta provincia de Córdoba, pues recién en 
ese momento nació ef derecho de Cassey y de sus antecesores 
p.ira reclamar dé devolución del precio, tanto en el supuesto 
de revestir el contrato de compra venta celebrado entre Arrufó 
y la provincia de Santa Fe el carácter de una venta de cosa aje- 
na, comq el de ser una venta Iwjo condición, articulo 3957 'I 4 -'' 
Código Civil. 

Que los juicios ante esta Corte fueron fallados el añu 
1X87 pero como don Asliton Kay ; vecino de Santa Fe, adquirió 
de Cassey y Ruucimau en i8K¿, es decir, antes de que la pres- 
crifíción hubiera comenzado a correr vendiendo luego al pri- 
mero en 1889, quiere decir, que en verdad, desde el año 1887 
a 1889 van transcurridos sólo dos años entre presentes y desde 
la última fecha y la de iniciación de la demanda, ujoi, doce en- 
tre ausentes ; en suma, ocho años, pues tos últimos doce de au- 
sencia que equivalen a seis de presencia debeh ser sumados a 
los primero* dos años de acuerdo con el criterio adoptado fu ir 
t»l artículo 4002 del Código Civil. 

Que en tales condiciones la prescripción de veinte años no 
»e habría producido ni relativamente a los derechos emergen- 
íes ite Kay. y, acerca de la de un año basada en el artículo 40,^7 
aplicándose ésta a los delitos y cuasi delitos y no a los dere- 
chos derivados de contratos, su improcedencia es manifiesta 
en el caso. 

Que en cuanto a la cuestión principal basándose el dere- 
cho de los autores y de sus cesionarios en la convención veri- 
ficada por Arrufó con la provincia de Santa Fe, corres(»onde 
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previamente conocer su contenido asi como la naturaleza y ca- 
rácter de tos Hechos que precedieron y subsiguieron a su rea- 
lización. 

Qttjfi el examen de la* constancias contenidas en el expe- 
diente administrativo corriente de fojas nr> a fojas 141 
muestra: a) que en 18 de febrero de 1882 presentóse don Ja- 
vier Arrufó al Gobierno de la provincia de Santa Fe solicitan- 
do en compra cien leguas de tierras fiscales ubicadas al Sud Oes- 
te de ella entre lo* limites que le asignan sus titulos de fundación 
y las leyes del íí. Congreso de la Nación princi|»a1mentc la 
de límites interprovinciales de septiembre de 1878. Y en esa 
solicitud, no sólo se asignaban los linderos del inmuebles por 
todos sus costados, sinó que también se pedía la omisión del trá- 
mite de ta previa mensura "i>or encontrarse la situación del te- 
rreno completamente esclarecida"; b> que en presencia del in- 
forme producido f>or el Departamento Topográfico de te pro- 
vincia, aduciendo que si bien las cien leguas se hallaban com- 
prendidas dentro de los límites asignados a Santa Fe "se encon- 
traban en el número de las pretendidas por la provincia de Cór- 
doba", manifestó Arrufó reiterando su solicitud que la pro- 
vincia estaba ''plenamente facultada para disponer de esa tierra 
a los efectos de su colonización y cultivo con arreglo a sus le- 
yes", y que en último caso, se buscara el acuerdo ele la pro- 
vincia de Córdoba para la enajenación propuesta; cj que, el 
j 1 de marzo de 1882 y dando como razón fundamental, que la 
provincia de Santa Fe no debe apartarse del compromiso que 
tiene contraído con la de Córdoba de nada innovar durante la 
litis pendcittia acerca de los limites respectivos, dictóse el de- 
creto admitiendo la propuesta de Arrufó cuya parte dispositiva 
dice así: "Acéptanse las citadas propuestas del señor Arrufó 
con la condición de que no tendrán fuerza legal sino en el ca- 
so de que el Gobierno de Córdoba lo consintiere a cuyo efecto 
se te dirigirá la nota acordada, o de que por resolución legal 
fueran los terrenos denunciados declarados de propiedad de la 
provincia de Santa Fe": d) que, dictado e] fallo arbitral que 
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señaló bs límites interpruvinciaícs entre la* provincias de San- 
ta Fe y Córdoba i 18 de marzo de i88j), dióse mi decreto a 
petición de Arrufó ordenando la mensura de las cien leguas 
con la instrucción expresa impartida al agrimensor de "guardar 
y respetar los limites fijados por la Suprema Corte en el laudo 
de marzo ultimo". I¿a mensura practicada consignó míe: "den- 
tro del perímetro que encierra este terreno no hay vestigios de 
que liasta hoy se baya practicado ninguna operación . geodési- 
ca*. Fué aprobada el 12 de jimio de j88¿. fojas 2Ó8 vuelta; 
e) que con fecha i." de julio de 1882 el Poder Legislativo con- 
cedió autorización a! Poder Kjccutivo |Kirn enajenar a favor 
de Arrufó las cien leguas solicitadas por él en compra al precio 
de ochocientos pesos fuertes la legua fojo las condiciones de 
colonización y aprobación establecidas en las propuestas del se- 
ñor Arrufó y en la aceptación del Gobierno según el expediente 
correspondiente qne existe en secretaría; f) que en la misma 
fecha fué otorgada la correspondiente escritura de compra ven- 
ta, ante el escribano Francisco ('.tierra oblándose por Arrufó 
en la Receptoría la cantidad de ochenta mil pesos fuertes. 

Que con el título asi obtenido el 15 de marzo de 1883 tos 
señores Cassey y Kunciman compradores de 'Arrufó pusieron 
en venia lodo el campo en lotes de inedia legua y la mensura 
practicada con jiosicrioridad por el ingeniero Rodolfo A. War- 
ner con el fin de dar ta tradición a los adquircutes fué protes- 
tada por diversos propietarios que lo eran con anterioridad al 
título de Arrufó y a mérito de uno expedido por la provincia 
de Córdoba. £l derecho de los oponentes fué declarado por es- 
ta Suprema Corte con fecha -| cíe ¿unió de 1887 al decidir que 
las ventas celebradas por la provincia de Sania Fe posteriores 
al compromiso arbitral pactado entre ella, Córdoba y Buenos 
Aires, eran nulas y violatoria* de aquel compromiso. Tomo 31, 
página 382 y tomo 30, página 561 . 

Que le ha demostrado con la , "ricia corriente a fojas 28Ú 
que la extensión total de los lotes emanados del título de Arru- 
fó a que este pleito se refiere y Superpuestos con los que lie- 
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nen título de Córdoba es tic diez y ocho leguas y tres cuartos, 
o sea cincuenta mil seiscientas veintidós hectáreas, tres áreas, 
pero, como fie esta superficie es necesario deducir por ventas 
hechas en e! remate judicial ordenado en el juicio seguido por 
la Sociedad de Mandatos y Préstamos contra don Eduardo Ca- 
ssey, la de un mi! novecientas diez hectáreas, sólo deben com- 
putarse realmente cuarenta y ocho mil novecientas once hec- 
táreas, cincuenta áreas, treinta y nueve centiáreas. 

Que eit consonancia con los hechos relacionados los deman- 
dantes solicitan de la provincia de Santa Fe f además tic la de* 
votación del precio corrcs|>ondiente a la parte de terrenos su- 
perpuestos y de sus intereses, los daños y perjuicios que a su 
juicio son la consecuencia de la nulidad de venta. La solución 
de estos puntos depende de la calificación jurídica que se dé 
al contrato verificado entre la provincia de Sania Fe y Arrufó. 

Que el examen de los antecedentes administrativos en vir- 
tud de los cuales se produjo el consentimiento entre comprador 
y vendedor y el de las propias cláusulas incorporadas a la ley 
que autorizó la enajenación, permiten, desde luego, afirman 
que tanto la provincia de Santa Fe como el señor Arrufó al ce- 
lebrar el contrato entendieron y quisieron : aquélla, vender cien 
leguas de campos fiscales pero siempre que estuvieran situados 
dentro de sus límites jurisdiccionales o no fueran de los some- 
tidos a lo dispuesto cu el articulo 6," del compromiso arbitral ; 
el último, comprar nn inmueble acerca del cual alimentaba la 
certeza de corresponder en propiedad a Santa Fe, Y en pre- 
sencia de las dudas que cu mayor grado la provincia vendedora 
que el propio comprador tenían sobre esa cuestión fundamen- 
tal, la operación quedó concertada y documentada en los si- 
guientes términos: "acéptanse las citadas propuestas de] se- 
ñor Arrufó con ta condición de que no tendrán fuerza legal si- 
no en el caso de que la provincia de Córdoba las consintiese o 
de que por resolución legal fueren los terrenos denunciados de- 
clarados de (impiedad fie la provincia de Santa Fe". La autori- 
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zación legislativa transcripta en la escritura se refiere apre- 
samente a esa modalidad de ta venta y por eso se la otorga bajo 
"las condiciones establecidas en la propuesta de Arrufó y en la 
aceptación del Gobierno según el expediente correspondiente 
que existe en secretaria". La compra venta en cuestión, como 
es obvio, no podía ir más allá ni concertarse de otro modo que 
en consonancia con los términos de la aceptación del Gobier- 
no y tle la automación legislativa. 

Qtte tales antecedentes definen vina compra venta condi- 
cional en los términos de los artículos 538 y 1371, Código Civil. 
E! acontecimiento incierto esencial para la existencia de la 
condición está constituido en^el caso, no por el laudo arbitral 
que fijara los límites entre ambas provincias, sino por la in- 
certidumbre existente, aún después de dictado aquel acerca del 
punto de saber si las cien leguas o parte de ellas quedarían 
dentro «Ir la jurisdicción territorial de uno u otro Estado o si 
caerían dentro de las sanciones impuestas por el compromi- 
so arbitral. En efecto; las comisiones para que trazaran y amo- 
jonaran en el terreno la linca i nter provincial definitiva fueron 
nombradas en la misma fecha del laudo, es decir, el 18 de 
marzo de 1882. y es de toda evidencia que su misión no liabia 
terminado ni en la fecha de la mensura de Livi, mayo 17 de 
1882 ni en la de la escritura otorgada a Arrufó el primero tic 
julio siguiente, como autoriza a afirmarlo la manifestación 
formulada por el mencionado Livi al decir; "que dentro de 
los limites que encierran las cien leguas no existen vestigio* 
de que íc haya practicado ninguna operación geodésica", y 
como se infiere de la circunstancia apuntada en la demanda de 
que la publicación de los planos especiales conteniendo la lí- 
nea interprovincial se hiciera recién en 1883 y 1880. 

Que si la condición impuesta por el Gobierno de Santa 
Ke en el decreto de 11 de marzo de 1882 hubiera estado su- 
Itordinada al simple hecho del pronunciamiento del laudo ar- 
bitral, no tendría explicación que después de dictarse aquél el 
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18 de mayo tic 188a se insistiera sin embargo en rfaf le carác- 
ter condicional a la venta como lo demuestra 1« propia autori- 
zación legislativa, la cual, no obstante haber transcurrido cuan- 
do fué otorgada más de tres meses de dictado el laudo hacía 
mención expresa de Ta aceptación condicional formulada por 
el Gobierno en el mencionado decreto de 11 de marzo. Y a 
la misma interpretación racional se llega si se advierte que 
habiéndose formulado la condición en los términos de que una 
resolución legal declarase los terrenos de propiedad fie la 
provincia", tal "resolución legal" no podría ser sino de carác- 
ter judicial y pronunciada en el litigio correspondiente, pues 
las cuestiones relativas al derecho de dominio o propiedad con 
los particulares sólo pueden ser debatidas ante los jueces que 
designan a tal efecto las leyes que organizan la jurisdicción 
y competencia de los tribunales. Y tales resoluciones legales 
no son otras que las dictadas por esta Corte Suprema el año 
1887 declarando ta nulidad de parte de las ventas hedías por 
la provincia de Santa Fe a Arrufó. Tomo 30, pág. 561, tomo 
31 , página 382. 

Que la enajenación de un derecho de propiedad condicio- 
nal , es decir, de la posibilidad que tiene el vendedor de ser 
el propietario de un inmueble 110 puede constituir un caso de 
venta de cosa ajena y por ende dar, margen a daños y per- 
juicios en ese concepto. Baudry La cantinerie y Saignat, tomo 
XIX, 3/ cd., parágrafo 130, 

Que siendo. asi Tas relaciones jurídicas de Arrufó y sus 
sucesores con la provincia de Santa Fe se encuentran regla- 
das por los artículos 1370, 13/1 y 793, inciso último del Có- 
digo Civil respecto de las fracciones con títulos superpuestos, 
y, en su mérito, la última sólo debe restituir la parte propor- 
cional de] precio pagado con sus intereses a estilo ríe Banco. 

Que acerca de la cuestión de determinar desde cuándo 
la provincia de Santa Fe se halla obligada a pagar los intere- 
ses, esto es, si ello debe ser desde el día del pago del precio 
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por d crtrnj irador , desde la notificación di- la demanda, o des- 
de que tuvo conocimiento del cumplimiento de Ta condición, 
su solución defiende de saber si aquélla recibió el precio de 
buena fe y hasta qué momento se mantuvo en ella . Si bien es 
cierto que al legislar sobre la compra venta condicional el 
articulo 1370. inciso 3." <I*1 Código Civil, concor< tente con los 
artículos 1053 y 1054. en los casos en que tiene lugar la res- 
titución reciproca de la cosa y del precio, ordena la compen- 
sación de los frutos ele aquélla con los intereses de ésta, nada 
ha previsto especialmente ¡ara b hipótesis ocurrente en que 
existe entrega del precio y no se ha producido correlativa- 
mente la del inmueble en su totalidad. 

{¿ue en este último supuesta el derecho de comprador 
para repetir el precio tiene su fundamento legal más general en 
la falta de causa de la obligación por él cumplida, es un pa- 
go sin cansa previsto en la última parte del articulo 793, esto 
es, verificado "cu virtud de una causa existente pero que ha 
cesado de existir" . 

Ouc las consecuencias jurídicas de la acción de repeti- 
ción, tanto en el caso de pago de lo indebido propiamente dicho, 
como en el supuesto del |>ago lieclio sin causa, se hallan ex- 
presamente legisladas en los artículos 786 y 788 del Código 
Civil. K! primero dispone: "e] (pie recibió el pago de buena 
fe está obligado a restituir igual cantidad que la recibida o la 
cosa que se le entregó con los frutos endientes pero no los 
consumidos. IX*be ser considerado como el ]x>sedor de buena 
fe"; y el segundo: "si ha habido mala fe en el ijue recibió 
e] pago debe restituir la cantidad o la cosa con los intereses o 
los frutos que hubiere producido o podido producir desde el 
dia del pago. Debe ser considerado como poseedor de ma- 
la fe". 

<¿uc la buena le de la provincia demandada al pactar !a 
compra venta en la forma condicional de que se lia hecho mé- 
rito y por consiguiente al recibir el precio de las cien leguas no 
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puede ponerse en duda; luego, su obligación acerca de los in- 
tereses de aquél se encuentra regida por el citado articu'o 786 
del Código Civil. 

Que si con arreglo a lo dispuesto en la última parte del 
mencionado artículo, deben aplicarse a los intereses del precio 
las mismas reglas que a los frutos de la cosa, la buena fe de 
la provincia de Santa Fe habría perdurado y subsistido, aten- 
to lo previsto por el articulo 2454, hasta el momento en que 
ella tuvo conocimiento de las sentencias dictadas por esta Su- 
11 rema Corte declarando el mejor derecho de los propietarios 
con título otorgado por ta provincia de Córdoba respecto de 
una parte del campo enajenado a Arrufó y de cuya parte ni 
«ste ni sus sucesores tuvieron nunca posesión. Concurren a 
esta solución en el caso especial los artículos 548 y 557 del 
Código Civil según los cuales no se deben los frutos percibi- 
dos en el tiempo intermedio, es decir entre la entrega de la 
cosa o el ¡jago del precio y el cumplimiento o falta de cum- 
plimiento de la condición. 

Que de las constancias de los autos sólo resulta que la 
provincia demandada tuvo noticias de las sentencias dictadas 
por esta Suprema Corte en la fecha de la reclamación admi- 
nistrativa que precedió a la presente demanda, es decir, el 
7 de abril de 1899 y es pues a partir de ese momento que está 
obligada a la restitución de los intereses con arreglo a los 
artículos 786, 787, 2434 y sus concordantes del Código Civil. 

Por estas fundamentos no se hace lugar a Ta prescrip- 
ción y se declara que la provincia de Santa Fe está obligada 
a restituir a los actores dentro del plazo de treinta días la 
parte de precio correspondiente- a cuarenta y ocho mil sete- 
cientas once hectáreas, cincuenta áreas, treinta y nueve cen- 
tiáreas a razón de ochocientos pesos fuertes la legua, con sus 
intereses desde el 7 de abril de 1899 y se la absuelve de la de- 
mandada en cuanto a los daños y perjuicios, Las costas en el 
orden causado en atención al hecho de que la cuestión principal 
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ha versado sobre los daños y perjuicios acerca de lo cual se ab- 
suelve a la demandaba. Notifiquen;, repóngase el papel y 
archívese. 



A. Bl-RMKjcj — J. F 10 1" K ROA Al- 

corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Refetto. 



Juez del Crimea de Rio ti', provincia de Córdoba, remite <j<- 
tttaetottes formadas con motk'o del dHigeHci&mienfp de 
mt exhorto dirigida a un Juez de Instrucción de la Ca- 
pital federal. 

Sumario: i. M Tratándose de un conflicto entre jueces de dis- 
tinta jurisdicción respecto a las formalidades de un exhor- 
to librado por uno de ellos, procede la intervención de la 
Cm te Suprema de acuerdo con los móviles y el alcance 
atribuidos en reiterados casos análogos, al artículo 9." de 
ta ley 4055. 

2. " Corresj >onde el diligenciamicnto de un exhorto di- 
rigido ]>or un Juez en lo Criminal de la provincia de Cór- 
dolxt al ele Instrucción de la Capital, en ef que se han lle- 
nado los requisitos exigidos por la acordada de la Supre- 
ma Corte de fecha 21 de febrero de 1905, (el sello «le tin- 
ta del juzgarlo y la firma del juca), y los prescriptos por 
el articulo 675 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
mina! de la Capital. 

3. " La cláusula segunda del articulo 8L* de la Consti- 
tución 110 consagra una reciprocidad convencional subor- 
dinada a la observancia o at incumplimiento de una de 1a$ 
partes, sino una obligación constitucional preceptiva e ine- 
ludible, rjne importa, en cierto modo, una limitación a las 
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soberanías locales impuestas por interesen superiores de 
justicia y seguridad social, y que habrá de cumplirse siem- 
pre, aún en los casos a que alude el juez exhortado, me- 
diante el ejercicio de los recursos legales correspondien- 
tes. (Los casos aludidos eran la falta de reciprocidad re- 
sultante de no haher sido contestados exhortas dirigidos 
a las autoridades judiciales de Córdoba) . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOt FIOCUILADOB GENEtAl 

BiicKM Alfti, Dtdtnfer* 1S de mt 

Suprema Corte: 

El Juez del Crimen de Río Cuarto (Córdoba), doctor 
Diógeites Ruiz eleva a V, E. las constancias de un conflicto 
planteado por la actitud asumida jwr el Juez de Instrucción 
de la Capital de ta Nación, docinr Enrique Escalante Echa- 
güe, al negarse éste a dar cumplimiento a un pedido de ex- 
tradición de un acusado formulado por aquel magistrado. 

Él Juez de la Capital encuentra que el exhorto que !e 
ha sido remitido no reúne las formalidades legales para su 
dilígenciamiento y se opone ademas a darle curso, porque, di- 
ce, que las autoridades judiciales del distrito de la Capital de 
la Provincia de Córdoba no lian accedido ni contestado a rei- 
terados pedidos formulados por él en otra ocasión en el mismo 
sentido que ct que motiva esta incidencia. 

Ninguna de las dos razones es valedera y carecen en ab- 
soluto, en mi opinión, de fundamentos legales. 

Kl exhorto trac tos requisitos que el art. 675 del Código 
de Procedimientos Criminales y la doctrina de V. E. han 

■ * 

declarado suficientes, como lo hace notar el Juez de Río 
Cuarto. 
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lí« cuanto a la taha de reciprocidad, aparte ele qüe ésta 
Un se refiere «1 juez exhortante sino a otros fie ta minina pro- 
vincia, resulta extrañ» como fu n clamen to de la insistencia del 
Juez de la Capital ame la terminante prescri|jctón del art. 8 
de la Constitución Nacional (pie dice: "Los ciudadanos de ca- 
da provincia gozan ile todos los derechos, privilegios e inmu- 
nidades inherentes al titulo de ciudadano en las demás. La 
extradición de los criminales es de obligación recíproca entre 
todas la* provincias". 

L» Constitución ha establecido la extradición inlerpro- 
vincial de acusados de una obligación sin restricciones, y si la 
palabra reciproca figura en el texto de la cláusula citada, es 
solo, para acentuar más el alcance de la misma, como obliga- 
ción común impuesta a las provincias sin la cual no se podría 
garantir el cumplimiento y eficacia de las leyes. 

l<z reciprocidad, como condición de la extradición, sólo 
puede suixmerse entre Kstados independientes y solieranos y 
no entre ptovincias que forman parte de una misma Xación. 
.Sostener lo contrario importaría falsear el régimen de nues- 
tr?. organización federal. 

I*a Constitución y las leyes de la Xación, que no lian con- 
temió a la* provincias la facultad de denegar arbitrariamen- 
te ia extradición por falla de reciprocidad, lian creado los 
recursos iegales para resolver los conflictos que. comí» el pre- 
sente, redundan en i»er juicio de la mejor administración de la 
justicia y a los cuales deben amoldarse los magistrados. No 
es pues aceptable que. so-pretexto de corregir un error, se 
caiga en otro igual. 

Ks doctrina de V*. R. que las razones que informan la 
disposición del art. e> de la ley 4055 que amplió la esfera de 
acción de esta Corte Suprema en las cuestiones de competen- 
cia, justifican la intervención de este tribunal cuando se tra- 
ta de dirimir un conflicto como el presente, entre jueces de 
distinta jurisdicción 1 11K. 302: t i*f, ¿05 y 122. $T*)\ „ 
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Por lo expuesto soy de opinión que corresponde a V. E. 
conocer en esta cuestión jurisdiccional y resolverla en el sen- 
tido de que el oficio rogatorio del Juez de Río Cuarto sea 
remitido para su cumplimiento al de la Capital en virtud de 
llenar dicho oficio todos los requisitos legajes. 

Horacio R. Larreta. 



FAUO m f,A COttTF. SUPREMA 

Rnenftt Air**, Oclubr* « da IHM 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción respecto a las formalidades de un exhor- 
to librado por uno de ellos, procede la intervención de esta 
Corte de acuerdo con los móviles y el alcance atribuido en rei- 
terados casos análogos al artículo 9» de la ley 4055. 

Que en ejercicio de la facultad conferida a este Tribu- 
nal por el articulo to de la ley precitada y artículo 2* de la 
numen) 7099 sobre superintendencia «enera!, se dictó el re- 
glamento para les juzgados de los Territorios Nacionales y 
el de los juzgados de sección, estableciéndose en el articulo 
7 ° del primero y ti del segundo que siempre que hayan de 
librarse despachos dirigidos a autoridades de provincia o a 
autoridades nacionales fuera de su jurisdicción, se pondrá el 
sello de tinta del juzgado con la firma del juez (Acordada del 
21 de febrero de 1905 ; fallos, tomo 90, ingina 9) . 

Que llenadas dichas formalidades en el exhorto de fo- 
jas 1 dirigido por el Juez de f. 1 Instancia y 2.' Nominación 
en lo Criminal de la Ciudad de Río Cuarto, al de Instruc- 
ción en turno de esta Capital, basta la observancia de tales re- 
quisitos para la legalización del despacho precatorio de re- 
ferencia, en el rjue aparece también cumplid;! la disposición 
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legal que se invuca en el auto de fojas 3 vuelta (Artículo 657. 
inciso l;* del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Que repícelo al fundamento f|uc el Jucjí (le la Capital 
deriva de la falta de reciprocidad de los tribunales a (pie per- 
tenece el exhortan te, es a todas luces itfconciliable con el 
propio concepto «pie aquel magistrado expresa acerca de los 
deberes que impone a los funcionarios judiciales la cláusula 
segunda del artículo 8." de la Constitución, la (pie no con- 
sagra una reciprocidad convencional subordinada a la obser- 
vancia o al incumplimiento de una de las partes, sino una obli- 
gación constitucional preceptiva e ineludible, que importa en 
cierto modo una limitación a las solteranías locales impuesta 
por intereses sujieriorcs de justicia y seguridad social, y (pie 
habrá de cumplirse siempre, aún en los casos a que alude el 
juez exhortado, mediante el ejercicio de los recursos legales 
correspondientes. 

Por eslas consideraciones y las concordantes de] dictamen 
del señor Procurador íicneral, se declara que el oficio roga- 
torio aludido está en debida forma y del* ser cumplido por el 
Juez de la Capital. A sus efectos devuélvanse los autos al Juez 
de Río Cuarto a fin de que reitere el exhorto de fojas 1 con 
tráttSértpcíon de la presente resolución. 

A. Iíkrmkjo. — J. Fjc.ukkoa Al- 
corta. — Ramón Ménmb. 

— RoltKKTO RlvPí- lTO. 



Ihm rúvíi/í' Ihi Cneio canina el Gobierno Nacional, sobre 
jubilación. 

Sumario; Carree de derecho a los 1»cneí icios que acuerda la 
ley 4549i por 110 haber llenado los requisitos y condiciones 
(pie la misma establece, la persona «pie, no |*ir error de 
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su propio nombre sino ]>ara utilizar un empleo que cu el 
correo le cedió otra persona, lo desempeñó a sabiendas que 
no le había sido conferido en forma jKtr autoridad com- 
petente . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DU LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bticnot Airea, M»yo 13 de IW.'4 

Vistos estos autos seguidos ]xir don Vicente del Cueto 
contra el Gobierno de la Xnción sobre jubilación, relaciona- 
dos a f s. 64 ; y 

Considerando: 

Que el actor Vicente del Cueto, a quien la Caja de Ju- 
bilaciones desestimó su pedido de jubilación, ajmrece prestan- 
do servicios en el correo con el nombre de José Muñí*, no por 
error sobre su propio nombre, sino para utilizar el puesto en el 
correo que le cedió su paisano José Muíiíz, el que se ausentó 
para España dejándolo en su lugar. 

Que el actor continúa en esa situación hasta el 18 de ju- 
nio de Í9|3 en cuya fcelia es nombrado para ocupar et mismo 
cargo que desemjjeñaba con el nombre de José Muñíz, pues 
no puede considerarse una rectificación del nombramiento el 
que inducido en error, realiza el Director General de Correos, 
en 18 de junio de 191 j. fundado en una información judicial 
y en un enrolamiento que adolecen de falsedad, ya que éstos 
se realizan con testimonios falsos; el mismo actor confiesa 
que nació el 9 de marzo 1849 y no el 15 de abril de 1851, co- 
ntó lo manifestó al enrolarse con el nombre rte José Luñtz en 
fecha 14 fie noviembre de 1911, en cuya oportunidad atri- 



huyóse padre y madre imaginarios, así i'unm aceptó la cestón 
del empleo ijuc le hizo mi ¡latsan» José Muñí*, con cuyo nom- 
bre prestó servicios en el Correo hasta el 18 de junio de f>ij. 
*ii cuya fecha pidió le "rectificaran sus documentos", a SU 
nombre de Y ícente del Cueto. 

¡Qiie eí cargo para desempieñar un empleo i>ú1ilict>. que so- 
lo ¡¿xiste por un acto administrativo, no es un bien que esté 
cu el comercio; y siendo asi, éste no lia podido ser objeto de 
cesión como la míe refiere el aelor en la cual, éste como ce- 
sumario aparece eoíi el empleó y hasta con el nombre del ce- 
fíente durante 2$ anos más p menos, basta que obtiene un 
nombramiento a su favor. 

CMie no siendo cesibles los empleos públicos como queda 
dicho, es elemental que nadie puede ocupar uno y percibir 
legalmente su sueldo sin el correspondiente nombramiento de 
la autoridad competente, aún cuando las autoridades de quien 
depende el empleo, faltando flagra lilemente a sus obligacio- 
nes, consientan en la sustitución de la persona del empleado, 
cualquiera sea el motivo (pie les induzca a proceder de esa 
manera . 

CJue las disposiciones del Código Civil citadas l*>r el Jue* 
(i </«i>, no tienen liarla que hacer con el nombramiento y la ju- 
bilación de los empleados públicos, los que están regidos por 
la Constitución Nacional y por las leyes especiales con pre- 
ceptos de derecho público federal, extraños y superiores al 
derecho común contenido en áquel Código. 

Por estos fundamentos. >e revoca la sentencia de fs. 64* 
sin costas, en atención a la naturaleza del asunto y resultado 
obtenido en primera instancia . — T. Arias. ~- fl. A. Xacar 
Aneharcna. — J. /*. Luna. 
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Bueno* Aíret, Octubre 6 de MM 

Y Vistos. Considerando: 

Que la sentencia traída en apelación .se funda fcn la* 
constancias determinadas y precisas de autos y del expedien- 
te administrativo agregado, que acreditan los procedimientos 
de falsedad y engaño que el apelante puso en ejecución a fin 
de mantenerse en el ejercicio de un empleo o cargo público 
para el qUe no había sido nombrado. 

Que en el supuesto de que tales procedimientos no hu- 
biesen sido determinados por una intención dolosa o propó- 
sitos fraudulentos, ello no sería bastante para justificarlos y 
constituirlos en base legal del derecho que se invoca, pues a 
los efectos de la evidente inexistencia de ese derecho, es su* 
f ¿cíente el error que el mismo interesado confiesa y median- 
te el cual desempeñó un empleo público a sabiendas de que 
no le había sido conferido en forma por autoridad compe- 
tente . 

Que sea cual fuere el valor jurídico que pueda atribuir- 
se al decreto de la Dirección General de Correos inserto ori- 
ginal a fojas 22 del expediente agregado, es lo cierto que la 
rectificación del nombramiento sólo se refiere al empleo de 
cartero de i.' en la Oficina de Clasificación, y que en todo 
caso, ese decreto no conferiría al actor el derecho que preten- 
de hacer valer sino desde el 18 de junio de 191 3, fecha en 
que fué dictado. 

Qne en mérito de tales antecedentes y aparte de las con- 
sideraciones de orden moral que expresa el pronunciamiento 
que se examina, resulta por lo demás de evidencia innegable 
que e! actor no ha llenado las condiciones y requisitos que es* 
lablece la ley 4349 a que se acoge en demanda de los benefi- 
cios que acuerda . 
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Por estos fundamentos y los de Ta sentencia apelada, se 
la confirma sin especial condenación en costas atenta la na- 
turaleza de la cuestión resuelta. Notifíquese y repuesto el 
papel devuélvase. 

A. Bermejo — J. Ficueíoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— RoitERTO Rl-PETTO, 

NOTA : Los antecedentes de ta presente causa se encuen- 
tran publicados en la página 315 del tomo 139 de ta colección 
de Fallos. 



Fisco Nacional contra daña Margarita Heid tic Ackcrtcy sus 
herederas, sobre reivindicación. 

Sumaria: 1." Una prueba testifical rendida en una contienda 
ante los tribunales ordinarios de la Capital a la que el 
Fisco fué extraño, y, por consiguiente, sin su necesario 
contralor y asistencia, no puede serle legalmente opuesta 
a los efectos de probar la |>oscsión, por parte del deman- 
dado, de los terrenos materia del juicio reivindicatorío 
entablado por aquél. 

2* A los efectos de la prescripción decenal, et título de- 
be aplicarse en realidad y no de una manera putativa, 
al inmueble poseído, y el adquircute cuyo título nn 
comprende sinó [¡arte del inmueble por él poseído, no 
puede invocar dicha prescripción más (pie por la parte 
comprendida en su titulo. Artículos 4011 v 2411 del 
Código Civil. 

3." tvl justa titulo debe ser un acto o un beclm por su 
naturaleza atributivo de propiedad y tío puede, consiguien- 
temente, instituirlo una sentencia (|ue por su naturaleza 
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misma, .os simplemente, declaratoria de derechos debatí* 
dos en el pleito. 

4/ El articulo 2753 de! Código Civil exige imperativa- 
mente que exista acuerdo res|>cctn del deslinde de los 
terrenos y escritura pública que cié validez a ese acuerdo 
para que se produzca el efecto de eme la escritura y la 
mensura sirvan en adelanto como titulo de propiedad. 

5. a Las razones de hecho y de derecho aducidas en los 
considerandos sexto, séptimo, décimo y undécimo del vo- 
to de la minoría en el fallo publicado en el tomo 105, pá- 
gina 363» son de estricta aplicación al caso de autos. 

i 

* ■ • 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

hHOi AIKI, Ko*ft«bft B d« i«ío 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos |x>r el Fisco Nacional contra Juan J. 
Echeverría sobre reivindicación, de cuyo estudio resulta: 

Que el señor Procurador Fiscal a fs, 20, se presenta en 
nombre del Gobierno Nacional demandando a don Juan J. 
Echeverría i»r acción reivindicatoría para que se le condene a 
restituir el terreno que indebidamente detenta ubicado en la 
calle Brasil entre Paseo Colón y la Dársena Sud. que figura 
con el N," 2 en el plano que adjunta, con una superficie de 
11.7Ó6 mts. 2.40 dms. cuadrados 'lindando al Norte con la ca- 
lle Brasil, al" Sud con el contra frente de 79 mts. 45, con la 
Empresa Catalinas, al Este con el lote N • ? ya reivindicado, 
por el Gobierno, y al Oeste por terrenos detentados indebi- 
damente por Hunt y del Viso. 

Que el demandado ocupa ese terreno en un titulo Venía- 



is 
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dero de dominio, pues éste no lia llegado sino hasta un límite 
bien determinado por tina zanja, siendo del Gobierno todo lo 
comprendido desde esta zanja hasta la ribera del Río de la 
Plata, que es donde se encuentra el terreno que reivindica. 

Que la mensura judicial hedía en 1859 por el agrimensor 
Lynch de los terrenos de Margarita Reid de Ackerley, hija de 
Mateo Reid. fué aprobada por el Departamento Topográfico 
de la provincia y se practicó de acuerdo con los títulos de 
propiedad, fijándose conio límite fiste de esos terrenos la re- 
ferida zanja, que aún existía en aquella época. 

IJw doña Margarita Reid de Ackerley en 1869 vendió 
a los señores <itiiller.ro Ubelolide y Cía. un terreno ubicado 
en la calle Colón, eme tenía de fondo a) Kste todo lo que re- 
sulte hasta tlar con la zanja existente o lo que pueda resultar 
s^gún la mensura de Lynch, lindando por el fondo con la zan- 
ja o Rio de h Plata . 

(Jue en 1877 el agrimensor Granel, por orden judicial, 
practicó la mensura de! terreno de los señores Guillermo Ube- 
lohde y Cía., concordando con la que hizo Lynch y dando co- 
mo limite Kste del terreno ta misma zanja que limitaba la pro- 
piedad de la señora de Ackerley por el fondo. 

Que no obstante ijue la señora de Ackerley no tenía más 
terrenos que los que daba el titulo de su padre, es decir bas- 
ta la zanja, en 1887 el agrimensor Oyueta practicó una men- 
sura judicial de jos terrenos de la señora de Ackerley. dán- 
doles en el fondo mayor extensión que la que les correspon- 
día por título, creando un titulo ficticio sobre los terrenos que 
quedaban entre la zanja y la ribera del Rio de la Plata. 

Que la Corte Suprema en los fallos registrados en los 
tomos 92. pág. 387 y 105 pág. ha resuelto favorablemente 
dos demandas rgna'es a la presente, por lo que invoca los arts. 
2758 y 2M¿ del Cód. Civil y las constancias de los expedientes 
que menciona para que se haga lugar a la acción rei vindica- 
toria, con costas. 
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Corrido traslado fie la demanda, ¿sta fuó contestada a 
fs. 54, por don Federico de la Villa on representación de don 
Juan J. Echeverría pidiendo su rechazo, con costas. 

Que su representado adquirió de don Jorge Dickinson en 
15 de abril de n>i¿ uii terreno situado sobre ta calle Brasil 
señalado con los números 14 a j8> entre Paseo Colón y la 
Dársena Sud, que tiene 85.30 metros de frente al Norte sobre 
la calle Brasil, j»r 106.64 metros de fondo en el costado Este, 
teniendo en su costado Oeste a los 49.83 metros a partir de h 
línea del frente» un martillo en su favor de 30 metros de Kste 
a Oeste por 76.17 metros de Norte a Sud hasta dar con la 
linea del contrafrente que mide 78.44 metros formando una 
superficie de 9.202 mts. cuadrados. 

Que ese terreno lo adquirió pagando su precio al conta- 
do» con toda buena fe y por medio de un titulo legítimo; que 
el vendedor le puso en ¡«sesión sin oposición de nadie en que 
ha continuado y ha pagado los impuestos nacionales y mu- 
nicipales 

Que el señor Dickinson hubo a su vez comprado ese te- 
rreno de los herederos de doña Margarita Reid de Aclscrley 
y que en la escritura que acompaña celebrada entre el señor 
Ignacio Oyuela y la señora tic Ackerley el 8 de octubre de 
1895, sc consigna el origen del titulo y consta que dicha seño* 
ra ha encargado al agrimensor Oyuela el esclarecimiento de 
esos títulos, cuyos terrenos forman parte de los denomina- 
dos de "Casa Amarilla" y qnc son los comprendidos desde 
donde termina la mensura practicada por Lynch en 1859 de 
"Casa Amarilla hasta el Río de la Plata, 

Que la mensura de Oyuela de 1887 fue aproada por el 
Juez doctor Garay en 1800 y que en el juicio contra la em 
presa de las Catalinas por doña Margarita Keid de Ackerley 
sobre reivindicación de parte de lo* terrenos medidos por 
Oyuela, se reconoció judicial mente ei perfecto dominio de la 
referida señora, 



FALM>S DE LA C01T* SUP1GMA 

i 



Que después de practicada la mensura por Oyuela y a 
raíz ile las obras del puerto desaparee ieron los mojones colo- 
MÚos poí aquél, quedaiitlo couf iludidos los terrenos de la se- 
ñora cíe Ackerley con los adyacentes razón por !a cual dicha 
señora ante el Juez doctor Pizarm entabló acción de repo- 
sión de mojones, proponiendo al ingeniero Oyuela para esa 
operación, que una vez practicada, la protestó la empresa de 
las Catalinas motivando la demanda por reivindicación con- 
tra esta empresa interpuesta por la señora de Ackorlay, a la 
que se hizo lugar por sentencia confirmada por la Kxema. 
Cámara. 

Que la mensura practicada por (Huela hizo desaparecer 
la obscuridad de! título primitivo de i8n que no determinó 
superficie ni dimensiones y constituye por si sola un titulo de 
propiedad según el an. J753 Código Civil, 

Que su parte .se ampara en la prescripción adquisitiva del 
art> py/j dd Código Civil, es decir de 10 años qué a la pre- 
sentación de esta demanda habían corrido cóii exceso, ya se 
cuenten desde !a aprobación de la mensura, ¿f de noviembre 
de iSox>. o desde la fecha de la escritura de adjudicación del 
loti- X." 2 a la señora de Ackerley. 8 de octubre de 1895. 

Que invoca los arte. .4005 y 4008 del Código Civil y alega 
también la preseri]>eión treintenari.i de que hablan los arts. 
4015 y 40 Jo del citado Código, pues la señora de Ackerley lia 
estado en posesión del terreno situado entre las calles Colón 
y Rio de la Plata dentro de los linderos que manatí sus títulos 
desde antes de 1SS0. 

Que usando del derecho que le acuerda c! art, ^108 del 
Cód. Civil cita de evieeión a don jorge Carlos Dickinson quien 
a fs. 70 se presenta por inlenncdiu de su representante don 
Carlos Mosto» manifestando: 

Que las defensas que va a oponer las hace con la reserva 
ile que el señor Dickinson im está obligado a la evicción y 
saneamiento de jos terrenos que sé reivindican en razón del 
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carácter y naturaleza de los derechos cedidos y del conoci- 
miento que de esos derechos tenia el adquirente . 

Qik opone ta improcedencia de la acción y la taha de de- 
relio del actor fundado: a) en que el título primitivo de la 
señora de Ackerley fijaba como limite Este el Rio de la Plata 
5 luego lo acrecido por aluvión antes de 1871 le pertenecía en 
mérito de lo dispuesto en la ley 26, tít. 28, Part. 3 y arts. 3 
y 4044 del Cód. Civil : b ( en que el Fisco, junto con otros te- 
rrenos, cedió6 la fracción (pie reipindica a los señores Cadret. 
Kahbazini y Cía., según escritura de 14 de agosto de 1888; c) 
en que la señora Ackerley fué reconocida como propietaria 
de los terrenos acrecidos por aluvión en la sentencia recaída 
en el juicio de reivindicación que siguió contra la sociedad anó- 
tna Muelles y Depósitos de las Catalinas y d) en que se han 
operado a favor de dicha señora y sus sucesores las prescrip- 
nes adquisitivas de los arts. 3999, 4015 y 4016, Cod. Civil. 

Que en 1887 la señora de Ackerley pidió la mensura ju- 
dicial del terreno que por herencia de su padre le correspon- 
día y la practicó el ingenien 1 Ignacio Oyuela siendo aprobada 
por el Juez doctor Caray el 2 de noviembre de 1890, dando al 
terreno una superficie de 124.004 metros cuadrados en la for- 
ma A-B-C del plano que acomuna. 

Que el Gobierno escrituró el 13 de agosto de 1888 a fa- 
vor de los señores Cadret, Kabbazini y Cia. 58.063 metros 
cuadrados de una lonja de terreno denunciada como fiscal, en 
cambio de 7840 metros cuadrados necesarios para calle s t ven- 
diendo posteriormente aquellos a la sociedad Terrenos del 
Puerto Madero la expresada tierra, que luego fué comprada 
por la sociedad anónima Muelles y Depósitos de las Catalinas. 

Que en el juicio que la señora de Ackerley siguió jx>r rei- 
vindicación contra la empresa Catalinas, fué condenada ésta 
.1 devolver y entregar a aquélla, la superficie de terreno que 
dicha empresa ocupó como sitcesora a título particular del 
Gobierno, y reconocida la señora de Ackerley por sentencia 



434 



FALLOS DC LA CORTE SUPREMA 



firme como dueña «leí mismo, sil titula tara poseer y díáponcr 
de ésos I lie ne-% fué prefecto, no podiendo lioy el Fisco rrivin- 
dicar esos terrenos, no sólo porque carece «Je titulo para ello 
sino porque también no puede levantarse contra ella un fallo 
de Tribunal competente, 

<^uc en vi mencionado juicio reivindicatorío, se Iva des- 
truido todo lo que en la demanda se dice sobre la falta de tí- 
tulo de ta señora de Ackcrley. inclusión indebida de la men- 
sura ríe Oyuela y reconocimientos hechos en fallos de la Cor- 
te Suprema. 

Que los fallos indicados en la demanda, no son aplin- 
bles aí sitb judicc pues el lote 4 reivindicado a del Viso no 
estaba ocupado por Catalinas sino que entraba en la zona de 
excavación de la dársena; y en el juicio seguido contra Qes- 
plauques. la sentencia no se pronunció sobre la permuta, 

Ouc reproduce la prescripción opuesta por el demandado 
agregando que siendo pl título de la señora de Ackerley con- 
sagrado |x>r sentencia de la Excma. Cámara en el año i8c>5. 
debe computarse la prcscrqicióti de diez años sobre la frac- 
ción del lote que se reivindica. 

Que oponiendo la falla de titulo del actor, la cosa juzga- 
da y la prescripción, pide el rechazo de la demanda, con costas, 

Abierta la causa a prueba se produjo la que certifica el 

actuario a ís alegando sobre su mérito ambas partes 

-esiwctivamente y previo el traslado de las excepciones opue» 
tas con lo í|Wc estos autos quedaron en estarlo de dictarse ^11- 
teticin . 

Y considerando : 

Que la primera cuestión a resolver e¿¡ la relativa a la-¡ 
prescripciones opuestas por la parte demandada, siendo previo 
a este respecto determinar con exactitud en qué forma ejer- 
ció aquella la posesión de los referidos terrenos. 
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Que del examen tic los títulos originarios, la propiedad 
ríe estos terrenos arranca de la merced que el gobernador don 
Juan Esteban Dávila hizo a favor de don Antonio del Pino en 
el añ» 1636, de los bañados del Riachuelo que comprendían 
desde la quinta de don Francisco Mesa hasta el Río de ta 
Plata, 

yue por escritura otorgada ante el esc» iba no don Juan 
José Núñez, el 5 de enero de 181 1 . el padre prior del conven- 
to de Predicadores de Santo Domingo, vendió a don Mateo 
Keid un terreno sito en el bañado junto a la Guardia del Ria- 
chuelo comprendido bajo las zanjas que por vía de arrenda- 
miento lo había poseído por muchos años don Pablo Pintos. 

Que el perito Carabellí informa a fs. 151 que entré el 
terreno comprado por Rcid y el río había una zona que siem- 
pre había sido ajena a la propiedad de la señora de Ackerley, 
que es la señalada con el nombre de la Guardia del Riachuelo. 

Que en la mensura judicial practicada por el agrimensor 
Lynch en el año 185*) a pedido de doña Margarita Reid de Ac- 
kerley, encontró las zanjas que limitaban el terreno por el la- 
do Este, quedando el Rio de la Plata a cierta distancia más 
afuera. 

Que la señora de Ackerley al vender una fracción de es- 
te terreno en el año 1869 a los señores Ubelohde y Cía., es- 
tableció en la escritura que lo que enajenaba se entendía hasta 
dar con una zanja existente, fijada en ta mensura de Lynch 
y en el año 1877 el agrimensor Granel al mensurar judicial- 
mente el mismo terreno encontró las zanjas establecidas en 
las mensuras anteriores, 'lo que fué confirmado en el año 1886 
por el ingeniero Eduardo Aguirre. 

Que el agrimensor Oyuela practicó una mensura el 15 de 
octubre de 1887 que fué aprobada judicialmente por el doctor 
Angel Caray el 29 de noviembre de 1890. dándole a esa pro- 
piedad por el fondo mayor extensión que la que le correspon- 
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tlia por el titulo, ultrapasando el limite tic las referirlas zan- 
jas hasta llegar a la ritiera de! Río Me la Mata. 

yue según consta en el juicio seguido por doña Marga- 
rita Reíd de Ackerley contra la sociedad Depósitos y .Muelles 
de las Catalinas que corre \xít cuerda serrada, la Exema. Ca- 
ma Ja de Apelaciones en lo Civil, confirmando la sentencia del 
Juez doctor Pira reo. declaraba que aquella era legítima pro- 
pietaria de los terrenos situados frente a la calle Brasil entre 
la Dársena Sud y Paseo Colón, en cuya posesión se le rein- 
tegraba, 

Que los testigos ingenieros Enrique Car mona, doctor Da- 
vid de Tezanns Pinto, Ing. Ignacio Oyuela, Sivinfelak Jordán 
y Fortunato G. Spada, ileclaran que la señora Margarita Reíd 
de Ackerley recuperó la posesión de los referidos terrenos 
desde el año 1895 por sentencia de la Cámara en !o Civil, 
ejerciendo actos posesorios en los mismos y teniendo casillas 
cuyos ocupantes pagaban alquileres. 

Que de lo expuesto se evidencia en primer termino que 
si bien don Mateo Reid adquirió los terrenos entre sajas en el 
año iXj 1 . la liarte ampliada en la mensura practicada por Oy líe- 
la en 1887, recién comenzó a poseerla el año 1895. no habién- 
dose cu consecuencia vencido los treinta años que fijan los 
arts. 4015 y 401 f> del Cód, Civil para adquirir iK»r prescrip- 
ción . 

Oitc tampoco se lian llenado los requisitos exigidos para 
prescribir con la posesión continua de diez anos con buena fe 
\ justo titulo de acuerdo con el art Cód. Civil, puesto que 
si bien han transcurrido más de diez años ]*>seyendo el te- 
rreno de la referencia con buena fe. no existe el justo título 
requerido |>or la ley, no pudiendi» sustentarse a este respecto 
(|ue 1<i constituyan la diligencia de mensura practicada por. 
Oyuela, ni la sentencia dictada en el juicio seguido contra h 
compañía Depósito* y Muelles de las Catalinas, por no reo- 
nir las característica* fundamentales requeridas por el art. -toro 
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qué entiende par tal a todo titulo que tenga por objeto trans- 
mitir un derecho de propiedad, estando revestido de las solem- 
nidades exigidas para su validez. 

Xo tiene tal carácter la mensura de (huela aún cuando 
hubiera sido aprobada judicialmente, porque como operación 
gráfica que fija la extensión y f imite de una propiedad, tiene 
míe ajustarse a las constancias del título que le sirve de base 
por no ser atributivo sino declarativo de la propiedad, aparte 
de que aquella es apr* diada en cuanto ha lugar por derecho, 
lo que jurídicamente significa que puede quedar sujeta a mo- 
dificación ulterior siempre que estuviera viciada de cualquier 
error puesto que no confiere derechos irrevocables. 

Y si a ¡o expuesto se agrega que en el juicio de mensu- 
ra la intervención judicial responde al solo y exclusivo obje- 
to de dar fuerza y legalidad al acto, pero sin que ello impor- 
te atribuir derechos de propiedad y jwsesión. y que en la men- 
sura de Oyuela ni él ni e! procurador municipal de la Capital 
intervenían en representación del Gobierno, quien debió ser 
citado en forma a la operación por el conducto de sus legíti- 
mos representantes, de acuerdo con el art. 119 de la ley 1893, 
la referida operación no puede tener el carácter de justo tí- 
tulo que se exige el art. 4010 del Cód. Civil. 

Por otra parte, en los autos seguidos por don Fclij>e R. 
del Viso contra el Gobierna de la Nación por cobro de pesos, la 
Corte Suprema estableció que el auto aprobatorio de la men- 
sura del ingeniero Oyuela. no tiene para la Xación el valor 
de cosa juzgada. 

F,n cuanto a la defensa opuesta de existencia fie cosa juz- 
gada a mérito de la sentencia dictada por la Cámara Civil en 
el juicio seguido por la señora de Aekerley contra la empresa 
Depósitos y Muelles de las Catalinas, tampoco es admisible, 
por tratarse de uu juicio en el que no intervino para nada el 
Gobierno de la Nación, siendo por lo tanto para él ese pro- 
nunciamiento res ittter alios acta, y si bien es cierto que se 
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trata de la misma cosa, qite obedece a la misma causa, peru 1í 
verdad es que no se trata de tas mismas personas, pues en este 
inicio actúa el Procurador Fiscal en representación del Go- 
bterno Nacional, y en aquél, éste no tuvo intervención ni re- 
presentación alguna y se tramitaba ante jueces que no eran los 
de la Constitución, porque es el fuero federal ejercido por 
jueces nacionales el que interviene en tos autos en que ta Na- 
ción sea parte, como lo establece el art. 100 de la Constitución 
y el art. 2.* de la ley sobre jurisdicción de li*s Tribunales Fe- 
derales. 

Que en el juicio seguido por don Felipe R. del Viso con- 
tra el Gobierno Nacional, la Suprema Corte declaró que no 
jmede hacerse valer contra el demandado la resolución recaída 
ett el litigio seguido por doña Margarita Keid de Ackerley 
con la empresa de las Catalinas porque la Nación 110 fué par- 
le en ese juicio. ley 20, tít. 22, Partida J,\ por lo que corres- 
ponde 110 hacer lugar a la defensa opuesta. 

Qav pasando el estudio de ¡a materia de fondo en este li- 
tigio, del testimonio de escritura pública de is. 67 del exp. 
agregado resulta que entre la señora de Ackerley y el agri- 
mensor don Ignacio Oyucla se repartieron los terrenos cues- 
tionados, adjudicándose los lotes números 1 al 3 el señor Orne- 
la y «I lote N\ u 2 a la señora de Atíeeíley, quedando el 4." 
lote en condominio. 

El lote 2 ¡asó a Jos herederos de la señora de Ackerley 
en tres fracciones siendo la mayor de éstas la adquirida pri- 
mero por Dickinson y más tarde traspasada a Echeverría, mo- 
tivando este pleito, análogo en un todo al juicio de reivindi- 
cación instaurado con anterioridad por el Superior Gobierno 
de la Nación contra don Enrique Desplanques sentenciado por 
la Suprema Corte en el tomo 105, página 363. 

Que del examen de los antecedentes suministrados a este 
respecto, es indudable que el terreno reivindicado por el Oo- 
bierno se halla fuera de los limites fijados entre zanjas en el 
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título de propiedad de don Mateo Reid, según se ha dicho, silo 
en el I tañado, junto a la Ouardia que fué del Riachuelo, lo que 
fué constatado |>or el agrimensor do» Francisco Chiclana ert 
1H44 y confirmado i»or el agrimensor Kynch en 1859, cuya 
1 uro su ra fué aprobada judicialmente, de todo lo que resul- 
ta que el terreno de la señora de Ackerley jamás lindó por 
el liste edil c\ Rio de la Plata, 'Ksio mismo lo ratifica la men- 
sura de! agrimensor Gustavo Granel en 1S77 y el plano de 
perfiles transversales levantado por los ingenieros del Puerto 
de la Capital, todo lo cual demuestra a la evidencia que los te* 
ríenos situados al Kste de la zanja, no eran de la señóYa de 
Ackerley . 

Oue la mensura efectuada por el agrimensor Oyuela en 
iNSj. reconoció a la señora de Ackerley, tm derecho de pro- 
piedad más extenso, pues prolongó las lineas de los costa- 
dos Xorte y Stid hasta su intersección eon el Rio de la Plata, 
pasando el limite marcado por las zanjas, haciendo caso omi- 
so del titulo originario de la propiedad y de las mensuras an- 
teriores dándole asi una ubicación arbitraria por la que se apro- 
pialian terrenos que constituyeron el lecho de! Río de la 

<Jue la Suprema Corte en el juicio seguido por don Felipe 
del Viso contra el Gobierno Nacional ha declarado (pie la 
fuerza probatoria de los elementos expresados apreciados eu 
conjunto no pueden sino convencer de que la operación practi- 
cada por el ingeniero < H uela en 1887 haciendo llegar los te- 
rrenos del pleito hasta penetrar en la Dársena Sud. da a ese te- 
rreno' una extensión que no tiene, constituyendo un título 
inhábil, por ser viciosa aquella o] «ración, debiendo dejar cons- 
tancia de que los Tribunales de la Capital al pronunciarse so- 
bre !a mensura de Oyuela no contaron con el cúmulo de da- 
tos informativos para formar el criterio judicial con (pie se 
cuenta en este litigio. 

(Jwí las pericias practicadas por Í03 ingenieros Williams 
y Carabcllí llegan a las mismas conclusiones en cuanto afir- 
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man >.|iie el terreno heredada por 1n señora de Ackerlcy no 
tra arcifinio, pues tenía interpuesto entre el mismo y el Río de 
la Plata una zima (pie comprendía el sitio ocupado |>or la anti- 
gua (íiiardia del Riachuelo y el llamado camino a la Boca, es- 
tando limitado por zanjas, y que los terrenos litigados recién 
tuvieron existencia real cuando en 1887 fueron formados por 
icrraplcnamíemos establecidos sobre el lecho del río, al ob- 
jeto previsto en el art, 2." de la ley X. rt 1 J57 de octubre 27 
fie 1882, Y en el informe del último agrega que con anterio- 
ridad al año 1887, mi hubu ,ni mentó ni disminución por alu- 
vión, pero cjue en ese año hubo un cambio brusco produci- 
do no por causas naturales, sino por la intervención de la em- 
presa constructora del leerlo de la Capital la que varió com- 
pleta y artificialmente las condiciones locales, volcando tierra 
sobre el techo del liio de la Plata para formar sus grandes te- 
rraplenes sobre los cuales fué establecido luego calles, casa% 
depósitos, usinas, etc. 

<¿ue el informe del Ministerio de Obras Públicas al sos- 
tener el derecho de propiedad de la Nación sobre el referido 
terreno, expresa qué no se trata de acrecentamientos produci- 
dos por aluvión, sino de terrenos ganados al Rio de la Plata, 
de cuyo lecho formaban parte, mediante la construcción de 
las obras del Puerto. 

íjue de lo expuesto se evidencia que los terrenos que 
pretende la señora de Ackerlcy, no pueden haber acrecido su 
propiedad por aluvión desde que estaba limitada por zanjas 
en todas las mensuras efectuadas hasta que se practicó la de 
« )yuela y en cuya virtud jamás podrían pertenecer a la señora 
■ le Ackerlcy, porque no lindando su propiedad originaria con 
ia ribera del kin de ta Plata, las derivaciones de éste no pu- 
dieron aprovecharle, condición indispensable para adquirir por 
aluvión, cuyo beneficio no puede ser invocado más que por los 
propietarios cuya* heredades se extienden hasta la ritiera y 
no tienen otro limite que la corriente misma del agua, de 
de acuerdo con el art. ¿574 del Código Civil. 
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(Juc posteriormente la Suprema Corte en el juicio de rei- 
vindicación seguida jx>r el Gobierno Nacional contra Enrique 
Des ¡llanques, ha dejado establecido que la mensura de Lynch 
de 1859 del terreno de doña Margarita Reid de Ackcrley. 110 
tomó en cuenta pap nada el aumento por aluvión, que según 
el in forme de la Inspección General de Navegación y Puer- 
|ti> tn v. plano de ta ciudad de Unenos Aires de 1866, no apa- 
rece terreno formado por aluvión al Este de ta propiedad <le 
la .señora de Ackcrley y que en ludo caso no le ha podido co- 
rresponder a esta última ni el aluvión que hubiera aumentado 
su terreno con anterioridad a la mensura judicial de 1859. ni 
posterior a dicha mensura. 

Agregues*: que la mensura de Lynch aprobada judicial- 
mente en 1859. dió forma y extensión determinada a los terre- 
nos de doña Margarita Reid de Ackerley, con la conformidad 
íle ésta, del Fisco y deirás linderos, no pudiendo en conse- 
cuencia los propietarios solicitar nuevas operaciones de men- 
sura o deslindes en lanto subsistan los mojones de la prime- 
ra y mientras «pie en la mensura practicada por O vuela no se 
menciona para nada ta realizada anteriormente por Lynch. 

Oue de las escrituras corrientes de ís. 26 a 49, resulta que 
Dickiiisoti compró tan solo a los herederos de doña Marga- 
rita Reid de Ackerley, los derechos y acciones de la fracción 
de tierra reivindicada hoy por el Gobierno Nacional, inqui- 
riéndolos después don Juan J. Echeverría el 15 de abril de 
1913 y al ser citado aquel de e vice ton. manifiesta que su in- 
tervención en este juicio la hace con las reservas y de acuer- 
do con las declaraciones hechas de no estar obligado a la 
eviccióu y saneamiento de los referidos terrenos en razón de 
la naturaleza del contrato celebrado con lícheverría, de la ca- 
lidad y naturaleza de los derechos cedidos y del conocimien- 
to que sobre los mismos terrenos tenía el adquirente, todo lo 
cual revela que le coustaha que los derechos y acciones que 
adquiriría eran de un carácter muy dudoso. 

Oue de autos residía que el terreno que motiva la prc- 
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senté reivindicación se lialL ubicado fuera de los límites esta- 
blecidos en la escritura originaria y fijados en las mensuras 
recordadas, como pertenecientes a la señora de Ackerley. (tr- 
atando parte del lecho del Río de la Piala, en cuya virtud 
es e vidente que su dominio corresponde al Gobierno de la. 
Nación de acuerdo con los arts. 2342 inc. 1.* y 2572 del Cód. 
Civil, siendo per fcct amenté viable la acción rei vindicatoria ins- 
taurada por reunir los requisitos exigidos por el art. 2758. 

t*or estos fundamentos, fallo: rechazando las excepcio- 
nes opuestas de prescripción treintenaria y decenal, como tam- 
bién la defensa de cosa juzgada y haciendo lugar a la pré- 
senle acción reivindicatoría instaurada por el Fisco Nacio- 
nal contra don Juan Jf, Kchevnrría. con las costas del juicio en 
el orden caucado. .Molifiqúese y rep. las fojas. 

Manuel /í, de Anchor enu. 

sKxrKxcrA DE la cama* a ikderal 

Bucki Aitce, luiio ii d* nrJs 

Visios : 

Fistos autos caratulados "Fisco Nacional contra Marga- 
rita K*-'¡d de Ackerley. o sus herederos (boy Juan J . Eche- 
verría;, sobre reivindicación", para resolver el recurso de ape- 
lación deducido a ís. 406 contra la sentencia de fs. 380.. 

Por sus fundamentos y doctrina que surge del fallo de 
la Corte Suprema de Justicia, causa Felipe R, del Viso contra 
Gobierno Nacional, vol. íjj. pág. 387 y fallo de esta Cáma- 
ra Federal y Corte Suprema, pág. 363. tonto 105, causa G'p- 
biernn Nacional contra Enrique Desplanqucs : y 

Considerando, además, en cuanto a la prescripción de- 
cenal : 

Que en el escrito de expresión de agravios, la parte (Je- 
ma tula da insidie en *jue ella tiene justo titulo para la asucapión 
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de diez y veinte anos y que esc justo título es la sentencia 
recá|4a en la demanda que iniciara contra The Catalinas 
Warchouscs, pronunciada por la Cámara Civil de Apelaciones, 
"justo título éste que el señor - Juez a quo niega a la men- 
cionada semencia, sin expresar los fundamentos de su ne- 
gativa. . 

"Ksa sentencia, agrega, es el "acontecimiento" a que se 
" refiere la nota del codificador que hubiera investido de de- 
■' recito al poseedor si el que lo hubiera realizado hubiera si- 
" do señor de la cosa... y que tanto autores de reconocida 
" autoridad científica, como el Alto Tribunal francés, están 
" acordes en considerar a las sentencias judiciales como jus- 
" tos títulos irara adquirir la propiedad por prescripción". 

Que cal» hacer notar al respecto en primer término, que 
la demanda revindicatoria iniciada |«>r la señora de Reíd de 
Ackerley contra la sociedad anónima Muelles y Depósitos de 
jas Catalinas que dio origen a la sentencia de la Cámara Ci- 
vil de Apelaciones, fecha 4 de julio de 1895, en res Ínter altos 
arta para el Fisco Nacional, por no haber sido parte en elto, 

Kn segundo término, la sentencia, que a consecuencia de 
una demanda de reivindicación, ordena la entrega del inmue- 
ble reivindicado, no constituye el justo título traslativo de la 
propiedad a que se refiere el art. 4010 del Código Civil, sino 
solo declarativo, ya que la sentencia no confiere un derecho 
nuevo a a f|itel a cuyo favor ha sido pronunciada, sino que 
declara únicamente la existencia de tal derecho. 

Trabándose este contrato, dicen Aubry et Rau, vol. 2, 
página 218. nota 5 (se refieren al "contrato judicial"), a pro- 
pósito de una acción rei vindicatoria, las partes no reconocen 
al Juez sino el poder de declarar el derecho del verdadero pro- 
pietario y no lo autorizan en manera alguna para transferir 
esos derechos a aquel a quién (wrtenezcan . El compromiso 
que las partes contraen sometiéndose a la decisión del Juez, 
importa de parte del que delie ser vencido, no un abandono 
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eventual de u:i derecho de propiedad existente en .su prove- 
cho, sino simplemente renuncia a hacer valer pretcnsiones que 
en lo sucesivo no tendría apariencia dé realidad, quia res /n- 
(iicata pro irritó e luthctur l Troptong, II. 883; Dtiraiiton, 
XXI, ¿74; Marcado, loe. cit. : Zachariae, ]>ar. ji8, nota 7). 

Empero, la parte apelante liace mérito en contrario de 
dos sentencias de la Corte de Casación francesa, de febrero 
jí de T8-7 y julio 14 de 1835. 

Importa bacer untar, dicen Anhry el Kan (nota citada 
qijé esos fallos rió ban sido dictados en caso* en que se tra- 
taba de semencias arliilrales pronunciadas antes del Código 
Napoleón y en qué !a prescripción comenzada bajo el imperÍQ 
de leyes antiguas, debía ser regida dé acuerdo a esas leyes <ar- 
ticulo 1 . Almra bien; se admitía con bastante generali- 
dad — agregan — en nuestra antigua jurisprudencia que el 
titulo no era exigido sino contó elemento de la buena fe y 
ijtie la insta opimo dominil quacstio |>odia bastar aún en au- 
sencia ¡ié un verdadero título de adquisición, para fundar la 
usucapión por diez y veinte años. Kn esc sistema se com- 
prende <]tie tina sentencia <p»e ordena la entrega de un inmue- 
ble naya sido considerada ca|jaz de formar, para aquel a cu- 
yo favor ba sido pronunciada, una justa causa para creerse 
propietario de ese inmueble. Desde este punto de vista los 
dos fallos citados ante rio miente pueden, pues, justificarse 
basta cierto punto, pero la doctrina, agregan, que tales sen- 
tencias hi 11 aplicado, no es compatible con las disposiciones 
del articulo 2265 1 fuente de nuestro .4010* del Código Xa- 
jKileón y no se podría entonces aplicar en la actualidad Y 
agregaremos, concluyen, ipie aún en Derecho Romano ta 
cuestión de saber sí una sentencia pronuncia fia a propósito de 
una acción reivindicatoría, constituye un justo titulo ]>ara el 
flema inlanle en provecho del cual ha sido pronunciada, es ex- 
tensa vente controvertida; y que la negativa, sostenida en Iré 
otros |K»r Sell. se funda en razones cuya fuerza es difícil des- 
conocer , . , 
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Por torio ello, se confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada de ís. 389 que rechaza las excepciones opuestas de pres- 
cripción ireintcnaria y decenal, como también la defensa (le 
cosa juzgada y hace lugar a la presente acción reivindica- 
toría instaurada por el Fisco Nacional contra Juan J. Eche- 
verría. — Marcelino Escalada. — 7*. Ar'ms. — B. Nácar 
Anckorem. — /*- Luua. 
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Bueno» Aires, Oclubie ► <Je IW4 

Y Vistos: 

Los autos seguidos por el Fisco Nacional contra doña 
Margarita Keid dé Ackerley o sus herederos (hoy Juan F. 
Echeverría '* sobre reivindicación, venidos en apelación con- 
tra la sentencia dictada por la Cámara Federal de? la Capital. 

Y Considerando; 

Que el inmueble objeto de la presente reivindicación no 
se halla comprendido dentro del título de propiedad otorga- 
do por el Convento de Religiosos Dominicos a don Mateo Reíd 
el 15 de enero de 181 1, ni se ha adquirido |xu aluvión después 
de esa fecha como con toda claridad resultan, una y otra cosa, 
de la pericia practicada a fojas 150 de estos autos por el in- 
geniero Caravclli y también de las sentencias dictadas por esta 
Corte en los juicios seguidos por el Gobierno Nacional con- 
tra Felipe del Viso y Enrique 1 )esplanques. según puede verse 
en los tomos ya, página .$87 y 105, i»ágina 363. respectiva- 
mente. La defensa basada en el dominio que sobre la tierra, 
reivindicada se atribuye su actual poseedora ha sido pues bien 
desestimada en primera y. segunda instancia por cuanto con- 
ft.rtne a lo dispuesto por los artículos 2751 y 2411 del Código 
Civil la jiosesión de buena fe de mayor parte de terreno de la 
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que autorizan los títulos no aprovecha al que la ha tenido y 
además la posesión fundada en un título comprende solo la 
extensión del mismo. Y en cuanto a la adquisición jior alu- 
vión, apareciendo de la mencionada pericia que el inmueble 
adquirido ]«r don Mateo Reíd no lindó nunca con el Río de 
la P!ata, como fuera declarado en los citados juicios, aquella 
no ha podido producirá de acuerdo con los principios del de- 
recho español en vigor antes de la sanción del Código Civil. 

Que -la apelante afirma que se ha operado en su favor 
la prescripción treintañal autorizada por el articula 415 del 
Código Civil y cohonestando la existencia y cumplimiento de 
aquella arguye "que !a prueba rendida demuestra que la se- 
ñora de Ackerlcv tuvo la posesión del lote de terreno que es 
objeto de este juicio desde el año [851)" . Si tal fuera, es evi- 
dente que la prescripción adquisitiva se habría operado am- 
pliamente pues la dénfendá (tité deducida el i7 de agosto de 

Oue, entretanto, el examen de la prueba traida al juicio se 
halla bien distante dé autorizar con su mérito la referida afir- 
mación, Desde luego, la demostración de la existencia de la 
posesión pretendida debe resultar de las probanzas acumula- 
das en los presentes autos, La pruclia testifica! rendida en el 
juicio .seguido contra la Kmpresa de las Catalinas ante la jus- 
ticia ordinaria de la Capital invocada por la demandada a los 
efectos de abonar la posesión aducida carece en el présenle di' 
todo valor procesal respecto del Fisco, pues, tal prueba ren- 
dida en una contienda a la cual af|uél fué extraño, y. consi- 
guientemente, sin su necesario cuntralor y asistencia, no pue- 
de serle legalmente opuesta. 

íjue dentro de estos autos el interrogatorio de fojas 200 
a cuyo tenor declaran O vuela, fojas 27, Te za 11 os Pinto fojas 
204. Carmona fojas 265, Halinja fojas _h»k Jordán fojas 20* j 
y Sepeda fojas 278 tienden a demostrar ta existencia de la po- 
sesión alegada, pero sin conseguirlo. Ep efecto, con excep- 
ción de Jordán y Sepeda, los demás testigos se limitan a afir- 



DE JUSTICIA DE LA JÍACIÓÍÍ 



447 



mar que la ]mscs¡6n fué tomada el año 1895 o sea en la fe- 
cha de la sentencia pronunciada en el pleito con la Empresa 
de las Catalinas. De los dos últimos, Jordán aunque refiere 
la posesión a una época anterior a la de la sentencia citada, 
omite precisar fecha alguna al respecto; Sepcda, en cambio, 
Hace remontar la posesión de la señora de Ackcrley al año 
1S71). pero la declaración de este testigo es totalmente iniino- 
ctiá no sólo jiorque es visible (pie aplica sus contestaciones al 
terreno de que era realmente propietaria aquélla como se de- 
duce de su respuesta a la segunda pregunta, sino también pnr- 
qiie su información se limita exclusivamente al lapso de tiem- 
po comprendida entre los años 18576 y 1883 en que vivió en el 
barrio como fluye de la lectura de m contestación a la sexta 
pregunta. 

íjue en presencia de este examen, no es posible admitir» 
como bien lo han declarado !os pronunciamientos apelados, 
qué se baya demostrado la existencia ríe la posesión treinta- 
ñal . Y todavía es más; los planos acón 1 panados a la i»ericia 
realizada por el ingeniero Carabelli corrientes a fojas 134 y 
siguientes, numerados de 2 a IT, muestran gráficamente que 
lo medido por Oy uela formaba parte del lecho del Rio de la 
Plata hasta el año 1887, siendo forzosa la consecuencia de que 
los terrenos de que hace imrte el actualmente reivindicado fue- 
ron ganados a aquél y formados por t erra pía namientos deri- 
vados rlc la construcción de las obras del Puerto ordenadas 
por ley de 15 de diciembre de 1887. co no el referido técnico 
lo sostiene con abundantes razones. 

(Jite el hecho material bien acreditado en autos de que 
los terrenos en cuestión fueron ganados al rio, con posterio- 
ridad al año 1887. excluye, como es obvio, la posibilidad de 
que mediante prueba testifical o de otro género sea factible 
demostrar la existencia de una jiosesión anterior a esc mo- 
mento. 

One aim en la hipótesis dentro de la cual se eo1<H-a la 
parte ilcmandada de haberse iniciado su posesión con la men- 
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sura de Oyueía el año 1H8;, la prescripción treinta nal no se 
habría operarlo pues entre esa fecha y la (le la deducción do 
h presente demanda no habrían transcurrido los treinta años 
requeridos por el artículo 4015 del Código Civil. 

íjue acerca de la prescripción de diez años con justo ti- 
tulo y buena fe. invocada |wr ta demandada cu su favor h 
>olucion debe ser asimismo contraria a sus pretcnsiones. Ku 
efecto, de la mensura e informe pericial practicado en estos 
tutos asi como de los realizados en el juicio del Fisco con 
Dosplanques, resulta bien acreditado que el título ib- la de- 
mandada no se aplica al terreno de que se trata y siendo a»\ 
falta la condición requerida \mr el artículo 401 1 del Código 
Civil para que aquel pueda ser considerado como tal a los 
efectos de la preserqjeión de diez añoft. Anbry y Rau. toro II 
4.' edición. |tárrafo ¿18. página explicando el alcance de 
la regla incorporada a nuestro Código dicen: "el titulo de- 
l>e aplicarse en realidad y no de una manera putativa al in- 
mueble iwseído", y, agregan "el adquirente cuyo titulo no com- 
prenda sino una parte del inmueble por él poseído no puede 
invocar la prescripción de diez años más qiié por la parte com- 
prendida en su título**. V tal es la solución a que corresponde 
arribar dentro del Código Civil Argentino no sólo a mérito 
de lo prevenido por el artículo 4011 sino también, porque de 
acuerdo con la regla de? artículo 2411 la posesión fundada sn- 
bre un titulo comprende sólo la extensión fie su titulo. 

glté la sentencia dictarla por la justicia ordinaria fie la 
Capital en el juicio seguido por la demandada con la K111- 
presa de las Catalinas y por la cual se declaró la propiedad 
de las tierras en favor de la señora de Ackerley, tampoco fotís? 
lituye el justo título en el sentido de lo dispuesto por el ar- 
ticulo 4010 del Código Civil. Tal sentencia, en efecto. 110 im- 
portó en si misma un acto de enajenación, un acontecimiento 
que nacido de la voluntad y del consentimiento de un con- 
tratante tuviera por fin transferir a otros la propiedad del in- 
mueble. Hila, limitóse simplemente a declarar dentro de) jui- 
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ció. el derecho de la señora de Ackeríey sobre las tierras ma- 
teria de la reivindicación pero sólo respecto de su contendor 
en aquél y no respeto del fisco que jwrmaneció extraño at 
susodicho juicio, ni de los demás terceros. Y aunque en re- 
lación al vencido en el citado pleito de reivindicación. la se- 
ñora de Ackeríey tenga un derecho definitivo que equivale por 
su eficacia en cierto sentido al que pueda dar un título, ello 
es simplemente la consecuencia del principio -le la cosa juzga- 
da y nó de la existencia de una causa de enajenación de las 
autorizadas y reconocidas por t 'l derecho civil. 

En suma t'l justo título del» ser un acto o un hecho ]>or 
su naturaleza atributivo de propiedad y no puede consiguien- 
temente constituirlo una sentencia que por su naturaleza mis- 
ma es simplemente declarativa de los derechos debatidos en el 
pleito. 

Que, por lo demás, siendo el justo título la causa legal, 
para precisar si una persona lo tiene, es necesario referirse 
al hecho inicial de la loma de posesión. Qué titulo tiene la de- 
mandada o sus antecesores cuando tomaron el año 1887 la 
posesión del inmueble objeto de la presente reivindicación? 
Desde luego no lo constituía como se ha visto el acto de la 
enajenación hecho [>oc el Convento de Santo Domingo en fa- 
vor de Mateo Reid puesto que el terreno en cuestión queda- 
ba fuera de los linderos señalados en él, no lo constituye tam- 
poco la mensura de Oyucla ]>on|ue no teniendo otro fin la 
operación practicada que traducir sobre el terreno el conte- 
nido del titulo, la causa de la posesión sólo podría nacer de 
éste, minea de aquélla. FJ argumento exttaido del artículo 
275.Í Código Civil no es aplicable en el caso a la mensura 
practicada por Oyuela desde que no ha promediado entre el 
Gobierno Nacional y la señora de Ackeríey acuerdo alguno 
respecto del deslinde de los terrenos, ni existe la escritura pú- 
blica que cié validez a ese acuerdo, como imperativamente lo 
exige el articulo citado para que se produzca el efecto de 
il ue la escritura y la mensura sirvan en adelante como título de 
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propiedad. En el momento pues ríe la toma de posesión, sea 
que este momento se refiera a la fecha de la mensura de 
Oynela o sea que el corresiwnda a la fecha de fa sentencia 
dictada por la justicia ordinaria de la Capital e! año 1895. la 
.le nandada, ni sus antecesores han tenido el título que invocan. 

Que en cuanto a la defensa consistente en sostener "que 
el Fisco Nacional carecía de título para demandar la propie- 
dad de las tierras poseídas i>or !a señora de Ackerley en razón 
de la permuta realizada con los señores Cadret y Rabazzini 
antecesores de The Catalinas Warehotises and Malle y Cía.", 
t-lla ha sido examinada en todos sus as|iectos por esta Corte 
en ocasión del juicio seguido por el Gobierno Nacional contra 
don Enrique Desplanqucs (Fallos tomo [05. página 363» 
acerca de los terrenos con el mismo origen que el que motiva 
este juicio y las razones de hecho y de derecho aducidas en- 
tonces en Iris considerandos sexto, séptimo, décimo y un dé- 
cimo riel voto de la minoría del tribunal son de estricta apli* 
cación al caso de autos y corresponde en su mérito desesti- 
mar !a aludida flefensa. 

Por estos fundamentos y los de las sentencias de primera 
y secunda instancia se confirma en todas sus partes el pro- 
nunciamiento apelado. Las costas de esta instancia en el or- 
den causado, atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 
Noiifiquese y devuélvanse debiendo reponerse el papel en el 
juzgado de origen. 

A. Bkrmejo — J. FiciJEsoA Al- 
Solar. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



